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BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO

JEFATURA DEL ESTADO

9542 Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo. (BOE núm.
147, de 17-10-2010).

I

La crisis financiera y económica de origen internacional que se ha desarrollado desde principios de 2008 ha quebrado
la larga senda de crecimiento económico y del empleo que vivió la economía española desde mediados de los noventa y ha
tenido como consecuencia más grave una intensa destrucción de empleo y el consecuente aumento del desempleo.

Las cifras a este respecto son esclarecedoras. En los últimos dos años se han perdido en nuestro país más de dos
millones de puestos de trabajo y el desempleo ha crecido en casi dos millones y medio de personas, lo que ha duplicado la
tasa de paro hasta acercarse al 20%. Un desempleo de esa magnitud constituye el primer problema para los ciudadanos y
sus familias y supone un lastre inasumible a medio plazo para el desarrollo económico y para la vertebración social de
nuestro país.

Por ello, recuperar la senda de la creación de empleo y reducir el desempleo constituye en estos momentos una
exigencia unánime del conjunto de la sociedad y, en consecuencia, debe constituir el objetivo último fundamental de todas
las políticas públicas.

Es indudable que la principal y directa causa de la pérdida de empleo durante los últimos dos años ha sido la caída
de la actividad productiva, derivada, en un primer momento, del colapso de los cauces habituales de crédito y endeudamiento
que sustentaron de forma decisiva el consumo y la inversión en la pasada etapa expansiva. Un fenómeno común a los países
de nuestro entorno socioeconómico, y en particular a los integrantes de la eurozona.

Pero es cierto que en España la incidencia de esta contracción productiva sobre el empleo ha sido superior a la sufrida
en otros países. Y existe una amplia coincidencia en señalar como responsables de este negativo comportamiento tanto a
las diferencias en la estructura productiva del crecimiento económico, como a algunas particularidades estructurales de
nuestro mercado laboral, que las reformas abordadas en las últimas décadas no han logrado eliminar o reducir de forma
sustancial.

Unas debilidades de nuestro modelo de relaciones laborales que en último término vienen a explicar la elevada
sensibilidad del empleo al ciclo económico que se ha venido poniendo de manifiesto en nuestro país, lo que hace que crezca
mucho en las fases expansivas pero que se destruya con igual o mayor intensidad en las etapas de crisis, y entre las que se
encuentran las siguientes: un significativo peso de los trabajadores con contrato temporal (en torno a un tercio del total de
asalariados por cuenta ajena), que constituye una anomalía en el contexto europeo, y que ha derivado en una fuerte
segmentación entre trabajadores fijos y temporales; un escaso desarrollo de las posibilidades de flexibilidad interna en las
empresas que ofrece la legislación actual; una insuficiente capacidad de colocación de los servicios públicos de empleo; la
persistencia de elementos de discriminación en el mercado de trabajo en múltiples ámbitos, pero de forma muy señalada en
el empleo de mujeres, personas con discapacidad y desempleados de más edad.

La crisis económica ha puesto en evidencia la insostenibilidad económica y social de este modelo, que ha generado
la rápida destrucción de cientos de miles de puestos de trabajo. A su corrección se dirigen esencialmente las medidas
contenidas en este real decreto-ley, que suponen una continuación coherente de las actuaciones que el Gobierno ha puesto
en práctica en materia laboral desde el inicio de la mencionada crisis financiera que precipitó la entrada en recesión de
nuestra economía, junto a la mayoría de los países del área euro.

La velocidad a la que ésta ha evolucionado ha obligado a responder con idéntico ritmo para paliar o revertir sus
efectos más dañinos, priorizando en cada momento la puesta en práctica de actuaciones laborales con el objetivo de reforzar
la protección social, incentivar la contratación y mejorar la empleabilidad de los colectivos más perjudicados, o favorecer
el mantenimiento del empleo en las empresas. Todo ello ha derivado en una larga lista de medidas que, aunque adoptadas
en diferentes momentos temporales, han ido respondiendo a la misma lógica y de la que también participan las que ahora
se aprueban.

Las modificaciones legales que aquí se abordan se inscriben en un marco de reformas más amplio impulsado por el
Gobierno, integradas en la denominada Estrategia de Economía Sostenible, presentada el pasado 2 de diciembre por el
Presidente del Gobierno en el Congreso de los Diputados para acelerar la renovación de nuestro modelo productivo. Un
escenario de reformas estructurales de amplio espectro destinadas a hacer más resistente nuestra economía frente a las
perturbaciones externas, a mejorar su competitividad a medio y largo plazo, a fortalecer los pilares de nuestro estado de
bienestar y, en último término, a generar más empleo. La Estrategia de Economía Sostenible incluía el compromiso de
realizar una reforma del mercado de trabajo, que se materializa a través de este real decreto-ley.

Por tanto es desde una perspectiva integral, que contemple tanto la totalidad de las actuaciones adoptadas en los
últimos dos años como las iniciativas de futuro en marcha, que las medidas incluidas en este real decreto-ley adquieren su



8

completa dimensión.

II

Esta reforma tiene como objetivo esencial contribuir a la reducción del desempleo e incrementar la productividad
de la economía española. A estos efectos, se dirige a corregir la dualidad de nuestro mercado de trabajo promoviendo la
estabilidad en el empleo y a incrementar la flexibilidad interna de las empresas, como aspectos más destacables.

De manera más concreta, las medidas incluidas en esta norma se dirigen a lograr tres objetivos fundamentales.

Primero, reducir la dualidad de nuestro mercado laboral, impulsando la creación de empleo estable y de calidad, en
línea con los requerimientos de un crecimiento más equilibrado y sostenible.

Segundo, reforzar los instrumentos de flexibilidad interna en el desarrollo de las relaciones laborales y, en particular,
las medidas de reducción temporal de jornada, como mecanismo que permita el mantenimiento del empleo durante las
situaciones de crisis económica, reduciendo el recurso a las extinciones de contratos y ofreciendo mecanismos alternativos
más sanos que la contratación temporal para favorecer la adaptabilidad de las empresas.

Tercero, elevar las oportunidades de las personas desempleadas, con particular atención a los jóvenes, reordenando
para ello la política de bonificaciones a la contratación indefinida para hacerla más eficiente, haciendo más atractivos para
empresas y trabajadores los contratos formativos y mejorando los mecanismos de intermediación laboral.

Las reformas legislativas dirigidas a reducir la dualidad de nuestro mercado laboral constituyen el primer objetivo
del presente real decreto-ley y son objeto de tratamiento en su capítulo I. Se incorpora en este ámbito un conjunto coherente
y equilibrado de medidas que persiguen, por un lado, restringir el uso injustificado de la contratación temporal y, por otro,
favorecer una utilización más extensa de la contratación indefinida.

Entre las medidas dirigidas a restringir el uso injustificado de las modalidades temporales de contratación cabe
destacar las dirigidas a establecer un límite temporal máximo en los contratos para obra o servicio determinado, límite a
partir del cual ha de considerarse que las tareas contratadas tienen naturaleza permanente y han de ser objeto de una
contratación indefinida; asimismo, se introducen algunos ajustes en la regla instaurada en 2006 para evitar el
encadenamiento sucesivo de contratos temporales, a fin de hacerla más eficiente. Por último, se incrementa hasta doce días
la indemnización por finalización de contratos temporales. No obstante, razones de prudencia aconsejan implantar este
incremento de una manera gradual y progresiva por la incidencia que su aplicación inmediata pudiera suponer sobre la
creación de empleo.

Entre las medidas que persiguen una utilización más extensa de la contratación indefinida debe destacarse, ante todo,
que queda incólume la regulación sustantiva del contrato indefinido de carácter ordinario. Todas las reformas se centran en
la regulación del contrato de fomento de la contratación indefinida que, como se recordaba en los documentos hechos
públicos por el Gobierno en este proceso de diálogo social, no ha venido cumpliendo en los últimos años la finalidad que
reza en su enunciado, a saber, promover el acceso a contratos de carácter indefinido de los colectivos que más dificultades
encuentran en la actualidad para obtenerlos.

Con esta finalidad, se amplían, en primer lugar, los colectivos con los que se puede suscribir esta modalidad de
contrato, reduciendo a tres meses la exigencia del período de permanencia en el desempleo y posibilitando el acceso al
mismo de los trabajadores «atrapados en la temporalidad», es decir, aquéllos que en los últimos años solo hayan suscrito
contratos de duración determinada o a quienes se les haya extinguido un contrato de carácter indefinido.

Por otra parte, respetando las cuantías establecidas para los diversos supuestos de extinción, se reducen las cantidades
a abonar por las empresas en caso de extinción de los mismos mediante la asunción transitoria por el Fondo de Garantía
Salarial de una parte de las indemnizaciones, medida que se aplicará exclusivamente a los despidos económicos, sean
individuales o colectivos, excluyendo a los despidos de carácter disciplinario. Se preserva, en consecuencia, el compromiso
del Gobierno de mantener los derechos de los trabajadores y aliviar a las empresas de una parte de los costes extintivos. Esta
medida no supone una asunción por el Estado de una parte de los mismos ya que se instrumenta a través de un organismo
público que se nutre exclusivamente de cotizaciones empresariales.

La medida anterior quiere tener, no obstante, un carácter coyuntural y servir como transición hacia un modelo de
capitalización individual mantenido a todo lo largo de la vida laboral, por un número de días por año a determinar, para cuya
regulación el Gobierno aprobará un proyecto de Ley. Este fondo individual de capitalización podrá hacerse efectivo por el
trabajador para los casos de despido, así como para completar su formación, en supuestos de movilidad geográfica o, en
último término, en el momento de su jubilación. Este modelo se dirigirá a dotar a nuestro mercado de trabajo de una mayor
estabilidad en el empleo y una más sana movilidad laboral.

Por último, se da una nueva redacción a las causas del despido por razones económicas, técnicas, organizativas o de
producción que establece el Estatuto de los Trabajadores. La experiencia obtenida en los últimos años ha puesto de
manifiesto, particularmente en los dos últimos años, algunas deficiencias en el funcionamiento de las vías de extinción
previstas en los artículos 51 y 52 c) del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, al desplazar muchas extinciones de contratos indefinidos realmente basadas
en motivaciones económicas o productivas hacia la vía del despido disciplinario improcedente.

Se ha estimado necesaria, en consecuencia, una nueva redacción de estas causas de extinción que proporcione una
mayor certeza tanto a trabajadores y a empresarios como a los órganos jurisdiccionales en su tarea de control judicial. En
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este sentido, no sólo se mantiene intacto el derecho de los trabajadores a la tutela judicial efectiva en esta materia, sino que
la modificación integra en la ley la interpretación que los órganos jurisdiccionales han hecho de las causas del despido
objetivo en el desarrollo de su tarea de revisión jurisdiccional de las decisiones empresariales sobre esta materia. En
definitiva, se persigue con ello reforzar la causalidad de la extinción de los contratos de trabajo, canalizando su finalización
hacia la vía que proceda en función de la causa real que motiva su terminación. Se incluyen también determinadas
disposiciones en relación con el preaviso y el incumplimiento de los requisitos formales en la extinción del contrato por
causas objetivas.

El Capítulo II agrupa diversas medidas que pretenden potenciar los instrumentos de flexibilidad interna en el
transcurso de las relaciones laborales, favoreciendo la adaptabilidad de las condiciones de trabajo a las circunstancias de
la producción, bajo la consideración general de que dichos instrumentos constituyen una alternativa positiva frente a medidas
de flexibilidad externa que implican un ajuste en el volumen de empleo.

Por tanto, configurar instrumentos que permitan a las empresas mejorar su competitividad, salvaguardando los
derechos de los trabajadores y facilitando de modo especial el mantenimiento de sus puestos de trabajo, constituye el
objetivo general de este Capítulo. Entre esas medidas de flexibilidad interna se modifican las relativas a los traslados
colectivos, las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, las cláusulas de inaplicación salarial y, muy
señaladamente, la suspensión de contratos y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y de
producción.

Respecto de las modificaciones introducidas en los artículos 40 y 41 del Estatuto de los Trabajadores, se persigue
dotar al procedimiento de mayor agilidad y eficacia. Para ello se establece el carácter improrrogable del plazo previsto para
los períodos de consultas, se prevé una solución legal para los supuestos en que no existan representantes de los trabajadores
en la empresa con quienes negociar y se potencia la utilización de medios extrajudiciales de solución de discrepancias
establecidos a través de la negociación colectiva. Tales medios han demostrado su valor y eficacia como sistemas que evitan
la judicialización de los conflictos laborales, permitiendo que los procesos de adaptación de las condiciones de trabajo se
lleven a cabo con agilidad para el empresario y con garantías para los trabajadores, disminuyendo la conflictividad laboral,
en especial en aquellos casos en que estos mecanismos se incardinan en instituciones creadas mediante acuerdo de las
organizaciones empresariales y sindicales en el ámbito correspondiente.

Por otra parte, las reformas introducidas en el artículo 82 del Estatuto de los Trabajadores, se dirigen a favorecer la
efectividad de los procedimientos de inaplicación salarial cuando la situación y perspectivas de la empresa pudieran verse
dañadas como consecuencia de régimen salarial establecido afectando a las posibilidades de mantenimiento del empleo. Para
ello, se regule de manera más completa este procedimiento y se apela también aquí a la utilización de medios extrajudiciales
de solución de discrepancias.

El Gobierno considera que no es posible mantener una regulación legal que conduce a situaciones de bloqueo no
deseadas por el ordenamiento jurídico para estos casos de desacuerdo y que es esencial, por tanto, habilitar un procedimiento
para resolver estas discrepancias, teniendo en cuenta el interés general evidente que conlleva propiciar la aplicación de
medidas de flexibilidad interna de carácter no traumático como mecanismo de utilización preferente frente al recurso a la
destrucción de puestos de trabajo.

Este conjunto de medidas no contradicen la voluntad manifestada por el Gobierno a lo largo de todo este proceso de
diálogo social de respetar el período que se han dado los interlocutores sociales en el Acuerdo para el Empleo y la
Negociación Colectiva suscrito el pasado mes de febrero para acordar las modificaciones que crean convenientes en la
negociación colectiva. Pretenden tan solo, respetando la articulación legal de los convenios colectivos y manteniendo la
eficacia normativa de los mismos, establecer los supuestos y condiciones en los que pueda ser necesaria una inaplicación
excepcional de lo establecido en un convenio colectivo como medio para evitar la destrucción de puestos de trabajo. Todo
ello teniendo bien presente que la negociación colectiva constituye el mejor instrumento para favorecer la adaptabilidad de
las empresas a las necesidades cambiantes de la situación económica y para encontrar puntos de equilibrio entre la
flexibilidad requerida por las empresas y la seguridad demandada por los trabajadores.

Junto a lo anterior, este capítulo incluye modificaciones en el ámbito laboral y de protección social que persiguen
fomentar la adopción por el empresario de medidas de reducción del tiempo de trabajo (sea a través de la suspensión del
contrato de trabajo, sea mediante la reducción de la jornada en sentido estricto). Se trata de un instrumento que favorece la
flexibilidad interna de la relación laboral y que permite alcanzar un equilibrio beneficioso para empresarios y trabajadores,
pues facilita el ajuste de la empresa a las necesidades cambiantes del mercado y, al mismo tiempo, proporciona al trabajador
un alto grado de seguridad, tanto en la conservación de su puesto de trabajo, como en el mantenimiento de su nivel de
ingresos económicos por la protección dispensada por el sistema de protección por desempleo. En este sentido, se introduce
la medida de reducción temporal de jornada dentro del artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores, se flexibiliza el
tratamiento de esta figura tanto en el ámbito laboral como en el de la protección social y se amplían los incentivos para
trabajadores y empresarios vinculados a la utilización de esta medida y consistentes, respectivamente, en la reposición de
las prestaciones de desempleo y en las bonificaciones de las cotizaciones empresariales.

El Capítulo III agrupa distintas medidas que se dirigen a favorecer el empleo de los jóvenes y de las personas
desempleadas. Para ello, en primer lugar, se mejora la política de bonificaciones a la contratación indefinida, partiendo del
consenso general (que ha tenido reflejo en las recientes conclusiones de la Comisión de Trabajo e Inmigración del Congreso
de los Diputados sobre esta materia) de que su práctica generalización ha limitado gravemente su eficiencia. Sobre la base
de este diagnóstico, se realiza una regulación más rigurosa y se definen de manera más selectiva los colectivos de



10

trabajadores para cuya contratación indefinida se establecen bonificaciones: jóvenes hasta 30 años con especiales problemas
de empleabilidad y mayores de 45 años con una permanencia prolongada en el desempleo; junto a ello, se mantienen
determinadas bonificaciones para la conversión de contratos formativos y de relevo en contratos indefinidos. Se mejoran,
por otra parte, las cuantías de estas nuevas bonificaciones cuando la contratación se haga para mujeres. Se establece, por
último, un horizonte temporal para su aplicación, a cuyo término se realizará una rigurosa evaluación de sus resultados, lo
que permitirá su modificación si fuera necesario.

Por lo demás, se mantienen en su regulación actual las bonificaciones dirigidas a personas con discapacidad,
constitución inicial de trabajadores autónomos, empresas de inserción, víctimas de violencia de género y, en particular, las
que tienen como finalidad mantener la situación de actividad de los trabajadores mayores de 59 años. Respecto de estas
últimas, deberá reflexionarse si estas bonificaciones deben seguir incardinadas en las políticas de empleo, como ocurre en
la actualidad, o deben formar parte de las políticas de Seguridad Social.

En segundo lugar, respecto del objetivo específico de elevar las oportunidades de empleo de los jóvenes, se
introducen mejoras sustanciales en la regulación de los contratos para la formación que, al mismo tiempo, incentivan su
utilización por los empresarios a través de una bonificación total de las cotizaciones sociales y los hacen más atractivos para
los jóvenes, a través de la mejora del salario y del reconocimiento de la prestación de desempleo al término de los mismos.
Se introducen también determinadas modificaciones respecto del contrato en prácticas, referidas a los títulos que habilitan
para realizar estos contratos y al plazo dentro del cual es posible realizarlos.

El Capítulo IV, finalmente, incluye medidas dirigidas a la mejora de los mecanismos de intermediación laboral para
fomentar las oportunidades de acceder a un empleo por parte de las personas desempleadas. Se estima necesario iniciar una
apertura a la colaboración público-privada en esta materia, preservando, en cualquier caso, la centralidad y el fortalecimiento
de los servicios públicos de empleo de carácter estatal y autonómico, para que no se produzca la sustitución de la iniciativa
pública por la iniciativa privada en el ámbito de la intermediación y la colocación. Los servicios públicos de empleo son
siempre necesarios para acompañar y promover los cambios en el acceso y la mejora del empleo y para gestionar las
prestaciones por desempleo. El Gobierno tiene voluntad de seguir mejorando y potenciando los servicios públicos de empleo.
En este contexto, la regulación de las agencias privadas de colocación con ánimo de lucro permitirá complementar la
actividad de los servicios públicos de empleo.

En este sentido, se regula legalmente la actividad de las agencias de colocación con ánimo de lucro en la línea de las
más recientes normas y criterios de la Organización Internacional del Trabajo en esta materia. La centralidad de los servicios
públicos de empleo respecto de estas agencias queda asegurada por la exigencia de una autorización administrativa para el
desarrollo de su actividad, por la configuración de las mismas como entidades colaboradoras de dichos servicios públicos
cuando suscriban convenios de colaboración con los mismos y, en todo caso, por su sometimiento al control e inspección
por parte de éstos.

Por otro lado, el real decreto-ley introduce varias modificaciones en la legislación relativa a las empresas de trabajo
temporal que se dirigen a la incorporación a nuestro Derecho de la Directiva 2008/104/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal. Además de determinadas
modificaciones referidas al principio de igualdad de trato entre los trabajadores cedidos por las empresas de trabajo temporal
y los trabajadores de las empresas usuarias, la adaptación a la legislación comunitaria obliga a revisar las restricciones que
se aplican a las empresas de trabajo temporal. Para aplicar esta medida, se reserva un período para que la negociación
colectiva, dentro de los sectores hoy excluidos de la actividad de las empresas de trabajo temporal por razones de seguridad
y salud en el trabajo, pueda, de manera razonada y justificada, definir los empleos u ocupaciones de especial riesgo que no
puedan ser objeto de contratos de puesta a disposición.

Una vez concluido este período y respetando las excepciones para empleos u ocupaciones determinadas que hayan
podido acordarse, se derogan –con algunas excepciones– las restricciones actualmente vigentes y se establecen requisitos
complementarios para que las empresas de trabajo temporal puedan realizar contratos de puesta a disposición de trabajadores
en estos sectores mediante el refuerzo de las exigencias en materia de prevención de riesgos laborales y de formación
preventiva de los trabajadores.

III

En el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan concurren, por la naturaleza y finalidad de las mismas,
las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como
presupuesto habilitante para la aprobación de un real decreto-ley.

En primer lugar, los indicadores de coyuntura que se van conociendo apuntan de forma cada vez más nítida a una
incipiente salida de la situación recesiva, y, en consecuencia, al inicio de una fase económica cualitativamente diferente de
la atravesada en los últimos dos años. Una nueva etapa que, aunque sujeta aún a importantes riesgos e incertidumbres,
requiere de medidas diferentes de las adoptadas hasta este momento, que pongan el acento en sentar las bases de un nuevo
modelo de crecimiento más equilibrado y generador de empleo de calidad, algo sobre lo que existe una amplia coincidencia
en señalar que sólo resulta posible implementando con urgencia reformas de calado en el ámbito de las relaciones laborales.
En segundo lugar, ha de considerarse que todas aquellas medidas que se refieren a grupos específicos de trabajadores o que
contienen incentivos para la contratación o para el mantenimiento de los puestos de trabajo han de tener efectividad
inmediata, pues la tramitación parlamentaria de una norma con rango de ley provocaría graves distorsiones del mercado de
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trabajo durante el tiempo en que se produjera esa tramitación.
En tercer lugar, la situación del empleo, ya expuesta, tampoco permite aplazar la adopción de aquellas medidas que

persiguen animar a los empresarios a contratar nuevos trabajadores, dinamizar el mercado de trabajo fomentando una
intermediación laboral más intensa y fortalecer o incentivar mecanismos de flexibilidad interna alternativos a la destrucción
de puestos de trabajo.

Por otra parte, el modo de incorporación de la Directiva sobre empresas de trabajo temporal, otorgando un plazo a
los convenios colectivos para definir ocupaciones con restricciones o limitaciones basadas en razones de seguridad y salud,
obliga a conceder a la negociación colectiva un plazo suficiente para llevar a cabo esta tarea con antelación suficiente.

Finalmente, debe resaltarse que el real decreto-ley responde en su procedimiento de elaboración al método que ha
sido habitual en las reformas laborales llevadas a cabo en nuestro país en las últimas décadas. Así, las medidas incluidas
en esta norma han sido objeto de amplio e intenso debate durante los últimos meses en el marco del diálogo social con las
organizaciones sindicales y empresariales más representativas a nivel estatal. En el convencimiento de que el consenso de
los interlocutores sociales constituye la vía más eficaz para introducir cambios sustanciales en el sistema de relaciones
laborales, el Gobierno ha prorrogado el debate hasta apurar las posibilidades de alcanzar un acuerdo. Sin embargo, agotados
los esfuerzos por alcanzarlo, la adopción de las medidas que se consideran necesarias para dinamizar el mercado de trabajo
y mantener el empleo existente no puede dilatarse por más tiempo. En todo caso, el proceso de diálogo social ha servido
para conocer las posiciones de las organizaciones empresariales y sindicales respecto de los objetivos de la reforma y de
su orientación.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución española, a propuesta del
Ministro de Trabajo e Inmigración, previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 16 de junio de 2010,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Medidas para reducir la dualidad y la temporalidad del mercado de trabajo

Artículo 1. Contratos temporales.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo, queda modificado de la siguiente manera:

Uno. La letra a) del apartado 1 del artículo 15 queda redactada del siguiente modo:

«a) Cuando se contrate al trabajador para la realización de una obra o servicio determinados, con autonomía
y sustantividad propia dentro de la actividad de la empresa y cuya ejecución, aunque limitada en el tiempo, sea en
principio de duración incierta. Estos contratos no podrán tener una duración superior a tres años ampliable hasta doce
meses más por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de
ámbito inferior. Transcurridos estos plazos, los trabajadores adquirirán la condición de trabajadores fijos de la
empresa.

Los convenios colectivos sectoriales estatales y de ámbito inferior, incluidos los convenios de empresa, podrán
identificar aquellos trabajos o tareas con sustantividad propia dentro de la actividad normal de la empresa que puedan
cubrirse con contratos de esta naturaleza.»

Dos. El apartado 5 del artículo 15 queda redactado de la siguiente manera:

«5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 1 a), 2 y 3 de este artículo, los trabajadores que en un periodo
de treinta meses hubieran estado contratados durante un plazo superior a veinticuatro meses, con o sin solución de
continuidad, para el mismo o diferente puesto de trabajo con la misma empresa o grupo de empresas, mediante dos
o más contratos temporales, sea directamente o a través de su puesta a disposición por empresas de trabajo temporal,
con las mismas o diferentes modalidades contractuales de duración determinada, adquirirán la condición de
trabajadores fijos.

Lo establecido en el párrafo anterior también será de aplicación cuando se produzcan supuestos de sucesión
o subrogación empresarial conforme a lo dispuesto legal o convencionalmente.

Atendiendo a las peculiaridades de cada actividad y a las características del puesto de trabajo, la negociación
colectiva establecerá requisitos dirigidos a prevenir la utilización abusiva de contratos de duración determinada con
distintos trabajadores para desempeñar el mismo puesto de trabajo cubierto anteriormente con contratos de ese
carácter, con o sin solución de continuidad, incluidos los contratos de puesta a disposición realizados con empresas
de trabajo temporal.

Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación a la utilización de los contratos formativos, de relevo e
interinidad.»
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Tres. El apartado 9 del artículo 15 queda redactado como sigue:

«9. En los supuestos previstos en los apartados 1 a) y 5, el empresario deberá facilitar por escrito al trabajador,
en los diez días siguientes al cumplimiento de los plazos indicados, un documento justificativo sobre su nueva
condición de trabajador fijo de la empresa.»

Cuatro. El actual apartado 9 del artículo 15 pasa a ser el número 10.

Cinco. La letra c) del artículo 49.1 queda redactada de la siguiente manera:

«c) Por expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato. A la finalización
del contrato, excepto en los casos del contrato de interinidad y de los contratos formativos, el trabajador tendrá
derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de
abonar doce días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea
de aplicación.

Los contratos de duración determinada que tengan establecido plazo máximo de duración, incluidos los
contratos en prácticas y para la formación, concertados por una duración inferior a la máxima legalmente establecida,
se entenderán prorrogados automáticamente hasta dicho plazo cuando no medie denuncia o prórroga expresa y el
trabajador continúe prestando servicios.

Expirada dicha duración máxima o realizada la obra o servicio objeto del contrato, si no hubiera denuncia y
se continuara en la prestación laboral, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo indefinido, salvo
prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la prestación.

Si el contrato de trabajo de duración determinada es superior a un año, la parte del contrato que formule la
denuncia está obligada a notificar a la otra la terminación del mismo con una antelación mínima de quince días.»

Seis. La disposición adicional decimoquinta queda redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional decimoquinta. Aplicación de los límites de duración del contrato por obra o servicio
determinados y al encadenamiento de contratos en las Administraciones públicas.

Lo dispuesto en el artículo 15.1.a) en materia de duración máxima del contrato por obra o servicio
determinados y en el artículo 15.5 sobre límites al encadenamiento de contratos de esta Ley surtirá efectos en el
ámbito de las Administraciones públicas y sus organismos autónomos, sin perjuicio de la aplicación de los principios
constitucionales de igualdad, mérito y capacidad en el acceso al empleo público, por lo que no será obstáculo para
la obligación de proceder a la cobertura de los puestos de trabajo de que se trate a través de los procedimientos
ordinarios, de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.»

Siete. Se añade una disposición transitoria decimotercera, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria decimotercera. Indemnización por finalización de contrato temporal.

La indemnización prevista a la finalización del contrato temporal establecida en el artículo 49.1 c) de esta Ley
se aplicará de modo gradual conforme al siguiente calendario:

– Ocho días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren hasta el 31 de
diciembre de 2011.

– Nueve días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1
de enero de 2012.

– Diez días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de
enero de 2013.

– Once días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de
enero de 2014.

– Doce días de salario por cada año de servicio para los contratos temporales que se celebren a partir del 1 de
enero de 2015.»

Artículo 2. Extinción del contrato de trabajo.

Uno. El apartado 1 del artículo 51 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactado en los siguientes términos:

«1. A efectos de lo dispuesto en la presente Ley se entenderá por despido colectivo la extinción de contratos
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de trabajo fundada en causas económicas, técnicas, organizativas o de producción cuando, en un período de noventa
días, la extinción afecte al menos a:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El 10 por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquéllas que ocupen entre cien y trescientos

trabajadores.
c) Treinta trabajadores en las empresas que ocupen trescientos o más trabajadores.

Se entiende que concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa se desprenda una
situación económica negativa. A estos efectos, la empresa tendrá que acreditar los resultados alegados y justificar
que de los mismos se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva.

Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los
medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito
de los sistemas y métodos de trabajo del personal y causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros,
en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado. A estos efectos, la
empresa deberá acreditar la concurrencia de alguna de las causas señaladas y justificar que de las mismas se deduce
mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva para contribuir a mejorar la situación de la empresa o a
prevenir una evolución negativa de la misma a través de una más adecuada organización de los recursos, que
favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda.

Se entenderá igualmente como despido colectivo la extinción de los contratos de trabajo que afecten a la
totalidad de la plantilla de la empresa, siempre que el número de trabajadores afectados sea superior a cinco, cuando
aquél se produzca como consecuencia de la cesación total de su actividad empresarial fundada en las mismas causas
anteriormente señaladas.
Para el cómputo del número de extinciones de contratos a que se refiere el párrafo primero de este artículo, se tendrán
en cuenta asimismo cualesquiera otras producidas en el período de referencia por iniciativa del empresario en virtud
de otros motivos no inherentes a la persona del trabajador distintos de los previstos en el párrafo c) del apartado 1
del artículo 49 de esta Ley, siempre que su número sea, al menos, de cinco.

Cuando en períodos sucesivos de noventa días y con el objeto de eludir las previsiones contenidas en el presente
artículo, la empresa realice extinciones de contratos al amparo de lo dispuesto en el artículo 52.c) de esta Ley en un
número inferior a los umbrales señalados, y sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal actuación, dichas
nuevas extinciones se considerarán efectuadas en fraude de ley, y serán declaradas nulas y sin efecto.»

Dos. El apartado 6 del artículo 51 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda modificado de la siguiente manera:

«6. Cuando el período de consultas concluya sin acuerdo, la autoridad laboral dictará resolución estimando o
desestimando, en todo o en parte, la solicitud empresarial. La resolución se dictará en el plazo de quince días
naturales a partir de la comunicación a la autoridad laboral de la conclusión del período de consultas; si transcurrido
dicho plazo no hubiera recaído pronunciamiento expreso, se entenderá autorizada la medida extintiva en los términos
de la solicitud.

La resolución de la autoridad laboral será motivada y congruente con la solicitud empresarial. La autorización
procederá cuando de la documentación obrante en el expediente se desprenda que concurre la causa alegada por el
empresario y la razonabilidad de la medida en los términos señalados en el apartado 1 de este artículo.»

Tres. La letra c) del artículo 52 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactada en estos términos:

«c) Cuando concurra alguna de las causas previstas en el artículo 51.1 de esta Ley y la extinción afecte a un
número inferior al establecido en el mismo.

Los representantes de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en la empresa en el supuesto al que
se refiere este apartado.»

Cuatro. La letra c) del apartado 1 del artículo 53 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactada en los siguientes términos:

«c) Concesión de un plazo de preaviso de quince días, computado desde la entrega de la comunicación personal
al trabajador hasta la extinción del contrato de trabajo. En el supuesto contemplado en el artículo 52.c), del escrito
de preaviso se dará copia a la representación legal de los trabajadores para su conocimiento.»

Cinco. El apartado 4 del artículo 53 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactado en los siguientes términos:
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«4. Cuando la decisión extintiva del empresario tuviera como móvil algunas de las causas de discriminación
prohibidas en la Constitución o en la Ley o bien se hubiera producido con violación de derechos fundamentales y
libertades públicas del trabajador, la decisión extintiva será nula, debiendo la autoridad judicial hacer tal declaración
de oficio.

Será también nula la decisión extintiva en los siguientes supuestos:

a) La de los trabajadores durante el período de suspensión del contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante
el embarazo, riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia natural,
adopción o acogimiento o paternidad al que se refiere la letra d del apartado 1 del artículo 45, o el notificado en una
fecha tal que el plazo de preaviso concedido finalice dentro de dicho periodo.

b) La de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo del periodo de
suspensión a que se refiere la letra a), y la de los trabajadores que hayan solicitado uno de los permisos a los que se
refieren los apartados 4, 4.bis y 5 del artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén disfrutando
la excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46; y la de las trabajadoras víctimas de violencia de género por
el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio
de centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral en los términos y condiciones reconocidos en esta Ley.

c) La de los trabajadores después de haberse reintegrado al trabajo al finalizar los periodos de suspensión del
contrato por maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que no hubieran transcurrido más de nueve
meses desde la fecha de nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.

Lo establecido en las letras anteriores será de aplicación, salvo que, en esos casos, se declare la procedencia
de la decisión extintiva por motivos no relacionados con el embarazo o con el ejercicio del derecho a los permisos
y excedencia señalados.

La decisión extintiva se considerará improcedente cuando no se acredite la concurrencia de la causa en que se
fundamentó la decisión extintiva o cuando no se hubieren cumplido los requisitos establecidos en el apartado 1 de
este artículo.

No obstante, la no concesión del preaviso o el error excusable en el cálculo de la indemnización no determinará
la improcedencia del despido, sin perjuicio de la obligación del empresario de abonar los salarios correspondientes
a dicho período o al pago de la indemnización en la cuantía correcta, con independencia de los demás efectos que
procedan.»

Seis. El apartado 2 del artículo 122 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, queda redactado en los siguientes términos:

«2. La decisión extintiva será nula cuando:

a) Resulte discriminatoria o contraria a los derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador.
b) Se haya efectuado en fraude de Ley eludiendo las normas establecidas por los despidos colectivos, en los

casos a que se refiere el último párrafo del artículo 51.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores.

c) La de los trabajadores durante el período de suspensión del contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante
el embarazo, riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia natural,
adopción o acogimiento o paternidad al que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 45 del Texto Refundido
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, o el notificado en una fecha tal que el plazo de preaviso concedido finalice
dentro de dicho período.

d) La de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo del período de
suspensión a que se refiere la letra c), y la de los trabajadores que hayan solicitado uno de los permisos a los que se
refieren los apartados 4, 4.bis y 5 del artículo 37 del Estatuto de los Trabajadores, o estén disfrutando de ellos, o
hayan solicitado o estén disfrutando la excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46 del Estatuto de los
Trabajadores; y la de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el ejercicio de los derechos de reducción
o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de centro de trabajo o de suspensión de
la relación laboral, en los términos y condiciones reconocidos en el Estatuto de los Trabajadores.

e) La de los trabajadores después de haberse reintegrado al trabajo al finalizar los períodos de suspensión del
contrato por maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que no hubieran transcurrido más de nueve
meses desde la fecha de nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.

Lo establecido en las letras c), d) y e) será de aplicación, salvo que, en esos casos, se declare la procedencia
de la decisión extintiva por motivos no relacionados con el embarazo o con el ejercicio del derecho a los permisos
y excedencias señalados.»

Siete. El apartado 3 del artículo 122 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, queda redactado en los siguientes términos:
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«3. La decisión extintiva se calificará de improcedente cuando no se hubieren cumplido los requisitos
establecidos en el artículo 53.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

No obstante, la no concesión del preaviso o el error excusable en el cálculo de la indemnización no determinará
la improcedencia del despido, sin perjuicio de la obligación del empresario de abonar los salarios correspondientes
a dicho período o al pago de la indemnización en la cuantía correcta, con independencia de los demás efectos que
procedan.»

Artículo 3. Contrato de fomento de la contratación indefinida.

La disposición adicional primera de la Ley 12/2001, de 9 de julio, de medidas urgentes de reforma del mercado de
trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad, queda modificada como sigue:

«Disposición adicional primera. Contrato para el fomento de la contratación indefinida.

1. Con objeto de facilitar la colocación estable de trabajadores desempleados y de empleados sujetos a contratos
temporales, podrá concertarse el contrato de trabajo para el fomento de la contratación indefinida que se regula en
esta disposición, en las condiciones previstas en la misma.

2. El contrato podrá concertarse con trabajadores incluidos en uno de los grupos siguientes:

a) Trabajadores desempleados inscritos en la oficina de empleo en quienes concurra alguna de las siguientes
condiciones:

Jóvenes desde dieciséis hasta treinta años de edad, ambos inclusive.
Mujeres desempleadas cuando se contraten para prestar servicios en profesiones u ocupaciones con menor

índice de empleo femenino.
Mayores de cuarenta y cinco años de edad.
Personas con discapacidad.
Parados que lleven, al menos, tres meses inscritos ininterrumpidamente como demandantes de empleo.
Desempleados que, durante los dos años anteriores a la celebración del contrato, hubieran estado contratados

exclusivamente mediante contratos de carácter temporal, incluidos los contratos formativos.
Desempleados a quienes, durante los dos años anteriores a la celebración del contrato, se les hubiera extinguido

un contrato de carácter indefinido en una empresa diferente.

b) Trabajadores que estuvieran empleados en la misma empresa mediante un contrato de duración determinada
o temporal, incluidos los contratos formativos, celebrados con anterioridad al 18 de junio de 2010, a quienes se les
transforme dicho contrato en un contrato de fomento de la contratación indefinida con anterioridad al 31 de diciembre
de 2010.

c) Trabajadores que estuvieran empleados en la misma empresa mediante un contrato de duración determinada
o temporal, incluidos los contratos formativos, celebrados a partir del 18 de junio de 2010. Estos contratos podrán
ser transformados en un contrato de fomento de la contratación indefinida con anterioridad al 31 de diciembre de
2011 siempre que la duración de los mismos no haya excedido de seis meses. Esta duración máxima no será de
aplicación a los contratos formativos.

3. El contrato se concertará por tiempo indefinido y se formalizará por escrito, en el modelo que se establezca.
El régimen jurídico del contrato y los derechos y obligaciones que de él se deriven se regirán, con carácter general,
por lo dispuesto en la Ley y en los convenios colectivos para los contratos por tiempo indefinido, con la única
excepción de lo dispuesto en los apartados siguientes.

4. Cuando el contrato se extinga por causas objetivas y la extinción sea declarada judicialmente improcedente
o reconocida como tal por el empresario, la cuantía de la indemnización a la que se refiere el artículo 53.5 del
Estatuto de los Trabajadores, en su remisión a los efectos del despido disciplinario previstos en el artículo 56 del
mismo texto legal, será de treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos
de tiempo inferiores a un año y hasta un máximo de veinticuatro mensualidades.

Si se procediera según lo dispuesto en el artículo 56.2 del Estatuto de los Trabajadores, el empresario deberá
depositar en el Juzgado de lo Social la diferencia entre la indemnización ya percibida por el trabajador según el
artículo 53.1.b) de la misma Ley y la señalada en el párrafo anterior.

5. No podrá concertar el contrato para el fomento de la contratación indefinida al que se refiere la presente
disposición la empresa que en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, hubiera extinguido contratos
de trabajo por despido reconocido o declarado como improcedente o por despido colectivo. En ambos supuestos, la
limitación afectará únicamente a la cobertura de aquellos puestos de trabajo de la misma categoría o grupo
profesional que los afectados por la extinción o despido y para el mismo centro o centros de trabajo.

Esta limitación no será de aplicación cuando las extinciones de contratos se hayan producido con anterioridad
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al 18 de junio de 2010 ni cuando, en el supuesto de despido colectivo, la realización de los contratos a los que se
refiere la presente disposición haya sido acordada con los representantes de los trabajadores en el período de
consultas previsto en el artículo 51.4 del Estatuto de los Trabajadores.

6. El Gobierno, previa consulta con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas,
procederá a la evaluación de la eficacia de esta disposición y sus efectos en la evolución de la contratación indefinida.
Esta evaluación se realizará con anterioridad al 31 de diciembre de 2012.»

CAPÍTULO II

Medidas para favorecer la flexibilidad interna negociada en las empresas y para fomentar el uso de la reducción de
jornada como instrumento de ajuste temporal de empleo

Artículo 4. Movilidad geográfica.

El apartado 2 del artículo 40 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactado en los siguientes términos:

«2. El traslado a que se refiere el apartado anterior deberá ir precedido de un período de consultas con los
representantes legales de los trabajadores de una duración no superior a quince días improrrogables, cuando afecte
a la totalidad del centro de trabajo, siempre que éste ocupe a más de cinco trabajadores, o cuando, sin afectar a la
totalidad del centro de trabajo, en un período de noventa días comprenda a un número de trabajadores de, al menos:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El 10 por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen entre cien y trescientos

trabajadores.
c) Treinta trabajadores en las empresas que ocupen trescientos o más trabajadores.

Dicho período de consultas deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la
posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para
los trabajadores afectados.

La apertura del período de consultas y las posiciones de las partes tras su conclusión deberán ser notificadas
a la autoridad laboral para su conocimiento.

Durante el período de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un
acuerdo.
Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los miembros del comité o comités de empresa, de los
delegados de personal, en su caso, o de representaciones sindicales, si las hubiere, que, en su conjunto, representen
a la mayoría de aquéllos.

En los supuestos de ausencia de representación legal de los trabajadores en la empresa, los trabajadores podrán
atribuir su representación para la negociación del acuerdo con la empresa a una comisión de un máximo de tres
miembros integrada, según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del sector
al que pertenezca la empresa designados por la Comisión paritaria del convenio colectivo aplicable a ésta; sus
acuerdos requerirán el voto favorable de la mayoría de sus miembros. La designación deberá realizarse en un plazo
de cinco días a contar desde el inicio del periodo de consultas, sin que la falta de designación pueda suponer la
paralización del mismo. En ese caso, el empresario podrá atribuir su representación a las organizaciones
empresariales del sector.

Tras la finalización del período de consultas el empresario notificará a los trabajadores su decisión sobre el
traslado, que se regirá a todos los efectos por lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, la autoridad laboral, a la vista de las posiciones de las partes y
siempre que las consecuencias económicas o sociales de la medida así lo justifiquen, podrá ordenar la ampliación
del plazo de incorporación a que se refiere el apartado 1 de este artículo y la consiguiente paralización de la
efectividad del traslado por un período de tiempo que, en ningún caso, podrá ser superior a seis meses.

Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado se podrá reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio
de la acción individual prevista en el apartado 1 de este artículo. La interposición del conflicto paralizará la
tramitación de las acciones individuales iniciadas, hasta su resolución.

El acuerdo con los representantes legales de los trabajadores en el período de consultas se entenderá sin
perjuicio del derecho de los trabajadores afectados al ejercicio de la opción prevista en el párrafo cuarto del apartado
1 de este artículo.

El empresario y la representación legal de los trabajadores podrán acordar en cualquier momento la sustitución
del periodo de consultas a que se refiere este apartado por la aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje
que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo improrrogable
señalado para dicho periodo.»
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Artículo 5. Modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo.

El artículo 41 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, queda redactado como sigue:

«Artículo 41. Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo.

1. La dirección de la empresa, cuando existan probadas razones económicas, técnicas, organizativas o de
producción, podrá acordar modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo. Tendrán la consideración de
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, entre otras, las que afecten a las siguientes materias:

a) Jornada de trabajo.
b) Horario y distribución del tiempo de trabajo.
c) Régimen de trabajo a turnos.
d) Sistema de remuneración.
e) Sistema de trabajo y rendimiento.
f) Funciones, cuando excedan de los límites que para la movilidad funcional prevé el artículo 39 de esta Ley.

Se entenderá que concurren las causas a que se refiere este artículo cuando la adopción de las medidas
propuestas contribuya a mejorar la situación de la empresa a través de una más adecuada organización de sus
recursos, que favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda.

2. Se considera de carácter individual la modificación de aquellas condiciones de trabajo de que disfrutan los
trabajadores a título individual.

Se considera de carácter colectivo la modificación de aquellas condiciones reconocidas a los trabajadores en
virtud de acuerdo o pacto colectivo o disfrutadas por éstos en virtud de una decisión unilateral del empresario de
efectos colectivos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, no se considerarán en ningún caso de carácter colectivo a los
efectos de lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo las modificaciones funcionales y de horario de trabajo que
afecten, en un período de noventa días, a un número de trabajadores inferior a:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El 10 por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen entre cien y trescientos

trabajadores.
c) Treinta trabajadores, en las empresas que ocupen trescientos o más trabajadores.

3. La decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual deberá ser notificada
por el empresario al trabajador afectado y a sus representantes legales con una antelación mínima de treinta días a
la fecha de su efectividad.

En los supuestos previstos en los párrafos a), b) y c) del apartado 1 de este artículo, y sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 50 1. a), si el trabajador resultase perjudicado por la modificación sustancial tendrá derecho
a rescindir su contrato y percibir una indemnización de veinte días de salario por año de servicio prorrateándose por
meses los períodos inferiores a un año y con un máximo de nueve meses.

Sin perjuicio de la ejecutividad de la modificación en el plazo de efectividad anteriormente citado, el trabajador
que no habiendo optado por la rescisión de su contrato se muestre disconforme con la decisión empresarial podrá
impugnarla ante la jurisdicción competente. La sentencia declarará la modificación justificada o injustificada y, en
este último caso, reconocerá el derecho del trabajador a ser repuesto en sus anteriores condiciones.

Cuando con objeto de eludir las previsiones contenidas en el apartado siguiente de este artículo, la empresa
realice modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo en períodos sucesivos de noventa días en número
inferior a los umbrales a que se refiere el último párrafo del apartado 2, sin que concurran causas nuevas que
justifiquen tal actuación, dichas nuevas modificaciones se considerarán efectuadas en fraude de ley y serán declaradas
nulas y sin efecto.

4. La decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo deberá ir precedida
en todos los casos de un período de consultas con los representantes legales de los trabajadores de duración no
superior a quince días improrrogables, que versará sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la
posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para
los trabajadores afectados.

Durante el período de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un
acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los miembros del comité o comités de empresa,
de los delegados de personal, en su caso, o de representaciones sindicales, si las hubiere, que, en su conjunto,
representen a la mayoría de aquéllos.

En los supuestos de ausencia de representación legal de los trabajadores en la empresa, los trabajadores podrán
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atribuir su representación para la negociación del acuerdo con la empresa a una comisión de un máximo de tres
miembros integrada, según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del sector
al que pertenezca la empresa designados por la Comisión paritaria del convenio colectivo aplicable a ésta; sus
acuerdos requerirán el voto favorable de la mayoría de sus miembros. La designación deberá realizarse en un plazo
de cinco días a contar desde el inicio del periodo de consultas, sin que la falta de designación pueda suponer la
paralización del mismo. En ese caso, el empresario podrá atribuir su representación a las organizaciones
empresariales del sector.

El empresario y la representación legal de los trabajadores podrán acordar en cualquier momento la sustitución
del periodo de consultas por la aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el
ámbito de la empresa, que deberán desarrollarse dentro del plazo máximo improrrogable señalado para dicho periodo.

5. Cuando la modificación colectiva se refiera a condiciones de trabajo reconocidas a los trabajadores en virtud
de acuerdo o pacto colectivo o disfrutadas por éstos en virtud de una decisión unilateral del empresario de efectos
colectivos, una vez finalizado el período de consultas sin acuerdo, el empresario notificará a los trabajadores su
decisión sobre la modificación, que surtirá efectos transcurrido el plazo a que se refiere el apartado 3 de este artículo.

Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado se podrá reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio
de la acción individual prevista en el apartado 3 de este artículo. La interposición del conflicto paralizará la
tramitación de las acciones individuales iniciadas hasta su resolución.

El acuerdo con los representantes legales de los trabajadores en el período de consultas se entenderá sin
perjuicio del derecho de los trabajadores afectados a ejercitar la opción prevista en el párrafo segundo del apartado
3 de este artículo.

6. La modificación de las condiciones establecidas en los convenios colectivos regulados en el Título III de la
presente Ley, sean éstos de sector o empresariales, se podrá efectuar en todo momento por acuerdo entre la empresa
y los representantes legales o sindicales de los trabajadores, en cuyo caso se entenderá que concurren las causas
justificativas a que alude el apartado 1. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los miembros del
comité o comités de empresa, de los delegados de personal en su caso o de las representaciones sindicales que, en
su conjunto, representen a la mayoría de aquéllos.

En caso de desacuerdo entre las partes, será necesario acudir a los procedimientos de mediación establecidos
al efecto por medio de convenio colectivo o acuerdo interprofesional. Los convenios y acuerdos interprofesionales
podrán establecer el compromiso previo de someterse a un arbitraje vinculante para los casos de ausencia de
avenencia en la mediación, en cuyo caso el laudo arbitral tendrá la misma eficacia que los acuerdos en periodo de
consultas y sólo será recurrible conforme al procedimiento y en base a los motivos establecidos en el artículo 91 de
esta Ley.

En los supuestos de ausencia de representación legal de los trabajadores en la empresa, los trabajadores podrán
atribuir su representación para la negociación del acuerdo con la empresa según lo previsto en el apartado 4.

La modificación solo podrá referirse a las materias señaladas en los párrafos b), c), d) y e) del apartado 1 y
deberá tener un plazo máximo de vigencia que no podrá exceder de la vigencia temporal del convenio colectivo cuya
modificación se pretenda.

7. En materia de traslados se estará a lo dispuesto en las normas específicas establecidas en el artículo 40 de
esta Ley.»

Artículo 6. Contenido de los convenios colectivos.

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 82 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, quedando redactado en los siguientes términos:

«3. Los convenios colectivos regulados por esta Ley obligan a todos los empresarios y trabajadores incluidos
dentro de su ámbito de aplicación y durante todo el tiempo de su vigencia.

Sin perjuicio de lo anterior, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores legitimados
para negociar un convenio colectivo conforme a lo previsto en esta Ley, se podrá proceder, previo desarrollo de un
periodo de consultas en los términos del artículo 41.4, a inaplicar el régimen salarial previsto en los convenios
colectivos de ámbito superior a la empresa, cuando la situación y perspectivas económicas de ésta pudieran verse
dañadas como consecuencia de tal aplicación, afectando a las posibilidades de mantenimiento del empleo en la
misma.

El acuerdo de inaplicación deberá determinar con exactitud la retribución a percibir por los trabajadores de
dicha empresa, estableciendo, en su caso y en atención a la desaparición de las causas que lo determinaron, una
programación de la progresiva convergencia hacia la recuperación de las condiciones salariales establecidas en el
convenio colectivo de ámbito superior a la empresa que le sea de aplicación, sin que en ningún caso dicha
inaplicación pueda superar el período de vigencia del convenio o, en su caso, los tres años de duración.

En caso de desacuerdo entre las partes, será necesario acudir a los procedimientos de mediación establecidos
al efecto por medio de convenios o acuerdos interprofesionales. Los convenios o acuerdos interprofesionales podrán
establecer el compromiso previo de someterse a un arbitraje vinculante para los casos de ausencia de avenencia en
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la mediación, en cuyo caso el laudo arbitral tendrá la misma eficacia que los acuerdos en periodo de consultas y sólo
será recurrible conforme al procedimiento y en base a los motivos establecidos en el artículo 91 de esta Ley.

En los supuestos de ausencia de representación legal de los trabajadores en la empresa, los trabajadores podrá
atribuir su representación para la celebración de este acuerdo de empresa a una comisión integrada por un máximo
de tres miembros integrada, según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del
sector al que pertenezca la empresa; sus acuerdos requerirán el voto favorable de la mayoría de sus miembros. La
designación deberá realizarse en un plazo de cinco días a contar desde el inicio del periodo de consultas, sin que la
falta de designación pueda suponer la paralización del mismo. En ese caso, el empresario podrá atribuir su
representación a las organizaciones empresariales del sector.»

Dos. La letra c) del apartado 3 del artículo 85 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado
por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactada de la siguiente manera:

«c) Procedimientos para solventar de manera efectiva las discrepancias que puedan surgir en la negociación
para la no aplicación del régimen salarial a que se refiere el artículo 82.3.»

Artículo 7. Suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción.

El artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, queda modificado como sigue:

«Artículo 47. Suspensión del contrato o reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas
o de producción o derivadas de fuerza mayor.

1. El contrato de trabajo podrá ser suspendido a iniciativa del empresario por causas económicas, técnicas,
organizativas o de producción, con arreglo al procedimiento establecido en el artículo 51 de esta Ley y en sus normas
de desarrollo, con las siguientes especialidades:

a) El procedimiento será aplicable cualquiera que sea el número de trabajadores de la empresa y del número
de afectados por la suspensión.

b) El plazo a que se refiere el artículo 51.4, relativo a la duración del período de consultas, se reducirá a la
mitad y la documentación será la estrictamente necesaria en los términos que reglamentariamente se determinen.

c) La autorización de esta medida procederá cuando de la documentación obrante en el expediente se desprenda
razonablemente que tal medida temporal es necesaria para la superación de una situación de carácter coyuntural de
la actividad de la empresa.

d) La autorización de la medida no generará derecho a indemnización alguna.

2. La jornada de trabajo podrá reducirse por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción con
arreglo al procedimiento previsto en el apartado anterior. A estos efectos, se entenderá por reducción de jornada la
disminución temporal de entre un 10 y un 70 por ciento de la jornada de trabajo computada sobre la base de una
jornada diaria, semanal, mensual o anual.

3. Igualmente, el contrato de trabajo podrá ser suspendido por causa derivada de fuerza mayor con arreglo al
procedimiento establecido en el artículo 51.12 de esta Ley y normas reglamentarias de desarrollo.»

Artículo 8. Protección por desempleo y reducción de jornada.

El texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20
de junio, queda modificado de la siguiente manera:

Uno. El apartado 2 del artículo 203 queda modificado en los siguientes términos:

«2. El desempleo será total cuando el trabajador cese, con carácter temporal o definitivo, en la actividad que
venía desarrollando y sea privado, consiguientemente, de su salario.

A estos efectos, se entenderá por desempleo total el cese total del trabajador en la actividad por días completos,
continuados o alternos, durante, al menos, una jornada ordinaria de trabajo, en virtud de suspensión de contrato o
reducción de jornada autorizada por la autoridad competente.»

Dos. El apartado 3 del artículo 203 queda redactado del modo siguiente:

«3. El desempleo será parcial cuando el trabajador vea reducida temporalmente su jornada diaria ordinaria de
trabajo, entre un mínimo de un 10 y un máximo de un 70 por ciento, siempre que el salario sea objeto de análoga
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reducción.
A estos efectos, se entenderá por reducción temporal de la jornada diaria ordinaria aquella que se autorice por

un período de regulación de empleo, sin que estén comprendidas las reducciones de jornadas definitivas o que se
extiendan a todo el período que resta de la vigencia del contrato de trabajo.»

Tres. El apartado 1.3 del artículo 208 queda modificado en los siguientes términos:

«3) Cuando se reduzca temporalmente la jornada ordinaria diaria de trabajo, en virtud de expediente de
regulación de empleo en los términos del artículo 203.3.»

Artículo 9. Medidas de apoyo a la reducción de jornada.

La Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la
protección de las personas desempleadas, queda modificada como sigue:

Uno. Se adiciona un nuevo apartado 2.bis al artículo 1, del tenor siguiente:

«2.bis. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, el derecho a la bonificación del 50 por ciento
de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, considerado en el apartado 1 anterior,
será ampliado hasta el 80 por ciento, cuando la empresa, en los procedimientos de regulación de empleo que hayan
concluido con acuerdo, incluya medidas para reducir los efectos de la regulación temporal de empleo entre los
trabajadores afectados, tales como acciones formativas durante el período de suspensión de contratos o de reducción
de jornada cuyo objetivo sea aumentar la polivalencia del trabajador o incrementar su empleabilidad, o cualquier otra
medida alternativa o complementaria dirigida a favorecer el mantenimiento del empleo en la empresa. Todo ello con
los límites y las condiciones establecidos en los apartados anteriores.»

Dos. El apartado 1 del artículo 3 queda redactado en los siguientes términos:

«1. Cuando se autorice a una empresa, en virtud de uno o varios expedientes de regulación de empleo o
procedimientos concursales, a suspender los contratos de trabajo, de forma continuada o no, o a reducir el número
de días u horas de trabajo, y posteriormente se autorice por resolución administrativa en expediente de regulación
de empleo o por resolución judicial en procedimiento concursal la extinción de los contratos, o se extinga el contrato
al amparo del artículo 52.c del Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, los trabajadores afectados tendrán derecho a la reposición de la duración de la prestación
por desempleo de nivel contributivo por el mismo número de días que hubieran percibido el desempleo total o parcial
en virtud de aquellas autorizaciones con un límite máximo de 180 días, siempre que se cumplan las siguientes
condiciones:

a) Que las resoluciones administrativas o judiciales que autoricen las suspensiones o reducciones de jornada
se hayan producido entre el 1 de octubre de 2008 y el 31 de diciembre de 2011, ambos inclusive;

b) Que el despido o la resolución administrativa o judicial que autorice la extinción se produzca entre el 18 de
junio de 2010 y el 31 de diciembre de 2012.»

CAPÍTULO III

Medidas para favorecer el empleo de los jóvenes y de las personas desempleadas

Artículo 10. Bonificaciones de cuotas por la contratación indefinida.

1. Las empresas que contraten, hasta el 31 de diciembre de 2011, de forma indefinida a trabajadores desempleados
entre 16 y 30 años, ambos inclusive, con especiales problemas de empleabilidad, inscritos en la Oficina de Empleo, tendrán
derecho a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social, de 800 euros durante tres años o, en su caso, por
su equivalente diario.

A estos efectos, se considerará que tienen especiales problemas de empleabilidad a aquellos jóvenes que lleven
inscritos como desempleados al menos doce meses y que no hayan completado la escolaridad obligatoria o carezcan de
titulación profesional.

Cuando estos contratos se realicen con mujeres, las bonificaciones indicadas serán de 1.000 euros o su equivalente
diario.

2. Las empresas que contraten, hasta el 31 de diciembre de 2011, de forma indefinida a trabajadores desempleados
mayores de 45 años, inscritos en la Oficina de Empleo durante al menos doce meses, tendrán derecho a una bonificación
en la cuota empresarial a la Seguridad Social, de 1.200 euros durante tres años o, en su caso, por su equivalente diario.
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Si estos contratos se conciertan con mujeres, las bonificaciones indicadas serán de 1.400 euros o su equivalente diario.
3. Las empresas que, hasta el 31 de diciembre de 2011, transformen en indefinidos contratos formativos, de relevo

y de sustitución por anticipación de la edad de jubilación, cualquiera que sea la fecha de su celebración, tendrán derecho
a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social de 500 euros durante tres años o, en su caso, por su
equivalente diario.

En el caso de mujeres, dichas bonificaciones serán de 700 euros o, en su caso, por su equivalente diario.
4. Será requisito imprescindible para que puedan aplicarse las bonificaciones establecidas en este artículo que las

nuevas contrataciones o transformaciones, salvo las referidas a contratos de relevo, supongan un incremento del nivel de
empleo fijo de la empresa.

Para calcular dicho incremento, se tomará como referencia el promedio diario de trabajadores con contratos
indefinidos en el periodo de los noventa días anteriores a la nueva contratación o transformación, calculado como el cociente
que resulte de dividir entre noventa el sumatorio de los contratos indefinidos que estuvieran en alta en la empresa en cada
uno de los noventa días inmediatamente anteriores a la nueva contratación o transformación. Se excluirán del cómputo los
contratos indefinidos que se hubieran extinguido en dicho periodo por despido disciplinario declarado como procedente,
dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez del trabajador, o durante el periodo
de prueba.

5. Las empresas que se acojan a estas bonificaciones estarán obligadas a mantener, durante el periodo de duración
de la bonificación, el nivel de empleo fijo alcanzado con la contratación indefinida o transformación bonificada.

No se considerará incumplida dicha obligación si se producen extinciones de contratos indefinidos en dicho periodo
por despido disciplinario declarado como procedente, dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta
o gran invalidez del trabajador, o durante el periodo de prueba.

En el supuesto de producirse extinciones de contratos indefinidos por otras causas y cuando ello suponga disminución
del empleo fijo, las empresas estarán obligadas a cubrir dichas vacantes en el mes siguiente a que se produzcan mediante
la contratación de nuevos trabajadores con contrato indefinido o la transformación de contratos temporales o formativos en
indefinidos, con la misma jornada de trabajo, al menos, que tuviera el trabajador cuyo contrato indefinido se hubiera
extinguido, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

El incumplimiento por parte de las empresas de las obligaciones establecidas en este apartado dará lugar al reintegro
de las bonificaciones, de acuerdo con lo dispuesto reglamentariamente.

6. En lo no previsto en esta disposición, será de aplicación lo establecido en la Sección 1.ª del Capítulo I y en la
disposición adicional tercera de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo dispuesto en materia de exclusiones en su
artículo 6.2.

7. Los trabajadores contratados al amparo de este artículo serán objetivo prioritario en los planes de formación para
personas ocupadas dentro de los programas de formación profesional para el empleo, así como de cualquier otra medida de
política activa de empleo, al objeto de incrementar su cualificación profesional.

Artículo 11. Bonificaciones de cuotas en los contratos para la formación.

1. Las empresas que, a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 31 de diciembre de 2011,
celebren contratos para la formación con trabajadores desempleados e inscritos en la oficina de empleo tendrán derecho,
durante toda la vigencia del contrato, incluidas las prórrogas, a una bonificación del cien por cien de las cuotas empresariales
a la Seguridad Social por contingencias comunes, así como las correspondientes a accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales, desempleo, fondo de garantía salarial y formación profesional, correspondientes a dichos contratos.

Asimismo, en los contratos para la formación celebrados o prorrogados según lo dispuesto en el párrafo anterior, se
bonificará el cien por cien de las cuotas de los trabajadores a la Seguridad Social durante toda la vigencia del contrato,
incluidas sus prórrogas.

Las bonificaciones en este artículo serán aplicables asimismo a los contratos para la formación concertados con
anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley que sean prorrogados entre dicha fecha y el 31 de diciembre de
2011, durante la vigencia de dichas prórrogas.

2. Para tener derecho a los incentivos establecidos en el párrafo primero del apartado anterior, el contrato para la
formación deberá suponer incremento de la plantilla de la empresa. Para el cómputo de dicho incremento, se aplicará lo
establecido en el párrafo segundo del artículo 10.4 de este real decreto-ley.

3. En lo no previsto en esta disposición, será de aplicación lo establecido en la Sección 1.ª del Capítulo I y en la
disposición adicional tercera de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo dispuesto en materia de exclusiones en su
artículo 6.2.

4. Los trabajadores contratados al amparo de este artículo serán objetivo prioritario en los planes de formación para
personas ocupadas dentro de los programas de formación profesional para el empleo, así como de cualquier otra medida de
política activa de empleo, al objeto de incrementar su cualificación profesional.

Artículo 12. Contratos formativos.

Uno. El apartado 1 del artículo 11 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
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Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, se modifica en los siguientes términos:

«1. El contrato de trabajo en prácticas podrá concertarse con quienes estuvieren en posesión de título
universitario o de formación profesional de grado medio o superior o títulos oficialmente reconocidos como
equivalentes, de acuerdo con las leyes reguladoras del sistema educativo vigente, o de certificado de profesionalidad
de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación
Profesional, que habiliten para el ejercicio profesional, dentro de los cinco años, o de seis años cuando el contrato
se concierte con un trabajador con discapacidad, siguientes a la terminación de los correspondientes estudios, de
acuerdo con las siguientes reglas:

a) El puesto de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica profesional adecuada al nivel de estudios o
de formación cursados. Mediante convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, en los convenios
colectivos sectoriales de ámbito inferior, se podrán determinar los puestos de trabajo, grupos, niveles o categorías
profesionales objeto de este contrato.

b) La duración del contrato no podrá ser inferior a seis meses ni exceder de dos años, dentro de cuyos límites
los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, los convenios colectivos sectoriales de ámbito
inferior podrán determinar la duración del contrato, atendiendo a las características del sector y de las prácticas a
realizar.

c) Ningún trabajador podrá estar contratado en prácticas en la misma o distinta empresa por tiempo superior
a dos años en virtud de la misma titulación o certificado de profesionalidad.

Tampoco se podrá estar contratado en prácticas en la misma empresa para el mismo puesto de trabajo por
tiempo superior a dos años, aunque se trate de distinta titulación o distinto certificado de profesionalidad.

A los efectos de este artículo, los títulos de grado y de máster correspondientes a los estudios universitarios no
se considerarán la misma titulación.

No se podrá concertar un contrato en prácticas en base a un certificado de profesionalidad obtenido como
consecuencia de un contrato para la formación celebrado anteriormente con la misma empresa.

d) Salvo lo dispuesto en convenio colectivo, el período de prueba no podrá ser superior a un mes para los
contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado medio o de certificado
de profesionalidad de nivel 1 o 2, ni a dos meses para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que están
en posesión de título de grado superior o de certificado de profesionalidad de nivel 3.

e) La retribución del trabajador será la fijada en convenio colectivo para los trabajadores en prácticas, sin que,
en su defecto, pueda ser inferior al 60 o al 75 por 100 durante el primero o el segundo año de vigencia del contrato,
respectivamente, del salario fijado en convenio para un trabajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de
trabajo.

f) Si al término del contrato el trabajador continuase en la empresa no podrá concertarse un nuevo período de
prueba, computándose la duración de las prácticas a efecto de antigüedad en la empresa.»

Dos. El apartado 2 del artículo 11 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, queda redactado como sigue:

«2. El contrato para la formación tendrá por objeto la adquisición de la formación teórica y práctica necesaria
para el desempeño adecuado de un oficio o de un puesto de trabajo que requiera un determinado nivel de
cualificación, y se regirá por las siguientes reglas:

a) Se podrá celebrar con trabajadores mayores de dieciséis años y menores de veintiún años que carezcan de
la titulación o del certificado de profesionalidad requerido para realizar un contrato en prácticas.

El límite máximo de edad será de veinticuatro años cuando el contrato se concierte con desempleados que se
incorporen como alumnos-trabajadores a los programas de escuelas taller y casas de oficios.

El límite máximo de edad no será de aplicación cuando el contrato se concierte con desempleados que se
incorporen como alumnos-trabajadores a los programas de talleres de empleo o se trate de personas con discapacidad.

b) Mediante convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, en los convenios colectivos
sectoriales de ámbito inferior, se podrá establecer, en función del tamaño de la plantilla, el número máximo de
contratos a realizar, así como los puestos de trabajo objeto de este contrato.

Asimismo, los convenios colectivos de empresa podrán establecer el número máximo de contratos a realizar
en función del tamaño de la plantilla, en el supuesto de que exista un plan formativo de empresa.

Si los convenios colectivos a que se refieren los párrafos anteriores no determinasen el número máximo de
contratos que cada empresa puede realizar en función de su plantilla, dicho número será el determinado
reglamentariamente.

c) La duración mínima del contrato será de seis meses y la máxima de dos años. Mediante convenio colectivo
de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, en los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior, se podrá
establecer otras duraciones atendiendo a las características del oficio o puesto de trabajo a desempeñar y a los
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requerimientos formativos del mismo, sin que, en ningún caso, la duración mínima pueda ser inferior a seis meses
ni la máxima superior a tres años, o a cuatro años cuando el contrato se concierte con una persona con discapacidad,
teniendo en cuenta el tipo o grado de discapacidad y las características del proceso formativo a realizar.

d) Expirada la duración máxima del contrato para la formación, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta
modalidad por la misma o distinta empresa.

No se podrán celebrar contratos para la formación que tengan por objeto la cualificación para un puesto de
trabajo que haya sido desempeñado con anterioridad por el trabajador en la misma empresa por tiempo superior a
doce meses.

e) El tiempo dedicado a la formación teórica dependerá de las características del oficio o puesto de trabajo a
desempeñar y del número de horas establecido para el módulo formativo adecuado a dicho puesto u oficio, sin que,
en ningún caso, pueda ser inferior al 15 por 100 de la jornada máxima prevista en el convenio colectivo o, en su
defecto, de la jornada máxima legal.

Respetando el límite anterior, los convenios colectivos podrán establecer el tiempo dedicado a la formación
teórica y su distribución, estableciendo, en su caso, el régimen de alternancia o concentración del mismo respecto
del tiempo de trabajo efectivo.

Cuando el trabajador contratado para la formación no haya finalizado los ciclos educativos comprendidos en
la escolaridad obligatoria, la formación teórica tendrá por objeto inmediato completar dicha educación.

Se entenderá cumplido el requisito de formación teórica cuando el trabajador acredite, mediante certificación
de la Administración pública competente, que ha realizado un curso de formación profesional para el empleo
adecuado al oficio o puesto de trabajo objeto del contrato. En este caso, la retribución del trabajador se incrementará
proporcionalmente al tiempo no dedicado a la formación teórica.

Cuando el trabajador contratado para la formación sea una persona con discapacidad psíquica, la formación
teórica podrá sustituirse, total o parcialmente, previo informe de los equipos multiprofesionales de valoración
correspondientes, por la realización de procedimientos de rehabilitación o de ajuste personal y social en un centro
psicosocial o de rehabilitación sociolaboral.

Tanto la financiación como la organización e impartición de la formación teórica se regulará en los términos
que se establezcan reglamentariamente.

f) El trabajo efectivo que preste el trabajador en la empresa deberá estar relacionado con las tareas propias del
nivel ocupacional, oficio o puesto de trabajo objeto del contrato.

g) La cualificación o competencia profesional adquirida a través del contrato para la formación será objeto de
acreditación en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la
Formación Profesional y en su normativa de desarrollo. Conforme a lo establecido en dicha regulación, el trabajador
podrá solicitar de la Administración pública competente la expedición del correspondiente certificado de
profesionalidad. Sin perjuicio de lo anterior, a la finalización del contrato, el empresario deberá entregar al trabajador
un certificado en el que conste la duración de la formación teórica y el nivel de la formación práctica adquirida.

h) La retribución del trabajador contratado para la formación será durante el primer año del contrato la fijada
en convenio colectivo, sin que pueda ser inferior al salario mínimo interprofesional en proporción al tiempo de
trabajo efectivo. Durante el segundo año del contrato para la formación, la retribución será la fijada en convenio
colectivo, sin que en ningún caso pueda ser inferior al salario mínimo interprofesional, con independencia del tiempo
dedicado a la formación teórica.

i) La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación comprenderá todas
las contingencias, situaciones protegibles y prestaciones, incluido el desempleo. Asimismo, se tendrá derecho a la
cobertura del Fondo de Garantía Salarial.

j) En el supuesto de que el trabajador continuase en la empresa al término del contrato se estará a lo establecido
en el apartado 1, párrafo f), de este artículo.

k) El contrato para la formación se presumirá de carácter común u ordinario cuando el empresario incumpla
en su totalidad las obligaciones que le correspondan en materia de formación teórica.»

Tres. Se modifica el apartado 3, que queda redactado como sigue:

«3. En la negociación colectiva se podrán fijar criterios y procedimientos tendentes a conseguir la paridad por
razón de género en el número de trabajadores vinculados a la empresa mediante contratos formativos. Asimismo,
podrán establecerse compromisos de conversión de los contratos formativos en contratos por tiempo indefinido.»

Cuatro. Se modifica la disposición adicional sexta del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, del siguiente modo:

«La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación comprenderá todas
las contingencias, situaciones protegibles y prestaciones de aquella, incluido el desempleo.»

Cinco. Se introduce una nueva disposición adicional cuadragésima novena en el texto refundido de la Ley General
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de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuadragésima novena. Cotización por desempleo en el contrato para la formación y cuantía
de la prestación.

La cotización por la contingencia de desempleo en el contrato para la formación se efectuará por la cuota fija
resultante de aplicar a la base mínima correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales el mismo tipo de cotización y distribución entre empresario y trabajador establecidos para el contrato
en prácticas.

Para determinar la base reguladora y la cuantía de la prestación por desempleo se aplicará lo establecido en el
artículo 211 de esta Ley.»

CAPÍTULO IV

Medidas para la mejora de la intermediación laboral y sobre la actuación de las empresas de trabajo temporal

Artículo 13. Servicios Públicos de Empleo.

Se autoriza al Gobierno para que apruebe, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, una nueva prórroga, hasta
el 31 de diciembre de 2012, del Plan Extraordinario de medidas de orientación, formación profesional e inserción laboral,
aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 18 de abril de 2008, referida exclusivamente a la medida consistente
en la contratación de 1.500 orientadores para el reforzamiento de la red de oficinas de empleo y que fue prorrogado por dos
años, respecto a esta medida, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de abril de 2009, según la habilitación
conferida por la disposición final primera del Real Decreto-ley 2/2009, de 6 de marzo, de medidas urgentes para el
mantenimiento y el fomento del empleo y protección de las personas desempleadas. Esta medida será de aplicación en todo
el territorio del Estado y su gestión se realizará por las Comunidades Autónomas con competencias estatutariamente
asumidas en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación y por el Servicio Público de Empleo Estatal.

Respecto de la gestión por las Comunidades Autónomas de esta medida, los créditos correspondientes se distribuirán
territorialmente entre dichas administraciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 14 de la Ley 56/2003, de
16 de diciembre, de Empleo, y 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 14. Agencias de colocación.

La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, queda modificada como sigue:

Uno. El artículo 20 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 20. Concepto.

1. La intermediación laboral es el conjunto de acciones que tienen por objeto poner en contacto las ofertas de
trabajo con los trabajadores que buscan un empleo, para su colocación. La intermediación laboral tiene como
finalidad proporcionar a los trabajadores un empleo adecuado a sus características y facilitar a los empleadores los
trabajadores más apropiados a sus requerimientos y necesidades.

2. También se considerará intermediación laboral la actividad destinada a la recolocación de los trabajadores
que resultaran excedentes en procesos de reestructuración empresarial, cuando aquélla hubiera sido establecida o
acordada con los trabajadores o sus representantes en los correspondientes planes sociales o programas de
recolocación.»

Dos. Se incorpora un artículo 21.bis, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 21.bis. Agencias de colocación.

1. A efectos de lo previsto en esta Ley se entenderá por agencias de colocación aquellas entidades públicas o
privadas, con o sin ánimo de lucro, que realicen actividades de intermediación laboral de acuerdo con lo establecido
en el artículo 20, bien como colaboradores de los Servicios Públicos de Empleo, bien de forma autónoma pero
coordinada con los mismos. Asimismo, podrán desarrollar actuaciones relacionadas con la búsqueda de empleo, tales
como orientación e información profesional, y con la selección de personal.

2. Las personas físicas o jurídicas que deseen actuar como agencias de colocación deberán obtener autorización
del servicio público de empleo competente por razón del domicilio social de la agencia, que será única y con validez
en todo el territorio español, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente. El vencimiento del plazo
máximo del procedimiento de autorización sin haberse notificado resolución expresa al interesado supondrá la
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desestimación de la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada protección de los
trabajadores.

3. Reglamentariamente se regulará un sistema que permita integrar el conjunto de la información proporcionada
por las Comunidades Autónomas respecto a las agencias de colocación autorizadas.

4. En todo caso, sin perjuicio de las obligaciones previstas en este capítulo y de las específicas que se
determinen reglamentariamente, las agencias de colocación deberán:

a) Suministrar a los servicios públicos de empleo la información que se determine por vía reglamentaria, con
la periodicidad y la forma que allí se establezca sobre los trabajadores atendidos y las actividades que desarrollan,
así como sobre las ofertas de empleo y los perfiles profesionales que correspondan con esas ofertas.

b) Elaborar y ejecutar planes específicos para la colocación de trabajadores desempleados integrantes de los
colectivos mencionados en el artículo 26, que concluyan con la colocación de aquéllos, en los términos que se
determinen reglamentariamente en función de la situación del mercado de trabajo.

c) Disponer de sistemas electrónicos compatibles y complementarios con los de los servicios públicos de
empleo.

d) Garantizar la aplicación y el cumplimiento de la normativa vigente en materia laboral y de Seguridad Social.
e) Cumplir con las normas sobre accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

5. Las agencias de colocación autorizadas podrán ser consideradas entidades colaboradoras de los servicios
públicos de empleo mediante la suscripción de un convenio de colaboración con los mismos, con el alcance previsto
en las normas de desarrollo de esta Ley y en los propios convenios que se suscriban.»

Tres. Se modifica el artículo 22, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 22. Principios básicos de la intermediación laboral.

1. La intermediación laboral realizada por los servicios públicos de empleo y las agencias de colocación, así
como las acciones de intermediación que puedan realizar otras entidades colaboradoras de aquéllos, se prestarán de
acuerdo a los principios constitucionales de igualdad de oportunidades en el acceso al empleo y no discriminación,
garantizándose la plena transparencia en el funcionamiento de los mismos.

Los servicios públicos de empleo, agencias y entidades señalados en el apartado 1 del artículo anterior deberán
respetar en sus actuaciones la intimidad y dignidad de los trabajadores en el tratamiento de sus datos, de acuerdo con
la normativa reguladora al respecto.

2. Con el fin de asegurar el cumplimiento de los citados principios, los servicios públicos de empleo
garantizarán que el proceso específico de selección y casación entre oferta de trabajo y demanda de empleo
corresponda, con carácter general, al servicio público de empleo y a las agencias de colocación debidamente
autorizadas.

En el supuesto de colectivos con especiales dificultades de inserción laboral, los servicios públicos de empleo
podrán contar con entidades colaboradoras especializadas para realizar el proceso a que se refiere el párrafo anterior.

3. Los servicios públicos de empleo asumen la dimensión pública de la intermediación laboral, si bien podrán
establecer con otras entidades y con agencias de colocación, convenios, acuerdos u otros instrumentos de
coordinación que tengan por objeto favorecer la colocación de demandantes de empleo.

4. La intermediación laboral realizada por los servicios públicos de empleo, por sí mismos o a través de las
entidades o agencias de colocación cuando realicen actividades incluidas en el ámbito de la colaboración con
aquéllos, conforme a lo establecido en este capítulo, se realizará de forma gratuita para los trabajadores y para los
empleadores.

La intermediación realizada por las agencias de colocación con independencia de los servicios públicos de
empleo deberá garantizar a los trabajadores la gratuidad por la prestación de servicios, no pudiéndose exigir a éstos
ninguna contraprestación por los mismos.

5. A efectos de la intermediación que realicen los servicios públicos de empleo y, en su caso, las entidades
colaboradoras de los mismos y de la ejecución de los programas y medidas de políticas activas de empleo, tendrán
exclusivamente la consideración de demandantes de empleo aquéllos que se inscriban como tales en dichos servicios
públicos de empleo.»

Cuatro. El artículo 22.bis queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 22.bis. Discriminación en el acceso al empleo.

1. Los servicios públicos de empleo, sus entidades colaboradoras y las agencias de colocación en la gestión de
la intermediación laboral deberán velar específicamente para evitar la discriminación en el acceso al empleo.

Los gestores de la intermediación laboral cuando, en las ofertas de colocación, apreciasen carácter
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discriminatorio, lo comunicarán a quienes hubiesen formulado la oferta.
2. En particular, se considerarán discriminatorias las ofertas referidas a uno de los sexos, salvo que se trate de

un requisito profesional esencial y determinante de la actividad a desarrollar.
En todo caso se considerará discriminatoria la oferta referida a uno solo de los sexos basada en exigencias del

puesto de trabajo relacionadas con el esfuerzo físico.»

Artículo 15. Adaptación de la legislación laboral a la regulación de las agencias de colocación.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo, queda modificado de la siguiente manera:

Uno. El apartado 2 del artículo 16 queda modificado como sigue:

«2. Los Servicios Públicos de Empleo podrán autorizar, en las condiciones que se determinan en la Ley
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, la existencia de agencias de colocación públicas o privadas. Dichas
agencias deberán garantizar, en su ámbito de actuación, el principio de igualdad en el acceso al empleo, no pudiendo
establecer discriminación alguna basada en motivos de origen, incluido el racial o étnico, sexo, edad, estado civil,
religión o convicciones, opinión política, orientación sexual, afiliación sindical, condición social, lengua dentro del
Estado y discapacidad, siempre que los trabajadores se hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo
o empleo de que se trate.

Las agencias de colocación en sus actuaciones deberán respetar la intimidad y dignidad de los trabajadores en
el tratamiento de sus datos y deberán garantizar a los trabajadores la gratuidad por la prestación de servicios.»

Dos. Se añade un apartado 3 al artículo 16, con la siguiente redacción:

«3. La actividad consistente en la contratación de trabajadores para cederlos temporalmente a otras empresas
se realizará exclusivamente por empresas de trabajo temporal de acuerdo con su legislación específica.»

Artículo 16. Adaptación de la legislación de Seguridad Social a la regulación de las agencias de colocación.

El apartado 1 del artículo 231 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, queda modificado de la siguiente manera:

«1. Son obligaciones de los trabajadores y de los solicitantes y beneficiarios de prestaciones por desempleo:

a) Cotizar por la aportación correspondiente a la contingencia de desempleo.
b) Proporcionar la documentación e información que reglamentariamente se determinen a efectos del

reconocimiento, suspensión, extinción o reanudación del derecho a las prestaciones.
c) Participar en los trabajos de colaboración social, programas de empleo, o en acciones de promoción,

formación o reconversión profesionales, que determinen los servicios públicos de empleo, o las agencias de
colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquéllos y aceptar la colocación
adecuada que le sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o por dichas agencias.

d) Renovar la demanda de empleo en la forma y fechas en que se determine en el documento de renovación
de la demanda y comparecer, cuando haya sido previamente requerido, ante la Entidad Gestora, los servicios públicos
de empleo o las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquéllos.

e) Solicitar la baja en las prestaciones por desempleo cuando se produzcan situaciones de suspensión o
extinción del derecho o se dejen de reunir los requisitos exigidos para su percepción, en el momento de la producción
de dichas situaciones.

f) Reintegrar las prestaciones indebidamente percibidas.
g) Devolver a los servicios públicos de empleo, o, en su caso, a las agencias de colocación cuando desarrollen

actividades en el ámbito de colaboración con aquéllos, en el plazo de cinco días, el correspondiente justificante de
haber comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo facilitadas por los mismos.

h) Suscribir y cumplir las exigencias del compromiso de actividad.
i) Buscar activamente empleo, participar en acciones de mejora de la ocupabilidad, que se determinen por los

servicios públicos de empleo competentes, en su caso, dentro de un itinerario de inserción.
Sin perjuicio de la obligación de acreditar la búsqueda activa de empleo, la participación en las acciones de

mejora de la ocupabilidad será voluntaria para los beneficiarios de prestaciones contributivas durante los cien
primeros días de percepción, y la no participación en las mismas no conllevará efectos sancionadores.»

Artículo 17. Empresas de trabajo temporal.
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La Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las Empresas de Trabajo Temporal, queda modificada en los
siguientes términos:

Uno. El párrafo b) del artículo 8 queda redactado de la siguiente manera:

«b) Para la realización de trabajos u ocupaciones especialmente peligrosos para la seguridad y la salud en el
trabajo, en los términos previstos en la disposición adicional segunda de esta Ley y, de conformidad con ésta, en los
convenios o acuerdos colectivos.»

Dos. El apartado 1 del artículo 11 queda redactado como sigue:

«1. Los trabajadores contratados para ser cedidos a empresas usuarias tendrán derecho durante los períodos de
prestación de servicios en las mismas a la aplicación de las condiciones esenciales de trabajo y empleo que les
corresponderían de haber sido contratados directamente por la empresa usuaria para ocupar el mismo puesto.

A estos efectos, se considerarán condiciones esenciales de trabajo y empleo las referidas a la remuneración,
la duración de la jornada, las horas extraordinarias, los períodos de descanso, el trabajo nocturno, las vacaciones y
los días festivos.

La remuneración comprenderá todas las retribuciones económicas, fijas o variables, establecidas para el puesto
de trabajo a desarrollar en el convenio colectivo aplicable a la empresa usuaria que estén vinculadas a dicho puesto
de trabajo. Deberá incluir, en todo caso, la parte proporcional correspondiente al descanso semanal, las pagas
extraordinarias, los festivos y las vacaciones. Será responsabilidad de la empresa usuaria la cuantificación de las
percepciones finales del trabajador y, a tal efecto, dicha empresa usuaria deberá consignar las retribuciones a que
se refiere este párrafo en el contrato de puesta a disposición del trabajador.

Asimismo, los trabajadores contratados para ser cedidos tendrán derecho a que se les apliquen las mismas
disposiciones que a los trabajadores de la empresa usuaria en materia de protección de las mujeres embarazadas y
en período de lactancia, y de los menores, así como a la igualdad de trato entre hombres y mujeres y a la aplicación
de las mismas disposiciones adoptadas con vistas a combatir las discriminaciones basada en el sexo, la raza o el
origen étnico, la religión o las creencias, la discapacidad, la edad o la orientación sexual.»

Tres. Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 16 en los términos siguientes:

«3. La empresa usuaria responderá subsidiariamente de las obligaciones salariales y de Seguridad Social
contraídas con el trabajador durante la vigencia del contrato de puesta a disposición, así como de la indemnización
económica derivada de la extinción del contrato de trabajo. Dicha responsabilidad será solidaria en el caso de que
el referido contrato se haya realizado incumpliendo lo dispuesto en los artículos 6 y 8 de la presente Ley.

Reglamentariamente se determinará la información que la empresa de trabajo temporal debe suministrar a la
empresa usuaria.»

Cuatro. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 17:

«2. Igualmente, tendrán derecho a la utilización de los servicios de transporte, de comedor, de guardería y otros
servicios comunes e instalaciones colectivas de la empresa usuaria durante el plazo de duración del contrato de puesta
a disposición en las mismas condiciones que los trabajadores contratados directamente por la empresa usuaria.»

Cinco. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 17 en los siguientes términos:

«3. La empresa usuaria deberá informar a los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal, sobre la
existencia de puestos de trabajo vacantes, a fin de garantizarles las mismas oportunidades de acceder a puestos
permanentes que a los trabajadores contratados directamente por aquélla. Esta información podrá facilitarse mediante
un anuncio público en un lugar adecuado de la empresa o centro de trabajo, o mediante otros medios previstos en
la negociación colectiva, que aseguren la transmisión de la información.»

Seis. Se introduce una disposición adicional segunda, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda. Trabajos u ocupaciones de especial peligrosidad para la seguridad y la salud en el
trabajo.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 b) de esta Ley, no podrán celebrarse contratos de puesta
a disposición para la realización de los siguientes trabajos en actividades de especial peligrosidad:

a) Trabajos que impliquen la exposición a radiaciones ionizantes en zonas controladas según el Real Decreto
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783/2001, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento sobre protección sanitaria contra radiaciones ionizantes.
b) Trabajos que impliquen la exposición a agentes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos para la reproducción,

de primera y segunda categoría, según el Real Decreto 363/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el
Reglamento sobre notificación de sustancias nuevas y clasificación, envasado y etiquetado de sustancias peligrosas,
y el Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y
etiquetado de preparados peligrosos, así como sus respectivas normas de desarrollo y de adaptación al progreso
técnico.

c) Trabajos que impliquen la exposición a agentes biológicos de los grupos 3 y 4, según el Real Decreto
664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición
a agentes biológicos durante el trabajo, así como sus normas de modificación, desarrollo y adaptación al progreso
técnico.

2. Con anterioridad al 31 de diciembre de 2010, mediante los acuerdos interprofesionales o convenios
colectivos a que se refiere el artículo 83 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, o la negociación colectiva sectorial de ámbito estatal en las
actividades de la construcción, la minería a cielo abierto y de interior, las industrias extractivas por sondeos en
superficie terrestre, los trabajos en plataformas marinas, la fabricación, manipulación y utilización de explosivos,
incluidos los artículos pirotécnicos y otros objetos o instrumentos que contengan explosivos y los trabajos con riesgos
eléctricos en alta tensión podrán determinarse, por razones de seguridad y salud en el trabajo, limitaciones para la
celebración de contratos de puesta a disposición, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a) Deberán referirse a ocupaciones o puestos de trabajo concretos o a tareas determinadas.
b) Habrán de justificarse por razón de los riesgos para la seguridad y salud en el trabajo asociados a los puestos

o trabajos afectados.
c) Deberán fundamentarse en un informe razonado que se acompañará a la documentación exigible para el

registro, depósito y publicación del convenio o acuerdo colectivo por la autoridad laboral.

3. Desde el 1 de enero de 2011, respetando las limitaciones que, en su caso, hubieran podido establecerse
mediante la negociación colectiva conforme a lo señalado en el apartado anterior, podrán celebrarse contratos de
puesta a disposición en el ámbito de las actividades antes señaladas. Sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos
establecidos legal y reglamentariamente, la celebración de contratos de puesta a disposición estará sujeta a los
siguientes requisitos:

a) La empresa de trabajo temporal deberá organizar de forma total o parcial sus actividades preventivas con
recursos propios debidamente auditados conforme a la normativa de prevención de riesgos laborales y tener
constituido un comité de seguridad y salud en el trabajo del que formen parte un número no inferior a cuatro
delegados de prevención.

b) El trabajador deberá poseer las aptitudes, competencias, cualificaciones y formación específica requeridas
para el desempeño del puesto de trabajo, debiendo acreditarse las mismas documentalmente por la empresa de trabajo
temporal.

4. Lo establecido en los convenios o acuerdos colectivos conforme a lo señalado en el apartado 2 se entiende
sin perjuicio de las reglas sobre vigencia, prórroga, denuncia y renegociación de los convenios colectivos en el título
III del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores.»

Siete. Se incorpora una nueva disposición adicional cuarta con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta. Validez de limitaciones o prohibiciones de recurrir a empresas de trabajo
temporal.

A partir del 1 de enero de 2011, se suprimen todas las limitaciones o prohibiciones actualmente vigentes para
la celebración de contratos de puesta a disposición por las empresas de trabajo temporal, con la única excepción de
lo establecido en la disposición adicional segunda de esta ley. A partir de esa fecha, las limitaciones o prohibiciones
que puedan ser establecidas sólo serán válidas cuando se justifiquen por razones de interés general relativas a la
protección de los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal, a la necesidad de garantizar el buen
funcionamiento del mercado de trabajo y de evitar posibles abusos.»

Artículo 18. Adaptación de la legislación sobre infracciones y sanciones en el orden social a la regulación de las agencias
de colocación y de las empresas de trabajo temporal.

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el orden social, aprobado por Real Decreto Legislativo
5/2000, de 4 de agosto, queda modificado como sigue:
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Uno. Se modifica el encabezamiento de la subsección 1.ª de la Sección 3.ª del Capítulo II, que queda redactado como
sigue:

«Subsección 1.ª Infracciones de los empresarios, de las agencias de colocación y de los beneficiarios de ayudas
y subvenciones en materia de empleo, ayudas de fomento del empleo en general y formación profesional para el
empleo.»

Dos. El apartado 1 del artículo 16, infracciones muy graves, queda redactado como sigue:

«1. Ejercer actividades de intermediación, de cualquier clase y ámbito funcional, que tengan por objeto la
colocación de trabajadores sin haber obtenido la correspondiente autorización administrativa o exigir a los
trabajadores precio o contraprestación por los servicios prestados.»

Tres. El apartado 2 del artículo 16, infracciones muy graves, queda redactado como sigue:

«2. Solicitar datos de carácter personal en los procesos de selección o establecer condiciones, mediante la
publicidad, difusión o por cualquier otro medio, que constituyan discriminaciones favorables o adversas para el
acceso al empleo por motivos de sexo, origen, incluido el racial o étnico, edad, estado civil, discapacidad, religión
o convicciones, opinión política, orientación sexual, afiliación sindical, condición social y lengua dentro del Estado.»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 17 queda redactado como sigue:

«1. Leves.

a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de empleo o las agencias de colocación
cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en el convenio de
colaboración, o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determinen en el documento de
renovación de la demanda, salvo causa justificada.

b) No devolver en plazo, salvo causa justificada, a los servicios públicos de empleo o, en su caso, a las agencias
de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en el
convenio de colaboración, el correspondiente justificante de haber comparecido en el lugar y fecha indicados para
cubrir las ofertas de empleo facilitadas por aquéllos.»

Cinco. El apartado 2 del artículo 17 queda modificado en los siguientes términos:

«2. Graves: rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o
por las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, o negarse
a participar en programas de empleo, incluidos los de inserción profesional, o en acciones de promoción, formación
o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos por los servicios públicos de empleo.

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada la que reúna los requisitos
establecidos en el artículo 231.3 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en aquellos aspectos en los que sea de aplicación a los demandantes de
empleo no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones por desempleo.»

Seis. El párrafo b) del artículo 18.3 queda redactado de la siguiente manera:

«b) Formalizar contratos de puesta a disposición para la realización de trabajos u ocupaciones de especial
peligrosidad para la seguridad o la salud en el trabajo determinados legal o convencionalmente.»

Siete. El párrafo b) del artículo 19.3 queda redactado de la siguiente manera:

«c) La formalización de contratos de puesta a disposición para la realización de trabajos u ocupaciones de
especial peligrosidad para la seguridad o la salud en el trabajo determinados legal o convencionalmente,
entendiéndose cometida una infracción por cada contrato en tales circunstancias.»

Ocho. El párrafo a) del artículo 24.3 queda redactado de la forma siguiente:

«a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de empleo o las agencias de colocación
cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, o no renovar la demanda de empleo en
la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de la demanda, salvo causa justificada.»
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Nueve. El apartado 4 del artículo 25 queda redactado de la siguiente manera:

«4. En el caso de solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial:

«a) Rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o por las
agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, salvo causa
justificada.

b) Negarse a participar en los trabajos de colaboración social, programas de empleo, incluidos los de inserción
profesional, o en acciones de promoción, formación o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos
por los servicios públicos de empleo o en las acciones de orientación e información profesional ofrecidas por las
agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos.

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada y por trabajos de colaboración social,
los que reúnan los requisitos establecidos, respectivamente, en el artículo 231.3 y en el artículo 213.3 del texto
refundido de la Ley General de la Seguridad Social.»

Disposición adicional primera. Negociación colectiva y modalidades contractuales.

1. Lo dispuesto en el artículo 15, apartado 1.a), del Estatuto de los Trabajadores, según la redacción dada al mismo
por este real decreto-ley, se entiende sin perjuicio de lo establecido actualmente en la negociación colectiva de ámbito estatal
para adaptar la modalidad contractual del contrato de obra o servicio determinado mediante fórmulas que garanticen mayor
estabilidad en el empleo de los trabajadores.

2. Igualmente se entiende sin perjuicio de lo que se establezca en la negociación colectiva de conformidad con la
disposición adicional tercera de la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la
construcción.

Disposición adicional segunda. Formación teórica en los contratos para la formación.

1. Sin perjuicio del desarrollo reglamentario al que se alude en el párrafo sexto del artículo 11.2 e) del Estatuto de
los Trabajadores, en el marco de la normativa que se dicte en aplicación y desarrollo del Real Decreto 395/2007, de 23 de
marzo, por el que se regula el subsistema de la formación profesional para el empleo, y en particular de su artículo 27,
referido a la formación teórica de los contratos para la formación, el Gobierno, a través del Ministerio de Trabajo e
Inmigración, establecerá procedimientos que flexibilicen y faciliten a los empresarios la impartición de la correspondiente
formación teórica a los trabajadores contratados para la formación, especialmente en el supuesto de empresas de hasta 50
trabajadores.

2. En todo caso, las empresas podrán financiarse el coste que les suponga la formación teórica en los términos
previstos en el artículo 27.5 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo o norma que lo modifique o sustituya. Las
bonificaciones en las cuotas empresariales a la Seguridad Social para la financiación de dicho coste serán compatibles con
las que estén contempladas para los contratos para la formación en programas de fomento de empleo.

Disposición adicional tercera. Contratos para la formación en los programas de Escuelas Taller, Casas de Oficio y Talleres
de Empleo.

1. La acción protectora de la Seguridad Social en los contratos para la formación suscritos con alumnos trabajadores
en los programas de escuelas taller, casas de oficios y talleres de empleo, comprenderá las mismas contingencias, situaciones
protegibles y prestaciones que para el resto de trabajadores contratados bajo esta modalidad, tal y como establecen el artículo
11.2 i) del Estatuto de los Trabajadores y la disposición adicional sexta de la Ley General de la Seguridad Social, a
excepción del desempleo.

2. Las bonificaciones previstas en el artículo 11 de este real decreto-ley no serán de aplicación a los contratos para
la formación suscritos con los alumnos trabajadores participantes en los programas de escuelas taller, casas de oficio y
talleres de empleo.

Disposición transitoria primera. Régimen aplicable a los contratos por obra o servicio determinados.

Los contratos por obra o servicio determinados concertados con anterioridad a la entrada en vigor de este real
decreto-ley se regirán por la normativa legal o convencional vigente en la fecha en que se celebraron.

Lo previsto en la redacción dada por este real decreto-ley al artículo 15.1 a) del Estatuto de los Trabajadores será de
aplicación a los contratos por obra o servicio determinados suscritos a partir de la fecha de entrada en vigor de aquél.

Disposición transitoria segunda. Régimen de entrada en vigor de la limitación del encadenamiento de contratos temporales.

Lo previsto en la redacción dada por este real decreto-ley al artículo 15.5 del Estatuto de los Trabajadores será de
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aplicación a los contratos de trabajo suscritos a partir de la fecha de entrada en vigor de aquél.
Respecto a los contratos suscritos por el trabajador con anterioridad, seguirá siendo de aplicación, a los efectos del

cómputo del número de contratos, lo establecido en el artículo 15.5 según la redacción dada al mismo por la Ley 43/2006,
de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo.

Disposición transitoria tercera. Abono de parte de la indemnización por el Fondo de Garantía Salarial en los nuevos
contratos de carácter indefinido.

1. En los contratos de carácter indefinido, sean ordinarios o de fomento de la contratación indefinida, celebrados con
posterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando el contrato se extinga por las causas previstas en los
artículos 51 y 52 del Estatuto de los Trabajadores o en el artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, una parte
de la indemnización que corresponda al trabajador será abonada directamente por el Fondo de Garantía Salarial en una
cantidad equivalente a ocho días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores
al año.

2. La indemnización se calculará según las cuantías por año de servicio y los límites legalmente establecidos en
función de la extinción de que se trate y de su calificación judicial o empresarial. No será de aplicación en este supuesto el
límite señalado para la base del cálculo de la indemnización previsto en el artículo 33.2 del Estatuto de los Trabajadores.

3. El abono procederá siempre que el contrato haya tenido una duración superior a un año y cualquiera que sea el
número de trabajadores de la empresa. En los contratos de duración inferior la indemnización establecida legalmente será
abonada totalmente y a su cargo por el empresario.

4. A los efectos previstos en esta disposición, el empresario deberá hacer constar en la comunicación escrita al
trabajador el salario diario que haya servido para el cálculo de la indemnización a su cargo, en los términos que se
determinen reglamentariamente.

5. El abono del 40 por ciento de la indemnización legal en las empresas de menos de 25 trabajadores, para los
contratos de carácter indefinido, sean ordinarios o de fomento de la contratación indefinida, anteriores a la entrada en vigor
de este real decreto-ley, se seguirán rigiendo por lo dispuesto en el artículo 33.8 del Estatuto de los Trabajadores.

6. El abono de parte de la indemnización a que se refiere esta disposición se financiará con cargo al Fondo de
Garantía Salarial.

7. Lo establecido en esta disposición será de aplicación hasta la entrada en funcionamiento del Fondo de
capitalización a que se refiere la disposición final segunda.

Disposición transitoria cuarta. Régimen aplicable a procedimientos y expedientes en tramitación a la entrada en vigor de
este real decreto-ley.

1. Los procedimientos de movilidad geográfica, modificación sustancial de condiciones de trabajo, los dirigidos a
la inaplicación del régimen salarial establecido en convenio colectivo y los expedientes de regulación de empleo para la
extinción de contratos de trabajo que estuvieran en tramitación a la entrada en vigor de esta real decreto-ley se regirán por
la normativa vigente en el momento de su inicio.

2. Los expedientes de regulación de empleo, de carácter temporal, resueltos por la Autoridad laboral y con vigencia
en su aplicación en la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley se regirán por la normativa en vigor cuando se dictó
la resolución del expediente.

A los expedientes de regulación de empleo, de carácter temporal, en tramitación a la entrada en vigor de este real
decreto-ley, les podrá ser de aplicación el régimen jurídico previsto en el mismo, siempre que se solicite conjuntamente por
el empresario y los representantes de los trabajadores y se haga constar esta circunstancia en la resolución de la autoridad
laboral.

Disposición transitoria quinta. Normas relativas a la ampliación de la bonificación por mantenimiento del empleo y de la
reposición de las prestaciones por desempleo.

1. Las empresas que hayan instado expedientes de regulación de empleo, de carácter temporal, resueltos por la
Autoridad laboral y con vigencia en su aplicación en la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, podrán
beneficiarse de la ampliación del derecho a la bonificación de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por
contingencias comunes a que se refiere el artículo 1.2.bis de la Ley 27/2009, de 30 de diciembre, siempre que se reúnan las
condiciones establecidas en el presente real decreto-ley. En todo caso, el incremento de porcentaje de bonificación
únicamente podrá aplicarse respecto de las cotizaciones devengadas con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de este
real decreto-ley.

2. A los trabajadores a quienes se hubiera extinguido su contrato de trabajo con anterioridad a la fecha de entrada
en vigor del presente real decreto-ley en los supuestos establecidos en el artículo 3.1 de la Ley 27/2009, de 30 de diciembre,
y que previamente hubieran sido afectados por expedientes de regulación temporal de suspensión de contratos o de reducción
de jornada en los casos referidos en esa disposición, tendrán derecho, en su caso, a la reposición de las prestaciones por
desempleo, en los términos y con los límites establecidos en la normativa vigente en el momento en que se produjo el
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despido o la resolución administrativa o judicial que autorizó la extinción del contrato.

Disposición transitoria sexta. Bonificaciones y reducciones de cuotas en los contratos vigentes.

Las bonificaciones o reducciones en las cuotas empresariales de la Seguridad Social que se vinieran disfrutando por
los contratos celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley se regirán por la normativa vigente
en el momento de su celebración o, en su caso, en el momento de iniciarse el disfrute de la bonificación, salvo lo establecido,
en su caso, en el párrafo tercero del artículo 11.1.

Disposición transitoria séptima. Límite de edad de los trabajadores contratados para la formación.

Hasta el 31 de diciembre de 2011 podrán realizarse contratos para la formación con trabajadores menores de
veinticinco años sin que sea de aplicación el límite máximo de edad establecido en el párrafo primero del artículo 11.2.a)
del Estatuto de los Trabajadores para la celebración de contratos para la formación.

Disposición transitoria octava. Contratos para la formación anteriores a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Los contratos para la formación vigentes a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, así como sus
prórrogas, se regirán por la normativa a cuyo amparo se concertaron.

No obstante lo anterior, a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley será aplicable a dichos contratos,
cuando sean prorrogados, la cobertura de la contingencia de desempleo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 11.2
i) del Estatuto de los Trabajadores y en las disposiciones adicionales sexta y cuadragésima novena de la Ley General de la
Seguridad Social, así como lo dispuesto, en materia de bonificaciones, en el artículo 11 de este real decreto-ley.

Disposición transitoria novena. Contratos para la formación con trabajadores con discapacidad.

Mientras resulte de aplicación lo establecido en el artículo 11 de este real decreto-ley, las empresas que celebren
contratos para la formación con trabajadores con discapacidad podrán aplicar lo establecido en el mismo o bien la reducción
del 50 por 100 en las cuotas empresariales a la Seguridad Social previstas para los contratos para la formación que celebren,
de acuerdo con la disposición adicional segunda del Estatuto de los Trabajadores.

Disposición transitoria décima. Agencias de colocación sin ánimo de lucro autorizadas.

Las actuales agencias de colocación autorizadas de acuerdo con el Real Decreto 735/1995, de 5 de mayo, por el que
se regulan las agencias de colocación sin fines lucrativos y los servicios integrados para el empleo, dispondrán de un plazo
de seis meses desde la entrada en vigor de las disposiciones de desarrollo de este real decreto-ley, para adecuarse a la nueva
regulación de las agencias de colocación y solicitar la correspondiente autorización, conforme al artículo 21.bis de la Ley
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo. Una vez superado el citado plazo, las empresas o entidades que no cuenten con
la citada autorización no podrán continuar desarrollando estas actividades.

Disposición derogatoria única. Alcance de la derogación normativa.

1. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:

a) De la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, los apartados 1 y 6 del
artículo 2, el artículo 3 y el párrafo tercero del artículo 7.1.

b) De la Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la
protección de las personas desempleadas, el artículo 5.

2. Se derogan cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente real
decreto-ley.

Disposición final primera. Fundamento constitucional.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª y en el artículo 149.1.17.ª de la
Constitución, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre las materias de legislación laboral, sin perjuicio de
su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas, y de legislación básica y régimen económico de la Seguridad
Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas, respectivamente.

Disposición final segunda. Fondo de capitalización.
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El Gobierno, en el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, previa consulta
con las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, aprobará un proyecto de ley por el que, sin incremento
de las cotizaciones empresariales, se regule la constitución de un Fondo de capitalización para los trabajadores mantenido
a lo largo de su vida laboral, por una cantidad equivalente a un número de días de salario por año de servicio a determinar.
La regulación reconocerá el derecho del trabajador a hacer efectivo el abono de las cantidades acumuladas a su favor en el
Fondo de capitalización en los supuestos de despido, de movilidad geográfica, para el desarrollo de actividades de formación
o en el momento de su jubilación. Las indemnizaciones a abonar por el empresario por el empresario en caso de despido
se reducirán en un número de días por año de servicio equivalente al que se determine para la constitución del Fondo.

El Fondo deberá estar operativo a partir de 1 de enero de 2012.

Disposición final tercera. Igualdad entre mujeres y hombres en el trabajo.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo, queda modificado de la siguiente manera:

Uno. El apartado 2 del artículo 23 queda redactado de la siguiente manera:

«2. En la negociación colectiva se pactarán los términos del ejercicio de estos derechos, que se acomodarán
a criterios y sistemas que garanticen la ausencia de discriminación directa o indirecta entre trabajadores de uno y otro
sexo.»

Dos. La letra d) del artículo 52 queda redactada en los siguientes términos:

«d) Por faltas de asistencia al trabajo, aun justificadas pero intermitentes, que alcancen el 20 % de las jornadas
hábiles en dos meses consecutivos, o el 25 % en cuatro meses discontinuos dentro de un periodo de doce meses,
siempre que el índice de absentismo total de la plantilla del centro de trabajo supere el 5 % en los mismos períodos
de tiempo.

No se computarán como faltas de asistencia, a los efectos del párrafo anterior, las ausencias debidas a huelga
legal por el tiempo de duración de la misma, el ejercicio de actividades de representación legal de los trabajadores,
accidente de trabajo, maternidad, riesgo durante el embarazo y la lactancia, enfermedades causadas por embarazo,
parto o lactancia, paternidad, licencias y vacaciones, enfermedad o accidente no laboral, cuando la baja haya sido
acordada por los servicios sanitarios oficiales y tenga una duración de más de veinte días consecutivos, ni las
motivadas por la situación física o psicológica derivada de violencia de género, acreditada por los servicios sociales
de atención o servicios de salud, según proceda.»

Disposición final cuarta. Evaluación de las medidas para favorecer el empleo de los jóvenes y de las personas
desempleadas.

El Gobierno evaluará con anterioridad al 31 de diciembre de 2011 el funcionamiento de las medidas para favorecer
el empleo de los jóvenes y de las personas desempleadas establecidas en los artículos 10 y 11 de este real decreto-ley.

A la vista de dicha evaluación, y en función de la evolución del empleo durante 2010 y 2011, el Gobierno, previa
consulta con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, adoptará las medidas que correspondan sobre
su prórroga o modificación.

Disposición final quinta. Incorporación de Derecho de la Unión Europea.

Mediante este real decreto-ley se incorpora al derecho español la Directiva 2008/104/CE del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal.

Disposición final sexta. Evaluación de la siniestralidad de los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal.

El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo deberá incorporar en sus informes periódicos sobre
evolución de la siniestralidad datos específicos que permitan conocer la evolución de la siniestralidad laboral en los trabajos
u ocupaciones de especial peligrosidad para la seguridad y la salud en el trabajo realizados por trabajadores cedidos por
empresas de trabajo temporal conforme a lo establecido en el artículo 8 b) y en la disposición adicional segunda de la Ley
14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las Empresas de Trabajo Temporal.

Disposición final séptima. Facultades de desarrollo.

1. El Gobierno y el Ministro de Trabajo e Inmigración, en el ámbito de sus competencias, dictarán las disposiciones
necesarias para la ejecución de lo establecido en este real decreto-ley, previa consulta con las organizaciones empresariales
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y sindicales más representativas.
2. Se autoriza al Ministro de Trabajo e Inmigración a adaptar los métodos de cómputo del incremento y

mantenimiento del empleo a que se refieren los artículos 10 y 11 de este real decreto-ley en función de los requerimientos
técnicos de los sistemas informáticos de la Tesorería General de la Seguridad Social y de los servicios públicos de empleo.

3. En un plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley el Gobierno elaborará, previa consulta
con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas y con las Comunidades Autónomas, las disposiciones
necesarias para desarrollar lo establecido en aquél en materia de agencias de colocación.

Disposición final octava. Entrada en vigor.

1. El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
2. Las disposiciones sobre agencias de colocación establecidas en el Capítulo IV de este real decreto-ley no serán

de aplicación hasta tanto no entre en vigor la normativa de desarrollo a que se refiere la disposición final séptima, apartado
3.

Dado en Madrid, el 16 de junio de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

9953 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del
Código Penal. (BOE núm. 152, de 23-6-2010).

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley orgánica.

PREÁMBULO

I

La evolución social de un sistema democrático avanzado como el que configura la Constitución española determina
que el ordenamiento jurídico esté sometido a un proceso constante de revisión. La progresiva conquista de niveles de
bienestar más elevados no es concebible, en un marco jurídico de respeto a los derechos fundamentales, sin un paralelo
avance en materia de libertad y de seguridad, pilares indisolublemente unidos del concepto mismo de Estado de Derecho.
En este contexto, la presente reforma se enmarca en la confluencia de varias coordenadas que explican tanto su relativa
extensión como la variedad de cuestiones que en ella se abordan.

Por un lado, España tiene contraídas obligaciones internacionales, especialmente en el ámbito de la armonización
jurídica europea, que exigen adaptaciones –a veces de considerable calado– de nuestras normas penales. Por otro, la
experiencia aplicativa del Código ha ido poniendo en evidencia algunas carencias o desviaciones que es preciso tratar de
corregir. Y, en fin, la cambiante realidad social determina el surgimiento de nuevas cuestiones que han de ser abordadas.
Sin olvidar que los numerosos y en ocasiones acelerados cambios introducidos en la arquitectura original del texto de 1995
han producido algunos efectos de distorsión o incongruencia necesitados de corrección.

A todo ello trata de dar respuesta esta Ley, en los términos que siguen.

II

En materia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal se ha considerado conveniente otorgar carta
de naturaleza legal a la circunstancia atenuante de dilaciones indebidas. Se exige para su apreciación que el retraso en la
tramitación tenga carácter extraordinario, que no guarde proporción con la complejidad de la causa y que no sea atribuible
a la conducta del propio imputado. De esta manera se recogen los elementos fundamentales de la jurisprudencia del Tribunal
Supremo, que ha construido esta circunstancia como atenuante por analogía.
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III

De conformidad con los principios que orientan la reforma, se procede a la modificación del artículo 36. De esta
forma, para los casos de penas privativas de libertad superiores a cinco años, la exigencia de cumplimiento de al menos la
mitad de la condena antes de poder obtener la clasificación en tercer grado se establece en el caso de delitos cometidos
contra la libertad e indemnidad sexual de menores de trece años, delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y
delitos de terrorismo, así como los delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal. Esta modificación,
que se estima conveniente para estos grupos de delitos de extrema gravedad, se considera por el contrario innecesaria como
régimen general respecto de todos los delitos sancionados con penas de prisión superiores a cinco años. Por esta razón se
elimina el automatismo hasta ahora vigente, introduciendo un mecanismo más flexible que permita a los jueces y tribunales
adecuar la responsabilidad criminal a la gravedad del hecho y a la personalidad del delincuente. Así, la remodelación del
llamado «periodo de seguridad» garantiza la primordial finalidad constitucional de la pena, la resocialización, sin que por
otra parte ello comporte detrimento alguno en la persecución por el Estado de otros fines legítimos de la misma.

IV

Es notorio, sin embargo, que en determinados supuestos de especial gravedad ese efecto rehabilitador de la pena se
ve dificultado, en la medida en que ésta no resulta suficiente o adecuada para excluir un elevado riesgo de reincidencia.

La opción inocuizadora, que se traduciría en la prolongación ilimitada y/o indiscriminada de la privación de libertad,
choca obviamente con principios elementales del Derecho Penal que la Constitución ampara. Se hace necesario, por tanto,
para tales casos de especial gravedad expresamente previstos, contemplar otras soluciones que, sin cejar en el esfuerzo
rehabilitador que debe seguir inspirando el tratamiento penitenciario, permitan conciliar las referidas exigencias
constitucionales con otros valores no menos dignos de tutela, como son la seguridad y la libertad del resto de los ciudadanos,
potenciales víctimas del delincuente no rehabilitado que el sistema penitenciario devuelve a la sociedad. Agotada, pues, la
dimensión retributiva de la pena, la peligrosidad subsistente del sujeto halla su respuesta idónea en una medida de seguridad.
Por ello la presente Ley introduce, mediante la modificación parcial y una leve reordenación del Título IV del Libro Primero
del Código Penal, una nueva medida denominada libertad vigilada, que se inserta naturalmente en el régimen general de
dichas medidas de seguridad, algunas de las cuales se integran y refunden en ese concepto común (artículo 106).

Así, la libertad vigilada es una medida de seguridad que el Tribunal impone, de manera facultativa o preceptiva,
según la propia norma señala en cada caso, y cuyo contenido se concreta en una serie de limitaciones, obligaciones,
prohibiciones o reglas de conducta, aplicables separada o conjuntamente, dentro de los márgenes de duración específicos
que en su caso resulten de la parte especial del Código, tendentes no solo a la protección a las víctimas, sino también a la
rehabilitación y la reinserción social del delincuente, objetivo que preside toda la reforma. Y que puede modificarse, ya en
fase de ejecución, atendiendo a la evolución del sujeto y mediante un sencillo trámite que se caracteriza por un reforzamiento
de la garantía de contradicción, que alcanza incluso a las víctimas que no sean parte en el proceso.

La novedad sustancial que incorpora la libertad vigilada es que resulta aplicable no sólo cuando el pronóstico de
peligrosidad del individuo se relaciona con estados patológicos que han determinado su inimputabilidad o
semiinimputabilidad, sino también cuando la peligrosidad deriva del específico pronóstico del sujeto imputable en relación
con la naturaleza del hecho cometido, siempre y cuando el propio legislador así lo haya previsto de manera expresa. En estos
casos, tal y como resulta del nuevo artículo 106.2, la medida no se establece, por obvias razones, con carácter alternativo
a la pena de prisión o para su ejecución previa a ésta, sino que se impone en sentencia junto a la pena privativa de libertad
para su ejecución posterior a la excarcelación, y se hará o no efectiva justamente en función de ese pronóstico de
peligrosidad, formulado cuando se acerca dicho momento extintivo de la pena y reconsiderado después con cadencia como
mínimo anual (artículo 98.1).

Es importante destacar que en la concreción del contenido de la libertad vigilada y en su eventual sustitución,
modificación, suspensión o cesación, intervienen tanto el Juez de Vigilancia Penitenciaria, debidamente informado por los
servicios penitenciarios, como el Juez o Tribunal sentenciador al que corresponde hacer ejecutar lo juzgado. Precisamente
este último, por haber juzgado, conoce con mayor detalle determinadas circunstancias del caso concurrentes con el
pronóstico penitenciario del sujeto, que pueden resultar determinantes para la elección de la medida o medidas en que ha
de concretarse la libertad vigilada. Su duración, en fin, se mantiene en general en un máximo de cinco años, que es el que
establecía hasta ahora el Código para las medidas de seguridad no privativas de libertad que se refunden bajo el concepto
de libertad vigilada, pero a ello se añade, ciertamente pensando en esta nueva modalidad postpenitenciaria, la posibilidad
de que el propio Código Penal la extienda hasta los diez años (artículo 105.2), como, de hecho, esta misma Ley dispone para
los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y de terrorismo.

V

En esta línea de evolución de la respuesta jurídico-penal hacia fórmulas más operativas y mejor adaptadas a las
actuales necesidades y demandas sociales, la secular carencia de penas alternativas a las penas cortas de prisión del sistema
español ha motivado que en esta reforma se haya optado por otorgar un mayor protagonismo a la pena de localización
permanente. Con este objetivo, se le confiere una mayor extensión y contenido, si bien se ha pensado que inicialmente,
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aunque con vocación de futuras ampliaciones, su ámbito de aplicación se reduzca al marco de la sustitución de las penas
privativas de libertad. A tal efecto se articula el correspondiente módulo de conversión en el artículo 88.

A la inversa, la localización permanente, en los supuestos en los que está prevista como pena principal, puede ser
el instrumento adecuado para combatir con mayor rigor y eficacia los supuestos de reiteración de faltas que han generado
una especial inseguridad ciudadana en los últimos tiempos. A estos efectos, constituyendo un límite axiológico infranqueable
la asociación a las faltas de penas de carácter leve, y descartado por tanto el recurso a la genuina pena de prisión, una
respuesta proporcionada y disuasoria puede ser el cumplimiento excepcional de la localización permanente en centro
penitenciario en régimen de fin de semana y días festivos. Se trata de ofrecer una mayor dureza en la respuesta frente a la
reiteración de la infracción que sea al tiempo compatible con la naturaleza leve de la sanción, evitando el efecto
desocializador del régimen de cumplimiento continuado que caracteriza a la pena de prisión propiamente dicha.

Como aclara la nueva redacción dada al artículo 37, serán los concretos preceptos del Libro III los que den al Juez
la posibilidad de acudir a este régimen excepcional de cumplimiento. La presente reforma opta por restringir su aplicación
a las faltas reiteradas de hurto por un doble motivo. Por una parte, se trata del supuesto que, sobre todo en los núcleos
urbanos más importantes, ha generado la mayor preocupación ciudadana y es el que a día de hoy realmente requiere la
adopción de esta medida. Por otro, la restricción de esta modalidad de localización permanente a un supuesto puntual
permitirá aprovechar adecuadamente los recursos disponibles en el sistema penitenciario.

La reiteración se hace depender del número de faltas cometidas, ya haya recaído condena por todas ellas en un solo
proceso o en procesos distintos. En los casos de faltas de hurto no juzgadas que superen los 400 euros de importe, será de
aplicación el párrafo final del artículo 234 y la conducta habrá de ser considerada como delito.

VI

Para solucionar los problemas interpretativos surgidos acerca de cuál es el procedimiento penal donde debe abonarse
el tiempo de prisión provisional sufrido por un imputado que al mismo tiempo está cumpliendo una pena de privación de
libertad impuesta en otra causa, se procede a la modificación del artículo 58 para dejar claro que en esos supuestos solamente
será de abono el tiempo de prisión realmente sufrido en la liquidación de condena referente a la pena que esté cumpliendo.

VII

Se regula de manera pormenorizada la responsabilidad penal de las personas jurídicas. Son numerosos los
instrumentos jurídicos internacionales que demandan una respuesta penal clara para las personas jurídicas, sobre todo en
aquellas figuras delictivas donde la posible intervención de las mismas se hace más evidente (corrupción en el sector
privado, en las transacciones comerciales internacionales, pornografía y prostitución infantil, trata de seres humanos,
blanqueo de capitales, inmigración ilegal, ataques a sistemas informáticos...). Esta responsabilidad únicamente podrá ser
declarada en aquellos supuestos donde expresamente se prevea.

Para la fijación de la responsabilidad de las personas jurídicas se ha optado por establecer una doble vía. Junto a la
imputación de aquellos delitos cometidos en su nombre o por su cuenta, y en su provecho, por las personas que tienen poder
de representación en las mismas, se añade la responsabilidad por aquellas infracciones propiciadas por no haber ejercido
la persona jurídica el debido control sobre sus empleados, naturalmente con la imprescindible consideración de las
circunstancias del caso concreto a efectos de evitar una lectura meramente objetiva de esta regla de imputación.

Se deja claro que la responsabilidad penal de la persona jurídica podrá declararse con independencia de que se pueda
o no individualizar la responsabilidad penal de la persona física. En consecuencia, se suprime el actual apartado 2 del
artículo 31.

En este ámbito se concreta un catálogo de penas imponibles a las personas jurídicas, añadiéndose –respecto a las
hasta ahora denominadas consecuencias accesorias (disolución, suspensión de actividades, clausura de establecimientos...)–,
la multa por cuotas y proporcional y la inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con las
Administraciones Públicas y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la seguridad social. Se opta en este punto
por el sistema claramente predominante en el Derecho comparado y en los textos comunitarios objeto de transposición,
según el cual la multa es la pena común y general para todos los supuestos de responsabilidad, reservándose la imposición
adicional de otras medidas más severas sólo para los supuestos cualificados que se ajusten a las reglas fijadas en el nuevo
artículo 66 bis. Igualmente, se tiene en cuenta el posible fraccionamiento del pago de las multas que les sean impuestas a
las personas jurídicas cuando exista peligro para la supervivencia de aquellas o la estabilidad de los puestos de trabajo, así
como cuando lo aconseje el interés general. Además, se regulan taxativamente los supuestos de atenuación de la
responsabilidad de las personas jurídicas, entre los que destacan la confesión de la infracción a las autoridades, la reparación
del daño y el establecimiento de medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que en el futuro puedan cometerse
con los medios o bajo la cobertura de la persona jurídica.

En este apartado, al objeto de evitar que la responsabilidad penal de las personas jurídicas pueda ser burlada por una
disolución encubierta o aparente o por su transformación, fusión, absorción o escisión, se contienen previsiones especificas
donde se presume que existe la referida disolución aparente o encubierta cuando aquélla continúe con su actividad
económica y se mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados, trasladándose en aquellos casos la
responsabilidad penal a la entidad o entidades en que se transforme, quede fusionada o absorbida y extendiéndose a la
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entidad o entidades a que dé lugar la escisión.

VIII

De singular importancia resulta la transposición de la Decisión Marco 2005/212/JAI del Consejo, de 24 de febrero
de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el delito. Como se recoge en el
instrumento internacional, el principal objetivo de la delincuencia organizada es el beneficio económico y, en consecuencia,
el establecimiento de normas comunes relativas al seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los productos del delito
es objetivo prioritario para conseguir una eficaz lucha contra aquella.

Por ello, se ha completado la regulación existente del comiso encomendando a los jueces y tribunales acordarlo
respecto de aquellos efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas cometidas en el marco
de una organización o grupo criminal, o bien cuando se trate de delitos de terrorismo, con independencia de si estos últimos
se cometen en el seno de una organización o grupo terrorista, tal y como se prevé en la Decisión Marco 2002/475/JAI del
Consejo, sobre la lucha contra el terrorismo. Para facilitar la medida, se establece una presunción de procedencia de
actividades delictivas cuando el valor del patrimonio sea desproporcionado con respecto a los ingresos legales de todas y
cada una de las personas condenadas por delitos cometidos en el seno de la organización o grupo criminal. Asimismo, se
faculta a los jueces y tribunales para acordar el comiso cuando se trate de un delito imprudente que lleve aparejado en la
ley la imposición de una pena privativa de libertad superior a un año.

IX

En el ámbito de la prescripción del delito, con el objetivo de aumentar la seguridad jurídica, se ha optado por una
regulación detallada del instituto que ponga fin a las diferencias interpretativas surgidas en los últimos tiempos. Para llevar
a cabo esta tarea, se ha prestado especial atención a la necesidad de precisar el momento de inicio de la interrupción de la
prescripción, estableciéndose que ésta se produce, quedando sin efecto el tiempo transcurrido, cuando el procedimiento se
dirija contra persona determinada que aparezca indiciariamente como penalmente responsable. Para entender que ello ocurre
se requiere, cuando menos, una actuación material del Juez Instructor.

Del mismo modo, se ha considerado necesario abordar el problema de los efectos que para la interrupción de la
prescripción puede tener la presentación de denuncias o querellas y para ello se opta por suspender el cómputo de la
prescripción por un máximo de seis meses o dos meses, según se trate de delito o falta, desde dicha presentación siempre
que sea ante un órgano judicial y contra una persona determinada. Si el órgano judicial no la admite a trámite o no dirige
el procedimiento contra la persona denunciada o querellada, continúa el cómputo de prescripción desde la fecha de
presentación. También continuará el cómputo si dentro de dichos plazos el Juez no adopta ninguna de las resoluciones
citadas.

El replanteamiento del régimen procesal de la prescripción en los términos expuestos aconseja también revisar
algunos aspectos de su regulación sustantiva. La impunidad debida a la prescripción de ciertos delitos castigados con penas
de no excesiva gravedad (estafas, delitos urbanísticos, por ejemplo, o algunos delitos contra la Administración Pública), cuyo
descubrimiento e investigación pueden sin embargo resultar extremadamente complejos y dilatados, ha redundado en
descrédito del sistema judicial y en directo perjuicio de las víctimas. En este sentido, se opta por elevar el plazo mínimo de
prescripción de los delitos a cinco años, suprimiendo por tanto el plazo de tres años que hasta ahora regía para los que tienen
señalada pena de prisión o inhabilitación inferior a tres años.

Las modificaciones en materia de prescripción del delito se completan con la declaración de la imprescriptibilidad
de los delitos de terrorismo que hubieren causado la muerte de una persona. El fundamento de la institución de la
prescripción se halla vinculado en gran medida a la falta de necesidad de aplicación de la pena tras el trascurso de cierto
tiempo. La reforma se fundamenta en este punto en que tal premisa no puede cumplirse frente a conductas delictivas que
presentan las características del tipo mencionado.

X

Como respuesta al fenómeno cada vez más extendido de la compraventa de órganos humanos y al llamamiento de
diversos foros internacionales a abordar su punición, se ha incorporado como infracción penal la obtención o el tráfico ilícito
de órganos humanos, así como el trasplante de los mismos. Ya en el año 2004 la Organización Mundial de la Salud declaró
que la venta de órganos era contraria a la Declaración Universal de Derechos Humanos, exhortando a los médicos a que no
realizasen trasplantes si tenían sospechas de que el órgano había sido objeto de una transacción. Recientemente, en la
Cumbre internacional sobre turismo de trasplantes y tráfico de órganos celebrada en mayo de 2008, representantes de 78
países consensuaron la denominada «Declaración de Estambul», en donde se deja constancia de que dichas prácticas violan
los principios de igualdad, justicia y respeto a la dignidad humana debiendo ser erradicadas. Y, aunque nuestro Código Penal
ya contempla estas conductas en el delito de lesiones, se considera necesario dar un tratamiento diferenciado a dichas
actividades castigando a todos aquellos que promuevan, favorezcan, faciliten o publiciten la obtención o el tráfico ilegal de
órganos humanos ajenos o su trasplante. En este marco, se ha considerado que también debe incriminarse, con posibilidad
de moderar la sanción penal en atención a las circunstancias concurrentes, al receptor del órgano que, conociendo su origen



38

ilícito, consienta en la realización del trasplante.

XI

Dentro de los delitos de torturas y contra la integridad moral, se incrimina la conducta de acoso laboral, entendiendo
por tal el hostigamiento psicológico u hostil en el marco de cualquier actividad laboral o funcionarial que humille al que lo
sufre, imponiendo situaciones de grave ofensa a la dignidad. Con ello quedarían incorporadas en el tipo penal todas aquellas
conductas de acoso producidas tanto en el ámbito de las relaciones jurídico privadas como en el de las relaciones
jurídico-públicas.

Igualmente, al hilo de la proliferación, durante la última década, de conductas acosadoras en la esfera de la vivienda,
se sanciona también el acoso inmobiliario. Con ello se pretende tutelar el derecho al disfrute de la vivienda por parte de
propietarios o inquilinos frente a los ataques dirigidos a obligar a unos o a otros a abandonarla para así alcanzar, en la
mayoría de los casos, objetivos especuladores. Distintos pronunciamientos judiciales habían venido poniendo de manifiesto
las dificultades que para la represión de estas conductas se derivaba de la ausencia hasta el momento de una específica
regulación penal de este fenómeno.

XII

El tratamiento penal unificado de los delitos de trata de seres humanos e inmigración clandestina que contenía el
artículo 318 bis resultaba a todas luces inadecuado, en vista de las grandes diferencias que existen entre ambos fenómenos
delictivos. La separación de la regulación de estas dos realidades resulta imprescindible tanto para cumplir con los mandatos
de los compromisos internacionales como para poner fin a los constantes conflictos interpretativos.

Para llevar a cabo este objetivo se procede a la creación del Título VII bis, denominado «De la trata de seres
humanos». Así, el artículo 177 bis tipifica un delito en el que prevalece la protección de la dignidad y la libertad de los
sujetos pasivos que la sufren. Por otro lado, resulta fundamental resaltar que no estamos ante un delito que pueda ser
cometido exclusivamente contra personas extranjeras, sino que abarcará todas las formas de trata de seres humanos,
nacionales o trasnacionales, relacionadas o no con la delincuencia organizada.

En cambio, el delito de inmigración clandestina siempre tendrá carácter trasnacional, predominando, en este caso,
la defensa de los intereses del Estado en el control de los flujos migratorios.
Además de la creación del artículo 177 bis, y como consecuencia de la necesidad de dotar de coherencia interna al sistema,
esta reestructuración de los tipos ha requerido la derogación de las normas contenidas en los artículos 313.1. y 318 bis. 2.

XIII

En el ámbito de los delitos sexuales, junto al acrecentamiento del nivel de protección de las víctimas, especialmente
de aquellas más desvalidas, ha de mencionarse la necesidad de trasponer la Decisión Marco 2004/68/JAI del Consejo, de
22 de diciembre de 2003, relativa a la lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía infantil. Resulta
indudable que en los casos de delitos sexuales cometidos sobre menores el bien jurídico a proteger adquiere una dimensión
especial por el mayor contenido de injusto que presentan estas conductas. Mediante las mismas se lesiona no sólo la
indemnidad sexual, entendida como el derecho a no verse involucrado en un contexto sexual sin un consentimiento
válidamente prestado, sino también la formación y desarrollo de la personalidad y sexualidad del menor. Por ello se procede
a la incorporación, en el Título VIII del Libro II del Código Penal, del Capítulo II bis denominado «De los abusos y
agresiones sexuales a menores de trece años». Por otra parte, la extensión de la utilización de Internet y de las tecnologías
de la información y la comunicación con fines sexuales contra menores ha evidenciado la necesidad de castigar penalmente
las conductas que una persona adulta desarrolla a través de tales medios para ganarse la confianza de menores con el fin de
concertar encuentros para obtener concesiones de índole sexual. Por ello, se introduce un nuevo artículo 183 bis mediante
el que se regula el internacionalmente denominado «child grooming», previéndose además penas agravadas cuando el
acercamiento al menor se obtenga mediante coacción, intimidación o engaño.

En el ámbito de las figuras de prostitución y pornografía infantil, la traslación de la Decisión Marco a nuestro
ordenamiento determina la necesidad de tipificar nuevas conductas. Es el caso de la captación de niños para que participen
en espectáculos pornográficos, que queda incorporada a la regulación en el artículo 189.1. Lo mismo sucede con la conducta
de quien se lucra con la participación de los niños en esta clase de espectáculos, cuya incorporación se realiza en el apartado
1. a) del artículo 189. En relación al delito de prostitución, se incorpora la conducta del cliente en aquellos casos en los que
la relación sexual se realice con una persona menor de edad o incapaz.

Para completar el elenco de normas destinadas a otorgar mayor protección a los menores, se considera adecuado crear
la pena de privación de la patria potestad o instituciones análogas previstas en la legislación civil de las Comunidades
Autónomas que se incluye en el catálogo de penas privativas de derechos previstas en el artículo 39, fijándose su contenido
en el artículo 46. Esta nueva pena tendrá el carácter de principal en los supuestos previstos en el artículo 192 y el de pena
accesoria de acuerdo a lo establecido en los artículos 55 y 56, cuando los derechos derivados de la patria potestad hubieren
tenido una relación directa con el delito cometido.
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XIV

En el marco de los denominados delitos informáticos, para cumplimentar la Decisión Marco 2005/222/JAI, de 24
de febrero de 2005, relativa a los ataques contra los sistemas de información, se ha resuelto incardinar las conductas punibles
en dos apartados diferentes, al tratarse de bienes jurídicos diversos. El primero, relativo a los daños, donde quedarían
incluidas las consistentes en dañar, deteriorar, alterar, suprimir o hacer inaccesibles datos o programas informáticos ajenos,
así como obstaculizar o interrumpir el funcionamiento de un sistema informático ajeno. El segundo apartado se refiere al
descubrimiento y revelación de secretos, donde estaría comprendido el acceso sin autorización vulnerando las medidas de
seguridad a datos o programas informáticos contenidos en un sistema o en parte del mismo.

XV

Entre las estafas descritas en el artículo 248 del Código Penal, cuyo catálogo en su momento ya se había acrecentado
con los fraudes informáticos, ha sido preciso incorporar la cada vez más extendida modalidad consistente en defraudar
utilizando las tarjetas ajenas o los datos obrantes en ellas, realizando con ello operaciones de cualquier clase en perjuicio
de su titular o de un tercero.

El sistema de cualificaciones o agravantes específicas propio de la estafa ha venido planteando problemas
interpretativos en la praxis, pues da lugar a que se superpongan dobles valoraciones jurídicas sobre unos mismos elementos
del hecho, cosa que es particularmente evidente cuando se trata de la modalidad de uso de cheque, pagaré, letra de cambio
en blanco o negocio cambiario ficticio –que, además, puede confundirse con alguna modalidad de falsedad documental–
que son, a su vez, instrumento y materialización del engaño, y no algo que se sume al ardid defraudatorio, por lo cual su
valoración separada es innecesaria.

XVI

En el delito de alzamiento de bienes se han agravado las penas en los supuestos en que la deuda u obligación que se
trate de eludir sea de Derecho público y la acreedora sea una persona jurídico-pública, así como cuando concurran
determinadas circunstancias entre las que destaca la especial gravedad, en función de la entidad del perjuicio y de la
situación económica en que deje a la victima o a su familia.

XVII

El agravamiento penológico operado por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, en el ámbito de los delitos
relativos a la propiedad intelectual e industrial ha evidenciado una cierta quiebra de la necesaria proporcionalidad de la pena
en el caso de conductas consistentes en la venta a pequeña escala de copias fraudulentas de obras amparadas por tales
derechos, máxime cuando frecuentemente los autores de este tipo de conductas son personas en situaciones de pobreza, a
veces utilizados por organizaciones criminales, que con tales actos aspiran a alcanzar ingresos mínimos de subsistencia. Por
ello, añadiendo un párrafo segundo al apartado 1 del artículo 270 y modificando el apartado 2 del artículo 274, para aquellos
casos de distribución al por menor de escasa trascendencia, atendidas las características del culpable y la reducida cuantía
del beneficio económico obtenido por éste, siempre que no concurra ninguna de las circunstancias de agravación que el
propio Código Penal prevé, se opta por señalar penas de multa o trabajos en beneficio de la comunidad. Además, en tales
supuestos, cuando el beneficio no alcance los 400 euros la conducta se castigará como falta.

XVIII

Teniendo como referente la Directiva 2003/06 del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre las operaciones con
información privilegiada y la manipulación del mercado, se han llevado a cabo reformas en el campo de los delitos relativos
al mercado y los consumidores. Así, se incorpora como figura delictiva la denominada estafa de inversores, incriminando
a los administradores de sociedades emisoras de valores negociados en los mercados de valores que falseen las
informaciones sobre sus recursos, actividades y negocios presentes o futuros, y de ese modo consigan captar inversores u
obtener créditos o préstamos.

Del mismo modo, se castiga la difusión de noticias o rumores sobre empresas donde se ofreciesen datos falsos para
alterar o preservar el precio de cotización de un instrumento financiero y la conducta de quienes utilizando información
privilegiada realicen transacciones u órdenes de operación que proporcionen o puedan proporcionar indicios falsos o
engañosos en cuanto a la oferta, la demanda o el precio de instrumentos financieros, o para asegurar, en concierto con otras
personas, el precio de uno o varios instrumentos financieros en un nivel anormal o artificial, así como el concierto para
asegurarse una posición dominante sobre la oferta o demanda de un instrumento financiero.

XIX

Otro de los aspectos importantes de la reforma es la transposición de la Decisión Marco 2003/568/JAI, relativa a la
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lucha contra la corrupción en el sector privado. La idea fuerza en este ámbito es que la garantía de una competencia justa
y honesta pasa por la represión de los actos encaminados a corromper a los administradores de entidades privadas de forma
similar a lo que se hace a través del delito de cohecho. Porque con estos comportamientos, que exceden de la esfera de lo
privado, se rompen las reglas de buen funcionamiento del mercado. La importancia del problema es grande si se repara en
la repercusión que pueden tener las decisiones empresariales, no solo para sus protagonistas inmediatos, sino para otras
muchas personas. Obviamente, las empresas públicas o las empresas privadas que presten servicios públicos serán sometidas
a la disciplina penal del cohecho obviando, por voluntad legal, la condición formal de funcionario que ha de tener al menos
una de las partes.

Se ha considerado conveniente tipificar penalmente las conductas más graves de corrupción en el deporte. En este
sentido se castigan todos aquellos sobornos llevados a cabo tanto por los miembros y colaboradores de entidades deportivas
como por los deportistas, árbitros o jueces, encaminados a predeterminar o alterar de manera deliberada y fraudulenta el
resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva, siempre que estas tengan carácter profesional.

XX

Los delitos sobre la ordenación del territorio y el urbanismo son objeto de reforma en varios aspectos. De un lado,
se modifica la rúbrica del Capítulo I del Título XVI del Libro II, en la que se explicita, junto a la ordenación del territorio,
el urbanismo como objeto de tutela. De otro lado, se introducen mejoras. Así, se amplía el ámbito de las conductas típicas
a las obras ilegales o clandestinas de urbanización, ya que éstas pueden tener un mayor impacto sobre el territorio que las
de mera construcción o edificación, a las que además suelen preceder. A fin de evitar la consolidación de los beneficios del
delito por parte del infractor, se perfecciona el sistema en lo que respecta a la pena de multa, estableciéndose, junto a la ya
existente previsión de multa por cuotas diarias, la imposición de multa proporcional para aquellos casos en que el beneficio
obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante de la aplicación de aquella. Además, se concreta que en todo
caso se dispondrá el comiso de las ganancias provenientes del delito cualesquiera que sean las transformaciones que hubieren
podido experimentar.

Respecto del delito de prevaricación urbanística, se completa el ámbito de los objetos sobre los que se puede
proyectar la conducta prevaricadora con la inclusión de los «instrumentos de planeamiento», así como la de los proyectos
de parcelación y reparcelación. Y, como venía siendo demandado por la doctrina, se otorga rango típico a la ocultación de
actos ilícitos observados por la inspección y a la omisión de inspecciones que tuvieran carácter obligatorio. En todos estos
supuestos, se agravan las penas en correspondencia con la gravedad de este tipo de conductas, suprimiéndose además en
el artículo 320 la alternatividad entre la pena de prisión o multa a fin de evitar que los funcionarios y responsables públicos
tengan un tratamiento privilegiado.

XXI

Las modificaciones en los delitos contra el medio ambiente responden a la necesidad de acoger elementos de
armonización normativa de la Unión Europea en este ámbito. De conformidad con las obligaciones asumidas, se produce
una agravación de las penas y se incorporan a la legislación penal española los supuestos previstos en la Directiva
2008/99/CE de 19 de noviembre, relativa a la protección del medio ambiente mediante el Derecho penal.
XXII

Se perfecciona técnicamente el artículo 337, eliminando el requisito del ensañamiento, que dificultaba de manera
notable la aplicación del precepto, al objeto de dotar de una mayor protección a los animales domésticos o amansados frente
a los malos tratos que ocasionen su muerte o menoscaben gravemente su salud.

XXIII

En el ámbito de los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social se ha producido un
endurecimiento de las penas al objeto de hacerlas más adecuadas y proporcionales a la gravedad de las conductas. Se prevé
asimismo que los jueces y tribunales recaben el auxilio de los servicios de la Administración Tributaria para la ejecución
de la pena de multa y la responsabilidad civil.

En lo que respecta al fraude de subvenciones, se unifica con respecto al delito fiscal la cuantía para considerar
delictivos los hechos y se establece que para la determinación de la cantidad defraudada se tomará como referencia el año
natural, debiendo tratarse de subvenciones obtenidas para el fomento de la misma actividad privada subvencionable, aunque
procedan de distintas Administraciones o entidades públicas.

XXIV

En materia de tráfico de drogas se producen algunos reajustes en materia de penas, de conformidad con las normas
internacionales, en concreto la Decisión Marco 2004/757/JAI del Consejo, de 25 de octubre de 2004, relativa al
establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos de delitos y las penas aplicables en el ámbito del
tráfico ilícito de drogas. De acuerdo con los criterios punitivos marcados por dicha norma armonizadora, se refuerza el
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principio de proporcionalidad de la pena reconfigurando la relación entre el tipo básico y los tipos agravados de delito de
tráfico de drogas. Las numerosas agravaciones específicas que contiene el Código Penal en esta materia –también de acuerdo
con la pauta europea– siguen asegurando dentro de la nueva escala punitiva una respuesta efectiva frente a aquellas
conductas que realmente exigen una reacción especialmente firme.

Asimismo, se acoge la previsión contenida en el Acuerdo del Pleno No Jurisdiccional de la Sala 2.ª del Tribunal
Supremo, de 25 de octubre de 2005, en relación con la posibilidad de reducir la pena respecto de supuestos de escasa
entidad, siempre que no concurra ninguna de las circunstancias recogidas en los artículos 369 bis, 370 y siguientes.

Del mismo modo, se precisa más adecuadamente la agravante de buque, en la que venían detectándose algunos
problemas de interpretación, añadiéndose el término «embarcación» a fin de permitir la inclusión de otros tipos de
embarcaciones habitualmente utilizadas en estos delitos, como, por ejemplo, las semirrígidas.

XXV

En la búsqueda de una mayor proporcionalidad en la respuesta jurídico penal a determinadas conductas de peligro
abstracto, concretamente en el ámbito de los delitos contra la seguridad vial, se ha considerado conveniente reformar los
artículos 379 y 384 en un triple sentido. En primer lugar se equipara la pena de prisión prevista para ambos delitos, al
entender que no existe razón de fondo que justifique la diferencia en la respuesta punitiva. Por otra parte, se elimina la actual
disyuntiva entre la pena de prisión y la de multa y trabajos en beneficio de la comunidad, estableciéndose los tres tipos de
penas como alternativas. De este modo se concede un mayor grado de arbitrio al Juez a la hora de decidir sobre la imposición
de cualquiera de las tres penas previstas, permitiendo reservar la pena de prisión, como la de mayor gravedad, para supuestos
excepcionales. De otro lado, superando el sistema actual en el que únicamente se prevé para el caso del delito del artículo
381, se introduce un nuevo artículo 385 bis en el que se establece que el vehículo a motor o ciclomotor utilizado en los
hechos previstos en el Capítulo se considerará instrumento del delito a los efectos de los artículos 127 y 128.

Por último, en los supuestos de imposición de la pena de prisión, tratándose de los delitos contenidos en los artículos
379, 383, 384 y 385, se concede a los jueces la facultad excepcional de rebajarla en grado atendiendo a la menor entidad
del riesgo y a las demás circunstancias del hecho enjuiciado.

XXVI

También se han abordado reformas en ámbitos como el de la falsificación de certificados, a la que se ha de añadir,
en todas sus modalidades, la de documentos de identidad que se ha transformado en una práctica intolerablemente extendida.
Por razones fácilmente comprensibles, la intervención penal se extiende al tráfico de documentos de identidad falsos, así
como a las mismas conductas realizadas en relación con documentos de identidad pertenecientes a otro Estado de la Unión
Europea o de un tercer Estado si el objetivo es utilizarlos en España.

Las tarjetas de crédito o débito requieren también su propia tutela frente a la falsificación, a cuyo fin se describe
específicamente esa conducta referida a ellas o a los cheques de viaje. La comprobada frecuencia con la que estas actividades
delictivas se descubren como propias de organizaciones criminales obliga al establecimiento de las correspondientes
previsiones represoras. La tutela penal se extiende a su vez al tráfico con esos instrumentos falsos y a su uso y tenencia en
condiciones que permitan inferir su destino al tráfico, aunque no se haya intervenido en la falsificación.

XXVII

En los delitos de cohecho se han producido importantes cambios dirigidos a adecuar nuestra legislación a los
compromisos internacionales asumidos, en concreto, al Convenio Penal sobre la corrupción del Consejo de Europa de 27
de enero de 1999 y al Convenio establecido sobre la base de la letra c) del apartado 2 del artículo k.3 del Tratado de la Unión
Europea, relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las Comunidades
Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea.

Con base en lo establecido en dichos convenios se precisaba una adaptación de las penas, pues se exige que al menos
en los casos graves se prevean penas privativas de libertad que puedan dar lugar a la extradición. A ello se suma la
conveniencia de extender el concepto de funcionario para que alcance también al funcionario comunitario y al funcionario
extranjero al servicio de otro país miembro de la Unión Europea.

A través de las Leyes Orgánicas 3/2000 y 15/2003 se incorporó a nuestro Código Penal el delito de corrupción de
funcionario público extranjero en las transacciones comerciales internacionales, en cumplimiento del Convenio de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) de Lucha contra la Corrupción de Agentes Públicos
Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales. Pese a ello, lo cierto es que la configuración del tipo penal
presenta deficiencias que demandan una nueva reforma que, de manera definitiva, acomode nuestro Derecho interno a los
términos del Convenio, lo que obliga a dar una nueva redacción al artículo 445 para que así quepa, de una parte, acoger
conductas de corrupción que no están suficientemente contempladas en la actualidad, así como regular con precisión la
responsabilidad penal de personas jurídicas que intervengan en esa clase de hechos.

XXVIII
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El devenir de los pronunciamientos jurisprudenciales ha demostrado la incapacidad del actual delito de asociación
ilícita para responder adecuadamente a los diferentes supuestos de agrupaciones u organizaciones criminales.

En primer lugar –y de ello da prueba la escasa aplicación del vigente artículo 515 del Código Penal, fuera de los casos
de bandas armadas u organizaciones terroristas– la configuración de dicho delito como una manifestación de ejercicio
abusivo, desviado o patológico del derecho de asociación que consagra el artículo 22 de la Constitución, no responde ni a
la letra ni al espíritu de esta norma. El texto constitucional declara la ilegalidad de las asociaciones que persigan fines o
utilicen medios tipificados como delito; de donde desde luego no es forzoso deducir que cualquier agrupación de personas
en torno a una actividad delictiva pueda conceptuarse como asociación, y menos aún asimilarse al ejercicio de un derecho
fundamental, como sugiere la ubicación sistemática de la norma penal.

Las organizaciones y grupos criminales en general no son realmente «asociaciones» que delinquen, sino agrupaciones
de naturaleza originaria e intrínsecamente delictiva, carentes en muchos casos de forma o apariencia jurídica alguna, o
dotadas de tal apariencia con el exclusivo propósito de ocultar su actividad y buscar su impunidad. Adicionalmente hay que
apuntar que la inclusión de las organizaciones terroristas en el artículo 515 del Código Penal había generado problemas en
el campo de la cooperación internacional por los problemas que para el cumplimiento del requisito de doble incriminación
suponía la calificación de la organización terrorista como asociación ilícita.

A sabiendas, precisamente, de la polémica doctrinal surgida en torno a la ubicación sistemática de estos tipos penales,
se ha optado finalmente, en el propósito de alterar lo menos posible la estructura del vigente Código Penal, por situarlos
dentro del Título XXII del Libro II, es decir, en el marco de los delitos contra el orden público. Lo son, inequívocamente,
si se tiene en cuenta que el fenómeno de la criminalidad organizada atenta directamente contra la base misma de la
democracia, puesto que dichas organizaciones, aparte de multiplicar cuantitativamente la potencialidad lesiva de las distintas
conductas delictivas llevadas a cabo en su seno o a través de ellas, se caracterizan en el aspecto cualitativo por generar
procedimientos e instrumentos complejos específicamente dirigidos a asegurar la impunidad de sus actividades y de sus
miembros, y a la ocultación de sus recursos y de los rendimientos de aquéllas, en lo posible dentro de una falsa apariencia
de conformidad con la ley, alterando a tal fin el normal funcionamiento de los mercados y de las instituciones, corrompiendo
la naturaleza de los negocios jurídicos, e incluso afectando a la gestión y a la capacidad de acción de los órganos del Estado.
La seguridad jurídica, la vigencia efectiva del principio de legalidad, los derechos y las libertades de los ciudadanos, en fin,
la calidad de la democracia, constituyen de este modo objetivos directos de la acción destructiva de estas organizaciones.
La reacción penal frente a su existencia se sitúa, por tanto, en el núcleo mismo del concepto de orden público, entendido
éste en la acepción que corresponde a un Estado de Derecho, es decir, como núcleo esencial de preservación de los referidos
principios, derechos y libertades constitucionales.

Hay que recordar también que la jurisprudencia relativa al delito de asociación ilícita, así como la que ha analizado
las ocasionales menciones que el Código Penal vigente hace a las organizaciones criminales (por ejemplo, en materia de
tráfico de drogas), requiere la comprobación de una estructura con vocación de permanencia, quedando fuera por tanto otros
fenómenos análogos muy extendidos en la sociedad actual, a veces extremadamente peligrosos o violentos, que no reúnen
esos requisitos estructurales. La necesidad de responder a esta realidad conduce a la definición, en paralelo con las
organizaciones, de los que esta Ley denomina grupos criminales, definidos en el nuevo artículo 570 ter precisamente por
exclusión, es decir, como formas de concertación criminal que no encajan en el arquetipo de las citadas organizaciones, pero
sí aportan un plus de peligrosidad criminal a las acciones de sus componentes.

La estructura de las nuevas infracciones responde a un esquema similar en ambos casos, organizaciones y grupos,
si bien por un lado las penas son más graves en el caso de las primeras, cuya estructura más compleja responde al deliberado
propósito de constituir una amenaza cualitativa y cuantitativamente mayor para la seguridad y orden jurídico, y por otra parte
su distinta naturaleza exige algunas diferencias en la descripción de las acciones típicas.

Así, en el caso de las organizaciones criminales, el nuevo artículo 570 bis tipifica primero las conductas básicas de
constitución, dirección y coordinación, distinguiendo según se trate de cometer delitos graves u otras infracciones criminales
(incluida la reiteración de faltas), y en un segundo nivel punitivo sitúa las actividades de participación o cooperación, a las
que se anuda una respuesta penal inferior, agregando en fin agravaciones específicas en función de las características de la
organización y el tipo de delitos que tiene por objeto.

Los grupos criminales se contemplan en el artículo 570 ter, equiparándose las conductas de constitución de los
mismos con la financiación de su actividad o la integración en ellos, pero siempre distinguiendo la respuesta punitiva a partir
de la gravedad de las infracciones criminales que tratan de cometer, en términos análogos a los que rigen para las
organizaciones, y con similares agravaciones en razón de las características del grupo.

XXIX

Según se ha adelantado, otra de las importantes novedades que introduce la presente ley es una profunda reordenación
y clarificación del tratamiento penal de las conductas terroristas, incluyendo entre ellas la propia formación, integración o
participación en organizaciones o grupos terroristas, al tiempo que se incorporan algunas novedades que dan cumplimiento
a las obligaciones legislativas derivadas de la Decisión Marco 2008/919/JAI.

El tratamiento de estas organizaciones y grupos se desplaza a un nuevo capítulo VII del Título XXII, aprovechando
a tal fin el artículo 571, cuyo contenido se traslada al 572, lo que permite constituir con aquel una sección primera dedicada
a dichas organizaciones y grupos, para mantener en la segunda los actuales delitos de terrorismo. Así, se sitúan las
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organizaciones y grupos terroristas –por obvias razones de proximidad conceptual, en los términos y por las razones ya
expuestas– a continuación de las organizaciones y grupos criminales, al tiempo que se unifica en un mismo capítulo del
Código Penal la reacción penal contra todas las manifestaciones de terrorismo.

En atención a la gravedad intrínseca de la actividad terrorista, considerada como la mayor amenaza para el Estado
de Derecho, así como a la peculiar forma de operar de determinados grupos o células terroristas de relativamente reciente
desarrollo en el plano internacional, cuyo grado de autonomía constituye precisamente un factor añadido de dificultad para
su identificación y desarticulación, se opta –a diferencia del esquema adoptado en el capítulo anterior para las otras
organizaciones y grupos criminales– por equiparar plenamente el tratamiento punitivo de los grupos terroristas al de las
organizaciones propiamente dichas, manteniendo en este punto la misma respuesta penal que hasta ahora había venido dando
la jurisprudencia.

De conformidad con la pauta marcada por la citada Decisión Marco, al artículo 576 se añade un número 3 que amplía
el concepto de colaboración con organización o grupo terrorista, asimilándoles conductas que hasta el presente han planteado
algunas dificultades de encaje legal: así se ofrece la oportuna respuesta punitiva a la actuación de los grupos o células –e
incluso de las conductas individuales– que tienen por objeto la captación, el adoctrinamiento, el adiestramiento o la
formación de terroristas. En la misma línea apuntada por la normativa armonizadora europea, se recogen en el primer
apartado del artículo 579 las conductas de distribución o difusión pública, por cualquier medio, de mensajes o consignas
que, sin llegar necesariamente a constituir resoluciones manifestadas de delito (esto es, provocación, conspiración o
proposición para la realización de una concreta acción criminal) se han acreditado como medios innegablemente aptos para
ir generando el caldo de cultivo en el que, en un instante concreto, llegue a madurar la decisión ejecutiva de delinquir, si
bien, tal y como exigen la Decisión Marco y el Convenio del Consejo de Europa sobre terrorismo, tales conductas deberán
generar o incrementar un cierto riesgo de comisión de un delito de terrorismo.

Por su parte, el artículo 576 bis, que había quedado vacío de contenido tras su derogación por la Ley Orgánica 2/2005
de 22 de junio, pasa ahora a recoger la tipificación expresa del delito de financiación del terrorismo, que además se completa,
siguiendo la línea normativa trazada en materia de blanqueo de capitales, con la inclusión de la conducta imprudente de los
sujetos especialmente obligados a colaborar con la Administración en la prevención de dicha financiación.
Para concluir este apartado, y de acuerdo con las consideraciones que en su lugar se realizaron, se ha previsto la aplicación
a estos sujetos de la nueva medida postpenitenciaria de libertad vigilada por un tiempo de cinco a diez años, que no obstante
puede quedar excluida cuando, tratándose de un solo delito aislado y no grave, cometido por un delincuente primario, quede
a juicio del Tribunal acreditada la falta de peligrosidad del autor.

XXX

Las normas de desarrollo del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, así como la ratificación por España
de otros instrumentos de Derecho Internacional Humanitario, entre los que destacan la Convención de 18 de septiembre de
1997 (Tratado de Ottawa) sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas
antipersonas y sobre su destrucción, la Convención sobre la seguridad del personal de las Naciones Unidas y el personal
asociado de 9 de diciembre de 1994, el Segundo Protocolo de 26 de marzo de 1999 de la Convención de La Haya de 1954,
sobre protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado y el Protocolo Facultativo de 25 de mayo de 2000 de
la Convención de 1989, sobre los derechos del niño, relativo a la participación de los niños en los conflictos armados, han
puesto de relieve la necesidad de adecuar los delitos contra la comunidad internacional.

Es de destacar la especial protección penal dispensada a mujeres y niños en conflictos armados castigándose
expresamente a quienes atenten contra la libertad sexual de una persona protegida cometiendo actos de violación, esclavitud
sexual, prostitución inducida o forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de agresión sexual
y, a aquellos que recluten o alisten a menores de 18 años o los utilicen para participar directamente en dichos conflictos.
Por último, se procede a la creación de un nuevo delito de piratería dentro del Título dedicado a los delitos contra la
comunidad internacional. La razón de ser de esta reforma radica en la necesidad de dar respuesta a la problemática de los
eventuales actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima y aérea, y se conforma recogiendo los postulados
del Convenio de Montego Bay de 10 de diciembre de 1982 sobre el Derecho del mar y de la Convención sobre la navegación
marítima firmado en Roma el 10 de marzo de 1988.

XXXI

Finalmente, entre las reformas que se realizan con ocasión de esta modificación del Código Penal figura también –en
la línea de protección de las víctimas de delitos que la caracteriza– la introducción de una tutela civil específica de los
derechos de éstas. No infrecuentemente, en los últimos tiempos han accedido a la programación de los medios de
comunicación autores de infracciones penales condenados por sentencia firme que llegan a hacer ostentación de la conducta
criminal perpetrada, difunden datos manifiestamente falsos sobre la misma y obtienen además con ello un lucro económico
injustificable. Tales comportamientos atentan contra la dignidad de quienes han sufrido las consecuencias de esos actos y
de sus allegados, que son sometidos a una nueva experiencia traumática derivada de esta invasión pública de su honor e
intimidad. Dadas las limitaciones que caracterizan al Derecho penal, se ha considerado que la vía idónea para responder
adecuadamente a este fenómeno consiste en articular una acción civil eficaz que, en el marco de la Ley Orgánica 1/1982,
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permita a las víctimas actuar frente a este tipo de conductas instando su cese, el resarcimiento del daño moral causado y la
evitación de todo enriquecimiento injusto derivado de esta intromisión ilegítima. Además, a fin de reforzar la tutela, se ha
optado por legitimar para la acción al Ministerio Fiscal, en tanto que defensor de los derechos de los ciudadanos.

Artículo único. Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

Primero.

La circunstancia 6.ª del artículo 21 pasa a ser 7.ª y se añade una circunstancia 6.ª con la redacción siguiente:

«6.ª La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre que no sea atribuible
al propio inculpado y que no guarde proporción con la complejidad de la causa.»

Segundo.

Se modifica la circunstancia 4.ª del artículo 22, que queda redactada como sigue:

«4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la ideología,
religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual,
la enfermedad que padezca o su discapacidad.»

Tercero.

Se suprime el apartado 2 del artículo 31.

Cuarto.

Se añade el artículo 31 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«1. En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente responsables de los
delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su provecho, por sus representantes legales y
administradores de hecho o de derecho.

En los mismos supuestos, las personas jurídicas serán también penalmente responsables de los delitos
cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en provecho de las mismas, por quienes, estando
sometidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos
por no haberse ejercido sobre ellos el debido control atendidas las concretas circunstancias del caso.

2. La responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se constate la comisión de un
delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o funciones aludidas en el apartado anterior, aun
cuando la concreta persona física responsable no haya sido individualizada o no haya sido posible dirigir el
procedimiento contra ella. Cuando como consecuencia de los mismos hechos se impusiere a ambas la pena de multa,
los jueces o tribunales modularán las respectivas cuantías, de modo que la suma resultante no sea desproporcionada
en relación con la gravedad de aquéllos.

3. La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en las que los hubiesen
hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias que afecten a la culpabilidad del acusado
o agraven su responsabilidad, o el hecho de que dichas personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción
de la justicia, no excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las personas jurídicas, sin perjuicio de lo que se
dispone en el apartado siguiente.

4. Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las personas jurídicas
haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través de sus representantes legales, las siguientes
actividades:

a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a confesar la infracción
a las autoridades.

b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en cualquier momento del proceso, que
fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades penales dimanantes de los hechos.

c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad al juicio oral a reparar o
disminuir el daño causado por el delito.

d) Haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos
que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la persona jurídica.

5. Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no serán aplicables al Estado,
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a las Administraciones Públicas territoriales e institucionales, a los Organismos Reguladores, las Agencias y
Entidades Públicas Empresariales, a los partidos políticos y sindicatos, a las organizaciones internacionales de
derecho público, ni a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía, administrativas o cuando se trate
de Sociedades mercantiles Estatales que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico general.

En estos supuestos, los órganos jurisdiccionales podrán efectuar declaración de responsabilidad penal en el caso
de que aprecien que se trata de una forma jurídica creada por sus promotores, fundadores, administradores o
representantes con el propósito de eludir una eventual responsabilidad penal.»

Quinto.

Se añade la letra j) al apartado 2, se modifica la letra j) y se añaden las letras l) y m) al apartado 3, se modifica la letra
g) del apartado 4 y se añade un apartado 7 al artículo 33 con el siguiente contenido:

«2. Son penas graves:

[…]

j) La privación de la patria potestad.»

«3. Son penas menos graves:

[…]

j) La multa proporcional, cualquiera que fuese su cuantía, salvo lo dispuesto en el apartado 7 de este artículo.
l) La localización permanente de tres meses y un día a seis meses.
m) La pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios

o incentivos fiscales o de la Seguridad Social, cualquiera que sea su duración.»
«4. Son penas leves:

[…]

g) La localización permanente de un día a tres meses.»

«7. Las penas aplicables a las personas jurídicas, que tienen todas la consideración de graves, son las siguientes:

a) Multa por cuotas o proporcional.
b) Disolución de la persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica,

así como la de su capacidad de actuar de cualquier modo en el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de
actividad, aunque sea lícita.

c) Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años.
d) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años.
e) Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o

encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si fuere temporal, el plazo no podrá exceder
de quince años.

f) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar
de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de quince años.

g) Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo
que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años.

La intervención podrá afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna de sus instalaciones,
secciones o unidades de negocio. El Juez o Tribunal, en la sentencia o, posteriormente, mediante auto, determinará
exactamente el contenido de la intervención y determinará quién se hará cargo de la intervención y en qué plazos
deberá realizar informes de seguimiento para el órgano judicial. La intervención se podrá modificar o suspender en
todo momento previo informe del interventor y del Ministerio Fiscal. El interventor tendrá derecho a acceder a todas
las instalaciones y locales de la empresa o persona jurídica y a recibir cuanta información estime necesaria para el
ejercicio de sus funciones. Reglamentariamente se determinarán los aspectos relacionados con el ejercicio de la
función de interventor, como la retribución o la cualificación necesaria.

La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la
intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción
de la causa.»

Sexto.
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Se modifica el apartado 2 del artículo 36, que queda redactado como sigue:

«2. Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, el Juez o Tribunal podrá
ordenar que la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no se efectúe hasta el
cumplimiento de la mitad de la pena impuesta.

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años y se trate de los
delitos enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no
podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la misma:

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título
XXII del Libro II de este Código.

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
c) Delitos del artículo 183.
d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea menor de trece años.

El Juez de Vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su
caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente,
oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de
cumplimiento, salvo en los supuestos contenidos en el párrafo anterior.»

Séptimo.

Se modifica el apartado 1 y se añade el apartado 4 al artículo 37, que quedan redactados como sigue:

«1. La localización permanente tendrá una duración de hasta seis meses. Su cumplimiento obliga al penado a
permanecer en su domicilio o en lugar determinado fijado por el Juez en sentencia o posteriormente en auto
motivado.
No obstante, en los casos en los que la localización permanente esté prevista como pena principal, atendiendo a la
reiteración en la comisión de la infracción y siempre que así lo disponga expresamente el concreto precepto aplicable,
el Juez podrá acordar en sentencia que la pena de localización permanente se cumpla los sábados, domingos y días
festivos en el centro penitenciario más próximo al domicilio del penado.

4. Para garantizar el cumplimiento efectivo, el Juez o Tribunal podrá acordar la utilización de medios mecánicos
o electrónicos que permitan la localización del reo.»

Octavo.

Se añade la letra j) al artículo 39, que queda redactada como sigue:

Son penas privativas de derechos:

[....]

«j) La privación de la patria potestad.»

Noveno.

Se modifica el artículo 46, que queda redactado como sigue:

«La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, priva
al penado de los derechos inherentes a la primera, y supone la extinción de las demás, así como la incapacidad para
obtener nombramiento para dichos cargos durante el tiempo de la condena. La pena de privación de la patria potestad
implica la pérdida de la titularidad de la misma, subsistiendo los derechos de los que sea titular el hijo respecto del
penado. El Juez o Tribunal podrá acordar estas penas respecto de todos o alguno de los menores o incapaces que
estén a cargo del penado, en atención a las circunstancias del caso.

A los efectos de este artículo, la patria potestad comprende tanto la regulada en el Código Civil, incluida la
prorrogada, como las instituciones análogas previstas en la legislación civil de las Comunidades Autónomas.»

Décimo.

Se modifica el apartado 1 del artículo 48, que queda redactado como sigue:
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«1. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos impide al penado residir o acudir
al lugar en que haya cometido el delito o falta, o a aquel en que resida la víctima o su familia, si fueren distintos.»

Undécimo.

Se modifica el párrafo primero del artículo 49, que queda redactado como sigue:

«Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán imponerse sin el consentimiento del penado, le
obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública, que podrán consistir,
en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado, en labores de reparación de los daños
causados o de apoyo o asistencia a las víctimas, así como en la participación del penado en talleres o programas
formativos o de reeducación, laborales, culturales, de educación vial, sexual y otros similares. Su duración diaria no
podrá exceder de ocho horas y sus condiciones serán las siguientes:»

Duodécimo.

Se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 50, que quedan redactados como sigue:

«3. Su extensión mínima será de diez días y la máxima de dos años. Las penas de multa imponibles a personas
jurídicas tendrán una extensión máxima de cinco años.

4. La cuota diaria tendrá un mínimo de dos y un máximo de 400 euros, excepto en el caso de las multas
imponibles a las personas jurídicas, en las que la cuota diaria tendrá un mínimo de 30 y un máximo de 5.000 euros.
A efectos de cómputo, cuando se fije la duración por meses o por años, se entenderá que los meses son de treinta días
y los años de trescientos sesenta.»

Decimotercero.

Se añade un apartado 4 al artículo 52 con la siguiente redacción:

«4. En los casos en los que este Código prevé una pena de multa para las personas jurídicas en proporción al
beneficio obtenido o facilitado, al perjuicio causado, al valor del objeto, o a la cantidad defraudada o indebidamente
obtenida, de no ser posible el cálculo en base a tales conceptos, el Juez o Tribunal motivará la imposibilidad de
proceder a tal cálculo y las multas previstas se sustituirán por las siguientes:

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de
más de cinco años.

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más
de dos años no incluida en el inciso anterior.

c) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.»

Decimocuarto.

Se añade un apartado 5 al artículo 53 con la siguiente redacción:

«5. Podrá ser fraccionado el pago de la multa impuesta a una persona jurídica, durante un período de hasta cinco
años, cuando su cuantía ponga probadamente en peligro la supervivencia de aquélla o el mantenimiento de los
puestos de trabajo existentes en la misma, o cuando lo aconseje el interés general. Si la persona jurídica condenada
no satisficiere, voluntariamente o por vía de apremio, la multa impuesta en el plazo que se hubiere señalado, el
Tribunal podrá acordar su intervención hasta el pago total de la misma.»

Decimoquinto.

Se modifica el artículo 55, que queda redactado como sigue:

«La pena de prisión igual o superior a diez años llevará consigo la inhabilitación absoluta durante el tiempo
de la condena, salvo que ésta ya estuviere prevista como pena principal para el supuesto de que se trate. El Juez podrá
además disponer la inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o
acogimiento, o bien la privación de la patria potestad, cuando estos derechos hubieren tenido relación directa con
el delito cometido. Esta vinculación deberá determinarse expresamente en la sentencia.»

Decimosexto.
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Se modifica la circunstancia 3.ª del apartado 1 del artículo 56, que queda redactada como sigue:

«1. En las penas de prisión inferiores a diez años, los jueces o tribunales impondrán, atendiendo a la gravedad
del delito, como penas accesorias, alguna o algunas de las siguientes:

[…]

3.ª Inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria, comercio, ejercicio de la
patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento o cualquier otro derecho, la privación de la patria potestad, si
estos derechos hubieran tenido relación directa con el delito cometido, debiendo determinarse expresamente en la
sentencia esta vinculación, sin perjuicio de la aplicación de lo previsto en el artículo 579 de este Código.»

Decimoséptimo.

Se modifica el apartado 1 del artículo 58, que queda redactado como sigue:

«1. El tiempo de privación de libertad sufrido provisionalmente será abonado en su totalidad por el Juez o
Tribunal sentenciador para el cumplimiento de la pena o penas impuestas en la causa en que dicha privación fue
acordada, salvo en cuanto haya coincidido con cualquier privación de libertad impuesta al penado en otra causa, que
le haya sido abonada o le sea abonable en ella. En ningún caso un mismo periodo de privación de libertad podrá ser
abonado en más de una causa.»

Decimoctavo.

Se añade un artículo 66 bis nuevo, que tendrá la siguiente redacción:

«En la aplicación de las penas impuestas a las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en las reglas 1.ª a 4.ª
y 6.ª a 8.ª del primer número del artículo 66, así como a las siguientes:

1.ª En los supuestos en los que vengan establecidas por las disposiciones del Libro II, para decidir sobre la
imposición y la extensión de las penas previstas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33 habrá de tenerse
en cuenta:

a) Su necesidad para prevenir la continuidad de la actividad delictiva o de sus efectos.
b) Sus consecuencias económicas y sociales, y especialmente los efectos para los trabajadores.
c) El puesto que en la estructura de la persona jurídica ocupa la persona física u órgano que incumplió el deber

de control.

2.ª Cuando las penas previstas en las letras c) a g) del apartado 7 del artículo 33 se impongan con una duración
limitada, ésta no podrá exceder la duración máxima de la pena privativa de libertad prevista para el caso de que el
delito fuera cometido por persona física.

Para la imposición de las sanciones previstas en las letras c) a g) por un plazo superior a dos años será necesario
que se dé alguna de las dos circunstancias siguientes:

a) Que la persona jurídica sea reincidente.
b) Que la persona jurídica se utilice instrumentalmente para la comisión de ilícitos penales. Se entenderá que

se está ante este último supuesto siempre que la actividad legal de la persona jurídica sea menos relevante que su
actividad ilegal.

Para la imposición con carácter permanente de las sanciones previstas en las letras b) y e), y para la imposición
por un plazo superior a cinco años de las previstas en las letras e) y f) del apartado 7 del artículo 33, será necesario
que se dé alguna de las dos circunstancias siguientes:

a) Que se esté ante el supuesto de hecho previsto en la regla 5.ª del primer número del artículo 66.
b) Que la persona jurídica se utilice instrumentalmente para la comisión de ilícitos penales. Se entenderá que

se está ante este último supuesto siempre que la actividad legal de la persona jurídica sea menos relevante que su
actividad ilegal».

Decimonoveno.
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Se modifica el artículo 83, apartado 1, punto 5º que queda redactado como sigue:

«5.º Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de defensa del medio
ambiente, de protección de los animales y otros similares.»

Vigésimo.

Se modifican los párrafos primero y tercero del apartado 1 del artículo 88, que quedan redactados como sigue:

«1. Los jueces o tribunales podrán sustituir, previa audiencia de las partes, en la misma sentencia, o
posteriormente en auto motivado, antes de dar inicio a su ejecución, las penas de prisión que no excedan de un año
por multa o por trabajos en beneficio de la comunidad, y en los casos de penas de prisión que no excedan de seis
meses, también por localización permanente, aunque la Ley no prevea estas penas para el delito de que se trate,
cuando las circunstancias personales del reo, la naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para
reparar el daño causado así lo aconsejen, siempre que no se trate de reos habituales, sustituyéndose cada día de
prisión por dos cuotas de multa o por una jornada de trabajo o por un día de localización permanente. En estos casos
el Juez o Tribunal podrá además imponer al penado la observancia de una o varias obligaciones o deberes previstos
en el artículo 83 de este Código, de no haberse establecido como penas en la sentencia, por tiempo que no podrá
exceder de la duración de la pena sustituida.

[...]

En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de género, la pena
de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la comunidad o localización permanente en
lugar distinto y separado del domicilio de la víctima. En estos supuestos, el Juez o Tribunal impondrá adicionalmente,
además de la sujeción a programas específicos de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las
obligaciones o deberes previstos en las reglas 1.ª y 2.ª, del apartado 1 del artículo 83 de este Código.»

Vigésimo primero.

Se modifica el artículo 89, que queda redactado como sigue:

«1. Las penas privativas de libertad inferiores a seis años impuestas a un extranjero no residente legalmente
en España serán sustituidas en la sentencia por su expulsión del territorio español, salvo que el Juez o Tribunal,
previa audiencia del penado, del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, de forma motivada, aprecie razones
que justifiquen el cumplimiento de la condena en un centro penitenciario en España.

También podrá acordarse la expulsión en auto motivado posterior, previa audiencia del penado, del Ministerio
Fiscal y de las demás partes personadas.

2. El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de cinco a diez años, contados desde la fecha de su
expulsión, atendidas la duración de la pena sustituida y las circunstancias personales del penado.

3. La expulsión llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo que tuviera por objeto
la autorización para residir o trabajar en España.

4. Si el extranjero expulsado regresara a España antes de transcurrir el período de tiempo establecido
judicialmente, cumplirá las penas que fueron sustituidas. No obstante, si fuera sorprendido en la frontera, será
expulsado directamente por la autoridad gubernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de
entrada en su integridad.

5. Los jueces o tribunales, a instancia del Ministerio Fiscal y previa audiencia del penado y de las partes
personadas, acordarán en sentencia, o durante su ejecución, la expulsión del territorio nacional del extranjero no
residente legalmente en España, que hubiera de cumplir o estuviera cumpliendo cualquier pena privativa de libertad,
para el caso de que hubiera accedido al tercer grado penitenciario o cumplido las tres cuartas partes de la condena,
salvo que previa audiencia del Ministerio Fiscal y de forma motivada aprecien razones que justifiquen el
cumplimiento en España.

6. Cuando, al acordarse la expulsión en cualquiera de los supuestos previstos en este artículo, el extranjero no
se encuentre o no quede efectivamente privado de libertad en ejecución de la pena impuesta, el Juez o Tribunal podrá
acordar, con el fin de asegurar la expulsión, su ingreso en un centro de internamiento de extranjeros, en los términos
y con los límites y garantías previstos en la Ley para la expulsión gubernativa.

En todo caso, si acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, ésta no pudiera
llevarse a efecto, se procederá a la ejecución de la pena originariamente impuesta o del período de condena pendiente,
o a la aplicación, en su caso, de la suspensión de la ejecución de la misma o su sustitución en los términos del artículo
88 de este Código.

7. Las disposiciones establecidas en los apartados anteriores no serán de aplicación a los extranjeros que
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hubieran sido condenados por la comisión de delitos a que se refieren los artículos 312, 313 y 318 bis de este
Código.»

Vigésimo segundo.

Se modifica el apartado 3 del artículo 96, que queda redactado como sigue:

«3. Son medidas no privativas de libertad:
1.ª) La inhabilitación profesional.
2.ª) La expulsión del territorio nacional de extranjeros no residentes legalmente en España.
3.ª) La libertad vigilada
4.ª) La custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del familiar que se

designe y que acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia Penitenciaria y sin
menoscabo de las actividades escolares o laborales del custodiado.

5.ª) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.
6.ª) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.»

Vigésimo tercero.

Se modifica el artículo 97, que queda redactado como sigue:

«Durante la ejecución de la sentencia, el Juez o Tribunal sentenciador adoptará, por el procedimiento
establecido en el artículo siguiente, alguna de las siguientes decisiones:

a) Mantener la ejecución de la medida de seguridad impuesta.
b) Decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta en cuanto desaparezca la peligrosidad criminal

del sujeto.
c) Sustituir una medida de seguridad por otra que estime más adecuada, entre las previstas para el supuesto de

que se trate. En el caso de que fuera acordada la sustitución y el sujeto evolucionara desfavorablemente, se dejará
sin efecto la sustitución, volviéndose a aplicar la medida sustituida.

d) Dejar en suspenso la ejecución de la medida en atención al resultado ya obtenido con su aplicación, por un
plazo no superior al que reste hasta el máximo señalado en la sentencia que la impuso. La suspensión quedará
condicionada a que el sujeto no delinca durante el plazo fijado, y podrá dejarse sin efecto si nuevamente resultara
acreditada cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 95 de este Código.»

Vigésimo cuarto.

Se modifica el artículo 98, que queda redactado como sigue:

«1. A los efectos del artículo anterior, cuando se trate de una medida de seguridad privativa de libertad o de
una medida de libertad vigilada que deba ejecutarse después del cumplimiento de una pena privativa de libertad, el
Juez de Vigilancia Penitenciaria estará obligado a elevar al menos anualmente, una propuesta de mantenimiento, cese,
sustitución o suspensión de la misma. Para formular dicha propuesta el Juez de Vigilancia Penitenciaria deberá
valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad o
por las Administraciones Públicas competentes y, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que a este fin
ordene.

2. Cuando se trate de cualquier otra medida no privativa de libertad, el Juez o Tribunal sentenciador recabará
directamente de las Administraciones, facultativos y profesionales a que se refiere el apartado anterior, los oportunos
informes acerca de la situación y la evolución del condenado, su grado de rehabilitación y el pronóstico de
reincidencia o reiteración delictiva.

3. En todo caso, el Juez o Tribunal sentenciador resolverá motivadamente a la vista de la propuesta o los
informes a los que respectivamente se refieren los dos apartados anteriores, oída la propia persona sometida a la
medida, así como el Ministerio Fiscal y las demás partes. Se oirá asimismo a las víctimas del delito que no estuvieren
personadas cuando así lo hubieran solicitado al inicio o en cualquier momento de la ejecución de la sentencia y
permanezcan localizables a tal efecto.»

Vigésimo quinto.

Se modifica el apartado 3 del artículo 100, que queda redactado como sigue:

«3. En ambos casos el Juez o Tribunal deducirá testimonio por el quebrantamiento. A estos efectos, no se
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considerará quebrantamiento de la medida la negativa del sujeto a someterse a tratamiento médico o a continuar un
tratamiento médico inicialmente consentido. No obstante, el Juez o Tribunal podrá acordar la sustitución del
tratamiento inicial o posteriormente rechazado por otra medida de entre las aplicables al supuesto de que se trate.»

Vigésimo sexto.

Se modifica el apartado 3 del artículo 103 del Código Penal, que queda redactado como sigue:

«3. En este supuesto, la propuesta a que se refiere el artículo 98 de este Código deberá hacerse al terminar cada
curso o grado de enseñanza.»

Vigésimo séptimo.

Se modifica el artículo 105, que queda redactado como sigue:

«En los casos previstos en los artículos 101 a 104, cuando imponga la medida privativa de libertad o durante
la ejecución de la misma, el Juez o Tribunal podrá imponer razonadamente una o varias medidas que se enumeran
a continuación. Deberá asimismo imponer alguna o algunas de dichas medidas en los demás casos expresamente
previstos en este Código.

1. Por un tiempo no superior a cinco años:

a) Libertad vigilada.
b) Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del familiar que se

designe y que acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia y sin menoscabo de las
actividades escolares o laborales del custodiado.

2. Por un tiempo de hasta diez años:

a) Libertad vigilada, cuando expresamente lo disponga este Código.
b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.
c) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

Para decretar la obligación de observar alguna o algunas de las medidas previstas en este artículo, así como para
concretar dicha obligación cuando por ley viene obligado a imponerlas, el Juez o Tribunal sentenciador deberá
valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales encargados de asistir al sometido a la medida de
seguridad.

El Juez de Vigilancia Penitenciaria o los servicios de la Administración correspondiente informarán al Juez o
Tribunal sentenciador.

En los casos previstos en este artículo, el Juez o Tribunal sentenciador dispondrá que los servicios de asistencia
social competentes presten la ayuda o atención que precise y legalmente le corresponda al sometido a medidas de
seguridad no privativas de libertad.»

Vigésimo octavo.

Se modifica el artículo 106, que queda redactado como sigue:

«1. La libertad vigilada consistirá en el sometimiento del condenado a control judicial a través del cumplimiento
por su parte de alguna o algunas de las siguientes medidas:

a) La obligación de estar siempre localizable mediante aparatos electrónicos que permitan su seguimiento
permanente.

b) La obligación de presentarse periódicamente en el lugar que el Juez o Tribunal establezca.
c) La de comunicar inmediatamente, en el plazo máximo y por el medio que el Juez o Tribunal señale a tal

efecto, cada cambio del lugar de residencia o del lugar o puesto de trabajo. 
d) La prohibición de ausentarse del lugar donde resida o de un determinado territorio sin autorización del Juez

o Tribunal.
e) La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine

el Juez o Tribunal.
f) La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas que

determine el Juez o Tribunal.
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g) La prohibición de acudir a determinados territorios, lugares o establecimientos.
h) La prohibición de residir en determinados lugares. 
i) La prohibición de desempeñar determinadas actividades que puedan ofrecerle o facilitarle la ocasión para

cometer hechos delictivos de similar naturaleza.
j) La obligación de participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u otros

similares.
k) La obligación de seguir tratamiento médico externo, o de someterse a un control médico periódico.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105, el Juez o Tribunal deberá imponer en la sentencia la medida
de libertad vigilada para su cumplimiento posterior a la pena privativa de libertad impuesta siempre que así lo
disponga de manera expresa este Código. 

En estos casos, al menos dos meses antes de la extinción de la pena privativa de libertad, de modo que la
medida de libertad vigilada pueda iniciarse en ese mismo momento, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, por el
procedimiento previsto en el artículo 98, elevará la oportuna propuesta al Juez o Tribunal sentenciador, que, con
arreglo a dicho procedimiento, concretará, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97, el contenido de la medida
fijando las obligaciones o prohibiciones enumeradas en el apartado 1 de este artículo que habrá de observar el
condenado. 

Si éste lo hubiera sido a varias penas privativas de libertad que deba cumplir sucesivamente, lo dispuesto en
el párrafo anterior se entenderá referido al momento en que concluya el cumplimiento de todas ellas. 

Asimismo, el penado a quien se hubiere impuesto por diversos delitos otras tantas medidas de libertad vigilada
que, dado el contenido de las obligaciones o prohibiciones establecidas, no pudieran ser ejecutadas simultáneamente,
las cumplirá de manera sucesiva, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal pueda ejercer las facultades que le atribuye
el apartado siguiente.

3. Por el mismo procedimiento del artículo 98, el Juez o Tribunal podrá:

a) Modificar en lo sucesivo las obligaciones y prohibiciones impuestas.
b) Reducir la duración de la libertad vigilada o incluso poner fin a la misma en vista del pronóstico positivo

de reinserción que considere innecesaria o contraproducente la continuidad de las obligaciones o prohibiciones
impuestas.

c) Dejar sin efecto la medida cuando la circunstancia descrita en la letra anterior se dé en el momento de
concreción de las medidas que se regula en el número 2 del presente artículo.

4. En caso de incumplimiento de una o varias obligaciones el Juez o Tribunal, a la vista de las circunstancias
concurrentes y por el mismo procedimiento indicado en los números anteriores, podrá modificar las obligaciones o
prohibiciones impuestas. Si el incumplimiento fuera reiterado o grave, revelador de la voluntad de no someterse a
las obligaciones o prohibiciones impuestas, el Juez deducirá, además, testimonio por un presunto delito del artículo
468 de este Código.»

Vigésimo noveno.

Se añade un apartado 3 al artículo 116, que tendrá la siguiente redacción:

«3. La responsabilidad penal de una persona jurídica llevará consigo su responsabilidad civil en los términos
establecidos en el artículo 110 de este Código de forma solidaria con las personas físicas que fueren condenadas por
los mismos hechos.»

Trigésimo.

Se modifica el artículo 127, que queda redactado como sigue:

1. Toda pena que se imponga por un delito o falta dolosos llevará consigo la pérdida de los efectos que de ellos
provengan y de los bienes, medios o instrumentos con que se haya preparado o ejecutado, así como las ganancias
provenientes del delito o falta, cualesquiera que sean las transformaciones que hubieren podido experimentar. Los
unos y las otras serán decomisados, a no ser que pertenezcan a un tercero de buena fe no responsable del delito que
los haya adquirido legalmente.

El Juez o Tribunal deberá ampliar el decomiso a los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de
actividades delictivas cometidas en el marco de una organización o grupo criminal o terrorista, o de un delito de
terrorismo. A estos efectos se entenderá que proviene de la actividad delictiva el patrimonio de todas y cada una de
las personas condenadas por delitos cometidos en el seno de la organización o grupo criminal o terrorista o por un
delito de terrorismo cuyo valor sea desproporcionado con respecto a los ingresos obtenidos legalmente por cada una
de dichas personas. 
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2. En los casos en que la ley prevea la imposición de una pena privativa de libertad superior a un año por la
comisión de un delito imprudente, el Juez o Tribunal podrá acordar la pérdida de los efectos que provengan del
mismo y de los bienes, medios o instrumentos con que se haya preparado o ejecutado, así como las ganancias
provenientes del delito, cualquiera que sean las transformaciones que hubieran podido experimentar.

3. Si por cualquier circunstancia no fuera posible el comiso de los bienes señalados en los apartados anteriores
de este artículo, se acordará el comiso por un valor equivalente de otros bienes que pertenezcan a los criminalmente
responsables del hecho.

4. El Juez o Tribunal podrá acordar el comiso previsto en los apartados anteriores de este artículo aun cuando
no se imponga pena a alguna persona por estar exenta de responsabilidad criminal o por haberse ésta extinguido, en
este último caso, siempre que quede demostrada la situación patrimonial ilícita.

5. Los que se decomisan se venderán, si son de lícito comercio, aplicándose su producto a cubrir las
responsabilidades civiles del penado si la ley no previera otra cosa, y, si no lo son, se les dará el destino que se
disponga reglamentariamente y, en su defecto, se inutilizarán.”

Trigésimo primero.

Se modifica el artículo 129, que queda redactado como sigue:

«1. En caso de delitos o faltas cometidos en el seno, con la colaboración, a través o por medio de empresas,
organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, por carecer de
personalidad jurídica, no estén comprendidas en el artículo 31 bis de este Código, el Juez o Tribunal podrá imponer
motivadamente a dichas empresas, organizaciones, grupos, entidades o agrupaciones una o varias consecuencias
accesorias a la pena que corresponda al autor del delito, con el contenido previsto en los apartados c) a g) del artículo
33.7. Podrá también acordar la prohibición definitiva de llevar a cabo cualquier actividad, aunque sea lícita.

2. Las consecuencias accesorias a las que se refiere en el apartado anterior sólo podrán aplicarse a las empresas,
organizaciones, grupos o entidades o agrupaciones en él mencionados cuando este Código lo prevea expresamente,
o cuando se trate de alguno de los delitos o faltas por los que el mismo permite exigir responsabilidad penal a las
personas jurídicas. 

3. La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la
intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción
de la causa a los efectos establecidos en este artículo y con los límites señalados en el artículo 33.7.»

Trigésimo segundo.

El actual artículo 130 pasa a ser el apartado 1 de dicho artículo y se le añade un apartado 2, con el siguiente
contenido:

«2. La transformación, fusión, absorción o escisión de una persona jurídica no extingue su responsabilidad
penal, que se trasladará a la entidad o entidades en que se transforme, quede fusionada o absorbida y se extenderá
a la entidad o entidades que resulten de la escisión. El Juez o Tribunal podrá moderar el traslado de la pena a la
persona jurídica en función de la proporción que la persona jurídica originariamente responsable del delito guarde
con ella.

No extingue la responsabilidad penal la disolución encubierta o meramente aparente de la persona jurídica. Se
considerará en todo caso que existe disolución encubierta o meramente aparente de la persona jurídica cuando se
continúe su actividad económica y se mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados, o de
la parte más relevante de todos ellos.»

Trigésimo tercero.

Se modifica el párrafo cuarto y se suprime el párrafo quinto del apartado 1, se modifica el apartado 4 y se añade un
apartado 5 al artículo 131, que quedan redactados como sigue:

«1. Los delitos prescriben:

[…]

A los cinco, los demás delitos, excepto los de injuria y calumnia, que prescriben al año.
4. Los delitos de lesa humanidad y de genocidio y los delitos contra las personas y bienes protegidos en caso

de conflicto armado, salvo los castigados en el artículo 614, no prescribirán en ningún caso.
Tampoco prescribirán los delitos de terrorismo, si hubieren causado la muerte de una persona.
5. En los supuestos de concurso de infracciones o de infracciones conexas, el plazo de prescripción será el que
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corresponda al delito más grave.»

Trigésimo cuarto.

Se modifica el apartado 2 del artículo 132, que queda redactado como sigue:
«2. La prescripción se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo transcurrido, cuando el procedimiento se

dirija contra la persona indiciariamente responsable del delito o falta, comenzando a correr de nuevo desde que se
paralice el procedimiento o termine sin condena de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona determinada desde el momento en que, al incoar
la causa o con posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la que se le atribuya su presunta participación
en un hecho que pueda ser constitutivo de delito o falta.

2.ª No obstante lo anterior, la presentación de querella o la denuncia formulada ante un órgano judicial, en la
que se atribuya a una persona determinada su presunta participación en un hecho que pueda ser constitutivo de delito
o falta, suspenderá el cómputo de la prescripción por un plazo máximo de seis meses para el caso de delito y de dos
meses para el caso de falta, a contar desde la misma fecha de presentación de la querella o de formulación de la
denuncia.

Si dentro de dicho plazo se dicta contra el querellado o denunciado, o contra cualquier otra persona implicada
en los hechos, alguna de las resoluciones judiciales mencionadas en el apartado anterior, la interrupción de la
prescripción se entenderá retroactivamente producida, a todos los efectos, en la fecha de presentación de la querella
o denuncia.

Por el contrario, el cómputo del término de prescripción continuará desde la fecha de presentación de la querella
o denuncia si, dentro del plazo de seis o dos meses, en los respectivos supuestos de delito o falta, recae resolución
judicial firme de inadmisión a trámite de la querella o denuncia o por la que se acuerde no dirigir el procedimiento
contra la persona querellada o denunciada.  La continuación del cómputo se producirá también si, dentro de dichos
plazos, el Juez de Instrucción no adoptara ninguna de las resoluciones previstas en este artículo.

3.ª A los efectos de este artículo, la persona contra la que se dirige el procedimiento deberá quedar
suficientemente determinada en la resolución judicial, ya sea mediante su identificación directa o mediante datos que
permitan concretar posteriormente dicha identificación en el seno de la organización o grupo de personas a quienes
se atribuya el hecho.»

Trigésimo quinto.

Se modifica el apartado 2 del artículo 133, que queda redactado como sigue:

«2. Las penas impuestas por los delitos de lesa humanidad y de genocidio y por los delitos contra las personas
y bienes protegidos en caso de conflicto armado, salvo los castigados en el artículo 614, no prescribirán en ningún
caso. 

Tampoco prescribirán las penas impuestas por delitos de terrorismo, si estos hubieren causado la muerte de una
persona.»

Trigésimo sexto.

Se añade el artículo 156 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«1. Los que promuevan, favorezcan, faciliten o publiciten la obtención o el tráfico ilegal de órganos humanos
ajenos o el trasplante de los mismos serán castigados con la pena de prisión de seis a doce años si se tratara de un
órgano principal, y de prisión de tres a seis años si el órgano fuera no principal.

2. Si el receptor del órgano consintiera la realización del trasplante conociendo su origen ilícito será castigado
con las mismas penas que en el apartado anterior, que podrán ser rebajadas en uno o dos grados atendiendo a las
circunstancias del hecho y del culpable.

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Trigésimo séptimo.

Se añade un tercer párrafo al apartado 1 del artículo 172, con la siguiente redacción:

«También se impondrán las penas en su mitad superior cuando la coacción ejercida tuviera por objeto impedir
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el legítimo disfrute de la vivienda.»

Trigésimo octavo.

Se añaden un segundo y un tercer párrafo al apartado 1 del artículo 173, con la siguiente redacción:

«Con la misma pena serán castigados los que, en el ámbito de cualquier relación laboral o funcionarial y
prevaliéndose de su relación de superioridad, realicen contra otro de forma reiterada actos hostiles o humillantes que,
sin llegar a constituir trato degradante, supongan grave acoso  contra la víctima. 

Se impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a cabo actos hostiles o humillantes que,
sin llegar a constituir trato degradante, tengan por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda.»

Trigésimo noveno.

Se crea el Título VII bis dentro del Libro II, que comprende el artículo 177 bis y tendrá la siguiente rúbrica:

«TÍTULO VII bis
De la trata de seres humanos»

Cuadragésimo.

Se añade el artículo 177 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de prisión como reo de trata de seres humanos el que, sea
en territorio español, sea desde España, en tránsito o con destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño,
o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera,
la captare, transportare, trasladare, acogiere, recibiere o la alojare con cualquiera de las finalidades siguientes: 

a) La imposición de trabajo o servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares a la esclavitud o a la
servidumbre o a la mendicidad. 

b) La explotación sexual, incluida la pornografía. 
c) La extracción de sus órganos corporales.

2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado anterior, se considerará trata
de seres humanos cualquiera de las acciones indicadas en el apartado anterior cuando se llevare a cabo respecto de
menores de edad con fines de explotación.

3. El consentimiento de una víctima de trata de seres humanos será irrelevante cuando se haya recurrido a
alguno de los medios indicados en el apartado primero de este artículo.

4. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado primero de este artículo cuando: 

a) Con ocasión de la trata se ponga en grave peligro a la víctima;
b)  la víctima sea menor de edad;
c) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad, discapacidad o situación. 

Si concurriere más de una circunstancia se impondrá la pena en su mitad superior.
5. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e inhabilitación absoluta

de seis a doce años a los que realicen los hechos prevaliéndose de su condición de autoridad, agente de ésta o
funcionario público. Si concurriere además alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo
se impondrán las penas en su mitad superior.

6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e inhabilitación especial
para profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la condena, cuando el culpable perteneciera a una
organización o asociación de más de dos personas, incluso de carácter transitorio, que se dedicase a la realización
de tales actividades. Si concurriere alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo se
impondrán las penas en la mitad superior. Si concurriere la circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo
se impondrán las penas señaladas en este en su mitad superior.

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o asociaciones, se les
aplicará la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior en grado. En todo caso se
elevará la pena a la inmediatamente superior en grado si concurriera alguna de las circunstancias previstas en el
apartado 4 o la circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo.

7. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido.
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Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

8. La provocación, la conspiración y la proposición para cometer el delito de trata de seres humanos serán
castigadas con la pena inferior en uno o dos grados a la del delito correspondiente.

9. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan, en su
caso, por el delito del artículo 318 bis de este Código y demás delitos  efectivamente cometidos, incluidos los
constitutivos de la correspondiente explotación.

10. Las condenas de jueces o tribunales extranjeros por delitos de la misma naturaleza que los previstos en este
artículo producirán los efectos de reincidencia, salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pueda serlo con
arreglo al Derecho español.

11. Sin perjuicio de la aplicación de las reglas generales de este Código, la víctima de trata de seres humanos
quedará exenta de pena por las infracciones penales que haya cometido en la situación de explotación sufrida,
siempre que su participación en ellas haya sido consecuencia directa de la situación de violencia, intimidación,
engaño o abuso a que haya sido sometida y que exista una adecuada proporcionalidad entre dicha situación y el hecho
criminal realizado.»

Cuadragésimo primero.

Se modifica el artículo 178, que queda redactado como sigue:

«El que atentare contra la libertad sexual de otra persona, utilizando violencia o intimidación, será castigado
como responsable de agresión sexual con la pena de prisión de uno a cinco años.»

Cuadragésimo segundo.

Se modifica el párrafo primero y la circunstancia 3ª del apartado 1 del artículo 180, que quedan redactados como
sigue:

«1. Las anteriores conductas serán castigadas con las penas de prisión de cinco a diez años para las agresiones
del artículo 178, y de doce a quince años para las del artículo 179, cuando concurra alguna de las siguientes
circunstancias:

[…]

3.ª Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de su edad, enfermedad, discapacidad o
situación, salvo lo dispuesto en el artículo 183.»

Cuadragésimo tercero.

En el artículo 181, se modifica el apartado 2, el apartado 4 pasa a ser 5 y se añade un apartado 4 nuevo, quedando
redactados como sigue:

«2. A los efectos del apartado anterior, se consideran abusos sexuales no consentidos los que se ejecuten sobre
personas que se hallen privadas de sentido o de cuyo trastorno mental se abusare, así como los que se cometan
anulando la voluntad de la víctima mediante el uso de fármacos, drogas o cualquier otra sustancia natural o química
idónea a tal efecto.

4. En todos los casos anteriores, cuando el abuso sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal,
o introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, el responsable será castigado
con la pena de prisión de cuatro a diez años.»

Cuadragésimo cuarto.

Se modifica el artículo 182, que queda redactado como sigue:

«1. El que, interviniendo engaño, realice actos de carácter sexual con persona mayor de trece años y menor de
dieciséis, será castigado con la pena de prisión de uno a dos años, o multa de doce a veinticuatro meses.

2. Cuando los actos consistan en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros
corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, la pena será de prisión de dos a seis años. La pena se
impondrá en su mitad superior si concurriera la circunstancia 3.ª, o la 4.ª, de las previstas en el artículo 180.1 de este
Código.»
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Cuadragésimo quinto.

Se añade un nuevo Capítulo II bis al Título VIII del Libro II del Código Penal, denominado «De los abusos y
agresiones sexuales a menores de trece años», que comprende los artículos 183 y 183 bis.

Cuadragésimo sexto.

Se modifica el artículo 183, que queda redactado como sigue:

«1. El que realizare actos que atenten contra la indemnidad sexual de un menor de trece años será castigado
como responsable de abuso sexual a un menor con la pena de prisión de dos a seis años.

2. Cuando el ataque se produzca con violencia o intimidación el responsable será castigado por el delito de
agresión sexual a un menor con la pena de cinco a diez años de prisión. 

3. Cuando el ataque consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros
corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, el responsable será castigado con la pena de prisión de ocho
a doce años, en el caso del apartado 1 y con la pena de doce a quince años, en el caso del apartado 2.

4. Las conductas previstas en los tres números anteriores serán castigadas con la pena de prisión
correspondiente en su mitad superior cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el escaso desarrollo intelectual o físico de la víctima la hubiera colocado en una situación de total
indefensión y, en todo caso, cuando sea menor de cuatro años. 

b) Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de dos o más personas. 
c) Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio.
d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya prevalido de una relación de superioridad o

parentesco, por ser ascendiente, o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima.
e) Cuando el autor haya puesto en peligro la vida del menor.
f) Cuando la infracción se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo criminales que se

dedicaren a la realización de tales actividades.

5. En todos los casos previstos en este artículo, cuando el culpable se hubiera prevalido de su condición de
autoridad, agente de ésta o funcionario público, se aplicará, además, la pena de inhabilitación absoluta de seis a doce
años.»

Cuadragésimo séptimo.

Se añade un nuevo artículo 183 bis, que tendrá la siguiente redacción: 

«El que a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información y la comunicación
contacte con un menor de trece años y proponga concertar un encuentro con el mismo a fin de cometer cualquiera
de los delitos descritos en los artículos 178 a 183 y 189, siempre que tal propuesta se acompañe de actos materiales
encaminados al acercamiento, será castigado con la pena de uno a tres años de prisión o multa de doce a veinticuatro
meses, sin perjuicio de las penas correspondientes a los delitos en su caso cometidos. Las penas se impondrán en su
mitad superior cuando el acercamiento se obtenga mediante coacción, intimidación o engaño».

Cuadragésimo octavo.

Los actuales apartados 2 y 3 del artículo 187 pasan a ser apartados 3 y 4, se modifica el apartado 1 y se añaden dos
nuevos apartados 2 y 5, quedando redactados como sigue:

«1. El que induzca, promueva, favorezca o facilite la prostitución de una persona menor de edad o incapaz será
castigado con las penas de uno a cinco años y multa de doce a veinticuatro meses. La misma pena se impondrá al
que solicite, acepte u obtenga a cambio de una remuneración o promesa, una relación sexual con persona menor de
edad o incapaz.

2. El que realice las conductas descritas en el apartado 1 de este artículo siendo la víctima menor de trece años
será castigado con la pena de prisión de cuatro a seis años.

5. Las penas señaladas se impondrán en sus respectivos casos sin perjuicio de las que correspondan por las
infracciones contra la libertad o indemnidad sexual cometidas sobre los menores e incapaces.»

Cuadragésimo noveno.

El actual apartado 4 pasa a ser apartado 5 y se modifican los apartados 2, 3 y 4 del artículo 188, que quedan
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redactados como sigue:

«2. Si las mencionadas conductas se realizaran sobre persona menor de edad o incapaz, para iniciarla o
mantenerla en una situación de prostitución, se impondrá al responsable la pena de prisión de cuatro a seis años.

3. El que lleve a cabo la conducta prevista en el apartado anterior, siendo la víctima menor de trece años será
castigado con la pena de prisión de cinco a diez años. 

4. Se impondrán las penas previstas en los apartados anteriores en su mitad superior, en sus respectivos casos,
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el culpable se hubiera prevalido de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público.
En este caso se aplicará, además, la pena de inhabilitación absoluta de seis a doce años.

b) Cuando el culpable perteneciere a una organización o grupo criminales que se dedicaren a la realización de
tales actividades.

c) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de
la víctima.»

Quincuagésimo.

Se suprime el apartado 8 del artículo 189 y se modifican el primer párrafo y las letras a) y b) del apartado 1 y el
primer párrafo del apartado 3, que quedan redactados como sigue:

«1. Será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años:

a) El que captare o utilizare a menores de edad o a incapaces con fines o en espectáculos exhibicionistas o
pornográficos, tanto públicos como privados, o para elaborar cualquier clase de material pornográfico, cualquiera
que sea su soporte, o financiare cualquiera de estas actividades o se lucrare con ellas.

b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere, ofreciere o facilitare la producción, venta, difusión o
exhibición por cualquier medio de material pornográfico en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de edad
o incapaces, o lo poseyere para estos fines, aunque el material tuviere su origen en el extranjero o fuere desconocido.

3. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nueve años los que realicen los actos previstos en el
apartado 1 de este artículo cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

[…]

8. (Suprimido)».

Quincuagésimo primero.

Se añade un artículo 189 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física tiene prevista
una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física tiene prevista
una pena de prisión de más de dos años no incluida en el anterior inciso.

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Quincuagésimo segundo.

Los apartados 1 y 2 del artículo 192 pasan a ser los apartados 2 y 3 del mismo artículo, se añade un apartado 1 nuevo
y se modifica el resultante apartado 3, que quedan redactados como sigue:

«1. A los condenados a pena de prisión por uno o más delitos comprendidos en este Título se les impondrá
además la medida de libertad vigilada, que se ejecutará con posterioridad a la pena privativa de libertad. La duración
de dicha medida será de cinco a diez años, si alguno de los delitos fuera grave, y de uno a cinco años, si se trata de
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uno o más delitos menos graves. En este último caso, cuando se trate de un solo delito cometido por un delincuente
primario, el Tribunal podrá imponer o no la medida de libertad vigilada en atención a la menor peligrosidad del autor.

2. [...]
3. El Juez o Tribunal podrá imponer razonadamente, además, la pena de inhabilitación especial para el ejercicio

de los derechos de la patria potestad, tutela, curatela, guarda, empleo o cargo público o ejercicio de la profesión u
oficio, por el tiempo de seis meses a seis años, o bien la privación de la patria potestad.»

Quincuagésimo tercero.

En el artículo 197 se introduce un nuevo apartado 3, pasando los actuales apartados 3, 4, 5 y 6 a ser los apartados
4, 5, 6 y 7, y se añade un apartado 8, con la siguiente redacción:

«3. El que por cualquier medio o procedimiento y vulnerando las medidas de seguridad establecidas para
impedirlo, acceda sin autorización a datos o programas informáticos contenidos en un sistema informático o en parte
del mismo o se mantenga dentro del mismo en contra de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo,
será castigado con pena de prisión de seis meses a dos años.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. Atendidas las reglas
establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras
b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

[…]
8. Si los hechos descritos en los apartados anteriores se cometiesen en el seno de una organización o grupo

criminales, se aplicarán respectivamente las penas superiores en grado.»

Quincuagésimo cuarto.

Se modifica el apartado 3 del artículo 201, que tendrá la siguiente redacción:

«3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo
dispuesto en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130.»

Quincuagésimo quinto.

Se modifica el apartado 3 del artículo 215, que tendrá la siguiente redacción:

«3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo
dispuesto en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130 de este Código.»

Quincuagésimo sexto.

Se modifica el artículo 234, quedando redactado como sigue: 

«El que, con ánimo de lucro, tomare las cosas muebles ajenas sin la voluntad de su dueño será castigado, como
reo de hurto, con la pena de prisión de seis a dieciocho meses si la cuantía de lo sustraído excede de 400 euros.

Con la misma pena se castigará al que en el plazo de un año realice tres veces la acción descrita en el apartado
1 del artículo 623 de este Código, siempre que el montante acumulado de las infracciones sea superior al mínimo de
la referida figura del delito.»

Quincuagésimo séptimo.

Se modifica el artículo 235, que queda redactado como sigue:

«El hurto será castigado con la pena de prisión de uno a tres años:

1.º Cuando se sustraigan cosas de valor artístico, histórico, cultural o científico.
2.º Cuando se trate de cosas de primera necesidad o destinadas a un servicio público, siempre que la sustracción

ocasionare un grave quebranto a éste o una situación de desabastecimiento.
3.º Cuando revista especial gravedad, atendiendo al valor de los efectos sustraídos, o se produjeren perjuicios

de especial consideración.
4.º Cuando ponga a la víctima o a su familia en grave situación económica o se haya realizado abusando de las

circunstancias personales de la víctima.
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5.º Cuando se utilice a menores de catorce años para la comisión del delito.»

Quincuagésimo octavo.

Se modifica el artículo 239, quedando redactado como sigue:

«Se considerarán llaves falsas:

1. Las ganzúas u otros instrumentos análogos.
2. Las llaves legítimas perdidas por el propietario u obtenidas por un medio que constituya infracción penal.
3. Cualesquiera otras que no sean las destinadas por el propietario para abrir la cerradura violentada por el reo.

A los efectos del presente artículo, se consideran llaves las tarjetas, magnéticas o perforadas, los mandos o
instrumentos de apertura a distancia y cualquier otro instrumento tecnológico de eficacia similar.»

Quincuagésimo noveno.

Se modifica el artículo 242, quedando redactado como sigue:

«1. El culpable de robo con violencia o intimidación en las personas será castigado con la pena de prisión de
dos a cinco años, sin perjuicio de la que pudiera corresponder a los actos de violencia física que realizase.

2. Cuando el robo se cometa en casa habitada o en cualquiera de sus dependencias, se impondrá la pena de
prisión de tres años y seis meses a cinco años.

3. Las penas señaladas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando el delincuente
hiciere uso de armas u otros medios igualmente peligrosos, sea al cometer el delito o para proteger la huida, y cuando
atacare a los que acudiesen en auxilio de la víctima o a los que le persiguieren. 

4. En atención a la menor entidad de la violencia o intimidación ejercidas y valorando además las restantes
circunstancias del hecho, podrá imponerse la pena inferior en grado a la prevista en los apartados anteriores.»

Sexagésimo.

Se modifica el apartado 1 del artículo 245, quedando redactado como sigue:

«1. Al que con violencia o intimidación en las personas ocupare una cosa inmueble o usurpare un derecho real
inmobiliario de pertenencia ajena, se le impondrá, además de las penas en que incurriere por las violencias ejercidas,
la pena de prisión de uno a dos años, que se fijará teniendo en cuenta la utilidad obtenida y el daño causado.»

Sexagésimo primero.

Se modifica el artículo 248, que queda redactado como sigue: 

«1. Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante para producir error en otro,
induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno.

2. También se consideran reos de estafa:

a) Los que, con ánimo de lucro y valiéndose de alguna manipulación informática o artificio semejante, consigan
una transferencia no consentida de cualquier activo patrimonial en perjuicio de otro.

b) Los que fabricaren, introdujeren, poseyeren o facilitaren programas informáticos específicamente destinados
a la comisión de las estafas previstas en este artículo.

c) Los que utilizando tarjetas de crédito o débito, o cheques de viaje, o los datos obrantes en cualquiera de ellos,
realicen operaciones de cualquier clase en perjuicio de su titular o de un tercero.»

Sexagésimo segundo.

Se modifica el artículo 250, que queda redactado de la siguiente forma:

«1. El delito de estafa será castigado con las penas de prisión de un año a seis años y multa de seis a doce meses,
cuando:

1.º Recaiga sobre cosas de primera necesidad, viviendas u otros bienes de reconocida utilidad social.
2.º Se perpetre abusando de firma de otro, o sustrayendo, ocultando o inutilizando, en todo o en parte, algún
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proceso, expediente, protocolo o documento público u oficial de cualquier clase.
3.º Recaiga sobre bienes que integren el patrimonio artístico, histórico, cultural o científico.
4.º Revista especial gravedad, atendiendo a la entidad del perjuicio y a la situación económica en que deje a

la víctima o a su familia.
5.º Cuando el valor de la defraudación supere los 50.000 euros.
6.º Se cometa abuso de las relaciones personales existentes entre víctima y defraudador, o aproveche éste su

credibilidad empresarial o profesional.
7.º Se cometa estafa procesal. Incurren en la misma los que, en un procedimiento judicial de cualquier clase,

manipularen las pruebas en que pretendieran fundar sus alegaciones o emplearen otro fraude procesal análogo,
provocando error en el Juez o Tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos
de la otra parte o de un tercero.

2. Si concurrieran las circunstancias 4ª, 5ª o 6ª con la 1ª del número anterior, se impondrán las penas de prisión
de cuatro a ocho años y multa de doce a veinticuatro meses.»

Sexagésimo tercero.

Se añade el artículo 251 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en esta Sección, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa del triple al quíntuple de la cantidad defraudada, si el delito cometido por la persona física tiene
prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Sexagésimo cuarto.

El apartado 3 del artículo 257 pasa a ser apartado 5, y se añaden dos nuevos apartados 3 y 4 a dicho artículo, que
quedan redactados como sigue:

«3. En el caso de que la deuda u obligación que se trate de eludir sea de Derecho público y la acreedora sea
una persona jurídico pública, la pena a imponer será de uno a seis años y multa de doce a veinticuatro meses.

4. Las penas previstas en el presente artículo se impondrán en su mitad superior en los supuestos previstos en
los ordinales 1.º, 4.º y 5.º del apartado primero del artículo 250.»

Sexagésimo quinto.

Se añade el artículo 261 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de
más de cinco años.

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más
de dos años no incluida en el inciso anterior.

c) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Sexagésimo sexto.

El actual contenido del artículo 263 pasa a ser el apartado 1 de dicho artículo y se añade un apartado 2, que queda
redactado como sigue:

«2. Será castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa de doce a veinticuatro meses el que causare
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daños expresados en el apartado anterior, si concurriere alguno de los supuestos siguientes:

1.º Que se realicen para impedir el libre ejercicio de la autoridad o como consecuencia de acciones ejecutadas
en el ejercicio de sus funciones, bien se cometiere el delito contra funcionarios públicos, bien contra particulares que,
como testigos o de cualquier otra manera, hayan contribuido o puedan contribuir a la ejecución o aplicación de las
Leyes o disposiciones generales.

2.º Que se cause por cualquier medio, infección o contagio de ganado.
3.º Que se empleen sustancias venenosas o corrosivas.
4.º Que afecten a bienes de dominio o uso público o comunal.
5.º Que arruinen al perjudicado o se le coloque en grave situación económica.»

Sexagésimo séptimo.

Se modifica el artículo 264, que queda redactado como sigue: 

«1. El que por cualquier medio, sin autorización y de manera grave borrase, dañase, deteriorase, alterase,
suprimiese, o hiciese inaccesibles datos, programas informáticos o documentos electrónicos ajenos, cuando el
resultado producido fuera grave, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.

2. El que por cualquier medio, sin estar autorizado y de manera grave obstaculizara o interrumpiera el
funcionamiento de un sistema informático ajeno, introduciendo, transmitiendo, dañando, borrando, deteriorando,
alterando, suprimiendo o haciendo inaccesibles datos informáticos, cuando el resultado producido fuera grave, será
castigado, con la pena de prisión de seis meses a tres años.

3. Se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente señaladas en los dos apartados anteriores
y, en todo caso, la pena de multa del tanto al décuplo del perjuicio ocasionado, cuando en las conductas descritas
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Se hubiese cometido en el marco de una organización criminal.
2.º Haya ocasionado daños de especial gravedad o afectado a los intereses generales.

4. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
comprendidos en este artículo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa del doble al cuádruple del perjuicio causado, si el delito cometido por la persona física tiene prevista
una pena de prisión de más de dos años.

b) Multa del doble al triple del perjuicio causado, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Sexagésimo octavo.

Se modifica el párrafo tercero del artículo 267, que tendrá la siguiente redacción:

«En estos casos, el perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso,  extingue la acción penal sin
perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130 de este Código.»

Sexagésimo noveno.

Se añade un párrafo segundo al apartado 1 del artículo 270, que tendrá la siguiente redacción:

«No obstante, en los casos de distribución al por menor, atendidas las características del culpable y la reducida
cuantía del beneficio económico, siempre que no concurra ninguna de las circunstancias del artículo siguiente, el Juez
podrá imponer la pena de multa de tres a seis meses o trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a sesenta
días. En los mismos supuestos, cuando el beneficio no exceda de 400 euros, se castigará el hecho como falta del
artículo 623.5.»

Septuagésimo.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 274, que quedan redactados como sigue:

«1. Será castigado con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de doce a veinticuatro meses el
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que, con fines industriales o comerciales, sin consentimiento del titular de un derecho de propiedad industrial
registrado conforme a la legislación de marcas y con conocimiento del registro, reproduzca, imite, modifique o de
cualquier otro modo usurpe un signo distintivo idéntico o confundible con aquel, para distinguir los mismos o
similares productos, servicios, actividades o establecimientos para los que el derecho de propiedad industrial se
encuentre registrado. Igualmente, incurrirán en la misma pena los que importen estos productos.

2. Las mismas penas se impondrán al que, a sabiendas, posea para su comercialización o ponga en el comercio,
productos o servicios con signos distintivos que, de acuerdo con el apartado 1 de este artículo, suponen una infracción
de los derechos exclusivos del titular de los mismos, aun cuando se trate de productos importados.

No obstante, en los casos de distribución al por menor, atendidas las características del culpable y la reducida
cuantía del beneficio económico, siempre que no concurra ninguna de las circunstancias del artículo 276, el Juez
podrá imponer la pena de multa de tres a seis meses o trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a sesenta
días. En los mismos supuestos, cuando el beneficio no exceda de 400 euros, se castigará el hecho como falta del
artículo 623.5.»

Septuagésimo primero.

Se añade el artículo 282 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«Los que, como administradores de hecho o de derecho de una sociedad emisora de valores negociados en los
mercados de valores, falsearan la información económico-financiera contenida en los folletos de emisión de
cualesquiera instrumentos financieros o las informaciones que la sociedad debe publicar y difundir conforme a la
legislación del mercado de valores sobre sus recursos, actividades y negocios presentes y futuros, con el propósito
de captar inversores o depositantes, colocar cualquier tipo de activo financiero,  u obtener financiación por cualquier
medio, serán castigados con la pena de prisión de uno a cuatro años, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 308
de este Código.

En el supuesto de que se llegue a obtener la inversión, el depósito, la colocación del activo o la financiación,
con perjuicio para el inversor, depositante, adquiriente de los activos financieros o acreedor, se impondrá la pena en
la mitad superior. Si el perjuicio causado fuera de notoria gravedad, la pena a imponer será de uno a seis años de
prisión y multa de seis a doce meses.»

Septuagésimo segundo.

Se modifica el artículo 284, que queda redactado como sigue:

«Se impondrá la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de doce a veinticuatro meses a los que:

1.º Empleando violencia, amenaza o engaño, intentaren alterar los precios que hubieren de resultar de la libre
concurrencia de productos, mercancías, títulos valores o instrumentos financieros, servicios o cualesquiera otras cosas
muebles o inmuebles que sean objeto de contratación, sin perjuicio de la pena que pudiere corresponderles por otros
delitos cometidos.

2.º Difundieren noticias o rumores, por sí o a través de un medio de comunicación, sobre personas o empresas
en que a sabiendas se ofrecieren datos económicos total o parcialmente falsos con el fin de alterar o preservar el
precio de cotización de un valor o instrumento financiero, obteniendo para sí o para tercero un beneficio económico
superior a los 300.000 euros o causando un perjuicio de idéntica cantidad.

3.º Utilizando información privilegiada, realizaren transacciones o dieren órdenes de operación susceptibles
de proporcionar indicios engañosos sobre la oferta, la demanda o el precio de valores o instrumentos financieros, o
se aseguraren utilizando la misma información, por sí o en concierto con otros, una posición dominante en el mercado
de dichos valores o instrumentos con la finalidad de fijar sus precios en niveles anormales o artificiales.

En todo caso se impondrá la pena de inhabilitación de uno a dos años para intervenir en el mercado financiero
como actor, agente o mediador o informador.»

Septuagésimo tercero.

La Sección 4.ª del Capítulo XI del Título XIII del Libro II pasa a ser la Sección 5.ª del mismo Capítulo, Título y
Libro, y se introduce una Sección 4.ª con la siguiente rúbrica:

«Sección 4.ª De la corrupción entre particulares».

Septuagésimo cuarto.
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Se integra como artículo único de la Sección 4.ª del Capítulo XI del Título XIII del Libro II el artículo 286 bis, que
queda redactado como sigue:

«1. Quien por sí o por persona interpuesta prometa, ofrezca o conceda a directivos, administradores, empleados
o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, asociación, fundación u organización un beneficio o
ventaja de cualquier naturaleza no justificados para que le favorezca a él o a un tercero frente a otros, incumpliendo
sus obligaciones en la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios profesionales, será
castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años, inhabilitación especial para el ejercicio de industria o
comercio por tiempo de uno a seis años y multa del tanto al triplo del valor del beneficio o ventaja.

2. Con las mismas penas será castigado el directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa
mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación u organización que, por sí o por persona interpuesta, reciba,
solicite o acepte un beneficio o ventaja de cualquier naturaleza no justificados con el fin de favorecer frente a terceros
a quien le otorga o del que espera el beneficio o ventaja, incumpliendo sus obligaciones en la adquisición o venta
de mercancías o en la contratación de servicios profesionales.

3. Los jueces y tribunales, en atención a la cuantía del beneficio o al valor de la ventaja, y la trascendencia de
las funciones del culpable, podrán imponer la pena inferior en grado y reducir la de multa a su prudente arbitrio.

4. Lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respectivos casos, a los directivos, administradores,
empleados o colaboradores de una entidad deportiva, cualquiera que sea la forma jurídica de ésta, así como a los
deportistas, árbitros o jueces, respecto de aquellas conductas que tengan por finalidad predeterminar o alterar de
manera deliberada y fraudulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales.»

Septuagésimo quinto.

Se modifica el artículo 287, que queda redactado como sigue:

«1. Para proceder por los delitos previstos en la Sección 3ª de este Capítulo, excepto los previstos en los
artículos 284 y 285, será necesaria denuncia de la persona agraviada o de sus representantes legales. Cuando aquella
sea menor de edad, incapaz o una persona desvalida, también podrá denunciar el Ministerio Fiscal.

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior cuando la comisión del delito afecte a los intereses
generales o a una pluralidad de personas.»

Septuagésimo sexto.

Se modifica el artículo 288, que queda redactado como sigue:

«En los supuestos previstos en los artículos anteriores se dispondrá la publicación de la sentencia en los
periódicos oficiales y, si lo solicitara el perjudicado, el Juez o Tribunal podrá ordenar su reproducción total o parcial
en cualquier otro medio informativo, a costa del condenado.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este Capítulo, se le impondrán  las siguientes penas: 

1. En el caso de los delitos previstos en los artículos 270, 271, 273, 274, 275, 276, 283, 285 y 286: 

a) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido o favorecido, si el delito cometido por la persona física
tiene prevista una pena de prisión de más de dos años. 

b) Multa del doble al triple del beneficio obtenido o favorecido, en el resto de los  casos. 

En el caso de los delitos previstos en los artículos 277, 278, 279, 280, 281, 282, 282 bis y 286 bis: 

a) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos
años de privación de libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.

2. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Septuagésimo séptimo.

Se modifica la rúbrica del Capítulo XIV, del Título XIII, del Libro II, que queda redactada de la siguiente forma:

«CAPÍTULO XIV
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De la receptación y el blanqueo de capitales»

Septuagésimo octavo.

Se modifica el apartado 1 del artículo 301, que queda redactado como sigue:

«1. El que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en una
actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o
encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las
consecuencias legales de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y multa del tanto
al triplo del valor de los bienes. En estos casos, los jueces o tribunales, atendiendo a la gravedad del hecho y a las
circunstancias personales del delincuente, podrán imponer también a éste la pena de inhabilitación especial para el
ejercicio de su profesión o industria por tiempo de uno a tres años, y acordar la medida de clausura temporal o
definitiva del establecimiento o local. Si la clausura fuese temporal, su duración no podrá exceder de cinco años.

La pena se impondrá en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos
relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas descritos en los artículos 368
a 372 de este Código. En estos supuestos se aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 374 de este Código.

También se impondrá la pena en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos
comprendidos en los Capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del Título XIX o en alguno de los delitos del Capítulo I del
Título XVI.»

Septuagésimo noveno.

Se modifica el apartado 2 del artículo 302, que queda redactado como sigue:

«2. En tales casos, cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis sea responsable una persona
jurídica, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de
más de cinco años.

b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Octogésimo.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1 y se añade un apartado 5 al artículo 305, que quedan redactados como
sigue:

«1. El que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral o local, eludiendo
el pago de tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener o ingresos a cuenta de retribuciones en
especie obteniendo indebidamente devoluciones o disfrutando beneficios fiscales de la misma forma, siempre que
la cuantía de la cuota defraudada, el importe no ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones
o beneficios fiscales indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de ciento veinte mil euros, será castigado con
la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.

[…]
5. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de la pena de multa y la

responsabilidad civil, que comprenderá el importe de la deuda tributaria que la Administración Tributaria no haya
podido liquidar por prescripción u otra causa legal en los términos previstos en la Ley General Tributaria, incluidos
sus intereses de demora, los jueces y tribunales recabarán el auxilio de los servicios de la Administración Tributaria
que las exigirá por el procedimiento administrativo de apremio en los términos establecidos en la citada ley.»

Octogésimo primero.

Se modifica el artículo 306, que queda redactado como sigue:

«El que por acción u omisión defraude a los presupuestos generales de la Unión Europea u otros administrados
por ésta, en cuantía superior a cincuenta mil euros, eludiendo el pago de cantidades que se deban ingresar, o dando
a los fondos obtenidos una aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados, será castigado con la pena de
prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.»
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Octogésimo segundo.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1 del artículo 307, que queda redactado como sigue:

«1. El que, por acción u omisión, defraude a la Seguridad Social eludiendo el pago de las cuotas de ésta y
conceptos de recaudación conjunta, obteniendo indebidamente devoluciones de las mismas o disfrutando de
deducciones por cualquier concepto asimismo de forma indebida, siempre que la cuantía de las cuotas defraudadas
o de las devoluciones o deducciones indebidas exceda de ciento veinte mil euros será castigado con la pena de prisión
de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.

[…]»

Octogésimo tercero.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 308, que quedan redactados como sigue:

«1. El que obtenga subvenciones, desgravaciones o ayudas de las Administraciones públicas de más de ciento
veinte mil euros falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido,
será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de su importe.

Para la determinación de la cantidad defraudada se estará al año natural y deberá tratarse de subvenciones
obtenidas para el fomento de la misma actividad privada subvencionable, aunque procedan de distintas
Administraciones o entidades públicas.

2. Las mismas penas se impondrán al que, en el desarrollo de una actividad subvencionada con fondos de las
Administraciones públicas cuyo importe supere los ciento veinte mil euros, incumpla las condiciones establecidas
alterando sustancialmente los fines para los que la subvención fue concedida.»

Octogésimo cuarto.

Se modifica el artículo 309, que queda redactado como sigue:

«El que obtenga indebidamente fondos de los presupuestos generales de la Unión Europea u otros
administrados por ésta, en cuantía superior a cincuenta mil euros, falseando las condiciones requeridas para su
concesión u ocultando las que la hubieran impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y
multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.»

Octogésimo quinto.

Se añade el artículo 310 bis, que tendrá la siguiente redacción:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este Título, se le impondrán  las siguientes penas: 

a) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, si el delito cometido por
la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años. 

b) Multa de seis meses a un año, en los supuestos recogidos en el artículo 310. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Octogésimo sexto.

Se modifica el artículo 313, que queda redactado como sigue:

«El que determinare o favoreciere la emigración de alguna persona a otro país simulando contrato o colocación,
o usando de otro engaño semejante, será castigado con la pena prevista en el artículo anterior.»

Octogésimo séptimo.

Se suprime el apartado 2, se renumeran los apartados 3, 4, 5 y 6, que pasan a ser 2, 3, 4 y 5, y se modifican los
resultantes apartados 2 y 4 del artículo 318 bis, que quedan redactados como sigue:

«2. Los que realicen las conductas descritas en el apartado anterior con ánimo de lucro o empleando violencia,
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intimidación, engaño, o abusando de una situación de superioridad o de especial vulnerabilidad de la víctima, o
poniendo en peligro la vida, la salud o la integridad de las personas, serán castigados con las penas en su mitad
superior. Si la víctima fuera menor de edad o incapaz, serán castigados con las penas superiores en grado a las
previstas en el apartado anterior.

4. Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en los apartados 1 a 3 de este artículo, en sus
respectivos casos, e inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la condena,
cuando el culpable perteneciera a una organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicase a
la realización de tales actividades.

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o asociaciones, se les
aplicará la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior en grado.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este Título, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años, o la del triple al quíntuple del beneficio
obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Octogésimo octavo.

Se modifica la rúbrica del Título XVI del Libro II, que tendrá la siguiente redacción:

«TÍTULO XVI

De los delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el medio
ambiente»

Octogésimo noveno.

Se modifica la rúbrica del Capítulo I del Título XVI del Libro II, que tendrá la siguiente redacción:

«CAPÍTULO I

De los delitos sobre la ordenación del territorio y el urbanismo»

Nonagésimo.

Se modifica el artículo 319, que tendrá la siguiente redacción:

«1. Se impondrán las penas de prisión de un año y seis meses a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses,
salvo que el beneficio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del
tanto al triplo del montante de dicho beneficio, e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno
a cuatro años, a los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización,
construcción o edificación no autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes de dominio público
o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, artístico, histórico o
cultural, o por los mismos motivos hayan sido considerados de especial protección.

2. Se impondrá la pena de prisión de uno a tres años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio
obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante
de dicho beneficio, e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cuatro años, a los
promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización, construcción o edificación
no autorizables en el suelo no urbanizable.

3. En cualquier caso, los jueces o tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a cargo del autor del hecho, la
demolición de la obra y la reposición a su estado originario de la realidad física alterada, sin perjuicio de las
indemnizaciones debidas a terceros de buena fe.  En todo caso se dispondrá el comiso de las ganancias provenientes
del delito cualesquiera que sean las transformaciones que hubieren podido experimentar.

4. En los supuestos previstos en este artículo, cuando fuere responsable una persona jurídica de acuerdo con
lo establecido en el artículo 31 bis de este Código se le impondrá la pena de multa de uno a tres años, salvo que el
beneficio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del doble al
cuádruple del montante de dicho beneficio.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Nonagésimo primero.



68

Se modifica el artículo 320, que tendrá la siguiente redacción:

«1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado favorablemente
instrumentos de planeamiento, proyectos de urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edificación o
la concesión de licencias contrarias a las normas de ordenación territorial o urbanística vigentes, o que con motivo
de inspecciones haya silenciado la infracción de dichas normas o que haya omitido la realización de inspecciones
de carácter obligatorio será castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este Código y, además, con la de
prisión de un año y seis meses a cuatro años y la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí mismo o como miembro
de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de la aprobación de los instrumentos de planeamiento, los
proyectos de urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edificación o la concesión de las licencias a
que se refiere el apartado anterior, a sabiendas de su injusticia.»

Nonagésimo segundo.

Se modifica el artículo 325, que queda redactado como sigue:

«Será castigado con las penas de prisión de dos a cinco años, multa de ocho a veinticuatro meses e
inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años el que, contraviniendo las leyes u otras
disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente, provoque o realice directa o indirectamente
emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones o
depósitos, en la atmósfera, el suelo, el subsuelo o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar,
con incidencia incluso en los espacios transfronterizos, así como las captaciones de aguas que puedan perjudicar
gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. Si el riesgo de grave perjuicio fuese para la salud de las personas,
la pena de prisión se impondrá en su mitad superior.»

Nonagésimo tercero.

Se modifica el artículo 327, que queda redactado como sigue:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en los dos artículos anteriores, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión
superior a cinco años.

b) Multa de uno a tres años, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el  artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Nonagésimo cuarto.

Se modifica el artículo 328, que queda redactado como sigue:

«1. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a  dos años, multa de diez a catorce meses e
inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a dos años quienes establezcan depósitos o
vertederos de desechos o residuos sólidos o líquidos que sean tóxicos o peligrosos y puedan perjudicar gravemente
el equilibrio de los sistemas naturales o la salud de las personas.

2. Con las mismas penas previstas en el apartado anterior serán castigados quienes, contraviniendo las leyes
u otras disposiciones de carácter general, lleven a cabo la explotación de instalaciones en las que se realice una
actividad peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos y que causen o puedan
causar la muerte o lesiones graves a personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, la calidad del suelo o la
calidad de las aguas, o a animales o plantas.

3. Serán castigados con la pena de prisión de uno a dos años los que en la recogida, el transporte, la
valorización, la eliminación o el aprovechamiento de residuos, incluida la omisión de los deberes de vigilancia sobre
tales procedimientos, pongan en grave peligro la vida, integridad o la salud de las personas, o la calidad del aire, del
suelo o de las aguas, o a animales o plantas.

4. El que contraviniendo las leyes u otras disposiciones de carácter general traslade una cantidad importante
de residuos, tanto en el caso de uno como en el de varios traslados que aparezcan vinculados, será castigado con la
pena de prisión de uno a dos años.

5. Cuando con ocasión de las conductas previstas en los apartados anteriores se produjera, además del riesgo
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prevenido, un resultado lesivo constitutivo de delito, cualquiera que sea su gravedad, los jueces o tribunales
apreciarán tan solo la infracción más gravemente penada, aplicando la pena en su mitad superior.

6. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este artículo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la cantidad resultante fuese
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de
libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del perjuicio causado si la cantidad resultante fuese más
elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

7. Cuando en la comisión de cualquiera de los hechos previstos en los apartados anteriores de este artículo
concurra alguna de las circunstancias recogidas en los apartados a), b), c) o d) del artículo 326 se impondrán las penas
superiores en grado a las respectivamente previstas, sin perjuicio de las que puedan corresponder con arreglo a otros
preceptos de este Código.»

Nonagésimo quinto.

Se modifica el apartado 1 del artículo 329, que queda redactado como sigue:

«1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas, hubiere informado favorablemente la concesión de
licencias manifiestamente ilegales que autoricen el funcionamiento de las industrias o actividades contaminantes a
que se refieren los artículos anteriores, o que con motivo de sus inspecciones hubiere silenciado la infracción de leyes
o disposiciones normativas de carácter general que las regulen, o que hubiere omitido la realización de inspecciones
de carácter obligatorio, será castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este Código y, además, con la
de prisión de seis meses a tres años y la de multa de ocho a veinticuatro meses.»

Nonagésimo sexto.

Se modifica el artículo 333, que queda redactado como sigue:

«El que introdujera o liberara especies de flora o fauna no autóctona, de modo que perjudique el equilibrio
biológico, contraviniendo las leyes o disposiciones de carácter general protectoras de las especies de flora o fauna,
será castigado con la pena de prisión de cuatro meses a dos años o multa de ocho a veinticuatro meses y, en todo
caso, inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años.»

Nonagésimo séptimo.

Se modifica el apartado 1 del artículo 334, que queda redactado como sigue:

«1. El que cace o pesque especies amenazadas, realice actividades que impidan o dificulten su reproducción
o migración, o destruya o altere gravemente su hábitat, contraviniendo las leyes o disposiciones de carácter general
protectoras de las especies de fauna silvestre, o comercie o trafique con ellas o con sus restos, será castigado con la
pena de prisión de cuatro meses a dos años o multa de ocho a veinticuatro meses y, en cualquier caso, la de
inhabilitación especial para profesión u oficio e inhabilitación especial para  el ejercicio del derecho de cazar o pescar
por tiempo de dos a cuatro años.»

Nonagésimo octavo.

Se modifica el artículo 336, que queda redactado como sigue:

«El que, sin estar legalmente autorizado, emplee para la caza o pesca veneno, medios explosivos u otros
instrumentos o artes de similar eficacia destructiva o no selectiva para la fauna, será castigado con la pena de prisión
de cuatro meses a dos años o multa de ocho a veinticuatro meses y, en cualquier caso, la de inhabilitación especial
para profesión u oficio e inhabilitación especial para el ejercicio del derecho a cazar o pescar por tiempo de uno a
tres años. Si el daño causado fuera de notoria importancia, se impondrá la pena de prisión antes mencionada en su
mitad superior.»
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Nonagésimo noveno.

Se modifica el artículo 337, que queda redactado como sigue: 

«El que por cualquier medio o procedimiento maltrate injustificadamente a un animal doméstico o amansado,
causándole la muerte o lesiones que menoscaben gravemente su salud, será castigado con la pena de tres meses a un
año de prisión e inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga
relación con los animales.»

Centésimo.

Se modifica el artículo 339, que queda redactado como sigue:

«Los jueces o tribunales ordenarán la adopción, a cargo del autor del hecho, de las medidas necesarias
encaminadas a restaurar el equilibrio ecológico perturbado, así como de cualquier otra medida cautelar necesaria para
la protección de los bienes tutelados en este Título.»

Centésimo primero.

Se modifica el artículo 343, que queda redactado como sigue:

«1. El que mediante el vertido, la emisión o la introducción en el aire, el suelo o las aguas de una cantidad de
materiales o de radiaciones ionizantes, o la exposición por cualquier otro medio a dichas radiaciones ponga en peligro
la vida, integridad, salud o bienes de una o varias personas, será sancionado con la pena de prisión de seis a doce años
e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de seis a diez años. La misma
pena se impondrá cuando mediante esta conducta se ponga en peligro la calidad del aire, del suelo o de las aguas o
a animales o plantas.

2. Cuando con ocasión de la conducta descrita en el apartado anterior se produjere, además del riesgo
prevenido, un resultado lesivo constitutivo de delito, cualquiera que sea su gravedad, los jueces o tribunales
apreciarán tan sólo la infracción más gravemente penada, aplicando la pena en su mitad superior.

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Centésimo segundo.

Se modifica el artículo 345, que queda redactado como sigue:

«1. El que se apodere de materiales nucleares o elementos radiactivos, aun sin ánimo de lucro, será sancionado
con la pena de prisión de uno a cinco años. La misma pena se impondrá al que sin la debida autorización posea,
trafique, facilite, trate, transforme, utilice, almacene, transporte o elimine materiales nucleares u otras sustancias
radiactivas peligrosas que causen o puedan causar la muerte o lesiones graves a personas, o daños sustanciales a la
calidad del aire, la calidad del suelo o la calidad de las aguas o a animales o plantas.  

2. Si el hecho se ejecutara empleando fuerza en las cosas, se impondrá la pena en su mitad superior.
3. Si el hecho se cometiera con violencia o intimidación en las personas, el culpable será castigado con la pena

superior en grado.
4. El que sin la debida autorización produjere tales materiales o sustancias será castigado con la pena superior

en grado.»

Centésimo tercero.

Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 348, que quedan redactados como sigue:

«1. Los que en la fabricación, manipulación, transporte, tenencia o comercialización de explosivos, sustancias
inflamables o corrosivas, tóxicas y asfixiantes, o cualesquiera otras materias, aparatos o artificios que puedan causar
estragos, contravinieran las normas de seguridad establecidas, poniendo en concreto peligro la vida, la integridad
física o la salud de las personas, o el medio ambiente, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres
años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio
por tiempo de seis a doce años. Las mismas penas se impondrán a quien, de forma ilegal, produzca, importe, exporte,
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comercialice o utilice sustancias destructoras del ozono.
3. En los supuestos recogidos en los apartados anteriores, cuando de los hechos fuera responsable una persona

jurídica de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código, se le impondrá la pena de multa de uno
a tres años, salvo que, acreditado el perjuicio producido, su importe fuera mayor, en cuyo caso la multa será del doble
al cuádruple del montante de dicho perjuicio. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Las penas establecidas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando se trate de los
directores, administradores o encargados de la sociedad, empresa, organización o explotación.»

Centésimo cuarto.

Se modifica el artículo 368, que queda redactado como sigue:

«Los que ejecuten actos de cultivo, elaboración o tráfico, o de otro modo promuevan, favorezcan o faciliten
el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines, serán
castigados con las penas de prisión de tres a seis años y multa del tanto al triplo del valor de la droga objeto del delito
si se tratare de sustancias o productos que causen grave daño a la salud, y de prisión de uno a tres años y multa del
tanto al duplo en los demás casos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los tribunales podrán imponer la pena inferior en grado a las
señaladas en atención a la escasa entidad del hecho y a las circunstancias personales del culpable. No se podrá hacer
uso de esta facultad si concurriere alguna de las circunstancias a que se hace referencia en los artículos 369 bis y
370.»

Centésimo quinto.

Se suprimen las circunstancias 2.ª y 10.ª del apartado 1, pasando las restantes 3.ª, 4.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª y 9.ª a ser las
2.ª, 3.ª, 4.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª y 8.ª, y se suprime el apartado 2 del artículo 369.

Centésimo sexto.

Se añade el artículo 369 bis con el siguiente contenido:

«Cuando los hechos descritos en el artículo 368 se hayan realizado por quienes pertenecieren a una
organización delictiva, se impondrán las penas de prisión de nueve a doce años y multa del tanto al cuádruplo del
valor de la droga si se tratara de sustancias y productos que causen grave daño a la salud y de prisión de cuatro años
y seis meses a diez años y la misma multa en los demás casos.

A los jefes, encargados o administradores de la organización se les impondrán las penas superiores en grado
a las señaladas en el párrafo primero.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en los dos artículos anteriores, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.  

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no
incluida en el anterior inciso. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Centésimo séptimo.

Se modifica el ordinal 2.º y el párrafo segundo del ordinal 3.º del artículo 370, que quedan redactados como
sigue:

«2.º Se trate de los jefes, administradores o encargados de las organizaciones a que se refiere la circunstancia
2.ª del apartado 1 del artículo 369.

3.º [...]
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Se consideran de extrema gravedad los casos en que la cantidad de las sustancias a que se refiere el artículo
368 excediere notablemente de la considerada como de notoria importancia, o se hayan utilizado buques,
embarcaciones o aeronaves como medio de transporte específico, o se hayan llevado a cabo las conductas indicadas
simulando operaciones de comercio internacional entre empresas, o se trate de redes internacionales dedicadas a este
tipo de actividades, o cuando concurrieren tres o más de las circunstancias previstas en el artículo 369.1.

[…]»

Centésimo octavo.

Se modifica el artículo 379, que tendrá la siguiente redacción:

«1. El que condujere un vehículo de motor o un ciclomotor a velocidad superior en sesenta kilómetros por hora
en vía urbana o en ochenta kilómetros por hora en vía interurbana a la permitida reglamentariamente, será castigado
con la pena de prisión de tres a seis meses o con la de multa de seis a doce meses o con la de trabajos en beneficio
de la comunidad de treinta y uno a noventa días, y, en cualquier caso, con la de privación del derecho a conducir
vehículos a motor y ciclomotores por tiempo superior a uno y hasta cuatro años.

2. Con las mismas penas será castigado el que condujere un vehículo de motor o ciclomotor bajo la influencia
de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o de bebidas alcohólicas. En todo caso será condenado
con dichas penas el que condujere con una tasa de alcohol en aire espirado superior a 0,60 miligramos por litro o con
una tasa de alcohol en sangre superior a 1,2 gramos por litro.»

Centésimo noveno.

Se suprime el apartado 3 del artículo 381.

Centésimo décimo.

Se modifica el artículo 384, que queda redactado como sigue:

«El que condujere un vehículo de motor o ciclomotor en los casos de pérdida de vigencia del permiso o licencia
por pérdida total de los puntos asignados legalmente, será castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o con
la de multa de doce a veinticuatro meses o con la de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a noventa
días.

La misma pena se impondrá al que realizare la conducción tras haber sido privado cautelar o definitivamente
del permiso o licencia por decisión judicial y al que condujere un vehículo de motor o ciclomotor sin haber obtenido
nunca permiso o licencia de conducción.»

Centésimo undécimo.

Se añade un nuevo artículo 385 bis, que queda redactado como sigue:

«El vehículo a motor o ciclomotor utilizado en los hechos previstos en este Capítulo se considerará instrumento
del delito a los efectos de los artículos 127 y 128.»

Centésimo duodécimo.

Se añade un nuevo artículo 385 ter, con la siguiente redacción:

«En los delitos previstos en los artículos 379, 383, 384 y 385, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia,
podrá rebajar en un grado la pena de prisión en atención a la menor entidad del riesgo causado y a las demás
circunstancias del hecho.»

Centésimo decimotercero.

Se modifica el artículo 387, que queda redactado como sigue:

«A los efectos del artículo anterior, se entiende por moneda la metálica y el papel moneda de curso legal. Se
equipararán a la moneda nacional las de otros países de la Unión Europea y las extranjeras.»

Centésimo decimocuarto.
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Se modifica el artículo 392, que queda redactado como sigue:

«1. El particular que cometiere en documento público, oficial o mercantil, alguna de las falsedades descritas
en los tres primeros números del apartado 1 del artículo 390, será castigado con las penas de prisión de seis meses
a tres años y multa de seis a doce meses.

2. Las mismas penas se impondrán al que, sin haber intervenido en la falsificación, traficare de cualquier modo
con un  documento de identidad falso. Se impondrá la pena de prisión de seis meses a un año y multa de tres a seis
meses al que hiciere uso, a sabiendas, de un documento de identidad falso.

Esta disposición es aplicable aun cuando el documento de identidad falso aparezca como perteneciente a otro
Estado de la Unión Europea o a un tercer Estado o haya sido falsificado o adquirido en otro Estado de la Unión
Europea o en un tercer Estado si es utilizado o se trafica con él en España.»

Centésimo decimoquinto.

Se modifica el artículo 399, que queda redactado como sigue:

«1. El particular que falsificare una certificación de las designadas en los artículos anteriores será castigado
con la pena de multa de tres a seis meses.

2. La misma pena se impondrá al que hiciere uso, a sabiendas, de la certificación, así como al que, sin haber
intervenido en su falsificación, traficare con ella de cualquier modo.

3. Esta disposición es aplicable aun cuando el certificado aparezca como perteneciente a otro Estado de la
Unión Europea o a un tercer Estado o haya sido falsificado o adquirido en otro Estado de la Unión Europea o en un
tercer Estado si es utilizado en España.»

Centésimo decimosexto.

Se añade la Sección 4.ª  del Capítulo II del Título XVIII del Libro II, que comprenderá el artículo 399 bis y tendrá
la siguiente rúbrica:

«De la falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje»

Centésimo decimoséptimo.

Se añade el artículo 399 bis, que queda redactado como sigue:

«1. El que altere, copie, reproduzca o de cualquier otro modo falsifique tarjetas de crédito o débito o cheques
de viaje, será castigado con la pena de prisión de cuatro a ocho años. Se impondrá la pena en su mitad superior
cuando los efectos falsificados afecten a una generalidad de personas o cuando los hechos se cometan en el marco
de una organización criminal dedicada a estas actividades. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los
anteriores delitos, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

2. La tenencia de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje falsificados  destinados a la distribución o
tráfico será castigada con la pena señalada a la falsificación.

3. El que sin haber intervenido en la falsificación usare, en perjuicio de otro y a sabiendas de la falsedad,
tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje falsificados será castigado con la pena de prisión de dos a cinco años.»

Centésimo decimoctavo.

Se añade el artículo 400 bis, que tendrá la siguiente redacción: 

«En los supuestos descritos en los artículos 392, 393, 394, 396 y 399  de este Código también se entenderá por
uso de documento, despacho, certificación o documento de identidad falsos el uso de los correspondientes
documentos, despachos, certificaciones o documentos de identidad auténticos realizado por quien no esté legitimado
para ello.»

La adición de este artículo implica que la rúbrica del correspondiente Capítulo III, en que se integra, pase a ser
«Disposiciones generales». 

Centésimo decimonoveno.
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Se modifica el artículo 419, que tendrá la siguiente redacción:

«La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por
persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar
en el ejercicio de su cargo un acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar
injustificadamente el que debiera practicar, incurrirá en la pena de prisión de tres a seis años, multa de doce a
veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a doce años, sin
perjuicio de la pena correspondiente al acto realizado, omitido o retrasado en razón de la retribución o promesa, si
fuera constitutivo de delito.»

Centésimo vigésimo.

Se modifica el artículo 420, que tendrá la siguiente redacción:

«La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por
persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar
un acto propio de su cargo, incurrirá en la pena de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses
e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a siete años.»

Centésimo vigésimo primero.

Se modifica el artículo 421, que tendrá la siguiente redacción:

«Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán también cuando la dádiva, favor o retribución
se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario público, en sus respectivos casos, como recompensa por la
conducta descrita en dichos artículos.»

Centésimo vigésimo segundo.

Se modifica el artículo 422, que tendrá la siguiente redacción:

«La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, admitiera, por sí o por persona
interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a su cargo o función, incurrirá en la pena de
prisión de seis meses a un año y suspensión de empleo y cargo público de uno a tres años.»

Centésimo vigésimo tercero.

Se modifica el artículo 423, que tendrá la siguiente redacción:

«Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable a los jurados, árbitros, peritos,
administradores o interventores designados judicialmente, o a cualesquiera personas que participen en el ejercicio
de la función pública.»

Centésimo vigésimo cuarto.

Se modifica el artículo 424, que tendrá la siguiente redacción:

«1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a una autoridad,
funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública para que realice un acto contrario
a los deberes inherentes a su cargo o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar,
o en consideración a su cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas de prisión
y multa que la autoridad, funcionario o persona corrompida.

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la autoridad, funcionario
público o persona que participe en el ejercicio de la función pública, se le impondrán las mismas penas de prisión
y multa que a ellos les correspondan.

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere relación con un procedimiento
de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá
al particular y, en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para
obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector
público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de tres a siete años.»
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Centésimo vigésimo quinto.

Se modifica el artículo 425, que tendrá la siguiente redacción:

«Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte de su cónyuge u otra persona a la que
se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano
por naturaleza, por adopción o afines en los mismos grados, se impondrá al sobornador la pena de prisión de seis
meses a un año.»

Centésimo vigésimo sexto.

Se modifica el artículo 426, que tendrá la siguiente redacción:

«Quedará exento de pena por el delito de cohecho el particular que, habiendo accedido ocasionalmente a la
solicitud de dádiva u otra retribución realizada por autoridad o funcionario público, denunciare el hecho a la
autoridad que tenga el deber de proceder a su averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre que no
haya transcurrido más de dos meses desde la fecha de los hechos.»

Centésimo vigésimo séptimo.

Se modifica el artículo 427, que tendrá la siguiente redacción:

«1. Lo dispuesto en los artículos precedentes será también aplicable cuando los hechos sean imputados o
afecten a los funcionarios de la Unión Europea o a los funcionarios nacionales de otro Estado miembro de la Unión.

A estos efectos se entenderá que es funcionario de la Unión Europea:

1.º toda persona que tenga la condición de funcionario o de agente contratado en el sentido del Estatuto de los
funcionarios de las Comunidades Europeas o del Régimen aplicable a otros agentes de la Unión Europea; 

2.º toda persona puesta a disposición de la Unión Europea por los Estados miembros o por cualquier organismo
público o privado que ejerza en ellas funciones equivalentes a las que ejercen los funcionarios u otros agentes de la
Unión Europea;

3.º los miembros de organismos creados de conformidad con los Tratados constitutivos de las Comunidades
Europeas, así como el personal de dichos organismos, en la medida en que el Estatuto de los funcionarios de las
Comunidades Europeas o el Régimen aplicable a otros agentes de la Unión Europea no les sea aplicable.

Asimismo, se entenderá por funcionario nacional de otro Estado miembro de la Unión el que tenga esta
condición a los fines de la aplicación del Derecho penal de dicho Estado miembro.

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos
recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.  

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de
libertad no incluida en el anterior inciso. 

c) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese
más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33».

Centésimo vigésimo octavo.

Se modifica el artículo 428, que queda redactado como sigue: 

«El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del
ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con
éste o con otro funcionario o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente
un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de prisión de seis meses a dos años, multa
del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido e inhabilitación especial para empleo o cargo público por
tiempo de tres a seis años. Si obtuviere el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.»
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Centésimo vigésimo noveno.

Se modifica el artículo 429, que queda redactado como sigue:

«El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada
de su relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le
pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas
de prisión de seis meses a dos años y multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido. Si obtuviere el
beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.»

Centésimo trigésimo.

Se modifica el párrafo segundo y se añade un párrafo tercero al artículo 430, que quedan redactados como sigue:

«Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una persona jurídica sea responsable
de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33».

Centésimo trigésimo primero.

Se modifica el artículo 436, que queda redactado como sigue: 

«La autoridad o funcionario público que, interviniendo por razón de su cargo en cualesquiera de los actos de
las modalidades de contratación pública o en liquidaciones de efectos o haberes públicos, se concertara con los
interesados o usase de cualquier otro artificio para defraudar a cualquier ente público, incurrirá en las penas de
prisión de uno a tres años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a diez años. Al
particular que se haya concertado con la autoridad o funcionario público se le impondrá la misma pena de prisión
que a éstos, así como la de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes,
organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la
Seguridad Social por un tiempo de dos a cinco años.»

Centésimo trigésimo segundo.

Se modifica el artículo 439, que queda redactado como sigue: 

«La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo en cualquier clase de
contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma
de participación, directa o por persona interpuesta, en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión
de seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público
por tiempo de uno a cuatro años.»

Centésimo trigésimo tercero.

Se modifica el artículo 445, que tendrá la siguiente redacción:

«1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio indebido, pecuniario o de
otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por persona interpuesta, a los funcionarios públicos
extranjeros o de organizaciones internacionales, en beneficio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes
al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para
conseguir o conservar un contrato u otro beneficio irregular en la realización de actividades económicas
internacionales, serán castigados con las penas de prisión de dos a seis años y multa de doce a veinticuatro meses,
salvo que el beneficio obtenido fuese superior a la cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al duplo
del montante de dicho beneficio.

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pena de prohibición de contratar con el sector
público, así como la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de
beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en transacciones comerciales
de trascendencia pública por un periodo de siete a doce años.

Las penas previstas en los párrafos anteriores se impondrán en su mitad superior si el objeto del negocio versara
sobre bienes o servicios humanitarios o cualesquiera otros de primera necesidad.

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una persona jurídica sea
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responsable de este delito, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años, o la del triple al quíntuple del
beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

3. A los efectos de este artículo se entiende por funcionario público extranjero:

a) Cualquier persona que ostente un cargo legislativo, administrativo o judicial de un país extranjero, tanto por
nombramiento como por elección.

b) Cualquier persona que ejerza una función pública para un país extranjero, incluido un organismo público
o una empresa pública.

c) Cualquier funcionario o agente de una organización internacional pública.»

Centésimo trigésimo cuarto.

Se modifica la letra a) del ordinal 3.º del artículo 451, que queda redactada como sigue:

«a) Que el hecho encubierto sea constitutivo de traición, homicidio del Rey, de cualquiera de sus ascendientes
o descendientes, de la Reina consorte o del consorte de la Reina, del Regente o de algún miembro de la Regencia,
o del Príncipe heredero de la Corona, genocidio, delito de lesa humanidad, delito contra las personas y bienes
protegidos en caso de conflicto armado, rebelión, terrorismo, homicidio, piratería, trata de seres humanos o tráfico
ilegal de órganos.»

Centésimo trigésimo quinto.

Se modifica el apartado 2 del artículo 468, que queda redactado como sigue:

«2. Se impondrá en todo caso la pena de prisión de seis meses a un año a los que quebrantaren una pena de las
contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza impuesta
en procesos criminales en los que el ofendido sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2, así
como a aquellos que quebrantaren la medida de libertad vigilada.»

Centésimo trigésimo sexto.

Se suprime el ordinal 2.º del artículo 515.

Centésimo trigésimo séptimo.

Se suprime el artículo 516.

Centésimo trigésimo octavo.

Se modifica la rúbrica del Capítulo V del Título XXII del Libro II, que queda redactada como sigue:

«De la tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos»

Centésimo trigésimo noveno.

Se suprimen las rúbricas de las Secciones Primera y Segunda del Capítulo V del Título XXII del Libro II,
manteniéndose en dicho Capítulo los artículos 563 a 570 y pasando los restantes a integrar el nuevo Capítulo VII.

Centésimo cuadragésimo.

Se modifican los ordinales 1.º y 3.º del apartado 1 y el apartado 2 del artículo 566, que quedan redactados como sigue:

«1. Los que fabriquen, comercialicen o establezcan depósitos de armas o municiones no autorizados por las
leyes o la autoridad competente serán castigados:

1.º Si se trata de armas o municiones de guerra o de armas químicas o biológicas o de minas antipersonas o
municiones en racimo, con la pena de prisión de cinco a diez años los promotores y organizadores, y con la de prisión
de tres a cinco años los que hayan cooperado a su formación.
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2.º […]
3.º Con las mismas penas será castigado, en sus respectivos casos, el tráfico de armas o municiones de guerra

o de defensa, o de armas químicas o biológicas o de minas antipersonas o municiones en racimo.

2. Las penas contempladas en el punto 1.º del apartado anterior se impondrán a los que desarrollen o empleen
armas químicas o biológicas o minas antipersonas o municiones en racimo, o inicien preparativos militares para su
empleo o no las destruyan con infracción de los tratados o convenios internacionales en los que España sea parte.»

Centésimo cuadragésimo primero.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 567, que quedan redactados como sigue:

«1. Se considera depósito de armas de guerra la fabricación, la comercialización o la tenencia de cualquiera
de dichas armas, con independencia de su modelo o clase, aun cuando se hallen en piezas desmontadas. Se considera
depósito de armas químicas o biológicas o de minas antipersonas o de municiones en racimo la fabricación, la
comercialización o la tenencia de las mismas.

El depósito de armas, en su vertiente de comercialización, comprende tanto la adquisición como la enajenación.
2. Se consideran armas de guerra las determinadas como tales en las disposiciones reguladoras de la defensa

nacional. Se consideran armas químicas o biológicas, minas antipersonas o municiones en racimo las determinadas
como tales en los tratados o convenios internacionales en los que España sea parte.

Se entiende por desarrollo de armas químicas o biológicas, minas antipersonas o municiones en racimo
cualquier actividad consistente en la investigación o estudio de carácter científico o técnico encaminada a la creación
de una nueva arma química o biológica,  mina antipersona o  munición en racimo o la modificación de una
preexistente.»

Centésimo cuadragésimo segundo.

Se añade un Capítulo VI al Título XXII del Libro II, que comprenderá los artículos 570 bis, 570 ter y 570 quáter y
tendrá la siguiente rúbrica:

«De las organizaciones y grupos criminales»

Centésimo cuadragésimo tercero.

Se añade el artículo 570 bis, que queda redactado como sigue:

«1. Quienes promovieren, constituyeren, organizaren, coordinaren o dirigieren una organización criminal serán
castigados con la pena de prisión de cuatro a ocho años si aquélla tuviere por finalidad u objeto la comisión de delitos
graves, y con la pena de prisión de tres a seis años en los demás casos; y quienes participaren activamente en la
organización, formaren parte de ella o cooperaren económicamente o de cualquier otro modo con la misma serán
castigados con las penas de prisión de dos a cinco años si tuviere como fin la comisión de delitos graves, y con la
pena de prisión de uno a tres años en los demás casos.

A los efectos de este Código se entiende por organización criminal  la agrupación formada por más de dos
personas con carácter estable o por tiempo indefinido, que de manera concertada y coordinada se repartan diversas
tareas o funciones con el fin de cometer delitos, así como de llevar a cabo la perpetración reiterada de faltas.

2. Las penas previstas en el número anterior se impondrán en su mitad superior cuando la organización: 

a) esté formada por un elevado número de personas.
b) disponga de armas o instrumentos peligrosos.
c) disponga de medios tecnológicos avanzados de comunicación o transporte que por sus características resulten

especialmente aptos para facilitar la ejecución de los delitos o la impunidad de los culpables. 
Si concurrieran dos o más de dichas circunstancias se impondrán las penas superiores en grado.

3. Se impondrán en su mitad superior las penas respectivamente previstas en este artículo si los delitos fueren
contra la vida o la integridad de las personas, la libertad, la libertad e indemnidad sexuales o la trata de seres
humanos.»

Centésimo cuadragésimo cuarto.

Se añade el artículo 570  ter, que queda redactado como sigue:
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«1. Quienes constituyeren, financiaren o integraren un grupo criminal serán castigados:

a) Si la finalidad del grupo es cometer delitos de los mencionados en el apartado 3 del artículo anterior, con
la pena de dos a cuatro años de prisión si se trata de uno o más delitos graves y con la de uno a tres años de prisión
si se trata de delitos menos graves.

b) Con la pena de seis meses a dos años de prisión si la finalidad del grupo es cometer cualquier otro delito
grave.

c) Con la pena de tres meses a un año de prisión cuando se trate de cometer uno o varios delitos menos graves
no incluidos en el apartado a) o de la perpetración reiterada de faltas, debiéndose imponer en este último caso la pena
en su mitad inferior, salvo que la finalidad del grupo fuera la perpetración reiterada de la falta prevista en el número
1 del artículo 623, en cuyo caso podrá imponerse la pena en toda su extensión. 

A los efectos de este Código se entiende por grupo criminal la unión de más de dos personas que, sin reunir
alguna o algunas de las características de la organización criminal definida en el artículo anterior, tenga por finalidad
o por objeto la perpetración concertada de delitos o la comisión concertada y reiterada de faltas.

2. Las penas previstas en el número anterior se impondrán en su mitad superior cuando el grupo: 

a) esté formado por un elevado número de personas.
b) disponga de armas o instrumentos peligrosos.
c) disponga de medios tecnológicos avanzados de comunicación o transporte que por sus características resulten

especialmente aptos para facilitar la ejecución de los delitos o la impunidad de los culpables. 
Si concurrieran dos o más de dichas circunstancias se impondrán las penas superiores en grado.»

Centésimo cuadragésimo quinto.

Se añade el artículo 570 quáter, que queda redactado como sigue:

«1. Los jueces o tribunales, en los supuestos previstos en este Capítulo, acordarán la disolución de la
organización o grupo y, en su caso, cualquier otra de las consecuencias del artículo 31 bis de este Código. 

2. Asimismo se impondrá a  los responsables de las conductas descritas en los dos artículos anteriores, además
de las penas en ellos previstas,  la de inhabilitación especial para todas aquellas actividades económicas o negocios
jurídicos relacionados con la actividad de la organización o grupo criminal o con su actuación en el seno de los
mismos, por un tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta
en su caso, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, al número de los cometidos y a las circunstancias
que concurran en el delincuente.

En todo caso, cuando las conductas previstas en dichos artículos estuvieren comprendidas en otro precepto de
este Código, será de aplicación lo dispuesto en la regla 4.ª del artículo 8.

3. Las disposiciones de este Capítulo serán aplicables a toda organización o grupo criminal que lleve a cabo
cualquier acto penalmente relevante en España, aunque se  hayan constituido, estén asentados o desarrollen su
actividad en el extranjero.

4. Los jueces o tribunales, razonándolo en la sentencia, podrán imponer al responsable de cualquiera de los
delitos previstos en este Capítulo la pena inferior en uno o dos grados, siempre que el sujeto haya abandonado de
forma voluntaria sus actividades delictivas y haya colaborado activamente con las autoridades o sus agentes, bien
para obtener pruebas decisivas para la identificación o captura de otros responsables o para impedir la actuación o
el desarrollo de las organizaciones o grupos a que haya pertenecido, bien para evitar la perpetración de un delito que
se tratara de cometer en el seno o a través de dichas organizaciones o grupos.»

Centésimo cuadragésimo sexto.

Se crea un Capítulo VII en el Título XXII del Libro II, que comprenderá los artículos 571 a 580 y tendrá la siguiente
rúbrica:

«De las organizaciones y grupos terroristas y de los delitos de terrorismo»

Centésimo cuadragésimo séptimo.

Se crea la Sección 1.ª del Capítulo VII del Título XXII del Libro II, que comprenderá el artículo 571 y tendrá la
siguiente rúbrica:

«De las organizaciones y grupos terroristas»
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Centésimo cuadragésimo octavo.

Se modifica el artículo 571, que queda redactado como sigue:

«1. Quienes promovieren, constituyeren, organizaren o dirigieren una organización o grupo terrorista serán
castigados con las penas de prisión de ocho a catorce años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por
tiempo de ocho a quince años. 

2. Quienes participaren activamente en la organización o grupo, o formaren parte de los mismos, serán
castigados con las penas de prisión de seis a doce años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por
tiempo de seis a catorce.

3. A los efectos de este Código, se considerarán organizaciones o grupos terroristas aquellas agrupaciones que,
reuniendo las características respectivamente establecidas en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 570 bis)
y en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 570 ter, tengan por finalidad o por objeto subvertir el orden
constitucional o alterar gravemente la paz pública mediante la perpetración de cualquiera de los delitos previstos en
la Sección siguiente.»

Centésimo cuadragésimo noveno.

Se crea la Sección 2.ª del Capítulo VII del Título XXII del Libro II, que comprenderá los artículos 572 a 580 y tendrá
la siguiente rúbrica:

«De los delitos de terrorismo»

Centésimo quincuagésimo.

Se modifica el artículo 572, que queda redactado como sigue:

«1. Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con organizaciones o grupos terroristas cometan
los delitos de estragos o de incendios tipificados en los artículos 346 y 351, respectivamente, serán castigados con
la pena de prisión de quince a veinte años, sin perjuicio de la pena que les corresponda si se produjera lesión para
la vida, integridad física o salud de las personas.

2. Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con las organizaciones o grupos terroristas
atentaren contra las personas, incurrirán:

1.º En la pena de prisión de veinte a treinta años si causaran la muerte de una persona.
2.º En la pena de prisión de quince a veinte años si causaran lesiones de las previstas en los artículos 149 y 150

o secuestraran a una persona.
3.º En la pena de prisión de diez a quince años si causaran cualquier otra lesión o detuvieran ilegalmente,

amenazaran o coaccionaran a una persona.

3. Si los hechos se realizaran contra las personas mencionadas en el apartado 2 del artículo 551 o contra miembros
de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Policías de las Comunidades Autónomas o de
los Entes locales, se impondrá la pena en su mitad superior.»

Centésimo quincuagésimo primero.

Se  modifica el artículo 574, que queda redactado como sigue:

«Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con organizaciones o grupos terroristas, cometan
cualquier otra infracción con alguna de las finalidades expresadas en el apartado 3 del artículo 571, serán castigados
con la pena señalada al delito o falta ejecutados en su mitad superior.»

Centésimo quincuagésimo segundo.

Se modifica el artículo 576, que queda redactado como sigue:

«1. Será castigado con las penas de prisión de cinco a diez años y multa de dieciocho a veinticuatro meses el
que lleve a cabo, recabe o facilite cualquier acto de colaboración con las actividades o las finalidades de una
organización o grupo terrorista.

2. Son actos de colaboración la información o vigilancia de personas, bienes o instalaciones; la construcción,
el acondicionamiento, la cesión o la utilización de alojamientos o depósitos; la ocultación o traslado de personas
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vinculadas a organizaciones o grupos terroristas; la organización de prácticas de entrenamiento o la asistencia a ellas,
y, en general, cualquier otra forma equivalente de cooperación, ayuda o mediación, económica o de otro género, con
las actividades de las citadas organizaciones o grupos terroristas.

Cuando la información o vigilancia de personas mencionada en el párrafo anterior ponga en peligro la vida,
la integridad física, la libertad o el patrimonio de las mismas, se impondrá la pena prevista en el apartado 1 en su
mitad superior. Si llegara a ejecutarse el riesgo prevenido, se castigará el hecho como coautoría o complicidad, según
los casos.

3. Las mismas penas previstas en el número 1 de este artículo se impondrán a quienes lleven a cabo cualquier
actividad de captación, adoctrinamiento, adiestramiento o formación, dirigida a la incorporación de otros a una
organización o grupo terrorista o a la perpetración de cualquiera de los delitos previstos en este Capítulo.»

Centésimo quincuagésimo tercero.

Se añade el artículo 576 bis, que queda redactado como sigue:

«1. El que por cualquier medio, directa o indirectamente, provea o recolecte fondos con la intención de que se
utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer cualquiera de los delitos
comprendidos en este Capítulo o para hacerlos llegar a una organización o grupo terroristas, será castigado con penas
de prisión de cinco a diez años y multa de dieciocho a veinticuatro meses.

Si los fondos llegaran a ser empleados para la ejecución de actos terroristas concretos, el hecho se castigará
como coautoría o complicidad, según los casos, siempre que le correspondiera una pena mayor.

2. El que estando específicamente sujeto por la ley a colaborar con la autoridad en la prevención de las
actividades de financiación del terrorismo dé lugar, por imprudencia grave en el cumplimiento de dichas
obligaciones, a que no sea detectada o impedida cualquiera de las conductas descritas en el apartado primero de este
artículo, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a la prevista en él.

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una persona jurídica sea
responsable de los delitos recogidos en este artículo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de
más de cinco años.  

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos
años de privación de libertad no incluida en el anterior inciso. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis de este Código, los jueces y tribunales podrán asimismo
imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.»

Centésimo quincuagésimo cuarto.

Se modifica el artículo 579, que queda redactado como sigue:

«1. La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos previstos en los artículos 571 a
578 se castigarán con la pena inferior en uno o dos grados a la que corresponda, respectivamente, a los hechos
previstos en los artículos anteriores. 

Cuando no quede comprendida en el párrafo anterior o en otro precepto de este Código que establezca mayor
pena, la distribución o difusión pública por cualquier medio de mensajes o consignas dirigidos a provocar, alentar
o favorecer la perpetración de cualquiera de los delitos previstos en este capítulo, generando o incrementando el
riesgo de su efectiva comisión, será castigada con la pena de seis meses a dos años de prisión.

2. Los responsables de los delitos previstos en este Capítulo, sin perjuicio de las penas que correspondan con
arreglo a los artículos precedentes, serán también castigados con la pena de inhabilitación absoluta por un tiempo
superior entre seis y veinte años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la
sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias
que concurran en el delincuente. 

3. A los condenados a pena grave privativa de libertad por uno o más delitos comprendidos en este Capítulo
se les impondrá además la medida de libertad vigilada de cinco a diez años, y de uno a cinco años si la pena privativa
de libertad fuera menos grave. No obstante lo anterior, cuando se trate de un solo delito que no sea grave cometido
por un delincuente primario, el Tribunal podrá imponer o no la medida de libertad vigilada en atención a la menor
peligrosidad del autor.

4. En los delitos previstos en esta sección, los jueces y tribunales, razonándolo en sentencia, podrán imponer
la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley para el delito de que se trate, cuando el sujeto haya
abandonado voluntariamente sus actividades delictivas y se presente a las autoridades confesando los hechos en que



82

haya participado, y además colabore activamente con éstas para impedir la producción del delito o coadyuve
eficazmente a la obtención de pruebas decisivas para la identificación o captura de otros responsables o para impedir
la actuación o el desarrollo de organizaciones o grupos terroristas a los que haya pertenecido o con los que haya
colaborado.»

Centésimo quincuagésimo quinto.

Se modifica el inciso inicial del apartado 1 del artículo 607, que queda redactado como sigue: 

«1. Los que, con propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o
determinado por la discapacidad de sus integrantes, perpetraren alguno de los actos siguientes, serán castigados: 

[…]»

Centésimo quincuagésimo sexto.

Se modifica el punto 1.º del apartado 1 del artículo 607 bis, que queda redactado como sigue: 

«1.º Por razón de pertenencia de la víctima a un grupo o colectivo perseguido por motivos políticos, raciales,
nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género, discapacidad u otros motivos universalmente reconocidos como
inaceptables con arreglo al derecho internacional.»

Centésimo quincuagésimo séptimo.

Se añaden los ordinales 8.º y 9.º al artículo 611, que tendrán la siguiente redacción:

«8.º Declare abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un Juez o Tribunal los derechos y acciones de los
nacionales de la parte adversa.

9.º Atente contra la libertad sexual de una persona protegida cometiendo actos de violación, esclavitud sexual,
prostitución inducida o forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de agresión sexual.»

Centésimo quincuagésimo octavo.

Se modifican los ordinales 3.º y 4.º y se añaden los ordinales 8.º, 9.º y 10.º al artículo 612, con la siguiente redacción:

«3.º Injurie gravemente, prive o no procure el alimento indispensable o la asistencia médica necesaria a
cualquier persona protegida o la haga objeto de tratos humillantes o degradantes, omita informarle, sin demora
justificada y de modo comprensible, de su situación, imponga castigos colectivos por actos individuales o viole las
prescripciones sobre el alojamiento de mujeres y familias o sobre protección especial de mujeres y niños establecidas
en los tratados internacionales en los que España fuera parte y, en particular, reclute o aliste a menores de dieciocho
años o los utilice para participar directamente en las hostilidades.

4.º Use indebidamente los signos protectores o distintivos, emblemas o señales establecidos y reconocidos en
los tratados internacionales en los que España fuere parte, especialmente los signos distintivos de la Cruz Roja, de
la Media Luna Roja y del Cristal Rojo. 

8.º Haga padecer intencionadamente hambre a la población civil como método de guerra, privándola de los
bienes indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar arbitrariamente los suministros de
socorro, realizados de conformidad con los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.

9.º Viole suspensión de armas, armisticio, capitulación u otro convenio celebrado con la parte adversa.
10.º Dirija intencionadamente ataques contra cualquier miembro del personal de las Naciones Unidas, personal

asociado o participante en una misión de paz o de asistencia humanitaria, de conformidad con la Carta de las
Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a personas o bienes civiles, con arreglo al
derecho internacional de los conflictos armados, o les amenace con tal ataque para obligar a una persona natural o
jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto.»

Centésimo quincuagésimo noveno.

Se modifica el artículo 613, que queda redactado como sigue:

«1. Será castigado con la pena de prisión de cuatro a seis años el que, con ocasión de un conflicto armado,
realice u ordene realizar alguna de las siguientes acciones:

a) Ataque o haga objeto de represalias o actos de hostilidad contra bienes culturales o lugares de culto que
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constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, siempre que tales bienes o lugares no estén situados
en la inmediata proximidad de un objetivo militar o no sean utilizados en apoyo del esfuerzo militar del adversario
y estén debidamente señalizados;

b) Use indebidamente los bienes culturales o lugares de culto referidos en la letra a) en apoyo de una acción
militar;

c) Se apropie a gran escala, robe, saquee o realice actos de vandalismo contra los bienes culturales o lugares
de culto referidos en la letra a);

d) Ataque o haga objeto de represalias o de actos de hostilidad a bienes de carácter civil de la parte adversa,
causando su destrucción, siempre que ello no ofrezca, en las circunstancias del caso, una ventaja militar definida o
que tales bienes no contribuyan eficazmente a la acción militar del adversario;

e) Ataque, destruya, sustraiga o inutilice los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil,
salvo que la parte adversa utilice tales bienes en apoyo directo de una acción militar o exclusivamente como medio
de subsistencia para los miembros de sus fuerzas armadas;

f) Ataque o haga objeto de represalias a las obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas, cuando tales
ataques puedan producir la liberación de aquellas fuerzas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la
población civil, salvo que tales obras o instalaciones se utilicen en apoyo regular, importante y directo de operaciones
militares y que tales ataques sean el único medio factible de poner fin a tal apoyo;

g) Destruya, dañe o se apodere, sin necesidad militar, de cosas que no le pertenezcan, obligue a otro a
entregarlas o realice cualesquiera otros actos de pillaje;

h) Requise, indebida o innecesariamente, bienes muebles o inmuebles en territorio ocupado o destruya buque
o aeronave no militares, y su carga, de una parte adversa o neutral o los capture, con infracción de las normas
internacionales aplicables a los conflictos armados en la mar;

i) Ataque o realice actos de hostilidad contra las instalaciones, material, unidades, residencia privada o
vehículos de cualquier miembro del personal referido en el ordinal 10.º del artículo 612 o amenace con tales ataques
o actos de hostilidad para obligar a una persona natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto.

2. Cuando el ataque, la represalia, el acto de hostilidad o la utilización indebida tengan por objeto bienes
culturales o lugares de culto bajo protección especial o a los que se haya conferido protección en virtud de acuerdos
especiales, o bienes culturales inmuebles o lugares de culto bajo protección reforzada o sus alrededores inmediatos,
se podrá imponer la pena superior en grado.

En los demás supuestos previstos en el apartado anterior de este artículo, se podrá imponer la pena superior en
grado cuando se causen destrucciones extensas e importantes en los bienes, obras o instalaciones sobre los que
recaigan o en los supuestos de extrema gravedad.»

Centésimo sexagésimo.

Se modifica el artículo 614, que queda redactado como sigue:

«El que, con ocasión de un conflicto armado, realice u ordene realizar cualesquiera otras infracciones o actos
contrarios a las prescripciones de los tratados internacionales en los que España fuere parte y relativos a la
conducción de las hostilidades, regulación de los medios y métodos de combate, protección de los heridos, enfermos
y náufragos, trato debido a los prisioneros de guerra, protección de las personas civiles y protección de los bienes
culturales en caso de conflicto armado, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.»

Centésimo sexagésimo primero.

Se modifica el artículo 615, que queda redactado como sigue: 

«La provocación, la conspiración y la proposición para la ejecución de los delitos previstos en los capítulos
anteriores de este Título se castigarán con la pena inferior en uno o dos grados a la que correspondería a los mismos.»

Centésimo sexagésimo segundo.

Se modifica el artículo 616, que queda redactado como sigue: 

«En el caso de cometerse cualquiera de los delitos comprendidos en los Capítulos anteriores de este Título,
excepto los previstos en el artículo 614 y en los apartados 2 y 6 del 615 bis, y en el Título anterior por una autoridad
o funcionario público, se le impondrá, además de las penas señaladas en ellos, la de inhabilitación absoluta por
tiempo de diez a veinte años; si fuese un particular, los jueces y tribunales podrán imponerle la de inhabilitación
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a diez años.»
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Centésimo sexagésimo tercero.

Se añade un Capítulo V al Título XXIV del Libro II, que comprenderá los artículos 616 ter y 616 quáter y
tendrá la siguiente rúbrica:

«CAPÍTULO V
Delito de piratería»

Centésimo sexagésimo cuarto.

Se añade el artículo 616 ter, que queda redactado como sigue:

«El que con violencia, intimidación o engaño, se apodere, dañe o destruya una aeronave, buque u otro tipo de
embarcación o plataforma en el mar, o bien atente contra las personas, cargamento o bienes que se hallaren a bordo
de las mismas, será castigado como reo  del delito de piratería con la pena de prisión de diez a quince años.

En todo caso, la pena prevista en este artículo se impondrá sin perjuicio de las que correspondan por los delitos
cometidos.»

Centésimo sexagésimo quinto.

Se añade el artículo 616 quáter, que queda redactado como sigue:

«1. El que con ocasión de la prevención o persecución de los hechos previstos en el artículo anterior, se resistiere
o desobedeciere a un buque de guerra o aeronave militar u otro buque o aeronave que lleve signos claros y sea
identificable como buque o aeronave al servicio del Estado español y esté autorizado a tal fin, será castigado con la
pena de prisión de uno a tres años.

2. Si en la conducta anterior se empleare fuerza o violencia se impondrá la pena de diez a quince años de
prisión.

3. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan por los
delitos cometidos.»

Centésimo sexagésimo sexto.

Se modifica el apartado 1 y se añade un nuevo apartado 5 al artículo 623, con la siguiente redacción: 

«1. Los que cometan hurto, si el valor de lo hurtado no excediera de 400 euros. En los casos de perpetración
reiterada de esta falta, se impondrá en todo caso la pena de localización permanente. En este último supuesto, el Juez
podrá disponer en sentencia que la localización permanente se cumpla en sábados, domingos y días festivos en el
centro penitenciario más próximo al domicilio del penado, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo segundo del
artículo 37.1.

Para apreciar la reiteración, se atenderá al número de infracciones cometidas, hayan sido o no enjuiciadas, y
a la proximidad temporal de las mismas.

5. Los que realicen los hechos descritos en el párrafo segundo de los artículos 270.1 y 274.2, cuando el
beneficio no sea superior a 400 euros, salvo que concurra alguna de las circunstancias prevenidas en los artículos
271 y 276, respectivamente.»

Centésimo sexagésimo séptimo.

Se modifica el artículo 626, que queda redactado como sigue: 

 «Los que deslucieren bienes muebles o inmuebles de dominio público o privado, sin la debida autorización
de la Administración o de sus propietarios, serán castigados con la pena de localización permanente de dos a seis días
o tres a nueve días de trabajos en beneficio de la comunidad.»

Centésimo sexagésimo octavo.

Se modifica el artículo 631, que queda redactado como sigue: 

«1. Los dueños o encargados de la custodia de animales feroces o dañinos que los dejaren sueltos o en
condiciones de causar mal serán castigados con la pena de multa de uno a dos meses.

2  Quienes abandonen a un animal doméstico en condiciones en que pueda peligrar su vida o su integridad serán
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castigados con la pena de multa de quince días a dos meses.»

Centésimo sexagésimo noveno.

Se modifica el párrafo segundo de la disposición adicional segunda del Código Penal, que queda redactado como
sigue:

«Asimismo, en los supuestos en que el Juez o Tribunal acuerde la inhabilitación especial para el ejercicio de
la patria potestad, el acogimiento, la guarda, tutela o curatela, o la privación de la patria potestad lo comunicará de
inmediato a la entidad pública que en el respectivo territorio tenga encomendada la protección de los menores y al
Ministerio Fiscal para que actúen de conformidad con sus respectivas competencias.»

Disposición adicional primera.

Las referencias que se hacen a los delitos de terrorismo de la Sección Segunda del Capítulo V del Título XXII del
Libro II en los artículos 76 y 93 del Código Penal, se entenderán hechas a delitos referentes a organizaciones y grupos
terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de dicho Código.

Las referencias que se hacen a los delitos de terrorismo de la Sección Segunda del Capítulo V del Título XXII del
Libro II, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, en los artículos 78, 90 y 91 del Código Penal, se entenderán
hechas a delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del
Libro II de dicho Código, o cometidos en el seno de organizaciones o grupos criminales.

Se suprime la expresión «bandas armadas» de los artículos 90, 170, 505, 573, 575, 577 y 580 del Código Penal.

Disposición adicional segunda. Sistema electrónico de registro de faltas.

El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas con competencia en la materia, establecerá en el plazo
de un año un sistema electrónico de registro para las faltas.

Disposición transitoria primera. Legislación aplicable.

1. Los delitos y faltas cometidos hasta el día de la entrada en vigor de esta Ley se juzgarán conforme a la legislación
penal vigente en el momento de su comisión. No obstante lo anterior, se aplicará esta Ley, una vez que entre en vigor, si
las disposiciones de la misma son más favorables para el reo, aunque los hechos hubieran sido cometidos con anterioridad
a su entrada en vigor. 

2. Para la determinación de cuál sea la ley más favorable se tendrá en cuenta la pena que correspondería al hecho
enjuiciado con la aplicación de las normas completas del Código actual y de la reforma contenida en esta Ley.

3. En todo caso, será oído el reo.

Disposición transitoria segunda. Revisión de sentencias.

1. El Consejo General del Poder Judicial, en el ámbito de las competencias que le atribuye el artículo 98 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial, podrá asignar a uno o varios de los Juzgados de lo Penal o secciones de las Audiencias
Provinciales dedicados en régimen de exclusividad a la ejecución de sentencias penales la revisión de las sentencias firmes
dictadas antes de la vigencia de esta Ley.

Dichos jueces o tribunales procederán a revisar las sentencias firmes y en las que el penado esté cumpliendo
efectivamente la pena, aplicando la disposición más favorable considerada taxativamente y no por el ejercicio del arbitrio
judicial. En las penas privativas de libertad no se considerará más favorable esta Ley cuando la duración de la pena anterior
impuesta al hecho con sus circunstancias sea también imponible con arreglo a esta reforma del Código. Se exceptúa el
supuesto en que esta Ley contenga para el mismo hecho la previsión alternativa de una pena no privativa de libertad; en tal
caso, deberá revisarse la sentencia.

2. No se revisarán las sentencias en que el cumplimiento de la pena esté suspendido, sin perjuicio de hacerlo en caso
de que se revoque la suspensión y antes de proceder al cumplimiento efectivo de la pena suspendida.

Igual regla se aplicará si el penado se encuentra en período de libertad condicional.
Tampoco se revisarán las sentencias en que, con arreglo a la redacción anterior de los artículos del Código y a la

presente reforma, corresponda exclusivamente pena de multa.
3. No serán revisadas las sentencias en que la pena esté ejecutada o suspendida, aunque se encuentren pendientes

de ejecutar otros pronunciamientos del fallo, así como las ya totalmente ejecutadas, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal
que en el futuro pudiera tenerlas en cuenta a efectos de reincidencia deba examinar previamente si el hecho en ellas penado
ha dejado de ser delito o pudiera corresponderle una pena menor de la impuesta en su día, conforme a esta Ley.

4. En los supuestos de indulto parcial, no se revisarán las sentencias cuando la pena resultante que se halle
cumpliendo el condenado se encuentre comprendida en un marco imponible inferior respecto a esta Ley.
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Disposición transitoria tercera. Reglas de invocación de la normativa aplicable en materia de recursos.
En las sentencias dictadas conforme a la legislación que se deroga y que no sean firmes por estar pendientes de

recurso, se observarán, una vez transcurrido el período de vacatio, las siguientes reglas:

a) Si se trata de un recurso de apelación, las partes podrán invocar y el Juez o Tribunal aplicará de oficio los preceptos
de la nueva ley, cuando resulten más favorables al reo.

b) Si se trata de un recurso de casación, aún no formalizado, el recurrente podrá señalar las infracciones legales
basándose en los preceptos de la nueva ley.

c) Si, interpuesto recurso de casación, estuviera sustanciándose, se pasará de nuevo al recurrente, de oficio o a
instancia de parte, por el término de ocho días, para que adapte, si lo estima procedente, los motivos de casación alegados
a los preceptos de la nueva ley, y del recurso así modificado se instruirán las partes interesadas, el fiscal y el magistrado
ponente, continuando la tramitación conforme a derecho.

Disposición final primera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Se modifican el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 263 bis, el apartado 4 del artículo 282 bis y el apartado
1.7.ª del artículo 796, y se añade un nuevo artículo 367 septies a la Ley de Enjuiciamiento Criminal en los términos
siguientes:

Uno. Se modifica el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 263 bis, que queda redactado como sigue:

«También podrá ser autorizada la circulación o entrega vigilada de los equipos, materiales y sustancias a los
que se refiere el artículo 371 del Código Penal, de los bienes y ganancias a que se hace referencia en el artículo 301
de dicho Código en todos los supuestos previstos en el mismo, así como de los bienes, materiales, objetos y especies
animales y vegetales a los que se refieren los artículos 332, 334, 386, 399 bis, 566, 568 y 569, también del Código
Penal.»

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 282 bis, que queda redactado como sigue: 

«4. A los efectos señalados en el apartado 1 de este artículo, se considerará como delincuencia organizada la
asociación de tres o más personas para realizar, de forma permanente o reiterada, conductas que tengan como fin
cometer alguno o algunos de los delitos siguientes:

a) Delitos de obtención, tráfico ilícito de órganos humanos y trasplante de los mismos, previstos en el artículo
156 bis del Código Penal.

b) Delito de secuestro de personas previsto en los artículos 164 a 166 del Código Penal.
c) Delito de trata de seres humanos previsto en el artículo 177 bis del Código Penal.
d) Delitos relativos a la prostitución previstos en los artículos 187 a 189 del Código Penal.
e) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico previstos en los artículos 237, 243, 244, 248

y 301 del Código Penal.
f) Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270 a 277 del Código Penal.
g) Delitos contra los derechos de los trabajadores previstos en los artículos 312 y 313 del Código Penal.
h) Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros previstos en el artículo 318 bis del Código Penal.
i) Delitos de tráfico de especies de flora o fauna amenazada previstos en los artículos 332 y 334 del Código

Penal.
j) Delito de tráfico de material nuclear y radiactivo previsto en el artículo 345 del Código Penal.
k) Delitos contra la salud pública previstos en los artículos 368 a 373 del Código Penal.
l) Delitos de falsificación de moneda, previsto en el artículo 386 del Código Penal, y de falsificación de tarjetas
de crédito o débito o cheques de viaje, previsto en el artículo 399 bis del Código Penal. 
m) Delito de tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos previsto en los artículos 566 a 568 del

Código Penal.
n) Delitos de terrorismo previstos en los artículos 572 a 578 del Código Penal.
o) Delitos contra el patrimonio histórico previstos en el artículo 2.1.e de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de

diciembre, de represión del contrabando.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 367 septies con la siguiente redacción:

«El Juez o Tribunal, a instancia del Ministerio Fiscal, podrá encomendar la localización, conservación,
administración y realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas
cometidas en el marco de una organización criminal a una Oficina de Recuperación de Activos.

Dicha Oficina tendrá la consideración de Policía Judicial, y su organización y funcionamiento, así como sus
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facultades para desempeñar por sí o con la colaboración de otras entidades o personas las funciones de conservación,
administración y realización mencionadas en el párrafo anterior, se regularán reglamentariamente.

Asimismo, la autoridad judicial podrá acordar que, con las debidas garantías para su conservación y mientras
se sustancia el procedimiento, el objeto del decomiso, si fuese de lícito comercio, pueda ser utilizado
provisionalmente por la Oficina de Recuperación de Activos o, a través de ella, por cualquier otra unidad de la Policía
Judicial encargada de la represión de la criminalidad organizada.

El producto de la realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias a los que se refiere este apartado
podrá asignarse total o parcialmente de manera definitiva, en los términos y por el procedimiento que
reglamentariamente se establezcan, a la Oficina de Recuperación de Activos y a los órganos del Ministerio Fiscal
encargados de la represión de las actividades de las organizaciones criminales.

El Plan Nacional sobre Drogas actuará como oficina de recuperación de activos en el ámbito de su competencia,
de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, en el Código Penal y en las demás disposiciones legales y reglamentarias
que lo regulan.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1.7.ª del artículo 796, que queda redactado como sigue:

«7.ª La práctica de las pruebas de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la legislación de seguridad vial.
Las pruebas para detectar la presencia de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en los

conductores de vehículos a motor y ciclomotores serán realizadas por agentes de la policía judicial de tráfico con
formación específica y sujeción, asimismo, a lo previsto en las normas de seguridad vial. Cuando el test indiciario
salival, al que obligatoriamente deberá someterse el conductor, arroje un resultado positivo o el conductor presente
signos de haber consumido las sustancias referidas, estará obligado a facilitar saliva en cantidad suficiente, que será
analizada en laboratorios homologados, garantizándose la cadena de custodia.

Todo conductor podrá solicitar prueba de contraste consistente en análisis de sangre, orina u otras análogas.
Cuando se practicaren estas pruebas, se requerirá al personal sanitario que lo realice para que remita el resultado al
Juzgado de guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora de la citación a que se refieren las
reglas anteriores.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor,
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

Se añaden un nuevo apartado cuatro al artículo cuarto y un nuevo apartado ocho al artículo séptimo, y se modifica
el artículo noveno de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal
y familiar y a la propia imagen, en los términos siguientes:

Uno. Se añade un nuevo apartado cuatro al artículo cuarto, que queda redactado como sigue:

«Cuatro. En los supuestos de intromisión ilegítima en los derechos de las víctimas de un delito a que se refiere
el apartado ocho del artículo séptimo, estará legitimado para ejercer las acciones de protección el ofendido o
perjudicado por el delito cometido, haya o no ejercido la acción penal o civil en el proceso penal precedente. También
estará legitimado en todo caso el Ministerio Fiscal. En los supuestos de fallecimiento, se estará a lo dispuesto en los
apartados anteriores.»

Dos. Se añade un nuevo apartado ocho al artículo séptimo, que queda redactado como sigue:

«Ocho. La utilización del delito por el condenado en sentencia penal firme para conseguir notoriedad pública
u obtener provecho económico, o la divulgación de datos falsos sobre los hechos delictivos, cuando ello suponga el
menoscabo de la dignidad de las víctimas.» 

Tres. Se modifica el artículo noveno, que tendrá la redacción siguiente:

«Uno. La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos a que se refiere la presente Ley
podrá recabarse por las vías procesales ordinarias o por el procedimiento previsto en el artículo 53.2 de la
Constitución. También podrá acudirse, cuando proceda, al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

Dos. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a la intromisión
ilegítima de que se trate y, en particular, las necesarias para: 

a) El restablecimiento del perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, con la declaración de la intromisión
sufrida, el cese inmediato de la misma y la reposición del estado anterior. En caso de intromisión en el derecho al
honor, el restablecimiento del derecho violado incluirá, sin perjuicio del derecho de réplica por el procedimiento
legalmente previsto, la publicación total o parcial de la sentencia condenatoria a costa del condenado con al menos
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la misma difusión pública que tuvo la intromisión sufrida.
b) Prevenir intromisiones inminentes o ulteriores. 
c) La indemnización de los daños y perjuicios causados.
d) La apropiación por el perjudicado del lucro obtenido con la intromisión ilegítima en sus derechos. 

Estas medidas se entenderán sin perjuicio de la tutela cautelar necesaria para asegurar su efectividad. 
Tres. La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnización

se extenderá al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión
efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del medio a través del
que se haya producido.

Cuatro. El importe de la indemnización por el daño moral, en el caso de los tres primeros apartados del artículo
cuarto, corresponderá a las personas a que se refiere su apartado dos y, en su defecto, a sus causahabientes, en la
proporción en que la sentencia estime que han sido afectados. En los casos del artículo sexto, la indemnización se
entenderá comprendida en la herencia del perjudicado.

En el caso del apartado cuatro del artículo cuarto, la indemnización corresponderá a los ofendidos o
perjudicados por el delito que hayan ejercitado la acción. De haberse ejercitado por el Ministerio Fiscal, éste podrá
solicitar la indemnización para todos los perjudicados que hayan resultado debidamente identificados y no hayan
renunciado expresamente a ella. 

Cinco. Las acciones de protección frente a las intromisiones ilegítimas caducarán transcurridos cuatro años
desde que el legitimado pudo ejercitarlas.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Se modifica la letra b) del apartado 1.º del artículo 65 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial,
que tendrá la siguiente redacción: 

«b) Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques de viajero falsos,
siempre que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales.»

Disposición final cuarta. Habilitación competencial.

Los preceptos de la presente Ley se dictan en virtud del artículo 149.1.6.ª de la Constitución.

Disposición final quinta. Preceptos de carácter ordinario.

Esta Ley tiene carácter orgánico, excepto el apartado Tres de la disposición final primera, por el que se añade un
artículo 367 septies a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que tendrá carácter de ley ordinaria.

Disposición final sexta. Incorporación de Derecho de la Unión Europea.

En esta Ley se incorporan al Derecho español las siguientes normas de la Unión Europea:

Decisión Marco 003/568/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la lucha contra la corrupción en el sector
privado.

Decisión Marco 2004/68/JAI del Consejo, de 22 de diciembre de 2003, relativa a la lucha contra la explotación sexual
de los niños y la pornografía infantil.

Decisión Marco 2004/757/JAI del Consejo, de 25 de octubre de 2004, relativa al establecimiento de disposiciones
mínimas de los elementos constitutivos de delitos y las penas aplicables en el ámbito del tráfico ilícito de drogas.

Decisión Marco 2005/212/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa al decomiso de los productos,
instrumentos y bienes relacionados con el delito.

Decisión Marco 2005/222/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa a los ataques contra los sistemas de
información.

Decisión Marco 2008/919/JAI del Consejo, de 28 de noviembre de 2008, por la que se modifica la Decisión Marco
2002/475/JAI, sobre la lucha contra el terrorismo.

Decisión Marco 2002/629/JAI del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativa a la lucha contra la trata de seres
humanos.

Directiva 2008/99/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de diciembre de 2008, relativa a la protección
del medio ambiente mediante el derecho penal.

Directiva 2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre las operaciones con
información privilegiada y la manipulación del mercado (abuso del mercado).
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Disposición final séptima. Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los seis meses de su completa publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.

Madrid, 22 de junio de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

10313 Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa
española. (BOE núm. 157, de 29-6-2010).

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I) Motivación.

Las obligaciones derivadas de la aprobación de la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, Reguladora de la Gestión de la
Deuda Externa, en especial la disposición transitoria primera, que hace referencia a la necesidad de proponer un nuevo
Proyecto de Ley del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD), implica también la necesidad de proponer una reforma legal del
sistema de apoyo financiero a la internacionalización, dado el carácter dual que tiene el FAD en la actualidad.

El Fondo de Ayuda al Desarrollo, creado por Real Decreto-Ley 16/1976, de 24 de agosto, sobre medidas fiscales,
de fomento de la exportación y del comercio interior, nació con el objetivo de instrumentar un mecanismo financiero que
posibilitaba la exportación de bienes y servicios españoles con carácter concesional dentro del marco multilateral prevalente
en su momento. El FAD fue adaptando sus funciones y alcance a las necesidades cambiantes en estos pasados años, con las
correspondientes modificaciones normativas, y ajustando su funcionamiento con la experiencia habida tanto en lo que
respecta al diseño, adjudicación y ejecución de los proyectos, como a la dotación y gestión financiera del mecanismo. La
acumulación de diversos objetivos a ser desarrollados por un único mecanismo, la evolución de los marcos jurídicos
internacionales a los que España está sujeta y, de modo destacado, las nuevas necesidades y retos de la economía española
y sus agentes económicos, aconsejan la reforma y adaptación del conjunto de mecanismos financieros hasta ahora
englobados bajo el esquema del FAD.

Son estos argumentos los que determinan la conveniencia de seguir contando con mecanismos que impulsen la
internacionalización, justificando la necesidad de la reforma y adaptación del sistema de apoyo financiero de carácter oficial
a los nuevos desafíos, objeto de la presente Ley. La reforma propone modificar el marco normativo para disponer de un
instrumento adecuado a cada uno de los objetivos, de manera que el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio canalizará
a través del FIEM las políticas de internacionalización de la empresa, y el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación
contará con un fondo específico de ayuda al desarrollo. Así, se logra una especialización y adecuación de cada instrumento
a sus fines específicos: por un lado, la internacionalización de la empresa, y por otro, la ayuda oficial al desarrollo,
evitándose las limitaciones del instrumento anterior. La mayor especialización permitirá una mejora en la eficiencia de la
política de internacionalización de la empresa, necesaria para continuar ampliando y profundizando la dimensión
internacional de la economía española, objetivo principal del Gobierno de España, dados sus efectos positivos sobre el
crecimiento económico, la creación de empleo y la competitividad de nuestras empresas, así como por la aportación positiva
que genera en las cuentas exteriores de la economía española.

Esta especialización por instrumentos y objetivos, por la que han optado las principales economías del mundo, tiene
su precedente en España en los artículos referidos al Fondo de Ayuda al Desarrollo en las Leyes de Presupuestos Generales
del Estado para los años 2007, 2008 y 2009, por los que la dotación del FAD para los citados ejercicios queda dividida en
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diferentes aplicaciones presupuestarias, diferenciando así los recursos destinados a la internacionalización de nuestra
economía, de aquellos otros destinados por un lado a las contribuciones a las Instituciones Financieras Internacionales,
competencia del Ministerio de Economía y Hacienda, y, por otro, a las contribuciones a Organismos Internacionales no
Financieros, competencia del Ministerio de Asuntos Exteriores.

Esta reforma, en línea con los procesos seguidos por países de nuestro entorno, permite la adaptación de los
instrumentos hasta ahora existentes a las nuevas necesidades detectadas por el mercado privado, incorporando dos medidas:
Por una parte, la creación de un nuevo instrumento, el Fondo para la Internacionalización de la Empresa (en adelante, FIEM)
y, por otro lado, la adaptación del seguro de crédito a la exportación.

El FIEM se concibe como un instrumento que ofrece una respuesta más adaptada al entorno internacional actual, que
exige un mecanismo financiero más flexible y eficiente, que cubra una amplia variedad de situaciones, en las que las
soluciones financieras ligadas a los procesos de internacionalización juegan un papel destacado en el diseño de las
operaciones.

A través del FIEM se sientan las bases para que nuestras empresas puedan presentar, en sus contratos comerciales,
ofertas financieras al menos tan competitivas como las de sus competidores, impulsando de este modo la actividad exterior
y el desarrollo del tejido empresarial. Se busca, asimismo, potenciar la competitividad en el exterior ampliando los conceptos
susceptibles de recibir financiación oficial, pudiendo recibir dicho apoyo no sólo aquellas operaciones que contribuyan
directamente a la exportación de bienes y servicios españoles, sino las consideradas de especial interés en la estrategia de
internacionalización de nuestra economía. Se otorgará, por ello, una atención especial a la internacionalización de las
pequeñas y medianas empresas, y por sectores, a aquellos con mayor valor añadido y contenido tecnológico, apoyando, muy
especialmente, los proyectos que comporten tanto la exportación de bienes de equipo o sistemas de alto valor añadido y
transferencia de tecnología así como la inversión de nuestras empresas en el exterior.

El FIEM cumplirá con cuanta normativa internacional le sea de aplicación, especialmente con el Acuerdo sobre
Líneas Directrices en Materia de Crédito a la Exportación con Apoyo Oficial o Consenso OCDE, así como las disposiciones
internacionales en materia de Medio Ambiente y Anticorrupción, el convenio de lucha contra la corrupción de Agentes
Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales de la OCDE, y con todos los convenios en materia
de Derechos Humanos, de Derechos de los Trabajadores, Igualdad entre mujeres y hombres, de los que España es signataria,
y los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Al objeto de garantizar la coherencia de las distintas políticas, en particular el principio de coherencia de políticas
para el desarrollo, la operativa del FIEM no redundará en sobre-endeudamiento de los países receptores de la financiación,
de modo que, en línea con el espíritu de la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, Reguladora de la Gestión de la Deuda Externa,
no se otorgará financiación reembolsable a los países pobres altamente endeudados (HIPC, en sus siglas en inglés), salvo
informe, a tal efecto, de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. Asimismo, en este sentido, tendrán
también en cuenta el espíritu de la Ley 23/1998, de Cooperación Internacional. Por otra parte, las actuaciones en el marco
del FIEM velarán muy especialmente por el cumplimiento de criterios de responsabilidad social corporativa, a través de la
aplicación de normas y principios de sostenibilidad y responsabilidad medioambiental acordados internacionalmente, así
como por la prevalencia de los enfoques, recomendaciones y acuerdos internacionales para la erradicación de prácticas
corruptas potencialmente asociadas a los proyectos susceptibles de financiación.

Finalmente, el gestor del Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM) velará, con todos los medios a
su alcance, por la eficiente utilización de los recursos públicos en los fines que persigue el Fondo, complementándose con
los principios generales relativos a la actuación administrativa, de transparencia y control parlamentario.

En relación con el régimen del seguro de crédito a la exportación, la Ley de Reforma del Sistema de Apoyo
Financiero a la Internacionalización de la empresa española da cumplimiento a la disposición transitoria tercera de la Ley
38/ 2006, de 7 de diciembre, Reguladora de la Gestión de la Deuda Externa, que insta al Gobierno a presentar en las Cortes
Generales un Proyecto de Ley que reformule la regulación de los créditos que asegura la Compañía Española de Seguro de
Crédito a la Exportación, CESCE, al objeto de minimizar su impacto en la generación de deuda en países terceros.
II) Estructura de la Ley.

En consonancia con lo anterior, se promulga la presente Ley de Reforma del Sistema de Apoyo Financiero a la
Internacionalización de la empresa española, que se organiza en dos títulos fundamentales. El primero viene constituido por
dos capítulos dirigidos a la creación y regulación del Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM),
estableciéndose los principios que regirán su gestión, las operaciones financiables por el mismo, las condiciones de su
financiación, el procedimiento de gestión y aprobación de operaciones, así como otras circunstancias relevantes para el buen
funcionamiento de este instrumento.

El título segundo consiste en un único capítulo, que se refiere a la coherencia del seguro de crédito a la exportación
con la sostenibilidad de la deuda.

TÍTULO I

El Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM)

CAPÍTULO I
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Creación, objeto y principios rectores del fondo

Artículo 1. El Fondo para la Internacionalización de la Empresa.

Se crea el Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM), como instrumento para la financiación de apoyo
oficial a la internacionalización de la empresa española, gestionado por el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a
través de la Secretaría de Estado de Comercio.

Artículo 2. Objeto del Fondo.

El objeto del FIEM es promover las operaciones de exportación de las empresas españolas, así como las de inversión
española directa en el exterior.

Artículo 3. Principios rectores de la gestión del Fondo para la Internacionalización de la Empresa.

La gestión del FIEM será acorde con los siguientes principios:

1. Coherencia e integración con el resto de políticas: La gestión del FIEM será coherente con los convenios firmados
y ratificados por el Gobierno de España, con el marco de actuación de las distintas políticas españolas, en particular con las
políticas de creación de empleo, promoción de la actividad empresarial, y con el principio de coherencia de políticas para
el desarrollo.

2. La internacionalización de la economía como objeto del Fondo: Dentro de dicho marco, las decisiones relativas
al Fondo, en particular las relativas a la financiación de proyectos u operaciones, tendrán como objetivo el apoyo y fomento
de la internacionalización de la economía española.

3. Coordinación: Las decisiones y acciones del Departamento competente serán acordes con el principio de lealtad
institucional recogido en el Artículo 4 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre del Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. Complementariedad con la actuación del mercado: El apoyo público a la internacionalización de la empresa
española derivado de la gestión de este Fondo será complementario, nunca sustitutivo, de la actividad del mercado privado.

5. Coherencia con el marco normativo internacional: La gestión del Fondo para la Internacionalización de la Empresa
será compatible con el marco normativo internacional vigente.

6. El gestor del Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM) velará, con todos los medios a su alcance,
por la eficiente utilización de los recursos públicos evaluando el impacto de las operaciones realizadas y su adecuación a
los fines que persigue el Fondo.

CAPÍTULO II

Funcionamiento del fondo

Artículo 4. Financiación.

1. El FIEM financiará aquellas operaciones y proyectos de interés especial para la estrategia de internacionalización
de la economía española, así como las asistencias técnicas que estas operaciones y proyectos requieran.

Asimismo, con cargo al FIEM se podrán financiar asistencias técnicas y consultorías de interés especial para la
estrategia de internacionalización, destinadas a la elaboración de estudios de viabilidad, factibilidad y pre-factibilidad,
estudios relacionados con la modernización de sectores económicos o regiones, así como consultorías destinadas a la
modernización institucional de carácter económico, en países de especial interés para las empresas españolas.

2. El apoyo financiero a proyectos de inversión y exportación adoptará principalmente la forma de préstamos, créditos
y líneas de crédito, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan. Sin perjuicio de lo anterior, podrán financiarse
de forma no reembolsable asistencias técnicas y consultorías, así como proyectos y operaciones cuando las especiales
circunstancias de los mismos así lo requieran. Estas circunstancias se determinarán reglamentariamente.

3. Con cargo al FIEM no se financiarán operaciones de exportación de material de defensa, paramilitar y policial
destinado a ser usado por ejércitos, fuerzas policiales y de seguridad o los servicios antiterroristas. En cuanto al resto de
material podrá ser financiado siempre que cumpla con los controles legalmente establecidos.

4. Con cargo al FIEM no se financiarán proyectos vinculados a determinados servicios sociales básicos, tales como
la educación, la salud y la nutrición.

Artículo 5. Beneficiarios.

1. Los beneficiarios de financiación con cargo al Fondo podrán ser Estados, Administraciones Públicas Regionales,
Provinciales y Locales Extranjeras, Instituciones públicas extranjeras, así como empresas, agrupaciones, consorcios de
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empresas públicas y privadas extranjeras tanto de países desarrollados como de países en vías de desarrollo.
Los beneficiarios deberán garantizar las operaciones crediticias aportando garantía soberana, si bien podrán admitirse

otras garantías en operaciones de préstamo, en los términos y condiciones que se fijen reglamentariamente.
No podrá otorgarse ningún tipo de financiación reembolsable a países pobres que estén altamente endeudados. En

este sentido, los países que hubieran alcanzado el punto de culminación de la iniciativa HIPC (en sus siglas en inglés) sólo
podrán excepcionalmente ser beneficiarios de este tipo de operaciones reembolsables cuando así lo autorice expresamente
el Consejo de Ministros.

2. Asimismo, con carácter excepcional y en coordinación con el Departamento competente, se podrán canalizar
recursos a través del FIEM a Organismos Internacionales, siempre que la contribución correspondiente tenga un claro interés
comercial y que el citado Organismo otorgue su garantía cuando la financiación sea reembolsable.

3. El otorgamiento de financiación a los beneficiarios, con cargo al Fondo, por parte del Estado español, constituye
una relación jurídica bilateral, careciendo por tanto de acción alguna y no hallándose legitimado ningún otro sujeto de
derecho, para exigir al Estado español el otorgamiento de una determinada financiación con cargo al FIEM. En este sentido,
los potenciales adjudicatarios de licitaciones y concursos públicos en el extranjero asociados a proyectos total o parcialmente
financiados con el FIEM tendrán, por su propia naturaleza, a todos los efectos, la condición de terceros.

4. Los jueces, tribunales y autoridades administrativas no podrán, por deudas de los Estados beneficiarios de la
financiación o de las empresas adjudicatarias de los proyectos financiados exigibles en territorio español, despachar
mandamientos de ejecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos y valores producto de la
realización, liquidación y pago por parte de la autoridad española concedente o su agente financiero, de los créditos y
préstamos otorgados con cargo al FIEM.

5. En las operaciones financiadas con cargo al FIEM, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, como gestor
del FIEM, garantizará con todos los medios a su alcance la eficaz y eficiente utilización de los fondos, así como la
transparencia y publicidad de los procedimientos. Para ello, se podrá contratar, con cargo al FIEM el control, seguimiento
y evaluación de los distintos proyectos y ayudas que hayan sido o vayan a ser financiados con cargos a dicho Fondo. Las
empresas españolas que hubieran sido seleccionadas para la ejecución de un proyecto con cargo al FIEM deberán certificar
como requisito previo para poder tomar parte en el proyecto, que cumplen con lo establecido en los acuerdos internacionales
suscritos por España en materia de responsabilidad empresarial, derechos laborales y de igualdad de género, en concreto,
los acuerdos relativos a la lucha contra la corrupción y de carácter medioambiental, así como aquellos requisitos que
reglamentariamente se establezcan. El cumplimiento de los acuerdos mencionados implica que no podrán ser beneficiarias
empresas que hayan contribuido a la violación de los derechos humanos, que hayan participado en prácticas de corrupción,
que hayan violado los acuerdos en materia de derechos de los trabajadores, de la infancia u otras normas éticas que supongan
una contradicción con los acuerdos internacionales ratificados por España.

Artículo 6. Interés especial para la estrategia de internacionalización.

A los efectos de esta Ley, se entenderá que una operación o proyecto, asistencia técnica o consultoría es de interés
especial para la estrategia de internacionalización cuando promuevan la internacionalización de las pequeñas y medianas
empresas españolas, cuando conlleve la inversión directa o exportación de bienes y servicios de origen y fabricación
española en un porcentaje suficientemente significativo de la financiación, o cuando, en ausencia de dicho requisito,
concurran circunstancias que justifican dicho interés.

Reglamentariamente, se desarrollarán las características que deberán cumplir los créditos realizados con cargo al
FIEM. En todo caso las características observadas respetarán lo aplicable a estas operaciones por la regulación internacional,
y más concretamente el Acuerdo sobre Directrices en Materia de Apoyo Oficial a la Exportación o Consenso de la OCDE.

Artículo 7. Gestión.

1. La gestión del Fondo para la Internacionalización de la Empresa corresponde al Ministerio de Industria, Turismo
y Comercio, a través de la Secretaría de Estado de Comercio.

Corresponderá al gestor del Fondo entre otras tareas las siguientes: la selección de los proyectos a financiar con cargo
al Fondo y de común acuerdo con los beneficiarios de la financiación, la elaboración de los perfiles y estudios de viabilidad
que sean precisos para el análisis de dichos proyectos, la valoración de las propuestas de financiación y su posterior
presentación al Comité del Fondo para su aprobación, así como la supervisión de la ejecución de los citados proyectos y la
evaluación de los mismos.

Corresponderá también al gestor del Fondo el establecimiento de medidas de prevención para la mitigación de los
impactos negativos en el desarrollo que sean identificados en el estudio de las operaciones realizadas con cargo al Fondo
para la Internacionalización.

2. La Secretaría de Estado de Comercio garantizará con todos los medios a su alcance la eficaz y eficiente utilización
de los recursos del Fondo, para lo cual, se podrán financiar, con cargo al propio Fondo, las asistencias técnicas y
encomiendas de gestión que se estimen oportunas.

3. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, como gestor del FIEM, impulsará con todos los medios a su
alcance la aplicación de los principios de transparencia, publicidad y concurrencia en los procedimientos de adjudicación
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por los países beneficiarios y podrá poner a disposición de éstos los recursos necesarios para garantizar la eficiencia en el
procedimiento de identificación, selección y adjudicación de operaciones.

4. El resto de estipulaciones relativas a la gestión, incluidas las condiciones financieras de los créditos, la financiación
de los gastos locales, la participación de material extranjero o la financiación de comisiones comerciales, así como cualquier
otra circunstancia a tener en cuenta en las operaciones con cargo al FIEM, serán objeto de desarrollo reglamentario posterior.

Artículo 8. Aprobación de operaciones con cargo al Fondo.

1. El Comité del FIEM estará presidido por el/la Secretario/a de Estado de Comercio y su constitución, composición
y funciones serán establecidas en la correspondiente normativa de desarrollo.

2. Corresponderá al Comité del Fondo para la Internacionalización de la Empresa examinar y, en su caso, elevar para
su aprobación por el Secretario/a de Estado de Comercio, aquellas propuestas de financiación que se le presenten con cargo
al FIEM, sin perjuicio de lo establecido en los apartados siguientes.

3. El Comité valorará aquellos créditos de carácter concesional y donaciones, y los elevará al Consejo de Ministros
para su aprobación.

4. El Comité valorará aquellas operaciones que sean de especial relevancia atendiendo a su importe y/o
consideraciones de riesgo y podrá decidir su elevación a Consejo de Ministros, previo informe de la Comisión Delegada
del Gobierno para Asuntos Económicos, a propuesta del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. El Ministerio de
Industria, Turismo y Comercio remitirá la documentación pertinente que deberá, en todo caso, permitir valorar el impacto
del crédito objeto de financiación sobre la deuda del país receptor, el previsible impacto sobre el desarrollo del mismo, las
recomendaciones de endeudamiento del país formuladas por las Instituciones Financieras Multilaterales, la naturaleza del
proyecto, el análisis técnico del riesgo asociado al proyecto y la relevancia del mismo desde el punto de vista de la
internacionalización y de las relaciones bilaterales.

5. Asimismo, el Comité valorará aquellas operaciones de financiación de carácter reembolsable en las que figuren
como prestatarios Estados con problemas financieros de sobreendeudamiento (países HIPC, en sus siglas en inglés) acogidos
a iniciativas multilaterales de condonación con los que España tenga suscritos acuerdos de alivio de la carga de la deuda.
Estas operaciones se elevarán al Consejo de Ministros a propuesta del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, previo
informe de la CDGAE. Para ello, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio remitirá la documentación pertinente que
deberá, en todo caso, permitir valorar el impacto del crédito objeto de financiación sobre la deuda del país receptor, el
previsible impacto sobre el desarrollo del mismo, las recomendaciones de endeudamiento del país formuladas por las
Instituciones Financieras Multilaterales, la naturaleza del proyecto y la relevancia del mismo desde el punto de vista de la
internacionalización y de las relaciones bilaterales.

6. El Comité del Fondo podrá también estudiar operaciones de renegociación y condonación de los activos del FIEM,
incluyendo el canje de deuda por inversiones públicas y privadas, a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda. En
esos casos las propuestas serán elevadas por dicho Departamento al Consejo de Ministros para su aprobación.

Artículo 9. Control parlamentario.

1. El Gobierno remitirá una Memoria anual a las Cortes Generales y al Consejo Económico y Social de las
operaciones, proyectos y actividades autorizadas con cargo al Fondo de Internacionalización de la Empresa, de sus objetivos
y beneficiarios de la financiación, condiciones financieras y evaluaciones, así como información sobre el desarrollo de las
operaciones en curso a lo largo del período contemplado.

2. Con periodicidad anual, la Secretaría de Estado de Comercio comparecerá en reuniones ante las Comisiones de
Industria, Turismo y Comercio del Congreso de los Diputados y del Senado para presentar dicha Memoria y dar cuenta de
la ejecución anual del FIEM y hacer balance sobre las actuaciones del Fondo y la adecuación de los resultados obtenidos
en relación a los previstos en la estrategia de internacionalización.

3. Todas las operaciones que se hagan con recursos del FIEM estarán sujetas a información pública a través de la
puesta a disposición de la Memoria, que una vez remitida a las Cortes Generales, se expondrá en la página web del
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

Artículo 10. Régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control.

Por tratarse de un fondo sin personalidad jurídica, el Régimen Presupuestario, económico-financiero, contable y de
control del Fondo para la Internacionalización de la Empresa se regirá de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.2 y
disposición adicional decimocuarta de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 11. Agente Financiero.

1. El Instituto de Crédito Oficial formalizará, en nombre y representación del Gobierno español y por cuenta del
Estado, los correspondientes convenios de crédito, préstamo o donación. Igualmente, prestará los servicios de
instrumentación técnica, contabilidad, caja, agente pagador, control y, en general, todos los de carácter financiero relativos
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a las operaciones autorizadas con cargo al FIEM, sin perjuicio de las competencias que en materia de control se establecen
en la Ley 47/2003, General Presupuestaria y demás normativa legal vigente.

2. Por instrucciones del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, y en su calidad de agente financiero del FIEM,
el Instituto de Crédito Oficial podrá contratar con cargo al FIEM las asistencias técnicas vinculadas a proyectos a las que
se refiere el artículo 4, apartado 1, párrafo primero, de esta Ley. El procedimiento de contratación se ajustará a las
previsiones normativas específicas referentes a la contratación del Instituto.

3. Con la finalidad de optimizar la gestión financiera del FIEM, el Instituto de Crédito Oficial, previa autorización
del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y previa autorización de la Dirección General del Tesoro y Política
Financiera, podrá depositar los recursos de la cuenta de tesorería del FIEM en entidades financieras distintas del Banco de
España, domiciliadas en países que cumplan las normas internacionales en materia de transparencia financiera, prevención
del blanqueo de capitales y lucha contra la evasión fiscal. Asimismo, siguiendo el mismo procedimiento de autorización y
condiciones, el Instituto de Crédito Oficial podrá efectuar operaciones de inversión, así como operaciones de intercambio
financiero para la cobertura de riesgos.

4. Anualmente con cargo al FIEM y previa autorización por Acuerdo de Consejo de Ministros se compensará al
Instituto de Crédito Oficial por los gastos en los que incurra en el desarrollo y ejecución de la función que se le encomienda.

Artículo 12. Recursos del FIEM.

1. El Fondo se nutrirá con las dotaciones que se consignen en las leyes de Presupuestos Generales del Estado, a través
del presupuesto del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. A dicha dotación habrán de sumarse los recursos
procedentes de las devoluciones o cesiones onerosas de préstamos y créditos concedidos, así como aquellos otros flujos
económicos procedentes de las comisiones e intereses devengados y cobrados por la realización de dichos activos
financieros. La dotación presupuestaria, establecida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, será desembolsada y
transferida al Instituto de Crédito Oficial, agente financiero del Estado, de acuerdo con las necesidades del Fondo.

2. Además de establecer las dotaciones que anualmente vayan incorporándose al Fondo para la Internacionalización
de la Empresa, la Ley de Presupuestos Generales del Estado fijará anualmente el importe máximo de las operaciones que
podrán ser autorizadas en dicho ejercicio presupuestario con cargo al referido Fondo, y dentro de dicho máximo el límite
de las operaciones de carácter no reembolsable a que se refiere el apartado 2 del artículo 4 de esta Ley, a autorizar en el
mismo ejercicio.

3. Se entenderán excluidas de la limitación a la que se refiere el apartado segundo de este artículo, las autorizaciones
de las operaciones de renegociación de créditos concedidos anteriormente con cargo al Fondo, siempre que se lleven a cabo
en cumplimiento de los correspondientes acuerdos bilaterales o multilaterales de renegociación de la deuda exterior de los
países prestatarios, en los que España sea parte.

4. Los recursos del Fondo comprometidos y desembolsados en cada ejercicio con cargo al FIEM no podrán ser
considerados en ningún caso como Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD).

Artículo 13. Efectos del incumplimiento de las condiciones establecidas en los instrumentos de financiación con cargo al
FIEM.

1. En los instrumentos de financiación se preverá la posibilidad de que el Ministerio de Industria, Turismo y
Comercio anule o revoque y deje sin efecto las operaciones de concesión de financiación con cargo al FIEM en las que se
produzca un incumplimiento de las condiciones previstas en el instrumento de financiación.

Asimismo, en estos casos, la Administración podrá reclamar a las empresas la devolución de las cantidades que en
su momento les hubieran sido desembolsadas por el Estado español en sustitución o en virtud de la relación entablada con
el beneficiario del crédito, así como de los intereses que hubieran devengado, procediendo a la correspondiente cancelación
de la deuda al prestatario de los fondos.

2. Para los casos en los que resulte beneficiaria una persona física o jurídica española, el incumplimiento de las
condiciones recogidas en el instrumento de financiación podrá dar lugar a su inhabilitación para ser beneficiaria de futuros
instrumentos de financiación con cargo al FIEM, circunstancia que en el caso de las personas o entidades establecidas en
España, será por un periodo de cinco años que, excepcionalmente, podrá reducirse en virtud de aquellos atenuantes de la
culpabilidad que se puedan apreciar.

La tramitación de dicha inhabilitación se llevará a cabo con arreglo al Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por
el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración.

La Dirección General de Comercio e Inversiones será el órgano competente para el inicio e instrucción del
procedimiento, correspondiendo su resolución a la Secretaria de Estado de Comercio.

TÍTULO II

Régimen del Seguro de Crédito a la Exportación

CAPÍTULO I
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Sostenibilidad de la deuda

Artículo 14. Coherencia del seguro con la sostenibilidad de la deuda.

1. Con el fin de minimizar el impacto potencial en la generación de deuda de los países de destino de los proyectos
de exportación que reciben apoyo oficial a través del seguro de crédito por cuenta del Estado gestionado por CESCE, se
analizará cada operación en relación al nivel de endeudamiento del país, de acuerdo con lo previsto en la Ley 38/2006, de
7 de diciembre, Reguladora de la Gestión de la Deuda Externa, y las directrices y recomendaciones de los organismos
multilaterales.
2. En países pobres altamente endeudados (HIPC en sus siglas en inglés), sólo se podrán asegurar operaciones de
exportación a medio y largo plazo con garantía soberana y por cuenta del Estado, cuando la Comisión Delegada del
Gobierno para Asuntos Económicos (CDGAE) así lo autorice a propuesta del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

En estos casos, la CDGAE valorará el impacto del crédito objeto de cobertura sobre la deuda del país receptor, el
previsible impacto sobre el desarrollo del mismo, las recomendaciones de endeudamiento del país formuladas por las
Instituciones Financieras Multilaterales, la naturaleza del proyecto, la relevancia del mismo desde el punto de vista de la
internacionalización y las relaciones bilaterales.

Disposición adicional primera. Transferencia del Balance y cuentas de Tesorería.

1. A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, los activos y pasivos del Fondo de Ayuda al Desarrollo, así como
los correspondientes derechos y obligaciones, serán transferidos al Balance del Fondo para la Internacionalización de la
Empresa, con excepción de los activos y pasivos que sean atribuibles a operaciones aprobadas con cargo al FAD a iniciativa
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación desde el 1 de enero de 2006, y de los del Ministerio de Economía
y Hacienda, que transferirá todos los activos y pasivos del Fondo de Ayuda al Desarrollo atribuibles a operaciones a
iniciativa de dicho Departamento al balance de ese Ministerio.

2. Asimismo, con la entrada en vigor de la presente Ley, el saldo de la cuenta de Tesorería del Fondo de Ayuda al
Desarrollo con el nombre «Fondo de Ayuda al Desarrollo para la Internacionalización», se transferirá a la cuenta de
Tesorería del FIEM.

3. Los importes de principal, intereses o comisiones devengados y cobrados como consecuencia de créditos
concedidos con cargo al FAD a iniciativa del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio con anterioridad a la entrada en
vigor de la presente Ley, incluyendo los derivados de acuerdos bilaterales o multilaterales de refinanciación autorizados por
Consejo de Ministros, serán ingresados en la cuenta de tesorería del FIEM.

4. Los activos y pasivos de deuda cuya condonación esté comprometida por Acuerdo de Consejo de Ministros se
atribuirán instrumentalmente al activo del FIEM. La posterior devolución de estos activos al país deudor se realizará por
instrucción del Ministerio de Economía y Hacienda.

Disposición adicional segunda. Transferencia de operaciones.

En el momento de la entrada en vigor de esta Ley, quedarán transferidas al FIEM el conjunto de operaciones y
propuestas que son iniciativa del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio con cargo al FAD y que, en el momento de
la entrada en vigor de esta Ley, se encuentren en tramitación. Igualmente se transferirán las líneas de crédito aprobadas por
el Consejo de Ministros con cargo al FAD a iniciativa de dicho Departamento y pendientes de utilización, así como las
obligaciones de pago no formalizadas que se deriven de operaciones aprobadas con cargo al FAD a iniciativa de dicho
Ministerio.

Disposición transitoria única. Recursos.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley, y en tanto no se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del
Estado la dotación y límites a los que se refiere el artículo 12 de esta norma, se entenderán de aplicación, a efectos de
dotación y límite de aprobación de operaciones con cargo al FIEM, los saldos no dispuestos y límites no cubiertos previstos
en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el FAD y que resultan de aplicación al Ministerio de Industria, Turismo
y Comercio.

Disposición derogatoria única. Normas derogadas.

1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que contradigan o se opongan a lo dispuesto
en la presente Ley.

2. En especial, queda derogada expresamente, la disposición adicional vigésimo segunda. dos. 2 de la Ley 62/2003,
de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.

Disposición final primera. Títulos competenciales.
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La presente Ley se dicta al amparo de las competencias que el Estado tiene atribuidas por los artículos 149.1.10.ª y
14.ª de la Constitución, en materia de comercio exterior y hacienda general, y deuda del Estado, respectivamente.

Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y desarrollo de la presente
Ley. En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Gobierno aprobará el desarrollo
reglamentario del FIEM. El Reglamento incluirá, entre otras, las combinaciones de otorgamiento del FIEM junto a otras
actuaciones de carácter financiero; y las estipulaciones relativas a la gestión, incluidas las condiciones financieras de los
créditos, la financiación de los gastos locales, la participación de material extranjero o la financiación de comisiones
comerciales, así como cualquier otra circunstancia a tener en cuenta en las operaciones con cargo al FIEM.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 28 de junio de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

9266 Real Decreto 763/2010, de 11 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, que
establece las Comisiones Delegadas del Gobierno. (BOE núm. 143, de 12-6-2010).

El Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno crea, en
su artículo 7, la Comisión Delegada del Gobierno para el Cambio Climático.

En este artículo se especifica que dicha Comisión está presidida por la Vicepresidenta Primera del Gobierno y
Ministra de la Presidencia, y que formarán parte de ella la Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía
y Hacienda; los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Fomento, de Educación, de Industria, Turismo y
Comercio, de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, de Vivienda y de Ciencia e Innovación; y los Secretarios de Estado
para la Unión Europea, de Defensa, de Economía, de Hacienda y Presupuestos, de Seguridad, de Planificación e
Infraestructuras, de Energía, de Cooperación Territorial, de Cambio Climático y de Investigación.

Dadas las numerosas y complejas repercusiones del cambio climático en el ámbito sanitario, se estima oportuno
modificar el citado Real Decreto, para incluir en la composición de la Comisión Delegada del Gobierno para el Cambio
Climático a la Ministra de Sanidad y Política Social.

Además, respecto a la participación de los Secretarios de Estado, se estima oportuno incluir a la Secretaría de Estado
de Cooperación Internacional, con el fin de reforzar la perspectiva transfronteriza y global que requieren las cuestiones
relacionadas con el cambio climático. También se incorpora a la Comisión Delegada la Secretaría de Estado de Comercio,
dadas las múltiples implicaciones de ese órgano superior en los diversos foros nacionales e internacionales sobre el cambio
climático; y, por último, se incorpora la Secretaría de Estado de Transportes en sustitución de la de Planificación.

En su virtud, a propuesta del Presidente del Gobierno y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 11 de junio de 2010,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del artículo 7 del Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, por el que se establecen las
Comisiones Delegadas del Gobierno.

Uno. El apartado c) del artículo 7.1 del Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, por el que se establecen las
Comisiones Delegadas del Gobierno, queda redactado como sigue:
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«c) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Fomento, de Educación, de Industria, Turismo
y Comercio, de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, de Sanidad y Política Social, de Vivienda y de Ciencia
e Innovación.» 

Dos. El apartado d) del artículo 7.1 del Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, queda redactado como sigue:

«d) Los Secretarios de Estado para la Unión Europea, de Cooperación Internacional, de Defensa, de Economía,
de Hacienda y Presupuestos, de Seguridad, de Transportes, de Comercio, de Energía, de Cooperación Territorial, de
Cambio Climático y de Investigación.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 11 de junio de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

CORTES GENERALES

10100 Resolución de 22 de junio de 2010, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo
de convalidación del Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para la reforma del mercado
de trabajo. (BOE núm. 154, de 25-6-2010).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, el Congreso de los Diputados, en su sesión
del día de hoy, acordó convalidar el Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para la reforma del
mercado de trabajo, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 148, de 18 de junio de 2010.

Se ordena la publicación para general conocimiento.
Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de junio de 2010.–El Presidente del Congreso de los Diputados, José Bono

Martínez.

MINISTERIO DE JUSTICIA

9934 Resolución de 31 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que se aprueban
las modificaciones introducidas en el modelo de contrato de financiación a comprador de bienes muebles, y sus
anexos «cuadro de amortización» y «otros intervinientes y otros objetos» para ser utilizado por la entidad «Caja
Laboral Popular Cooperativa de Crédito», con letras de identificación «F-CL». (BOE núm. 151, de 22-6-2010).

Accediendo a lo solicitado por D. Pantzeska Xabier Eguibar Gainza, en representación de Caja Laboral Popular
Cooperativa de Crédito, domiciliada en Mondragón, Paseo José María Arizmendiarrieta, s/n, con código de identificación
fiscal F-20022109.

Teniendo en cuenta:

Primero. Que la mencionada entidad ha solicitado por escrito de fecha 12 de enero de 2010, se aprueben las
modificaciones introducidas en el modelo de contrato de financiación a comprador de bienes muebles, y su anexos «cuadro
de amortización» y «otros intervinientes y otros objetos», que acompaña, con letras de identificación «F-CL», aprobado por
Resolución de 23 de mayo de 2003 (B.O.E. de 19 de junio de 2003),

Segundo. Que se ha emitido el preceptivo informe no vinculante por la Registradora de Bienes Muebles Central II.
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Que el Registrador adscrito a la Dirección General de los Registros y del Notariado, Sección Tercera, ha informado
favorablemente la aprobación del modelo solicitado.

Esta Dirección General ha acordado:

Primero. Aprobar las modificaciones introducidas en el modelo de contrato de financiación a comprador de bienes
muebles y sus anexos «cuadro de amortización» y «otros intervinientes y otros objetos», que acompaña, con letras de
identificación «F-CL», aprobado por Resolución de 23 de mayo de 2003 (B.O.E. de 19 de junio de 2003), para ser utilizado
por la entidad Caja Laboral Popular Cooperativa de Crédito.

Segundo. Disponer que se haga constar en el impreso la fecha de esta Resolución y la de 23 de mayo de 2003.

Madrid, 31 de mayo de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

9025 Orden EHA/1464/2010, de 28 de mayo, por la que se modifica la Orden ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la
que se desarrollan las obligaciones de comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. (BOE núm. 138, de
7-6-2010).

El artículo 7.2 del Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención
del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, establece aquellas operaciones que, en todo
caso, deberán ser comunicadas al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones
Monetarias con una periodicidad mensual. En concreto, el artículo 7.2.c) contempla, como operaciones a incluir en esta
comunicación, aparte de las previstas en los párrafos a) y b), cualesquiera otras que, a propuesta de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, se recojan en las disposiciones de aplicación del
Reglamento. 

En uso de dicha habilitación normativa y de lo establecido en la disposición transitoria única del Reglamento, la
Orden ECO/2652/2002, de 24 de octubre de 2002, derogando la regulación previa, sometió a comunicación mensual al
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias las operaciones con
una serie de jurisdicciones no comprendidas en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, como paraísos fiscales. 

Actualmente, las relaciones financieras con Irán están siendo sometidas a restricciones y a un seguimiento especial
como consecuencia de los riesgos en que incurre este país en materia de proliferación de armas nucleares, blanqueo de
capitales y financiación del terrorismo. Estas amenazas han motivado la adopción de decisiones por parte de Naciones
Unidas (Resoluciones 1737/2006, 1747/2006, 1803/2008 y 1835/2008, del Consejo de Seguridad) y de la Unión Europea
(Reglamentos (CE) n.º 423/2007 y n.º 1100/2009 del Consejo y 219/2008 de la Comisión), cada una de las cuales ha
establecido una serie de limitaciones y controles en función de su propio ámbito de competencia. 

Por su parte, el Grupo de Acción Financiera Internacional (en adelante, GAFI), como organismo encargado de la
revisión de los procedimientos establecidos por los países en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales y el
control de la financiación del terrorismo, ha destacado en numerosas ocasiones su preocupación por la situación en Irán,
considerando dicho país como territorio de riesgo. En concreto, en el Plenario de dicha organización celebrado en Lyon se
aprobó una Declaración pública de fecha 26 de junio de 2009 en la que aconseja a las instituciones financieras que, teniendo
en cuenta las deficiencias detectadas en el sistema preventivo de Irán, apliquen medidas de diligencia reforzada en las
transacciones que se efectúen con operadores económicos de dicho Estado, siendo responsabilidad de las autoridades
competentes de cada país la determinación del alcance y contenido de las citadas medidas. Posteriormente, el Plenario del
GAFI celebrado en París el 16 de octubre de 2009 adoptó una nueva Declaración pública en la que, ante la falta de
compromiso de Irán para solventar las graves deficiencias de su sistema preventivo, reitera el llamamiento a los países y
jurisdicciones para que desarrollen las actuaciones que estimen necesarias para impedir que sus entidades financieras se vean
afectadas por la ausencia de un marco normativo en ese Estado que prevenga la utilización de sus operadores económicos
para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. Como actuación más reciente, es preciso señalar que en el
último Plenario del GAFI, celebrado el pasado mes de febrero en Abu Dhabi, se acordó, además de reiterar el llamamiento
realizado a los países y jurisdicciones para salvaguardar la integridad de su sistema financiero, recomendar a los países y
jurisdicciones que llamen la atención a sus instituciones financieras para que extremen las precauciones en sus relaciones
de negocio y transacciones con Irán. 

En este sentido, por parte del Ministerio de Economía y Hacienda, ante la situación descrita y de conformidad con
la propuesta de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias aprobada en su reunión del
pasado 22 de enero, se ha adoptado la decisión de recurrir a los instrumentos que la normativa vigente en esta materia le
atribuye, procediendo a modificar la citada Orden ECO/2652/2002 en el sentido de ampliar la aplicación de las medidas
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contempladas en la misma a las transacciones con Irán. 
La presente Orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida en la disposición final primera del Real

Decreto 925/1995, de 9 de junio, conforme a la cual, el Ministro de Economía y Hacienda, previo cumplimiento de los
trámites legales oportunos, dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo del Reglamento de la Ley
19/1993, de 28 de diciembre. 

En su virtud, dispongo: 

Artículo único. Modificación de la Orden ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones
de comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio Ejecutivo de la Comisión de
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

El artículo único de la Orden ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de
comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias se modifica en el sentido de incluir a la República Islámica de Irán en la
relación de países y territorios establecida en el mismo. 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Los sujetos obligados deberán incluir las operaciones a las que se refiere la presente Orden a partir de la primera
comunicación mensual que deba tener lugar una vez que haya transcurrido un mes natural completo desde su publicación.
En esta primera comunicación deberán figurar las operaciones realizadas dentro de dicho mes natural completo. 

Madrid, 28 de mayo de 2010.–La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, Elena
Salgado Méndez.

9101 Real Decreto 749/2010, de 7 de junio, por el que se modifica el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre,
de Instituciones de Inversión Colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, y otros
reglamentos en el ámbito tributario. (BOE núm. 139, de 8-6-2010).

El presente real decreto introduce una serie de modificaciones al Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre,
de instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, así como a tres
reglamentos del ámbito impositivo: el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por el Real
Decreto 1776/2004, de 30 de julio; el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004,
de 30 de julio, y el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007,
de 30 de marzo.

El objetivo fundamental de este real decreto es doble. Por una parte se persigue solucionar algunos problemas
planteados por el impacto de la crisis financiera sobre el activo de las instituciones de inversión colectiva. Por otra parte se
considera necesario introducir mejoras que permitan mayor flexibilidad en la actuación de estas figuras de inversión, sin
menoscabar la protección del inversor.

La crisis financiera actual ha incidido de forma negativa en los activos que forman parte del patrimonio de un gran
número de instituciones de inversión colectiva, bien porque estos activos han pasado a ser ilíquidos, bien porque en las
condiciones actuales de los mercados, son difíciles de valorar. Por estos motivos, y dada la compleja situación actual, se hace
necesario introducir una alternativa a la liquidación definitiva de una institución de inversión colectiva y al hecho de que
la situación excepcional en la que se encuentren parte de sus activos, en combinación con las obligaciones que les impone
la normativa en cuanto a suscripciones y reembolsos, den como resultado el cierre de dicha institución de inversión colectiva.
Esta alternativa consiste en la creación de instituciones de inversión colectiva o compartimentos de propósito especial,
conocidos a nivel internacional como «side pockets», en los que se alojarán los activos afectados por la situación
excepcional que dificulta su valoración y hace disminuir su liquidez. De esta forma, la institución de inversión colectiva o
compartimento original se puede seguir gestionando con normalidad, mientras que la institución de inversión colectiva o
compartimento de propósito especial queda sometido a un régimen especial de valoración, liquidez, suscripciones y
reembolsos, entre otras cuestiones, que permiten una liquidación ordenada de sus activos.

Por otra parte, como hemos mencionado, se introducen una serie de modificaciones en el Reglamento de la Ley
35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva dirigidas a flexibilizar la operativa de las instituciones
de inversión colectiva, alcanzando así mayor eficiencia en los mercados financieros, sin que esto suponga una reducción
del nivel de protección al inversor. Algunas de estas medidas son, principalmente, las siguientes: se permite operar con
«Exchange-traded funds», más conocidos como ETF, en forma de sociedades de inversión de capital variable; se flexibiliza
el régimen de inversión de las instituciones de inversión colectiva de carácter inmobiliario, incluyendo a las sociedades
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cotizadas de inversión en el mercado inmobiliario entre los activos en los que pueden materializar sus inversiones; se
flexibilizan determinados límites a las inversiones que tienen que cumplir los fondos de inversión con objetivos de
rentabilidad garantizados y se mejora el régimen de transparencia de las comisiones.

Adicionalmente hay que destacar que con algunas de las modificaciones establecidas en este real decreto se acerca
el régimen de delegación de las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva al de las empresas de servicios
de inversión, recogido en el Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios
de inversión y de las demás entidades que prestan servicios de inversión y por el que se modifica parcialmente el Reglamento
de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005,
de 4 de noviembre. De esta manera se evita que las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva que están
autorizadas para la prestación de determinados servicios de inversión, tengan que atender a reglas diferentes a la hora de
delegar funciones en otra entidad.

Finalmente, las modificaciones introducidas en los reglamentos de naturaleza fiscal consisten en eximir de la
obligación de practicar retención o ingreso a cuenta de las rentas derivadas de transmisiones o reembolsos de acciones o
participaciones representativas del capital o patrimonio de los fondos de inversión cotizados o sociedades de inversión de
capital variable índice cotizadas.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Economía y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros del día 4 de junio de 2010,

DISPONGO:

Artículo primero. Modificación del Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión
colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, y se adapta el régimen tributario de las
instituciones de inversión colectiva.

El Reglamento de la Ley 35/2005, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real
Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
instituciones de inversión colectiva, y se adapta el régimen tributario de las instituciones de inversión colectiva queda
modificado como sigue:

Uno. El artículo 5.1 queda redactado del siguiente modo:

«1. Las sociedades gestoras de IIC y los depositarios podrán recibir de los fondos comisiones de gestión y de
depósito, respectivamente, y las sociedades gestoras de IIC podrán recibir de los partícipes comisiones por
suscripción y reembolso. En el folleto se deberá recoger la forma de cálculo, el límite máximo de las comisiones
referidas tanto al compartimento como a cada una de las clases, las comisiones que efectivamente vayan a aplicarse,
y la entidad beneficiaria de su cobro. Asimismo, en caso de que la sociedad gestora de IIC (en adelante, SGIIC) se
reserve la posibilidad de establecer acuerdos de devolución a partícipes de comisiones cobradas, tal circunstancia
se deberá incluir en el folleto informativo de los fondos, junto con los criterios a seguir para la práctica de dichas
devoluciones.»

Dos. Se da nueva redacción al apartado 1.ª del párrafo tercero del artículo 5.3:

«1.ª Imputar al fondo la comisión de gestión sobre resultados sólo en aquellos ejercicios en los que el valor
liquidativo sea superior a cualquier otro previamente alcanzado en ejercicios en los que existiera una comisión sobre
resultados. El valor liquidativo máximo alcanzado por el fondo vinculará a la SGIIC durante períodos de al menos
tres años.»

Tres. Se da una nueva redacción al artículo 5.10 y se añaden dos apartados 12 y 13 al artículo 5:

«10. Cuando un fondo de inversión invierta en otra institución de inversión colectiva (en adelante, IIC) que esté
gestionada por la misma SGIIC o por una sociedad perteneciente a su mismo grupo, las comisiones de gestión
acumuladas y soportadas directa o indirectamente por sus partícipes no podrán superar el porcentaje que a tal efecto
fije el folleto del fondo dentro de los límites de este artículo. El porcentaje de comisiones de gestión acumuladas y
soportadas indirectamente por la inversión en otras IIC, conforme a los apartados anteriores, se calculará en función
del importe efectivamente soportado en relación al patrimonio invertido en estas IIC.

Asimismo, este fondo de inversión no podrá soportar comisiones de suscripción y reembolso de las IIC en las
que invierta cuando estén gestionadas por su misma SGIIC o por una sociedad perteneciente a su mismo grupo.
Aquellos fondos que inviertan una proporción sustancial de su activo en otras IIC deberán incluir en el folleto
informativo el nivel máximo de las comisiones de gestión y depositario que podrán soportar de forma directa o
indirecta, expresados en porcentaje sobre el patrimonio de la IIC y sobre el patrimonio invertido en estos activos.»
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«12. Los fondos de inversión podrán soportar comisiones de intermediación que incorporen la prestación del
servicio de análisis financiero sobre inversiones, a que se refiere el artículo 63.2.e) de la Ley 24/1988, de 28 de julio,
del Mercado de Valores, siempre que así figure en el folleto informativo del fondo y se cumplan los siguientes
requisitos:

a) El servicio de análisis deberá constituir pensamiento original y proponer conclusiones significativas, que no
sean evidentes o de dominio público, derivadas del análisis o tratamiento de datos.

b) Dicho servicio deberá estar relacionado con la vocación inversora del fondo de inversión y contribuir a
mejorar la toma de decisiones sobre inversión.

c) El informe anual de la institución a que se refiere el artículo 17 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
instituciones de inversión colectiva, deberá recoger información cualitativa detallada para que los inversores tengan
conocimiento de la existencia costes derivados del servicio de análisis.

d) Las gestoras se deberán dotar de procedimientos de selección de intermediarios con el objeto de garantizar
su deber de actuar en beneficio de los participes, gestionar adecuadamente los conflictos de interés que puedan surgir
en relación a los citados costes, así como garantizar el mejor resultado posible en la ejecución de las operaciones.
Asimismo, los procedimientos deberán contemplar una revisión al menos anual de las comisiones abonadas a los
intermediarios.

13. El Ministro de Economía y Hacienda y, con su habilitación expresa, la Comisión Nacional del Mercado
de Valores dictarán las demás disposiciones necesarias para el desarrollo de este artículo.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 7:

«4. Será aplicable el régimen de delegación de funciones establecido en el artículo 68 a las sociedades de
inversión cuya gestión, administración y representación no esté encomendada a una SGIIC.»

Cinco. Se da nueva redacción a los párrafos segundo y tercero del artículo 14.2:

«Cuando la modificación del reglamento de gestión o, en su caso, del folleto suponga un cambio sustancial de
la política de inversión o de la política de distribución de resultados, la sustitución de la sociedad gestora o del
depositario, la delegación de la gestión de la cartera de la institución en otra entidad, la transformación, fusión o
escisión del fondo o del compartimento; o el establecimiento o elevación de las comisiones, deberá ser comunicada
a los partícipes con carácter previo a su entrada en vigor, con una antelación mínima de un mes. La entrada en vigor
de dichas modificaciones se producirá en el momento de la inscripción de la modificación del reglamento de gestión
o, en su caso, de la actualización del folleto explicativo. El cambio de control de la SGIIC, una vez efectuado y
comunicado a la CNMV, deberá ser comunicado a los partícipes en el plazo de diez días.

Siempre que exista comisión de reembolso o gastos o descuentos asociados a él, los partícipes podrán optar
durante el plazo de un mes contado a partir de la fecha de publicación, o de la remisión de las comunicaciones a los
partícipes si ésta fuera posterior, por el reembolso o traspaso de sus participaciones, total o parcial, sin deducción
de comisión de reembolso ni gasto alguno, por el valor liquidativo que corresponda a la fecha del último día del mes
de información.»

Seis. Se añaden dos nuevas letras j) y k) al artículo 18.1, con la siguiente redacción:

«j) ‘‘Fondo de inversión cotizado’’ y su sigla ‘‘FI cotizado’’.
k) ‘‘Sociedad de inversión de capital variable índice cotizada’’ y su sigla ‘‘SICAV índice cotizada’’.»

Siete. Se da nueva redacción al artículo 33.3:

«3. Una vez disuelto el fondo, se abrirá el período de liquidación y quedará suspendido el derecho de reembolso
y de suscripción de participaciones. La SGIIC, con el concurso del depositario, actuará de liquidador y procederá
con la mayor diligencia y en el más breve plazo posible a enajenar los valores y activos del fondo y a satisfacer y
percibir los créditos. Una vez realizadas estas operaciones, elaborarán los correspondientes estados financieros y
determinarán la cuota que corresponda a cada partícipe.

En relación con los créditos a satisfacer, se considerarán como saldos acreedores del fondo los reembolsos
pendientes de pago solicitados por los partícipes, cuyo valor liquidativo aplicable se refiera a una fecha anterior a
la publicación del acuerdo de disolución.

Antes de la elaboración de los estados financieros, el liquidador podrá repartir el efectivo obtenido en la
enajenación de los valores y activos del fondo, en concepto de liquidaciones a cuenta, de forma proporcional entre
todos los partícipes del fondo, siempre que hayan sido satisfechos todos los acreedores o consignado el importe de
sus créditos vencidos. Cuando existan créditos no vencidos, se asegurará previamente el pago.
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Los estados financieros deberán ser verificados en la forma prevista en la ley y en este reglamento. El balance
y la cuenta de pérdidas y ganancias deberán ser publicados en el «Boletín Oficial del Estado» y en uno de los
periódicos de mayor circulación del lugar del domicilio de la SGIIC.

Transcurrido el plazo de un mes a partir de la fecha de su publicación sin que se hubieran formulado
reclamaciones, se procederá al reparto del patrimonio entre los partícipes. Las cuotas no reclamadas en el plazo de
tres meses se consignarán en depósito en la Caja General de Depósitos y quedarán a disposición de sus legítimos
dueños.

En el caso de que hubiera habido reclamaciones, se estará a lo que disponga el juez o el tribunal competente
y podrán realizar entregas a los partícipes en concepto de liquidación provisional.

Una vez efectuado el reparto total del patrimonio, la SGIIC y el depositario solicitarán la cancelación de los
asientos referentes al fondo en el registro de la CNMV que corresponda y, en su caso, en el Registro Mercantil.»

Ocho. Se da nueva redacción al apartado e) del artículo 36.1:

«e) los depósitos en entidades de crédito que sean a la vista o puedan hacerse líquidos, con un vencimiento no
superior a doce meses, siempre que la entidad de crédito tenga su sede en un Estado miembro de la Unión Europea
o en cualquier Estado miembro de la OCDE sujeto a supervisión prudencial.»

Nueve. Se da nueva redacción al párrafo 5.º del artículo 36.1.j):

«5.º Las acciones y participaciones de las entidades de capital-riesgo reguladas en la Ley 25/2005, de 24 de
noviembre, reguladora de las Entidades de Capital-Riesgo y de sus Sociedades Gestoras, así como las entidades
extranjeras similares.»

Diez. Se da una nueva redacción al penúltimo párrafo de la letra d) del artículo 38.2:

«En estos casos, la inversión en acciones u obligaciones del mismo emisor podrá alcanzar el 20 por ciento del
patrimonio de la IIC. Este límite se podrá ampliar al 35 por ciento, cuando concurran causas excepcionales en el
mercado y siempre que se haga constar en el folleto y en toda publicidad de promoción de la IIC.»

Once. Se añade un párrafo al artículo 38.4:

«Además, no podrán invertir en acciones o participaciones de una misma IIC por encima del 25% del volumen
en circulación de acciones o participaciones de esta. No estarán sujetas a este límite aquellas IIC reguladas en el
artículo 45 cuya política de inversión se base en la inversión en un único fondo.»

Doce. Se da una nueva redacción al artículo 38.6:

«6. Sin perjuicio de la excepción prevista en el primer párrafo del apartado 2.b), la suma de las inversiones en
los activos e instrumentos financieros señalados en el párrafo c) del apartado 2 emitidos por un emisor, las posiciones
frente a él en productos derivados y los depósitos que la IIC tenga en dicha entidad no podrá superar el 35% del
patrimonio de la IIC.»

Trece. Se añade un cuarto párrafo al artículo 39.3 y se modifica el artículo 39.4:

«3. La exposición total al riesgo de mercado asociada a instrumentos financieros derivados no podrá superar
el patrimonio neto de la IIC. Por exposición total al riesgo se entenderá cualquier obligación actual o potencial que
sea consecuencia de la utilización de instrumentos financieros derivados, entre los que se incluirán las ventas al
descubierto.

Las primas pagadas por la compra de opciones, bien sean contratadas aisladamente, bien incorporadas en
operaciones estructuradas, en ningún caso podrán superar el 10 por ciento del patrimonio de la IIC.

No estarán sujetas a los límites previstos en este apartado las IIC que lleven a cabo una gestión encaminada
a la consecución de un objetivo concreto de rentabilidad que haya sido garantizado a la propia institución por un
tercero.

Adicionalmente no resultará de aplicación el límite de 10 por ciento señalado anteriormente a las IIC que lleven
a cabo una gestión encaminada a la consecución de un objetivo concreto de rentabilidad.

4. La exposición al riesgo de mercado del activo subyacente asociada a la utilización de instrumentos
financieros derivados deberá tomarse en cuenta para el cumplimiento de los límites de diversificación señalados en
los apartados 2, 3, 6, 7 y 8 del artículo 38. A tales efectos, se excluirán los instrumentos derivados cuyo subyacente
sea un índice bursátil o de renta fija que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 38.2.d), tipos de interés,
tipos de cambio, divisas, índices financieros, volatilidad, así como cualquier otro subyacente que la CNMV determine
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por presentar unas características similares a los anteriores.
No estarán sujetas a los límites previstos en este apartado las IIC que lleven a cabo una gestión encaminada

a la consecución de objetivo concreto de rentabilidad que haya sido garantizado a la propia institución por un
tercero.»

Catorce. Se añade una nueva letra c) al artículo 42.1:

«c) En caso de IIC que repliquen o reproduzcan un determinado índice bursátil o de renta fija a que se refiere
el artículo 38.2.d), la supresión del límite del 20% se podrá ampliar al 35% para un único emisor siempre y cuando
venga justificada por causas excepcionales en el mercado.»

Quince. Se modifica el artículo 43.a), b) y n):

«a) Las acciones o participaciones de estas IIC deberán suscribirse o adquirirse mediante un desembolso
mínimo inicial de 50.000 euros. La exigencia anterior no será aplicable a los participes que tengan la condición de
clientes profesionales tal y como están definidos en el artículo 78 bis.3 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores.

b) Solo podrán realizar las actividades de comercialización a las que se refiere el artículo 2.1 de la Ley cuando
se dirijan a clientes profesionales tal y como se definen en el artículo 78 bis.3 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores.»

«n) Con anterioridad a la suscripción o adquisición de las participaciones o de las acciones de estas IIC, el
inversor deberá dejar constancia por escrito de que conoce los riesgos inherentes a la inversión. El cumplimiento de
esta obligación se entenderá sin perjuicio del respeto en todo momento, por parte de estas IIC, a las normas de
conducta previstas en la Ley, en este reglamento y en sus normas de desarrollo.

La exigencia del documento en el que conste por escrito el consentimiento anterior no será aplicable a los
clientes profesionales tal y como están definidos en el artículo 78 bis.3 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores. Tampoco será exigible dicho documento cuando existan contratos de gestión discrecional de
carteras que autoricen a invertir en este tipo de IIC e incluyan advertencias equivalentes a las del documento citado.»

Dieciséis. Se modifica el artículo 44.1.a):

«a) Deberán invertir al menos el 60 por 100 de su patrimonio en IIC de inversión libre a las que se refiere el
artículo anterior constituidas en España y en IIC extranjeras similares, o bien domiciliadas en países pertenecientes
a la Unión Europea o a la OCDE, o bien cuya gestión haya sido encomendada a una sociedad gestora sujeta a
supervisión con domicilio en un país perteneciente a la Unión Europea o a la OCDE.»

Diecisiete. Se añade un nuevo artículo 45 bis con el siguiente tenor literal:

«Artículo 45 bis. IIC y compartimentos de propósito especial.

1. Cuando por circunstancias excepcionales relativas a los instrumentos financieros en los que haya invertido
una IIC, a sus emisores o a los mercados, no resulte posible la valoración o la venta a su valor razonable de dichos
instrumentos; dichos activos representen más del 5% del patrimonio de la IIC, y se deriven perjuicios graves en
términos de equidad para los intereses de partícipes o accionistas, la sociedad gestora o la sociedad de inversión, con
el conocimiento del depositario, podrá escindir la IIC original traspasando los activos afectados por estas
circunstancias a una IIC o compartimento resultantes, de nueva creación, de la misma forma jurídica, que estará
constituido exclusivamente por dichos activos.

Para la estimación del porcentaje señalado en el párrafo anterior, la sociedad gestora o la sociedad de inversión
podrá recurrir a la última valoración conocida de los activos afectados o a cualquier otra técnica de valoración de
general aceptación.

2. Los partícipes o accionistas de la IIC original existentes en el momento en que produzcan las circunstancias
mencionadas en el apartado anterior, recibirán en proporción a su inversión en la IIC original participaciones o
acciones de la IIC o compartimento de propósito especial resultante.

3. La creación de la IIC o compartimento de propósito especial será objeto de comunicación previa a la CNMV,
a efectos de inscripción en el correspondiente Registro y tendrá la consideración de hecho relevante en los términos
del artículo 28. Asimismo, dicha creación se comunicará por escrito a los partícipes o accionistas, con indicación de
las causas que motivaron la creación de la IIC o compartimento de propósito especial y las condiciones que rijan el
mismo.

4. La IIC o compartimento de propósito especial resultante se regirá por las previsiones aplicables a las IIC o
compartimentos, excepto:
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a) No les serán de aplicación las reglas sobre inversiones contenidas en la sección 1.ª del capítulo I del título
III.

b) No deberán disponer de un patrimonio mínimo de acuerdo al artículo 46 del reglamento.
c) El cálculo del valor liquidativo se realizará con la periodicidad de la IIC o compartimento originario. En caso

de que no sea posible calcular el valor liquidativo, se justificará tal circunstancia en la información pública periódica.
d) Una vez creados, las IIC o compartimentos de propósito especial resultantes no podrán emitir nuevas

participaciones o acciones. Se deberá solicitar a los partícipes o accionistas la designación de una cuenta a la que
realizar el reembolso o recompra, o de una IIC a la que realizar los traspasos, de sus acciones o participaciones,
conforme a lo establecido en este artículo.

e) Cuando desaparezcan total o parcialmente las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 anterior, se
procederá con la mayor diligencia a la venta de los activos y al reparto proporcional de la liquidez resultante entre
todos los inversores de la IIC o compartimento de propósito especial resultante, mediante el reembolso o recompra
del número de participaciones o acciones que corresponda.

f) No se podrán establecer comisiones ni descuentos de reembolso. Respecto a las comisiones de gestión,
depósito y demás gastos a los que alude el artículo 5.11, únicamente se devengarán y liquidarán cuando la IIC o
compartimento de propósito especial resultante tenga liquidez suficiente. Las comisiones de gestión y depósito
tendrán como límite máximo el establecido en la IIC original.

g) No se exigirá folleto informativo.
h) La creación de la IIC o compartimento de propósito especial resultante no dará lugar al derecho de

separación recogido en el artículo 14.2.
i) En los informes periódicos de la IIC se deberá incluir información sobre las circunstancias que motivaron

la creación de la IIC o compartimento de propósito especial resultante, así como la información sobre el valor
liquidativo de que se disponga, las perspectivas sobre la evolución futura de los valores integrantes en esta IIC o
compartimento resultante y cualquier otra información que se estime de interés.

5. Las SICAV cuyas acciones estén admitidas a negociación en bolsas de valores u otros mercados regulados
o sistemas multilaterales de negociación de valores, no podrán crear compartimentos de propósito especial debiendo
adoptar necesariamente la figura de IIC y no podrán solicitar la admisión a cotización en bolsas de valores u otros
mercados regulados o sistemas multilaterales de negociación de valores.

6. El régimen de traspasos establecido en el artículo 28 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones
de inversión colectiva, se podrá aplicar a los reembolsos de las acciones o participaciones representativas de las IIC
o compartimentos de propósito especial resultante.

7. No será de aplicación a las IIC o compartimentos de propósito especial resultante el régimen de
transformación, fusión y escisión contenido en los artículos 25, 26 y 27 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
instituciones de inversión colectiva.

8. Una vez satisfechos los reembolsos o realizadas las recompras o los traspasos de los inversores, procederá
la extinción de la IIC o compartimento de propósito especial resultante, que se comunicará a la CNMV para su
anotación en el registro correspondiente.»

Dieciocho. Se modifica el título del artículo 49 con el siguiente tenor literal:

«Artículo 49. Fondos de inversión cotizados y SICAV índice cotizadas.»

Diecinueve. Se modifica el artículo 49.2.a), b) y c):

«a) Obtener la autorización de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, de acuerdo con el procedimiento
establecido en el artículo 10 de la ley. Cuando se produzca la baja del fondo en el registro correspondiente de la
Comisión Nacional del Mercado de Valores, quedará sin efecto la admisión a negociación en bolsa de sus
participaciones.

b) Cumplir las reglas especiales del artículo 52.1. No resultará exigible, en el momento de su admisión a
cotización, que el número mínimo de partícipes sea el establecido en el artículo 3. La constitución de los fondos ante
notario y su inscripción en el registro mercantil será potestativa.

c) Que el objetivo de la política de inversión sea reproducir un índice que cumpla las condiciones previstas en
el artículo 38.2.d) así como cualquier otro subyacente que la Comisión Nacional del Mercado de Valores autorice
expresamente.»

Veinte. Se añade un nuevo apartado 8 en el artículo 49, con el siguiente tenor literal:

«8. Son SICAV índice cotizadas aquellas sociedades de inversión colectiva de capital variable que cumplan
lo dispuesto en los apartados anteriores con las siguientes especialidades:



105

a) No resultará exigible, en el momento de su admisión a cotización, que el número mínimo de accionistas sea
el establecido en el artículo 6 de este Reglamento.

b) No les serán de aplicación los apartados 3 a 6 del artículo 52 ni los artículos 53 y 54 de este Reglamento.
c) Cuando la SICAV índice sea autogestionada, todas las referencias hechas en este artículo a la SGIIC se

entenderán hechas al consejo de administración de la SICAV.
d) No será de aplicación a las acciones representativas de su capital social el procedimiento de traspaso de

acciones previsto en el artículo 28 de la Ley.»

Veintiuno. Se modifica el artículo 51.2 con el siguiente tenor literal:

«2. Las acciones se venderán y recomprarán por la propia sociedad a través de al menos uno de los
procedimientos previstos en los tres artículos siguientes. En el caso de las SICAV índice cotizadas se estará a lo
dispuesto en el artículo 49 de este Reglamento.»

Veintidós. Se modifica el artículo 56.1.a):

«a) Las inversiones en inmuebles finalizados. Se entenderán incluidas en esta letra las siguientes inversiones,
con un límite de máximo conjunto del 15 por ciento sobre el patrimonio de la IIC:

1.º Inversiones en una sociedad cuyo activo esté constituido mayoritariamente por bienes inmuebles, siempre
que la adquisición de aquella sea con el objeto de disolverla en el plazo de seis meses desde su adquisición y el
inmueble sea objeto de arrendamiento a partir de ésta.

2.º Inversiones en entidades de arrendamiento de viviendas referidas en el capítulo III del título VII del texto
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

3.º Inversiones en una sociedad cuyo activo esté constituido mayoritariamente por bienes inmuebles, siempre
que los inmuebles sean objeto de arrendamiento.

4.º Inversiones en sociedades anónimas cotizadas de inversión en el mercado inmobiliario contempladas en la
Ley 11/2009, de 26 de octubre, por la que se regulan las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado
Inmobiliario, siempre que no tengan participaciones en el capital o patrimonio de otras IIC inmobiliaria.

5.º Las inversiones en otras IIC inmobiliarias, siempre que en el reglamento del fondo o los estatutos de la
sociedad cuyas participaciones o acciones se prevea adquirir no autoricen a invertir más de un 10 por ciento del
activo de la institución en participaciones o acciones de otras IIC. Adicionalmente, las normas sobre régimen de
inversiones, prevención de conflictos de interés, endeudamiento y valoración de bienes inmuebles deberán ser
similares a las incluidas en este capítulo.»

Veintitrés. Se modifica el artículo 60.1:

«1. Las sociedades de inversión inmobiliaria invertirán, al menos, el 80 por ciento del promedio anual de saldos
mensuales de su activo en bienes inmuebles en los términos del artículo 56. El resto del activo podrán tenerlo
invertido en los valores admitidos a cotización en bolsas de valores o en otros mercados o sistemas organizados de
negociación a los que se refiere el artículo 36.»

Veinticuatro. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 63, con el siguiente tenor literal:

«5. El régimen de disolución y liquidación de los fondos de inversión inmobiliaria será el previsto con carácter
general en el artículo 33, con las siguientes especialidades durante el periodo de liquidación:

a) Una vez iniciado el proceso de liquidación del fondo, la comisión de gestión que puede percibir la SGIIC
como remuneración de sus servicios a dicho fondo no podrá superar el 1,5 por ciento del patrimonio del fondo
durante el primer año, el 1 por ciento durante el segundo año y el 0,5 por ciento a partir del tercer año. Durante el
periodo de liquidación del fondo, la SGIIC no podrá percibir comisión de gestión sobre resultados.

b) En la información pública periódica deberá incluirse una referencia detallada sobre el proceso de venta de
la cartera de inversiones inmobiliarias de la IIC. En particular, deberá informarse para cada periodo del grado de
avance del proceso de ventas, de las actuaciones de ventas desarrolladas, del detalle de los inmuebles vendidos, de
los precios de venta, de los inversores contactados y de las ofertas recibidas. Adicionalmente, en el informe anual
se incluirá una recapitulación del proceso de ventas realizado en todo el ejercicio y una referencia a las perspectivas
de ventas para el año siguiente.

c) El depositario del fondo deberá verificar que la actuación de la SGIIC en el proceso de liquidación se realiza
con la máxima diligencia encaminada a liquidar el fondo en el menor plazo posible, asegurando que cada una de las
ventas se ha realizado en beneficio de los partícipes y en condiciones de mercado. Tal verificación quedará reflejara
en un informe anual que estará a disposición de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.»
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Veinticinco. Se da una nueva redacción al artículo 68.

«1. La delegación de funciones por parte de las sociedades gestoras de IIC no limitará ni disminuirá su
responsabilidad respecto al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa en relación a las
actividades delegadas. En ningún supuesto podrá producirse una delegación que implique que la SGIIC se convierta
en una entidad instrumental o vacía de contenido.

2. La SGIIC deberá establecer procedimientos adecuados de control de la actividad de la entidad en la que se
efectúa la delegación. Cuando la SGIIC y la entidad en la que se efectúa la delegación pertenezcan al mismo grupo,
aquélla deberá valorar su capacidad para controlar a dicha entidad y para influir en su actuación.

La SGIIC podrá dar en cualquier momento instrucciones adicionales a la entidad en la que se efectúa la
delegación y podrá revocar la delegación, con efecto inmediato, cuando sea en interés de los inversores.

La SGIIC en ningún caso podrá delegar funciones en terceros cuando ello disminuya su capacidad de control
interno.

3. La delegación de funciones deberá cumplir las siguientes condiciones:

a) No supondrá delegación de responsabilidad por parte de la alta dirección o del órgano de administración.
b) No podrá alterar las relaciones y obligaciones de la SGIIC con su clientela.
c) No podrán eliminarse o modificarse las condiciones que debe cumplir la SGIIC para recibir y conservar la

autorización por la existencia de un acuerdo de delegación.
Las sociedades gestoras de IIC deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar que:

1.º El tercero delegado:

i) Dispone de la competencia, capacidad y de cualquier autorización que, en su caso, exija la ley para realizar
las funciones o servicios delegados de forma fiable y profesional.

ii) Realiza eficazmente los servicios delegados. A tal fin, la SGIIC deberá establecer medidas para evaluar su
nivel de cumplimiento.

iii) Supervisa correctamente la realización de las funciones delegadas y gestiona adecuadamente los riesgos
asociados a la delegación.

iv) Comunica a la SGIIC cualquier suceso que pueda afectar de manera significativa el desempeño eficaz y
conforme a la normativa aplicable de las funciones delegadas.

v) Coopera con la CNMV en todo lo relativo a las actividades delegadas en él.
vi) Protege toda la información confidencial referida a la SGIIC y a sus clientes.

2.º Toma las medidas adecuadas cuando se aprecie que el tercero no puede realizar las funciones eficazmente
y de acuerdo con las disposiciones normativas aplicables.

3.º Cuenta con la experiencia necesaria para supervisar eficazmente las funciones delegadas y para gestionar
adecuadamente los riesgos asociados a tal delegación.

4.º Puede rescindir el contrato de delegación cuando resulte necesario sin detrimento para la continuidad y
calidad en la prestación de servicios a los clientes.

5.º Sus auditores y las autoridades competentes tienen acceso efectivo a los datos referidos a las actividades
delegadas y a las dependencias del tercero delegatario. Asimismo, la SGIIC deberá asegurarse de que las autoridades
competentes pueden efectivamente ejercer el derecho de acceso.

6.º Ella misma y el tercero elaboran, aplican y mantienen un plan de emergencia para la recuperación de datos
en caso de catástrofes y comprueban periódicamente los mecanismos de seguridad informática, cuando ello sea
necesario habida cuenta de la función o servicio delegado.

4. El acuerdo de delegación deberá formalizarse en un contrato escrito en el que se concretarán los derechos
y obligaciones de las partes.

Entre las cláusulas de los contratos o acuerdos en los que se formalice la delegación, deberá incluirse
expresamente el compromiso de la entidad que recibe la delegación de facilitar y permitir la labor de supervisión que,
en su caso, la CNMV entienda necesario realizar en su sede social.

La SGIIC deberá poner a disposición de la CNMV cuando ésta lo solicite, toda la información que sea necesaria
para la supervisión del cumplimiento de las actividades delegadas.

5. Los folletos de la IIC deberán recoger expresamente la existencia de las delegaciones y detallar su alcance.
6. Las entidades en quienes las sociedades gestoras de IIC efectúen delegaciones estarán sujetas al régimen de

operaciones vinculadas en los términos establecidos en el artículo 67 de la ley y en el artículo 99 de este reglamento.
7. Requerirá previa autorización de la CNMV la delegación por las sociedades gestoras de IIC en una o varias

entidades de la actividad de gestión de activos, que estará sujeta a los siguientes requisitos:

a) El acuerdo o acuerdos de delegación a los que se refiere el apartado 4 serán inscritos en el correspondiente
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registro de la CNMV de acuerdo con el procedimiento previsto en la ley y en este reglamento para las modificaciones
de los estatutos sociales y reglamentos.

b) La entidad en quien se delegue la gestión de activos deberá ser necesariamente otra SGIIC o aquellas otras
entidades habilitadas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 64 y 65 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores, para realizar en España el servicio de inversión previsto en el artículo 63.1.d) de dicha ley.

c) La CNMV podrá establecer los requisitos que hayan de cumplir los contratos de delegación de la gestión
de activos que deberán garantizar la continuidad en la gestión de los activos de modo que aquellos no queden
resueltos por la mera sustitución de la SGIIC, salvo que al acordar dicha sustitución se decida también la de la entidad
que gestiona por delegación, todos o parte de los activos de la institución.

d) En el caso de delegación de la gestión de los activos en una entidad extranjera, ésta deberá estar domiciliada
en un Estado miembro de la OCDE, estar sometida a supervisión prudencial y ofrecer garantías similares a las
exigidas a las sociedades gestoras de IIC españolas. Asimismo, deberá existir un convenio de colaboración bilateral
entre la CNMV y la autoridad que tenga encomendadas funciones equivalentes en el Estado en el que tenga su sede
la entidad, en los términos del artículo 91 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, que ampare
la supervisión e inspección en esta materia, o exista la obligación de cooperación entre los organismos supervisores
en aplicación de la normativa comunitaria.

e) En el caso de delegación de la gestión de los activos de un fondo de inversión, la autorización de la
delegación conferirá a los partícipes del fondo de inversión el derecho al reembolso de sus participaciones sin
comisión o descuento de reembolso ni gasto alguno en los términos del artículo 12.2 de la ley y del artículo 14.2 de
este reglamento.

8. La delegación de las funciones de control interno, esto es, auditoría interna, cumplimiento normativo y
gestión de riesgos, así como de las funciones relativas a la administración de las IIC, deberá ser comunicada con
carácter previo a que sea efectiva por la SGIIC a la CNMV para su incorporación al registro de la SGIIC.

9. En ningún caso se podrá delegar la gestión de los activos, las funciones de control interno, esto es, de
auditoría interna, cumplimiento normativo y gestión de riesgos ni las funciones de administración de las IIC en el
depositario, a excepción de la llevanza del registro de accionistas, prevista en el ordinal 5º, letra b) del articulo 64
y de lo dispuesto en el artículo 84, o en ninguna otra entidad cuyos intereses puedan entrar en conflicto con los de
la SGIIC o los de los inversores. Tampoco resultará posible delegar tales funciones en la misma entidad en la que
el depositario haya delegado las funciones que le encomienda la normativa reguladora de IIC.»

Veintiséis. Se da nueva redacción al artículo 74:

«Artículo 74. Fondo general de garantía de inversores.

Las SGIIC deberán adherirse al Fondo general de garantía de inversores en el caso de que realicen servicios
de inversión, salvo lo relativo a la prestación del servicio de asesoramiento en materia de inversión. La adhesión
deberá ser anterior al inicio de la actividad. En todo caso, resultará de aplicación lo dispuesto en el Real Decreto
948/2001, de 3 agosto, sobre sistemas de indemnización de los inversores, y sus disposiciones de desarrollo.»

Veintisiete. Se da una nueva redacción al artículo 97.1:

«1. Será aplicable a las personas y entidades enumeradas en el artículo anterior el título IV sobre normas de
conducta aplicables a quienes presten servicios de inversión del Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, sobre el
régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que prestan servicios de
inversión y por el que se modifica parcialmente el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones
de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre. A las sociedades gestoras de
IIC que realicen la actividad de comercialización tanto de acciones y participaciones de IIC por ellas gestionadas
como, en su caso, de otras IIC, les resultará de aplicación lo previsto en el Capítulo III del Título IV del Real Decreto
217/2008.»

Artículo segundo. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por Real Decreto
1776/2004, de 30 de julio.

Se da nueva redacción al artículo 10.3.a), 3.º

«3.º Las rentas derivadas de transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones representativas del
capital o patrimonio de instituciones de inversión colectiva, excepto las procedentes de participaciones o acciones
en los fondos y sociedades regulados por el artículo 49 del Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre.»
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Artículo tercero. Modificación del Reglamento del Impuesto de Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de
30 de julio.

Se modifica el párrafo y) del artículo 59 en los siguientes términos:

«y) Las rentas derivadas del reembolso o transmisión de participaciones o acciones en los fondos y sociedades
regulados por el artículo 49 del Reglamento de la Ley 35/2003, de instituciones de inversión colectiva, aprobado por
el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre.»

Artículo cuarto. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real
Decreto 439/2007, de 30 de marzo.

El Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30
de marzo queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 75.3.i) en los siguientes términos:

«i) Las ganancias patrimoniales derivadas del reembolso o transmisión de participaciones o acciones en
instituciones de inversión colectiva, cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 94 de la Ley del Impuesto,
no proceda su cómputo, así como las derivadas del reembolso o transmisión de participaciones o acciones en los
fondos y sociedades regulados por el artículo 49 del Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre.»

Dos. Se da nueva redacción a la disposición adicional cuarta, con el siguiente tenor literal:

«Disposición adicional cuarta. Participaciones en fondos de inversión cotizados y acciones de sociedades de
inversión de capital variable índice cotizadas.

El régimen de diferimiento previsto en el artículo 94.1.a).segundo párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas no resultará de aplicación cuando la transmisión o reembolso o, en su caso, la suscripción
o adquisición tenga por objeto participaciones representativas del patrimonio de los fondos de inversión cotizados
o acciones de las sociedades del mismo tipo a que se refiere el artículo 49 del Reglamento de la Ley 35/2003, de 4
de noviembre, de instituciones de inversión colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre.»

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto y el
artículo 24.3 de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 24 de septiembre de 1993, sobre fondos y sociedades
de inversión inmobiliaria.

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 926/1998, de 14 de mayo, por el que se regulan los fondos de
titulización de activos y las sociedades gestoras de fondos de titulización.

El artículo 2.2.ª,1.ª, del Real Decreto 926/1998, de 14 de mayo, por el que se regulan los fondos de titulización de
activos y las sociedades gestoras de los fondos de titulización queda redactado como sigue:

«1.ª Tanto el cedente como, en su caso, el emisor de los valores creados para su incorporación a un fondo de
titulización, deberán disponer en el momento de la constitución del fondo con carácter general de, al menos, cuentas
auditadas de los tres últimos ejercicios. El informe de auditoría del último ejercicio deberá tener opinión y no podrá
contener una denegación de opinión, ni opinión adversa, ni limitaciones al alcance u otro tipo de salvedades que, a
juicio, de la CNMV, pudieran afectar a los activos a titulizar. Dicho requisito podrá exonerarse por la CNMV cuando
la entidad cedente sea de reciente constitución.»

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 7 de junio de 2010.

JUAN CARLOS R.
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La Vicepresidenta Segunda del Gobierno
y Ministra de Economía y Hacienda,

ELENA SALGADO MÉNDEZ

9267 Real Decreto 764/2010, de 11 de junio, por el que se desarrolla la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de
seguros y reaseguros privados en materia de información estadístico-contable y del negocio, y de competencia
profesional. (BOE núm. 143, de 12-6-2010).

I 

La disposición final segunda de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados,
habilita al Gobierno para que desarrolle esta Ley en las materias que se atribuyen expresamente a su potestad reglamentaria,
así como, en general, en todas aquellas susceptibles de desarrollo reglamentario en que sea preciso para su correcta
ejecución, mediante la aprobación de su reglamento y las modificaciones ulteriores de éste que sean necesarias. En uso de
esta habilitación se regulan en este real decreto dos aspectos esenciales para el ejercicio y la supervisión de la actividad de
los mediadores de seguros: por un lado, los libros-registro y el deber de información estadístico-contable de los corredores
de seguros y de los corredores de reaseguros, y el deber de información contable y del negocio de los agentes de seguros
vinculados y de los operadores de banca-seguros vinculados; y por otro lado, el deber de formación de los mediadores de
seguros, corredores de reaseguros y de las demás personas que participen directamente en la mediación de seguros y
reaseguros privados. 

Por lo que respecta a los corredores de seguros y a los corredores de reaseguros, el artículo 49 de la Ley 26/2006,
de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados establece la obligación para los corredores de seguros y para
los de reaseguros de llevar los libros-registro contables y remitir a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones
la información estadístico-contable con el contenido y la periodicidad que reglamentariamente se determine. 

En este sentido, el Real Decreto 301/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan los libros-registro y el deber de
información estadístico-contable de los corredores de seguros y las sociedades de correduría de seguros, regula en su artículo
2.3 el deber de dichos mediadores de remitir a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la información
estadístico-contable anual. 

La entrada en vigor de la mencionada Ley 26/2006, de 17 de julio, hizo necesario actualizar el Real Decreto
301/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan los libros-registro y el deber de información estadístico-contable de los
corredores de seguros y las sociedades de correduría de seguros, con el fin de adaptar algunos preceptos de dicho real
decreto a la nueva ley. Esta actualización, que no afectó a los libros-registro sino únicamente a los modelos de la
documentación estadístico-contable anual de los corredores de seguros y reaseguros, se llevó a cabo a través del artículo
cuatro de la Orden EHA/1805/2007, de 28 de mayo, por la que se establecen obligaciones en cuanto a la remisión telemática
de la documentación estadístico-contable de las entidades aseguradoras, las entidades gestoras de fondos de pensiones, y
los corredores de seguros y reaseguros, y por la que se modifica la Orden EHA/3636/2005, de 11 de noviembre, por la que
se crea el registro telemático del Ministerio de Economía y Hacienda. 

La consolidación en la realidad del sector de la mediación de seguros y reaseguros privados de los nuevos conceptos
y figuras que incorporó la Ley 26/2006, de 17 de julio, han puesto de manifiesto la necesidad de perfeccionar los
requerimientos de información a los que están obligados los corredores de seguros y reaseguros, así como la de disponer
de datos relativos a la actividad de los agentes de seguros vinculados tanto para facilitar la tarea de supervisión de este tipo
de mediadores, como para proporcionar al sector asegurador y a las Administraciones Públicas información sobre las
características de este tipo de intermediación y su relación con los consumidores. 

En aras de conseguir la consistencia necesaria en la información requerida a la que están obligados los corredores
de seguros, los corredores de reaseguro y los agentes de seguros vinculados, que permita optimizar los resultados, así como
satisfacer de forma eficiente las demandas de información del sector y de las Administraciones Públicas, se requiere una
completa colaboración entre los distintos responsables, entidades aseguradoras y mediadores, en la transmisión de
información para permitir la correcta cumplimentación de los distintos modelos de captura de los mismos. 

Con la finalidad de realizar un control administrativo más eficaz y poder verificar que se mantienen los requisitos
exigidos a los corredores de seguros y a los corredores de reaseguros para mantener su inscripción en el Registro
administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de reaseguros y de sus altos cargos, se han introducido
modificaciones en los modelos que integran la documentación estadístico-contable anual de estos mediadores y que se
recogen en el anexo I de este real decreto. 

Por lo que respecta a los agentes de seguros vinculados y operadores de banca-seguros vinculados, la información
sobre la actividad desarrollada por dichos mediadores constituye un instrumento básico para el análisis y diagnóstico de la
evolución del mercado de seguros. La obtención de información y su utilización es indispensable para el ejercicio de las
competencias administrativas concernientes al control y la supervisión de la actividad de los agentes de seguros vinculados
y operadores de banca-seguros vinculados. En este sentido, el artículo 48.2 de la mencionada Ley 26/2006, de 17 de julio,
estableció la obligación para los mediadores de seguros y corredores de reaseguros de suministrar a la Dirección General
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de Seguros y Fondos de Pensiones la documentación e información que sea necesaria para dar cumplimiento a lo dispuesto
en el artículo 48.1 de dicha Ley mediante su presentación periódica. Dicho artículo se refiere al control que ejercerá la
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones sobre los mediadores de seguros residentes o domiciliados en España,
incluidas las actividades que realicen en régimen de derecho de establecimiento y en régimen de libre prestación de
servicios. 

Por tanto, dentro de este artículo 48 se puede incluir la exigencia impuesta a los agentes de seguros vinculados y
operadores de banca-seguros vinculados de remitir a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la información
contable y del negocio anual referida al año natural. 

Por otra parte, el sector de los seguros privados reclama en la actualidad mayor información sobre la forma en que
los seguros son canalizados para optimizar sus recursos y tener mayor capacidad de decisión y maniobra ante la evolución
del mercado. Asimismo, las Administraciones Públicas necesitan conocer qué peso tiene cada canal en el contexto general
de la distribución, para adaptar el marco jurídico a la situación real del sector, protegiendo tanto los intereses de los
consumidores como los de los proveedores de servicios. 

En relación con esta necesidad de información y dado el desfase actual en la obtención de los datos de los
mediadores, se impone la necesidad de solicitar semestralmente la información estadística para los corredores de seguros
y corredores de reaseguros, y la información del negocio para los agentes de seguros vinculados y operadores de
banca-seguros vinculados. De esta forma, la información a suministrar al sector asegurador estaría más actualizada y se
ganaría mayor presencia social. 

Además de lo anterior, y cada vez con mayor frecuencia, es preciso informar a los organismos de la Unión Europea
sobre las cuotas de mercado de los distintos canales de distribución de los seguros para modernizar las normas comunitarias
en materia de servicios financieros. En este sentido, cabe destacar el Reglamento n.º 295/2008, del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 11 de marzo de 2008, relativo a las estadísticas estructurales de las empresas. 

En relación con la información a suministrar a los organismos de la Unión Europea, el Reglamento (CE) n.º 716/2007,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2007 relativo a estadísticas comunitarias sobre la estructura y la
actividad de las filiales extranjeras, hace necesario obtener información sobre las sociedades españolas que pertenecen a un
grupo, cuya matriz se encuentra domiciliada, bien en otro Estado miembro de la Unión Europea distinto a España, o bien
en otro país no miembro de la Unión Europea. 

Debe señalarse, en lo referido a la exigencia de información estadístico- contable para los corredores de seguros y
corredores de reaseguros, y de información contable y del negocio para los agentes de seguros vinculados y operadores de
banca-seguros vinculados, que se ha tenido en consideración lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley
26/2006, de 17 de julio, que establece como legislación supletoria el texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión
de los seguros privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. 

II 

La competencia profesional de los mediadores de seguros y corredores de reaseguros, así como la de cualquier otra
persona que participe directamente en la mediación de seguros y reaseguros privados es un elemento esencial para garantizar
la calidad del servicio de mediación prestado a los asegurados. Por este motivo, la Directiva 2002/92/ CE, de 9 de diciembre,
sobre la mediación de los seguros fija como requisito para poder ejercer las funciones de mediador, la posesión de
conocimientos apropiados. 

Siguiendo lo establecido por la Directiva de referencia, la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y
reaseguros privados, establece el requisito de que los mediadores de seguros y los corredores de reaseguros dispongan de
conocimientos necesarios para el correcto desempeño de su actividad, así como sus auxiliares, empleados y personal de las
redes de distribución de los operadores de banca-seguros, que participen directamente en la mediación. Los conocimientos
deben adecuarse en todo caso a las características de la mediación realizada por cada uno de los mediadores de seguros o
corredores de reaseguro, de acuerdo con su función. 

Sin perjuicio de la habilitación que la Ley 26/2006, de 17 de julio, contiene para que la Dirección General de Seguros
y Fondos de Pensiones establezca las líneas generales y los principios básicos que habrán de cumplir los cursos y programas
de formación exigidos en esta ley, este real decreto regula los requisitos de participación en los cursos de formación y
pruebas de aptitud; el contenido y duración de los mismos en función de tres categorías diferentes que clasifican a estas
personas en función de la responsabilidad y actividad que desempeñan en relación con la labor de mediación; el
reconocimiento de conocimientos previos que permite modular los contenidos que ha de cursar una persona teniendo en
cuenta la formación que previamente haya adquirido; la formación continua, como instrumento esencial que permite
mantener actualizados los conocimientos y, gracias a ello, favorecer un servicio de calidad a la clientela; y, por último, el
régimen de adaptación. 

Mención particular merecen los residentes o domiciliados en otros Estados miembros, pues en aplicación del principio
de registro único que consagra la Directiva 2002/92/CE y para permitir la aplicación de la libre circulación de los mediadores
de seguros y corredores de reaseguros, el presente real decreto equipara para estas personas el ejercicio efectivo de las
actividades relacionadas con la mediación de seguros y reaseguros privados, con la superación de los cursos de formación
y pruebas de aptitud que aquí se regulan para los residentes o domiciliados en España. 

La disposición final segunda de la Ley 26/2006, de 17 de julio, atribuye al Gobierno, a propuesta del Ministro de
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Economía y Hacienda, previa audiencia de la Junta Consultiva de Seguros y Fondos de Pensiones, la facultad de desarrollar
la citada ley en las materias que se atribuyen expresamente a la potestad reglamentaria, así como, en general, en todas
aquellas susceptibles de desarrollo reglamentario en que sea preciso para su correcta ejecución. 

Este real decreto ha sido informado por la Junta Consultiva de Seguros y Fondos de Pensiones. 
En su virtud, a propuesta de la Ministra de Economía y Hacienda, con la aprobación previa de la Ministra de la

Presidencia, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 11
de junio de 2010, 

DISPONGO: 

CAPÍTULO I 

Libros-registro 

Artículo 1. Obligaciones generales. 

1. Los corredores de seguros, los de reaseguros, las sociedades de correduría de seguros y las de reaseguros llevarán
y conservarán los libros-registro, correspondencia y justificantes concernientes a su negocio debidamente ordenados, en los
términos establecidos en la legislación mercantil. 

2. Los libros-registro a que se refiere este capítulo se sujetarán a las siguientes reglas: 

a) Podrán conservarse en soportes informáticos, 
b) Deberán estar a disposición de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, 
c) No podrán llevarse con un retraso superior a tres meses. 

3. El Ministro de Economía y Hacienda podrá dictar normas de llevanza y especificaciones técnicas de los
libros-registro a que se refiere este capítulo. 

Artículo 2. Libros-registro contables de los corredores de seguros y de las sociedades de correduría de seguros. 

Los corredores de seguros y las sociedades de correduría de seguros deberán llevar y conservar, en particular, los
siguientes libros-registro: 

a) De pólizas y suplementos intermediados, en el que se anotarán todas las pólizas y suplementos que se formalicen
por su mediación. Se hará constar como mínimo el ramo de que se trata, fecha de efecto, número de póliza o suplemento,
tomador, domicilio del tomador (tipo de vía, nombre y número de la vía, municipio y provincia), capital asegurado, primas,
y si es allegada por la propia red del corredor o sociedad de correduría de seguros o a través de alguno de sus auxiliares
externos u otro corredor o sociedad de correduría. 

b) De primas cobradas a través del corredor o sociedad de correduría de seguros, en el que se hará constar el ramo
de que se trata, número de la póliza, tomador, vencimiento a que corresponde, importe y fecha de cobro. 

c) De siniestros tramitados, en el que se registrarán los siniestros tan pronto sean conocidos por el corredor o sociedad
de correduría de seguros, y se les deberá atribuir una numeración correlativa, dentro de cada una de las series que se
establezcan conforme a los criterios de clasificación de siniestros que se utilicen. La información que, como mínimo cuando
sea conocida, debe contener este libro-registro se referirá a la póliza de la que procede cada siniestro, fechas de ocurrencia,
declaración y liquidación. También, se indicará si existe reclamación judicial, administrativa, ante el defensor del asegurado
de la entidad o de cualquier otra índole. 

d) De auxiliares externos, en el que deberán anotarse los datos personales identificativos de los auxiliares externos,
ya sean personas físicas o jurídicas, indicando la fecha de alta y de baja, y la formación recibida. 

e) De otros corredores. Deberán anotarse los datos personales identificativos de otros corredores, ya sean personas
físicas o jurídicas, utilizados como red de distribución distinta a la propia, indicando la fecha de alta y de baja. 

Se entenderá cumplida la obligación de llevanza de los libros-registro a que se refieren los párrafos a), b) y c) aun
cuando la información señalada en los anteriores párrafos esté contenida en diferentes ficheros informáticos, siempre que
sea posible establecer una correlación e integración ágil y sencilla entre su contenido. 

Artículo 3. Libros-registro contables de los corredores de reaseguros y de las sociedades de correduría de reaseguros. 

1. Los corredores de reaseguros y las sociedades de correduría de reaseguros deberán llevar y conservar, en particular,
los siguientes libros-registro: 

a) De contratos y riesgos facultativos que se formalicen por su mediación. Se hará constar como mínimo el ramo de
que se trata, fecha de efecto, número o referencia de contrato, cedente, reasegurador, capacidad total del contrato o
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facultativo, participación intermediada, primas (por la participación intermediada), y si son allegados por la propia red del
corredor o sociedad de correduría de reaseguros o a través de alguno de sus auxiliares externos u otro corredor. 

b) De auxiliares externos. Deberán anotarse los datos personales identificativos de los auxiliares externos, ya sean
personas físicas o jurídicas indicando la fecha de alta y de baja, y la formación recibida. 

c) De otros corredores. Deberán anotarse los datos personales identificativos de otros corredores, ya sean personas
físicas o jurídicas, utilizados como red de distribución distinta a la propia, indicando la fecha de alta y de baja. 

CAPÍTULO II 

Obligaciones contables y deber de información 

Sección I. Disposiciones generales 

Artículo 4. Obligaciones comunes a los corredores de seguros, los corredores de reaseguros, los agentes de seguros
vinculados y los operadores de banca-seguros vinculados. 

1. El ejercicio económico coincidirá con el año natural. 
2. La cuenta de pérdidas y ganancias recogerá la totalidad de los ingresos y gastos de las actividades desarrolladas,

sin perjuicio de los desgloses que deban realizarse en las cuentas utilizadas para el registro de las operaciones, con objeto
de suministrar la información requerida en los modelos del anexo I y II para lo que deberán emplearse criterios de
imputación razonables, objetivos, comprobables y estables en el tiempo. 

3. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá recabar aclaración sobre la documentación recibida
al objeto de obtener la información prevista en este capítulo. 

4. La obligación de información regulada en este capítulo será exigida a todos aquellos corredores de seguros, los
corredores de reaseguros, los agentes de seguros vinculados y los operadores de banca-seguros vinculados respecto a
aquellos periodos en los que se haya ejercido la actividad de mediación, independientemente de cuándo se haya producido
la cancelación de su inscripción en el Registro administrativo especial de mediadores de seguros, corredores de reaseguro
y de sus altos cargos. 

Artículo 5. Remisión de la información a través de medios electrónicos. 

1. Los corredores de seguros, los corredores de reaseguros, los agentes de seguros vinculados y los operadores de
banca-seguros vinculados presentarán la información a que están obligados de acuerdo con lo dispuesto en este capítulo por
medios electrónicos y a través del Registro Electrónico del Ministerio de Economía y Hacienda. 

2. Los requisitos técnicos para el acceso y utilización del registro se regirán por lo dispuesto en la normativa que
regula el Registro Electrónico del Ministerio de Economía y Hacienda. 

3. Los formularios para la presentación electrónica de la documentación serán aprobados y modificados por el
Director General de Seguros y Fondos de Pensiones. 

Sección II. Disposiciones particulares 

Artículo 6. Obligaciones contables y deber de información de los corredores de seguros y de los corredores de reaseguros.

1. Los corredores de seguros y los corredores de reaseguros deberán remitir, de forma separada por cada clave de
inscripción, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la información estadístico-contable anual que incluirá
datos referentes a la declaración de datos generales y requisitos del corredor o sociedad de correduría, estructura de la
organización, programa de formación que se imparte a los empleados y auxiliares externos, cartera de seguros o reaseguros
intermediada, cuenta de pérdidas y ganancias y balance abreviado, de acuerdo con las disposiciones aplicables. 

2. Los corredores de seguros y los corredores de reaseguros deberán remitir, de forma separada por cada clave de
inscripción, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la información estadística semestral que incluirá datos
referentes a la declaración de datos generales del corredor o sociedad de correduría, estructura de la organización y cartera
de seguros o reaseguros intermediada. 

3. Las comunidades autónomas remitirán cuando sea solicitada por el Ministerio de Economía y Hacienda, y en todo
caso anualmente, la información estadístico-contable anual, relativa a los corredores de seguros y a los corredores de
reaseguros que sean de su competencia, manteniendo la necesaria colaboración entre la Administración General del Estado
y la de la comunidad autónoma. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones establecerá la información o datos
mínimos que deberán transmitir las comunidades autónomas. 

Artículo 7. Modelos de información de los corredores de seguros y de los corredores de reaseguros. 
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1. La remisión de la información anual a que se refiere el apartado 1 del artículo precedente se ajustará a los modelos
que figuran en el anexo I y se remitirá antes del 10 de julio del año siguiente a aquel a que se refiera. 

2. La remisión de la información semestral a que se refiere el apartado 2 del artículo precedente se ajustará a los
modelos que figuran en el anexo III y se remitirá antes del 15 de septiembre, la relativa al primer semestre del periodo; y
antes del 1 de marzo del año siguiente al periodo que se refiera, la relativa al segundo semestre de dicho periodo. 

3. De conformidad con lo establecido en los artículo 55.2.q) y 55.3.h) de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación
de seguros y reaseguros privados, la falta de remisión de la información a que se refiere el artículo 4.3 y el artículo 6
apartados 1 y 2 de este real decreto será constitutiva de infracción administrativa. 

Artículo 8. Obligaciones contables y deber de información de los agentes de seguros vinculados y de los operadores de
banca-seguros vinculados. 

1. Los agentes de seguros vinculados y los operadores de banca-seguros vinculados deberán remitir a la Dirección
General de Seguros y Fondos de Pensiones la información contable y del negocio anual que incluirá datos referentes a la
declaración de datos generales y requisitos del agente de seguros vinculado u operador de banca-seguros vinculado,
estructura de la organización, programa de formación que se imparte a los empleados, las demás personas que participan
en la mediación y los auxiliares externos, cartera de seguros intermediada y cuenta de pérdidas y ganancias. 

2. Los agentes de seguros vinculados y los operadores de banca-seguros vinculados, deberán remitir a la Dirección
General de Seguros y Fondos de Pensiones información del negocio semestral que incluirá datos referentes a la declaración
de datos generales del agente de seguros vinculado u operador de banca-seguros vinculado, estructura de la organización
y cartera de seguros intermediada. 

3. Las comunidades autónomas remitirán cuando sea solicitada por el Ministerio de Economía y Hacienda, y en todo
caso anualmente, la información contable y del negocio anual, relativa a los agentes de seguros vinculados y a los operadores
de banca-seguros vinculados que sean de su competencia, manteniendo la necesaria colaboración entre la Administración
del Estado y la de la comunidad autónoma. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones establecerá la
información o datos mínimos que deberán transmitir las comunidades autónomas. 

Artículo 9. Modelos de información de los agentes de seguros vinculados y de los operadores de banca-seguros vinculados.

1. La remisión de la información anual a que se refiere el apartado 1 del artículo precedente se ajustará a los modelos
que figuran en el anexo II y se remitirá antes del 10 de julio del año siguiente a aquel a que se refiera. 

2. La remisión de la información semestral a que se refiere el apartado 2 del artículo precedente se ajustará a los
modelos que figuran en el anexo IV y se remitirá antes del 15 de septiembre, la relativa al primer semestre del periodo; y
antes del 1 de marzo del año siguiente al periodo que se refiera, la relativa al segundo semestre de dicho periodo. 

3. De conformidad con lo establecido en los artículo 55.2.q) y 55.3.h) de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación
de seguros y reaseguros privados, la falta de remisión de la información a que se refiere el artículo 4.3 y el artículo 8
apartados 1 y 2 de este Real Decreto será constitutiva de infracción administrativa. 

CAPÍTULO III

Deber de formación de los mediadores de seguros, corredores de reaseguros y de las demás personas que participen
directamente en la mediación de seguros y reaseguros privados 

Artículo 10. Acreditación de conocimientos necesarios. 

Las personas físicas que accedan al ejercicio de la actividad de mediación como mediadores de seguros o corredores
reaseguros residentes o domiciliados en España deberán acreditar, como requisito previo, conocimientos necesarios mediante
la superación de cursos de formación o pruebas de aptitud en materias financieras y de seguros privados. 

El contenido y duración de los cursos de formación y de las pruebas de aptitud se establece en función de las
siguientes categorías: 

a) Grupo A: Se exigirá un curso de formación o, alternativamente, la superación de una prueba de aptitud a las
personas físicas agentes de seguros vinculados, corredores de seguros y corredores de reaseguros; al menos, a la mitad de
las personas que integran el órgano de dirección de las personas jurídicas agentes de seguros vinculados, operadores de
banca-seguros vinculados, corredores de seguros y corredores de reaseguros y, en todo caso, a las personas que ejerzan la
dirección técnica de todos ellos. 

b) Grupo B: Se exigirá un curso de formación a los agentes de seguros exclusivos, personas físicas; al menos, a la
mitad de las personas que integran la dirección de las personas jurídicas agentes de seguros exclusivos, al menos, a la mitad
de las personas que integran el órgano de dirección de los operadores de banca-seguros exclusivos y, en todo caso, a quienes
ejerzan la dirección técnica de todos ellos; a las personas que integran las redes de distribución de los operadores de
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banca-seguros y a los empleados de los mediadores de seguros y corredores de reaseguros, siempre que se les atribuyan
funciones de asesoramiento y asistencia a los clientes y participen directamente en la mediación de los seguros o reaseguros.

c) Grupo C: Se exigirá un curso de formación a los auxiliares externos de los mediadores de seguros o corredores
de reaseguros, a los empleados de cualquiera de las clases de mediadores de seguros o corredores de reaseguros que
desempeñen funciones auxiliares de captación de clientes o de tramitación administrativa, sin prestar asesoramiento ni
asistencia a los clientes en la gestión, ejecución o formalización de los contratos o en caso de siniestro. 

Artículo 11. Requisitos previos para participar en los cursos de formación y pruebas de aptitud. 

Las personas físicas que deseen participar en los cursos de formación o pruebas de aptitud para ejercer como
mediadores de seguros o corredores reaseguros residentes o domiciliados en España deberán estar en posesión del título de
bachiller o equivalente para los cursos de formación y pruebas de aptitud del grupo A, y título de graduado en educación
secundaria o equivalente para los cursos de formación del grupo B». 

Los poseedores de títulos correspondientes a sistemas educativos extranjeros deberán acreditar la homologación por
el Ministerio de Educación de alguna de estas titulaciones de conformidad con el Real Decreto 104/1988, de 29 de enero,
sobre homologación y convalidación de Títulos y Estudios Extranjeros de Educación no Universitaria. 

Artículo 12. Contenido y duración de los cursos de formación y pruebas de aptitud. 

El programa de los cursos de formación y de las pruebas de aptitud se adaptará al contenido que se establezca por
resolución de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, en función de las distintas categorías enumeradas
en el artículo 10: 

Los cursos de formación tendrá la siguiente duración: 

a) Grupo A: El curso de formación tendrá una duración mínima de 500 horas, debiendo garantizarse, en todo caso,
unos conocimientos adecuados de las personas formadas para el ejercicio de sus funciones. 

b) Grupo B: El curso de formación tendrá una duración de 200 horas, salvo que en la memoria de ejecución se
indique una duración distinta en función del tipo o tipos de seguro o reaseguro que sean objeto de mediación y de las
concretas características de la actividad de mediación que deba desarrollar la persona formada. La duración del curso de
formación podrá ser inferior a la prevista, siempre que se justifique esta circunstancia en la memoria de ejecución teniendo
en consideración los criterios objetivos que se especifiquen por resolución de la Dirección General de Seguros y Fondos
de Pensiones. 

c) Grupo C: El curso de formación tendrá una duración de 50 horas, salvo que en la memoria de ejecución se indique
una duración distinta en función de las concretas características de la actividad que deba desarrollar la persona formada. La
duración del curso de formación podrá ser inferior a la prevista, siempre que se justifique esta circunstancia en la memoria
de ejecución teniendo en consideración los criterios objetivos que se especifiquen por resolución de la Dirección General
de Seguros y Fondos de Pensiones. 
Artículo 13. Procedimiento de reconocimiento de los conocimientos previos. 

La superación de los programas de los cursos de formación previstos en el artículo anterior se modularán en función
de las siguientes reglas: 

1.ª Para aquellas personas que justifiquen estar en posesión de un título oficial universitario o de formación
profesional que acredite haber cursado las materias comprensivas de los contenidos que establezca la Dirección General de
Seguros y Fondos de Pensiones para los cursos, la duración y el contenido del curso se reducirá en los referidos contenidos
coincidentes con los del título oficial universitario o de formación profesional. Estas personas quedarán exentas del programa
de formación para desempeñar las funciones indicadas para el grupo C del artículo 10.c). 

Las personas en posesión de un título oficial universitario o de formación profesional que acrediten el conocimiento
de materias comprensivas de contenidos coincidentes con el curso de formación para el acceso al ejercicio de la actividad
de mediación de seguros y reaseguros privados, deberán presentar su solicitud de convalidación parcial dirigida al centro
organizador, que actuará de acuerdo con los criterios que establezca el responsable de la dirección del curso, teniendo en
cuenta, en todo caso, las calificaciones del expediente universitario o de formación profesional. 

Los cursos deberán contar con un procedimiento público y transparente de convalidaciones, que garantice los
principios de igualdad, mérito y capacidad de las personas que soliciten esta reducción. 

2.ª Para las personas que acrediten haber ejercido como agente de seguros o haber desempeñado funciones de
dirección en sociedades de mediación de seguros o de reaseguros o de entidades aseguradoras, durante un plazo no inferior
a cinco años, la duración y el contenido del curso se reducirá en lo relativo al módulo general y a los módulos específicos
por ramos en los que hubiesen desempeñado sus funciones. 

3.ª Se presumirá la cualificación suficiente para el grupo C del artículo 10.c) y, por tanto, no será necesario el
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seguimiento del programa de formación, en aquellas personas que acrediten la previa realización de estudios en materias
de seguros equivalentes a las previstas en dicho programa o en su caso, experiencia de un año en el desempeño de funciones
de similar naturaleza. 

4.ª La superación de cualquiera de los módulos que integran los programas de formación que establezca la Dirección
General de Seguros y Fondos de Pensiones, eximirá de volver a realizar ese mismo módulo de materias para acceder a
cualquiera de las categorías previstas en el artículo 10. 

5.ª Para las personas físicas que hayan accedido al ejercicio de la actividad de mediación como mediadores de seguros
o de reaseguros residentes o domiciliados en otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo distintos de España
se equiparará la superación de los cursos y pruebas de aptitud a que se refiere el artículo 10 a la prueba del ejercicio efectivo
de las actividades desempeñadas en dichos Estados por las personas comprendidas en los grupos A, B y C del artículo 10.

Artículo 14. Formación continua para el ejercicio de las funciones de las personas que participan en la mediación de
seguros y de reaseguros. 

1. Las personas comprendidas en las categorías B y C del artículo 10, una vez accedan al ejercicio de su actividad,
deberán asistir a cursos de formación continua que podrán impartirse en presencia o a distancia, incluida la vía electrónica.

2. Estos cursos de formación continua tendrán una duración mínima de 60 y 30 horas, respectivamente, a impartir
en periodos máximos de tres años y su contenido y duración se establecerá en función del tipo o tipos de seguro que, en su
caso, sean objeto de mediación, de las concretas características de la actividad que deba desarrollar la persona formada y
de la necesidad de actualización de los conocimientos precisos para el desarrollo de su actividad. En todo caso, se
garantizará una formación adecuada para el ejercicio de sus funciones, teniendo la consideración de formación continua la
actualización a través de los procedimientos de información establecidos para mantener al día los conocimientos adquiridos
en cada momento. 

Artículo 15. Solicitud de cursos de formación y pruebas de aptitud. 

La solicitud dirigida a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones para la realización del curso de
formación o prueba de aptitud regulada en el artículo 39 apartados 2 y 3 de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación
de seguros y reaseguros privados formalizada por el Consejo General de los Colegios de Mediadores de Seguros o por las
organizaciones más representativas de los mediadores de seguros y de las entidades aseguradoras o por las instituciones
universitarias deberá cumplir con los requisitos establecidos en las normas de desarrollo del presente real decreto. 

Disposición adicional única. Régimen de adaptación. 

1. De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional quinta de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación
de seguros y reaseguros privados, el diploma de Mediador de Seguros Titulado regulado en la derogada Ley 9/1992, de 30
de abril, de mediación en seguros privados, surtirá los efectos de haber superado el curso de formación o prueba de aptitud
exigido para el grupo A del artículo 10.a), considerándose que las personas a las que se les expidió dicho diploma han
superado todos los módulos de materias del programa de formación. 

2. Aquellas personas domiciliadas o residentes en España, comprendidas en los grupos A, B y C del artículo 10, que
acrediten que venían ejerciendo con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de acuerdo con la
derogada Ley 9/1992, de 30 de abril, como agentes de seguros, como corredores de seguros o de reaseguros, o llevando la
dirección efectiva o desempeñando funciones de dirección técnica en el caso de las personas jurídicas de estos mediadores,
o participando en la mediación de seguros como empleados, subagentes o colaboradores mercantiles de dichos mediadores,
no tendrán que superar los cursos de formación previstos para desempeñar las funciones correspondientes a la categoría del
citado artículo 10 en el que respectivamente estén encuadradas, salvo lo previsto en el artículo 14 en cuanto a la formación
continua necesaria para el ejercicio de su actividad. 

3. Aquellas personas domiciliadas o residentes en España, comprendidas en los grupos A, B y C del artículo 10, que
acrediten que con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto han superado cursos o pruebas de aptitud que
cumplen los requisitos establecidos en el mismo, no tendrán que volver a superar los cursos de formación o pruebas de
aptitud previstos para desempeñar las funciones correspondientes a la categoría del citado artículo 10 en el que
respectivamente estén encuadradas salvo lo previsto en el artículo 14 en cuanto a la formación continua necesaria para el
ejercicio de su actividad. 

4. Los certificados expedidos por el responsable de la dirección del curso y, en el caso de pruebas de aptitud, por el
Consejo General de los Colegios de Mediadores de Seguros acreditando su superación que se hayan emitido conforme a
la derogada Resolución de 28 de julio de 2006, de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones por la que se
establecen los requisitos y principios básicos de los programas de formación para los mediadores de seguros, corredores de
reaseguros y demás personas que participen directamente en la mediación de los seguros y reaseguros privados, surtirán los
efectos de haber superado, según corresponda, el curso o las pruebas de aptitud exigidos para el acceso al grupo A, B o C
definidos en el artículo 10. 
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Disposición transitoria única. Pruebas de aptitud, cursos de formación y formación continua impartidos conforme a la
Resolución de 28 de julio de 2006, de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones por la que se
establecen los requisitos y principios básicos de los programas de formación para los mediadores de seguros,
corredores de reaseguros y demás personas que participen directamente en la mediación de los seguros y reaseguros
privados. 

1. Los cursos de formación para el acceso a los grupos A, B y C definidos en el artículo 10 que a la entrada en vigor
de este real decreto estén impartiéndose conforme a la derogada Resolución de 28 de julio de 2006, continuaran
impartiéndose y los certificados emitidos a quienes los superen surtirán los mismos efectos que los certificados referidos
en la disposición adicional única apartado 4. 

2. La formación continua impartida a las personas comprendidas en las categorías B y C del artículo 10 conforme
al apartado 8 de la precitada Resolución de 28 de julio de 2006, será computable dentro del programa de formación continua
del trienio correspondiente siempre que, en la memoria que se elabore se acredite su contenido, duración y las personas que
han recibido esta formación. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto
y, en particular las siguientes: 

a) El Real Decreto 301/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan los libros-registro y el deber de información
estadístico-contable de los corredores de seguros y las sociedades de correduría de seguros. 

b) El artículo 4 y el anexo de la Orden EHA/1805/2007, de 28 de mayo, por la que se establecen obligaciones en
cuanto a la remisión telemática de la documentación estadístico-contable de las entidades aseguradoras, las entidades
gestoras de fondos de pensiones, y los corredores de seguros y reaseguros, y por la que se modifica la Orden
EHA/3636/2005, de 11 de noviembre, por la que se crea el registro telemático del Ministerio de Economía y Hacienda. 
Disposición final primera. Legislación básica. 

De conformidad con lo establecido en la disposición final primera de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación
de seguros y reaseguros privados, tienen la consideración de bases de la ordenación de los seguros privados, al amparo del
artículo 149.1.11.ª de la Constitución, los siguientes artículos: artículo 1, artículo 2, artículo 3, artículo 4, artículo 6 apartados
1 y 3, artículo 7 apartado 3 salvo la referencia al artículo 6.2, artículo 8 apartados 1 y 3, artículo 9 apartado 3 salvo la
referencia al artículo 8.2, artículo 10, artículo 11, artículo 12, artículo 13, artículo 14, artículo 15, salvo en lo referente al
artículo 39.3 de la Ley 26/2006, de 17 de julio, disposición adicional única y disposición transitoria primera. 

Disposición final segunda. Régimen de aplicación de la obligación de remisión de la documentación estadístico-contable
de los corredores de seguros y corredores de reaseguros y la documentación contable y del negocio de los agentes
de seguros vinculados y operadores de banca-seguros vinculados. 
1. Los modelos contenidos en los anexos I y II afectarán a la información anual correspondiente al ejercicio 2010

que deban suministrar los corredores de seguros y los corredores de reaseguros, y los agentes de seguros vinculados y los
operadores de banca-seguros vinculados, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, a partir del 1 de enero
de 2011. 

2. Los modelos contenidos en los anexos III y IV afectarán a la información semestral correspondiente al segundo
semestre de 2010 que deban suministrar los corredores de seguros y los corredores de reaseguros, y los agentes de seguros
vinculados y los operadores de banca-seguros vinculados, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, a partir
del 1 de enero de 2011. 

3. El dato relativo a domicilio del tomador de la póliza que se ha de anotar en el libro-registro de pólizas y
suplementos intermediados de los corredores de seguros y sociedades de correduría de seguros será obligatorio a partir del
ejercicio 2010 y posteriores.

Disposición final tercera. Habilitación para desarrollo normativo.

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta de la Dirección General de Seguros y Fondos de
Pensiones y previo informe de la Junta Consultiva de Seguros y Fondos de Pensiones, para realizar el desarrollo normativo
de las disposiciones contenidas en este real decreto y, en particular, para realizar las modificaciones que resulten necesarias
en los modelos de la información estadístico-contable anual y semestral de los corredores de seguros y de los corredores
de reaseguros, y de la información contable y del negocio anual y semestral de los agentes de seguros vinculados y de los
operadores de banca-seguros vinculados que figuran en los anexos I, II, III y IV, respectivamente.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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Dado en Madrid, el 11 de junio de 2010. 

JUAN CARLOS R. 

La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda,
ELENA SALGADO MÉNDEZ

Se omiten anexos

9771 Resolución de 14 de junio de 2010, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre
Actividades Económicas del ejercicio 2010 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar
de pago de dichas cuotas. (BOE núm. 150, de 21-6-2010).

La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales creó, en sus artículos 79 a 92, el Impuesto
sobre Actividades Económicas.

Por su parte, el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, que aprobó las tarifas e Instrucción del
Impuesto señala en su Regla 17.ª que las cuotas nacionales y provinciales serán recaudadas por la Administración Tributaria
Estatal.

El artículo 23 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, dispone
que la recaudación de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva podrá realizarse, entre otras modalidades,
por cualquiera que se establezca para ingreso de los recursos de la Hacienda Pública.

El artículo 62.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, confiere a la Administración Tributaria
competente la facultad de modificar el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas referidas en el párrafo anterior.
La Orden PRE/3851/2007, de 10 de diciembre, por la que establecen los Departamentos de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria y se les atribuyen funciones y competencias, en su artículo 6.2, atribuye al titular del
Departamento de Recaudación de dicho Organismo Público la competencia de modificar el plazo voluntario de ingreso de
las deudas de notificación colectiva y periódica cuya gestión se realice por la mencionada Agencia.

Por todo ello, he acordado dictar la siguiente Resolución:

Uno. Para las cuotas nacionales y provinciales del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2010, se
establece que su cobro se realice a través de las entidades de crédito colaboradoras en la recaudación con el documento de
ingreso que a tal efecto se hará llegar al contribuyente. En el supuesto de que dicho documento de ingreso no fuera recibido
o se hubiese extraviado, deberá realizarse el ingreso con un duplicado que se recogerá en la Delegación o Administraciones
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria correspondientes a la provincia del domicilio fiscal del contribuyente,
en el caso de cuotas de clase nacional, o correspondientes a la provincia del domicilio donde se realice la actividad, en el
caso de cuotas de clase provincial.

Dos. Se modifica el plazo de ingreso en período voluntario del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio
2010 cuando se trate de las cuotas a las que se refiere el apartado Uno anterior, fijándose un nuevo plazo que comprenderá
desde el 15 de septiembre hasta el 22 de noviembre de 2010, ambos inclusive.

Madrid, 14 de junio de 2010.–La Directora del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, Julia Atienza García.

9961 Orden EHA/1665/2010, de 11 de junio, por la que se desarrollan los artículos 71 y 76 del Real Decreto 217/2008,
de 15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que
prestan servicios de inversión, en materia de tarifas y contratos-tipo. (BOE núm. 152, de 23-6-2010).

La presente Orden ministerial desarrolla los artículos 71 y 76 del Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, sobre el
régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que prestan servicios de inversión y por
el que se modifica parcialmente el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva,
aprobado por el Real Decreto 1309/2005 (en adelante, Real Decreto 217/2008), relativos a tarifas y contratos-tipo,
respectivamente.

Estas materias estaban reguladas por la Orden ministerial de 25 de octubre de 1995, de desarrollo parcial del Real
Decreto 629/1993, de 3 de mayo, sobre normas de actuación en los mercados de valores y registros obligatorios (en adelante,
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Orden Ministerial de 25 de octubre de 1995), que había sido parcialmente derogada, de manera expresa, por el Real Decreto
217/2008.

El Plan de reducción de cargas administrativas incluye entre sus medidas el paso de un control previo por parte de
la Comisión Nacional del Mercado de Valores (en adelante, CNMV) de los contratos-tipo, a un control a posteriori. Esta
medida supone una mejora para las entidades, ya que no tendrán que esperar a la autorización del contrato para poder
utilizarlo con sus clientes, sino que podrán aplicarlas directamente, siempre y cuando se haya dado la suficiente publicidad
al contrato-tipo. Esto no obsta para que la mencionada Comisión pueda en cualquier momento requerir su rectificación o
cese.

Al introducir estas modificaciones, se derogaría la Sección 4.ª de la Orden Ministerial de 25 de octubre de 1995,
quedando sólo vigente la Sección 2.ª, relativa al régimen de las tarifas que aplican las empresas de servicios de inversión
a sus clientes. Dado que esta sección ha quedado desactualizada, se incluye su contenido en la presente Orden Ministerial,
de manera que se procede a la completa derogación de la Orden Ministerial de 25 de octubre de 1995.

Por otra parte, se aprovecha esta disposición normativa para derogar completamente la Orden de 7 de octubre de 1999
de desarrollo del código general de conducta y normas de actuación en la gestión de carteras de inversión, que había sido
parcialmente derogada por el Real Decreto 217/2008. Su contenido vigente, que determina algunas características especiales
de los contratos-tipo que han de celebrarse entre los clientes y las entidades que prestan el servicio de inversión de carteras,
se ha incluido aquí con el objetivo de mantener esas especialidades y unificar la regulación sobre los contratos-tipo en el
ámbito de los servicios de inversión en un solo texto.

Tras definir el ámbito de aplicación en el artículo 1, la Orden Ministerial se ocupa en primer lugar del régimen de
las tarifas (artículos 2 a 4), determinando su contenido mínimo, los requisitos formales y la obligación de que las entidades
no puedan tarifar por encima de lo establecido en el folleto, ni por conceptos diferentes. Además se determina un régimen
de control previo de los folletos de tarifas por parte de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

En lo referente a los contratos-tipo (artículos 5 a 8), la Orden recoge una lista de servicios de inversión para cuya
prestación las entidades están obligadas a elaborar contratos-tipo, así como una cláusula general para permitir que las
entidades utilicen contratos-tipo para la prestación de otros servicios no contenidos en la lista. Además, se determina su
contenido mínimo y se establece un régimen de control «ex post» por parte de la Comisión Nacional del Mercado de
Valores. El artículo 7 contiene las especialidades de los contratos-tipo para la gestión discrecional e individualizada de
carteras de inversión.

El artículo 9 regula el régimen de publicidad tanto de los folletos de tarifas, como de los contratos-tipo. Entre los
mecanismos a utilizar se encuentran las páginas web de las entidades y de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.
Esta orden ministerial se dicta al amparo de las habilitaciones contenidas en el artículo 71.3 y 4, en el artículo 76 y en la
Disposición Final segunda del Real Decreto 217/2008.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

La presente orden será de aplicación a las operaciones y actividades realizadas con clientes minoristas comprendidas
en el ámbito de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, que hayan sido realizadas en España por las
siguientes entidades:

a) Empresas de servicios de inversión de las mencionadas en el artículo 64 de la Ley del Mercado de Valores.
b) Entidades mencionadas en el artículo 65 de la Ley del Mercado de Valores, autorizadas para la prestación de

determinados servicios de inversión y servicios auxiliares.
c) Las siguientes entidades extranjeras:

1) Las sucursales de empresas de servicios de inversión y entidades de crédito.
2) Las empresas de servicios de inversión y entidades de crédito de Estados miembros de la Unión Europea que

operen en régimen de libre prestación de servicios en España mediante agentes establecidos en España.
3) Las empresas de servicios de inversión y entidades de crédito de Estados no miembros de la Unión Europa que

presten servicios de inversión en España sin sucursal.

Artículo 2. Folleto informativo de las tarifas.

1. El folleto informativo en el que se recojan las tarifas a las que se refiere el artículo 71 del Real Decreto 217/2008,
de 15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que prestan
servicios de inversión y por el que se modifica parcialmente el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
Instituciones de Inversión Colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, deberá indicar, al menos:

a) Las actividades, operaciones y servicios por los que se tarifa,
b) Las comisiones y gastos para cada operación o servicio a que se refiere la letra anterior,
c) La forma de determinar las comisiones y gastos por las operaciones de carácter singular a las que se refiere el
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apartado 2 del artículo 71 del Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero,
d) La referencia cruzada de los distintos epígrafes del folleto, cuando una operación o contrato específico pueda dar

lugar a la aplicación de de comisiones o gastos incluidos en más de un epígrafe. Dichas referencias cruzadas se referirán
exclusivamente a servicios de inversión y no contemplarán comisiones generadas por servicios bancarios u otros servicios
no incluidos en el folleto,

e) Mención expresa a la intervención de varias entidades, sujetas o no a la presente Orden, si dicha intervención fuera
necesaria para la realización de una operación. En este caso la entidad podrá optar entre establecer el coste íntegro para el
cliente, indicando los conceptos que incluye, o el coste debido únicamente a su intervención, añadiendo en este caso una
referencia indicativa del debido a la participación de las otras entidades.

2. El folleto informativo será redactado de una forma clara, concreta y fácilmente comprensible por la clientela,
evitando la inclusión de conceptos irrelevantes o innecesarios.

3. Se habilita a la CNMV para concretar los conceptos y bases de cálculo de las comisiones y gastos repercutibles
de aquellas operaciones que, por comprender operaciones o productos de difusión masiva, o por estimar conveniente su
normalización para la adecuada comparación de tarifas y comprensión de los clientes minoristas, establezca la propia
CNMV, de acuerdo con lo establecido en el artículo 71 del Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, y en esta Orden
Ministerial.

Artículo 3. Aplicación del folleto de tarifas.

1. La remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores de los folletos de tarifas y su publicidad conforme
a esta Orden Ministerial serán requisitos previos para su aplicación.

2. Las entidades no podrán cargar a los clientes comisiones o gastos superiores a los fijados en sus tarifas, aplicar
condiciones más gravosas, ni repercutir gastos no previstos o por conceptos no mencionados en las mismas. Se exceptúan
de esta regla las comisiones de operaciones singulares.

3. En ningún caso podrán cargarse comisiones o gastos por operaciones innecesarias, servicios que no hayan sido
efectivamente prestados o por aquéllos que no hayan sido aceptados o solicitados en firme por el cliente.

Artículo 4. Control del folleto informativo.

1. Con carácter previo a la aplicación de las tarifas, las entidades sujetas a esta orden, deberán remitir el folleto
informativo y sus modificaciones a la CNMV, en la forma y con las especificaciones técnicas que ésta determine.

2. La CNMV podrá, dentro de los 30 días siguientes a la recepción del folleto remitido por las entidades, cuando no
cumpla las condiciones de claridad o concreción procedentes, efectuar objeciones o recomendaciones para su rectificación
o exigir la inclusión de servicios financieros singulares, cuando ello contribuya a los fines mencionados anteriormente. En
caso de no realizar ninguna actuación, dicha Comisión deberá poner el folleto informativo a disposición del público en su
página web. El folleto resultará aplicable transcurrido el plazo de 30 días.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, la CNMV podrá, en cualquier momento, en atención a las especiales
circunstancias concurrentes, realizar las objeciones y recomendaciones que considere pertinentes sobre el contenido de
dichos folletos.

3. Las tarifas puestas a disposición del público por las entidades sujetas a esta orden deberán coincidir con las tarifas
comunicadas a la CNMV conforme a los apartados anteriores. Las tarifas que se hagan públicas con ocasión de campañas
publicitarias o de difusión generalizada, cualquier que sea el medio utilizado para ellas, deberán coincidir en sus conceptos
y contenido con los del folleto de tarifas, y no deberá exceder de aquéllas.

Artículo 5. Utilización de contratos-tipo.

1. A efectos de esta Orden Ministerial se entenderá por contratos-tipo los contratos de adhesión que las entidades
ofrezcan a sus clientes minoristas para la prestación de, al menos, los servicios que se señalan a continuación.

2. Será necesaria la utilización de un contrato-tipo para prestar los siguientes servicios:

a) Gestión de carteras.
b) Custodia y administración de instrumentos financieros.
c) Aquellos otros servicios o supuestos en los que, por estimar conveniente su normalización, la CNMV determine

la necesidad de un contrato-tipo.

Si para la prestación del servicio de inversión al que se refiere el apartado b) fuera necesaria la apertura de una cuenta
de valores en la entidad, ésta operación deberá incluirse dentro del contrato-tipo de custodia y administración de
instrumentos financieros.

3. Las entidades podrán dar la publicidad que se establece en esta Orden a contratos reguladores de otras operaciones
que pretendan usar con sus clientes. Los contratos así establecidos tendrán la consideración de contratos-tipo y estarán
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sujetos a lo establecido en esta Orden ministerial.
4. Las entidades podrán usar contratos-tipo que regulen varios servicios incluidos o no en el apartado 2 anterior.
5. Las entidades integrarán los contratos-tipo en los registros previstos en el artículo 32 del Real Decreto 217/2008,

de 15 de febrero.

Artículo 6. Obligaciones relativas al contenido de los contratos-tipo.

1. En la redacción de los contratos-tipo se atenderá al Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes
complementarias, y a las normas de conducta que se establecen en los artículos 78 y siguientes de la Ley 24/1988, de 28
de julio, del Mercado de Valores, y en sus normas de desarrollo.

2. La CNMV desarrollará el contenido obligatorio de los contratos-tipo establecidos en el artículo 5.2 detallando,
en su caso, para cada tipo de contrato, y entre otras, cuando resulten aplicables, las cuestiones relacionadas con:

a) La salvaguarda de los instrumentos financieros y los fondos,
b) La utilización de los instrumentos financieros de los clientes,
c) El depósito de fondos de los clientes,
d) Mención al fondo de garantía,
e) Mención al régimen de incentivos,
f) Mención a la evaluación de la idoneidad o conveniencia del cliente del capítulo III del Título IV del Real Decreto

217/2008, de 15 de febrero.
g) La puesta a disposición de valores y fondos de los clientes.

Artículo 7. Especialidades relativas a los contrato- tipo para la prestación del servicio de gestión discrecional e
individualizada de carteras de inversión.

1. La CNMV desarrollará el contenido de los contratos-tipo que el gestor de carteras ofrezca a sus clientes, además
de lo establecido en el artículo anterior, deberán contener, al menos, lo siguientes aspectos:

a) Descripción pormenorizada de los criterios generales de inversión acordados entre el cliente y la entidad.
b) Relación concreta y detallada de los diferentes tipos de operaciones y categorías de los valores o instrumentos

financieros sobre los que recaerá la gestión y de los tipos de operaciones que se podrán realizar, en la que se distinguirán,
al menos, las de valores de renta variable, de renta fija, otros instrumentos financieros de contado, instrumentos derivados,
productos estructurados y financiados. Deberá constar la autorización del cliente en forma separada sobre cada uno de dichos
valores, instrumentos o tipos de operación.

La CNMV podrá establecer categorías adicionales de valores o instrumentos financieros o tipos de operaciones para
su inclusión en los contratos a los efectos previstos en el párrafo anterior.

c) El compromiso del gestor de carteras de realizar una gestión discrecional e individualizada del patrimonio aportado
por el cliente. Si se delegara toda o parte de la gestión de la cartera en otra entidad, se informará de ello al cliente, señalando
que la delegación no disminuirá la responsabilidad del gestor de carteras ni supondrá alterar las obligaciones y relaciones
del gestor de carteras con sus clientes.

d) Identificación concreta de las cuentas de valores y de efectivo afectas a la gestión.
e) Mención expresa a que la gestión recaerá exclusivamente y no podrá superar en ningún momento, salvo en los

supuestos y límites que establezca la CNMV, la suma de los dos conceptos siguientes:

1.º El patrimonio aportado inicialmente o en sucesivas ocasiones por el cliente.
2.º El importe de créditos obtenidos del gestor, si estuviera habilitado para ello, o de un tercero igualmente habilitado

con esta finalidad.

La concesión de crédito por el gestor de cartera exigirá, en todo caso, la previa formalización del correspondiente
documento contractual de crédito suscrito por el cliente y el acreditante.

f) El procedimiento a seguir para que el cliente pueda modificar los criterios generales de inversión.
g) Mención expresa a la necesidad de recabar autorización previa del cliente para realizar operaciones. En particular,

será necesaria esta autorización previa del cliente, en los casos en que la operación o inversión se realice sobre valores o
instrumentos financieros emitidos por el gestor o entidades de su grupo o instituciones de inversión colectiva gestionadas
por este, o sobre valores o instrumentos financieros en los que el gestor o alguna entidad de su grupo sea asegurador o
colocador en una emisión u oferta pública de venta, o sobre valores o instrumentos financieros resultantes de la negociación
por cuenta propia del gestor o entidades de su grupo con los titulares de las carteras gestionadas, cuando, por sí, o sumadas
a las posiciones de esos mismos valores o instrumentos financieros ya existentes en la cartera gestionada de un cliente, pueda
representar más de un 25 por 100 del importe total de la cartera gestionada.

h) Mención a la existencia y disponibilidad de una política de conflictos de intereses y de gestión de órdenes de la
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entidad.
i) Cuando la entidad gestora sea no residente deberá hacerse mención expresa al Fondo de Garantía de Inversiones

al que está adscrita, o del sistema alternativo de garantía.
j) Forma de puesta a disposición del patrimonio de los clientes a la finalización del contrato.
k) Información y descripción del método de evolución y comparación que la entidad proponga para que el cliente

pueda evaluar el resultado obtenido por la entidad. Si como método de evaluación se utilizara un parámetro de referencia
significativo, se indicará el elegido.

2. Con independencia de las demás causas que, legal o convencionalmente, puedan dar lugar a la finalización del
contrato de gestión de carteras, los clientes conservarán en todo momento la facultad de resolverlo unilateralmente, sin
perjuicio del derecho de la entidad a percibir las comisiones por las operaciones realizadas pendientes de liquidar en el
momento de la resolución del contrato y otros gastos pactados contractualmente.

Una vez resuelto el contrato, los gestores de carteras dispondrán de un plazo máximo de quince días para rendir y
dar razón de las cuentas de la gestión.

A la finalización del contrato, los gestores de carteras pondrán el patrimonio a disposición de sus clientes en la forma
que haya sido prevista en él, previa deducción de las cantidades debidas.

Artículo 8. Control de los contratos-tipo por la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

La CNMV podrá requerir a las entidades sujetas a esta orden la rectificación o cese de aquellos contratos-tipo que
no se ajusten a lo previsto en la presente Orden y las normas de desarrollo de la misma que dicte la CNMV conforme a las
habilitaciones que contiene. Esta medida se adoptará sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera haber incurrido
la entidad con arreglo al régimen sancionador establecido en la Ley del Mercado de Valores.

Artículo 9. Régimen de publicidad del régimen de tarifas y de los contratos-tipo.

1. La CNMV pondrá a disposición del público en su página web los folletos informativos sobre tarifas y sus
modificaciones que le remitan las entidades, una vez compruebe que se cumplen las condiciones establecidas en esta orden
ministerial.

La CNMV podrá dar la publicidad adicional que estimen pertinente al contenido de los folletos de tarifas.
2. Las entidades deberán poner a disposición del público los folletos de tarifas vigentes en cada momento y

comunicados a la CNMV, así como sus contratos-tipo en todas sus oficinas y representaciones y en su página web. La
CNMV podrá establecer los requisitos y condiciones para tal publicidad, así como los requisitos precisos para conseguir
la máxima difusión de las informaciones a que se refiere la presente Orden.

Disposición adicional única. Vigencia de las normas dictadas en desarrollo de la Orden de 7 de octubre de 1999.

Las normas dictadas por la CNMV en uso de la habilitación recogida en el apartado 2 de la disposición final de la
Orden de 25 de octubre de 1995 de desarrollo parcial del Real Decreto 629/1993, de 3 de mayo, sobre normas de actuación
en los mercados de valores y registros obligatorios, y las normas dictadas en uso de la habilitación recogida en el apartado
1 de la disposición final de la Orden de 7 de octubre de 1999, de desarrollo del código general de conducta y normas de
actuación en la gestión de carteras de inversión, continúan vigentes, entendiendo que tales normas se han dictado en uso
de las habilitaciones contenidas en esta orden ministerial.

Disposición transitoria única. Validez de los folletos y contratos-tipo de las entidades.

En tanto a la CNMV no haga uso de las habilitaciones previstas en los artículos 3, 5 y 6 de esta Orden:

1. Los folletos de tarifas registrados en la CNMV a la fecha de entrada en vigor de la presente Orden, seguirán siendo
válidos hasta que las entidades decidan modificarlos. Tales modificaciones se someterán a lo establecido en esta Orden.

2. Las entidades sometidas a esta Orden podrán seguir utilizando con sus clientes los contratos-tipo registrados en
la CNMV a la fecha de entrada en vigor de la presente Orden, si bien a los mismos les resultarán de aplicación el régimen
de publicidad establecido en el artículo 7 de esta Orden.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas:

1. La Orden Ministerial de 25 de octubre de 1995, de desarrollo parcial del Real Decreto 629/1993, de 3 de mayo,
sobre normas de actuación en los mercados de valores y registros obligatorios.

2. La Orden de 7 de octubre de 1999, de desarrollo del código general de conducta y normas de actuación en la
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gestión de carteras de inversión.

Disposición final primera. Habilitación a la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Se habilita a la CNMV para desarrollar lo previsto en la presente Orden Ministerial, en particular, para aprobar los
modelos normalizados de contrato-tipo y establecer el modelo de folleto informativo de tarifas.

Para la elaboración del modelo de folleto de las tarifas aplicables a los servicios relativos al Mercado de Deuda
Pública en Anotaciones, la CNMV recabará el informe preceptivo previo del Banco de España.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 11 de junio de 2010.–La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, Elena
Salgado Méndez.

10314 Orden EHA/1717/2010, de 11 de junio, de regulación y control de la publicidad de servicios y productos de
inversión. (BOE núm. , de 29-6-2010).

Uno de los principios clave que inspiran toda la legislación financiera y la actividad supervisora en el ámbito del
mercado de valores es la protección al inversor. Este principio implica que el inversor debe disponer de información
suficiente para fundamentar su decisión de inversión, y esta información debe ser veraz. Por ello existen en el ordenamiento
diversas previsiones que obligan a los actores de los mercados de valores a ofrecer información y asumir obligaciones de
transparencia. Sin embargo, estas previsiones no alcanzarían la eficacia deseada si la normativa financiera desconociera la
relevancia que tiene la publicidad a la hora de que el inversor forme, razonadamente, sus decisiones.

De este modo, el papel trascendental de la publicidad de los servicios financieros y la importancia de que se ajuste
a unos principios y sea controlada se ve reflejado en diversas disposiciones. En el ámbito del mercado de valores, la
exigencia de que la publicidad se ajuste a unos principios y sea controlada procede de varias normas comunitarias. En este
sentido, cabe destacar las previsiones contenidas en el artículo 15 de la Directiva 2003/71/CE del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 4 de noviembre de 2003, sobre el folleto que debe publicarse en caso de oferta pública o admisión a cotización
de valores y por la que se modifica la Directiva 2001/34/CE, en cuyo apartado seis se establece que la autoridad competente
debe estar facultada para controlar que la actividad publicitaria de una oferta pública de valores o una admisión a cotización
en un mercado regulado respeta los principios de la Directiva. Igualmente, el artículo 19.2 de la Directiva 2004/39/CE, del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril, relativa a los mercados de instrumentos financieros, por la que se
modifican las Directivas 85/611/CEE y 93/6/CEE del Consejo y la Directiva 2000/12/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo y se deroga la Directiva 93/22/CEE del Consejo, establece que toda la información, incluidas las comunicaciones
publicitarias, dirigidas por la empresa de servicios de inversión a los clientes o posibles clientes, habrán de ser imparciales,
claras y no engañosas, además de identificables como comunicaciones de naturaleza publicitaria. Y en concreto, cuando se
trata de comunicaciones publicitarias dirigidas a inversores minoristas, las condiciones que deben cumplir dichas
comunicaciones se encuentran desarrolladas en el artículo 27 de la Directiva 2006/73/CE, de la Comisión, de 10 de agosto,
por la que se aplica la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a los requisitos
organizativos y las condiciones de funcionamiento de las empresas de inversión, y términos definidos a efectos de dicha
Directiva.

Estas previsiones genéricas del derecho comunitario han sido incorporadas a nuestro ordenamiento en el artículo 79
bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, en el artículo 60 del Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero,
sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y demás entidades que prestan servicios de inversión
y por el que se modifica parcialmente el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión
colectiva, aprobado por el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, y en el artículo 28 del Real Decreto 1310/2005, de
4 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores en materia
de admisión a negociación de valores en mercados secundarios oficiales, de ofertas públicas de venta o suscripción y del
folleto exigible a tales efectos, si bien hasta la fecha no se encontraban completamente desarrolladas.

Adicionalmente, el artículo 94 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores habilita al Ministro de
Economía y Hacienda y, con su habilitación expresa, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores (en adelante, CNMV),
para que determine los casos en que la publicidad de las actividades sujetas a la citada ley estarán sometidas a autorización
o a otra modalidad de control administrativo a cargo de la CNMV. Asimismo, dicho artículo contiene una habilitación para
aprobar, en general, las normas especiales a que habrá de sujetarse la publicidad. Similares habilitaciones en favor del
Ministro de Economía y Hacienda y la CNMV se encuentran en el artículo 18.4 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de
Instituciones de Inversión Colectiva, respecto de las actividades publicitarias dirigidas a promover la suscripción o
adquisición de participaciones o acciones de instituciones de inversión colectiva.
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Por ello, esta orden se dicta con el objeto de concretar el desarrollo de tales habilitaciones.
Para lograr este objetivo, por un lado se define el ámbito de las actividades sujetas a control, esto es, en qué casos

la publicidad se somete al control de la CNMV, y qué ha de entenderse por publicidad.
Por otro lado, se enuncian las normas especiales y los principios y criterios básicos que rigen la publicidad de los productos
y servicios del mercado de valores y se habilita a la CNMV para que proceda a su desarrollo mediante Circular,
configurando la regulación que permitirá a la CNMV ejercer potestades administrativas de control sobre la misma,
incluyendo la de requerir el cese o rectificación de la actividad publicitaria en ciertos casos.

Además, se tiene en cuenta que las empresas de servicios de inversión y el resto de entidades que prestan servicios
de inversión, a través de su actividad publicitaria, están asumiendo una serie de riesgos específicos de carácter legal y de
reputación que, al igual que los de otra naturaleza, deben cubrir adecuadamente. Teniendo en cuenta que uno de los
requisitos para la realización de la actividad de prestación de servicios de inversión, de conformidad con lo establecido en
el artículo 70 ter de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, es disponer de técnicas eficaces de valoración
de los riesgos para la entidad, compete al supervisor verificar que las entidades disponen de los mecanismos necesarios para
la gestión de tales riesgos.

Además, en nuestro entorno comunitario, y cada vez en mayor medida en España, son comunes los sistemas de
autorregulación publicitaria, sistemas que gozan de un considerable y creciente reconocimiento por parte de las autoridades
comunitarias y por el propio legislador nacional. Así ya la Directiva 84/450/CEE del Consejo, de 10 de septiembre de 1984,
relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados Miembros sobre
publicidad engañosa, afirmaba que «los controles voluntarios ejercidos por organismos autónomos para suprimir la
publicidad engañosa pueden evitar el recurso a una acción administrativa o judicial y que por ello deberían fomentarse».

Así, se establece el desarrollo necesario para el ejercicio por la CNMV de facultades administrativas en dos ámbitos
diferenciados. Por un lado, cuando la publicidad se refiera a ofertas de venta o suscripción de instrumentos financieros
respecto, de las que se haya registrado o se vaya a registrar un folleto, o en las que intervenga una entidad habilitada para
prestar servicios de inversión, la CNMV, podrá requerir la cesación o rectificación de la publicidad que no se ajuste a la
normativa reguladora de los instrumentos, productos y servicios de inversión y actividades, así como podrá requerir la
inclusión de advertencias en dicha publicidad. Asimismo, la CNMV podrá realizar advertencias públicas por sí misma.

Por otro lado, cuando la publicidad se refiera a ofertas de venta o suscripción de valores respecto de las que no se
haya registrado ni se vaya a registrar un folleto informativo y en las que no intervenga una entidad habilitada para prestar
servicios de inversión, corresponderá a la CNMV la potestad de requerir la inclusión en la publicidad de advertencias
relativas a la ausencia de control por la CNMV, así como recomendaciones a los inversores para que recaben información
adicional sobre su naturaleza y características y la de realizar advertencias públicas por sí misma.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

La presente orden tiene por objeto establecer las normas, principios y criterios a los que debe sujetarse la actividad
publicitaria de los instrumentos financieros y servicios de inversión y habilitar a la CNMV para su desarrollo.

Artículo 2. Definición de actividad publicitaria.

1. Se considera actividad publicitaria toda forma de comunicación dirigida al público en general con el fin de
promover, directamente o a través de terceros, la contratación de un determinado servicio o actividad de inversión, o bien
la suscripción o adquisición de instrumentos financieros incluidos en el ámbito de aplicación de esta orden, así como
aquellas comunicaciones que realice cualquier parte interesada en el curso de una oferta pública de adquisición de valores
con el objeto de influir en el resultado de la misma, siempre que no se trate de comunicaciones ya contempladas en el Real
Decreto 1066/2007, de 27 de julio, sobre el régimen de las ofertas públicas de adquisición de valores.

En el caso de la suscripción o adquisición de valores emitidos por instituciones de inversión colectiva, entidades de
capital riesgo o fondos de titulización, tal comunicación se considerará publicidad aunque, por cualquier circunstancia, en
ese momento no sea posible la suscripción o adquisición inmediata de dichos valores.

Asimismo, se considerarán actividades publicitarias sujetas a la presente orden aquellas comunicaciones destinadas
a llamar la atención del público sobre las actividades de gestión o comercialización de instituciones de inversión colectiva,
de entidades de capital riesgo o de fondos de titulización que lleve a cabo una entidad, aunque la comunicación no se refiera
de forma individualizada a una institución concreta.

2. Se considerará actividad publicitaria la comunicación descrita en el apartado anterior con independencia del medio
utilizado para su difusión: prensa, radio, televisión, correo electrónico, Internet u otros medios telemáticos, carteles interiores
o exteriores, vallas, octavillas, circulares y cartas que formen parte de una campaña de difusión, llamadas telefónicas, visitas
a domicilio o cualquier otro sistema de divulgación.

3. No se consideran actividades publicitarias, y por tanto quedan excluidas de esta orden:

a) Las campañas publicitarias corporativas entendiendo por tales las que contienen exclusivamente información
genérica sobre una entidad o su objeto social que estén destinadas a darse a conocer al público, siempre que no se encuentren
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relacionadas con una oferta pública de valores o instrumentos financieros ni supongan una apelación a la adquisición de los
mismos en mercados secundarios. No se considerarán institucionales las actividades descritas en el tercer párrafo del primer
apartado.

b) Documentación o informaciones que se proporcionen en las presentaciones a analistas o inversores institucionales,
realizadas por representantes de entidades, emisores o los aseguradores durante el período de colocación, con el propósito
de conocer el interés de los inversores institucionales de una oferta.

c) Publicaciones periódicas que emitan los analistas sobre los instrumentos o servicios financieros incluyendo, entre
otras publicaciones, informes de análisis y recomendaciones de inversión.

Artículo 3. Ámbito.

1. Queda sujeta al cumplimiento de las normas contenidas en la presente orden la actividad publicitaria dirigida a
inversores residentes en España, que se refiera a:

a) Instrumentos financieros, incluidos en el ámbito del artículo 2 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

b) Cualesquiera otros productos financieros sometidos a la supervisión de la CNMV y no incluidos en la letra
anterior.

c) Servicios de inversión y auxiliares y actividades accesorias y reservadas prestados en el ámbito de los anteriores
instrumentos financieros, según queden definidos por la normativa vigente en cada momento.

d) La actividad de gestión de instituciones de inversión colectiva, de entidades de capital riesgo y de fondos de
titulización.

2. La presente orden no será de aplicación a las personas y entidades que se enumeran en el artículo 14 del Real
Decreto 1310/2005, de 4 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado
de Valores, en materia de admisión a negociación de valores en mercados secundarios oficiales, de ofertas públicas de venta
o suscripción y del folleto exigible a tales efectos.

Artículo 4. Normas, principios y criterios generales. Políticas de comunicación comercial.

1. La publicidad sujeta a la presente orden deberá ser clara, suficiente, objetiva y no engañosa y deberá quedar
explícito y patente el carácter publicitario del mensaje. En particular, las comunicaciones publicitarias dirigidas a clientes
minoristas, según se definen en el artículo 78 bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, incluidos los
clientes potenciales,difundidas de tal manera que probablemente sean recibidas por los mismos, deberán cumplir con las
condiciones establecidas en el artículo 60 del Real Decreto 217/2008 de 15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las
empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que prestan servicios de inversión y por el que se modifica
parcialmente el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, aprobado por
el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, con las adaptaciones que pueda establecer la CNMV, para el caso de que
se trate de empresas distintas de las empresas de servicios de inversión.

2. La CNMV determinará los demás principios generales a los que debe ajustarse la publicidad y los criterios
generales sobre el contenido y formato del mensaje publicitario y cualquier otro aspecto que pueda afectar al carácter
ponderado y objetivo de la publicidad. Especificará, en todo caso, la forma y condiciones de difusión de los mensajes
publicitarios a efectos de que ni se omita ningún dato relevante sobre los productos y servicios financieros ni, de ningún
modo, se induzca a error de sus destinatarios. Las denominaciones de los productos y servicios de inversión estarán sujetas,
con las particularidades que sean precisas, a las mismas disposiciones, criterios y principios establecidos en esta orden y
a los que pudiera establecer la CNMV.

3. Dentro de los requisitos de organización interna exigibles de conformidad con el artículo 70 ter de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores, las empresas de servicios de inversión y demás entidades que presten servicios de
inversión deberán contar, en relación con estos, con una política de comunicación comercial que incluya los criterios y
procedimientos adecuados para asegurar que la entidad cumple con la normativa vigente en este ámbito y que le permita
detectar los posibles incumplimientos de dicha normativa. Asimismo deberá hacerse constar las medidas que se adoptarán
en el caso de que la CNMV requiera la cesación o rectificación de la publicidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo
6 de esta orden.

Al elaborar los criterios preventivos a que se refiere el párrafo anterior, las empresas y entidades deberán considerar,
de manera proporcionada a la complejidad del instrumento financiero ofrecido y a las características del medio de difusión
utilizado, los principios generales que determine la CNMV, de acuerdo con lo establecido en el apartado 2.

4. En aquellos casos en que exista la obligación de elaborar un folleto, la publicidad deberá declarar que se ha
publicado o se publicará un folleto e indicará dónde pueden, o podrán, obtenerlo los inversores. En estos supuestos, la
información publicitaria deberá ser coherente con respecto a la información contenida en el folleto, si éste ya se ha
publicado, o con respecto a la información que debe figurar en él, si se publica posteriormente.
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Artículo 5. Comienzo de las actividades promocionales.

Las actividades promocionales o campañas publicitarias de suscripción o adquisición de acciones o participaciones de
instituciones de inversión colectiva no se podrán iniciar antes de que tales instituciones estén inscritas en los registros
oficiales de la CNMV.

Artículo 6. Control de la publicidad.

1. Cuando la publicidad se refiera a ofertas de venta o suscripción de instrumentos financieros respecto de las que
se haya registrado o se vaya a registrar un folleto o en las que intervenga una entidad habilitada para prestar servicios de
inversión, la CNMV tendrá la potestad administrativa de requerir la cesación o rectificación de la publicidad que no se ajuste
a la normativa reguladora de los instrumentos, productos y servicios de inversión y actividades a los que se refiere el artículo
2 conforme a lo dispuesto en la presente orden y en las normas que en desarrollo de ésta dicte la CNMV, conforme a las
habilitaciones que contiene. En su caso, la rectificación se efectuará por los mismos medios empleados para la difusión de
la campaña y con idéntico alcance. Esta medida se adoptará sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera haber
incurrido la entidad con arreglo al régimen sancionador establecido en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

Adicionalmente, la CNMV podrá requerir que se incluyan en dicha publicidad cuantas advertencias estime necesarias
relativas al instrumento o producto publicitado, a su oferente o emisor. Si estos requerimientos no fueran atendidos podrá
incurrirse en responsabilidad sancionable de acuerdo con lo establecido en la Ley 24/1984, de 28 de julio, del Mercado de
Valores.

El material publicitario utilizado deberá estar a disposición de la CNMV durante el plazo que ésta disponga.
2. En el supuesto de publicidad sobre ofertas de venta o suscripción de instrumentos financieros respecto de las que

no se haya registrado ni se vaya a registrar un folleto informativo y en las que no intervenga una entidad habilitada para
prestar servicios de inversión, la CNMV podrá requerir que incluyan en su publicidad advertencias genéricas relativas a la
ausencia de supervisión y control de las mismas, así como recomendaciones a los inversores para que recaben información
adicional sobre su naturaleza y características. Si estos requerimientos no fueran atendidos podrá incurrirse en
responsabilidad sancionable de acuerdo con lo establecido en la Ley 24/1984, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

3. La CNMV podrá efectuar los requerimientos a que se refieren los apartados anteriores en cualquier momento desde
el comienzo hasta el fin de la actividad publicitaria y, en caso de rectificación hasta seis meses después de finalizada la
misma, en la forma en que la propia CNMV determine y otorgando, en todo caso, un plazo mínimo de audiencia a la entidad.
Lo establecido en los apartados anteriores se aplicará sin perjuicio de las advertencias y comunicaciones que la CNMV
pueda realizar a través de sus propios medios.

4. Cuando las medidas contempladas en este artículo se ejerzan sobre entidades sujetas a la supervisión del Banco
de España, deberán ser notificadas con carácter previo al citado organismo.

5. Cualquier incumplimiento de las obligaciones previstas en esta orden o en la normativa que la desarrolle, serán
objeto de supervisión, inspección y sanción por parte de la CNMV, de acuerdo con lo dispuesto en el título VIII de la Ley
del Mercado de Valores.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la presente orden.

Disposición final primera. Habilitaciones normativas.

Se habilita a la CNMV para dictar las normas precisas para el desarrollo y ejecución de esta orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 11 de junio de 2010.–La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, Elena
Salgado Méndez.

10315 Orden EHA/1718/2010, de 11 de junio, de regulación y control de la publicidad de los servicios y productos
bancarios. (BOE núm. 157, de 29-6-2010).

Uno de los principios clave que inspiran toda la legislación financiera y la actividad supervisora en el ámbito del
mercado de productos y servicios bancarios es la protección al cliente bancario. Este principio implica que el cliente debe
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disponer de información suficiente para fundamentar su decisión de contratación, y esta información debe ser veraz.
Por ello existen en el ordenamiento diversas previsiones que obligan a las entidades de crédito a ofrecer información

y asumir obligaciones de transparencia. Sin embargo, estas previsiones no alcanzarían la eficacia deseada si la normativa
financiera desconociera la relevancia que tiene la publicidad a la hora de que el cliente bancario tome, de forma razonada,
sus decisiones.

Y este papel trascendental de la publicidad de los servicios y productos bancarios ha venido siendo uno de los
aspectos de los que se ha ocupado la regulación bancaria española.
Así, y al amparo del artículo 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de
Crédito, que faculta al Ministro de Economía y Hacienda para dictar las normas necesarias para que la publicidad, por
cualquier medio, de las operaciones activas y pasivas de las entidades de crédito incluya todos los elementos necesarios para
apreciar sus verdaderas condiciones, regulando las modalidades de control administrativo de dicha publicidad, el Ministro
de Economía y Hacienda dictó la Orden del Ministro de Economía y Hacienda, de 12 de diciembre de 1989, sobre tipos de
interés y comisiones, normas de actuación, información a clientes y publicidad de las entidades de crédito, en la que se
establecía, entre otras cuestiones referidas a la transparencia de las operaciones y protección de la clientela bancaria, un
régimen de previa autorización para la publicidad de las operaciones y servicios bancarios en los que se aludiera a su coste
o rentabilidad para el público.

Este sistema de previa autorización, que tenía un carácter excepcional, y por ello necesariamente debía ser limitado
en el tiempo, se ha prolongado sin embargo durante casi dos décadas, periodo en el que los regímenes de control
administrativo previo a que se refiere el artículo 5 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, han
quedado reducidos prácticamente a la publicidad de productos bancarios.

La singularidad de dicho régimen respecto a los países de nuestro entorno económico, su carácter parcial por cuanto
sólo afecta a las operaciones bancarias pero no a las operaciones de inversión en los mercados de valores o a las operaciones
de seguro, unido a que dicho régimen de autorización previa entorpece notablemente la agilidad de las ofertas de productos
y servicios que demanda el sector financiero y de valores, suponiendo una anomalía y perturbación innecesaria de la
actividad empresarial, permite concluir que tal régimen debe modificarse.

En nuestro entorno comunitario, y cada vez en mayor medida en España, son comunes los sistemas de
autorregulación publicitaria, sistemas que gozan de un considerable y creciente reconocimiento por parte de las autoridades
comunitarias y por el propio legislador nacional.

Así, ya la Directiva 84/450/CEE del Consejo, de 10 de septiembre de 1984, relativa a la aproximación de las
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de publicidad engañosa,
afirmaba que «los controles voluntarios ejercidos por organismos autónomos para suprimir la publicidad engañosa pueden
evitar el recurso a una acción administrativa o judicial y que por ello deberían fomentarse». Por ello, conviene estimular la
adhesión voluntaria por parte de las entidades a alguno de los organismos de autorregulación de la actividad publicitaria que,
además, cumpla los requisitos establecidos por la Recomendación 98/257/CE de la Comisión, de 30 de marzo, relativa a
los principios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de consumo, en
la medida en que ello redundará en la mejora de la calidad publicitaria en el ámbito de los servicios bancarios.

Por otra parte, las entidades, a través de su actividad publicitaria, están asumiendo una serie de riesgos específicos
de carácter legal y reputacional que, al igual que los de otra naturaleza, deben cubrir adecuadamente. Teniendo en cuenta
que uno de los requisitos para la realización de la actividad bancaria, de conformidad con lo establecido en la Ley 26/1988,
de 29 de julio, es disponer «de una estructura organizativa adecuada, con líneas de responsabilidad bien definidas,
transparentes y coherentes, así como de procedimientos eficaces de identificación, gestión, control y comunicación de los
riesgos a los que estén o puedan estar expuestos, junto con mecanismos adecuados de control interno, incluidos
procedimientos administrativos y contables sólidos», compete al supervisor verificar que las entidades disponen de los
mecanismos de control interno necesarios para la minimización de tales riesgos.

Por ello, y teniendo también en cuenta tanto el objetivo de dar un tratamiento homogéneo a la publicidad de los
distintos productos financieros, de contar con un régimen similar al de la publicidad general de productos y servicios, así
como el objetivo de minimización de los riesgos de las entidades, se sustituye el actual régimen de previa autorización por
un sistema de control de la publicidad basado en dos elementos: uno preventivo, a través de la elaboración de criterios
específicos de la publicidad financiera que guíen su claridad y honestidad y de la exigencia de unos procedimientos y
controles internos que tiendan a favorecer tal exigencia; y otro que permita la corrección de eventuales conductas
inadecuadas, para lo cual el Banco de España podrá exigir el cese o la rectificación de la publicidad que no cumpla las
previsiones de esta orden, y ello sin menoscabo de las acciones a que alude la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General
de Publicidad, para la rectificación o cese de la publicidad ilícita.
La presente orden se dicta en uso de la habilitación expresamente conferida al Ministro de Economía y Hacienda por el
artículo 48.2.d) de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito. Por tanto,
conforme al apartado 3 del mismo artículo, las disposiciones que, en el ejercicio de sus competencias, puedan dictar las
comunidades autónomas sobre las materias contempladas en esta orden no podrán ofrecer un nivel de protección de la
clientela inferior.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1. Objeto.
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La presente orden tiene por objeto establecer las normas, principios y criterios a los que debe sujetarse la actividad
publicitaria de los productos y servicios bancarios y habilitar al Banco de España para su desarrollo.

Artículo 2. Definición de actividad publicitaria.

1. A los efectos de lo dispuesto en esta orden se considera actividad publicitaria toda forma de comunicación por la
que se ofrezcan productos o servicios bancarios, o se divulgue información sobre ellos, cualquiera que sea el medio de
difusión que se utilice: prensa, radio, televisión, correo electrónico, Internet u otros medios electrónicos, carteles interiores
o exteriores, vallas, octavillas, circulares y cartas que formen parte de una campaña de difusión, llamadas telefónicas, visitas
a domicilio o cualquier otro sistema de divulgación.
Asimismo, se considerarán actividades publicitarias aquellas comunicaciones destinadas a llamar la atención del público
sobre servicios de gestión o de otro tipo, que presten las entidades con carácter adicional o en relación con otros productos
o servicios bancarios, que no tengan la condición de servicios de inversión.

2. No se consideran actividades publicitarias y, por tanto, quedan excluidas de esta orden:

a) Las campañas publicitarias corporativas, entendiendo por tales las que contienen exclusivamente información
genérica sobre una entidad o su objeto social que estén destinadas a darse a conocer al público.

b) Aquellos contenidos informativos que figuren en las páginas propias de la entidad en Internet, o en otro medio
de difusión, que resulten necesarios para llevar a cabo la contratación de una operación.

c) Las informaciones que sobre las características específicas de las operaciones figuren en las páginas operativas
de la entidad en Internet en las cuales se lleven a cabo.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

Queda sujeta al cumplimiento de las normas contenidas en la presente orden la actividad publicitaria realizada tanto
por las entidades de crédito españolas como por las sucursales en España de entidades de crédito extranjeras, dirigida a
clientes o potenciales clientes residentes en España, y que se refiera a productos y servicios bancarios, incluidos los servicios
de pago, distintos de los instrumentos financieros y servicios de inversión contemplados en la Orden EHA/1717/2010, de
11 de junio, de regulación y control de la publicidad de servicios y productos de inversión.

Artículo 4. Normas, principios y criterios generales. Políticas de comunicación comercial.

1. La publicidad sujeta a la presente orden deberá ser clara, suficiente, objetiva y no engañosa y deberá quedar
explícito y patente el carácter publicitario del mensaje.

2. El Banco de España determinará los demás principios generales a los que debe ajustarse la publicidad y los
criterios generales sobre el contenido mínimo y formato del mensaje publicitario y cualquier otro aspecto que pueda afectar
al carácter equilibrado y objetivo de la publicidad. Especificará, en todo caso, la forma y condiciones de difusión de los
mensajes publicitarios a efectos de que ni se omita ningún dato relevante sobre los productos y servicios bancarios ni, de
ningún modo, se induzca a error de sus destinatarios.

Las denominaciones de los productos y servicios bancarios estarán sujetas, con las particularidades que sean precisas,
a las mismas disposiciones, criterios y principios establecidos en esta orden y a los que pudiera establecer el Banco de
España.

3. Dentro de los procedimientos y controles internos exigibles de conformidad con el artículo 30 bis de la Ley
26/1988, de 29 de julio, las entidades incluirán los necesarios para proteger los legítimos intereses de la clientela y gestionar
los riesgos a los que estén o puedan estar expuestas derivados de su actividad publicitaria.

A tal efecto, las entidades deberán contar con una política de comunicación comercial que, entre otros objetivos,
incluya los criterios y procedimientos adecuados para asegurar que la entidad cumple con las normas, principios y criterios
generales establecidos en la normativa que le resulte aplicable.

4. Al elaborar los criterios preventivos a que se refiere el apartado anterior, las entidades deberán considerar, de
manera proporcionada a la complejidad del producto o servicio bancario ofrecido y a las características del medio de difusión
utilizado, los principios generales que el Banco de España determine en desarrollo de la presente orden.

5. Además de lo anterior, y con independencia del cumplimiento de lo establecido en la normativa general sobre
publicidad:

a) La publicidad que realicen las entidades de crédito sobre depósitos y créditos en la que se aluda explícitamente
a su coste o rentabilidad para el público deberá expresar su coste o rendimiento en términos de tasa anual equivalente (TAE).
Sin perjuicio de lo previsto al efecto en la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo, para el cálculo de la TAE
se utilizará la expresión matemática y las reglas que establezca el Banco de España. Cuando se utilicen referencias a índices
de tipos de interés, éstas deberán ser actualizadas.

b) Cuando la publicidad de una entidad de crédito englobe cualquier tipo de oferta de operaciones, productos o
servicios a realizar por otra empresa, deberá contener la mención expresa de esta empresa.
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c) Asimismo, cuando la entidad de crédito convenga con una empresa que no sea entidad de crédito, que ésta oferte
por medio de cualquier forma de publicidad sus productos o servicios, deberá asegurarse de que esta publicidad indique con
claridad la entidad de crédito cuyos servicios se ofrezcan, siendo también su responsabilidad el cumplimiento de los
requisitos y obligaciones que se establecen en esta orden.

Artículo 5. Control de la publicidad y régimen sancionador.

1. Con independencia de las acciones que le puedan corresponder en el marco de lo previsto por la legislación general
de publicidad, el Banco de España tendrá la potestad administrativa de requerir la cesación o rectificación de la publicidad
que no se ajuste a la normativa reguladora de los productos y servicios bancarios a los que se refiere esta orden o a lo
dispuesto en la misma y en las normas que en desarrollo de ella dicte el propio Banco de España. En su caso, la rectificación
se efectuará por los mismos medios empleados para la difusión de la campaña y con idéntico alcance. Esta medida se
adoptará sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera haber incurrido la entidad con arreglo al régimen sancionador
establecido en la Ley 26/1988, de 29 de julio.

Adicionalmente a lo anterior, el Banco de España queda facultado para requerir que se incluyan en dicha publicidad
cuantas advertencias estime necesarias con relación al producto o servicio publicitado.

2. Toda la documentación correspondiente a cada campaña publicitaria de las sujetas a lo previsto en esta orden se
conservará y anotará en un registro interno que se custodiará en las oficinas centrales de la entidad de crédito, de acuerdo
con lo que determine el Banco de España.

3. El Banco de España podrá efectuar los requerimientos a que se refieren los párrafos anteriores en cualquier
momento desde el comienzo hasta el fin de la actividad publicitaria y, en caso de rectificación hasta 6 meses después de
finalizada la misma, en la forma en que el propio Banco de España determine.

4. Las entidades, así como quienes ostenten cargos de administración o dirección en las mismas, que infrinjan las
obligaciones previstas en esta orden o en la normativa que la desarrolle incurrirán en responsabilidad administrativa
sancionable con arreglo a lo dispuesto en el título I de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el capítulo III de la Orden de 12 de diciembre de 1989, sobre tipos de interés y comisiones, normas
de actuación, información a clientes y publicidad de las entidades de crédito.

Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la presente norma.

Disposición adicional única. Actividad publicitaria de las entidades de pago.

Queda sujeta a lo previsto en esta norma, a excepción de su artículo 4.3, la actividad publicitaria relativa a la
prestación de servicios de pago que realicen las entidades de pago reguladas por la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de
servicios de pago.
Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se habilita al Banco de España para dictar las normas precisas para el desarrollo y ejecución de esta orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 11 de junio de 2010.–La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, Elena
Salgado Méndez.

MINISTERIO DE TRABAJO E INMIGRACIÓN

8910 Orden TIN/1448/2010, de 2 de junio, por la que se desarrolla el Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que
se regula el establecimiento de un sistema de reducción de las cotizaciones por contingencias profesionales a las
empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral. (BOE
núm.  136, de 4-6-2010).

El Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que se regula el establecimiento de un sistema de reducción de las
cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y
prevención de la siniestralidad laboral, establece en el artículo 7.2 que en sus disposiciones de aplicación y desarrollo se
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especificarán el diseño y contenido del fichero informático por medio del cual las entidades gestoras o las mutuas remitirán
a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social el informe-propuesta no vinculante al que alude dicho precepto,
en orden a la concesión o denegación del incentivo solicitado por las respectivas empresas protegidas. 

Por su parte, la disposición transitoria única del real decreto citado establece, en su apartado 3, que los valores límite
y el volumen de cotización a tener en cuenta para el incentivo correspondiente al ejercicio 2009, se fijarán por Orden del
Ministerio de Trabajo e Inmigración. 

Se hace preciso, en consecuencia, desarrollar el citado real decreto en cuanto a los aspectos señalados, junto a otras
cuestiones necesarias para la debida aplicación de lo dispuesto en él. 

Por otro lado, de conformidad con lo establecido en el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de protección de datos de carácter personal, se crean otros dos ficheros informáticos relativos a materias relacionadas con
el contenido de esta orden. 

Esta orden se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 5.2 del texto refundido de la Ley General de
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en relación con lo establecido en la
disposición final tercera del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo. 

En su virtud, dispongo: 

Artículo 1. Aprobación del fichero informático para la presentación del informe-propuesta por las entidades gestoras o
mutuas. 

El informe-propuesta no vinculante de las entidades gestoras o mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales de la Seguridad Social al que se refiere el artículo 7.2 del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que
se regula el establecimiento de un sistema de reducción de las cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas
que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral, consideradas, en su caso,
las alegaciones a las que se refiere dicho precepto, se ajustará al fichero informático cuyas características y contenido se
recogen, respectivamente, en la disposición adicional primera y en el anexo I. 

Artículo 2. Valores límite y volumen de cotización aplicables al ejercicio 2009. 

1. Para el ejercicio 2009, los valores límite de los índices de siniestralidad general y de siniestralidad extrema a tener
en cuenta para el cálculo del incentivo aplicable serán los que se recogen en el anexo II. 

2. El volumen mínimo de cotización por contingencias profesionales a alcanzar durante el periodo de observación
al que se refiere la disposición transitoria única del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, será el previsto en su artículo
2.1.b). 

Artículo 3. Requisitos. 

1. A efectos de lo establecido en el artículo 2.1.e) del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, sólo se tendrán en
cuenta las resoluciones sancionadoras que hayan adquirido firmeza durante el periodo de observación, cuando el solicitante
sea considerado en las mismas sujeto responsable directo de la infracción. En el supuesto de infracciones graves, solamente
se tomarán en consideración cuando hayan sido reiteradas durante el periodo de observación. Se entenderá que existe
reiteración cuando el número de infracciones graves exceda de dos durante el periodo de observación. 

2. A efectos de lo establecido en el artículo 2.1.g).3.ª del referido real decreto en relación con la existencia de planes
de movilidad vial en la empresa, se considerará como una de las medidas para prevenir los accidentes de trabajo en misión
la mejora de los medios de transporte. 

3. El certificado de calidad de la organización y funcionamiento del sistema de prevención de la empresa a que se
refiere el artículo 2.1.g).5.ª del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, justificativo de que los mismos se ajustan a las
normas internacionalmente aceptadas, podrá ser emitido por entidad u organismo debidamente acreditado por la Entidad
Nacional de Acreditación (ENAC), o por cualesquiera otras empresas certificadoras existentes, en los supuestos en los que
no sea posible la acreditación por aquélla. 

4. La certificación a la que se refiere el artículo 2.4 del citado real decreto podrá suscribirse por las personas que en
él se citan o por el representante legal de la empresa, y se ajustará al anexo III. 

5. A efectos de lo establecido en el artículo 2.1 del referido real decreto, y a solicitud de la empresa, el delegado o
delegados de prevención manifestarán su conformidad con la certificación de la empresa a la que se refiere el apartado
anterior, en los términos establecidos en el apartado 3 del citado anexo III. Asimismo podrán manifestar su disconformidad
y aportar escrito de alegaciones. 

Cuando en la empresa exista comité intercentros de seguridad y salud, la conformidad de los delegados de prevención
se podrá manifestar por aquellos de dichos delegados que formen parte de él. 

6. En los supuestos en los que no conste la conformidad de los delegados de prevención y existan alegaciones de
éstos, la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, sin perjuicio de continuar la tramitación de la solicitud
de la empresa, remitirá en todo caso el expediente a la Dirección General de Inspección de Trabajo y Seguridad Social para
su ulterior comprobación. 
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Artículo 4. Presentación y tramitación de las solicitudes. 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2 del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, se presentará
una única solicitud correspondiente a todos los códigos de cuenta de cotización con el mismo código de actividad a efectos
de cotización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

2. En el caso de que la empresa tenga protegidas las contingencias profesionales de sus trabajadores por más de una
entidad gestora o mutua, deberá formular una única solicitud en aquella en la que tenga la cobertura de su código de cuenta
de cotización principal. En la solicitud se hará constar el total de cuotas de la empresa por incapacidad temporal e
incapacidad permanente, muerte y supervivencia derivadas de contingencias profesionales, así como el total de las
inversiones realizadas. 

En el supuesto de realizar más de una actividad económica a efectos de cotización por accidentes de trabajo y
enfermedades profesionales, las solicitudes correspondientes a cada actividad económica se realizarán en la entidad gestora
o mutua en la que tenga la cobertura el código de cuenta de cotización más antiguo. En la solicitud se hará constar el total
de cuotas de la empresa por incapacidad temporal e incapacidad permanente, muerte y supervivencia derivadas de
contingencias profesionales, así como el total de las inversiones realizadas correspondientes a cada solicitud. 

3. A la vista de la solicitud formulada por la empresa, la entidad gestora o mutua remitirá a la Dirección General de
Ordenación de la Seguridad Social el informe-propuesta no vinculante a que se refiere el artículo 7 del Real Decreto
404/2010, de 31 de marzo. A tal efecto, se presumirá que concurren los requisitos a los que se refieren los párrafos a), e),
f) y g) del artículo 2.1 del referido real decreto cuando se aporte, debidamente cumplimentada, la certificación a que se
refiere su artículo 2.4. Todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 3.6 de esta orden en relación con la remisión del
expediente a la Dirección General de Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los supuestos en que, no constando la
conformidad de los delegados de prevención, existan alegaciones de éstos. 

4. En el caso de que una empresa tenga códigos de cuenta de cotización en más de una entidad gestora o mutua en
el momento de la solicitud del incentivo, el importe total del mismo que le corresponda se abonará con cargo a cada una de
ellas en función de las cuotas correspondientes a cada código de cuenta de cotización. 

Artículo 5. Asociación a otra mutua. 

La insuficiencia de recursos de la mutua para el abono de la totalidad del incentivo que corresponda a la empresa,
facultará a ésta para denunciar el convenio de asociación en los términos y plazo establecidos en el artículo 62.2 del
Reglamento sobre colaboración de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social,
aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, aun cuando el convenio haya sido objeto de ampliación
excepcional de conformidad con lo previsto en la disposición transitoria primera del Real Decreto 38/2010, de 15 de enero,
por el que se modifica el citado reglamento. 

En todo caso, la asociación de la empresa por tal motivo a otra mutua deberá ajustarse a lo establecido en los artículos
61 y 62 del citado Reglamento sobre colaboración de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de
la Seguridad Social. 

Disposición adicional primera. Características del fichero informático aprobado en el artículo 1. 

Nombre: Fichero para la presentación del informe-propuesta por las entidades gestoras o mutuas. Órganos de la
Administración responsables del fichero: Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social. Servicios y unidades
ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: Dirección General de Ordenación de la
Seguridad Social. Medidas de Seguridad: Nivel medio. Sistema de Tratamiento: Automatizado. Estructura básica: 

Datos identificativos de las empresas inscritas en la Seguridad Social. 
Datos económicos de las empresas. 
Datos profesionales de las empresas.

Descripción de la finalidad del fichero y usos previstos: 

Gestión del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que se regula el establecimiento de un sistema de
reducción de las cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido especialmente a la
disminución y prevención de la siniestralidad. 

Informes no vinculantes de entidades gestoras y mutuas para la aplicación del Real Decreto 404/2010, de 31 de
marzo. 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: Responsables de la
cotización de las empresas inscritas en la Seguridad Social. 

Procedimiento de recogida de datos: Representante legal de la empresa. 



131

Cesiones de datos de carácter personal previstas: Organismos de la Seguridad Social, Inspección de Trabajo y
Seguridad Social. 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: No se prevén. 

Disposición adicional segunda. Características del fichero informático de contingencias profesionales de la Seguridad
Social.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección
de datos de carácter personal, se crea el fichero informático de contingencias profesionales de la Seguridad Social, cuyas
características se recogen a continuación y cuyo contenido es el que figura en el anexo IV. 

Nombre: Fichero informático de contingencias profesionales de la Seguridad Social.
Órganos de la Administración responsables de fichero: Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social. 
Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: Dirección

General de Ordenación de la Seguridad Social. 
Medidas de seguridad: Nivel alto. 
Sistema de tratamiento: Automatizado. 
Estructura básica: Datos de las empresas inscritas en la Seguridad Social: Identificativos, de empleo y económicos.
Tipo de datos de carácter personal: 

Datos especialmente protegidos de salud. 
Datos identificativos. 
Datos de características personales. 
Datos profesionales. 
Datos de detalles del empleo. 
Datos económicos. 

Descripción de la finalidad del fichero y usos previstos: 

Gestión de las contingencias profesionales del Sistema de la Seguridad Social. 
Artículo 38 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo

1/1994, de 20 de junio. 
Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento sobre colaboración de las mutuas

de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social. 
Orden de 25 de noviembre de 1996, por la que se regula la colaboración de las empresas en la gestión del Régimen

General de la Seguridad Social. 
Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, por el que se regula el establecimiento de un sistema de reducción de las

cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y
prevención de la siniestralidad laboral. 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: Obtención de datos de
trabajadores afiliados a la Seguridad Social y empresas inscritas en la Seguridad Social. 

Procedimiento de recogida de los datos: 

Representante legal de la empresa o trabajador autónomo con cobertura de contingencias profesionales de la
Seguridad Social. 

La obligación de suministrarlos recae en las entidades gestoras, mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales de la Seguridad Social y empresas colaboradoras en la gestión de las contingencias profesionales de la
Seguridad Social. 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: Organismos de la Seguridad Social, Administración Laboral,
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

Transferencias de datos de carácter personal previstas: No se prevén. 

Disposición adicional tercera. Características del fichero de datos personales de la aplicación informática PANOTRATSS.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección
de datos de carácter personal, se crea el fichero de datos personales PANOTRATSS, cuyas características se recogen a
continuación y cuyo contenido es el que figura en el anexo V. 
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Nombre: PANOTRATSS. 
Órganos de la Administración responsables del fichero: Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social.
Servicios y unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación y cancelación: Dirección

General de Ordenación de la Seguridad Social. 
Medidas de seguridad: Nivel alto. 
Sistema de tratamiento: Automatizado. 
Estructura básica. Tipo de datos de carácter personal: 

Datos especialmente protegidos de salud. 
Datos identificativos. 
Datos de características personales. 
Datos profesionales. 
Datos de detalles del empleo. 
Datos económicos. 

Descripción de la finalidad del fichero y usos previstos: 

Fichero de Patologías No Traumáticas Causadas por el Trabajo A.T. [enfermedades consideradas como accidente
de trabajo, de conformidad con el artículo 115.2.e) de la Ley General de la Seguridad Social]. 

Procedimiento administrativo: Gestión de las contingencias profesionales de la Seguridad Social, comunicación de
las Patologías No Traumáticas Causadas por el Trabajo A.T. 

Personas o colectivos sobre los que se obtengan datos o estén obligados a suministrarlos: Trabajadores y empresas.
Procedimiento de recogida de los datos: 

El propio interesado o su representante legal. 
Entidad privada. 
Administraciones Públicas. 

Cesiones de datos de carácter personal previstas: 

Organismos de la Seguridad Social, Administración Laboral, Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Transferencias de datos de carácter personal previstas: 
No se prevén. 

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio. 

A los procedimientos ya iniciados al amparo de lo dispuesto en el artículo 8 de la Orden del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social, de 2 de abril de 1984, sobre colaboración de las mutuas de accidentes de trabajo en la gestión de la
Seguridad Social, les será de aplicación lo establecido en el mismo. 

Disposición transitoria segunda. Presentación de solicitudes y tramitación de los incentivos correspondientes al ejercicio
2009. 

Para el ejercicio 2009, los plazos de presentación de las solicitudes de las empresas a las entidades gestoras o mutuas
y de remisión de éstas de los informes-propuesta a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, a que se
refiere el artículo 7 del Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, finalizarán el 30 de junio y el 15 de agosto de 2010,
respectivamente. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta orden, y,
expresamente, y sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria primera, el artículo 8 de la Orden del Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social, de 2 de abril de 1984. 

Disposición final primera. Facultades de aplicación y desarrollo. 

Se faculta al Secretario de Estado de la Seguridad Social para resolver cuantas cuestiones puedan plantearse en la
aplicación de esta orden, así como para modificar el diseño y contenido de sus anexos cuando las circunstancias lo requieran.

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
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La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Madrid, 2 de junio de 2010.–El Ministro de Trabajo e Inmigración, Celestino Corbacho Chaves. 

Se omiten anexos

9102 Orden TIN/1483/2010, de 2 de junio, por la que se determinan las condiciones para la materialización de los fondos
depositados en la cuenta especial del Fondo de Prevención y Rehabilitación. (BOE núm. 139, de 8-6-2010).

El artículo 73 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto legislativo
1/1994, de 20 de junio, en la nueva redacción dada por la disposición final tercera.Tres de la Ley 26/2009, de 23 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2010, establece en su apartado 1 que los excedentes anuales obtenidos
por las mutuas en su gestión habrán de afectarse, en primer lugar, a la constitución de las reservas que reglamentariamente
se determinen. Asimismo, dispone que se establecerá reglamentariamente el destino que haya de darse al exceso de
excedentes que resulte, una vez cubiertas las indicadas reservas.

El apartado 2 de dicho artículo, a su vez, señala que en todo caso el 80 por ciento del exceso de excedentes deberá
adscribirse a los fines generales de prevención y rehabilitación, entre los que se encuentra el fomento de las actuaciones
extraordinarias de las empresas en la prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, indicando
que dicha adscripción se efectuará mediante su ingreso en la cuenta especial del Fondo de Prevención y Rehabilitación
abierta en el Banco de España a disposición del Ministerio de Trabajo e Inmigración y cuya titularidad corresponde a la
Tesorería General de la Seguridad Social.

En ese mismo apartado 2 también se prevé que la Tesorería General de la Seguridad Social podrá materializar los
fondos depositados en la cuenta del Fondo de Prevención y Rehabilitación, hasta su uso definitivo, en activos financieros
emitidos por personas jurídicas públicas, en las cantidades, plazos y demás condiciones que determine el Ministerio de
Trabajo e Inmigración, disponiendo que los rendimientos y gastos que generen los activos financieros en que se haya
materializado el Fondo, así como los de la propia cuenta, se abonarán y cargarán respectivamente en ésta, salvo que el citado
Ministerio disponga otra cosa.

De acuerdo con ello, el Reglamento sobre colaboración de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, regula en su artículo 66
la distribución del exceso de excedentes que resulte de la gestión, una vez cubiertas la provisión y las reservas obligatorias
previstas en dicho reglamento, disponiendo en su apartado 1 que en un 80 por ciento habrá de destinarse a los fines generales
de prevención y rehabilitación, mediante su ingreso por las mutuas hasta el 31 de julio de cada ejercicio en el Banco de
España y en cuenta especial a disposición del Ministerio de Trabajo e Inmigración, que dispondrá el destino concreto que
haya de darse a tales fondos, dentro de la afectación a los fines generales señalados y conforme a las demás normas legales
que resulten de aplicación al respecto.

Por su parte, la Orden de 27 de junio de 1997, sobre determinación de las reservas y excedentes que han de constituir
las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, de conformidad con lo previsto
en los artículos 65, 66 y 73 del citado reglamento, establece que se efectuará computando como cuotas satisfechas, obtenidas
o percibidas, las efectivamente cobradas y reconocidas a favor de la mutua por la Tesorería General de la Seguridad Social
dentro de cada ejercicio, cualquiera que fuera aquel en que se hubieran devengado.

Los fondos depositados en la cuenta especial del Fondo de Prevención y Rehabilitación abierta en el Banco de España
a disposición del Ministerio de Trabajo e Inmigración y cuya titularidad corresponde a la Tesorería General de la Seguridad
Social, se ingresan a nombre de dicho servicio común en aplicación de los principios de solidaridad financiera y caja única,
resultando de aplicación, en consecuencia, lo previsto al respecto en el Reglamento general de la gestión financiera de la
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1391/1995, de 4 de agosto, cuyo artículo 7.5 establece que, con cargo a los
fondos depositados en el Banco de España, la Tesorería General de la Seguridad Social podrá materializar en activos
financieros públicos las cantidades y por los plazos que los pagos previstos aconsejen, en cuyo caso le serán repercutibles
los gastos que tales operaciones conlleven.

En consecuencia, esta orden se dicta al objeto de fijar las condiciones para la materialización de los recursos
depositados en la cuenta del Fondo de Prevención y Rehabilitación, hasta su uso definitivo, en activos financieros emitidos
por personas jurídicas públicas, a fin de obtener así una mayor rentabilidad de tales fondos.

Esta orden se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas al efecto por el artículo 73.2 del texto refundido de la
Ley General de la Seguridad Social y por la disposición final primera del Reglamento sobre colaboración de las mutuas de
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1993/1995, de 7
de diciembre.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Condiciones para la materialización del Fondo de Prevención y Rehabilitación.
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1. Los fondos depositados en la cuenta especial abierta en el Banco de España a disposición del Ministerio de Trabajo
e Inmigración y cuya titularidad corresponde a la Tesorería General de la Seguridad Social, denominada Fondo de
Prevención y Rehabilitación, podrán materializarse hasta su uso definitivo en activos financieros emitidos por personas
jurídicas públicas que cuenten con la calificación crediticia mínima que se establezca, otorgada por una agencia de
calificación reconocida por la Comisión Nacional del Mercado de Valores y que estén admitidos a negociación en un
mercado regulado o sistema multilateral de negociación.

2. Los fondos a destinar para la adquisición de activos financieros no podrán superar el 90 por ciento del importe a
que ascienda el Fondo de Prevención y Rehabilitación, de forma que el saldo restante que figure en la cuenta especial de
dicho Fondo permita realizar los pagos previstos con cargo a ella.

Si en algún momento se superase el límite porcentual establecido en el párrafo anterior como consecuencia de la
gestión del citado Fondo de Prevención y Rehabilitación, la reinversión del producto de los siguientes vencimientos de los
activos financieros adquiridos quedará condicionada al cumplimiento de dicho límite porcentual en el plazo más breve
posible.

3. Los rendimientos que generen los activos así como la propia cuenta especial se abonarán en la cuenta única abierta
por la Tesorería General de la Seguridad Social en el Banco de España. Por su parte, los gastos se cargarán en la propia
cuenta del Fondo.

4. Mediante resolución de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, una vez recabado informe de la Dirección
General del Tesoro y Política Financiera, se determinará el importe a destinar para la adquisición de activos financieros, con
el límite establecido en el apartado 2, así como las características de los activos en que se invertirá, entre las que figurarán,
al menos, las personas jurídicas públicas emisoras, los plazos y la calificación crediticia mínima a que se refiere el apartado
1.

Asimismo, mediante resolución de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, una vez recabado informe de la
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, se concretarán los activos financieros en los que se materializará el
Fondo de Prevención y Rehabilitación.

Artículo 2. Competencias en materia de adquisición, enajenación y gestión de activos financieros.

1. Corresponde a la Tesorería General de la Seguridad Social, previo Acuerdo del Consejo de Ministros, la
adquisición y enajenación de los referidos activos financieros de conformidad con el procedimiento establecido en el Real
Decreto 1221/1992, de 9 de octubre, sobre el Patrimonio de la Seguridad Social, los cuales formarán parte de su patrimonio
y se gestionarán bajo la dirección de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social.

2. Las operaciones de materialización del Fondo de Prevención y Rehabilitación se realizarán por el Banco de
España, que actuará como Banco Agente.

Artículo 3. Carácter de las operaciones e imputación presupuestaria.

Las inversiones, reinversiones y desinversiones, efectuadas con arreglo al Real Decreto 1221/1992, de 9 de octubre,
así como las demás operaciones de adquisición, disposición y gestión de los activos financieros realizadas con el Fondo de
Prevención y Rehabilitación, tendrán carácter presupuestario a lo largo del ejercicio y se imputarán en el momento de su
realización al presupuesto de gastos o ingresos de la Tesorería General de la Seguridad Social según la naturaleza de la
operación, para lo que se dictarán las instrucciones precisas para su imputación presupuestaria.

Artículo 4. Normas contables.

La Intervención General de la Seguridad Social, de acuerdo con las competencias que tiene atribuidas por el artículo
125.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, dictará las normas contables necesarias para el
registro de las operaciones relacionadas con la gestión del Fondo de Prevención y Rehabilitación.

Disposición final primera. Facultades de aplicación.

Se faculta a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social para dictar las disposiciones que sean necesarias para la
aplicación de esta orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 2 de junio de 2010.–El Ministro de Trabajo e Inmigración, Celestino Corbacho Chaves.
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MINISTERIO DE INDUSTRIA, TURISMO Y COMERCIO

9716 Corrección de errores del Real Decreto 560/2010, de 7 de mayo, por el que se modifican diversas normas
reglamentarias en materia de seguridad industrial para adecuarlas a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y a la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación
de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. (BOE
núm. 149, de 19-6-2010).

Advertidos errores en el Real Decreto 560/2010, de 7 de mayo, por el que se modifican diversas normas
reglamentarias en materia de seguridad industrial para adecuarlas a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso
a las actividades de servicios y su ejercicio, y a la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para
su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» número 125, de 22 de mayo de 2010, se procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 44867 al final del segundo párrafo, en la página 44869 al final del primer párrafo, en la página 44873
al final del primer párrafo, en la página 44875 al final de primer párrafo, en la página 44884 al final del penúltimo párrafo,
en la página 44889 al final del tercer párrafo, en la página 44891 al final del tercer párrafo, en la página 44897 al final de
penúltimo párrafo, en la página 44903 al final del primer párrafo, en la página 44910 al final del primer párrafo, en la página
44918 al final del primer párrafo, en la página 44922 al final del segundo párrafo del punto 1.2 del apartado doce y en la
página 44925 al final del segundo párrafo, debe añadirse la frase: «La autoridad competente podrá verificar esa capacidad
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 del Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre.»

En la página 44927, en el apartado veinte 1. Certificado de dirección técnica, donde dice: «Localización de la
instalación (titular, dirección y N.º de REI)», debe decir: «Localización de la instalación (titular, dirección y N.º de Registro
Integrado Industrial)».

En la página 44930, en la letra a) del punto 7, donde dice: «a) Tener contratado con entidad debidamente autorizada,
un seguro de responsabilidad civil, aval u otra garantía financiera que cubra específicamente esta actividad con cobertura
mínima por accidente de 500.000 euros. Esta cuantía mínima se actualizará por orden del Ministro de Industria, Turismo
y Comercio siempre que sea necesario para mantener la equivalencia económica de la garantía, previo informe de la
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.», debe decir: «a) Haber suscrito un seguro de responsabilidad
civil profesional u otra garantía equivalente que cubra los daños que puedan provocar en la prestación del servicio, con
cobertura mínima por accidente de 500.000 euros. Esta cuantía mínima se actualizará por orden del Ministro de Industria,
Turismo y Comercio siempre que sea necesario para mantener la equivalencia económica de la garantía, previo informe de
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.».

TRIBUNAL SUPREMO

9996 Sentencia de 30 de abril de 2010, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que se establece la siguiente
doctrina: «En el supuesto de las adjudicaciones y transmisiones originadas por la disolución del matrimonio, y
previsto en el artículo 45.I.B) 3 del Real Decreto Legislativo 1/1993, por el cual se aprueba el Texto Refundido de
la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, la exención de tributos
únicamente es aplicable a las disoluciones en que haya efectiva comunidad de bienes (sociedad conyugal); por tanto
esta exención no es aplicable a los supuestos en que rija un régimen económico matrimonial de separación de
bienes». (BOE núm. 153, de 24-6-2010).

En el recurso de casación en interés de la Ley n.º 21/2008, interpuesto por el Letrado de la Generalidad de Cataluña,
la Sala Tercera (Sección Segunda) del Tribunal Supremo ha dictado sentencia, en fecha 30 de abril de 2010, que contiene
el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que estimando el recurso de casación en interés de la ley formulado por la Generalidad de Cataluña contra la
sentencia de esta Jurisdicción del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, de fecha 26 de abril de 2007, declaramos como
doctrina legal que «En el supuesto de las adjudicaciones y transmisiones originadas por la disolución del matrimonio, y
previsto en el artículo 45.I.B) 3 del Real Decreto Legislativo 1/1993, por el cual se aprueba el Texto Refundido de la Ley
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, la exención de tributos únicamente es
aplicable a las disoluciones en que haya efectiva comunidad de bienes (sociedad conyugal); por tanto esta exención no es
aplicable a los supuestos en que rija un régimen económico matrimonial de separación de bienes», todo ello con respeto a
la situación jurídica particular derivada de la sentencia recurrida y sin hacer expresa imposición de costas.
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Publíquese este fallo en el «Boletín Oficial del Estado» a los efectos previstos en el artículo 100.7 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. Rafael Fernández
Montalvo; Juan Gonzalo Martínez Micó; Emilio Frías Ponce; Ángel Aguallo Avilés; José Antonio Montero Fernández.

BANCO DE ESPAÑA

9707 Resolución de 17 de junio de 2010, del Banco de España, por la que mensualmente se hacen públicos determinados
índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de
vivienda. (BOE núm. 148, de 18-6-2010).

Índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de vivienda1.

Mayo de 2010

Porcentaje

1. Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años para adquisición de vivienda libre:
 

De bancos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,324
De cajas de ahorro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,920
Del conjunto de entidades de crédito . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,674

 
2. Tipo activo de referencia de las cajas de ahorro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4,750

 

Madrid, 17 de junio de 2010.–El Director General de Regulación, José María Roldán Alegre.

______________
1 La definición y forma de cálculo de estos índices se recoge en la Circular del Banco de España 5/1994, de 22 de

julio (BOE de 3 de agosto), 7/1999, de 29 de junio (BOE de 9 de julio) y 1/2000, de 28 de enero (BOE de 10 de febrero).

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA

10341 Resolución de 21 de junio de 2010, de la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas, del Departamento
de Justicia, por la que se anuncian determinados Registros de la Propiedad radicados en el territorio de Cataluña
para su provisión conforme a lo dispuesto en el artículo 503 del Reglamento Hipotecario. (BOE núm. 157, de 29-6-
2010).

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 284.3 de la Ley hipotecaria y 503 del Reglamento hipotecario y,
supletoriamente, el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento
Administrativo Común, se anuncian para su provisión por concurso entre miembros del cuerpo de aspirantes a registradores
de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles constituido por Orden JUS/1150/2010, de 26 de abril (BOE de 6.5.2010),
las vacantes existentes.

Como consecuencia de las modificaciones legislativas introducidas por el Estatuto de Autonomía de Cataluña
[artículo 147.1.a)], esta Comunidad Autónoma ha asumido competencias ejecutivas en materia de registros públicos de la
propiedad, mercantiles y de bienes muebles radicados en el referido ámbito territorial. Considerando la asunción de tales
competencias, es preciso que se adopten medidas específicas de coordinación entre las administraciones públicas
competentes en relación con el anuncio de vacantes para los registradores del cuerpo de aspirantes y el análisis conjunto
entre la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas del Departamento de Justicia y la Dirección General de los
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia de las solicitudes presentadas, a fin de que, ulteriormente, cada
administración resuelva respecto de las vacantes a las que se refiere su ámbito territorial.

Asimismo, se declara que doña María Soriano Bayot, aspirante por el cupo de reserva de personas con discapacidad,
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ha renunciado a su solicitud de alteración del orden de prelación para la elección de las plazas que se determina en esta
convocatoria, establecido en el artículo 9.1 del Real Decreto 863/2006, de 14 de julio (BOE de 4.8.2006), por el que se
regula el acceso de las personas con discapacidad a las oposiciones al título de Notario y al cuerpo de aspirantes a
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, así como la provisión de plazas a su favor.

En cumplimiento de las funciones atribuidas a la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas del
Departamento de Justicia mediante el Decreto 417/2006, de 14 de noviembre (DOGC núm. 4762, 16.11.2006), resuelvo:

1. Registros vacantes.–Se encuentran vacantes en la Comunidad Autónoma de Cataluña los Registros de la Propiedad
que se enumeran en el anexo 1, por no haber correspondido a Registradores efectivos en los concursos convocados mediante
las Resoluciones JUS/4014/2008, de 30 de diciembre; JUS/1801/2009, de 19 de junio; JUS/3309/2009, de 17 de noviembre,
y JUS/868/2010, de 12 de marzo, por la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas.

Asimismo, se encuentran vacantes los Registros de la Propiedad radicados en territorio catalán que también se
enumeran en el anexo 1, por no haber sido cubiertos por los integrantes del anterior cuerpo de aspirantes a Registradores,
constituidos por la Orden JUS/2835/2008, de 29 de septiembre (BOE de 10.11.2008), en el concurso convocado por las
mencionadas Direcciones Generales, conforme al artículo 503 del Reglamento Hipotecario, por Resolución de 10 de
noviembre de 2008, y resuelto por Resolución de 2 de diciembre de 2008.

2. Modelo de solicitud.–Las solicitudes se ajustarán al modelo publicado como anexo 2 de esta Resolución.
La solicitud para tomar parte en esta convocatoria será única para cada participante, aunque se soliciten vacantes

radicadas fuera de Cataluña y que, por lo tanto, figuren en la convocatoria de la Dirección General de los Registros y del
Notariado.

En la solicitud se indicará el orden de preferencia si se solicitare más de un Registro.
3. Plazos de presentación de solicitudes.–Las solicitudes deben presentarse en el plazo de diez días naturales a contar

desde el siguiente al de la publicación de las resoluciones de convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diari
Oficial de la Generalitat de Catalunya», o a partir del día siguiente al de la publicación en el último diario oficial, en el caso
de que la publicación de las convocatorias no se haga simultáneamente en ambos.

4. Lugar de presentación de las solicitudes.–La solicitud podrá presentarse tanto en el Registro General del
Departamento de Justicia de la Generalidad de Cataluña como en el Registro General del Ministerio de Justicia, así como
en los Registros a los que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En caso de que se presente más de una solicitud por participante ante la misma o distinta administración, únicamente
será considerada válida y tenida en cuenta, a todos los efectos, la presentada en primer lugar, quedando automáticamente
invalidadas las restantes solicitudes.

Una vez presentadas las solicitudes, no se podrá desistir de las pretensiones formuladas en ellas ni modificarlas.
5. Resolución.–La Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas y la Dirección General de los Registros

y del Notariado, a los efectos de la resolución del concurso en sus respectivos ámbitos, analizarán y examinarán
conjuntamente las solicitudes presentadas.

Una vez efectuado ese análisis, la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas dictará resolución que
comprenderá exclusivamente las adjudicaciones respecto de las vacantes ubicadas en Cataluña. Dicha Resolución se
publicará en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya» y en «Boletín Oficial del Estado».

Barcelona, 21 de junio de 2010.–La Directora general de Derecho y de Entidades Jurídicas, M. Elena Lauroba Lacasa.

ANEXO 1

Registros de la Propiedad vacantes en la Comunidad Autónoma de Cataluña

Barcelona
1. Badalona núm. 4.
2. Barcelona núm. 3.
3. Barcelona núm. 14.
4. Barcelona núm. 17.
5. Barcelona núm. 18.
6. Barcelona núm. 19.
7. Barcelona núm. 25.
8. Barcelona núm. 26.
9. Barcelona núm. 27.
10. Barcelona núm. 28.
11. Barcelona núm. 29.
12. Barcelona núm. 30.
13. Cornellà de Llobregat núm. 2.
14. Granollers núm. 4.
15. L’Hospitalet de Llobregat núm. 4.
16. Igualada.



138

17. Manresa núm. 3.
18. Mataró núm. 5.
19. Mataró núm. 6.
20. Montcada i Reixac.
21. Montornès del Vallès.
22. Parets del Vallès.
23. Sabadell núm. 7.
24. Sant Celoni.
25. Sant Joan Despí.
26. Sant Vicenç dels Horts.
27. Santa Coloma de Gramenet núm. 1.
28. Terrassa núm. 4.
29. Vic núm. 3.
30. Vilafranca del Penedès núm. 2.

Girona

31. L’Escala.
32. Girona núm. 3.
33. Lloret de Mar.
34. Ripoll.

Lleida

35. Balaguer núm. 2.
36. Lleida núm. 2.
37. Mollerussa.
38. La Seu d’Urgell.
39. Solsona.
40. Sort.
41. Tremp.
42. Vielha.

Tarragona

43. Amposta.
44. Cambrils.
45. Cunit.
46. Gandesa.
47. Montblanc.
48. Mont-roig del Camp.
49. Tarragona núm. 2.
50. Torredembarra.
51. Valls.
52. Vila-seca.

Se omite anexo.

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS

9350 Ley 3/2010, de 20 de mayo, por la que se regula el tipo de gravamen aplicable a las entregas de vehículos híbridos
eléctricos y de vehículos eléctricos. (BOE 144, de 14-6-2010).

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de acuerdo
con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 3/2010, de 20
de mayo, por la que se regula el tipo de gravamen aplicable a las antregas de vehículos híbridos eléctricos y de vehículos
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eléctricos. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Desde hace unos años, las leyes de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias han venido
incorporando una disposición transitoria, aplicable exclusivamente para el año a que se refería los Presupuestos, en la que
se establece un tipo impositivo del 2 por 100 a las entregas e importaciones en el Impuesto General Indirecto Canario de
los denominados vehículos híbridos, como medida impulsora a la introducción de vehículos que contribuyen a reducir la
emisión a la atmósfera de dióxido de carbono, dentro de la filosofía del Protocolo de Kioto, para atenuar el efecto
invernadero. Esta medida en que Canarias fue pionera se ha ido reflejando incluso con medidas de reducción en la carga
impositiva que grava la matriculación de vehículos a nivel estatal. 

Parece conveniente, por su indudable efecto beneficioso sobre el medio ambiente, a través de una gradual renovación
del parque de vehículos, mantener esta medida tradicional utilizando para ello una norma de rango de ley como viene exigida
por la normativa fiscal. 

La competencia del Parlamento de Canarias para regular este tipo reducido de gravamen del Impuesto General
Indirecto Canario (en adelante, IGIC) se basaba en la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de
diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades
Autónomas (LOFCA), que establecía que «en el Impuesto General Indirecto Canario, la Comunidad Autónoma de Canarias
tendrá capacidad normativa para regular: (…) b) Los tipos de gravamen dentro de los límites fijados por el artículo 27 de
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias». 

No hace falta insistir que esta disposición adicional segunda, hoy derogada por la disposición derogatoria de la Ley
Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación
de las Comunidades Autónomas, planteaba algunos problemas de interpretación acerca de la capacidad del Parlamento de
Canarias en cuanto a la fijación de los tipos impositivos del IGIC. Estas dudas han desaparecido con la disposición adicional
octava.Uno.2 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, la
cual atribuye, expresamente, a la Comunidad Autónoma de Canarias la capacidad normativa en el IGIC para regular los tipos
de gravamen y el tipo de recargo sobre las importaciones efectuadas por los comerciantes minoristas, con la única limitación
–establecida en el número 2.º del apartado tres de dicha disposición adicional– del mantenimiento de una estructura de tipos
de gravamen fundamentada en la existencia de un tipo general y uno o varios tipos reducidos. 

El objetivo de esta ley es establecer, al igual que en los años anteriores, un tipo reducido en el IGIC del 2 por 100
a las importaciones y entregas de vehículos híbridos eléctricos y de vehículos eléctricos y consta de un artículo único y una
disposición final. 

Artículo único. Tipo de gravamen aplicable a las entregas de vehículos híbridos eléctricos y de vehículos eléctricos. 

Desde la entrada en vigor, las importaciones y entregas de vehículos híbridos eléctricos cuyas emisiones no excedan
de 110 gramos de dióxido de carbono por kilómetro recorrido, y de vehículos eléctricos excepto los de uso deportivo o de
recreo y de vehículos que marchan por raíles instalados en la vía, tributarán al tipo reducido del 2 por 100 del Impuesto
General Indirecto Canario. 

A los efectos de la presente disposición, se entenderá por: 

Vehículo híbrido eléctrico el que combine como fuente de energía un motor de combustión interna de alta eficiencia
y un motor eléctrico, llegando, en determinadas ocasiones, a funcionar sólo con el motor eléctrico que utiliza como fuente
de alimentación volantes de inercia, ultracondensadores o baterías eléctricas. 

Vehículo eléctrico el que tenga un sistema de propulsión exclusivamente eléctrico. 

Disposición final. 

La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Canarias, sin perjuicio de
la aplicación del tipo reducido con efectos retroactivos a las importaciones y entregas realizadas, con anterioridad, desde
el 1 de enero de 2010. 

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan y la hagan cumplir. 

Santa Cruz de Tenerife, 20 de mayo de 2010.–El Presidente, Paulino Rivero Baute. 

(Publicada en el «Boletín Oficial de Canarias» número 100, de 24 de mayo de 2010) 
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BOLETÍN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

PRESIDENCIA

LEY 4/2010, de 8 de junio, de Aguas de la Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm. 121, de 22-6-
2010).

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la
Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente

LEY DE AGUAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El Estatuto de Autonomía para Andalucía ha puesto un acento especial en el cuidado y protección del medio
ambiente, a través de una serie de preceptos relativos a derechos de la ciudadanía, políticas públicas, principios rectores y
otras fórmulas de intervención, que demuestran el interés de Andalucía por la preservación del mayor bien colectivo que
en los tiempos actuales pueda imaginarse.

El cuidado del medio ambiente implica, de suyo, la utilización racional de los recursos naturales y dentro de ellos
es, sin duda, el agua el bien más relevante por su característica de medio indispensable para la vida, sustento mismo de la
vida. Por ello es también por lo que el Estatuto de Autonomía para Andalucía dedica una atención singular a las
competencias de la Comunidad sobre el agua y establece líneas directrices de ineludible cumplimiento por parte de todos
los poderes públicos.

El agua es, efectivamente, un bien común que todas las personas y los poderes públicos están obligados a preservar
y legar, como tal bien común, a las siguientes generaciones, al menos en las mismas condiciones de cantidad y calidad con
que se ha recibido.

El reciente Acuerdo Andaluz por el Agua es la mejor muestra de esa preocupación por la mejor utilización de los
recursos hídricos. En el mismo se plasman una serie de políticas y de directrices que constituyen un compromiso para los
poderes públicos, pero también responsabilidad para la ciudadanía que tendrán que incorporar, si no las tienen ya, pautas
de conducta conservacionista a sus actitudes habituales y, desde luego, mostrarse firmes en la exigencia del respeto a las
grandes decisiones adoptadas en ese Acuerdo. Precisamente, esta Ley tiene como sustrato general el ofrecer un conjunto
de instrumentos jurídicos coherentes con los principios estatutarios y su primera concreción realizada por medio del Acuerdo
Andaluz por el Agua.

Toda la regulación contenida en la Ley, desde la normativa propia de la Administración andaluza del agua,
planificación hidrológica y régimen de las obras hidráulicas, a la regulación del ciclo integral del agua de uso urbano y
políticas de abastecimiento y saneamiento, aguas subterráneas, comunidades de usuarios, régimen de prevención de
inundaciones y sequías, régimen económico financiero del agua y régimen de infracciones, se orienta en esa misma
dirección. Se trata de construir, a partir del actual ordenamiento estatal, un régimen jurídico del agua adecuado a las
concretas necesidades de Andalucía.

Debe significarse específicamente que la presente Ley se elabora y aprueba cuando todavía es muy reciente la
asunción por parte de la Comunidad Autónoma de Andalucía de la gestión de la parte andaluza de la cuenca del
Guadalquivir en ejecución de lo previsto por el Estatuto de Autonomía para Andalucía. Con esa asunción, se han ampliado
las competencias exclusivas de la Administración Autonómica a una gran parte del territorio andaluz, lo que tiene su reflejo
en el ámbito de aplicación de la Ley y en la división en demarcaciones hidrográficas que aparece en la misma. En relación
con la cuenca del río Guadalquivir, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 del Estatuto de Autonomía para
Andalucía, ello se entiende sin perjuicio de las competencias del Estado sobre la planificación general del ciclo hidrológico,
las normas básicas sobre protección del medio ambiente, las obras públicas hidráulicas de interés general y de lo previsto
en el artículo 149.1.22.ª de la Constitución.

En cualquier caso, esta Ley es respetuosa con lo dispuesto en la legislación básica y las competencias que tiene
reservadas la Administración del Estado en dicha normativa básica.

II
La presente Ley establece unos principios y unos objetivos medioambientales con los que intenta apartarse y superar
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políticas meramente basadas en el tratamiento del agua como recurso exclusivamente económico que han mostrado, tanto
en el ámbito del agua como en cualquier otro relacionado con la utilización de los recursos naturales, sus claras limitaciones
y aun sus efectos contrarios a la conservación ambiental. La primera enseñanza que se deduce de la lectura del Título
Preliminar de la Ley es, precisamente, que cualquier desarrollo económico y social no puede basarse en el agotamiento del
recurso hídrico sino que, al contrario, solo la conservación y mejora del agua y del ecosistema acuático es garantía de que,
realmente, se podrá cimentar un sólido y sostenible desarrollo económico y social.

Desde ese punto de vista, la Ley conecta perfectamente con los mejores contenidos ambientalistas presentes en la
legislación estatal de aguas y, desde luego, enlaza claramente con los principios sustentadores de la Directiva 2000/60/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de la política de aguas.

En ese terreno de la conexión con el derecho comunitario, la Ley llega en un momento oportuno, prácticamente
cuando los grandes objetivos medioambientales relativos al agua tienen que comenzar a cumplirse. Así, la aprobación de
los planes hidrológicos de cuenca con ámbito de demarcación que debe realizarse no más tarde del 31 de diciembre de 2009,
la política de incentivos adecuados para el establecimiento de un efectivo principio de recuperación de costes que debe ser
efectiva no más tarde del 31 de diciembre de 2010, y todo ello y en lontananza, contando con la necesidad de que para 2015,
y salvo excepciones, se alcance el buen estado de las aguas tal y como este es definido por la misma Directiva Marco de
Aguas.
Por otra parte, no podemos olvidar que el agua como factor productivo ha desempeñado y debe seguir desempeñando un
papel fundamental en la articulación territorial y en el desarrollo económico y social de Andalucía. La agricultura de regadío,
al igual que el turismo, la industria o el sector energético, entre otros, generan empleo, riqueza y equilibrio territorial, y
demandan servicios de agua con garantía de suministro y calidad suficiente para desarrollar su actividad. Por ello, los
recursos disponibles, una vez garantizados los usos básicos para la población y los caudales ecológicos, deben ser
gestionados de forma que permitan la mayor creación de riqueza para Andalucía, con especial atención a la generación de
empleo.

La Ley contiene, en consonancia con lo indicado, una regulación de la planificación hidrológica para la que, en el
ámbito estrictamente andaluz, se fijan una serie de objetivos relativos a las finalidades generales antes expresadas, entre los
que destaca alcanzar los caudales ecológicos y el orden de prioridad de uso para las actividades económicas en el que se
tendrá en cuenta la sostenibilidad y el mayor valor añadido en términos de creación de empleo y generación de riqueza para
Andalucía. La regulación presenta la originalidad de prever un plan andaluz de restauración de ríos con finalidades
eminentemente ambientales y con referencias a inversiones específicas para ello.

Igualmente, la Ley configura el régimen económico-financiero destinado a financiar las infraestructuras y los
servicios en la gestión del agua. En tal sentido, llega a la normativa autonómica a través de esta Ley una figura tributaria
con tradición en el mundo de la financiación de inversiones locales, como es el canon de mejora que ahora se generaliza
también para la financiación de las inversiones de competencia autonómica en el ciclo integral del agua de uso urbano. De
la misma forma, se crea un canon de servicios generales, modificando en parte el tradicional canon de regulación y la tarifa
de utilización del agua, y buscando una ampliación equitativa de sujetos pasivos en línea con lo que realmente sucede en
la práctica administrativa de tutela del agua. En general, se busca la aplicación del principio del derecho comunitario de
recuperación de los costes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Directiva Marco de Aguas en relación con las excepciones
a la recuperación íntegra de tales costes.

III

La Ley dedica un título a la Administración del Agua en Andalucía. El mismo comienza exponiendo las competencias
de la Comunidad Autónoma y de los entes locales y en relación a las primeras, dividiendo las principales funciones entre
el Gobierno y la persona titular de la Consejería competente en materia de agua. La Ley define el régimen jurídico de la
Agencia Andaluza del Agua, que será el establecido para las agencias administrativas en la Ley de la Administración de la
Junta de Andalucía. Una vez establecido esto, la Ley incorpora una serie de principios relativos al régimen jurídico de la
administración andaluza del agua, siguiendo la pauta de lo ya regulado con anterioridad en Andalucía. En particular, la
norma incorpora la necesidad de que los estatutos de la Agencia Andaluza del Agua regulen órganos en los que el principio
de participación esté asegurado, con lo que se conecta claramente con lo establecido en la Directiva Marco de Aguas, la
mejor tradición del derecho español de aguas y, por supuesto, con las distintas menciones a ese principio de participación
que está presente en el Acuerdo Andaluz por el Agua.

Particular trascendencia en lo relativo a los principios de consulta y participación tiene la regulación del Consejo
Andaluz del Agua, con la ampliación de sus funciones.

La Administración del Agua en Andalucía tiene el compromiso de dar cumplimiento al Acuerdo Andaluz por el
Agua, respetando en su funcionamiento los distintos puntos del mismo. Así, la nueva Administración del Agua deberá
apostar por la innovación, la plena incorporación de las nuevas tecnologías de la información, la normalización de
procedimientos y criterios técnicos, la simplificación de trámites, la reducción de plazos y la transparencia informativa, en
el marco del programa de modernización de la Administración andaluza.

La gestión participativa del agua exige la existencia de suficientes elementos de información debidamente detallados.
La política de la nueva administración del agua dará cumplimiento a esta exigencia contemplada en el Acuerdo Andaluz
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por el Agua proporcionando los medios necesarios a los usuarios del agua, sin perjuicio del cumplimiento de las
disposiciones de la Ley de Protección de Datos de Carácter Personal.

IV

La Ley contiene una serie de prescripciones relativas a la gestión del dominio público hidráulico que responden
directamente a las necesidades que en este ámbito de actuación presenta Andalucía. En este sentido se ha identificado la
necesidad de flexibilizar el régimen concesional, y de reforzar las potestades de las Administraciones Públicas para dirigir
el uso de los recursos hídricos hacia donde exista una mayor necesidad del mismo. Así, se faculta a la Administración para
modificar y revisar las concesiones con el fin de garantizar la mejor utilización racional del recurso y un consumo racional
y eficiente. La característica de bien de dominio público del recurso debe impregnar todas las manifestaciones de gestión
del mismo sin perjuicio de que cuando, efectivamente, se cause un daño a la persona titular de la concesión deba reconocerse
la correspondiente indemnización. En todo caso, la Ley contiene la directriz de no afectación a los usos concedidos o
autorizados, por principio, ordenando la revisión de los nuevos usos si le afectan.

Además se regulan los Bancos Públicos del Agua, en donde se introducen novedades sobre la normativa de los
centros de intercambio de derechos de uso de agua para posibilitar la disponibilidad de agua con fines de interés público.
Igualmente se regulan posibilidades de sustitución del origen de los caudales concesionales, lo que puede tener singulares
efectos en el ámbito de las concesiones para usos agrarios, previéndose la sustitución por caudales procedentes de la
reutilización de aguas residuales regeneradas que tengan las características adecuadas a la finalidad de la concesión. De la
misma forma, y en relación a los usos agrarios, la Ley conecta la necesaria modernización de regadíos con el régimen
concesional, regulando, entre otras cuestiones, la modificación de concesiones tras dicha modernización.

En otro orden de cosas se establecen determinadas normas relativas al uso de las aguas subterráneas para evitar
determinadas prácticas que han conducido o aumentado la tendencia a la sobreexplotación de ciertos acuíferos. Se
incrementan, en ese ámbito, las posibilidades de actuación administrativa y se construye un régimen jurídico propio para
las Comunidades de Usuarios de Aguas Subterráneas, en cuanto que la gestión colectiva del agua es imprescindible para
fomentar la disciplina social en su uso y, con ello, propiciar el objetivo a alcanzar de la utilización racional de las aguas.
A esos efectos, de manera complementaria a cuanto se dispone en la legislación básica sobre comunidades de usuarios, se
regulan importantes funciones para estas Comunidades de Usuarios de Aguas Subterráneas, previéndose un sistema de
convenios con la Administración del Agua, a semejanza de los existentes para las comunidades de usuarios de aguas
superficiales, para colaborar en todo aquello que afecta a los intereses generales.

V

Particular interés pone la Ley en la regulación del ciclo integral del agua de uso urbano. La distribución que da una
posición preeminente a las entidades locales se mantiene en todo caso, pero la Ley contiene determinadas directrices para
que sean formas asociativas de municipios, entidades supramunicipales, en las que puede participar la Agencia Andaluza
del Agua y las Diputaciones Provinciales, quienes ejerzan importantes competencias en el ámbito de la aducción y de la
depuración, siempre teniendo en cuenta las competencias de las Diputaciones Provinciales para poder ejercer en dicho
ámbito supramunicipal las funciones que legalmente tienen atribuidas. Sin perjuicio de todo ello, la Ley contiene
mecanismos para que sea la Agencia Andaluza del Agua quien asuma las responsabilidades de gestión de los servicios en
casos de deficiente funcionamiento de los servicios municipales que puedan provocar graves riesgos para la salud de las
personas, daños al medio ambiente o graves perjuicios económicos para la ciudadanía, porque el objetivo último, coincidente
con los grandes principios en que se fundamenta la Ley, es garantizar a la población un suministro adecuado de agua en
condiciones, además, de calidad.

VI

Debe mencionarse también la regulación por esta Ley de fenómenos extremos, como las inundaciones y las sequías.
En el primer caso, la norma se mueve en la senda de la Directiva 2007/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23
de octubre de 2007, relativa a la evaluación y gestión de los riesgos de inundación, incorporando al ordenamiento jurídico
andaluz y con la terminología adecuada las principales decisiones de dicha Directiva en materia de prevención. En el ámbito
de los planes de sequía se produce una conexión clara con la normativa estatal poniéndose el acento en el mantenimiento,
en todo caso, de los abastecimientos urbanos y de los servicios de interés general como decisión fundamental para el
contenido de dichos planes.

VII

El régimen económico-financiero que se establece en el Título VIII de la Ley tiene como finalidad esencial dar
respuesta al principio de recuperación de costes, establecido por la Directiva Marco de Aguas y por el Texto Refundido de
la Ley de Aguas, teniendo en cuenta los efectos sociales, medioambientales y económicos de la recuperación y las
condiciones geográficas y climáticas propias de Andalucía. Para la recuperación de los costes derivados de las instalaciones
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de depuración, se crea como ingreso propio de la Comunidad Autónoma de Andalucía un canon de mejora que grava la
utilización del agua de uso urbano. En este canon se declaran exentos los usos urbanos cuyos vertidos se realicen al dominio
público hidráulico, pues dichos vertidos cuentan con sus propias instalaciones de depuración y ya están gravados de manera
específica.

El canon de mejora tiene carácter progresivo en los usos domésticos, partiendo de un mínimo exento por vivienda
para no gravar las necesidades más básicas. Con ello se pretende desincentivar y penalizar los usos que no responden al
principio de utilización racional y solidaria, fomentándose así el ahorro del agua. Para la aplicación del canon esta Ley tiene
en cuenta el número de personas por vivienda, introduciendo incrementos en los tramos de consumo que garantizan la
equidad en el gravamen.

Con la misma finalidad de uso racional y sostenible, el canon de mejora sujeta a gravamen las pérdidas de agua que
signifiquen un uso ineficiente por las entidades suministradoras de agua de uso urbano.

Se prevé una aplicación progresiva del canon que va desde el 30%, el primer año, hasta el 100% en el quinto año de
su vigencia. De esta manera se atenúa temporalmente el efecto de la entrada en vigor del gravamen que deben soportar los
usuarios, como consecuencia de la aplicación obligatoria del principio de recuperación de costes.

Por otra parte, la Ley recoge en su articulado los cánones de mejora de infraestructuras hidráulicas de competencia
de las Entidades Locales, que ya estaban regulados por la disposición adicional decimoséptima de la Ley 7/1996, de 31 de
julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1996. Con esta regulación legal se evita cualquier
duplicidad en los gravámenes que los usuarios soportan como consecuencia de la ejecución y explotación de las instalaciones
de depuración.

Por último, también se consideran en el Título VIII, como ingresos propios de la Comunidad Autónoma, los cánones
de regulación y las tarifas de utilización del agua, regulados por el Texto Refundido de la Ley de Aguas, en cuanto sean
exigibles en el ámbito territorial de Andalucía, en función de las competencias de la Comunidad Autónoma. Y se crea,
también como ingreso propio, un canon de servicios generales para cubrir los gastos de administración general destinados
a garantizar el buen uso y la conservación del agua. Este gravamen sobre los usuarios titulares de derechos y autorizaciones
sobre el dominio público hidráulico tiene como circunstancia más destacable que se aplica tanto a los usuarios de aguas
superficiales como de aguas subterráneas. De esta forma la aplicación del gravamen es equitativa, siendo un objetivo
irrenunciable de la Administración del Agua el funcionamiento eficiente que evite el incremento de los costes que deban
ser repercutidos a los usuarios como consecuencia de los servicios que presta.

Con objeto de evitar la duplicidad, la Ley suprime del importe del canon de regulación y de la tarifa de utilización
los conceptos de gastos de administración del organismo gestor que el Texto Refundido de la Ley de Aguas incluye para
la determinación de su cuantía.

VIII

Finalmente, la Ley establece el régimen de disciplina en materia de agua, desarrollando y complementando el régimen
sancionador establecido en el Título VII del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y finalidad.
1. Esta Ley tiene por objeto regular el ejercicio de las competencias de la Comunidad Autónoma y de las entidades

locales andaluzas en materia de agua, con el fin de lograr su protección y uso sostenible. En concreto, regula:

a) La organización y actuación de la administración del agua, así como la planificación y gestión integral del ciclo
hidrológico.

b) La participación pública en los órganos administrativos y en la planificación y gestión del agua, así como la
información al público en general sobre el medio hídrico y difusión de estadísticas del agua.

c) Las obras hidráulicas de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía y su régimen de ejecución.
d) El régimen de abastecimiento, saneamiento y depuración en el ciclo integral del agua de uso urbano, así como las

entidades supramunicipales.
e) La evaluación y gestión de los riesgos de inundación, así como la prevención de efectos por sequía.
f) Los ingresos destinados a la ejecución de las infraestructuras del ciclo integral del agua y al funcionamiento de

los servicios públicos vinculados al mismo.
g) El régimen sancionador por los incumplimientos de las normas reguladoras de los usos y obligaciones en materia

de agua.

2. La finalidad de la Ley es garantizar las necesidades básicas de uso de agua de la población y hacer compatible el
desarrollo económico y social de Andalucía con el buen estado de los ecosistemas acuáticos y terrestres.
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Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley es de aplicación a las aguas superficiales continentales, las aguas de transición, las aguas costeras y las

aguas subterráneas que transcurren o se hallan en la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con las competencias
que le corresponden en virtud de lo dispuesto en los artículos 50 y 51 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y de
conformidad con la correspondiente legislación básica.

2.Se incluyen en el ámbito de aplicación de esta Ley las aguas minerales y termales, que forman parte del dominio
público en los términos que establecen la legislación básica de aguas y minas.

3.La aplicación de la presente Ley se hará sin perjuicio del régimen jurídico previsto en la normativa sectorial que
resulte de aplicación y las competencias que puedan corresponder a las distintas Administraciones por razón de la materia.

Artículo 3. Demarcaciones y distritos hidrográficos de Andalucía.
1. Las aguas superficiales continentales de Andalucía, así como las aguas de transición, subterráneas y costeras

asociadas, se integran en demarcaciones hidrográficas intracomunitarias y demarcaciones hidrográficas intercomunitarias.
2. Son demarcaciones hidrográficas intracomunitarias aquellas cuyas cuencas hidrográficas están situadas

íntegramente en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, cuya delimitación geográfica corresponde realizar
al Consejo de Gobierno mediante Decreto.

3. El ámbito territorial de las demarcaciones hidrográficas con cuencas intercomunitarias, sobre las que ejerza
competencias la Administración de la Junta de Andalucía, será el establecido en la legislación del Estado.

4. Para la gestión de las aguas de competencia de la Comunidad Autónoma de Andalucía se podrán establecer
distritos hidrográficos, cuya delimitación territorial se realizará por el Consejo de Gobierno mediante decreto.

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de esta Ley y sin perjuicio de las definiciones contenidas en la normativa básica, se entenderá por:

1. Acuífero: una o más capas subterráneas de roca o de otros estratos geológicos que tienen la suficiente porosidad
y permeabilidad para permitir un flujo significativo de aguas subterráneas o la extracción de cantidades significativas de
aguas subterráneas.

2.Aguas subterráneas: todas las aguas que se encuentran bajo la superficie del suelo en la zona de saturación y en
contacto directo con el suelo o el subsuelo.

3. Almacenamiento subterráneo: almacenamiento temporal en un acuífero profundo de líquidos o gases mediante
técnicas de recarga artificial.

4. Buen estado cuantitativo de las aguas subterráneas: el estado cuantitativo alcanzado por una masa de agua
subterránea cuando la tasa media anual de extracción a largo plazo no rebasa los recursos disponibles de agua y no está
sujeta a alteraciones antropogénicas que puedan impedir alcanzar los objetivos medioambientales para las aguas superficiales
asociadas y ocasionar perjuicios significativos a ecosistemas terrestres asociados o que puedan causar una alteración del flujo
que genere salinización u otras intrusiones.

5.  Buen estado químico de las aguas subterráneas: el estado químico alcanzado por una masa de agua subterránea
cuya composición química no presenta efectos de salinidad u otras intrusiones, no rebasa las normas de calidad establecidas,
no impide que las aguas superficiales asociadas alcancen los objetivos medioambientales y no causa daños significativos
a los ecosistemas terrestres asociados.

6. Captación propia: la realizada por el usuario sin utilizar redes de suministro municipal o supramunicipal.
7. Captación subterránea y captación superficial: se denominan así en función de que el origen del recurso proceda

de aguas subterráneas o superficiales, con independencia de que el lugar de captación se encuentre o no bajo la superficie
del suelo.

8. Caudal ecológico: caudal que contribuye a alcanzar el buen estado o buen potencial ecológico en los ríos o en las
aguas de transición y mantiene, como mínimo, la vida piscícola que de manera natural habitaría o pudiera habitar en el río,
así como su vegetación de ribera.

9. Ciclo integral del agua de uso urbano: es el conjunto de actividades que conforman los servicios públicos
prestados, directa o indirectamente, por los organismos públicos para el uso urbano del agua en los núcleos de población,
comprendiendo:

a) El abastecimiento de agua en alta o aducción, que incluye la captación y alumbramiento de los recursos hídricos
y su gestión, incluida la generación de los recursos no convencionales, el tratamiento de potabilización, el transporte por
arterias o tuberías principales y el almacenamiento en depósitos.

b) El abastecimiento de agua en baja, que incluye su distribución, el almacenamiento intermedio y el suministro o
reparto de agua potable hasta las acometidas particulares o instalaciones propias para el consumo por parte de los usuarios.

c) El saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población a través de las
redes de alcantarillado municipales hasta el punto de intercepción con los colectores generales o hasta el punto de recogida
para su tratamiento.

d) La depuración de las aguas residuales urbanas, que comprende la intercepción y el transporte de las mismas
mediante los colectores generales, su tratamiento y el vertido del efluente, incluido el que se realice a través de aliviaderos,
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a las masas de agua continentales o marítimas
e) La regeneración, en su caso, del agua residual depurada para su reutilización.

10. Comunidad de Usuarios de Masas de Agua Subterránea (CUMAS): corporación de derecho público formada por
usuarios de la misma masa de agua subterránea, organizada democráticamente para su aprovecha miento racional y
sostenible, independientemente de que pueda disponer de otras fuentes de recursos de agua.

11. Entidades prestadoras de servicios de agua: aquellas entidades públicas o privadas que gestionen alguno de los
servicios de aducción, suministro, alcantarillado, depuración y regeneración del agua.

12. Entidades suministradoras de agua de uso urbano: aquellas entidades públicas o privadas prestadoras de servicios
de agua que gestionan el suministro del agua al usuario final.

13. Estado de las aguas subterráneas: la expresión general del estado de una masa de agua subterránea, determinado
por el peor valor de su estado cuantitativo y de su estado químico.

14. Estado cuantitativo de las aguas subterráneas: una expresión del grado en que afectan a una masa de agua
subterránea las extracciones directas e indirectas.

15.Masa de agua subterránea: un volumen claramente diferenciado de aguas subterráneas en un acuífero o acuíferos.
16. Recarga artificial: conjunto de técnicas que permiten, mediante intervención programada e introducción directa

o inducida de agua en un acuífero, incrementar el grado de garantía y disponibilidad de los recursos hídricos, así como actuar
sobre la calidad.

17.Recursos disponibles de agua subterránea: valor medio interanual de la tasa de recarga total de la masa de agua
subterránea, menos el flujo interanual medio requerido para conseguir los objetivos de calidad ecológica para el agua
superficial asociada, para evitar cualquier disminución significativa en el estado ecológico de tales aguas, y cualquier daño
significativo a los ecosistemas terrestres asociados.

18. Rendimiento técnico de las redes de agua: diferencia, medida en porcentaje, entre el volumen de agua que haya
sido objeto de aducción por la entidad suministradora y el agua efectivamente distribuida y facturada a los usuarios a los
que se refiere el número 21.a) de este artículo. A tales efectos se tendrán en consideración las definiciones de abastecimiento
en alta o aducción y abastecimiento en baja, recogidas en el apartado 9.

19. Sistema de gestión supramunicipal del agua de uso urbano: conjunto de recursos hídricos, infraestructuras e
instrumentos de gestión para la prestación de los servicios de abastecimiento en alta o aducción y de depuración de aguas
residuales en un concreto ámbito territorial superior al municipio.

20. Usos del agua: las distintas clases de utilización del recurso, así como cualquier otra actividad que tenga
repercusiones significativas en el estado de las aguas:

a) Usos domésticos: la utilización del agua para atender las necesidades primarias de la vida en inmuebles destinados
a vivienda, siempre que en ellos no se realice actividad industrial, comercial o profesional de ningún tipo.

b) Usos agrarios, industriales, turísticos y otros usos en actividades económicas: la utilización del agua en el proceso
de producción de bienes y servicios correspondientes a dichas actividades.

c) Uso urbano: el uso del agua si su distribución o vertido se realiza a través de redes municipales o supramunicipales.
Asimismo, tendrán este carácter los usos del agua en urbanizaciones y demás núcleos de población, cuando su

distribución se lleve a cabo a través de redes privadas.
d) Usos urbanos en actividades económicas de alto consumo: aquellos que en cómputo anual signifiquen un uso

superior a 100.000 metros cúbicos.

21. Usuarios del agua: se consideran usuarios del agua:

a) En el supuesto de abastecimiento de agua por entidad suministradora, a la persona física o jurídica titular del
contrato con dicha entidad.

b) En las captaciones propias, a la persona física o jurídica titular de concesión administrativa de uso de agua,
autorización para el uso o titular de un derecho de aprovechamiento y, en su defecto, a quien realice la captación.

22. Zonas asociadas al dominio público: las definidas por el Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, como zonas de servidumbre de protección de cauces y zona de policía.

23. Zonas inundables: los terrenos delimitados por los niveles teóricos que alcanzarían las aguas, en régimen real,
en las avenidas cuyo período estadístico de retorno sea de quinientos años, atendiendo a estudios geomorfológicos,
hidrológicos e hidráulicos, así como de series de avenidas históricas y documentos o evidencias históricas de las mismas.

24. Obras de interés de la Comunidad Autónoma: las obras recogidas en el artículo 32.1 de esta Ley.
25. Entes Supramunicipales del Agua: entidades públicas de base asociativa a las que corresponden el ejercicio de

las competencias que esta Ley les atribuye en relación con los sistemas de gestión supramunicipal del agua de uso urbano.
26. Tasa de recarga total: volumen máximo de capacidad de almacenamiento de una masa de agua subterránea.

Artículo 5. Principios.
La actuación administrativa en materia de agua y los ecosistemas asociados se regirá por los siguientes principios:
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1. Prevención, conservación y restauración del buen estado ecológico de los ecosistemas acuáticos y, con respecto
a sus necesidades de agua, de los ecosistemas terrestres y humedales directamente dependientes de los ecosistemas acuáticos

2. Uso sostenible del agua, basado en la protección a largo plazo de los recursos hídricos disponibles, lo que supone
su utilización racional y solidaria, y el fomento de la reutilización y el ahorro del agua.

3.Protección de la salud en todos aquellos usos destinados al ser humano, especialmente en las aguas de consumo,
que implica priorizar para estos últimos el agua de mejor calidad disponible, así como las infraestructuras para dicha
finalidad.

4 Unidad de gestión, tratamiento integral y respeto a la unidad de la cuenca hidrográfica, de los sistemas hidráulicos
y del ciclo hidrológico.

5. Eficacia, desconcentración funcional y territorial, y participación pública, proximidad e igualdad de trato de la
ciudadanía en sus relaciones con la Administración del Agua.

6.Colaboración, coordinación, información, lealtad institucional y asistencia activa entre la Administración
autonómica y los gobiernos locales, en sus respectivas competencias sobre el ciclo integral del agua de uso urbano y con
el fin de lograr una mayor eficacia en la protección del medio ambiente en general y del recurso hídrico en particular.

7. Compatibilidad de la gestión pública del agua con la ordenación del territorio, basada en la protección,
regeneración y mejora del dominio público hidráulico y la salvaguarda de las zonas asociadas.

8. Participación pública y transparencia en la gestión del agua, rendición de cuentas de las entidades prestadoras de
servicios de agua, garantía de calidad en los servicios públicos y simplificación de trámites, con la corresponsabilidad de
los usuarios en la prestación de dichos servicios públicos y correlativas obligaciones relativas al uso y disfrute del agua.

9. Sometimiento de la gestión del agua y la ejecución de obras hidráulicas a la planificación hidrológica.
10.Sometimiento de la realización de infraestructuras hidráulicas a la viabilidad medioambiental, social y económica

de las mismas.
11. Recuperación de los costes de los servicios relacionados con el agua, incluidos los costes de las infraestructuras

hidráulicas, medioambientales y los relativos al recurso, de conformidad con el principio de que quien contamina paga y
de forma que se incentive un uso responsable y se penalice el despilfarro.

12. Cautela en la gestión de las aguas, y en particular en el otorgamiento de concesiones y autorizaciones, evitando
así, entre otros efectos, perjudicar los usos concedidos o autorizados.

Artículo 6. Objetivos medioambientales en materia de agua.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección VI del Título I del Reglamento de la Planificación Hidrológica,

aprobado por Real Decreto 907/2007, de 6 de julio, constituyen objetivos medioambientales en materia de agua los
siguientes:

a) Prevenir el deterioro del estado de todas las masas de agua, superficiales, subterráneas y de las zonas protegidas,
y, en su caso, restaurarlas con objeto de alcanzar el buen estado ecológico de las mismas. Para ello se definirán,
implementarán y garantizarán los caudales ambientales necesarios para la conservación o recuperación del buen estado
ecológico de las masas de agua.

b) Conseguir un uso racional y respetuoso con el medio ambiente, que asegure a largo plazo el suministro necesario
de agua en buen estado, de acuerdo con el principio de prudencia y teniendo en cuenta los efectos de los ciclos de sequía
y las previsiones sobre el cambio climático.

c) Reducir progresivamente la contaminación procedente de los vertidos o usos que perjudiquen la calidad de las
aguas en la fase superficial o subterránea del ciclo hidrológico.

d) Compatibilizar la gestión de los recursos naturales con la salvaguarda de la calidad de las masas de agua y de los
ecosistemas acuáticos.

e) Integrar en las políticas sectoriales y la planificación urbanística la defensa del dominio público hidráulico, la
prevención del riesgo y las zonas inundables.

f) Y en general los establecidos en el artículo 80 de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad
Ambiental.

2. En los casos en que una masa de agua esté tan afectada por la actividad humana o su condición natural sea tal que
pueda resultar imposible su recuperación o desproporcionadamente costoso mejorar su estado, podrán establecerse objetivos
medioambientales con arreglo a criterios adecuados y transparentes, debiendo adoptarse todas las medidas viables para evitar
el empeoramiento de su estado.

Artículo 7. Derechos y obligaciones de los usuarios del agua.
1. Los usuarios a los que se refiere el artículo 4.21.a) de esta Ley tendrán los siguientes derechos y obligaciones:

a) Derechos:

1.º Disfrutar de un medio hídrico de calidad.
2.º Obtener la prestación del servicio con garantía y calidad adecuada a su uso, debiendo establecerse
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reglamentariamente los parámetros y estándares que definan esa calidad, así como el sistema de tratamiento de incidencias
y reclamaciones.

3.º Ser informados por la entidad prestadora del servicio público, con antelación suficiente, de los cortes de servicios
programados por razones operativas.

4.º Conocer los distintos componentes de las tarifas y obtener información de la entidad prestadora del servicio
público de las demás características y condiciones de la prestación de los servicios de agua, especialmente sobre el estado
de funcionamiento de las instalaciones de depuración y medidas de eficiencia para el ahorro de agua, debiendo ser la
información que se preste en este sentido clara, inequívoca, comprensible y adaptada a todas las personas usuarias del
servicio.

5.º Disponer de contadores homologados y verificados en los términos establecidos en las disposiciones
reglamentarias, para la medición de sus consumos, que deberán ser instalados por las entidades suministradoras a su costa.

6.º Acceder a toda la información disponible en materia de agua y, en particular, a la referida al estado de las masas
de aguas superficiales o subterráneas, en los términos previstos por la normativa reguladora del acceso a la información en
materia de medio ambiente.

7.º Participar, de forma activa y real, en la planificación y gestión del agua, integrándose en los órganos colegiados
de participación y decisión de la Administración del Agua, bien directamente o a través de las organizaciones y asociaciones
reconocidas por la ley que los agrupen y representen, en la forma que reglamentariamente se determine.

8.º Gozar de igualdad de trato en sus relaciones con la Administración del Agua.

b) Obligaciones:

1.ª Utilizar el agua con criterios de racionalidad y sostenibilidad.
2.ª Contribuir a evitar el deterioro de la calidad de las masas de agua y sus sistemas asociados.
3.ª Reparar las averías en las instalaciones de las que sean responsables.
4.ª Contribuir a la recuperación de los costes de la gestión del agua, incluidos los ambientales y del recurso, mediante

el pago de los cánones y tarifas establecidos legalmente, sin perjuicio de que puedan ser tenidos en cuenta los efectos
sociales, medioambientales y económicos de la recuperación y las condiciones geográficas y climáticas propias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

5.ª Facilitar el acceso a los inspectores de las entidades locales y entidades suministradoras a las instalaciones
relacionadas con el uso del agua, en los términos que se establezcan en las correspondientes ordenanzas municipales.

6.ª Cumplir cuantas otras obligaciones se dispongan en las ordenanzas municipales sobre gestión y uso eficiente del
agua.

2. Los usuarios a los que se refiere el apartado b) del número 21 del artículo 4 de esta Ley tendrán los siguientes
derechos y obligaciones:

a) Derechos: los establecidos en la letra a) del apartado 1 de este artículo, salvo lo previsto en los ordinales 3.º y 5.º
y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47.6.

b) Obligaciones: las establecidas en la letra b) del apartado 1 de este artículo, salvo lo previsto en los ordinales 5.º
y 6.º, y las que a continuación se indican:

1.ª Disponer de contadores homologados para la medición del consumo.
2.ª Cumplir las determinaciones de los títulos de concesión o autorización y reponer a su estado anterior a la

concesión el medio hídrico, una vez finalizadas las concesiones de uso. No obstante, la Agencia Andaluza del Agua podrá
acordar mantener en todo o en parte las instalaciones o construcciones realizadas en el dominio público hidráulico o
establecer medidas alternativas que minimicen los efectos sobre el dominio público hidráulico, cuando resulte
desproporcionado el deber de devolver al estado anterior el medio hídrico.

3.ª Permitir el acceso de las autoridades, los agentes de la autoridad y la guardería fluvial a los terrenos, obras e
instalaciones para el ejercicio de sus funciones de inspección y control, programadas o expresamente ordenadas por la
autoridad competente, en los términos establecidos en el artículo 107 de esta Ley.

TÍTULO I

ADMINISTRACIÓN DEL AGUA EN ANDALUCÍA

CAPÍTULO I

Administración de la Junta de Andalucía

Artículo 8. Competencias.
1. Corresponde a la Administración de la Junta de Andalucía en el ámbito de las aguas de su competencia:
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a) La elaboración de la planificación hidrológica en las demarcaciones intracomunitarias y la participación en la
planificación hidrológica de las demarcaciones intercomunitarias, en los términos de la legislación básica.

b) En la Demarcación Hidrográfica del Guadalquivir, el ejercicio de competencias sobre los volúmenes asignados
a Andalucía por la planificación hidrológica. En el ámbito del sistema del Chanza, la Administración de la Junta de
Andalucía ordenará la distribución de los volúmenes asignados por la planificación hidrológica a este sistema, de acuerdo
con las competencias cuya ejecución le encomiende la Administración del Estado.

c) La ordenación y concesión de los usos del agua, el control de la calidad del medio hídrico y las funciones de
policía sobre el dominio público hidráulico, sin perjuicio de las funciones reservadas al Estado o compartidas con el mismo,
en las demarcaciones que exceden del ámbito territorial de Andalucía.

d) La ordenación de los usos de las aguas subterráneas y la recarga de acuíferos.
e) El establecimiento de normas de protección en el dominio público hidráulico, sus zonas asociadas y en las zonas

inundables.
f) La planificación, programación y ejecución de las obras hidráulicas de interés de la Comunidad Autónoma de

Andalucía, sin perjuicio del ejercicio de competencias sobre las obras de interés general del Estado que este le delegue.
g) La concesión para la desalación de aguas de las demarcaciones hidrográficas de Andalucía y la autorización de

las obras e instalaciones destinadas a dicha finalidad, que deberán contar con el otorgamiento por la Administración General
del Estado del correspondiente título para la ocupación del dominio público marítimo terrestre. Estas competencias se
entenderán sin perjuicio de las que corresponden al Estado en materia de dominio público marítimo-terrestre y sobre
programación, aprobación y ejecución de obras hidráulicas que sean de interés general del Estado o cuya realización afecte
a otra Comunidad Autónoma.

h) La regulación y gestión de las situaciones de alerta y eventual sequía y la forma de aprovechamiento de las
infraestructuras, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación básica sobre la materia.

i) Las competencias establecidas por esta Ley y la legislación básica sobre las Comunidades de Usuarios.
j) La ordenación y regulación de los sistemas de gestión supramunicipales del agua de uso urbano y la determinación

de su ámbito territorial.
k) El establecimiento de las condiciones de prestación de los servicios del ciclo integral del agua de uso urbano y

de la calidad exigibles a los mismos y su control.
l) Las funciones de policía sobre los usos concedidos o autorizados y las instalaciones y obras hidráulicas en general.
m) La regulación de los criterios básicos de tarifación del ciclo integral del agua de uso urbano, tales como el número

de tramos de facturación y los consumos correspondientes a cada uno de ellos, los periodos de facturación, conceptos
repercutibles, fijos y variables, y cualesquiera otros que permitan una facturación homogénea en el territorio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, sin perjuicio de la facultad de los entes locales para la fijación del precio de las tarifas.

n) La protección y el desarrollo de los derechos de los usuarios y su participación en la Administración del Agua.
ñ) La regulación y establecimiento de ayudas económicas a las Entidades Locales para actuaciones relativas al ciclo

integral del agua de uso urbano, así como las medidas de fomento a otras entidades y particulares para la realización de los
objetivos de la planificación hidrológica.

o) En general, cuantas competencias atribuye la legislación básica en materia de agua a la Administración del Agua
y ostenta la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con las aguas que discurren íntegramente por el territorio de
Andalucía y cualesquiera otras atribuciones que le correspondan por esta Ley o el resto del ordenamiento jurídico.

2.Las competencias establecidas en el apartado anterior se ejercerán sin perjuicio de las establecidas en materia de
calidad del medio hídrico en el Capítulo III del Título IV de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.

3.Las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía serán ejercidas por el Consejo de Gobierno, la
Consejería competente en materia de agua y la Agencia Andaluza del Agua, en los términos establecidos en esta Ley.

Artículo 9. Competencias del Consejo de Gobierno.
Corresponde al Consejo de Gobierno:

a) Delimitar las demarcaciones hidrográficas intracomunitarias de Andalucía.
b) Aprobar inicialmente los planes hidrológicos de las demarcaciones intracomunitarias de Andalucía.
c) Aprobar los planes hidrológicos específicos y los programas específicos de medidas previstos en el artículo 29.
d) Aprobar el régimen jurídico del uso del agua en situaciones extraordinarias de emergencia por sequía.
e) Autorizar la constitución de bancos públicos de aguas en las distintas demarcaciones hidrográficas de competencia

de la Comunidad Autónoma de Andalucía o, en su caso, distritos hidrográficos.
f) Declarar de interés de la Comunidad Autónoma las obras hidráulicas.
g) Determinar el ámbito territorial en el que deban constituirse sistemas de gestión supramunicipales del agua de uso

urbano.
h) Desarrollar mediante decreto las normas sobre los servicios públicos de suministro domiciliario y de saneamiento

y depuración de las aguas de uso urbano.
i) Imponer las sanciones cuya competencia le corresponda de acuerdo con esta Ley.
j) Las demás facultades que se le atribuyan en esta Ley o en su normativa de desarrollo y aplicación.
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Artículo 10. Competencias de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua.
Corresponde a la persona titular de la Consejería competente en materia de agua:

a) El control de eficacia de la Agencia Andaluza del Agua, en los términos previstos por la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

b) Elevar al Consejo de Gobierno las propuestas de planes y programas hidrológicos, así como del resto de
resoluciones en las materias de competencia de este órgano.

c) Imponer las sanciones cuya competencia le corresponda, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.
d) El ejercicio de la potestad expropiatoria.
e) Las demás facultades que se le atribuyan en esta Ley o en su normativa de desarrollo y aplicación.

CAPÍTULO II

La Agencia Andaluza del Agua

Artículo 11. Régimen jurídico de la Agencia Andaluza del Agua.
1. La Agencia Andaluza del Agua es una agencia administrativa adscrita a la Consejería competente en materia de

agua, que tiene por objeto el ejercicio, en general, de las funciones y servicios de competencia de la Administración del Agua
en la Junta de Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la normativa básica y esta Ley. En su organización y
funcionamiento, la Agencia Andaluza del Agua está sometida a los principios de la actuación administrativa establecidos
en el artículo 5 de esta Ley y asume los objetivos medioambientales que se relacionan en su artículo 6.

2.El régimen jurídico de la Agencia Andaluza del Agua será el establecido para las agencias administrativas en el
Capítulo II del Título III de la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía, con las especialidades establecidas en
este Capítulo.

Artículo 12. Recursos económicos de la Agencia Andaluza del Agua.
Se considerarán recursos económicos de la Agencia Andaluza del Agua los siguientes:

1. Los productos y rentas de su patrimonio y los de la explotación de las obras cuando les sea encomendada por el
Estado, las corporaciones locales y los particulares.

2. Las asignaciones presupuestarias que se establezcan en las leyes de presupuesto.
3. Los procedentes de los cánones para la recuperación de los costes asociados a las infraestructuras del agua y los

servicios generales, regulados en esta Ley, así como los costes medioambientales.
4. El producto de las posibles aportaciones acordadas por los usuarios para obras o actuaciones específicas.
5.Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a título gratuito de entidades

privadas y de particulares.
6. Los procedentes de sanciones e indemnizaciones por daños al dominio público hidráulico.
7. Los demás ingresos de derecho público o privado que esté autorizada a percibir.

Artículo 13. Órganos de la Agencia Andaluza del Agua.
Los órganos de la Agencia Andaluza del Agua serán los que se determinen en sus Estatutos aprobados por el Consejo

de Gobierno, que deberán cumplir lo siguiente:

1.Incluir en su organización órganos colegiados de participación administrativa y social, de carácter decisorio,
asesores y de control, para el cumplimiento de los principios de participación y transparencia en la gestión de la
administración del agua. Los órganos asesores tendrán funciones de emisión de informes preceptivos en la planificación y
gestión, en sus correspondientes niveles de actuación.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 36.2 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, en los órganos de
participación social se integrarán, atendiendo a su representatividad e incidencia en la gestión, los agentes económicos y
sociales de mayor implantación en el correspondiente ámbito territorial y funcional de dichos órganos, así como las
organizaciones que representen intereses de usuarios domésticos, de defensa del medio ambiente y de los sectores agrario,
industrial, turístico y otros sectores económicos vinculados al uso del agua.

3.Como órgano de consulta y participación social existirá un Observatorio del Agua, con las funciones que se
especifican en el artículo 20.

4. En los órganos decisorios de participación social, la participación de los usuarios no será inferior al tercio de sus
componentes.

La participación de los usuarios se distribuirá reglamentariamente entre los distintos usos, de acuerdo con los
siguientes criterios:

a) Los usos agrarios quedarán representados en función de la superficie regable.
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b) Los usos urbanos quedarán representados en función de la población abastecida.
c) Los usos industriales y los restantes usos asociados a actividades económicas quedarán representados en función

del volumen de agua consumida.

5.Al frente de la organización de la Agencia Andaluza del Agua existirá una Presidencia y una Vicepresidencia, que
corresponderán a las personas titulares de la Consejería y Viceconsejería competente en materia de agua, respectivamente.

También existirá una Dirección Gerencia, cuya persona titular será nombrada por el Consejo de Gobierno, a
propuesta de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua, a la que corresponderán las funciones que
se determinen en los Estatutos.

6.La organización de la Agencia Andaluza del Agua contará con una Dirección por cada de las cuencas hidrográficas
existentes en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

7. Asimismo, la Agencia Andaluza del Agua podrá contar con una Jefatura de Servicio, dependiente de las anteriores
Direcciones, en cada una de las provincias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 14. Funciones de la Agencia Andaluza del Agua.
Corresponde a la Agencia Andaluza del Agua el ejercicio de las funciones atribuidas a los organismos de cuenca por

la legislación básica en materia de agua y que correspondan a la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en particular:

1. En materia de expropiación, la Agencia Andaluza del Agua podrá ejercer, por delegación de la persona titular de
la Consejería competente en materia de agua, facultades expropiatorias en relación con las obras hidráulicas de su
competencia, sin perjuicio de sus derechos y obligaciones como beneficiaria de los procedimientos expropiatorios.

2. En materia de planificación hidrológica:

a) Elaborar la planificación hidrológica y sus revisiones en las demarcaciones comprendidas íntegramente en el
territorio de Andalucía y la colaboración en la que corresponde a la Administración del Estado, particularmente en la que
afecte a la parte andaluza de las cuencas de los ríos Guadalquivir, Guadiana y Segura.

b) Establecer objetivos para la protección de las aguas superficiales continentales, aguas de transición, aguas costeras
y aguas subterráneas comprendidas íntegramente en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

c) Regular y establecer el apoyo técnico y las medidas de auxilio económico y fomento a corporaciones locales, otras
entidades y particulares para la realización de los objetivos de la planificación hidrológica.

d) Programar y articular los programas de medidas previstos y aprobados en el proceso de planificación hidrológica.

3. En materia de ordenación:

a) Estudiar, analizar y proponer los sistemas supramunicipales de gestión de las infraestructuras del ciclo integral
del agua de uso urbano.

b) Proponer la determinación de aglomeraciones urbanas a los efectos de la depuración de aguas residuales, así como
organizar y articular los sistemas de explotación acorde a las previsiones de la planificación hidrológica.

c) Proponer, para su aprobación por el Consejo de Gobierno, los estándares de calidad y los indicadores de gestión
de los servicios de agua y utilización eficiente de las infraestructuras de regulación, generación y regeneración y transporte
del ciclo integral del agua de uso urbano, sin perjuicio de lo establecido por la normativa vigente en materia de demarcación
municipal de Andalucía sobre aprobación de niveles homogéneos de prestación de servicios de competencia de las entidades
locales.

d) Ordenar en el nivel supramunicipal los servicios de aducción y depuración.

4. En materia de dominio público hidráulico:

a) Otorgar concesiones y autorizaciones para los usos del agua y su control, así como administrar y vigilar el dominio
público hidráulico.

b) Controlar el dominio público hidráulico competencia de la Junta de Andalucía, ejerciendo las funciones de policía
sobre los aprovechamientos y, en particular, sobre los sistemas de abastecimiento y depuración de las aguas, mantenimiento
y control de las obras hidráulicas de competencia de la Administración Autonómica.

c) Ejecutar las competencias de la Consejería competente en materia de medio ambiente en relación con la protección
de las aguas continentales y litorales y el resto del dominio público hidráulico y marítimo terrestre, definidas en el Capítulo
III del Título IV de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.

d) Llevar el registro de los aprovechamientos de las aguas superficiales y subterráneas existentes y de los vertidos
que puedan afectar las aguas de las demarcaciones andaluzas, así como autorizar el intercambio de derechos y administrar
los bancos públicos del agua que se autoricen en cada una de las distintas demarcaciones o, en su caso, distrito hidrográfico.

e) Establecer las limitaciones en el uso de las zonas inundables que se estimen necesarias para garantizar la seguridad
de las personas y los bienes.

f) Autorizar la realización de cualquier actuación que afecte al régimen y aprovechamiento de las aguas o a los usos
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permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía.
g) Aprobar los deslindes del dominio público hidráulico.

5. En materia de infraestructuras del agua:

a) Planificar, programar y ejecutar las infraestructuras del agua declaradas de interés de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, así como ejecutar las restantes actuaciones que puedan establecerse en los convenios a los que se refiere el
artículo 34.

b) Elaborar los planes de explotación y gestión de las infraestructuras del agua existentes, así como el establecimiento
de normas de explotación de dichas infraestructuras.

c) Planificar y programar, en colaboración con las entidades locales, las infraestructuras de aducción y depuración
de aguas en los sistemas de gestión supramunicipales para el abastecimiento urbano.

d) Coordinar las actuaciones de las Administraciones competentes en materia de abastecimiento y saneamiento en
el territorio de Andalucía.

e) Definir objetivos de eficiencia de las infraestructuras y criterios técnicos en su diseño, a través del Consejo
Andaluz del Agua.

f) Autorizar los usos de las infraestructuras de conexión entre sistemas de explotación.

6. En materia de prevención de efectos de la sequía e inundaciones:

a) Definir el sistema global de indicadores hidrológicos que permita prever las situaciones de sequía y sirva de
referencia general para la declaración formal de situaciones de alerta y eventual sequía.

b) Elaborar un sistema de información geográfica de zonas inundables y adopción de medidas para su difusión.
c) Coordinar con las Administraciones competentes en materia de protección civil y ordenación territorial y

urbanística y del medio rural, los planes de gestión del riesgo de inundación que sean necesarios por sus efectos potenciales
de generación de daños sobre personas y bienes.

7. En otras materias:

a) Promocionar las entidades y asociaciones vinculadas al agua y fomentar sus actividades.
b) Informar los instrumentos de ordenación territorial con anterioridad a su aprobación y los de planeamiento

urbanístico, antes de su aprobación inicial y definitiva.
c) Gestionar los recursos económicos y financieros que le atribuye la Ley, y elaborar su presupuesto.
d) Fomentar la investigación y desarrollo de nuevas tecnologías del agua.
e) Recabar la información que reglamentariamente se determine y que, con carácter obligatorio, deberán suministrar

las Administraciones Públicas y usuarios en general.
f) Divulgar información en materia de agua.

Artículo 15. Multas coercitivas a comunidades de usuarios.
La Agencia Andaluza del Agua podrá imponer multas coercitivas a las comunidades de usuarios, en caso de

incumplimiento por estas de las resoluciones definitivas en vía administrativa que dicte aquella en el ejercicio de sus
competencias, previo apercibimiento y concesión de un plazo para alegaciones. Las multas coercitivas, con un mínimo de
150,25 euros y un máximo de 1.502,25 euros, podrán reiterarse en periodos de un mes, hasta el cumplimiento íntegro de la
resolución administrativa. El importe de dichas multas podrá ser exigido por vía de apremio.

CAPÍTULO III

Administración Local

Artículo 16. Competencias de los municipios.
1. Corresponden a los municipios en materia de aguas la ordenación y la prestación de los siguientes servicios, en

el ciclo integral del agua de uso urbano:

a) El abastecimiento de agua en alta o aducción y/o en baja, su distribución, el almacenamiento intermedio y el
suministro o reparto de agua potable hasta las acometidas particulares o instalaciones propias para el consumo por parte de
los usuarios.

b) El abastecimiento de agua en baja, que incluye su distribución, el almacenamiento intermedio y el suministro o
reparto de agua potable hasta las acometidas particulares o instalaciones propias para el consumo por parte de los usuarios.

c) El saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población a través de las
redes de alcantarillado municipales hasta el punto de intercepción con los colectores generales o hasta el punto de recogida
para su tratamiento.
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d) La depuración de las aguas residuales urbanas, que comprende la intercepción y el transporte de las mismas
mediante los colectores generales, su tratamiento hasta el vertido del efluente a las masas de aguas continentales o marítimas.

e) La reutilización, en su caso, del agua residual depurada, en los términos de la legislación básica.
f) La aprobación de las tasas o las tarifas que el municipio establezca como contraprestación por los servicios del

ciclo integral del agua de uso urbano dentro de su término municipal, sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente artículo
y, en lo que se refiere a la tarifa, la normativa reguladora del régimen de precios autorizados en la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

g) El control y seguimiento de vertidos a la red de saneamiento municipal, así como el establecimiento de medidas
o programas de reducción de la presencia de sustancias peligrosas en dicha red.

h) La autorización de vertidos a fosas sépticas y a las redes de saneamiento municipales.
i) La potestad sancionadora, que incluirá la de aprobar reglamentos que tipifiquen infracciones y sanciones, en

relación con los usos del agua realizados en el ámbito de sus competencias de abastecimiento, saneamiento y depuración
de las aguas residuales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 115 de esta Ley.

2. La potestad de ordenación de los servicios del agua implicará la competencia municipal para aprobar reglamentos
para la prestación del servicio y la planificación, elaboración de proyectos, dirección y ejecución de las obras hidráulicas
correspondientes al ámbito territorial del municipio, y su explotación, mantenimiento, conservación e inspección, que
deberán respetar lo establecido en la planificación hidrológica y los planes y proyectos específicos aprobados en el ámbito
de la demarcación.

3. Los servicios de competencia de los municipios podrán ser desarrollados por sí mismos o a través de las
Diputaciones Provinciales y los Entes Supramunicipales de la forma indicada por esta Ley.

Artículo 17. Los Entes Supramunicipales del Agua.
1. Los entes supramunicipales del agua son entidades públicas de base asociativa a las que corresponden el ejercicio

de las competencias que esta Ley le atribuye en relación con los sistemas de gestión supramunicipal del agua de uso urbano,
cuando los mismos no sean gestionados por las diputaciones provinciales o por cualquiera de las demás entidades locales
previstas en la legislación básica.

2. La constitución de los Entes Supramunicipales del Agua requerirá informe previo de la Agencia Andaluza del
Agua.

3. Corresponde a los Entes Supramunicipales del Agua la gestión supramunicipal de los servicios de aducción y
depuración, así como:

a) Las competencias que, en relación con los servicios del agua, les deleguen las entidades locales integradas en ellos.
b) Las competencias que, en relación con la construcción, mejora y reposición de las infraestructuras de aducción

y depuración de interés de la Comunidad Autónoma, les delegue la Administración de la Junta de Andalucía.
c) Velar por la aplicación homogénea de las normativas técnicas de aplicación y de los estándares técnicos de

prestación de los diferentes servicios.
d) Proponer programas y elaborar proyectos de obras que se someterán a la aprobación de la Agencia Andaluza del

Agua cuando afecten a los sistemas de gestión supramunicipal.
e) Ejercer las potestades administrativas precisas para el desempeño de sus funciones.

4. Los servicios del agua que asuman los Entes Supramunicipales del Agua se prestarán bajo cualquiera de las formas
de gestión directa o indirecta previstas en la legislación vigente. Los Entes Supramunicipales del Agua que gestionen los
servicios a través de sociedades de capital íntegramente público podrán encomendarles las funciones que se les atribuyen
en el apartado anterior, salvo las reservadas por ley a la Administración.

5. Para hacer efectiva la participación activa de los usuarios en la gestión del ciclo integral del agua de uso urbano,
en cada Ente Supramunicipal se deberá crear un órgano de participación, en el que tendrán representación los intereses
socioeconómicos a través de los organismos y asociaciones reconocidos por la ley que los agrupen y representen, en los
términos establecidos en el artículo 13.2.

6.Los Entes Supramunicipales garantizarán la prestación eficiente, eficaz, sostenible y regular de los servicios que
asuman, y la protección del medio ambiente.

7. Las obras de infraestructuras de aducción o depuración de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía se
podrán ejecutar a través de los Entes Supramunicipales del Agua, a cuyo efecto se suscribirán los convenios previstos en
el artículo 34.

CAPÍTULO IV

Comisión de Autoridades Competentes

Artículo 18. Creación, composición y funciones.
1. De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 36 bis del Texto Refundido de la Ley de Aguas,
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para garantizar la adecuada cooperación en la aplicación de las normas de protección de las aguas en el ámbito territorial
de Andalucía, por Decreto del Consejo de Gobierno se creará y se regulará la organización y funcionamiento de la Comisión
de Autoridades Competentes, adscrita a la Agencia Andaluza del Agua.

2. La Comisión de Autoridades Competentes podrá integrar a representantes de la Administración del Estado, de la
Junta de Andalucía y de las entidades locales.

Corresponderá la presidencia a la persona titular de la Presidencia de la Agencia Andaluza del Agua.
3.La Comisión de Autoridades Competentes tendrá las siguientes funciones:

a) Favorecer la cooperación en el ejercicio de las competencias relacionadas con la protección de las aguas que
ostentan las distintas Administraciones Públicas competentes en el territorio andaluz.

b) Impulsar la adopción por las Administraciones Públicas competentes de las medidas que exija el cumplimiento
de las normas de protección de las aguas.

c) Proporcionar la información relativa a las demarcaciones hidrográficas que se requiera conforme a la normativa
vigente.

TÍTULO II

PARTICIPACIÓN PÚBLICA Y DERECHO A LA INFORMACIÓN

Artículo 19. El Consejo Andaluz del Agua.
1. El Consejo Andaluz del Agua es el órgano de consulta, de asesoramiento del Gobierno andaluz y de participación

en materia de agua. Tendrá la composición y funciones que se establezcan por Decreto del Consejo de Gobierno, sin
perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. El Consejo Andaluz del Agua tendrá, como mínimo, las siguientes funciones:

a) Actuar como órgano de información, consulta y asesoramiento.
b) Informar los anteproyectos de leyes y proyectos de decretos que en materia de aguas sean sometidos a la

aprobación del Consejo de Gobierno.
c) Realizar estudios e informes sobre la planificación, la gestión del uso del agua y del dominio público hidráulico;

demandas de agua para las distintas actividades económicas y técnicas para el uso eficiente de este recurso; recuperación
de costes asociados a la gestión del agua e incidencia sobre la economía doméstica y las actividades económicas; objetivos
ambientales y caudales ecológicos.

d) Elaborar propuestas sobre criterios técnicos y metodología de cuantificación de los rendimientos en las redes
urbanas; estructura tarifaria de los servicios del agua; indicadores de desarrollo y evolución de las nuevas tecnologías del
agua; medidas para la mejora de los rendimientos y eficiencia en todos los usos del agua.

e) Analizar las incidencias derivadas del cumplimiento de los objetivos ambientales y sensibilidad del régimen de
caudales ecológicos.

3. El Consejo Andaluz del Agua podrá solicitar información a las Administraciones Públicas Locales, entidades y
empresas distribuidoras y concesionarias y usuarios en general, para el ejercicio de sus competencias, dentro del estricto
cumplimiento de las obligaciones legales en materia de protección de datos de carácter personal.

El suministro de dicha información tendrá carácter voluntario y se enmarcará en un marco de colaboración y
concertación en la ejecución de las actuaciones en materia de aguas.

4. El ejercicio de las funciones y facultades anteriormente señaladas y de cuantas otras se le asignen, se entenderá
sin perjuicio de las atribuidas a otros órganos colegiados con competencias en materia de agua y de las que ostenta el
Instituto de Estadística de Andalucía, de acuerdo con sus normas reguladoras.

5. El Consejo de Gobierno nombrará, de entre profesionales de reconocido prestigio, a propuesta de la Consejería
competente en materia de agua, la persona que asumirá la dirección del Consejo Andaluz del Agua, con las funciones que
estatutariamente se determinen.

6. En el Consejo Andaluz del Agua estarán representados de manera diferenciada en secciones o grupos de trabajo
los usuarios del agua en función del uso urbano y no urbano, sin perjuicio de su integración en el órgano plenario de
representación que reglamentariamente se establezca.

Artículo 20. El Observatorio del Agua.
1. El Observatorio del Agua es un órgano colegiado de la Agencia Andaluza del Agua, de carácter consultivo y de

participación social, con el objeto, organización, composición y funciones que se establezcan en los Estatutos de la Agencia
Andaluza del Agua, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. El Observatorio del Agua de Andalucía tendrá las siguientes funciones:

a) La realización de estudios e informes sobre la planificación, la gestión del uso del agua y del dominio público
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hidráulico; demandas de agua para las distintas actividades económicas y técnicas para el uso eficiente de este recurso;
recuperación de costes asociados a la gestión del agua e incidencia sobre la economía doméstica y las actividades
económicas; objetivos ambientales y caudales ecológicos.

b) La elaboración de propuestas sobre estándares de calidad e indicadores de gestión, criterios técnicos y metodología
de cuantificación de los rendimientos en las redes urbanas; estructura tarifaria de los servicios del agua; indicadores de
desarrollo y evolución de las nuevas tecnologías del agua; medidas para la mejora de los rendimientos y eficiencia en todos
los usos del agua.

c) El análisis de las incidencias derivadas del cumplimiento de los objetivos ambientales y sensibilidad del régimen
de caudales ecológicos.

d) Aquellas otras que se le atribuyan.

3. El Observatorio del Agua podrá solicitar información a las Administraciones Públicas, entidades y empresas
distribuidoras y concesionarias y usuarios en general, para el ejercicio de sus competencias, dentro del estricto cumplimiento
de las obligaciones legales en materia de protección de datos de carácter personal.

El suministro de dicha información tendrá carácter obligatorio, en los términos y condiciones que se establezca en
los estatutos de la Agencia Andaluza del Agua.

4. El ejercicio de las funciones y facultades anteriormente señaladas y de cuantas otras se le asignen en los estatutos
de la Agencia Andaluza del Agua se entenderá sin perjuicio de las atribuidas a otros órganos colegiados con competencias
en materia de agua y de las que ostenta el Instituto de Estadística de Andalucía, de acuerdo con sus normas reguladoras.

5. El Consejo de Gobierno nombrará, de entre profesionales de reconocido prestigio, a propuesta de la Consejería
competente en materia de agua, la persona que asumirá la dirección del Observatorio del Agua, con las funciones que
estatutariamente se determinen.

6. En el Observatorio del Agua estarán representados de manera diferenciada en secciones o grupos de trabajo los
usuarios del agua en función del uso urbano y no urbano, sin perjuicio de su integración en el órgano plenario de
representación que reglamentariamente se establezca.

Artículo 21. Participación de las personas interesadas en la gestión del agua.
Los estatutos de la Agencia Andaluza del Agua establecerán los órganos colegiados de gestión y coordinación, que

garanticen la participación de las personas interesadas en la Administración del Agua, conforme a los principios contenidos
en esta Ley y lo dispuesto en los artículos 13.2 y 17.5.

En los casos en que no esté constituido el Ente Supramunicipal del Agua, las corporaciones locales garantizarán la
participación pública en los mismos términos establecidos en el artículo 13.2.

Artículo 22. Información ambiental y difusión de estadísticas del agua.
1. La información sobre el medio hídrico tiene la consideración de información ambiental conforme a la Ley de

Gestión Integrada de la Calidad Ambiental y se integrará en la Red de Información Ambiental de Andalucía que dispondrá
de toda la información alfanumérica, gráfica o de cualquier otro tipo sobre el medio hídrico en Andalucía, generada por todo
tipo de centros productores de información en la Comunidad Autónoma, y especialmente la desarrollada por la Agencia
Andaluza del Agua, para ser utilizada en la gestión, la investigación, la difusión pública y la toma de decisiones.

2. La Agencia Andaluza del Agua facilitará el acceso de la ciudadanía a la información relativa a uso, gestión,
planificación y protección del medio hídrico, así como a la relativa a actividades de la propia Agencia, estableciendo los
medios técnicos y procedimientos adecuados al respecto. A tales efectos se desarrollarán programas específicos de educación
y divulgación ambiental.

3. Los medios técnicos y procedimientos que la Agencia Andaluza del Agua establezca para facilitar el acceso de
la ciudadanía a la información relativa al uso, gestión, planificación y protección del medio hídrico se diseñarán teniendo
en cuenta las necesidades de mujeres y hombres y sus posibilidades de acceso a los recursos de la información.

4. Reglamentariamente se establecerán los cauces de acceso a la información, sus contenidos y estructura, así como
su gestión y evaluación.

TÍTULO III

LA PLANIFICACIÓN HIDROLÓGICA

Artículo 23. Elaboración de la planificación.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de agua, a través de la Agencia Andaluza del Agua, elaborar

la planificación de las demarcaciones hidrográficas Intracomunitarias y participar, en la forma que determina la legislación
vigente, en la planificación hidrológica que corresponde a la Administración del Estado, particularmente en la que afecta
a la parte andaluza de las demarcaciones de los ríos Guadalquivir, Guadiana y Segura.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno la aprobación inicial de la planificación hidrológica de las demarcaciones
hidrográficas intracomunitarias, cuya aprobación definitiva corresponde al Gobierno de la nación mediante Real Decreto,
en los términos previstos en la normativa básica.
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3. Los planes hidrológicos en Andalucía se elaborarán con estricto respeto a los principios de participación y
transparencia establecidos en esta Ley.

4. La participación activa de los usuarios, los sectores económicos afectados y los agentes sociales en la elaboración
de los planes hidrológicos se garantizará a través de los órganos colegiados de participación de la Agencia Andaluza del
Agua, establecidos en sus estatutos. La participación pública general quedará garantizada en la planificación de las
demarcaciones intracomunitarias, mediante la exposición pública para alegaciones de las personas interesadas de los
proyectos de planes hidrológicos, la consulta activa y real de todas las partes interesadas y su difusión antes de su aprobación
inicial por el Consejo de Gobierno.

5. Durante el proceso de planificación hidrológica se articularán los mecanismos de coordinación con las políticas
de ordenación territorial y ambiental, así como políticas sectoriales de ordenación de actividades específicas que tengan o
puedan tener incidencia en el dominio público hidráulico.

Artículo 24. Objetivos.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40.1 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, y de las normas básicas

contenidas en el Reglamento de la Planificación Hidrológica, la planificación en el ámbito de las aguas de competencia de
la Comunidad Autónoma de Andalucía tiene como finalidad conseguir el buen estado ecológico del dominio público
hidráulico y de las masas de agua, compatibilizado con la garantía sostenible de las demandas de agua. Para ello, la
planificación tiene como objetivos:

a) Prevenir el deterioro adicional de las masas de aguas.
b) Dar respuesta a la demanda de agua, con criterios de racionalidad y en función de las disponibilidades reales, una

vez garantizados los caudales o demandas ambientales, en los términos establecidos por el artículo 59.7 del Texto Refundido
de la Ley de Aguas.

c) Recuperar los sistemas en los que la presión sobre el medio hídrico haya producido un deterioro.
d) Garantizar una gestión equilibrada e integradora del dominio público hidráulico.
e) Analizar los efectos económicos, sociales, ambientales y territoriales del uso del agua, buscando la racionalización

de su uso y de los efectos de la aplicación del principio de recuperación de costes al beneficiario, así como el cumplimiento
de los principios de gestión del agua legalmente establecidos.

f) Velar por la conservación y el mantenimiento de las masas de agua y de las zonas húmedas y lacustres y
ecosistemas vinculados al medio hídrico.

g) Fijar el caudal ecológico de cada masa de agua, de acuerdo con los requerimientos necesarios para alcanzar el buen
estado ecológico de las mismas.

Artículo 25. Reservas fluviales.
El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de aguas, podrá reservar determinados

cauces fluviales o masas de agua para la conservación de su estado natural, para la protección de su biodiversidad, paisaje
y patrimonio fluvial y su valor como corredor fluvial ecológico. El establecimiento de la reserva supondrá la limitación
parcial o completa de autorizaciones o concesiones sobre el dominio público hidráulico reservado.

Los planes hidrológicos de demarcación incorporarán las referidas reservas, cuyas necesidades ambientales de
caudales tendrán la consideración de restricciones previas a los usos del agua.

Artículo 26. Orden de preferencia de usos.
1. Los planes hidrológicos de demarcación establecerán el orden de preferencia de uso de agua por cuencas,

subcuencas, sistemas de explotación o masas de agua.
2. Con carácter supletorio se establecen para las aguas de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de

Andalucía varios niveles de uso conforme a la siguiente escala de preferencia:

a) Usos domésticos para la satisfacción de las necesidades básicas de consumo de boca y de salubridad.
b) Usos urbanos no domésticos en actividades económicas de bajo consumo de agua.
c) Usos agrarios, industriales, turísticos y otros usos no urbanos en actividades económicas y usos urbanos en

actividades económicas de alto consumo.
d) Otros usos no establecidos en los apartados anteriores.

La priorización de usos dentro del nivel correspondiente a la letra c) en la escala de preferencia, anteriormente
expresada, se establecerá en función de su sostenibilidad, el mantenimiento de la cohesión territorial y el mayor valor
añadido en términos de creación de empleo y generación de riqueza para Andalucía. Reglamentariamente se establecerá un
procedimiento para la determinación del orden supletorio de prioridad de usos en actividades económicas, que garantizará
la audiencia a los usuarios interesados y a las organizaciones que los representen.

3. El plan hidrológico fijará las condiciones y requisitos necesarios para la declaración de utilidad pública o interés
social de las distintas clases de uso del agua, a efectos de la expropiación forzosa de los aprovechamientos de menor rango
en el orden de preferencia que para cada sistema de explotación de la demarcación hidrográfica se haya determinado en el
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plan hidrológico. Igualmente servirá dicha declaración a los efectos establecidos en esta Ley sobre otorgamiento de derechos
de concesión y autorización de cesión de derechos para usos de menor rango en el orden de prioridad.

Artículo 27. Planes Hidrológicos de Demarcación.
1. Los planes hidrológicos de demarcación de Andalucía estructurarán la información recopilada en el proceso de

planificación, que servirá de base para la valoración del estado actual y la definición de objetivos a alcanzar en horizontes
temporales.

2. Los objetivos de calidad de las masas de aguas se establecerán valorando las actividades humanas y su repercusión
ecológica sobre distintas masas de agua. Las redes de control deberán ser suficientes para disponer de la información
necesaria que permita valorar si las medidas adoptadas son suficientes para los fines establecidos.

3. Los planes hidrológicos de demarcación tendrán el contenido obligatorio que establece el artículo 42 del Texto
Refundido de la Ley de Aguas, debiéndose actualizar en los términos previstos en dicha disposición legal.

El contenido de los planes y sus actualizaciones deberán estar conformes con las determinaciones del Plan
Hidrológico Nacional.

Las zonas declaradas como espacios naturales protegidos, en virtud de la legislación específica sobre la materia,
deberán recogerse con ese carácter en los diferentes instrumentos de planificación hidrológica.

4. Para la elaboración de los planes hidrológicos se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los criterios de prioridad se establecerán de forma que se garanticen las necesidades básicas para el consumo
doméstico y las necesidades medioambientales para alcanzar el buen estado ecológico de las aguas. El orden de prioridad
de uso para las actividades económicas se establecerá en el plan en función de su sostenibilidad, incidencia sobre la fijación
de la población al territorio, el mantenimiento de la cohesión territorial y el mayor valor añadido en términos de creación
de empleo y generación de riqueza para Andalucía.

b) Las disponibilidades actuales y futuras de agua deberán estar evaluadas conforme al principio de prudencia,
teniendo en cuenta la previsión de las reservas necesarias para superar eventuales situaciones de sequía, en función de los
ciclos históricos y las previsiones de cambio climático.

c) Las disponibilidades globales de agua en la demarcación se evaluarán considerando la estrecha relación entre las
distintas masas de agua superficiales y subterráneas, integradas en el ciclo hidrológico. Dicha relación se presumirá salvo
que, de manera excepcional y mediante prueba en contrario, quede acreditada la falta de relación entre dichas masas de agua
en el proceso de elaboración de la planificación hidrológica.

d) Las dotaciones para los distintos cultivos se establecerán de forma que se exija un uso eficiente del agua.
e) La movilización de recursos disponibles se contemplará considerando a estos efectos la demarcación hidrográfica

como un único sistema de explotación.
f) La evaluación económica de los costes derivados de la planificación deberá incluir los costes ambientales, así como

la financiación de los mismos, teniendo en cuenta el principio de recuperación de costes y, en relación con el mismo, los
efectos sociales, medioambientales y económicos de la recuperación y las condiciones geográficas y climáticas propias de
Andalucía.

Artículo 28. Programas de Medidas.
1. Los Programas de Medidas concretan las actuaciones y medios para alcanzar los objetivos establecidos en los

planes hidrológicos de demarcación.
2. Los Programas de Medidas incluirán las previsiones de gestión ya sea de tipo estructural o coyuntural, obras

hidráulicas necesarias que demuestren su sostenibilidad ambiental, acciones de fomento y el desarrollo normativo necesario.
3. En los programas de medidas se determinarán las inversiones en infraestructuras, mantenimiento y reposición y

el régimen financiero de participación de la Junta de Andalucía y, si procede, de las entidades beneficiarias en la financiación
de cada actuación.

4. Las inversiones en obras y servicios de competencia de otras Administraciones Públicas se integrarán como
programa específico.

5. Sin perjuicio del contenido obligatorio conforme a la legislación básica que debe quedar resumido en el plan
hidrológico de demarcación, el programa de medidas contemplará, al menos, los siguientes aspectos:

a) Actuaciones para la protección, conservación, regeneración y mejora de las masas de agua y de sus ecosistemas,
que permitan alcanzar los objetivos medioambientales.

b) Un inventario de los recursos hídricos existentes, teniendo en consideración la calidad y cantidad.
c) Actuaciones de interconexión de sistemas de explotación, para la movilización de los recursos disponibles dentro

de la misma demarcación, en especial la interconexión de sistemas de captación de agua para consumo humano que permita
homogeneizar las garantías de abastecimiento.

d) Estudio económico de los costes y financiación de las medidas incluidas en el programa y, en especial, para
construcción de nuevas infraestructuras, con identificación de las mismas; mantenimiento y conservación de las existentes;
servicios que preste la Administración en la gestión del agua y costes ambientales derivados del uso del agua, que deberán
ser recuperados, de acuerdo con las disposiciones en vigor, mediante su repercusión a los usuarios y personas beneficiarias
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en general.
e) El abastecimiento, saneamiento y depuración de las aguas en el ciclo integral del agua de uso urbano, con previsión

de las obras de infraestructuras de aducción y depuración y la gestión de los residuos resultantes.
f) Instrumentos de control de las captaciones y vertidos, basados en la instalación obligatoria de contadores

volumétricos, o sistemas alternativos de medición previamente autorizados por la Agencia Andaluza del Agua.
g) Medidas relacionadas con el ahorro, optimización y mejora de la eficiencia del uso del agua.
h) Acciones para aumentar la reutilización de las aguas residuales depuradas, mediante procesos de tratamiento

adicional o complementario que permita adecuar su calidad al uso al que se destinen.
i) Medidas de mejora de las masas de agua artificiales o muy modificadas.
j) Iniciativas de prevención y defensa contra inundaciones.
k) Medidas de respuesta ante la contaminación de origen accidental y difusa.
l) Campañas de sensibilización social sobre los objetivos medioambientales y programas formativos sobre las mejores

técnicas disponibles en la gestión del agua.
m) Medidas de fomento para la constitución de entidades supramunicipales de aguas y para la modernización de

infraestructuras que permitan ahorros y recursos disponibles para su reasignación.

6. Con carácter general, no se podrán incluir en los programas de medidas actuaciones de canalización superficial
o subterránea de cursos fluviales. Excepcionalmente, podrá acometerse la canalización cuando existan razones de interés
público y quede acreditada la imposibilidad de mantener el cauce natural.

7. En los sistemas con sobredemanda de agua la disponibilidad futura de recursos, obtenida por nuevas obras o por
ahorros, se destinará a la recuperación del buen estado de las masas de agua y a mejorar la disponibilidad de los usos
concedidos, prioritariamente el abastecimiento urbano.

Artículo 29. Plan hidrológico específico de restauración de ríos y programa específico de limpieza y mantenimiento
de cauces.

1. Complementariamente a los Planes Hidrológicos de Demarcación, la Consejería competente en materia de agua,
a través de la Agencia Andaluza del Agua, podrá elaborar Planes Hidrológicos Específicos y Programas Específicos de
Medidas para la organización de la gestión e infraestructuras que considere necesarias a los fines de ordenación del sector
del agua, que podrán ser de ámbito regional o bien estar orientados a la ordenación de servicios o sistemas de explotación
de carácter comarcal o subregional.

2. Los planes hidrológicos específicos ordenarán las actividades en el dominio público hidráulico, estableciendo
medidas organizativas y de gestión, y las infraestructuras necesarias, todo ello en coherencia con las disposiciones de los
planes hidrológicos y de ordenación general y ambiental.

3. Los planes hidrológicos específicos tendrán un contenido obligatorio que se estructurará de la siguiente forma:

a) Diagnóstico de la situación actual. Problemática existente.
b) Objetivos. Posibilidades de actuación y estrategia necesaria.
c) Valoración técnica de los contenidos de las alternativas.
d) Incidencia territorial y ambiental y afecciones a políticas sectoriales.
e) Estimación económica y financiación.

4. Se aprobará un plan hidrológico específico de Restauración de Ríos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de
Andalucía que contemplará las inversiones tendentes a su restauración con las siguientes prioridades:

a) Restauración de ríos con alta potencialidad ecológica.
b) Restauración de ríos con alta demanda de usos por la población o con potencialidad de utilización socioeconómica

sostenible.
c) Eliminación de obstáculos, construcciones e instalaciones que tengan una incidencia negativa en sus características

ecológicas, hidráulicas o geomorfológicas.
d) Restauración de tramos que aseguren la continuidad ecológica.

5. La Agencia Andaluza del Agua aprobará y ejecutará anualmente un programa específico de limpieza y
mantenimiento de cauces, destinado a liberarlos de los obstáculos que impidan su normal desagüe.

Artículo 30. Procedimiento y competencias para la aprobación de programas de medidas de los planes hidrológicos
de demarcación, el plan hidrológico específico de restauración de ríos y el programa específico de limpieza y mantenimiento
de cauces.

1. La aprobación del programa de medidas de los planes hidrológicos de demarcación y del plan hidrológico
específico de restauración de ríos corresponderá al Consejo de Gobierno. En el procedimiento de aprobación se tendrá en
consideración el principio de participación de las personas interesadas, a través de los órganos colegiados de participación
social de la Administración del Agua y la información pública.
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2. A propuesta motivada de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua, el Consejo de Gobierno
podrá revisar los programas de medidas de los planes hidrológicos de demarcación, el plan hidrológico específico de
restauración de ríos y el programa específico de limpieza y mantenimiento de cauces.

3. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua, podrá
acordar, por razones extraordinarias, la revisión de objetivos de calidad de las masas de agua establecidas en los planes
hidrológicos específicos o la inejecución de actuaciones u obras incluidas en el programa específico de medidas.

Artículo 31. Efectos de los instrumentos de planificación previstos en esta Ley.
1. De conformidad con los establecido en el artículo 5.2 en relación con el número 9 del Anexo I de la Ley 1/1994,

de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, los planes hidrológicos de
demarcación y los planes hidrológicos específicos tendrán la consideración de planes con incidencia en la ordenación del
territorio, de los previstos en el Capítulo III de dicha Ley.

2.Para atender los usos de las distintas zonas de la demarcación hidrográfica en función de las prioridades
establecidas en el plan hidrológico de demarcación, la Agencia Andaluza del Agua, por razones de interés público, podrá
reasignar volúmenes de aguas entre diferentes sistemas de explotación. Los usuarios de los sistemas afectados por la
reasignación de recursos solo tendrán derecho a indemnización cuando se les cause un perjuicio real en favor de otros
usuarios que estarán obligados a satisfacer dichas indemnizaciones.

Reglamentariamente se establecerán los criterios de cálculo de las indemnizaciones que procedan conforme a lo
anteriormente establecido, debiendo quedar dichos criterios de cálculo aprobados al tiempo de la reasignación de volúmenes,
aun cuando en dicho momento no se hubieran aún causado efectivamente los perjuicios que debieran ser, en su caso, objeto
de indemnización. Igualmente, se establecerá al tiempo de la reasignación de recursos la redistribución del canon de
servicios generales, así como del canon de regulación y la tarifa de utilización, correspondientes a las obras hidráulicas
vinculadas a los recursos reasignados.

TÍTULO IV

INFRAESTRUCTURAS HIDRÁULICAS

CAPÍTULO I

Normas generales

Artículo 32. Obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
1. Tienen la consideración de obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía:

a) Las obras que sean necesarias para la regulación y conducción del recurso hídrico, al objeto de garantizar la
disponibilidad y aprovechamiento del agua.

b) Las obras necesarias para el control, defensa y protección del dominio público hidráulico, especialmente las que
tengan por objeto hacer frente a fenómenos catastróficos como las inundaciones, sequías y otras situaciones excepcionales,
así como la prevención de avenidas vinculadas a obras de regulación que afecten al aprovechamiento, protección e integridad
de los bienes del dominio público hidráulico.

c) Las obras de corrección hidrológico-forestal y de restauración de ríos y riberas acordes a las prescripciones de los
planes hidrológicos.

d) Las obras de abastecimiento, potabilización, desalación y depuración que expresamente se declaren por el Consejo
de Gobierno.

e) En general, las infraestructuras hidráulicas que sean necesarias para dar cumplimiento a la planificación
hidrológica y que se prevean en los programas de medidas, los planes y programas hidrológicos específicos, aprobados por
el Consejo de Gobierno.

2. Será de aplicación a las obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el siguiente régimen de
prerrogativas:

a) Las obras hidráulicas y las obras y actuaciones hidráulicas de ámbito supramunicipal, incluidas en la planificación
hidrológica, y que no agoten su funcionalidad en el término municipal en donde se ubiquen, no estarán sujetas a licencia
ni a cualquier acto de control preventivo municipal a los que se refiere el párrafo b) del apartado 1 del artículo 84 de la Ley
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

b) Los órganos urbanísticos competentes no podrán suspender la ejecución de las obras a las que se refiere el párrafo
primero del apartado anterior, siempre que se haya cumplido el trámite de informe previo, esté debidamente aprobado el
proyecto técnico por el órgano competente, las obras se ajusten a dicho proyecto o a sus modificaciones y se haya hecho
la comunicación a que se refiere la letra c) de este apartado.

El informe previo será emitido, a petición de la Agencia Andaluza del Agua, por las entidades locales afectadas por
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las obras. El informe deberá pronunciarse exclusivamente sobre aspectos relacionados con el planeamiento urbanístico y
se entenderá favorable si no se emite y notifica en el plazo de un mes.

c) La Agencia Andaluza del Agua deberá comunicar a los órganos urbanísticos competentes la aprobación de los
proyectos de las obras públicas hidráulicas a que se refiere el apartado 1, a fin de que se inicie, en su caso, el procedimiento
de modificación del planeamiento urbanístico municipal para adaptarlo a la implantación de las nuevas infraestructuras o
instalaciones, de acuerdo con la legislación urbanística que resulte aplicable en función de la ubicación de la obra.

3. La aprobación por la Agencia Andaluza del Agua de los proyectos de infraestructuras hidráulicas de interés de
la Comunidad Autónoma supondrá, implícitamente, la declaración de utilidad pública e interés social de las obras, así como
la necesidad de urgente ocupación de los bienes y derechos afectados, a efectos de expropiación forzosa, ocupación temporal
e imposición o modificación de servidumbres, y se extenderán a los bienes y derechos comprendidos en el replanteo
definitivo de las obras y en las modificaciones de proyectos y obras complementarias o accesorias no segregables de la
principal.

4. La Agencia Andaluza del Agua podrá encomendar a entidades instrumentales del sector público andaluz la
realización de actuaciones necesarias para la expropiación forzosa que no supongan el ejercicio de la potestad expropiatoria,
cuando tales prestaciones estén vinculadas a la realización de actividades que formen parte del objeto o ámbito de actividad
previsto en sus estatutos o reglas fundacionales. La atribución se realizará a través de la correspondiente encomienda de
gestión y podrá comprender el pago del justiprecio y las indemnizaciones y compensaciones que procedan por la
expropiación de los bienes o su urgente ocupación. La ejecución de las indicadas prestaciones no podrá producirse con
anterioridad a la aprobación del correspondiente gasto.

5. Los proyectos hidráulicos derivados de la planificación hidrológica deberán contar previamente a su aprobación
con un estudio de viabilidad medioambiental, técnica y económica. Los proyectos de obras declarados de interés de la
Comunidad Autónoma deberán incluir un estudio específico sobre recuperación de costes.

Artículo 33. Financiación de infraestructuras hidráulicas.
1. En el supuesto de que la ejecución de las infraestructuras hidráulicas, cuya competencia corresponda a la Agencia

Andaluza del Agua, se lleve a cabo a través de entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, en las correspondientes
encomiendas de gestión se preverá el régimen de financiación de las obras encomendadas, que comprenderá las aportaciones
económicas por parte de la Agencia Andaluza del Agua y, en su caso, de otros sujetos públicos o privados que puedan
comprometerse mediante los oportunos convenios.

2. Expresamente se establecerá en la encomienda de gestión a la que se refiere el apartado anterior el límite del
endeudamiento con entidades financieras que, en su caso, podrá asumir la entidad instrumental para la financiación de las
obras encomendadas, y las garantías que hayan de establecerse a favor de la entidad financiera que financie la construcción
de las obras públicas hidráulicas, en virtud del párrafo segundo del artículo 83 de esta Ley.

Las operaciones de endeudamiento por la entidad instrumental estarán sujetas a la autorización de la Consejería
competente en materia de economía y hacienda, en los términos y límites que se establezcan por las correspondientes Leyes
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 34. Convenios de colaboración.
1. El instrumento ordinario de desarrollo y ejecución de la planificación de las infraestructuras de aducción y

depuración serán los convenios de colaboración entre la Agencia Andaluza del Agua y las entidades locales, de acuerdo con
lo previsto en el artículo 9 de la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. El convenio determinará las infraestructuras a realizar, terrenos en que deban ubicarse y aportación de los mismos,
régimen de su contratación y financiación, así como las obligaciones que se asuman por cada parte en relación con cada uno
de dichos aspectos.

3. Concluida la ejecución de las infraestructuras necesarias para la prestación del servicio y celebrados, en su caso,
los contratos de explotación y de gestión del servicio público, la entidad local se subrogará, respecto de estos últimos, en
la posición jurídica de la Administración contratante, cumpliendo todas las obligaciones y ejerciendo las potestades
inherentes al mismo, en los términos que se prevean, todo ello sin perjuicio de la posible participación de la Comunidad
Autónoma en la entidad que gestione las citadas infraestructuras.

4. Los convenios de colaboración definirán la forma en que se producirá el abono de la aportación de la
Administración Autonómica, una vez que haya tenido lugar, en su caso, la subrogación prevista en el apartado anterior.

5. Las infraestructuras de aducción y depuración que se construyan por la Junta de Andalucía al amparo de los
convenios y que deban ser gestionadas por los municipios de acuerdo con sus competencias pasarán a ser de titularidad de
estos últimos o, en su caso, de las entidades supramunicipales, cuando tenga lugar su entrega a la entidad local competente
por la Administración Autonómica. La entrega de las instalaciones no tendrá lugar hasta que las instalaciones hayan obtenido
todas y cada una de las licencias y permisos necesarios para entrar en funcionamiento, de acuerdo con la normativa de
aplicación, y se producirá mediante la notificación efectiva a la entidad local del acuerdo de la Agencia Andaluza del Agua
en el que se disponga la puesta a disposición de esas instalaciones a favor de la entidad local, pasando a partir de dicho
momento a ser responsabilidad del ente local prestador del servicio su mantenimiento y explotación. La Agencia Andaluza
del Agua preavisará a la entidad local con al menos quince días de antelación la entrega de las instalaciones, con objeto de
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que por la misma se realicen las observaciones que procedan.
6. Para la financiación de las aportaciones de la entidad local a las obras hidráulicas incluidas en el convenio

procederá, en su caso, el establecimiento del canon de mejora en los términos previstos en la Sección 1 y 3 del Capítulo II
del Título VIII.

7. Los convenios de colaboración a los que se refiere este artículo serán objeto de publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

CAPÍTULO II

Abastecimiento y depuración

Artículo 35. Sistemas de gestión supramunicipal del agua de uso urbano.
1. Son sistemas de gestión supramunicipal del agua de uso urbano los definidos en el apartado 19 del artículo 4 de

esta Ley.
2. El sistema de gestión supramunicipal del agua de uso urbano podrá ser gestionado por los Entes Supramunicipales

del Agua previstos en el artículo 17 de esta Ley, o por las Diputaciones Provinciales, que asumirán en tal caso las funciones
atribuidas por esta Ley a dichos Entes.

3. El Consejo de Gobierno, a solicitud de las entidades locales interesadas agrupadas en forma de entes
supramunicipales del agua, y en función de criterios técnicos y de viabilidad económica, determinará, previa audiencia de
las entidades locales afectadas, el ámbito territorial de cada sistema para la realización de la gestión del agua de manera
conjunta. Los sistemas de gestión supramunicipal así definidos constituirán el ámbito de la actuación de la Junta de
Andalucía para la ejecución de las infraestructuras de aducción y depuración que deban ejecutarse en dicho ámbito
territorial.

4. Será obligatoria la gestión de los servicios del agua por los municipios dentro del sistema de gestión
supramunicipal del agua de uso urbano, cuando resulte necesario para evitar daños a la salud de la personas, al medio
ambiente o incrementos de coste que deban ser repercutidos a los usuarios o por razones técnicas y así se establezca
mediante resolución motivada de la persona titular de la Presidencia de la Agencia Andaluza del Agua, previa audiencia a
los municipios interesados. En los casos de entidades locales con sistemas de gestión e infraestructuras en funcionamiento,
su inclusión en los sistemas de gestión supramunicipal del agua de uso urbano solo será obligatoria si conlleva, de acuerdo
con sus baremos, una reducción en los costes de inversión y explotación del servicio o servicios propios afectados.

En el supuesto de que una entidad local disponga de derechos de captación de aguas que sirvan para el abastecimiento
de dos o más municipios, deberá obligatoriamente prestarse dicho servicio de abastecimiento dentro de un sistema de gestión
supramunicipal, en la forma establecida por esta Ley, de manera que se garantice el abastecimiento en condiciones de
igualdad para todos los usuarios incluidos en el ámbito territorial de dicho sistema.

La falta de integración de los entes locales en los sistemas supramunicipales de gestión del agua de uso urbano, de
acuerdo con lo establecido en este apartado, conllevará la imposibilidad para dichos entes de acceder a las medidas de
fomento y auxilio económico para infraestructuras del agua, su mantenimiento y explotación, que se establezcan por la
Administración Autonómica.

Artículo 36. Rendimiento en las redes de abastecimiento.
1. Las entidades locales y sus entidades instrumentales de titularidad íntegramente públicas, así como las sociedades

de economía mixta participadas mayoritariamente por las citadas entidades, titulares o gestoras de las redes de
abastecimiento cuyo rendimiento sea inferior al que se determine reglamentariamente, en los sistemas de distribución de
agua de uso urbano, no podrán ser beneficiarias de financiación de la Junta de Andalucía destinada a dichas instalaciones,
así como de otras medidas de fomento establecidas con la misma finalidad. Dicha medida será aplicable, una vez
transcurridos los plazos establecidos reglamentariamente.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, la Agencia Andaluza del Agua elaborará y elevará a la Consejería
competente en materia de agua, previa audiencia de las entidades locales afectadas, un plan de actuación que, una vez
aprobado por el Consejo de Gobierno, será de obligado cumplimiento por la entidad local y empresas suministradoras. En
dicho plan se podrán limitar temporalmente en los instrumentos de ordenación los incrementos de suelo urbanizable, así
como la transformación, en su caso, de suelo urbanizable no sectorizado a suelo urbanizable sectorizado u ordenado, en tanto
no se subsanen las deficiencias en el rendimiento de las redes de abastecimiento.

3. Las pérdidas de agua que se produzcan en cuantía superior a las incluidas dentro del rendimiento mínimo de las
redes de abastecimiento, establecido de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1, tendrán la consideración de uso urbano
del agua, con los efectos previstos en el Título VIII de esta Ley.

4. Para el cálculo del rendimiento mínimo de las redes de abastecimiento se deberá tener en consideración el consumo
medio en operaciones de extinción de incendios.

Artículo 37. Garantía para la prestación de los servicios de aducción y depuración.
1. Los municipios garantizarán, por sí mismos o a través de las Diputaciones Provinciales o entes supramunicipales
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del agua una vez constituidos, la prestación de los servicios de aducción y depuración. Excepcionalmente, previa
justificación en el expediente de la necesidad de la captación para el abastecimiento y de la ausencia de otras posibles fuentes
de captación de aguas así como de interesados afectados, una entidad municipal podrá ser titular de un servicio de aducción
cuando la captación se encuentre fuera de su término.

Lo anteriormente establecido se entenderá sin perjuicio de los supuestos contemplados en el artículo 35.4 de esta Ley,
en los que resulte obligatoria la prestación de los servicios dentro de un sistema de gestión supramunicipal.

2. Los municipios garantizarán, por sí mismos o a través de las Diputaciones Provinciales o entes supramunicipales
del agua una vez constituidos, la prestación de los servicios de aducción y depuración. Excepcionalmente, previa
justificación en el expediente un municipio podrá ser titular de un servicio de aducción con la captación fuera de su término.

Lo anteriormente establecido se entenderá sin perjuicio de los supuestos contemplados en el artículo 35.4 de esta Ley,
en los que resulte obligatoria la prestación de los servicios dentro de un sistema de gestión supramunicipal.

3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, la
Agencia Andaluza del Agua podrá asumir la ordenación y gestión de los servicios de aducción y depuración,
subsidiariamente y a costa de los municipios o de los entes supramunicipales del agua y, en su caso, Diputaciones, cuando
de la prestación del servicio se derive grave riesgo para la salud de las personas o se incumpla de manera reiterada la
normativa ambiental con grave riesgo para el medio ambiente.

En el caso de grave riesgo para la salud de las personas, la asunción por la Agencia Andaluza del Agua de los
servicios se producirá a requerimiento de la Consejería competente en materia de salud, a quien corresponde la declaración
de la situación de alerta sanitaria y la adopción de las medidas que correspondan, en los términos establecidos por las
disposiciones reglamentarias sobre vigilancia sanitaria y calidad del agua de consumo humano de Andalucía.

4. Igualmente, podrá la Agencia Andaluza del Agua asumir la ordenación y gestión de los servicios de aducción y
depuración, en el supuesto de que no se presten por los municipios dichos servicios, dentro del sistema de gestión
supramunicipal del agua de uso urbano, conforme a lo establecido en el artículo 35.4.

5. En los supuestos previstos en los apartados 2 y 3, la Agencia Andaluza del Agua requerirá a la entidad local para
que adopte en un plazo determinado, que no podrá ser inferior a un mes, las medidas necesarias para la correcta prestación
del servicio o se integre en el sistema supramunicipal. Dichas medidas se entenderán sin perjuicio de la imposición de las
sanciones que procedan en los casos previstos en el apartado 2.

Transcurrido dicho plazo sin que se hayan adoptado las medidas oportunas, o sin que se hayan integrado los
municipios en el sistema de gestión supramunicipal, y una vez finalizado el procedimiento sancionador, la Agencia Andaluza
del Agua, mediante resolución motivada, podrá optar por la imposición de multas coercitivas o asumir la gestión y
explotación de las infraestructuras de aducción y depuración hasta que cese la situación que la motivó, repercutiendo sobre
los entes locales incumplidores los costes de inversión, mantenimiento y explotación de los servicios, a cuyo efecto los
gastos originados por la intervención subsidiaria generarán créditos a favor de la Agencia Andaluza del Agua que podrán
compensarse con cargo a créditos que tuvieran reconocidos los entes locales por transferencias incondicionadas.

6. En el supuesto contemplado en el párrafo segundo del apartado anterior, la Agencia Andaluza del Agua se
subrogará a todos los efectos, administrativos y económicos, en la posición de la Entidad Local en lo relativo a la prestación
de los servicios de aducción y depuración correspondientes, tanto ante los usuarios del servicio como ante la entidad
prestadora del mismo.

7. Durante el tiempo de prestación subsidiaria de los servicios de aducción y depuración, las Entidades Locales que
no hubieran cumplido con las exigencias establecidas en este artículo no podrán ser beneficiarias de las medidas de fomento
aprobadas por la Junta de Andalucía con la finalidad de proveer a la financiación de dichos servicios.

TÍTULO V

COMUNIDADES DE USUARIOS DE MASAS DE AGUA SUBTERRÁNEA

Artículo 38. Obligación de constituir Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea.
1. Con el fin de garantizar la explotación racional de los recursos hídricos, su calidad y cantidad, así como la

coordinación de todos los aprovechamientos de una masa de agua subterránea, tienen la obligación de constituirse en
Comunidad de Usuarios de Masas de Agua Subterránea los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas públicas con
origen en dicha masa, cuando así lo requiera la Agencia Andaluza del Agua para una mejor gestión, previa audiencia de los
interesados. La constitución de dichas Comunidades de Usuarios podrá, de igual manera, producirse voluntariamente a
instancias de los propios usuarios.

2. También será obligatoria la constitución de Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea en todo caso,
si no estuviere ya constituida, en el plazo máximo de seis meses desde la identificación por la Agencia Andaluza del Agua
de masa en riesgo de no alcanzar los objetivos de buen estado. Transcurrido dicho plazo, y sin perjuicio de la posibilidad
de encomienda de funciones temporal a una entidad representativa de los intereses concurrentes prevista en el artículo
57.1.a) de esta Ley, deberá la Agencia Andaluza del Agua constituirla de oficio.

La Agencia Andaluza del Agua, en colaboración con la Comunidad de Usuarios, aprobará un programa de medidas
de recuperación de la masa de agua subterránea afectada de acuerdo con la planificación hidrológica del Estado y de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.
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3. La Agencia Andaluza del Agua establecerá, en los supuestos de constitución obligatoria, el ámbito territorial en
el que se constituirán una o varias comunidades de usuarios, cuando sean precisas en función de las circunstancias objetivas
de la utilización, coordinación de aprovechamientos y protección dentro de una misma masa de agua subterránea.

4. En el caso de que existan con relación a una misma masa de agua subterránea varias comunidades de usuarios,
estas podrán formar una Comunidad General de Usuarios de Masas de Agua Subterránea para la defensa de sus derechos
y conservación y fomento de sus intereses comunes en dicho ámbito.

5. De igual forma, los usuarios individuales y las comunidades de usuarios de una misma masa de agua subterránea
podrán formar por convenio una junta central de usuarios con la finalidad de proteger sus derechos e intereses frente a
terceros y ordenar y vigilar el uso coordinado de sus propios aprovechamientos. En estas juntas centrales de usuarios tendrán
representación los diferentes usos existentes que afecten a la masa de agua subterránea: abastecimientos a poblaciones,
agrarios, industriales, turísticos y otros usos en actividades económicas.

6. Las comunidades de usuarios de aguas superficiales podrán gestionar los derechos concesionales que sus usuarios
dispongan sobre las masas de aguas subterráneas que se encuentren dentro del ámbito de su territorio, previa conformidad
de dichos usuarios y la autorización de la Agencia Andaluza del Agua. Los usuarios en todo caso verán limitados los
volúmenes que conjuntamente puedan disponer sobre las aguas públicas superficiales y subterráneas a las dotaciones que
sean necesarias para el cumplimiento eficiente del objeto de la concesión.

7. La Agencia Andaluza del Agua podrá imponer, por razón del interés general, la constitución de comunidades
generales y juntas centrales de usuarios a los titulares de aprovechamientos de masas de agua subterránea, en los casos en
que sea necesario para la correcta coordinación, control efectivo y protección de las aguas subterráneas.

8. El procedimiento de constitución de los diferentes tipos de Comunidades de Usuarios de Masas de Agua
Subterránea será el que se establezca reglamentariamente, respetándose en todo caso la participación de los usuarios titulares
de derechos y concesiones anteriores.

Artículo 39. Naturaleza y régimen jurídico de Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea.
1. Las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea tendrán el carácter de corporaciones de derecho

público adscritas a la Agencia Andaluza del Agua, que velará por el cumplimiento de sus estatutos y el buen orden de los
aprovechamientos. Actuarán conforme a los procedimientos establecidos en la presente Ley y en sus estatutos u ordenanzas,
de acuerdo con lo previsto en la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Los estatutos u ordenanzas de las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea incluirán la finalidad
y el ámbito territorial de la utilización de los bienes del dominio público hidráulico, regularán la participación y
representación obligatoria, en relación con sus respectivos intereses, de los titulares actuales y sucesivos de bienes y
servicios y de los participantes en el uso del agua, y obligarán a que todos los titulares contribuyan a satisfacer en equitativa
proporción los gastos comunes de explotación, conservación, reparación y mejora, así como los cánones y tarifas que
correspondan. Los estatutos u ordenanzas de las comunidades, en cuanto acordados por su junta general, establecerán las
previsiones correspondientes a las infracciones y sanciones que puedan ser impuestas por el jurado de acuerdo con la
costumbre y el procedimiento propios de los mismos, garantizando los derechos de audiencia y defensa de los afectados.
La Agencia Andaluza del Agua no podrá denegar la aprobación de los estatutos u ordenanzas, ni introducir variantes en
ellos, sin previo dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía.

Artículo 40. Funciones de las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea en el ámbito de competencias
de la Agencia Andaluza del Agua.

Sin perjuicio de las facultades de las comunidades de usuarios que con carácter general se contemplan en el artículo
83 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, a las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea que estén
adscritas a la Agencia Andaluza del Agua les corresponderán, en la medida en que afecte a sus respectivos ámbitos
territoriales, las siguientes funciones:

a) Función consultiva o de informe en todo procedimiento de otorgamiento, modificación o extinción de derechos
de uso de aguas subterráneas.

b) Control de extracciones e instalación de contadores de los distintos aprovechamientos transmitiendo a la Agencia
Andaluza del Agua cuantas irregularidades se observen, sin perjuicio del ejercicio de sus propias funciones disciplinarias.

c) Denuncia ante la Agencia Andaluza del Agua de las actividades que puedan deteriorar la calidad del agua, la
perforación de nuevas captaciones no autorizadas o las modificaciones realizadas sin autorización.

d) Defensa de los aprovechamientos frente a terceros.
e) Fomento entre los distintos tipos de usuarios de mecanismos de racionalización del uso el agua, como

reasignaciones de derechos de uso de agua, mejora de regadíos, entre otros.
f) Participación en los órganos de la Agencia Andaluza del Agua, en la forma que se establezca reglamentariamente.
g) Cumplimiento de los programas de recuperación de las masas de agua en mal estado.

Artículo 41. Convenios entre la Agencia Andaluza del Agua y las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua
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Subterránea.
1. La Agencia Andaluza del Agua celebrará convenios con las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua

Subterránea al objeto de establecer la colaboración de estas en las funciones de control efectivo del régimen de explotación
y respeto a los derechos sobre las aguas. En esos convenios podrán preverse, entre otros, los siguientes contenidos:

a) La prestación de asistencia técnica y económica a las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea
para la colaboración y cooperación con la Agencia Andaluza del Agua en los trabajos que se encomienden y para el
desarrollo de sus funciones.

b) La colaboración para dar asistencia a la Agencia Andaluza del Agua en los trabajos de regularización
administrativa de aprovechamientos y usos que se encuentren en el ámbito de la masa de agua subterránea a la que afecte.

c) La colaboración en el control efectivo del régimen de explotación de las masas de agua subterránea, así como en
el seguimiento del estado cuantitativo y químico de las aguas subterráneas del ámbito de su competencia.

d) La colaboración en los programas o planes de actuación y recuperación de las masas de agua subterránea en riesgo
de no alcanzar los objetivos de buen estado.

e) La participación de las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea en el desarrollo de los procesos
de elaboración y revisión de la planificación hidrológica del ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) La sustitución de las captaciones de aguas subterráneas preexistentes por captaciones comunitarias.

2. Las comunidades generales y las juntas centrales de usuarios de masas de aguas subterráneas también podrán
suscribir convenios con la Agencia Andaluza del Agua para la correcta coordinación, control efectivo y protección de las
aguas subterráneas en los términos señalados en el anterior apartado.

Artículo 42. Participación y representación de las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea en los
órganos de gobierno y participación de la Agencia Andaluza del Agua.

Las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea participarán, en proporción a su representación de
usuarios, en los órganos de la Agencia Andaluza del Agua, conforme a lo dispuesto en el artículo 13.4 de esta Ley.

TÍTULO VI

DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO

CAPÍTULO I

Servidumbres

Artículo 43. Servidumbre de protección de cauces.
1. En las zonas de servidumbre de protección de cauces, a las que se refiere el artículo 6.1.a) del Texto Refundido

de la Ley de Aguas, se garantizará con carácter general la continuidad ecológica, para lo cual deberán permanecer
regularmente libre de obstáculos, sin perjuicio del derecho a sembrar en los términos establecidos por la legislación básica.

2. Las condiciones técnicas para garantizar la continuidad ecológica en caso de actuaciones desarrolladas por las
Administraciones Públicas para el cumplimiento de fines de interés general, se establecerán reglamentariamente rigiéndose
hasta ese momento por lo que establezca su normativa técnica específica. No obstante lo anterior, la Agencia Andaluza del
Agua podrá establecer, atendiendo a las circunstancias concurrentes, condicionantes técnicos específicos.

3. Se declaran de utilidad pública las actuaciones que deban hacerse en las citadas zonas con el fin de protección de
los cauces, a los efectos de la expropiación forzosa de los terrenos necesarios para su ejecución.

Artículo 44. Zona de policía.
La zona de policía a la que se refiere el artículo 6.1.b) del Texto Refundido de la Ley de Aguas incluirá la zona o

zonas donde se concentra preferentemente el flujo de las aguas, en las que solo podrán ser autorizadas por la Agencia
Andaluza del Agua aquellas actividades no vulnerables frente a las avenidas y que no supongan una reducción significativa
de la capacidad de las vías de intenso desagüe.

CAPÍTULO II

Ordenación del territorio

Artículo 45. Ordenación territorial y urbanística.
1. La Agencia Andaluza del Agua deberá emitir informe sobre los actos y planes con incidencia en el territorio de

las distintas Administraciones Públicas que afecten o se refieran al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales,
superficiales o subterráneas, a los perímetros de protección, a las zonas de salvaguarda de las masas de agua subterránea,
a las zonas protegidas o a los usos permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y
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policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidrológica y en las planificaciones sectoriales
aprobadas por el Consejo de Gobierno.

2. La Administración competente para la tramitación de los instrumentos de ordenación del territorio y de
planeamiento urbanístico solicitará a la Agencia Andaluza del Agua informe sobre cualquier aspecto que sea de su
competencia y, en todo caso, sobre las infraestructuras de aducción y depuración. El informe se solicitará con anterioridad
a la aprobación de los planes de ordenación territorial y de la aprobación inicial y definitiva de los instrumentos de
planeamiento urbanístico. El informe tendrá carácter vinculante y deberá ser emitido en el plazo de seis meses,
entendiéndose favorable si no se emite en dicho plazo.

En dicho informe se deberá hacer un pronunciamiento expreso sobre si los planes de ordenación del territorio y
urbanismo respetan los datos del deslinde del dominio público y la delimitación de las zonas de servidumbre y policía que
haya facilitado la Agencia Andaluza del Agua a las entidades promotoras de los planes. Igualmente el informe apreciará el
reflejo que dentro de los planes tengan los estudios sobre zonas inundables.

3. Cuando la ejecución de los actos o planes de las Administraciones comporte nuevas demandas de recursos hídricos,
el informe de la Agencia Andaluza del Agua al que se refiere este artículo se pronunciará expresamente sobre la existencia
o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas, así como sobre la adecuación del tratamiento de los
vertidos a la legislación vigente.

4. Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación a las ordenanzas y actos que aprueben las entidades
locales en el ámbito de sus competencias, salvo que se trate de actuaciones llevadas a cabo en aplicación de instrumentos
de planeamiento que hayan sido objeto del correspondiente informe previo de la Agencia Andaluza del Agua con carácter
favorable.

5.Los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico deberán incorporar las determinaciones
y medidas correctoras contenidas en el informe de la Agencia Andaluza del Agua que minimicen la alteración de las
condiciones hidrológicas de las cuencas de aportación y sus efectos sobre los caudales de avenida.

6. En los instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento urbanístico, no se podrá prever ni autorizar en las
vías de intenso desagüe ninguna instalación o construcción, ni de obstáculos que alteren el régimen de corrientes.

7. Reglamentariamente se establecerá el contenido mínimo que deben recoger los instrumentos de planeamiento
urbanístico en materia de agua.

Artículo 46. Cartografía.
1. En el Plan Cartográfico de Andalucía que se apruebe por el Consejo de Gobierno, y sus instrumentos de desarrollo,

se incluirá la elaboración de la cartografía del dominio público hidráulico que será pública y sus determinaciones habrán
de ser tenidas en cuenta en el proceso de elaboración de los instrumentos de ordenación territorial y planeamiento
urbanístico, para compatibilizar los usos con el respeto al dominio público hidráulico y a las zonas inundables.

2. La cartografía contendrá las siguientes delimitaciones:

a) Determinación técnica del dominio público hidráulico.
b) Zona inundable para el período de retorno de cien años en régimen real con suelo semisaturado.
c) Zona inundable para el período de retorno de quinientos años en régimen real con suelo semisaturado.
d) Vías de intenso desagüe.

3. Si las determinaciones establecidas en la cartografía no se consideraran adecuadas, las personas interesadas, a su
costa, podrán recabar a la Agencia Andaluza del Agua la realización de estudios en detalle.

4. Las determinaciones contenidas en la cartografía no alterarán la posesión ni la titularidad dominical de los terrenos.

CAPÍTULO III

Derechos de uso y control

Artículo 47. Asignación de recursos.
1. La Agencia Andaluza del Agua asignará los recursos hídricos disponibles para la mejora de los abastecimientos

estableciendo su procedencia y podrá disponer la sustitución de caudales por otros de diferente origen con la finalidad de
racionalizar el aprovechamiento del recurso, de acuerdo con la planificación hidrológica, para todas las concesiones y todos
los aprovechamientos. En caso de que se originen perjuicios a las personas o entidades titulares de derechos sobre las aguas
que se usen para la sustitución, los nuevos usuarios beneficiados por la sustitución deberán asumir los costes que tales
perjuicios originen.

2. La Agencia Andaluza del Agua asignará los recursos hídricos de mejor calidad para los abastecimientos a la
población.

3. La sustitución de caudales se podrá hacer por otros procedentes de la reutilización de aguas residuales regeneradas
que tengan las características adecuadas a la finalidad de la concesión, debiendo los nuevos usuarios que se beneficien de
la sustitución asumir los costes de los tratamientos adicionales que sean necesarios, así como del resto de costes derivados
de la sustitución.
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4. Los caudales ecológicos o demandas ambientales no tendrán el carácter de uso, por lo que no existirá el deber de
indemnización de los costes que generen, debiendo considerarse como una restricción que se impone con carácter general
a los sistemas de explotación.

5. Igualmente podrá la Agencia Andaluza del Agua modificar, adaptar, reajustar y ampliar la cantidad de los recursos
en origen, la duración temporal y la regulación estacional de las concesiones a las poblaciones dentro del ámbito territorial
de prestación del servicio, estableciendo para las ampliaciones y nuevas concesiones las condiciones económicas.

6. Los derechos de uso privativo de las aguas no implicarán el aseguramiento a sus titulares de la disponibilidad de
caudales y no serán objeto de indemnización las restricciones que deban hacerse en situaciones de sequía.

7. La Agencia Andaluza del Agua podrá:

a) Determinar para cada uso el punto en el que debe instalarse la toma de abastecimiento correspondiente a una
concesión nueva o cualquier ampliación de las concesiones existentes para el abastecimiento de uno o diversos municipios.

b) Ordenar la incorporación de nuevos abastecimientos o la ampliación de los existentes mediante la conexión de
las instalaciones municipales a la red de abastecimiento, con el incremento previo de la dotación de la concesión otorgada,
previo informe de la entidad local. En caso de que un municipio se niegue a la incorporación o ampliación ordenada por la
Agencia Andaluza del Agua, esta podrá imponerle multas coercitivas o incluso ejecutar subsidiariamente y a costa del
municipio las obras necesarias para la correspondiente conexión.

Artículo 48. Concesiones de uso de aguas.
El régimen jurídico de las concesiones de uso de aguas será el establecido en la legislación básica, con las siguientes

particularidades:

1. La Agencia Andaluza del Agua, cuando así lo soliciten las personas o entidades titulares de derechos al uso
privativo de las aguas, podrá modificar los usos del agua previstos en los títulos concesionales, siempre que no se alteren
los derechos de otros concesionarios, ni se perjudique el régimen de explotación o el dominio público hidráulico. Cuando
la modificación solicitada sea declarada en los términos previstos reglamentariamente de utilidad pública o interés social,
podrá producirse para usos de menor rango en el orden de prioridad establecido en el artículo 26.

2. Para el otorgamiento de nuevas concesiones de agua o la ampliación de las existentes, la Agencia Andaluza del
Agua tendrá en consideración las disponibilidades globales de la Demarcación, aun cuando existan recursos libres en el
sistema de explotación.

3. La concesión de nuevos aprovechamientos deberá tener en consideración los efectos sobre el ciclo integral del
agua, tanto sobre las aguas superficiales como las subterráneas vinculadas a las mismas, así como los derechos concedidos
a los usuarios aguas abajo.

4. Las concesiones de aprovechamiento de aguas se otorgarán por un plazo máximo de duración de veinte años. No
obstante, podrán otorgarse por plazo superior cuando quede acreditado en el expediente de concesión que las inversiones
que deban realizarse para el desarrollo de la actividad económica requieran un plazo mayor para garantizar su viabilidad,
en cuyo caso se otorgarán por el tiempo necesario para ello, con el límite temporal y sin perjuicio de la excepcional
posibilidad de prórroga en los términos contemplados en el artículo 59 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Cuando el destino del uso fuese el riego o el abastecimiento a población, el titular del derecho podrá obtener una
nueva concesión con el mismo uso y destino conforme a lo dispuesto en el artículo 53.3 del Texto Refundido de la Ley de
Aguas.

5. La Agencia Andaluza del Agua podrá revisar los derechos concesionales en los términos previstos por la normativa
básica y, en particular, en los supuestos en los que acredite, en atención a las alternativas productivas en la zona de
producción y tecnologías disponibles, que el objeto de la concesión puede cumplirse con una menor dotación o una mejora
de la técnica de utilización del recurso, que contribuya a un ahorro del mismo.

Igualmente, podrá revisar, a instancias de la persona titular de los derechos concesionales, el uso del agua previsto
en el título concesional y destinarlo a otros usos de mayor utilidad pública o interés social y que generen reducciones de
consumos.

Serán objeto de revisión las concesiones cuando no se hubieran utilizado parcialmente los caudales concedidos, por
causa imputable a la persona titular del derecho, durante tres años ininterrumpidos o cinco con interrupción en un periodo
de diez años. A estos efectos, no se considerarán incluidas en el supuesto anterior las alternativas productivas que se lleven
a cabo durante el citado período que impliquen un menor consumo de agua en los términos que reglamentariamente se
determinen.

La revisión de los derechos concesionales, por causa de uso ineficiente o no uso parcial, no generará para sus titulares
derecho a indemnización alguna.

6.  En caso de que por razones imputables a la persona titular de un derecho al uso privativo de las aguas, durante
tres años seguidos o durante cinco con interrupción, dentro de un periodo de diez años, no se haya hecho ningún uso de
dicho derecho, la Agencia Andaluza del Agua lo declarará caducado.

7. Si el ejercicio de un derecho al uso privativo de las aguas afectara al derecho de otro usuario, otorgado con
anterioridad, la Agencia Andaluza del Agua revisará las características de la última concesión para suprimir tal afección.

8.  En los usos agrarios, urbanos e industriales en los que haya tenido lugar una modernización de regadíos, de redes
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de abastecimiento o de las instalaciones industriales, respectivamente, la Agencia Andaluza del Agua, conjuntamente con
la Consejería competente por razón de la materia, revisará las concesiones para adecuarlas a la nueva situación existente,
destinando los recursos obtenidos a las dotaciones del Banco Público del Agua.

La revisión de las concesiones de acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior no conllevará indemnización
alguna para su titular.

9. En las ayudas que se concedan para la modernización de infraestructuras y regadíos, se establecerán los objetivos
del ahorro que se pretendan conseguir con el proyecto de modernización. Estos objetivos deberán ser aceptados por las
personas beneficiarias de la subvención y la Agencia Andaluza del Agua revisará las concesiones de acuerdo con dichos
objetivos de ahorro, una vez que hayan finalizado las actuaciones contempladas en el correspondiente proyecto de
modernización.

10. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento y criterios para la revisión de las concesiones conforme a
lo previsto en este artículo.

11. Todas las personas y entidades titulares de derechos al uso privativo de las aguas estarán obligadas a instalar y
mantener sistemas de medición de caudal homologados.

En caso de conducciones por canales o acequias y en aquellos casos en que no sea posible o resulte desproporcionado
técnica y económicamente el cumplimiento del deber de instalación de caudalímetros homologados, la Agencia Andaluza
del Agua podrá autorizar otro tipo de sistemas de medición de caudal.

Artículo 49. Bancos Públicos del Agua.
1. En cada demarcación o, en su caso, distrito hidrográfico de Andalucía, podrá constituirse un Banco Público del

Agua, a través del cual la Agencia Andaluza del Agua podrá realizar ofertas públicas de adquisición de derechos de uso del
agua, para satisfacer las siguientes finalidades:

a) Conseguir el buen estado ecológico de las masas de agua, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47.4 de esta
Ley.

b) Corregir los desequilibrios de recursos en los sistemas de explotación.
c) Constituir reservas para los fines previstos en los planes hidrológicos de demarcación.
d) Atender fines concretos de interés autonómico.
e) Ceder los derechos de uso del agua por el precio que en cada caso se acuerde.

2. Las dotaciones del Banco Público del Agua podrán tener su origen en los derechos obtenidos por la Administración
como consecuencia de expropiaciones y en la revisión o extinción por cualquier causa de derechos concesionales.

3. Los Bancos Públicos del Agua llevarán un sistema de contabilización de operaciones separado del resto de las
operaciones de la Agencia Andaluza del Agua.

4. Los contratos de enajenación y adquisición de la titularidad de los derechos deberán respetar los principios
establecidos en la normativa de contratos del sector público.

5. El objeto de las ofertas de enajenación que realicen los interesados y las interesadas deberá estar referido a
volúmenes reales de agua usada por su titular, en los términos establecidos en la normativa básica para los contratos de
cesión.

6. La constitución de un Banco Público del Agua y el régimen de las ofertas que se puedan realizar por la Agencia
Andaluza del Agua se establecerán por Decreto del Consejo de Gobierno, sin perjuicio de lo establecido en la normativa
básica para los centros de intercambio de derechos.

7. Para la adquisición de derechos de agua no se requerirá la condición previa de usuario.

Artículo 50. Contratos de cesión de derechos al uso privativo de las aguas.
La cesión de derechos al uso privativo de las aguas se podrá llevar a cabo de acuerdo con lo dispuesto en la Sección

segunda del Capítulo III del Título IV del Texto Refundido de la Ley de Aguas y el Título VI del Reglamento del Dominio
Público Hidráulico aprobado por Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, que desarrolla los Títulos Preliminar, I, IV, V, VI,
VII y VIII del Texto Refundido de la Ley de Aguas, debiéndose tener en cuenta lo siguiente:

a) La cesión tendrá carácter temporal.
b) La cesión deberá hacerse para usos de igual o mayor rango según el orden de preferencia establecido en el plan

hidrológico de la demarcación o, en su defecto, en el artículo 26 de esta Ley. En este último caso, cuando la cesión de los
derechos tenga por objeto la realización de usos establecidos en la letra c) del apartado 2 de dicho artículo, deberá acreditarse
para su autorización el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad, mantenimiento de la cohesión territorial y el mayor
valor añadido en términos de creación de empleo y generación de riqueza para Andalucía.

c) Cuando razones de interés general lo justifiquen, la persona titular de la Consejería de Medio Ambiente podrá
autorizar con carácter excepcional cesiones de derechos de uso del agua que no respeten las normas sobre prelación de usos
a que se refiere el apartado anterior de este artículo.

d) Para la adquisición de derechos de agua se requerirá la condición previa de concesionario o titular de algún
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derecho al uso privativo de las aguas.

Artículo 51. Infraestructuras de conexión intercuencas.
1. Previa autorización de la persona titular de la Consejería competente en materia de aguas, se podrán utilizar

infraestructuras que interconecten territorios de distintos planes hidrológicos de cuenca para efectuar las transacciones
reguladas en este Capítulo III, siempre que se cumplan los postulados recogidos en las leyes singulares reguladoras de cada
trasvase y exista informe favorable de la Agencia Andaluza del Agua al respecto.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Capítulo III, el régimen económico financiero aplicable a estos supuestos será
el establecido en las normas singulares que regulen el régimen de explotación de las correspondientes infraestructuras.

Artículo 52. Planes y programas de inspección y control.
1. Anualmente se aprobará y ejecutará por la Agencia Andaluza del Agua un programa de inspecciones de vertidos

que establecerá una frecuencia de inspecciones basadas en los siguientes criterios:

a) Adecuación de las instalaciones de tratamiento de los vertidos.
b) Incumplimientos detectados con anterioridad.
c) Población atendida o volumen que vierte la industria.
d) Peligrosidad del vertido industrial.
e) Existencia en núcleos urbanos de un número importante de industrias o de industrias altamente contaminantes por

la toxicidad potencial de sus vertidos o por el volumen de los mismos.
f) Existencia de espacios naturales protegidos o especies en peligro.

2. Para las personas y entidades titulares de derechos al uso privativo de las aguas se llevará a cabo un plan de control
de las condiciones en que deban realizarse dichos aprovechamientos, en función de la importancia de los mismos.

3. Igualmente, con carácter anual se aprobará y ejecutará por la Agencia Andaluza del Agua un programa de
inspecciones de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Aprovechamientos denegados.
b) Aprovechamientos que hayan sido objeto de sanciones con anterioridad.
c) Aprovechamientos situados sobre masas de agua subterránea, especialmente sobre las identificadas en riesgo de

no alcanzar el buen estado.
d) Aprovechamientos que afecten a abastecimiento de poblaciones.

Artículo 53. Registro de derechos de aguas.
1.Por Decreto del Consejo de Gobierno se creará un Registro de derechos de aguas cuya gestión corresponderá a la

Agencia Andaluza del Agua.
En dicho Registro se inscribirán de oficio los aprovechamientos de aguas públicas adquiridos por disposición legal

relativos a las zonas regables de iniciativa pública, previo procedimiento administrativo que incluirá necesariamente trámite
de audiencia a los titulares de estos aprovechamientos e informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía. Estas
inscripciones habrán de contener los datos identificativos del aprovechamiento, el volumen anual así como la superficie
regable, al igual que en los supuestos de inscripción de los títulos concesionales.

2. El Registro será público, sin perjuicio de la protección de datos personales, y la información será accesible
mediante medios electrónicos, en los términos establecidos por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de
los Ciudadanos a los Servicios Públicos.

3. Lo dispuesto anteriormente se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el Real Decreto 1666/2008, de 17 de
octubre, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de recursos y aprovechamientos hidráulicos correspondientes a las aguas de la cuenca del Guadalquivir que
discurren íntegramente por el territorio de la Comunidad Autónoma.

Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de transformación de los derechos sobre aguas privadas en una
concesión de aguas públicas, a solicitud del titular de dichos derechos, con la finalidad anteriormente prevista. La concesión,
que se otorgará previa audiencia al titular de los derechos sobre las aguas privadas, deberá en todo caso ajustarse a lo
establecido en la planificación hidrológica.

CAPÍTULO IV

Aguas subterráneas

Artículo 54. Aprovechamientos de aguas subterráneas.
1. En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, no se podrán realizar captaciones de agua, sin la previa

concesión o autorización administrativa.
Las captaciones que no sobrepasen los siete mil metros cúbicos anuales requerirán autorización administrativa cuando
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la masa de agua subterránea haya sido declarada en riesgo de no alcanzar el buen estado.
Igualmente será precisa la autorización administrativa para la captación de agua subterránea o de manantial que no sobrepase
los siete mil metros cúbicos cuando la Agencia Andaluza del Agua, una vez iniciado el procedimiento que se regulará
reglamentariamente, declare que una masa de agua subterránea debe ser objeto de tal control preventivo para evitar que
llegue a la situación de masa de agua subterránea en riesgo de no alcanzar el buen estado.

2. Deberá ser objeto de autorización por la Agencia Andaluza del Agua, con anterioridad a su ejecución, la apertura
de pozos para el aprovechamiento de aguas, así como el incremento de su diámetro y profundidad y la modificación de su
ubicación, sin perjuicio del resto de las autorizaciones y licencias que fueren necesarias.

3. Los derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, sea cual fuere la naturaleza de los mismos, quedarán
limitados por las condiciones básicas contenidas en el título de la concesión o la autorización, considerándose como tales
tanto las geométricas referidas al diámetro y profundidad del pozo, como las de explotación en materia de caudales
instantáneos y continuos y almacenamiento de aguas en balsas.

Cualquier modificación de las condiciones establecidas para los aprovechamientos de aguas subterráneas requerirá
la autorización de la Agencia Andaluza del Agua. No obstante, previa comunicación a la Agencia Andaluza del Agua,
podrán realizarse almacenamientos en balsas cuando el volumen de agua almacenada no exceda en total de cincuenta mil
metros cúbicos y no se supere el 20% del volumen anual de captación a que se tenga derecho, siempre que con dicho
almacenamiento no se alteren de forma significativa los procesos de recarga natural del acuífero.

La Agencia Andaluza del Agua podrá autorizar, en su caso, la modificación de las condiciones básicas de los
aprovechamientos de aguas privadas preexistentes al 1 de enero de 1986 cuando, a solicitud de su titular, dicho derecho
sobre aguas privadas se transforme en una concesión de utilización de aguas públicas, siempre que dichas modificaciones
no supongan el incremento de los caudales totales utilizados, ni la modificación del régimen de aprovechamiento. En el caso
de que la persona titular realizara dichas actuaciones sin autorización, las aguas perderán el carácter privado, sin perjuicio
de la aplicación de las sanciones que procedieren.

4. La mera limpieza de pozos, así como cualesquiera otras actuaciones de mera conservación y mantenimiento de
los mismos y sus instalaciones, que no conlleven la alteración de las características básicas inscritas del pozo, no requerirán
autorización de la Agencia Andaluza del Agua, pero será necesario, a efectos de control, comunicar con al menos quince
días de antelación a la Agencia Andaluza del Agua la intención de realizar las operaciones señaladas.

5. Previa autorización de la Agencia Andaluza del Agua podrá incrementarse la superficie regada con aguas
subterráneas privadas o destinarse las mismas a terrenos diferentes. Para la obtención de la autorización, los titulares de
derechos sobre dichas aguas privadas deberán acreditar ante la Agencia Andaluza del Agua los siguientes aspectos:

a) Que las modificaciones solicitadas no conllevan incremento de consumo de agua sobre la que hubieran
efectivamente consumido durante las tres anualidades anteriores, si el consumo se hubiera realizado con continuidad, o
durante los cinco últimos años si el consumo se hubiera realizado con interrupción.

b) Que no se cause un daño ambiental a la masa de agua subterránea.
c) Que no se perjudiquen los derechos de otros usuarios.

6. Los usuarios de una masa de agua subterránea, o subsidiariamente la Agencia Andaluza del Agua, adoptarán las
medidas necesarias para el cumplimiento de los programas de recuperación de las masas de agua en mal estado.

7. Las Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea gestionarán las infraestructuras de captación,
transporte y distribución general, en su ámbito respectivo de actuación, de acuerdo con los criterios y normas que sus
estatutos establezcan. Las Comunidades de Usuarios velarán por un uso eficiente del agua, manteniendo de forma adecuada
las infraestructuras de transporte de agua, y estarán obligadas a establecer las derramas en función del volumen consumido
por cada comunero.

Artículo 55. Deberes de colaboración.
1. Las personas y entidades titulares de derecho al uso privativo de las aguas subterráneas están obligadas a permitir

el acceso a terrenos, instalaciones y obras hidráulicas en los términos establecidos en el artículo 107 de esta Ley.
2. Las compañías suministradoras de servicios energéticos deberán facilitar a la Agencia Andaluza del Agua, previo

requerimiento, los datos sobre titulares de contratos vinculados a instalaciones de captación de aguas, potencias instaladas
y consumos de energía relacionados con dicha actividad, en los plazos y forma que se regulen reglamentariamente.
Asimismo, las compañías dedicadas a sondeos y construcción de pozos e instalaciones de captación de aguas subterráneas
estarán obligadas a facilitar un inventario de las operaciones realizadas, características y localización de las mismas, previo
requerimiento de la Agencia Andaluza del Agua, en los plazos y forma que se regulen reglamentariamente.

Las compañías de suministro energético y de sondeos deberán, con anterioridad a la prestación del servicio y
ejecución de la obra, exigir del promotor la acreditación de la autorización administrativa para la realización de las labores
de investigación o de la concesión o autorización administrativa para la extracción y aprovechamiento de las aguas, debiendo
ceñirse en su actuación al contenido y límites de dicha concesión o autorización.
Artículo 56. Pozos abandonados.

La persona titular de los terrenos en donde existan pozos en desuso estará obligada a su sellado, previa comunicación
a la Agencia Andaluza del Agua. En caso de que los pozos estén situados en terrenos públicos, el obligado será la persona
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titular del derecho al uso privativo. Reglamentariamente se establecerán las condiciones de sellado y verificación de pozos
en desuso.

En caso de incumplimiento de dicha obligación y sin perjuicio de la caducidad de la concesión, en su caso, y las
medidas sancionadoras que correspondan, la Agencia Andaluza del Agua requerirá mediante las correspondientes órdenes
de ejecución dirigidas a su titular, y dictadas previa audiencia del mismo, que los pozos que se abandonen o estén en desuso
sean sellados de forma tal que se evite el deterioro de las masas de agua subterránea. Transcurrido el plazo concedido en
la orden, podrá la Agencia Andaluza del Agua ejecutar subsidiariamente las labores de sellado, previo requerimiento a la
persona titular y a su costa.

Artículo 57. Masas de agua subterránea en riesgo de no alcanzar el buen estado.

1. La Agencia Andaluza del Agua, una vez que una masa de agua subterránea haya sido identificada en riesgo de no
alcanzar un buen estado, llevará a cabo las siguientes medidas:

a) Procederá a la constitución de oficio de una Comunidad de Usuarios de Masas de Agua Subterránea, de la forma
establecida en el artículo 38, si no la hubiere, o encomendará sus funciones con carácter temporal a una entidad
representativa de los intereses concurrentes.

b) Aprobará de oficio, o a propuesta de la comunidad de usuarios o de cualquier parte interesada y en el plazo
máximo de un año desde que haya tenido lugar la identificación, un programa de medidas de recuperación de la masa de
agua afectada con arreglo a lo siguiente:

1.º Deberá incorporarse en el programa de medidas al que se refiere el artículo 28.
2.º Hasta la aprobación del programa de medidas de recuperación, la Agencia Andaluza del Agua podrá acordar las

limitaciones de extracción así como las medidas de protección de la calidad del agua subterránea que sean necesarias como
medida preventiva y cautelar.

3.º Para la aprobación del programa de medidas de recuperación se recabará informe de la comunidad de usuarios
y una vez aprobado será de obligado cumplimiento, sea cual sea la naturaleza del título del derecho al uso privativo del agua.

4.º El programa de actuación ordenará el régimen de extracciones para lograr una explotación racional de los recursos
hasta alcanzar un buen estado de las masas de agua subterránea, así como la recuperación de los manantiales y ecosistemas
terrestres asociados y podrá establecer la sustitución de las captaciones individuales preexistentes por captaciones
comunitarias, transformándose, en su caso, los títulos individuales con sus derechos inherentes en uno colectivo que deberá
ajustarse a lo dispuesto en el programa de actuación.

5.º En su caso, el programa podrá prever la aportación de recursos externos a la masa de agua subterránea incluyendo
los criterios para la explotación conjunta de los recursos locales y de los externos.

6.º Podrá determinar también perímetros de protección de las masas de agua subterránea, con arreglo a lo que se
establece en el artículo 58.

7.º El programa de medidas de recuperación podrá incluir una zona de salvaguarda en la cual no será posible el
otorgamiento de nuevas concesiones de aguas subterráneas a menos que las personas y entidades titulares de las
preexistentes estén constituidas en comunidades de usuarios. Las zonas de salvaguarda determinadas se incorporarán al
registro de zonas protegidas de la demarcación hidrográfica. Para el caso de nuevas concesiones, estas deben ir acompañadas
de la delimitación de la correspondiente zona de salvaguarda.

c) No se otorgarán nuevos derechos de agua ni autorizaciones de uso sobre la masa en riesgo en tanto la circunstancia
que ha llevado al deterioro de la masa permanezca.

2. Las Administraciones competentes en ordenación del territorio y urbanismo deberán tener en cuenta la
identificación de la masa de agua en riesgo y las previsiones contenidas en la letra b) del apartado 1 de este artículo en la
elaboración de sus instrumentos de planificación, así como en el otorgamiento de las licencias que, en su caso, puedan
proceder.

3. Para el control de las medidas de recuperación y de la ejecución del programa se constituirá un órgano específico
de gestión para cada masa de agua subterránea afectada, que elaborará un informe anual sobre la marcha del programa y
propondrá las modificaciones que estime procedentes.

4. De manera excepcional se podrán autorizar temporalmente extracciones superiores a los recursos disponibles de
una masa de agua subterránea, cuando esté garantizado el cumplimiento de los objetivos medioambientales.

5. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la identificación de la masa de agua en riesgo de no
alcanzar un buen estado, la determinación de los perímetros de protección y de las zonas de salvaguarda, y el procedimiento
de autorización excepcional y temporal a que se refiere el apartado 4 de este artículo.

Artículo 58. Perímetro de protección de las masas de agua subterránea.
1. La Agencia Andaluza del Agua podrá determinar un perímetro para la protección de una masa de agua subterránea

en el que será necesaria su autorización para la realización de obras de infraestructura, extracción de áridos u otras
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actividades e instalaciones que puedan afectarlo, de conformidad con la legislación sectorial.
2. Los perímetros de protección tendrán por finalidad la preservación de masas de agua subterránea o de partes de

las mismas que necesiten una especial protección por los usos prioritarios a que están destinadas o la existencia de hábitats
o ecosistemas directamente dependientes de ellas, así como por su vulnerabilidad a la contaminación o a la afección por
explotaciones inadecuadas de agua subterránea.

3. Dentro de la zona establecida, la Agencia Andaluza del Agua podrá imponer limitaciones al otorgamiento de
nuevas concesiones de aguas y autorizaciones de vertido, con objeto de reforzar la protección de la masa de agua. Dichas
limitaciones se expresarán en el documento de delimitación de la zona.

4. Asimismo, podrán imponerse condiciones en el ámbito del perímetro de protección a ciertas actividades o
instalaciones que puedan afectar a la cantidad o a la calidad de las aguas subterráneas. Dichas actividades o instalaciones
se relacionarán en el documento de delimitación de la zona.

5. Las instalaciones o actividades a que se refiere el apartado anterior serán las siguientes, según el objeto de la
protección:

a) Minas, canteras, extracción de áridos.
b) Fosas sépticas, cementerios, almacenamiento, transporte y tratamiento de residuos sólidos o aguas residuales.
c) Depósito y distribución de fertilizantes y plaguicidas, riego con aguas residuales y explotaciones ganaderas

intensivas.
d) Almacenamiento, transporte y tratamiento de hidrocarburos líquidos o gaseosos, productos químicos,

farmacéuticos y radiactivos, industrias alimentarias y mataderos.
e) Camping y zonas de baños.

6. Los condicionamientos establecidos en el perímetro de protección deberán ser tenidos en cuenta en los diferentes
planes urbanísticos o de ordenación del territorio.

Artículo 59. Recarga artificial en las masas de agua subterránea.
1. La recarga artificial o almacenamiento temporal para aumentar la regulación de recursos hídricos o recuperar masas

de agua en riesgo podrá hacerla de oficio la Agencia Andaluza del Agua, y previa autorización de la Agencia, la comunidad
de usuarios constituida sobre la correspondiente masa de agua subterránea o un usuario singular.

2. A la solicitud de autorización se acompañará:

a) Informe hidrogeológico suscrito por personal técnico competente donde figure una caracterización completa de
la masa de agua subterránea, y claramente definida la estructura del almacén y sus límites.

b) Justificación de la necesidad de efectuar la recarga y destino que se dará al agua almacenada.
c) Volumen de agua a inyectar y previsión de su movimiento.
d) Documento que acredite la disponibilidad de recursos y calidad del agua a inyectar, así como posibles

interacciones con el agua del acuífero.
e) Programa de recarga y extracción, en el que se tendrá en cuenta la explotación de las masas de agua subterránea

según lo dispuesto por los Planes de sequía, en el caso de que existan.

3. La persona titular de la autorización de la recarga dispondrá de los volúmenes de agua que expresamente autorice
la Agencia Andaluza del Agua, con las limitaciones que se establezcan con motivo de dicha autorización. La persona titular
de la autorización de recarga podrá solicitar de la Agencia Andaluza del Agua la fijación de un perímetro de protección en
el entorno de la zona de recarga, en los términos previstos en el artículo 58.

CAPÍTULO V

Seguridad de presas y embalses

Artículo 60. Seguridad de presas y embalses.
1. La Administración de la Junta de Andalucía, a través de la Agencia Andaluza del Agua, es la Administración

competente en materia de seguridad en relación con las presas, balsas y embalses siguientes:

a) Las situadas en dominio público hidráulico sobre el que ejerza competencias propias o por delegación de acuerdo
con esta Ley.

b) Las balsas situadas fuera de dominio público hidráulico en el ámbito geográfico de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

2. Además de la normativa básica en materia de seguridad de presas y embalses, será de aplicación la que se apruebe
reglamentariamente.

3. Por Orden de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua se creará un registro de seguridad
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de presas y embalses, cuya gestión corresponderá a la Agencia Andaluza del Agua.

TÍTULO VII

PREVENCIÓN DE EFECTOS POR FENÓMENOS EXTREMOS

CAPÍTULO I

Instrumentos de prevención del riesgo de inundación

Artículo 61. Evaluación preliminar del riesgo de inundación.
1. En el ámbito territorial que en cada caso se determine, se realizará por la Agencia Andaluza del Agua un

documento de evaluación preliminar del riesgo de inundación sobre la base de la información disponible, como datos
registrados y estudios sobre la evolución a largo plazo, en especial sobre el impacto del cambio climático en la frecuencia
de las inundaciones, con objeto de proporcionar una evaluación del riesgo potencial que tendrá como mínimo el siguiente
contenido:

a) Mapas de la demarcación hidrográfica, a la escala adecuada, que presenten los límites de las cuencas y subcuencas
hidrográficas, y de sus zonas costeras, y que muestren la topografía y los usos del suelo.

b) Una descripción de las inundaciones ocurridas en el pasado que hayan tenido impactos negativos significativos
para la salud humana, el medio ambiente, el patrimonio histórico y la actividad económica, y que tengan una probabilidad
significativa de volver a producirse, con una indicación de la extensión y las vías de evacuación de dichas inundaciones y
una evaluación de las repercusiones negativas que hayan provocado.

c) Una descripción de las inundaciones de las riberas del mar, debido a las dinámicas fluvial y/o marina.
d) Una descripción de las inundaciones de importancia ocurridas en el pasado cuando puedan preverse consecuencias

adversas de futuros acontecimientos similares, y en función de las necesidades específicas.
e) Una evaluación de las consecuencias negativas potenciales de futuras inundaciones para la salud humana, el medio

ambiente, el patrimonio histórico y la actividad económica, teniendo en cuenta, siempre que sea posible, factores como la
topografía, la localización de los cursos de agua y sus características hidrológicas y geomorfológicas generales, incluidas
las llanuras aluviales como zonas de retención naturales, la eficacia de las infraestructuras artificiales existentes de
protección contra las inundaciones, la localización de las zonas pobladas, de las zonas de actividad económica y el panorama
de la evolución a largo plazo, incluidas las repercusiones del cambio climático en la incidencia de inundaciones.

2. Como consecuencia de la evaluación se determinarán las zonas con riesgo potencial de inundación significativo
o en las cuales la materialización de tal riesgo pueda considerarse probable.

Artículo 62. Zonificación del riesgo de inundación.
1. Se elaborarán por la Agencia Andaluza del Agua mapas de peligrosidad por inundaciones y mapas de riesgo de

inundación, a la escala que resulte más apropiada para las zonas determinadas en el siguiente apartado.
2. Los mapas de peligrosidad por inundaciones incluirán las zonas geográficas que podrían inundarse según los

escenarios siguientes:

a) Zonas de inundación frecuente, que comprenden aquellas zonas inundables para avenidas de periodo de retorno
de cincuenta años.

b) Zonas de inundación ocasional, que comprenden las zonas inundables para avenidas de periodo de retorno entre
cincuenta y cien años.

c) Zonas de inundación excepcional, que comprenden las zonas inundables para avenidas de periodo de retorno entre
cien y quinientos años.

3. Respecto a cada uno de los escenarios enumerados se indicarán los elementos siguientes:

a) Extensión de la inundación.
b) Calados del agua o nivel de agua, según proceda.
c) Cuando proceda, la velocidad de la corriente o el caudal de agua correspondiente.

4. Los mapas de riesgo de inundación mostrarán las consecuencias adversas potenciales asociadas a la inundación
en los escenarios indicados, expresadas mediante los parámetros siguientes:

a) Número indicativo de habitantes que pueden verse afectados.
b) Tipo de actividad económica de la zona que puede verse afectada.
c) Instalaciones que puedan ocasionar contaminación accidental en caso de inundación y zonas protegidas que puedan
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verse afectadas.
d) Cualquier otra información de interés, como la indicación de zonas en las que puedan producirse inundaciones

con alto contenido de sedimentos transportados y flujos de derrubios e información sobre otras fuentes importantes de
contaminación.

Artículo 63. Planes de gestión del riesgo de inundación.
1. Sobre la base de los mapas de riesgo, se desarrollarán y establecerán planes de gestión del riesgo de inundación

coordinados por demarcación o, en su caso, distrito hidrográfico, para las zonas de riesgo. La aprobación de dichos planes
corresponderá a la Consejería competente en materia de agua a propuesta de la Agencia Andaluza del Agua, teniendo sus
determinaciones carácter obligatorio.

2. Los planes de gestión establecerán los objetivos adecuados de gestión del riesgo de inundación para cada zona de
riesgo, centrando su atención en la reducción de las consecuencias adversas potenciales de la inundación para la salud
humana, el medio ambiente, el patrimonio histórico y la actividad económica, y, si se considera oportuno, en iniciativas no
estructurales o en la reducción de la probabilidad de las inundaciones.

3. Los planes de gestión del riesgo de inundación comprenderán medidas para conseguir los objetivos establecidos
con arreglo al apartado 2 e incluirán los componentes especificados en la parte A del Anexo I.

4. Los planes de gestión del riesgo de inundación tendrán en cuenta aspectos pertinentes tales como los costes y
beneficios, la extensión de la inundación y las vías de evacuación de inundaciones, así como las zonas con potencial de
retención de las inundaciones, como las llanuras aluviales naturales, los objetivos medioambientales, la gestión del suelo
y del agua, la ordenación del territorio, el uso del suelo, la conservación de la naturaleza, la navegación e infraestructuras
de puertos.

5. Los planes de gestión del riesgo de inundación abarcarán todos los aspectos de la gestión del riesgo de inundación,
centrándose en la prevención, protección y preparación, incluidos la previsión de inundaciones y los sistemas de alerta
temprana, y teniendo en cuenta las características de la cuenca o subcuenca hidrográfica considerada. Los planes de gestión
del riesgo de inundación podrán incluir, asimismo, la promoción de prácticas de uso sostenible del suelo, la mejora de la
retención de aguas y la inundación controlada de determinadas zonas en caso de inundación.

Artículo 64. Integración en la planificación hidrológica.
Los instrumentos de prevención del riesgo de inundación previstos en el presente Capítulo se elaborarán en

coherencia con los procesos de redacción de los planes hidrológicos de las demarcaciones hidrográficas intercomunitarias
e Intracomunitarias, incorporándose a estos planes las determinaciones básicas establecidas en dichos instrumentos.

Artículo 65. Aprobación, participación, publicidad y eficacia.
1.CLos instrumentos de prevención del riesgo de inundación previstos en el presente Capítulo serán elaborados por

la Agencia Andaluza del Agua y aprobados por la Consejería competente en materia de agua.
2. Se establecerán mecanismos que permitan la participación activa de las partes interesadas en la evaluación

preliminar de riesgo de inundación, así como en la elaboración, revisión y actualización de los instrumentos de prevención
del riesgo de inundación, especialmente de los representantes de los municipios afectados. Dicha participación se coordinará
con la participación activa de los interesados en el proceso de planificación hidrológica de la demarcación.

3. La evaluación preliminar del riesgo de inundación, los mapas de peligrosidad por inundaciones, los mapas de
riesgo de inundación y los planes de gestión del riesgo de inundación tendrán la consideración de información ambiental
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22.

CAPÍTULO II

Prevención de efectos por sequía

Artículo 66. Planes especiales de actuación en situaciones de alerta y eventual sequía.
1. Corresponderá al Consejo de Gobierno la aprobación de los planes especiales en situaciones de alerta y eventual

sequía de las demarcaciones hidrográficas andaluzas, que permitan la gestión planificada en dichas situaciones, con
delimitación de sus fases, medidas aplicables en cada una de ellas a los sistemas de explotación y limitaciones de usos, con
el objetivo de reducir el consumo de agua.

Los planes especiales de actuación en situaciones de alerta y eventual sequía dispondrán las actuaciones necesarias
para asegurar el abastecimiento a la población y a las instalaciones que presten servicios de interés general así como, en la
medida de lo posible, a los restantes usuarios de acuerdo con el orden de prioridad que se establezca. A estos efectos, se
establecerán criterios de modulación de las dotaciones de agua, con el objeto de garantizar una superficie mínima a regar
que permita unas rentas básicas para los usuarios agrarios y la supervivencia de la arboleda y los cultivos permanentes.

2. Los municipios, por sí solos o agrupados en sistemas supramunicipales de agua, con más de diez mil habitantes,
deberán obligatoriamente aprobar planes de emergencia ante situaciones de sequía, para lo cual contarán con el
asesoramiento técnico de la Agencia Andaluza del Agua. Una vez aprobados dichos planes serán obligatorios, y en caso de
que el municipio no exija su cumplimiento, la Agencia Andaluza del Agua podrá imponerlos subsidiariamente y a costa del
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municipio.
3. Por resolución de la persona titular de la presidencia de la Agencia Andaluza del Agua se declarará la entrada y

salida de los sistemas en aquellas fases que representen restricciones de uso del recurso, previo informe de la comisión para
la gestión de la sequía a la que se refiere el apartado siguiente.

4. En cada distrito hidrográfico se constituirá una comisión para la gestión de la sequía. Reglamentariamente se
regulará su composición y funcionamiento.

TÍTULO VIII

RÉGIMEN ECONÓMICO-FINANCIERO

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 67. Principios generales.
Las administraciones públicas competentes, en relación con todos los recursos que conforman el régimen

económico-financiero contenido en este Título, atenderán a los principios derivados de la Directiva 2000/60/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de la política de aguas.

En particular, las Administraciones tendrán en cuenta el principio de recuperación de costes de los servicios
relacionados con la gestión de las aguas, incluyendo los costes ambientales y del recurso, de conformidad con lo establecido
en el artículo 111 bis.3 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Asimismo, las Administraciones establecerán los oportunos mecanismos compensatorios para evitar la duplicidad
en la recuperación de costes de los servicios relacionados con la gestión del agua.

Artículo 68. Conceptos y definiciones.
Sin perjuicio de las definiciones propias contenidas en el presente Título, los conceptos en materia de agua aplicables

serán los establecidos por la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalucía, por la normativa básica y por la normativa
comunitaria aplicable a la materia.

Artículo 69. Normativa aplicable.
Los cánones que se regulan en el presente Título se rigen por lo preceptuado en esta Ley, por la normativa

autonómica que les sea de aplicación y por la legislación tributaria estatal.

Artículo 70. Reclamaciones contra los actos de aplicación de los cánones.
1. El conocimiento de las reclamaciones interpuestas contra los actos dictados por la Administración competente en

relación con los cánones a que se refiere el presente Título corresponderá a los órganos económico-administrativos de la
Comunidad Autónoma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.1 a de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

2. En el caso de las reclamaciones interpuestas contra actuaciones u omisiones de los particulares, la competencia
de los órganos económico-administrativos de la Comunidad Autónoma vendrá determinada por el lugar donde se realice
el hecho imponible.

3. Las reclamaciones interpuestas contra los actos administrativos de las entidades locales derivados de la aplicación
de esta ley se regirán por su normativa específica.

Artículo 71. Lugar y forma de pago.
1. La Consejería competente en materia de hacienda aprobará los modelos de declaración y autoliquidación del canon

de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración de interés de la Comunidad Autónoma y los cánones y la tarifa a
que se refiere el Capítulo III del presente Título, y determinará el lugar y la forma de pago.

2. Con el fin de facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias derivadas de la aplicación de los cánones y
la tarifa a que se refiere el apartado anterior, la Consejería competente en materia de hacienda desarrollará los medios
técnicos necesarios para la presentación telemática de las declaraciones y autoliquidaciones correspondientes.

3. Por Orden de la Consejería competente en materia de hacienda se establecerán los supuestos en que resulte
obligatoria la presentación y el pago telemático del canon de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración de interés
de la Comunidad Autónoma y de los cánones y la tarifa regulados en el Capítulo III del presente Título.

4. De igual forma, por Orden de la Consejería competente en materia de hacienda, se podrán establecer plazos de
presentación distintos de los establecidos para los cánones y la tarifa a que se ha hecho referencia en el anterior apartado
dependiendo de la configuración de los mismos y de la magnitud de la base imponible.

Artículo 72. Otras obligaciones.
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Mediante Orden de la Consejería competente en materia de agua podrá determinarse la instalación de instrumentos
para la comprobación de los elementos de los cánones regulados en este Título.

Artículo 73. Régimen sancionador.
1. Las infracciones tributarias relativas a estos cánones se calificarán y sancionarán con arreglo a lo dispuesto en la

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
2. Sin perjuicio de lo anterior, se considera infracción tributaria grave el incumplimiento por parte de las entidades

suministradoras de la obligación de repercutir el canon de mejora en factura.

3. Las infracciones tipificadas en el apartado anterior serán sancionadas conforme a la normativa general tributaria.

Artículo 74. Compatibilidad con otras figuras tributarias.
Los cánones regulados en el presente Título son compatibles con los tributos locales destinados a la financiación de

los servicios del ciclo integral del agua de uso urbano, así como con los cánones y tarifas regulados en el Texto Refundido
de la Ley de Aguas, en los términos previstos en esta ley, sin que en ningún caso pueda producirse para los obligados
tributarios doble imposición.

CAPÍTULO II

Canon de mejora

Sección 1.ª Normas comunes

Artículo 75. Ámbito de aplicación y modalidades.
1. El canon de mejora es un tributo aplicable en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
2. Este canon se exaccionará bajo la modalidad regulada en la Sección 3.ª de este Capítulo.

Artículo 76. Objeto y finalidad.
El canon de mejora grava la utilización del agua de uso urbano con el fin de posibilitar la financiación de las

infraestructuras hidráulicas de cualquier naturaleza correspondientes al ciclo integral del agua de uso urbano en el ámbito
de las entidades locales situadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 77. Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible del canon la disponibilidad y el uso urbano del agua de cualquier procedencia,

suministrada por redes de abastecimiento públicas o privadas.
Se asimilan a uso urbano las pérdidas de agua en las redes de abastecimiento en los términos que disponga esta Ley.
2. Cuando el sujeto pasivo sea titular de diferentes contratos de suministro de agua, el hecho imponible se entenderá

realizado por cada uno de los contratos.

Artículo 78. Base Imponible.
1. Constituye la base imponible del canon el volumen de agua facturado por las entidades suministradoras durante

el periodo impositivo, expresado en metros cúbicos.
2. En el supuesto de pérdidas de agua en las redes de abastecimiento, la base imponible será la diferencia entre el

volumen suministrado en alta a la entidad suministradora y el volumen facturado por la misma, expresado en metros cúbicos.

Artículo 79. Estimación directa de la base imponible.
1. La determinación de la base imponible se realizará, con carácter general, en régimen de estimación directa, en

función del volumen de agua facturado por la entidad suministradora.
2. En el caso de pérdidas de agua en las redes de abastecimiento, la determinación de la base imponible se realizará

en función del volumen de agua suministrado en alta y el volumen de agua facturado.

Artículo 80. Estimación indirecta de la base imponible.
En los supuestos establecidos en el artículo 53 de la Ley General Tributaria, la Administración determinará la base

imponible en régimen de estimación indirecta, utilizando para ello cualquiera de los medios referidos en el citado artículo.

Artículo 81. Repercusión.
1. En el supuesto del artículo 77.1, párrafo primero, la entidad suministradora deberá repercutir íntegramente el

importe del canon sobre el contribuyente, que queda obligado a soportarlo.
2. La repercusión deberá hacerse constar de forma diferenciada en la factura o recibo que emita la entidad

suministradora, en los que, como mínimo, deberá indicarse la base imponible, los tipos y el porcentaje que resulten de
aplicación, así como la cuota tributaria del canon.
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Sección 2.ª Canon de Mejora de Infraestructuras Hidráulicas de depuración de interés de la Comunidad Autónoma

Artículo 82. Naturaleza.
El canon de mejora en esta modalidad tendrá la consideración de ingreso propio de la Comunidad Autónoma de

Andalucía de naturaleza tributaria.

Artículo 83. Afectación.
Los ingresos procedentes del canon de mejora quedan afectados a la financiación de las infraestructuras de

depuración declaradas de interés de la Comunidad Autónoma.
El pago de intereses y la amortización de créditos para la financiación de las infraestructuras antes mencionadas

podrán garantizarse con cargo a la recaudación que se obtenga con el canon.

Artículo 84. Supuesto de exención.

Estarán exentos los usos urbanos cuyos vertidos se realicen al dominio público hidráulico o marítimo terrestre,
incluidos en el ámbito de aplicación del Impuesto sobre vertidos a las aguas litorales regulado en la Sección 3.ª del Capítulo
I, Título II de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas y/o al canon
de control de vertidos establecido en el artículo 113 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 85. Obligados tributarios.
1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, las personas físicas o jurídicas, y las entidades a que se refiere el

artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, usuarias del agua de las redes de abastecimiento.
En el supuesto de pérdidas de agua en redes de abastecimiento, tendrán la consideración de usuario del agua las

entidades suministradoras y las personas físicas o jurídicas titulares de otras redes de abastecimiento.
2. En el caso del párrafo primero del apartado anterior, tendrán la consideración de sujetos pasivos, como sustitutos

del contribuyente, las entidades suministradoras.
3. A los efectos de este canon, se considerarán entidades suministradoras aquellas entidades públicas o privadas

prestadoras de servicios de agua que gestionan el suministro del agua al usuario final, incluidas las Comunidades de Usuarios
previstas en el artículo 81 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 86. Reducciones en la base imponible.
1. En el caso de pérdidas de agua en redes de abastecimiento, se aplicará una reducción en la base imponible sobre

el volumen de agua suministrada en alta a la entidad suministradora, en el porcentaje que reglamentariamente se determine.
Esta reducción tendrá como límite el valor de la base imponible.

2. Se aplicará una reducción del 50% en la base imponible sobre el volumen de agua suministrada a las industrias
conectadas a redes de abastecimiento con consumo superior a 20.000 metros cúbicos anuales, cuando el volumen de vertido
a las redes de alcantarillado sea inferior al volumen suministrado en un 50%.

Artículo 87. Base liquidable.
La base liquidable será el resultado de aplicar a la base imponible la reducción prevista en el artículo anterior. Cuando

no proceda la reducción, la base liquidable será igual a la base imponible.

Artículo 88. Cuota íntegra.
La cuota íntegra será el resultado de sumar la cuota variable por consumo y, en su caso, la cuota fija por

disponibilidad.

Artículo 89. Cuota fija.
La cuota fija para usos domésticos será de un euro al mes por usuario.
En el caso de contadores o sistemas de aforos colectivos, se considerarán tantos usuarios como viviendas y locales.

Artículo 90. Cuota variable.
1. La cuota variable resultará de aplicar a la base liquidable, una vez deducidos dos metros cúbicos por vivienda y

mes como mínimo exento, la tarifa progresiva por tramos incluida en la siguiente tabla:
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Tipo (euros/m³)

Uso doméstico 
Consumo entre 2 m³ y 10 m³/vivienda/mes 0,10
Consumo superior a 10 hasta 18 m³/vivienda/mes 0,20
Consumo superior a 18 m³/vivienda/mes 0,60

Usos no domésticos
Consumo por m³/mes 0,25
Pérdidas en redes de abastecimiento 0,25

2. En el caso de que el número de personas por vivienda sea superior a cuatro, el límite superior de cada uno de los
tramos de la tarifa progresiva se incrementarán en tres metros cúbicos por cada persona adicional que conviva en la vivienda.
Para la aplicación del tramo incrementado a que se refiere el párrafo anterior será requisito la solicitud del contribuyente,
dirigida a la entidad suministradora, en la que deberá constar la acreditación de dichos extremos mediante certificación
expedida por el Ayuntamiento correspondiente o mediante cesión de la información, previa autorización del interesado.
La solicitud producirá sus efectos en la facturación posterior a su fecha de presentación, debiendo ser renovada cada dos
años. La falta de renovación dejará sin efecto la aplicación del tramo incrementado.

Artículo 91. Período impositivo y devengo.
El período impositivo coincidirá con el período de facturación de la entidad suministradora, devengándose el canon

el último día del período impositivo.
En el supuesto de pérdida de agua en redes de abastecimiento, el periodo impositivo coincidirá con el año natural

y se devengará el último día del mismo periodo.

Artículo 92. Autoliquidación.
1. Los sustitutos del contribuyente estarán obligados a presentar una autoliquidación semestral, dentro del plazo de

los primeros veinte días naturales de los meses de enero y julio siguientes a la conclusión de cada semestre. Dicha
autoliquidación comprenderá, en los términos que se establezcan por Orden de la Consejería competente en materia de
hacienda, la totalidad de los hechos imponibles devengados en el período a que la misma se refiera así como los datos
necesarios para la determinación de las cuotas tributarias correspondientes.

2. El importe de las cuotas facturadas, de las que no hayan sido repercutidas en factura y de las que correspondan
al consumo de la propia entidad suministradora se ingresará en el plazo señalado en el apartado 1 y en el lugar y forma
establecido por Orden de la Consejería competente en materia de hacienda.

Del importe que resulte a ingresar, correspondiente a la autoliquidación de cada semestre, las entidades
suministradoras deducirán, en su caso, los importes correspondientes a las obras de depuración financiadas a cargo de
Entidades Locales, a que hace referencia el apartado 1 de la disposición transitoria octava.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, dentro del plazo de los veinte primeros días del mes de
marzo siguiente a la conclusión del periodo impositivo, los sustitutos del contribuyente deberán presentar, en el lugar y
forma establecido por Orden de la Consejería competente en materia de hacienda, una declaración anual comprensiva de
todos los hechos imponibles realizados en el año anterior.

Asimismo, en su caso, los sustitutos consignarán la cuantía correspondiente a la anualidad de las obras de depuración
financiadas a cargo de las Entidades Locales.

4. En el supuesto de pérdidas de agua en redes de abastecimiento, los contribuyentes estarán obligados a presentar
una declaración anual dentro de los veinte primeros días del mes de marzo siguiente a la conclusión del periodo impositivo,
determinar la cuota e ingresar su importe en el plazo indicado, en el lugar y forma establecido por la Consejería competente
en materia de hacienda.

Artículo 93. Obligaciones materiales y formales.
Las entidades suministradoras estarán obligadas a presentar una declaración relativa al comienzo, modificación y

cese de las actividades que determinen la sujeción al presente canon, en los términos que se establezcan mediante Orden
de la Consejería competente en materia de hacienda.

Sección 3.ª Canon de Mejora de Infraestructuras Hidráulicas competencia de las Entidades Locales

Artículo 94. Establecimiento del canon.
1. Las entidades locales titulares de las competencias de infraestructuras hidráulicas para el suministro de agua

potable, redes de abastecimiento y, en su caso, depuración podrán solicitar a la Comunidad Autónoma el establecimiento
con carácter temporal de la modalidad del canon de mejora regulado en esta Sección y en la Sección 1.ª de este Capítulo.

2. A estos efectos se faculta a la Consejería competente en materia de agua para establecer el canon a que se refiere
el apartado anterior, fijando su cuantía conforme a las determinaciones contenidas en el artículo 97, su régimen de aplicación
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y la vigencia por el tiempo necesario para lograr con su rendimiento el fin al que va dirigido.

Artículo 95. Afectación.
1. Los ingresos procedentes del canon de mejora quedan afectados a la financiación de las infraestructuras hidráulicas

de suministro de agua potable, redes de saneamiento y, en su caso, depuración.
2. El pago de intereses y la amortización de créditos para la financiación de las infraestructuras antes mencionadas

podrán garantizarse con cargo a la recaudación que se obtenga con el canon.

Artículo 96. Obligados tributarios.
1. Son sujetos pasivos a título de contribuyentes, las personas físicas o jurídicas, y las entidades a que se refiere el

artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, usuarias de los servicios de agua potable y saneamiento.
En los casos en que el servicio sea prestado por las entidades suministradoras, estas tendrán la consideración de

sujetos pasivos como sustitutos del contribuyente.

2. A estos efectos, se considerarán entidades suministradores aquellas entidades públicas o privadas prestadoras de
servicios de agua que gestionan el suministro del agua al usuario final, incluidas las comunidades de usuarios previstas en
el artículo 81 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 97. Cuota íntegra.
El canon de mejora podrá consistir en una cantidad fija por usuario, una cantidad variable, que deberá establecerse

de forma progresiva y por tramos, en función de los metros cúbicos de agua facturados dentro del período de liquidación
que se considere, o bien en la cantidad resultante de la aplicación conjunta de ambas fijándose, en cada supuesto, en las
cuantías necesarias para que la suma de los ingresos obtenidos durante la vigencia del mismo, sean los suficientes para cubrir
las inversiones a realizar y, en su caso, los costes financieros que generen las mismas, y sin que su importe total pueda
superar el de las tarifas vigentes de abastecimiento y saneamiento del agua.

Artículo 98. Período impositivo y devengo.
El período impositivo coincidirá con el período de facturación de la entidad suministradora, devengándose el canon

el último día de ese período impositivo.

Artículo 99. Aplicación del canon.
La gestión del canon corresponderá a la respectiva entidad local, que determinará su forma de aplicación, así como

el lugar y la forma de pago.

CAPÍTULO III

Canon de regulación y tarifa de utilización del agua y canon de servicios generales

Sección 1.ª Canon de regulación y tarifa de utilización del agua

Artículo 100. Naturaleza.
Tienen la consideración de ingreso propio de la Comunidad Autónoma el canon de regulación y la tarifa de

utilización del agua establecidos en el artículo 114 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 101. Período impositivo, devengo y determinación de la cuantía.
1. El período impositivo del canon de regulación y la tarifa de utilización del agua coincidirá con el año natural y

se devengará el 1 de enero de cada año.
2. Para la determinación de la cuantía del canon de regulación y la tarifa de utilización, no se tendrán en cuenta los

gastos de administración a los que se refiere el artículo 114.3.b) del Texto Refundido de la Ley de Aguas.
3. Cuando por razones propias de la tramitación, por la interposición de recursos o reclamaciones o por otras causas,

no se hubiera fijado la cuantía del canon y la tarifa a que hace referencia el párrafo anterior, correspondientes al ejercicio,
se considerará vigente la última aprobada En este caso, las diferencias en más o en menos que pudieran resultar entre las
cantidades previstas de gastos de funcionamiento y conservación para el ejercicio cuya cuantía se ha prorrogado y los gastos
realmente producidos y acreditados en la liquidación de dicho ejercicio, se tendrán en cuenta para la determinación de la
cuantía del canon y la tarifa de utilización del agua del ejercicio siguiente.

Artículo 102. Ámbito de aplicación.
El canon y la tarifa anteriores serán exigibles en el ámbito territorial de Andalucía definido por sus competencias en

materia de aguas.

Sección 2.ª Canon de servicios generales
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Artículo 103. Creación, naturaleza y regulación.
1. Se crea como ingreso propio de la Comunidad Autónoma el canon de servicios generales para cubrir los gastos

de administración de la Agencia Andaluza del Agua destinados a garantizar el buen uso y conservación del agua, eliminando
este concepto de la determinación de la cuantía del canon de regulación y la tarifa de utilización del agua.

2. El canon anterior será exigible en el ámbito territorial de Andalucía definido por sus competencias en materia de
aguas.

3. Constituye el hecho imponible del canon la realización de actividades y la prestación de servicios de
administración general de la Agencia Andaluza del Agua, que afecten directa o indirectamente a la conservación y
explotación de las obras hidráulicas, así como a los diferentes usos y aprovechamientos de aguas subterráneas y
superficiales.

4. Serán sujetos pasivos del canon de servicios generales, a título de contribuyente, todos los usuarios de aguas,
afectados o beneficiados por la realización de actividades y prestación de servicios, personas físicas o jurídicas y las
entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, que ostenten cualquier título de derecho sobre las
mismas: concesión, autorización o inscripción en el Registro de Agua, en el Catálogo de Aguas Privadas y, en general,
quienes lleven a cabo el aprovechamiento o uso de las aguas en los distintos sistemas de explotación de recursos.

5. Estarán exentos del canon los titulares de los usos y aprovechamientos del agua inferiores a siete mil metros
cúbicos anuales.

6. El periodo impositivo coincidirá con el año natural y se devengará el 1 de enero de cada año.

Artículo 104. Determinación de la cuantía.
Para la determinación de la cuantía del canon de servicios generales se tendrá en cuenta lo establecido en los

apartados siguientes:

a) La cuantía se fijará para cada ejercicio presupuestario en función de los gastos de administración del organismo
gestor que afecten directa o indirectamente a la conservación y explotación de las obras hidráulicas, así como a los diferentes
usos y aprovechamiento de aguas subterráneas y superficiales.

El procedimiento y la forma de determinar la cuantía serán las establecidas en el artículo 114 del Texto Refundido
de la Ley de Aguas y en sus normas de desarrollo, así como por lo dispuesto en esta ley, liquidándose en su caso al tiempo
del canon de regulación y la tarifa de utilización del agua.

b) Una vez obtenida la cuantía conforme al apartado anterior, se distribuirá entre los diferentes sistemas de
explotación hidrológicos mediante la aplicación de los coeficientes establecidos en el Anexo II, calculados en función de
la demanda del recurso. Para los usos no consuntivos de agua el cálculo se realizará de igual forma pero aplicando un
coeficiente de 1/100 reductor.

c) El valor unitario de aplicación individual a cada sujeto obligado vendrá dado en unidades de superficie cultivable,
volumen de agua concedido, caudal, consumo de agua, energía o cualquier otro tipo de unidad adecuada al uso de que se
trate, estableciendo la Consejería competente en materia de agua, a propuesta de la Agencia Andaluza del Agua, oídos los
órganos representativos de los usuarios o beneficiarios existentes en su seno las equivalencias necesarias. También podrá
establecerse una tarifa binomia que contemple dos unidades de medida cuando la Agencia Andaluza del Agua lo considere
oportuno.

No obstante, en los usos y aprovechamientos de aguas subterráneas la asignación individual se hará, en todo caso,
en función del volumen de agua inscrito, autorizado o, en su caso, captado.

d) Cuando por razones propias de la tramitación, por la interposición de recursos o reclamaciones o por otras causas
no se hubiera fijado la cuantía del canon correspondiente al ejercicio se considerará vigente la última aprobada. En este caso,
las diferencias en más o en menos que pudieran resultar entre las cantidades previstas de gastos de administración para el
ejercicio cuya cuantía se ha prorrogado y los gastos realmente producidos y acreditados en la liquidación de dicho ejercicio,
se tendrán en cuenta para la determinación de la cuantía del canon del ejercicio siguiente.

Sección 3.ª Disposición común

Artículo 105. Competencia para la aplicación.
Corresponde la aplicación de estos cánones y tarifa a la Agencia Tributaria de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

sin perjuicio de la delegación a que hace referencia la Disposición adicional quinta de la Ley 23/2007, de 18 de diciembre,
por la que se crea la Agencia Tributaria de Andalucía y se aprueban medidas fiscales, de acuerdo con la regulación y el
procedimiento establecido en la presente norma y en lo no establecido expresamente, de conformidad con la normativa
estatal aplicable.

TÍTULO IX

DISCIPLINA EN MATERIA DE AGUA

Artículo 106. Régimen general.
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Las previsiones contenidas en este Título desarrollan y complementan el régimen sancionador establecido en el Título
VII del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Sin perjuicio de lo anterior, serán de aplicación en materia de agua las disposiciones contenidas en el Título VIII de
la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental contenidas en el Capítulo I, sobre disposiciones generales; Capítulo
II, relativas a vigilancia e inspección y control ambiental; Sección 4.ª del Capítulo III, sobre infracciones y sanciones en
materia de calidad del medio hídrico; Sección 7.ª, correspondiente a infracciones y sanciones de las entidades colaboradoras
de la Administración, en el ejercicio de sus funciones; Capítulo IV, sobre Responsabilidad por infracciones y normas
comunes al procedimiento sancionador, salvo lo dispuesto en los artículos 160 y 161; el Capítulo V en materia de
restauración del daño al medio ambiente.

Artículo 107. Acceso a terrenos, instalaciones y obras hidráulicas.
1. Las autoridades, los agentes de la autoridad y la guardería fluvial en el ejercicio de sus funciones de inspección

programadas o expresamente ordenadas por las autoridades ambientales podrán:

a) Acceder libremente, en cualquier momento y sin previo aviso, a todo tipo de terrenos e instalaciones sujetos a
inspección y a permanecer en ellos, con respeto, en todo caso, a la inviolabilidad del domicilio. Al efectuar una visita de
inspección, deberán comunicar su presencia a la persona inspeccionada o a su representante, a menos que considere que
dicha comunicación pueda perjudicar el éxito de sus funciones.

b) Proceder a practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que consideren necesaria para
comprobar que las disposiciones legales se observan correctamente.

c) Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales, realizar mediciones, obtener fotografías, vídeos, grabación de
imágenes, y levantar croquis y planos, siempre que se notifique a la persona titular o a su representante, salvo casos de
urgencia, en los que la notificación podrá efectuarse con posterioridad.

2. El acceso en funciones de inspección conllevará obligatoriamente el levantamiento de la correspondiente acta de
visita de inspección, que deberá ser puesta en conocimiento de la persona titular de los terrenos e instalaciones.

Artículo 108. Entidades colaboradoras.
1. Son entidades colaboradoras de la Agencia Andaluza del Agua las previstas en el artículo 129 de la Ley de Gestión

Integrada de la Calidad Ambiental en el ámbito de calidad del medio hídrico, de acuerdo con el régimen jurídico establecido
en dicha disposición y el Decreto 12/1999, de 26 de enero, por el que se regulan las entidades colaboradoras de la Consejería
competente en materia de agua en el área de protección ambiental.

2. Son entidades colaboradoras de la Agencia Andaluza del Agua en materia de control de la seguridad de presas y
embalses las establecidas en el artículo 365 del Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

3. En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, las condiciones y el procedimiento para obtener y renovar
el título de entidad colaboradora en materia de control de la seguridad de presas y embalses, las actividades a las que se
puede extender su colaboración, así como las facultades y competencias de su personal que, en todo caso, estará facultado
para acceder a las instalaciones correspondientes, serán las que establezca la persona titular de la Consejería competente
en materia de agua mediante Orden.

4. Por Orden de la persona titular de la Consejería competente en materia de agua se creará un registro de entidades
colaboradoras en materia de control de la seguridad de presas y embalses, cuya gestión corresponderá a la Agencia Andaluza
del Agua.

Artículo 109. Infracciones sobre el dominio público hidráulico.
1. Son infracciones leves:

a) La navegación y la flotación de embarcaciones, el establecimiento de barcas de paso y sus embarcaderos y el
ejercicio de cualquier otro uso común de carácter especial en zonas en las que expresamente esté prohibido dicho uso o,
cuando estuviera permitido, sin la presentación de una declaración previa responsable.

b) El cruce de canales o cauces en lugar prohibido, por personas, ganado o vehículos.
c) La desobediencia a las órdenes o requerimientos del personal de la Administración del Agua en el ejercicio de las

funciones que tiene encomendadas.
d) El incumplimiento de las obligaciones de medición directa de los consumos.
e) El incumplimiento de los usuarios en los deberes de colaboración, de utilizar el agua con criterios de racionalidad

y sostenibilidad, de contribuir a evitar el deterioro de la calidad de las masas de agua y sus sistemas asociados, de reparar
las averías de las que sean responsables y de informar de las averías en las redes de abastecimiento que impliquen pérdidas
de agua o el deterioro de su calidad.

f) El incumplimiento de las condiciones impuestas en las concesiones y autorizaciones administrativas a que se refiere
la legislación de aguas.

g) La extracción de aguas superficiales o subterráneas sin la correspondiente concesión o autorización cuando sea
precisa, así como la realización de trabajos o mantenimiento de cualquier medio que hagan presumir la realización o la
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continuación de la captación de dichas aguas.
h) La ejecución de obras, trabajos, siembras o plantaciones, sin la debida autorización administrativa, en el dominio

público hidráulico o en las zonas sujetas legalmente a algún tipo de limitación en su destino o uso.
i) La invasión o la ocupación de los cauces y lechos o la extracción de áridos en ellos sin la correspondiente

autorización, cuando no se deriven daños graves para el dominio público hidráulico.
j) El daño a las obras hidráulicas o plantaciones y la sustracción y daños a los materiales acopiados para su

construcción, conservación, limpieza y monda.
k) El corte de árboles, ramas, raíces, arbustos o vegetación riparia o acuícola en los lechos, cauces, riberas o márgenes

sometidos al régimen de servidumbre y policía sin autorización administrativa, cuando provoquen daños al dominio público
hidráulico.

l) La instalación de obstáculos en la zona de servidumbre de protección.
m) La prestación de servicios o la ejecución de obras, por las empresas de suministro eléctrico y de sondeos, sin

exigir la acreditación de las autorizaciones y concesiones administrativas para la realización de la investigación sobre
existencia de aguas subterráneas o para la extracción de las mismas, así como la prestación de los servicios o la ejecución
de las obras sin sujeción a las condiciones y límites de dichas autorizaciones o concesiones administrativas.

n) La realización de una actuación o actividad sin cumplir los requisitos exigidos legalmente, o sin haber obtenido
autorización, así como sin haber realizado la comunicación o declaración responsable cuando alguna de ellas sea preceptiva.

ñ) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento, que se
acompañe o incorpore a la declaración responsable o comunicación previa.

o) La alteración o el incumplimiento de las previsiones contenidas en la comunicación o declaración responsable para
el ejercicio de una determinada actuación o actividad o de las condiciones impuestas por la Administración para el ejercicio
de la misma.

p) La realización de acampadas, tanto individuales como colectivas, en zonas de dominio público hidráulico y
servidumbre y policía, sin la previa autorización administrativa, cuando proceda.

q) El almacenamiento de aguas en cauce y de aguas pluviales, así como la recarga de acuíferos, sin la previa
autorización administrativa.

r) La captación de aguas de canales de riego, sin la previa autorización o concesión administrativa.
s) El incumplimiento del deber de constituirse en Comunidades de Usuarios de Masas de Agua Subterránea,

comunidades generales de usuarios y juntas centrales de usuarios, en los casos en que sea obligatoria.
t) El incumplimiento de gestionar los servicios del agua dentro de un sistema de gestión supramunicipal del agua de

uso urbano, cuando resulte obligatorio.

2. Son infracciones graves:

a) La apertura de pozos, la modificación de características relativas a diámetro, profundidad o ubicación así como
la instalación en ellos de instrumentos para la extracción de aguas subterráneas sin disponer de la correspondiente concesión
o autorización para la extracción de las aguas.

b) El incumplimiento de la obligación de sellado de los pozos en desuso.
c) El incumplimiento del deber de instalar un contador homologado y su manipulación.
d) La falta de constitución de Comunidades de Usuarios, cuando así lo requiera la Agencia Andaluza del Agua.
e) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa básica en materia de seguridad de presas y

embalses, cuando ello no conlleve grave riesgo para las personas, los bienes y el medio ambiente.
f) La comisión de las infracciones establecidas en las letras f), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ), o), q), r), s) y t) del

apartado 1, cuando de dichas infracciones se derive un daño grave para el dominio público hidráulico.
g) Las establecidas en el apartado 1, cuando concurra reincidencia.
h) La gestión de los servicios de aducción y depuración cuando de la prestación del servicio se derive grave riesgo

para la salud de las personas o se incumpla de manera reiterada la normativa ambiental con grave riesgo para el medio
ambiente.

i) El incumplimiento de la obligación de incorporar nuevos abastecimientos o la ampliación de los existentes
mediante la conexión de las instalaciones municipales a la red de abastecimiento, en los términos previstos en el artículo
47.7 b de esta Ley.

3. Son infracciones muy graves:

a) La comisión de las infracciones establecidas en las letras f), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ), o), q), r), s) y t) del
apartado 1, cuando de dichas infracciones se derive un daño muy grave para el dominio público hidráulico.

b) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa básica en materia de seguridad de presas y
embalses, cuando con ello se ponga en grave riesgo las personas, los bienes y el medio ambiente.

c) El incumplimiento establecido en la letra h del apartado 2, cuando de dicha infracción se derive un daño muy grave
para la salud de las personas o para el medio ambiente.
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4. Valoración de daños a efectos de la graduación de la infracción.

A efectos de lo establecido en este artículo, sobre el carácter muy grave, grave o leve de los daños al dominio público
hidráulico, se considerarán:

a) Muy graves: los daños cuya valoración supere los 45.075,91 euros.
b) Graves: los daños cuya valoración supere los 4.507,59 euros.
c) Leves: los que no superen la cantidad establecida en la letra anterior.

Artículo 110. Infracciones en materia de inspección e información.
1. Son infracciones leves:

a) La negativa al acceso del personal técnico de la Agencia Andaluza del Agua, los agentes de medio ambiente u
otros agentes de la autoridad y el personal de la guardería fluvial, en el ejercicio de funciones inspectoras, a los terrenos,
instalaciones y obras hidráulicas.

b) La falta de suministro de la información obligatoria en materia de agua, de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

2. Son infracciones graves:
Las previstas en el apartado anterior, cuando la conducta sea reincidente y, en cualquier caso, cuando de dicho

comportamiento se derive un daño para el medio ambiente o el dominio público hidráulico.

Artículo 111. Sanciones e indemnizaciones.

1. Las infracciones establecidas en los artículos 108 y 109 serán sancionadas de la manera siguiente:

a) La comisión de las infracciones administrativas leves se sancionará con multa de hasta 6.010,12 euros.
b) La comisión de las infracciones administrativas graves se sancionará con multa desde 6.010,13 hasta 300.506,61

euros.
c) La comisión de infracciones administrativas muy graves se sancionará con multa desde 300.506,62 hasta

601.012,10 euros.

2.El importe de las sanciones e indemnizaciones ingresadas con motivo de la comisión de infracciones será destinado
por la Agencia Andaluza del Agua a la ejecución de actuaciones para la mejora del dominio público hidráulico y,
especialmente, a la realización de programas específicos de educación y divulgación ambiental.

3.Sin perjuicio de las multas previstas en el apartado 1, la comisión de las infracciones muy graves tipificadas en el
apartado 3 del artículo 109 de esta Ley, podrá llevar aparejada la imposición de todas o algunas de las siguientes sanciones
accesorias:

a) Clausura definitiva, total o parcial, de las instalaciones, equipos y máquinas para el uso del agua, si las
instalaciones no pudieran ser objeto de legalización.

b) Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones, equipos y máquinas para el uso del agua, por un periodo
no superior a dos años o hasta tanto sean objeto de legalización, si fuera ello posible.

c) Caducidad de la autorización o concesión de uso del agua, cuando se hubieren incumplido condiciones esenciales
establecidas en las mismas.

d) Imposibilidad de obtención durante tres años de préstamos, subvenciones o ayudas públicas en materia de medio
ambiente, salvo ayudas de programas ambientales o agroambientales correspondientes a programas de la Política Agrícola
Común.

e) Publicación, a través de los medios que se consideren oportunos, de las sanciones impuestas, una vez que estas
hayan adquirido firmeza en vía administrativa o, en su caso, jurisdiccional, así como los nombres, apellidos o denominación
o razón social de las personas físicas o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las infracciones.

f) Imposibilidad de hacer uso del distintivo de calidad ambiental de la Administración de la Junta de Andalucía por
un periodo mínimo de cinco años y un máximo de diez años.

4. Sin perjuicio de las multas previstas en apartado 1, la comisión de las infracciones graves tipificadas en el apartado
2 del artículo 109 y el apartado 2 del artículo 110 de esta Ley, podrá llevar aparejada la imposición de todas o algunas de
las siguientes sanciones accesorias:

a) Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones, equipos y máquinas para el uso del agua por un período
máximo de un año.

b) Caducidad de la autorización o concesión de uso del agua, cuando se hubieren incumplido condiciones esenciales
establecidas en las mismas.
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c) Suspensión de la autorización o concesión de uso del agua por un periodo máximo de un año.
d) Imposibilidad de obtención durante un año de préstamos, subvenciones o ayudas públicas en materia de medio

ambiente, salvo ayudas de programas ambientales o agroambientales correspondientes a pro gramas de la Política Agrícola
Común.

e) Imposibilidad de hacer uso del distintivo de calidad ambiental de la Administración de la Junta de Andalucía por
un periodo mínimo de dos años y máximo de cinco años.

Artículo 112. Competencia sancionadora.
1.Corresponde a la Agencia Andaluza del Agua el ejercicio de la potestad sancionadora, sin perjuicio de la que, por

razón de la cuantía de la sanción a imponer, corresponde al Consejo de Gobierno y a la persona titular de la Consejería
competente en materia de agua, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. La imposición de las sanciones en materia de agua corresponde a:

a) Las personas titulares de las Direcciones Provinciales de la Agencia Andaluza del Agua, hasta 60.000 euros.
b) La persona titular de la Dirección Gerencia de la Agencia Andaluza del Agua, desde 60.001 hasta 150.250 euros.
c) La persona titular de la Consejería competente en materia de agua, desde 150.251 hasta 300.500 euros.
d) El Consejo de Gobierno, cuando la multa exceda de 300.500 euros.

3. La iniciación de los procedimientos sancionadores será competencia de las personas titulares de las Direcciones
Provinciales de la Agencia Andaluza del Agua.

Artículo 113. Caducidad.
El plazo máximo para resolver los expedientes sancionadores y notificar la resolución no excederá de un año contado

a partir de la iniciación del expediente.

Artículo 114. Denuncias.
Las denuncias se formularán voluntariamente por cualquier persona o entidad y obligatoriamente:

a) Por la guardería fluvial de la Agencia Andaluza del Agua.
b) Por los agentes de medio ambiente u otros agentes de la autoridad.
c) Por las personas funcionarias que tengan encomendadas la inspección y vigilancia de las aguas u obras públicas.
d) Por las comunidades de usuarios u órganos con competencia similar, cuando se cometan infracciones que afecten

a las aguas por ellas administradas y, en general, por el personal funcionario o empleado que preste servicios de guardería,
inspección o análogos, en canales, embalses o acequias de aguas públicas o derivadas en su origen de cauces de dominio
público.

Artículo 115. Potestad sancionadora de los Entes Locales en materia de aguas.
Las ordenanzas que en materia de servicios relacionados con el agua de competencia municipal dicten las entidades

locales podrán tipificar infracciones y establecer sanciones en los términos siguientes:

a) La tipificación de infracciones en las ordenanzas municipales podrá estar referida a las acciones y omisiones
siguientes:

1.ª Las que produzcan un riesgo para la salud de las personas, por la falta de precauciones y controles exigibles en
la actividad, servicio o instalación de que se trate.

2.ª Las que causen daños a las infraestructuras para la prestación de los servicios del agua o, en general, a los bienes
de dominio público o patrimoniales de titularidad municipal, o constituyan una manipulación no autorizada de dichos bienes
e infraestructuras.

3.ª Las que constituyan usos no autorizados de agua o la realización de obras con dicha finalidad, ya estén referidos
a su captación o vertido o a las condiciones en que deban realizarse dichos usos, conforme a las autorizaciones otorgadas
o los contratos suscritos con entidades suministradoras.

4.ª Las prácticas que provoquen un uso incorrecto o negligente del agua, con especial atención al incumplimiento
de las obligaciones relativas al ahorro de agua, así como la falta de uso de las aguas regeneradas en las actividades que sean
susceptibles del mismo o el uso de aguas regeneradas en actividades distintas de las permitidas.

5.ª El incumplimiento total o parcial de las obligaciones impuestas por medidas provisionales o cautelares.
6.ª La falta de instalación de medidores de consumo o vertido o de mantenimiento de los mismos, así como la

negativa a facilitar los datos sobre usos del agua o la facilitación de datos falsos para la obtención de autorizaciones de usos
o en la contratación de los mismos.

7.ª La negativa al acceso de los inspectores en sus funciones de control a las instalaciones privadas relacionadas con
los usos del agua, sin perjuicio de la inviolabilidad del domicilio.
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8.ª Las infracciones por incumplimiento de los parámetros y estándares de garantía y calidad en el suministro y, en
su caso, la vulneración de los derechos reconocidos en la ley a los usuarios de los servicios del ciclo integral del agua.

9.ª Y, en general, a las acciones y omisiones que constituyan incumplimiento de las obligaciones contenidas para los
usos urbanos del agua en esta Ley y en las Ordenanzas relativas a los servicios relacionados con el agua.

b) A las infracciones tipificadas en las Ordenanzas les será de aplicación el régimen sancionador establecido en las
siguientes disposiciones de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental:

- El Capítulo IV, salvo los artículos 160 y 161 y el Capítulo V del Título VIII, este último en cuanto a la reparación
en general del daño causado.

c) El importe de las sanciones pecuniarias que se establezcan en las ordenanzas municipales para las infracciones
leves, graves y muy graves no excederán de los previstos en el artículo 111.1 de esta Ley.

d) En la determinación normativa del régimen sancionador, así como en la imposición de sanciones por las entidades
locales, se deberá cumplir con el principio de proporcionalidad, en los términos establecidos en el artículo 131 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre.

Disposición adicional primera. Registro de derechos y autorizaciones.
En el plazo máximo de tres años desde la entrada en vigor de esta Ley la Agencia Andaluza del Agua deberá disponer

de un sistema de acceso público a la información de los registros públicos de concesiones de agua y autorizaciones de
vertido, que podrá ser consultado a través de sistemas telemáticos.

Disposición adicional segunda. Infraestructuras para la consecución de los objetivos de calidad de las aguas
establecidos en la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se
establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas.

En el plazo de dos meses a contar desde la entrada en vigor de esta Ley, el Consejo de Gobierno aprobará la
declaración de las obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía, para la construcción de las infraestructuras
necesarias para la consecución de los objetivos de calidad de las aguas, establecidos en la Directiva 2000/60/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación
en el ámbito de la política de aguas.

Disposición adicional tercera. Horizontes temporales para la elaboración de instrumentos de evaluación y planes de
gestión de riesgos por inundaciones y revisiones.

1. Se establece como el horizonte para la evaluación preliminar del riesgo de inundación el 22 de diciembre de 2011.
2. Se establece como horizonte temporal para disponer de los mapas de peligrosidad por inundaciones y los mapas

de riesgo de inundación el 22 de diciembre de 2013.
3. Los planes de gestión del riesgo de inundación se dispondrán antes del 22 de diciembre de 2015.
4. La evaluación preliminar del riesgo de inundación se revisará y se actualizará antes del 22 de diciembre de 2018

y, a continuación, cada seis años.
5. Los mapas de peligrosidad por inundaciones y los mapas de riesgo de inundación se revisarán y se actualizarán

antes del 22 de diciembre de 2019 y, a continuación, cada seis años.
6. El plan o planes de gestión del riesgo de inundación, incluidos los componentes indicados en la parte B del Anexo

I, se revisarán y se actualizarán antes del 22 de diciembre de 2021 y, a continuación, cada seis años.
7.  Las posibles repercusiones del cambio climático en la incidencia de inundaciones se tomarán en consideración

en las revisiones de los instrumentos de evaluación y planificación.

Disposición adicional cuarta. Comisión Interadministrativa del Estuario del Guadalquivir.
1.Al objeto de coordinar, ordenar y dotar de eficacia las medidas que puedan establecerse sobre el estuario del

Guadalquivir, en el seno de la Agencia Andaluza del Agua se constituirá la Comisión Interadministrativa del Estuario del
Guadalquivir, para la gestión coordinada de este estuario. A esos efectos, se podrá suscribir un convenio con la
Administración General del Estado y las entidades locales interesadas, en el que se preverá la participación de estas en dicha
Comisión.

2. La Comisión Interadministrativa elaborará su propio reglamento de funcionamiento y organización interna.

Disposición adicional quinta. Perímetro de zonas regables.
Los perímetros y superficies establecidos para las zonas regables y comunidades de regantes solo podrán ser alterados

por motivos de interés general y con autorización de la Agencia Andaluza del Agua. No obstante, la Agencia Andaluza del
Agua podrá autorizar, a petición de una comunidad de regantes, la compensación de la disminución de su superficie de riego
con la inclusión de otros predios rústicos cercanos en orden a la optimización económica de la comunidad, sin incremento
neto de la superficie regable.

La Agencia Andaluza del Agua determinará, con anterioridad al 1 de enero de 2015, los perímetros y superficies en
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aquellos casos que no estuvieran establecidos.

Disposición adicional sexta. Planes de emergencia ante situaciones de sequía.
Los planes de emergencia ante situaciones de sequía para los municipios, singularmente considerados o agrupados

en sistemas supramunicipales de agua, con más de diez mil habitantes, a que se refiere el artículo 66.2 de esta Ley, deberán
obligatoriamente estar aprobados antes del 31 de diciembre de 2012.

Disposición adicional séptima. Cartografía del dominio público hidráulico.
La cartografía del dominio público hidráulico a que se refiere el artículo 46 de esta Ley deberá concluirse antes del

31 de diciembre de 2012.
Disposición adicional octava. Revisión de concesiones por modernización de regadíos.
Sin perjuicio de lo establecido en los apartados 5 y 8 del artículo 48 de esta Ley, a partir del 2015 se revisarán las

concesiones correspondientes a todas las zonas de riego que hayan dispuesto de la oportunidad de beneficiarse del apoyo
público para la modernización de sus infraestructuras, independientemente de que la hayan llevado a cabo o no. La revisión,
que no conllevará indemnización alguna para su titular, se producirá en atención al cálculo de ahorro que hubiera supuesto
la modernización en caso de haberse realizado.

Disposición adicional novena. Entes Supramunicipales del Agua.
Las competencias correspondientes a los entes supramunicipales del Agua podrán ser asumidas por las entidades

asociativas entre entidades locales ya constituidas, siempre que en sus estatutos estén incluidas dichas funciones.

Disposición adicional décima. Uso de los efluentes líquidos de almazara como fertilizante.
La utilización como fertilizante agrícola de los efluentes líquidos resultantes de la extracción de aceite de oliva en

las almazaras no tendrá la consideración de vertido, a efectos de lo establecido en el artículo 100 del Texto Refundido de
la Ley de Aguas, y de lo previsto en el artículo 84 de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental en los términos
que reglamentariamente se establezcan por el Consejo de Gobierno, a propuesta de las Consejerías competentes en materia
de medio ambiente y agricultura, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley.

En el desarrollo reglamentario se fijará el volumen del efluente que pueda ser utilizado como fertilizante y las
condiciones de uso, teniendo en cuenta que esta actividad deberá llevarse a cabo sin procedimientos o métodos que puedan
perjudicar al medio ambiente y, en particular, sin crear riesgos para el agua, el aire o el suelo, ni para la fauna y la flora.

Disposición adicional undécima. Acuíferos sobreexplotados.
La declaración como acuífero sobreexplotado realizada antes de la entrada en vigor de esta Ley, tendrá efectos

equivalentes a los previstos en la misma para las masas subterráneas en riesgo de no alcanzar un buen estado.

Disposición adicional duodécima. Publicación en Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.
Toda referencia a la publicación en los Boletines Oficiales Provinciales que se realiza en las disposiciones vigentes

en materia de agua, aplicables en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con los actos y
resoluciones que deban ser dictados por órganos de la Administración de la Junta de Andalucía y sus Agencias, entidades
e instituciones dependientes, ha de entenderse referida al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Disposición adicional decimotercera. Exención de las exacciones relativas a la disponibilidad de agua.
a) Para los titulares de derechos al uso de agua para el riego del sistema Barbate que hayan tenido una dotación igual

o inferior al 50% de la normal se aprueba la exención de la cuota de la tarifa de utilización del agua y del canon de
regulación establecidos en el artículo 114 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, correspondiente al ejercicio 2008.

b) Para los titulares de derechos al uso de agua para riego del Subsistema I-4 «Cuenca del río Guadalhorce», que
hayan tenido una dotación igual o inferior al 50% de la normal se aprueba la exención de la cuota de la tarifa de utilización
del agua y del canon de regulación establecidos en el artículo 114 del Texto Refundido de la Ley de Aguas correspondiente
a los ejercicios 2007 y 2008.

Disposición transitoria primera. Delimitación técnica de la línea de deslinde.
Cuando a los efectos de lo previsto en el artículo 25.4 del Texto Refundido de la Ley de Aguas no exista todavía

deslinde aprobado definitivamente, la Agencia Andaluza del Agua comunicará a la Consejería competente en materia de
ordenación del territorio y a las Entidades Locales, para el ejercicio de sus potestades de planeamiento, la delimitación de
la línea de deslinde a partir de los datos que ya posea. Los planes de ordenación del territorio y urbanismo deberán recoger,
en lo que afecte al dominio público hidráulico y a las zonas de servidumbre y policía, dicha delimitación técnica de la línea
de deslinde, no pudiendo emitirse por la Administración del Agua informe de contenido favorable si ello no sucede así.

Disposición transitoria segunda. Adecuación del régimen jurídico de la Agencia Andaluza del Agua.
La adecuación de la Agencia Andaluza del Agua al régimen jurídico propio de las agencias administrativas se

producirá con la aprobación por Decreto del Consejo de Gobierno de sus estatutos, de acuerdo con lo establecido en la
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disposición transitoria única de la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía.
Hasta tanto se produzca dicha adecuación, continuarán en vigor los artículos 48 al 58, ambos inclusive, de la Ley

3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras.

Disposición transitoria tercera. Consejo Andaluz del Agua.
Hasta tanto se produzca el desarrollo reglamentario de la organización y funcionamiento del Consejo Andaluz del

Agua, previsto en el artículo 19, mantendrá su vigencia el actual régimen jurídico de dicho órgano colegiado, establecido
en el Decreto 202/1995, de 1 de agosto.

Disposición transitoria cuarta. Obligación de disponer de contadores.
Los usuarios deberán disponer de contadores homologados para la medición de los consumos, en el plazo de

dieciocho meses a contar desde la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria quinta. Sistemas supramunicipales de gestión.
1. En el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de la presente ley, deberán estar constituidos los sistemas

supramunicipales de aducción en el supuesto de captaciones que abastezcan a dos o más municipios, a que se refiere el
artículo 35.4 de esta Ley, manteniéndose la prestación del servicio hasta dicho momento por la entidad suministradora.

En defecto de la determinación del ámbito del sistema de gestión supramunicipal por el Consejo de Gobierno, el
mismo se deberá constituir con los municipios que se abastezcan de dicha captación.

2. Hasta tanto se produzca la determinación por el Consejo de Gobierno del ámbito territorial de cada sistema,
conforme a lo establecido en el artículo 35.3, continuará en vigor el Decreto 310/2003, de 4 de noviembre, por el que se
delimitan las aglomeraciones urbanas para el tratamiento de las aguas residuales de Andalucía y se establece el ámbito
territorial de gestión de los servicios del ciclo integral del agua de las entidades locales a los efectos de actuación prioritaria
de la Junta de Andalucía.

Disposición transitoria sexta. Plazo y sentido del silencio del informe de la Agencia Andaluza del Agua previsto en
el artículo 45.2.

El informe a que se refiere el artículo 45.2 tendrá carácter desfavorable si no se emite en el plazo de dos meses, hasta
la entrada en vigor de dicho precepto conforme a lo establecido en la disposición final octava.

Disposición transitoria séptima. Adaptación de las entidades de gestión de aguas subterránea existentes.
1. La Agencia Andaluza del Agua instará la adaptación al régimen establecido en esta Ley a las entidades de gestión

de agua subterránea que sean titulares de derechos de uso privativo. A este fin los usuarios titulares de derechos de uso
privativo que afecten a una masa de agua subterránea podrán optar entre transformar su organización en una comunidad de
usuarios o permanecer en el mismo régimen con la obligación en ambos casos de integrarse en la junta central de usuarios
de la masa de agua subterránea correspondiente.

2. En el caso de que, a la entrada en vigor de esta Ley, en una masa de agua subterránea declarada sobreexplotada
ya existiese una junta central de usuarios, la Agencia Andaluza del Agua compelerá a todos los usuarios a su integración
en la misma, si no lo estuviesen ya. A este fin la Agencia Andaluza del Agua prestará el apoyo técnico y económico
necesario para llevar a cabo el procedimiento de integración en dichas juntas centrales de usuarios, debiendo adaptarse, en
lo que fuese preciso, sus Estatutos y normas de funcionamiento.

Disposición transitoria octava. Canon de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración de interés de la
Comunidad Autónoma.

1. A la fecha del inicio de la aplicación del canon regulado en la Sección 2 del Capítulo II del Título VIII se
adecuarán por Orden de la Consejería competente en materia de agua las tarifas que correspondan a los cánones de mejora
aprobados con anterioridad a dicha fecha y que financien obras de depuración, con el fin de evitar la doble imposición.

Asimismo, en dicha orden se determinará el importe que corresponda deducir por la entidad suministradora por el
mismo concepto a que se refiere el segundo párrafo del artículo 92.2 de esta Ley.

2. A partir del inicio de la aplicación del canon de mejora de infraestructuras hidráulicas de depuración de interés
de la Comunidad Autónoma, se tomará como cuota variable para el cálculo de la cuota íntegra el resultado de aplicar a dicha
cuota variable, fijada conforme al artículo 90 de la presente Ley, los porcentajes siguientes:
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Porcentajes

Primer año 30% 

Segundo año 45%

Tercer año 60%

Cuarto año  80%

A partir del quinto año  100% 

Hasta el 31 de diciembre de 2012, para la aplicación de la cuota variable del canon en el caso de contadores o
sistemas de aforos colectivos, se considerarán tantos usuarios como viviendas y locales, dividiéndose el consumo total por
el número de usuarios, aplicándose la tarifa establecida en el artículo 90, según los usos que correspondan. En este caso no
será de aplicación los incrementos de tramos previstos en el artículo 90.2.

Disposición transitoria novena. Expedientes sancionadores en tramitación.
Los expedientes sancionadores que se encuentren iniciados a la entrada en vigor de esta Ley continuarán tramitándose

conforme a lo establecido en la legislación vigente en el momento en que se cometió la infracción, salvo que las
disposiciones sancionadoras de la presente Ley favorezcan al presunto infractor.

Disposición derogatoria única.
A la entrada en vigor de esta Ley, quedarán derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan,

contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley, y, en particular:

1. La disposición adicional decimoséptima de la Ley 7/1996, de 31 de julio, de Presupuesto de la Comunidad
Autónoma de Andalucía para 1996.

2. El artículo 27.4 de la Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales, presupuestarias,
de control y administrativas.

3. El artículo 128 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre.
4. Los artículos 48 a 58 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de medidas tributarias, administrativas y financieras,

sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria segunda.

Disposición final primera. Modificación del Anexo I de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre.
Se modifica el Anexo I, apartado A, párrafo primero, de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, que queda redactado

de la siguiente forma:

«Aguas residuales urbanas: DQO, sólidos en suspensión. En caso de vertidos en zonas declaradas sensibles por la
Administración competente, se incluirá nitrógeno total y fósforo total. Las unidades contaminantes se evaluarán de acuerdo
con los requisitos y métodos de los Anexos del Real Decreto 509/1996, de 15 de marzo, por el que se establecen las normas
aplicables al tratamiento de las aguas residuales urbanas.»

Disposición final segunda. Modificación del Anexo de la Ley 1/1994, de 11 de enero.
Se da nueva redacción a los apartados I.10 y II.6 del Anexo de la Ley 1/1994, de 11 de enero, que quedan redactados

de la siguiente forma:

«I.10. Planificación regional y subregional de infraestructuras de aducción y depuración de aguas.»
«II.6. Infraestructuras supramunicipales de aducción y depuración de aguas.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.
1. El apartado 2.b) del artículo 31 de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental,

queda redactado de la siguiente manera:

«2. Sin perjuicio de lo anterior, la solicitud se acompañará de:

b) Un informe de compatibilidad con el planeamiento urbanístico emitido por la Administración competente en cada
caso. Se exceptúan de dicho informe los proyectos de actuaciones recogidos en el artículo 27.2 y las modificaciones
sustanciales que no supongan aumento de la ocupación del suelo.

La Administración competente deberá emitir el informe en el plazo máximo de un mes, previa solicitud del interesado
a la que deberá acompañarse el correspondiente proyecto técnico. En caso de que el informe no se emitiera en el plazo
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señalado, será suficiente que el interesado acompañe a la solicitud de autorización ambiental unificada, una copia de la
solicitud del mismo. Si el informe fuera desfavorable, con independencia del momento en que se haya emitido, pero siempre
que se haya recibido con anterioridad al otorgamiento de la autorización ambiental unificada, la Consejería competente en
materia de medio ambiente dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará las actuaciones.

En el caso de proyectos de infraestructuras lineales que afecten a más de un municipio, el informe de compatibilidad
con el planeamiento urbanístico podrá ser solicitado a la Consejería competente en materia de urbanismo.
El informe de compatibilidad urbanística al que se refiere el presente artículo es independiente de la licencia de obras o de
cualquier otra licencia o autorización exigible. No obstante las cuestiones sobre las que se pronuncie dicho informe
vincularán a la Administración competente en el otorgamiento de las licencias o autorizaciones que sean exigibles.»

2. La letra c) del apartado 2 del artículo 53 la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, queda redactada
de la siguiente manera:

«c) La vigilancia, inspección y ejercicio de la potestad sancionadora en relación con las actividades potencialmente
contaminadoras de la atmósfera no sometidas a autorización ambiental integrada o autorización ambiental unificada, a
excepción de las emisiones de compuestos orgánicos volátiles reguladas en el Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, y de
las que estén sometidas a la autorización de emisiones a la atmósfera regulada en el artículo 56.»

3. El artículo 56 de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental queda redactado en los términos siguientes:

«Artículo 56. Autorización de emisiones a la atmósfera.
Se someten a autorización de emisión a la atmósfera las instalaciones que emitan contaminantes que estén sujetos

a cuotas de emisión en cumplimiento de las obligaciones comunitarias e internacionales asumidas por el Estado español,
en especial, la emisión de gases de efecto invernadero. Asimismo, se somete a autorización de emisiones a la atmósfera la
construcción, montaje, explotación, traslado o modificación sustancial de aquellas instalaciones no sometidas a autorización
ambiental integrada o a autorización ambiental unificada, en las que se desarrollen algunas de las actividades incluidas en
el catálogo recogido en el Anexo IV de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera
y que figuran en dicho anexo como pertenecientes a los grupos A y B.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Con efecto de fecha 1 de enero de 2010 se modifica el artículo 123 de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios
Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que quedará redactado como sigue:

«Artículo 123. Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible de esta tasa la prestación de los trabajos facultativos de vigilancia, dirección e

inspección de obras y servicios públicos a cargo de la Consejería competente en materia de medio ambiente, cuyos usuarios
abonen a la misma cualquier tarifa o canon.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior las prestaciones de los trabajos facultativos sujetos a esta tasa
cuando los usuarios tributen por el canon de regulación, la tarifa de utilización regulados en el artículo 114 del Texto
Refundido de la Ley de Aguas y el canon de servicios generales regulado en el Título VIII de la Ley de Aguas de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.»

Disposición final quinta. Desarrollo reglamentario.
El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3

del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en el plazo máximo de dos años a contar desde su entrada en vigor.

Disposición final sexta. Habilitación.
1. Se faculta al Consejo de Gobierno para:

a) Modificar el umbral a que se refiere el artículo 4.20.d), relativo a la diferenciación entre actividades de alto y bajo
consumo para su inclusión en el orden de preferencia de usos establecido en el artículo 26.2 de esta Ley.

b) La reducción de los plazos en procedimientos administrativos establecidos en esta Ley, a un plazo igual o inferior
a seis meses, así como para la modificación del Anexo I.

c) Sustituir, en su caso, autorizaciones establecidas en esta Ley por comunicaciones previas con declaración
responsable, de acuerdo con lo que establezca la legislación aplicable.

2. Se faculta a la persona titular de la Consejería competente en materia de aguas para:

a) La modificación de los porcentajes para la distribución del canon de servicios generales entre los sistemas de



188

explotación hidrológicos, establecidos en el Anexo II, en función de la variación de las demandas del recurso, puestas de
manifiesto en los estudios de planificación hidrológica.

b) Disponer la distribución del canon de servicios generales entre los distritos hidrográficos que en su caso se
establezcan en virtud de lo previsto en el apartado 4 del artículo 3 de esta Ley.

c) Modificar el volumen de agua consumida al que se refiere el artículo 86.2 de esta Ley, para la aplicación de la
reducción sobre la base imponible.

Disposición final séptima. Actualización.
Los cánones regulados en la presente Ley podrán actualizarse en función de la evolución del índice de precios al

consumo. Dicha actualización deberá efectuarse en todo caso por Ley específica o en la Ley del Presupuesto de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final octava. Entrada en vigor.
1. La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,

salvo lo dispuesto en los artículos siguientes:

a) El artículo 45.2, que será de aplicación a los dieciocho meses desde su entrada en vigor.
b) La disposición adicional segunda, que entrará en vigor al día siguiente de la publicación de esta Ley.

2. Los cánones regulados en esta Ley se aplicarán a partir del plazo de tres meses desde su entrada en vigor.

Sevilla, 8 de junio de 2010

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

ANEXO I

Planes de gestión del riesgo de inundación

A. Planes de gestión del riesgo de inundación.

I. Componentes de los primeros planes de gestión del riesgo de inundación:

1. Las conclusiones de la evaluación preliminar del riesgo de inundación, en forma de mapa sucinto del Distrito
Hidrográfico, en el que se delimitarán las Zonas de Riesgo que sean objeto del plan de gestión del riesgo de inundación.

2. Los mapas de peligrosidad por inundaciones y los mapas de riesgo de inundación y las conclusiones que pueden
extraerse de esos mapas.

3. Una descripción de los objetivos adecuados de la gestión del riesgo de inundación.
4. Un resumen de las medidas, con indicación de las prioridades establecidas entre ellas, destinadas a alcanzar los

objetivos adecuados de la gestión del riesgo de inundación, y de las medidas en materia de inundaciones adoptadas con
arreglo a otros actos comunitarios, incluidas las Directivas del Consejo 85/337/CEE, de 27 de junio de 1985, relativa a la
evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente (1), y 96/82/CE,
de 9 de diciembre de 1996, relativa al control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan
sustancias peligrosas (2), y las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2001/42/CE, de 27 de junio de 2001,
relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente (3), y 2000/60/CE.

5. Cuando exista, por lo que se refiere a las cuencas y subcuencas compartidas, una descripción de la metodología,
del análisis de la relación coste-beneficios utilizada para evaluar las medidas con efectos transnacionales.

II. Descripción de la ejecución del plan:

1. Una descripción de las prioridades establecidas y de la manera en que se supervisarán los progresos en la ejecución
del plan.

2. Un resumen de las medidas y actividades de información y consulta de la población que se hayan aprobado.
3. Una lista de las autoridades competentes y, cuan do proceda, una descripción del proceso de coordinación en todas

las Demarcaciones Hidrográficas Internacionales, y del proceso de coordinación con la Directiva 2000/60/CE.

B. Componentes de las actualizaciones posteriores de los planes de gestión del riesgo de inundación:

1. Toda modificación o actualización desde la publicación de la versión anterior del plan de gestión del riesgo de
inundación, con un resumen de las revisiones realizadas.



189

2. Una evaluación de los avances realizados en la consecución de los objetivos.
3. Una descripción de las medidas previstas en la versión anterior del plan de gestión del riesgo de inundación cuya

realización se había previsto y que no se llevaron a cabo, y una explicación del porqué.
4. Una descripción de cualquier medida adicional adoptada desde la publicación de la versión anterior del plan de

gestión del riesgo de inundación.

Se omite anexo.

LEY 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía. (BOJA núm. 122, de 23-6-2010).

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la
Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente

LEY DE AUTONOMÍA LOCAL DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
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en vigor de la presente ley. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobada mediante Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo,
constituye un punto de inflexión en la garantía y protección de la autonomía local.

El artículo 92.2 reconoce a los municipios competencias propias y el artículo 192.1 establece que una ley regulará
la participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad Autónoma, que se instrumentará a través de un
fondo de nivelación municipal, de carácter incondicionado. Competencias propias y financiación incondicionada constituyen
la expresión más acabada de la autonomía local.

Junto a este núcleo fundamental, el Estatuto de Autonomía garantiza la plena capacidad de autoorganización y el
principio de subsidiariedad.

La autonomía local ha dejado de ser un derecho de plena configuración legal, ha trascendido la condición de una
directriz constitucional para el legislador y encuentra parámetros claros y fiables para su garantía y protección.

II

De acuerdo con lo previsto en el artículo 108 del Estatuto de Autonomía, y teniendo en cuenta la singularidad de las
materias a las que afecta, la presente ley precisa mayoría reforzada, consistente en el voto favorable de la mayoría absoluta
del Pleno del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del texto.

III

La ley define la autonomía local, en los términos de la Carta Europea de Autonomía Local: como el derecho y la
capacidad para la ordenación y gestión de una parte importante de los asuntos públicos bajo la propia responsabilidad y en
beneficio de sus habitantes.

Distingue la ley entre autonomía municipal y autonomía provincial, dejando claro, sin embargo, que ambas entidades



194

locales, municipios y provincias, integran una sola comunidad política local.

IV

El Estatuto de Autonomía, en el artículo 92.2, atribuye a los municipios un elenco de competencias propias en plena
coherencia con lo dispuesto en la Carta Europea: funciones (ordenación y gestión) sobre materias (una parte importante de
los asuntos públicos). Dichas competencias se ejercerán de acuerdo con el principio de igualdad entre mujeres y hombres.
Por vez primera en el ordenamiento jurídico español las competencias municipales aparecen con tal grado de precisión en
una ley orgánica cualificada por el procedimiento de su elaboración, como es el Estatuto de Autonomía. En el mismo
sentido, la ley añade al repertorio estatutario otras competencias, identificando potestades y especificando materias que
refuerzan la exclusividad de la competencia municipal.

El objetivo es claro: garantizar la titularidad de competencias propias municipales con plena conciencia de la
dificultad que supone delimitar materias inevitablemente compartidas y tratando de volcar el esfuerzo en clarificar las
funciones que, en cada caso, correspondan a la Comunidad Autónoma o a los entes locales.

V

La ley regula la autonomía local como la integración de municipios y provincias en una sola comunidad política:
autonomía municipal y autonomía provincial forman un sistema que el legislador delimitador de competencias ha de tomar
como referencia.

Sin embargo, la configuración constitucional y estatutaria de la provincia como agrupación de municipios obliga a
distinguir autonomía provincial y autonomía municipal, entre otras razones para dar cumplimiento al mandato del artículo
98 del Estatuto de Autonomía de regular las relaciones entre entidades locales.

En coherencia con la previsión estatutaria, la ley ubica la autonomía provincial al servicio de la autonomía municipal,
diferenciando ambas, reconociendo relevancia jurídica a las prioridades y solicitudes presentadas por los municipios, que
no podrán ser ignoradas ni suplantadas, pero no completa o necesariamente satisfechas si la provincia, obligada a ponderar
la prioridad municipal con visión intermunicipal, la entendiera desmesurada o lesiva para la prestación equitativa de un
servicio.

El propósito de la ley ha sido el adecuado desarrollo de las premisas constitucionales y estatutarias.
Para conjugar de manera equilibrada autonomía provincial y autonomía municipal, la ley diseña un procedimiento

de elaboración de planes y redes donde las dos entidades locales están obligadas a la actuación conjunta.

VI

El artículo 98 del Estatuto de Autonomía determina, como contenido de la ley de régimen local, en el marco de la
legislación básica del Estado, las relaciones institucionales entre la Junta de Andalucía y los entes locales, así como las
técnicas de organización y de relación para la cooperación y la colaboración entre los entes locales y entre estos y la
Administración de la Comunidad Autónoma.

Una vez fijada la titularidad de las competencias municipales y provinciales, procede abordar la otra dimensión de
la competencia: el ejercicio. Las relaciones entre diferentes niveles de gobierno exigen como presupuesto la delimitación
de la titularidad.

El riesgo que ha gravitado sobre la autonomía local ha sido quedar degradada como una relación interadministrativa,
con la grave consecuencia del menoscabo sobre la titularidad de la competencia local, que o bien ha sido desplazada por
el informe o la audiencia, o sujetada a coordinación y relegada a delegación de la Comunidad Autónoma.

La ley aborda la cooperación, coordinación, fomento y colaboración en general, preservando la titularidad de la
competencia local, aunque la necesaria flexibilidad del ejercicio exija la correspondiente modulación.

VII

Al igual que en el reconocimiento de las competencias, también en la potestad de autoorganización el Estatuto de
Autonomía significa otro punto de inflexión. Hasta ahora, con la normativa vigente y atendiendo a la jurisprudencia
constitucional, el espacio reservado a la autoorganización local inevitablemente ha quedado reducido a una facultad residual
una vez que, sobre la materia, hubiera legislado el Estado las bases y las comunidades autónomas la normativa de desarrollo.
Tanto el artículo 91.3 del Estatuto de Autonomía como el artículo 6.1 de la Carta Europea de la Autonomía Local invierten
el razonamiento descendente del actual sistema de fuentes: la regla es la capacidad de autoorganización entendida como
función de gobierno.

Frente a la regla habría que explicar el sentido de la excepción, es decir, lo que ambos artículos señalan como
disposiciones generales creadas por la ley, que deben limitar su alcance a la regulación de las relaciones entre mayoría y
minoría, entre gobierno y oposición, proporcionando a la mayoría una función de gobierno y a la minoría un estatuto de la
oposición para la efectividad del control político del gobierno.

Esta idea resulta plenamente congruente con las reglas del juego de la democracia: que la mayoría no se perpetúe
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abusando de su posición coyuntural de ventaja, ni la minoría asuma funciones de dirección y gobierno. En este punto debe
finalizar la heterorregulación estatal y autonómica.

Particular atención concede la ley a la autoorganización en política territorial. El municipio como entidad local básica
y como expresión de su capacidad de autoorganización dispone de la libertad para elegir entre desconcentrar la gestión
o descentralizar las políticas, graduando esta segunda opción con la creación de entidades vecinales o entidades locales
autónomas.

VIII
En cuanto a las modalidades de prestación de servicios públicos, en el mismo sentido y con análogo fundamento, la

ley remite a la capacidad de autoorganización para la creación, organización, modificación y supresión de actividades y
servicios de interés general, sin más límites que la preservación de los de carácter básico enumerados en el artículo 92.2.d
del Estatuto de Autonomía.

Se parte, como regla general, de la plena libertad municipal para decidir entre las distintas formas de gestión previstas
en el Derecho, respetando las condiciones establecidas por la legislación civil, mercantil y administrativa.

La muestra más clara del respeto a la capacidad de auto-organización local se comprueba al constatar que la
heterorregulación se limita al enunciado de principios rectores, singularmente la adecuación entre forma jurídica y fin
encomendado, con el objeto de evitar el uso de la técnica de personificación como medio para la huida del Derecho
Administrativo, al tiempo que se favorece el logro de la eficacia y eficiencia en la prestación del servicio.

El Derecho europeo exige la redefinición de las funciones de los poderes públicos: de prestadores de servicios a
reguladores y garantes de los mismos.

El reto pasa por equilibrar el interés general y los derechos de la ciudadanía con la libertad de empresa mediante una
rigurosa justificación de la iniciativa pública conforme al principio de proporcionalidad.

Esta exigencia, sin embargo, no debe oscurecer la prescripción recogida en la Recomendación del Comité de
Ministros del Consejo de Europa núm. R (97) 7, de 1 de abril de 1997, sobre los servicios públicos locales y los derechos
de los usuarios: el servicio público no constituye sólo una excepción a la libre competencia sino que se erige en expresión
de la autonomía local y de protección de los ciudadanos, titulares de derechos y libertades políticas fundamentales y no
meros sujetos de relaciones económicas.

IX

Finalmente, en la planta local, la ley parte de las previsiones estatutarias, distinguiendo con claridad entre
agrupaciones y asociaciones de municipios.

En la agrupación, la regulación autonómica es más amplia que en la asociación. La asociación de municipios es
manifestación de la capacidad de autoorganización.

El principio de diferenciación, recogido en el artículo 98.2 del Estatuto de Autonomía, debe proporcionar la
flexibilidad necesaria para que tanto la agrupación (áreas metropolitanas y comarcas) como la asociación (mancomunidades
y consorcios) no queden limitadas por la ley. Este debe ser, igualmente, el criterio que fundamente el reparto del contenido
regulador entre esta ley y la ley posterior que decida crear comarcas o áreas metropolitanas (artículos 97 y 94 del Estatuto
de Autonomía).

Con respecto a la asociación de municipios, en la medida que refleja el derecho y la libertad de asociación, la
normativa autonómica no se erige en requisito para la creación, y circunscribe su regulación a la fijación de las reglas en
los momentos clave de constitución, modificación subjetiva u objetiva y extinción.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Carácter de la ley.
1. La presente ley, que se dicta en desarrollo de las previsiones estatutarias sobre organización territorial de

Andalucía, se aprueba con las prescripciones establecidas en el artículo 108 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.
2.Las mismas prescripciones estatutarias condicionarán las modificaciones que afecten al régimen jurídico que en

esta ley se establece.

Artículo 2. Objeto de la ley.
1. Se determinan en esta ley las competencias y las potestades de los municipios y de los demás entes locales como

expresión propia de la autonomía local y las reglas por las que hayan de regirse las eventuales transferencias y delegaciones
a estos de competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Asimismo, se regulan las relaciones entre las entidades locales de Andalucía y las instituciones de la Junta de
Andalucía, las relaciones para la concertación entre ambos ámbitos de gobierno, así como las demás técnicas de organización
y de relación para la cooperación y la colaboración entre las entidades locales y entre estas y la Administración de la
Comunidad Autónoma.

3. Igualmente, esta ley contiene el régimen de los bienes de las entidades locales y las modalidades de prestación de
los servicios locales de interés general y la iniciativa económica de aquellas.
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4. Asimismo, esta ley contiene la regulación de la demarcación territorial municipal y de la organización
administrativa de su territorio, con respeto a la potestad de autoorganización que ostentan las entidades locales, y con el
objetivo de facilitar la participación ciudadana en los supuestos de singularidades sociales, territoriales, históricas,
geográficas o económicas.

TÍTULO I

LA COMUNIDAD POLÍTICA LOCAL
CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 3. Organización territorial de Andalucía.
1. Los municipios y provincias, en su relación con la Comunidad Autónoma de Andalucía, integran un único nivel

de gobierno.
2. El municipio es la entidad territorial básica de Andalucía, instancia de representación política y cauce inmediato

de participación ciudadana en los asuntos públicos.
3. La provincia es una entidad local, determinada por la agrupación de municipios, cuya principal función, de

conformidad con los mismos, es garantizar el ejercicio de las competencias municipales y facilitar la articulación de las
relaciones de los municipios entre sí y con la Comunidad Autónoma de Andalucía.

4. Por ley, o de acuerdo con la presente ley, podrán crearse otras entidades locales complementarias, que no alterarán
en ningún caso la estructura territorial de Andalucía y estarán dirigidas a favorecer el ejercicio de las competencias
municipales y provinciales.

Artículo 4. Autonomía local.
1. Los municipios y provincias de Andalucía gozan de autonomía para la ordenación y gestión de los asuntos de

interés público en el marco de las leyes. Actúan bajo su propia responsabilidad y en beneficio de las personas que integran
su respectiva comunidad.

2.  La autonomía local comprende, en todo caso, la ordenación de los intereses públicos en el ámbito propio de
municipios y provincias, la organización y gestión de sus propios órganos de gobierno y administración, la organización
y ordenación de su propio territorio, la regulación y prestación de los servicios locales, la iniciativa económica, la gestión
del personal a su servicio y de su patrimonio, y la recaudación, administración y destino de los recursos de sus haciendas.

3. Al amparo de la autonomía local que garantiza esta ley, y en el marco de sus competencias, cada entidad local
podrá definir y ejecutar políticas públicas propias y diferenciadas.

4.  Los municipios y provincias gozan de plena personalidad jurídica para el ejercicio de su autonomía. Las entidades
locales complementarias gozarán de capacidad jurídica en los términos de esta ley o de las leyes especiales que las regulen.

Artículo 5. Potestad de autoorganización.
1. Las entidades locales definen por sí mismas las estructuras administrativas internas con las que pueden dotarse,

con objeto de poder adaptarlas a sus necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los municipios y provincias habrán de contar con los órganos

necesarios, previstos en la legislación básica sobre régimen local, para su gobierno y administración. Su funcionamiento,
su régimen de acuerdos y el estatuto de sus miembros se ajustarán a lo que aquella legislación establezca, garantizándose,
en todo caso, el ejercicio de la acción de gobierno y el respeto de la representación proporcional en sus órganos
asamblearios, conforme al principio de legitimación democrática. El resto de los órganos complementarios se ajustará a lo
que respectivamente dispongan los estatutos de cada entidad local.

CAPÍTULO II

Competencias

Sección 1ª. Disposiciones generales

Artículo 6. Principios generales.
1. Las competencias de municipios y provincias se determinarán por ley.
2.  Las competencias locales que determina la presente ley tienen la consideración de propias y mínimas, y podrán

ser ampliadas por las leyes sectoriales.
3. La determinación de competencias locales se rige por el principio de mayor proximidad a la ciudadanía. La

legislación tomará en consideración, en su conjunto, a la comunidad política local, integrada por municipios y provincias,
al valorar la amplitud o naturaleza de la materia o actividad pública, la capacidad de gestión de las entidades locales o las
necesidades de eficacia o economía.
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Artículo 7. Competencias locales.
1. Las competencias locales facultan para la regulación, dentro de su potestad normativa, de las correspondientes

materias.
2.  Corresponderá a la entidad local, en el ámbito de sus competencias propias, la ejecución administrativa,

incluyendo la incoación y la resolución final de los procedimientos, de acuerdo con las leyes.
3. Las competencias de la Comunidad Autónoma podrán transferirse o delegarse a las entidades locales en los

términos previstos en la sección 4.ª de este capítulo.

Sección 2ª. Competencias propias de los municipios

Artículo 8. Cláusula general de competencia.
Sin perjuicio de las competencias enunciadas en el artículo siguiente, los municipios andaluces tienen competencia

para ejercer su iniciativa en la ordenación y ejecución de cualesquiera actividades y servicios públicos que contribuyan a
satisfacer las necesidades de la comunidad municipal, siempre que no estén atribuidas a otros niveles de gobierno.

Artículo 9. Competencias municipales.
Los municipios andaluces tienen las siguientes competencias propias:
1. Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, que incluye:

a) Elaboración, tramitación y aprobación inicial y provisional de los instrumentos de planeamiento ge neral.
b) Elaboración, tramitación y aprobación definitiva del planeamiento de desarrollo, así como de las innovaciones de

la ordenación urbanística que no afecten a la ordenación estructural.
c) Aprobación de los proyectos de actuación para actuaciones en suelo no urbanizable.
d) Otorgamiento de las licencias urbanísticas y declaraciones de innecesariedad.
e) Inspección de la ejecución de los actos sujetos a intervención preventiva.
f) Elaboración y aprobación de los planes municipales de inspección urbanística.
g) Protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado.
h) Procedimiento sancionador derivado de las infracciones urbanísticas.

2. Planificación, programación y gestión de viviendas y participación en la planificación de la vivienda protegida,
que incluye:

a) Promoción y gestión de la vivienda.
b) Elaboración y ejecución de los planes municipales de vivienda y participación en la elaboración y gestión de los

planes de vivienda y suelo de carácter autonómico.
c) Adjudicación de las viviendas protegidas.
d) Otorgamiento de la calificación provisional y definitiva de vivienda protegida, de conformidad con los requisitos

establecidos en la normativa autonómica.

3. Gestión de los servicios sociales comunitarios, conforme al Plan y Mapa Regional de Servicios Sociales de
Andalucía, que incluye:

a) Gestión de las prestaciones técnicas y económicas de los servicios sociales comunitarios.
b) Gestión del equipamiento básico de los servicios sociales comunitarios.
c) Promoción de actividades de voluntariado social para la atención a los distintos colectivos, dentro de su ámbito

territorial.

4. Ordenación, gestión, prestación y control de los siguientes servicios en el ciclo integral del agua de uso urbano,
que incluye:

a) El abastecimiento de agua en alta o aducción, que incluye la captación y alumbramiento de los recursos hídricos
y su gestión, incluida la generación de los recursos no convencionales, el tratamiento de potabilización, el transporte por
arterias o tuberías principales y el almacenamiento en depósitos reguladores de cabecera de los núcleos de población.

b) El abastecimiento de agua en baja, que incluye su distribución, el almacenamiento intermedio y el suministro o
reparto de agua de consumo hasta las acometidas particulares o instalaciones de las personas usuarias.

c) El saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población a través de las
redes de alcantarillado municipales hasta el punto de interceptación con los colectores generales o hasta el punto de recogida
para su tratamiento.

d) La depuración de las aguas residuales urbanas, que comprende su interceptación y el transporte mediante los
colectores generales, su tratamiento y el vertido del efluente a las masas de agua continentales o marítimas.

e) La reutilización, en su caso, del agua residual depurada en los términos de la legislación básica.
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5. Ordenación, gestión y prestación del servicio de alumbrado público.
6. Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios de recogida y tratamiento de residuos sólidos urbanos

o municipales, así como la planificación, programación y disciplina de la reducción de la producción de residuos urbanos
o municipales.

7. Ordenación, gestión y prestación del servicio de limpieza viaria.
8.  Ordenación, planificación, programación, gestión, disciplina y promoción de los servicios urbanos de transporte

público de personas que, por cualquier modo de transporte, se lleven a cabo íntegramente dentro de sus respectivos términos
municipales.

9. Deslinde, ampliación, señalización, mantenimiento, regulación de uso, vigilancia, disciplina y recuperación que
garantice el uso o servicio público de los caminos, vías pecuarias o vías verdes que discurran por el suelo urbanizable del
término municipal, conforme a la normativa que le sea de aplicación.

10. Ordenación, gestión, disciplina y promoción en vías urbanas de su titularidad de la movilidad y accesibilidad de
personas, vehículos, sean o no a motor, y animales, y del transporte de personas y mercancías, para lo que podrán fijar los
medios materiales y humanos que se consideren necesarios.

11. Elaboración y aprobación de catálogos urbanísticos y de planes con contenido de protección para la defensa,
conservación y promoción del patrimonio histórico y artístico de su término municipal, siempre que estén incluidos en el
Plan General de Ordenación Urbanística. En el caso de no estar incluidos en dicho plan, deberán contar con informe
preceptivo y vinculante de la consejería competente en materia de cultura.

12. Promoción, defensa y protección del medio ambiente, que incluye:

a) La gestión del procedimiento de calificación ambiental, así como la vigilancia, control y ejercicio de la potestad
sancionadora con respecto a las actividades sometidas a dicho instrumento.

b) La programación, ejecución y control de medidas de mejora de la calidad del aire, que deberán cumplir con las
determinaciones de los planes de nivel supramunicipal o autonómico, aprobados por la Junta de Andalucía.

c) La declaración y delimitación de suelo contaminado, en los casos en que dicho suelo esté íntegramente
comprendido dentro de su término municipal.

d) La aprobación de los planes de descontaminación y la declaración de suelo descontaminado, en los casos en que
dicho suelo esté íntegramente comprendido dentro de su término municipal.

e) La ordenación, ejecución y control de las áreas del territorio municipal que admitan flujos luminosos medios y
elevados y el establecimiento de parámetros de luminosidad.

f) La ordenación, planificación, programación y ejecución de actuaciones en materia de protección del medio
ambiente contra ruidos y vibraciones y el ejercicio de la potestad sancionadora en relación con actividades no sometidas
a autorización ambiental integrada o unificada.

g) La programación de actuaciones en materia de información ambiental y de educación ambiental para la
sostenibilidad.

h) La declaración y gestión de parques periurbanos y el establecimiento de reservas naturales concertadas, previo
informe de la consejería competente en materia de medio ambiente de la Junta de Andalucía.

13. Promoción, defensa y protección de la salud pública, que incluye:

a) La elaboración, aprobación, implantación y ejecución del Plan Local de Salud.
b) El desarrollo de políticas de acción local y comunitaria en materia de salud.
c) El control preventivo, vigilancia y disciplina en las actividades públicas y privadas que directa o indirectamente

puedan suponer riesgo inminente y extraordinario para la salud.
d) El desarrollo de programas de promoción de la salud, educación para la salud y protección de la salud, con especial

atención a las personas en situación de vulnerabilidad o de riesgo.
e) La ordenación de la movilidad con criterios de sostenibilidad, integración y cohesión social, promoción de la

actividad física y prevención de la accidentabilidad.
f) El control sanitario de edificios y lugares de vivienda y convivencia humana, especialmente de los centros de

alimentación, consumo, ocio y deporte.
g) El control sanitario oficial de la distribución de alimentos.
h) El control sanitario oficial de la calidad del agua de consumo humano.
i) El control sanitario de industrias, transporte, actividades y servicios.
j) El control de la salubridad de los espacios públicos, y en especial de las zonas de baño.

14. Ordenación de las condiciones de seguridad en las actividades organizadas en espacios públicos y en los lugares
de concurrencia pública, que incluye:

a) El control, vigilancia, inspección y régimen sancionador de los establecimientos de pública concurrencia.
b) La gestión y disciplina en materia de animales de compañía y animales potencialmente peligrosos, y la gestión
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de su registro municipal.
c) La autorización de ampliación de horario y de horarios de apertura permanente de establecimientos públicos, en

el marco de la legislación autonómica.
d) La autorización de condiciones específicas de admisión de personas en los establecimientos de espectáculos

públicos y actividades recreativas.
e) La creación de Cuerpos de Policía Local, siempre que lo consideren necesario en función de las necesidades de

dicho municipio, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad,
y en la legislación básica del Estado.

f) La elaboración, aprobación, implantación y ejecución del Plan de Emergencia Municipal, así como la adopción,
con los medios a disposición de la corporación, de medidas de urgencia en caso de catástrofe o calamidad pública en el
término municipal.

g) La ordenación, planificación y gestión del servicio de prevención y extinción de incendios y otros siniestros, así
como la asistencia y salvamento de personas y protección de bienes.

h) La creación, mantenimiento y dirección de la estructura municipal de protección civil.
i) La promoción de la vinculación ciudadana a través del voluntariado de protección civil.
j) La elaboración de programas de prevención de riesgos y campañas de información.
k) La ordenación de las relaciones de convivencia ciudadana y del uso de sus servicios, equipamientos,

infraestructuras, instalaciones y espacios públicos municipales.

15. Ordenación, planificación y gestión de la defensa y protección de personas usuarias y consumidoras, que incluye:

a) La información y educación a las personas usuarias y consumidoras en materia de consumo, así como la
orientación y el asesoramiento a estas sobre sus derechos y la forma más eficaz para ejercerlos.

b) La información y orientación a las empresas y profesionales en materia de consumo.
c) El análisis, tramitación, mediación o arbitraje, en su caso, de las quejas, reclamaciones y denuncias que presentan

las personas consumidoras.
d) La constitución, gestión, organización y evaluación de las oficinas municipales de información al consumidor de

su ámbito territorial.
e) El fomento, divulgación y, en su caso, gestión, del sistema arbitral de consumo, en colaboración con la

Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma de Andalucía, en los términos previstos en la legislación
vigente.

f) La inspección de consumo y el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones localizadas en
su territorio en las condiciones, con el alcance máximo y facultades establecidos en la normativa autonómica reguladora en
materia de consumo.

g) La prevención de situaciones de riesgo de ámbito municipal de las personas consumidoras y la adopción de
medidas administrativas preventivas definitivas, cuando estas situaciones se materialicen en el ámbito estrictamente local
y se puedan afrontar en su totalidad dentro del término municipal, o provisionales cuando excedan del mismo.

h) La constitución, gestión, organización y evaluación de los puntos de contacto municipales integrados en la Red
de Alerta de Andalucía de Productos de Consumo.

16. Promoción del turismo, que incluye:

a) La promoción de sus recursos turísticos y fiestas de especial interés.
b) La participación en la formulación de los instrumentos de planificación y promoción del sistema turístico en

Andalucía.
c) El diseño de la política de infraestructuras turísticas de titularidad propia.

17. Planificación y gestión de actividades culturales y promoción de la cultura, que incluye:

a) La elaboración, aprobación y ejecución de planes y proyectos municipales en materia de bibliotecas, archivos,
museos y colecciones museográficas.

b) La gestión de sus instituciones culturales propias, la construcción y gestión de sus equipamientos culturales y su
coordinación con otras del municipio.

c) La organización y promoción de todo tipo de actividades culturales y el fomento de la creación y la producción
artística, así como las industrias culturales.

18. Promoción del deporte y gestión de equipamientos deportivos de uso público, que incluye:

a) La planificación, ordenación, gestión y promoción del deporte de base y del deporte para todos.
b) La construcción, gestión y el mantenimiento de las instalaciones y equipamientos deportivos de titularidad propia.
c) La organización y, en su caso, autorización de manifestaciones y competiciones deportivas que transcurran
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exclusivamente por su territorio, especialmente las de carácter popular y las destinadas a participantes en edad escolar y a
grupos de atención especial.

d) La formulación de la planificación deportiva local.

19. Ordenación, planificación y gestión, así como el control sanitario de cementerios y servicios funerarios.
20. En materia de educación:

a) La vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria.
b) La asistencia a la consejería competente en materia de educación en la aplicación de los criterios de admisión del

alumnado en los centros docentes sostenidos con fondos públicos.
c) La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios destinados a centros públicos de segundo ciclo de

educación infantil, de educación primaria y de educación especial, así como la puesta a disposición de la Administración
educativa de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes públicos.

d) La cooperación en la ejecución de la planificación que realice la consejería competente en materia de educación
y en la gestión de los centros públicos escolares existentes en su término municipal.

21. Fomento del desarrollo económico y social en el marco de la planificación autonómica.
22. Ordenación, autorización y control del ejercicio de actividades económicas y empresariales, permanentes u

ocasionales.
23. Autorización de mercadillos de apertura periódica así como la promoción del acondicionamiento físico de los

espacios destinados a su instalación.
24. Ordenación, gestión, promoción y disciplina sobre mercados de abastos.
25. Organización y autorización, en su caso, de eventos o exposiciones menores que, sin tener carácter de feria

oficial, estén destinados a la promoción de productos singulares.
26.  Establecimiento y desarrollo de estructuras de participación ciudadana y del acceso a las nuevas tecnologías.
27. Provisión de medios materiales y humanos para el ejercicio de las funciones de los juzgados de paz.
28. Ejecución de las políticas de inmigración a través de la acreditación del arraigo para la integración social de

inmigrantes, así como la acreditación de la adecuación de la vivienda para el reagrupamiento familiar de inmigrantes.

Artículo 10. Ejercicio y titularidad de las competencias locales.
Para el ejercicio de sus competencias, la prestación de servicios y el desarrollo de iniciativas económicas, los

municipios podrán asociarse entre sí o con otras entidades locales, administraciones públicas o entidades públicas o privadas
sin ánimo de lucro, delegar o encomendar el ejercicio de competencias y utilizar cuantas formas de gestión directa o indirecta
de servicios permitan las leyes, sin que en ningún caso se vean afectadas ni la titularidad de las competencias ni las garantías
de los ciudadanos.

Sección 3ª. Competencias propias de las provincias

Artículo 11. Competencias de asistencia a los municipios.
1. Con la finalidad de asegurar el ejercicio íntegro de las competencias municipales, las competencias de asistencia

que la provincia preste a los municipios, por sí o asociados, podrán consistir en:

a) Asistencia técnica de información, asesoramiento, realización de estudios, elaboración de planes y disposiciones,
formación y apoyo tecnológico.

b) Asistencia económica para la financiación de inversiones, actividades y servicios municipales.
c) Asistencia material de prestación de servicios municipales.

2. La asistencia provincial podrá ser obligatoria, cuando la provincia deba prestarla a solicitud de los municipios, o
concertada.

Artículo 12. Asistencia técnica de la provincia al municipio.
1. La provincia prestará la siguiente asistencia técnica:

a) Elaboración y disciplina del planeamiento urbanístico y de instrumentos de gestión urbanística.
b) Elaboración de los pliegos de condiciones y demás documentación integrante de la contratación pública, así como

la colaboración en la organización y gestión de los procedimientos de contratación.
c) Redacción de ordenanzas y reglamentos municipales, así como de cualquier otra disposición normativa.
d) Implantación de tecnología de la información y de las comunicaciones, así como administración electrónica.
e) Elaboración de estudios, planes y proyectos en cualquier materia de competencia municipal.
f) Asesoramiento jurídico, técnico y económico, incluida la representación y defensa jurídica en vía administrativa

y jurisdiccional.
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g) Formación y selección del personal, así como la elaboración de instrumentos de gestión de personal, planes de
carrera profesional y evaluación del desempeño.

h) Diseño y, en su caso, ejecución de programas de formación y desarrollo de competencias para representantes
locales.

i) Integración de la igualdad de género en la planificación, seguimiento y evaluación de las políticas municipales.
j) Cualquier otra que la provincia determine por iniciativa propia o a petición de los ayuntamientos.

2. Por norma provincial se determinarán los requisitos de asistencia y las formas de financiación, que en cada caso
correspondan, de acuerdo, al menos, con los criterios de atención preferente a los municipios de menor población y a los
municipios de insuficiente capacidad económica y de gestión, así como la urgencia de la asistencia requerida.

3. La solicitud de asistencia técnica se tramitará mediante un procedimiento basado en los principios de eficacia,
transparencia y celeridad. La decisión que adopte la diputación provincial será motivada con referencia a los criterios
normativos establecidos.

Artículo 13. Asistencia económica de la provincia al municipio.
1. La provincia asistirá económicamente a los municipios para la realización de inversiones, actividades y servicios

municipales.
2. Los planes y programas de asistencia económica se regularán por norma provincial. En todo caso, el procedimiento

de elaboración se regirá por los principios de transparencia y publicidad de las distintas actuaciones, informes y alegaciones
municipales y provinciales, y se compondrá de las siguientes fases:

a) La diputación provincial recabará de los ayuntamientos información detallada sobre sus necesidades e intereses
peculiares.

b) Conforme a la información recabada, la diputación provincial fijará los criterios básicos para la priorización de
las propuestas municipales. En todo caso, entre dichos criterios se incluirá el apoyo preferente a los municipios de menor
población.

c) Considerando los criterios básicos aprobados por la diputación provincial, cada ayuntamiento formulará su
propuesta priorizada de asistencia económica.

d) Partiendo de las propuestas municipales, la diputación provincial formulará un proyecto de plan o programa de
asistencia económica, cuyo contenido tendrá en cuenta las prioridades municipales con criterios de solidaridad y equilibrio
interterritorial.

e) El proyecto de plan o programa de asistencia económica provincial se someterá a un trámite de consulta o
audiencia de los ayuntamientos, dirigido a la consecución de acuerdos.

f) Terminado el trámite de audiencia, la diputación provincial introducirá las modificaciones oportunas en el proyecto.
Si de las modificaciones pudiera resultar perjuicio o afección singular para uno o varios municipios, la diputación iniciará
un trámite extraordinario de consultas con todos los municipios interesados.

g) La aprobación definitiva del plan o programa de asistencia económica corresponderá a la diputación provincial.
Cualquier rechazo de las prioridades municipales será motivado, con especificación expresa del objetivo o criterio
insatisfecho, y se propondrá derivar la asistencia para otra obra, actividad o servicio incluido en la relación de prioridades
elaborada por el ayuntamiento, el cual podrá realizar una nueva concreción de la propuesta.

h) Si en el curso de la ejecución de un plan o programa surgieran circunstancias especiales en algunos municipios
que hiciera conveniente su modificación, se procederá a efectuarla siguiendo los trámites previstos en las letras e, f y g.

3. Cada municipio está obligado a aplicar la asistencia económica a los proyectos específicos aprobados en el plan
o programa provincial. La aplicación del plan o programa estará sujeta a seguimiento y evaluación por parte de la diputación
provincial, con la colaboración de los ayuntamientos.

4. La diputación provincial efectuará una evaluación continua de los efectos sociales, económicos, ambientales y
territoriales del plan o programa de asistencia económica. Cuando de la ejecución estricta de un plan o programa provincial
pudieran derivarse efectos indeseados o imprevisibles, la diputación provincial podrá adaptarlos para asegurar la consecución
real y efectiva de los objetivos propuestos. La constatación de estos posibles efectos resultará del intercambio informativo
continuo entre cada municipio y la provincia y la realización de los estudios de impacto pertinentes.

Artículo 14. Asistencia material de la provincia al municipio.
1. La provincia prestará los servicios básicos municipales en caso de incapacidad o insuficiencia de un municipio,

cuando este así lo solicite. Corresponderá a la provincia la determinación de la forma de gestión del servicio y las potestades
inherentes a su ejercicio.

2. Asimismo, en la forma y casos en que lo determine una norma provincial, prestará obligatoriamente, a petición
del municipio, al menos, los siguientes servicios municipales:

a) Inspección, gestión y recaudación de tributos.
b) Disciplina urbanística y ambiental.



202

c) Disciplina del personal funcionario y laboral.
d) Representación y defensa judicial.
e) Suplencias en el ejercicio de funciones públicas necesarias de secretaría, intervención y tesorería en municipios

menores de cinco mil habitantes.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, en el caso de que un municipio incumpla su obligación
de prestar los servicios básicos, la diputación provincial, previo requerimiento, actuará por sustitución.

4. La diputación provincial podrá garantizar el ejercicio de competencias municipales promoviendo la creación de
redes intermunicipales para la prestación de servicios de competencia municipal, a la que podrán incorporarse los
ayuntamientos en las condiciones que previamente se establezca mediante norma provincial, que incluirá las formas de
financiación.

El procedimiento de creación de las redes intermunicipales, que estará basado en los mismos principios citados en
el artículo 13.2, deberá permitir la participación activa de los municipios que la integren.

5. La provincia, en los términos que prevea la legislación sectorial, ejercerá competencias de titularidad municipal,
cuando su naturaleza no permita una asignación diferenciada y las economías de escala así lo aconsejen.

Artículo 15. Competencias materiales de la provincia.
La provincia tendrá competencias en las siguientes materias:
1.  Carreteras provinciales.
2. Los archivos de interés provincial.
3. Los museos e instituciones culturales de interés provincial.

Sección 4ª. Transferencia y delegación de competencias

Artículo 16. Disposiciones comunes a la transferencia y la delegación.
1.En el marco de la normativa vigente y respetando la voluntad de las entidades afectadas, por razones de eficacia,

eficiencia y economía, la Junta de Andalucía podrá transferir competencias a los municipios, o delegarlas con carácter
ordinario en estos o en las provincias.

2. Las instituciones jurídicas de la transferencia y delegación de competencias servirán al principio de diferenciación
y vendrán fundamentadas en cada caso por las distintas características demográficas, geográficas, funcionales, organizativas,
de dimensión y capacidad de gestión de los distintos entes locales.

3. El ejercicio de las competencias objeto de transferencia o delegación podrá ser ejercido por otros entes locales de
los que formen parte los municipios, cuando así se prevea expresamente en la ley de transferencia o en el decreto de
delegación.

Artículo 17. Transferencia de competencias.
1. A iniciativa del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, podrán ser transferidas a los municipios

competencias propias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, mediante ley, que, en todo caso, determinará los recursos
financieros para su ejercicio y los medios personales, materiales y económicos, de acuerdo con los principios de legalidad,
responsabilidad, transparencia y lealtad institucional. Mediante decreto de transferencia del Consejo de Gobierno, previa
negociación con los municipios afectados, se concretará el traspaso de bienes, recursos y medios para el ejercicio de las
competencias transferidas.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá reservarse, cuando se considere conveniente, las facultades de
ordenación, planificación y coordinación generales.

3. El Consejo Andaluz de Concertación Local resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan
plantearse respecto del proceso de transferencia.

Artículo 18. Suspensión y revocación de la transferencia.
1. Por razones de interés general, en caso de grave incumplimiento de las obligaciones que los municipios afectados

asumen en virtud de las transferencias de competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía o cuando se detectara
notoria negligencia, ineficacia o gestión deficiente de las competencias transferidas, el Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía podrá suspender por tiempo determinado, no superior a un año, el ejercicio de la competencia por el municipio,
estableciendo las medidas necesarias para su normal desarrollo, previa audiencia del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales
y de la entidad o entidades locales afectadas.

2. Asimismo, la Comunidad Autónoma podrá proponer al Parlamento la revocación de la transferencia, que deberá
aprobarse por ley, que regulará los mecanismos de liquidación de los recursos y cargas provocados por la transferencia, así
como la devolución de bienes.

Artículo 19. Delegación del ejercicio de competencias.
1. La Comunidad Autónoma podrá delegar el ejercicio de sus competencias en los municipios y las provincias o, en

su caso, en otras entidades locales. La delegación comportará que la entidad local ejerza las potestades inherentes a la
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competencia que se delega sin que, no obstante, se altere su titularidad.
2. La delegación respetará, en todo caso, la potestad de autoorganización de la entidad local, y la competencia

delegada se ejercerá con plena responsabilidad, sin perjuicio de las facultades de dirección y control que puedan establecerse
en el decreto de delegación. Para la efectividad de la delegación se requiere la aceptación expresa de la entidad local
delegada y la cesión de uso de los medios materiales, las dotaciones económicas y financieras y, en su caso, la adscripción
de los recursos humanos necesarios para su desempeño.

Artículo 20. El decreto de delegación.
1. El decreto de delegación será aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la

consejería competente por razón de la materia, y deberá tener, al menos, el siguiente contenido:

a) Referencia a las normas legales que justifican la delegación.
b) Funciones cuya ejecución se delega.
c) Medios materiales, personales económicos y financieros que, en su caso, se ponen a la disposición de la entidad

delegada, su valoración y el procedimiento de revisión.
d) Valoración del coste efectivo del servicio.
e) Fecha de efectividad de la delegación y duración.
f) Condiciones, instrucciones y directrices que formule la Comunidad Autónoma, así como los mecanismos de control

y requerimientos que puedan ser formulados y supuestos en que procederá la revocación de la delegación.

2. Las facultades de dirección y control que se reserve la Comunidad Autónoma podrán ser:

a) La potestad reglamentaria sobre la materia, pudiendo el ente en que se delegue reglamentar el servicio.
b) El establecimiento de recurso de alzada ante los órganos de la Comunidad Autónoma que se determinen, contra

las resoluciones dictadas por el ente local.
c) Promover la revisión de oficio en relación con dichas resoluciones.
d) Elaborar programas y dictar directrices sobre la gestión de las competencias, así como dictar instrucciones técnicas

de carácter general.
e) Recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión.
f) Formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas.
g) Cualesquiera otras de análoga naturaleza.

Artículo 21. Obligaciones de la entidad delegada.
Los municipios y demás entidades locales que asuman por delegación el ejercicio de competencias propias de la

Comunidad Autónoma vendrán obligados a:

1. Cumplir los programas y directrices que la Comunidad Autónoma pueda, en su caso, establecer.
2. Proporcionar información sobre el ejercicio de las competencias, así como atenerse a los requerimientos para la

subsanación de las deficiencias formuladas por el órgano competente de la Comunidad Autónoma.
3. Mantener el nivel de eficacia en el ejercicio de las competencias que tenían antes de la delegación.
4. Cumplir los módulos de funcionamiento y los niveles de rendimiento mínimo señalados por la Comunidad

Autónoma.

Artículo 22. Suspensión, renuncia y extinción de la delegación de competencias.
1. En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el decreto de delegación, previa audiencia a la

entidad local y al Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía podrá suspender
o dejar sin efecto la delegación y ejecutar directamente las competencias.

2. Las entidades locales delegadas podrán renunciar a la delegación en los casos establecidos en el decreto de
delegación o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la imposibilidad de su desempeño sin
menos cabo del ejercicio de sus competencias propias o, en su caso, de las transferidas.

3. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía
establecerá, previa instrucción del correspondiente expediente administrativo, los mecanismos de liquidación de los recursos
y cargas provocados por la delegación.

Artículo 23. La encomienda de gestión.
1. La Administración de la Junta de Andalucía podrá acordar con las entidades locales y con sus entes dependientes

o vinculados la realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de su competencia, en el marco de la
legislación autonómica, mediante encomienda de gestión.

2. La encomienda se formalizará mediante un convenio interadministrativo, que determinará, al menos, su alcance,
la habilitación normativa y el plazo de vigencia.

3. La efectividad de la encomienda requerirá que vaya acompañada de la dotación económica o incremento de



204

financiación, a favor de las entidades locales receptoras, de los medios económicos para llevarla a cabo.

Sección 5ª. Relaciones financieras de la Comunidad Autónoma de Andalucía con las entidades locales

Artículo 24. Colaboración financiera.
1. La aportación de la Comunidad Autónoma de Andalucía a la financiación de las competencias locales propias y

transferidas se realizará fundamentalmente a través del mecanismo de participación en los tributos de la Comunidad
Autónoma previsto en el artículo 192.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

2. Adicionalmente la Comunidad Autónoma podrá establecer programas de colaboración financiera específica para
materias concretas. La determinación de las entidades beneficiarias responderá a criterios objetivos y estará supeditada a
su aceptación.

3. En la elaboración de estos programas deberán participar las entidades locales. Así mismo, el Consejo Andaluz de
Gobiernos Locales participará en la definición de los parámetros a tener en cuenta para la aplicación de los recursos que la
Administración de la Junta de Andalucía ponga a disposición de los entes locales.

4. Los programas y recursos derivados de los mismos serán objeto de desarrollo y regulación en los términos que
reglamentariamente se establezcan, por la consejería competente en materia de hacienda.

Artículo 25. Financiación de nuevas atribuciones.
En el caso de que la Comunidad Autónoma de Andalucía asigne a las entidades locales servicios o funciones que

entrañen nuevos gastos o la ampliación de los ya existentes, acordará simultáneamente la dotación de los recursos
económicos para hacer frente a las nuevas cargas financieras.

TÍTULO II

LOS SERVICIOS Y LA INICIATIVA ECONÓMICA LOCALES

CAPÍTULO I

Servicios locales de interés general y su régimen jurídico

Sección 1ª. Régimen jurídico general

Artículo 26. Servicios locales de interés general.
1. Son servicios locales de interés general los que prestan o regulan y garantizan las entidades locales en el ámbito

de sus competencias y bajo su responsabilidad, así como las actividades y prestaciones que realizan a favor de la ciudadanía
orientadas a hacer efectivos los principios rectores de las políticas públicas contenidos en el Estatuto de Autonomía para
Andalucía.

2. Las entidades locales, actuando de forma individual o asociada, tienen plena libertad para constituir, regular,
modificar y suprimir los servicios locales de interés general de su competencia, de acuerdo con la ley y el Derecho europeo.

Artículo 27. Principios informadores de los servicios locales de interés general.
El régimen de los servicios locales de interés general de la Comunidad Autónoma de Andalucía se inspira y

fundamenta en los siguientes principios:

1. Universalidad.
2. Igualdad y no discriminación.
3. Continuidad y regularidad.
4. Precio adecuado a los costes del servicio.
5. Economía, suficiencia y adecuación de medios.
6. Objetividad y transparencia en la actuación administrativa.
7. Prevención y responsabilidad por la gestión pública.
8. Transparencia financiera y en la gestión.
9. Calidad en la prestación de actividades y servicios.
10.  Calidad medioambiental y desarrollo sostenible.
11. Adecuación entre la forma jurídica y el fin de la actividad encomendada como límite de la discrecionalidad

administrativa.

Artículo 28. Clasificación de los servicios locales de interés general.
1. Las entidades locales pueden configurar los servicios locales de interés general como servicio público y servicio

reglamentado.
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2. Los servicios locales de interés general se prestan en régimen de servicio público cuando la propia entidad local
realiza, de forma directa o mediante contrato administrativo, la actividad objeto de la prestación.

3.  Los servicios locales de interés general se prestan en régimen de servicio reglamentado cuando la actividad que
es objeto de la prestación se realiza por particulares conforme a una ordenanza local del servicio que les impone obligaciones
específicas de servicio público en virtud de un criterio de interés general.

Artículo 29. Régimen jurídico de los servicios locales de interés general en régimen de servicio reglamentado.
1. Las ordenanzas locales de servicios reglamentados deben contemplar, entre otros, los siguientes aspectos:

a) En relación al servicio, las condiciones técnicas de su prestación, las obligaciones específicas de servicio público
que se les impone en virtud del criterio de interés general, así como los niveles mínimos de calidad, en su caso. Igualmente
determinará, en función del servicio de que se trate, las tarifas o precios aplicables para toda o parte de la actividad, así como
los supuestos en que la actividad puede ser subvencionada por la entidad local.

b) En relación a los usuarios, los derechos y deberes.
c) En relación con el prestatario del servicio, la regulación de su situación jurídica respecto de la Administración,

en la que se debe concretar si, por necesidades imperiosas de interés general, procede que el inicio, las modificaciones y el
cese de la prestación del servicio quedan sometidos a autorización administrativa, comunicación o declaración responsable
previas, las sanciones aplicables por las infracciones en que puedan incurrir y los supuestos de revocación de la autorización
o clausura de la actividad.

2. Los posibles controles administrativos preventivos sobre la actividad de servicio se regirán por las normas de
derecho interno y europeo relativas a la competencia.

3. Los ciudadanos podrán exigir de la entidad local, en vía administrativa o contencioso-administrativa, la vigilancia
y cumplimiento de la reglamentación establecida en la ordenanza de cada servicio reglamentado. Las demás condiciones
de prestación del servicio serán exigibles ante el orden jurisdiccional competente.

Artículo 30. Creación de servicios públicos.
1. Las entidades locales acordarán, por medio de ordenanza, la creación y el régimen de funcionamiento de cada

servicio público local. La prestación del servicio se iniciará a la entrada en vigor de la ordenanza correspondiente.
2. Solo se excluyen de lo dispuesto en el apartado anterior las actuaciones esporádicas o discontinuas en el tiempo,

tales como talleres, cursos, jornadas o actividades públicas de carácter singular en los ámbitos de la cultura, el deporte, la
enseñanza, el turismo y similares, que tengan carácter de servicio público, en cuyo caso, si procediera exigir precios públicos
por su prestación, serán preceptivos los correspondientes acuerdos para la imposición y ordenación.

3. La ordenanza reguladora de la prestación del servicio público determinará al menos lo siguiente:

a) Alcance, carácter, contenido y regularidad de las prestaciones que incluya.
b) Forma de financiación del servicio, especificando, cuando estén previstas aportaciones de los usuarios, si se

establecen o no diferencias económicas en beneficio de las personas o los grupos sociales de menor capacidad económica
o merecedoras de especial protección.

c) Modalidades de gestión y sanciones que se puedan imponer al prestador.
d) Estándares de calidad del servicio.
e) Derechos y deberes de los usuarios.
f) Régimen de inspección y de valoración de calidad de cada servicio.

4. Todo ciudadano o ciudadana podrá exigir en la vía administrativa, o en el orden jurisdiccional correspondiente,
la prestación del servicio público en los estrictos términos regulados en la correspondiente ordenanza.

Artículo 31. Servicios públicos básicos.
1. Son servicios públicos básicos los esenciales para la comunidad. Su prestación es obligatoria en todos los

municipios de Andalucía.
2. Tienen en todo caso la consideración de servicios públicos básicos los servicios enumerados en el artículo 92.2.d)

del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Artículo 32. Servicios públicos reservados.
1. Se declara la reserva a favor de los municipios de los servicios públicos básicos enumerados en el artículo 92.2.d)

del Estatuto de Autonomía para Andalucía. Mediante ley se podrá efectuar la reserva para otras actividades y servicios.
2. La reserva habilita para la prestación efectiva en régimen de monopolio de los servicios públicos referidos en el

apartado anterior.
3. La prestación en régimen de monopolio de un servicio público será acordada por el pleno del ayuntamiento

correspondiente, adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación,
previa la tramitación de un expediente acreditativo de la conveniencia y oportunidad de la medida, que incluirá, en todo caso:



206

a) Una memoria justificativa, que recogerá, entre otros extremos, la estructura del mercado sobre el que actúa la
reserva, los posibles intereses empresariales afectados y las posibles compensaciones derivadas de la reserva; el concreto
interés general que motiva la reserva y el cumplimiento de los criterios del Derecho europeo y nacional sobre la competencia
relativos a la creación de los derechos especiales o exclusivos.

b) Un trámite de información pública y de audiencia a todos los sujetos directamente afectados por el proyecto de
reserva.

c) Un informe provincial sobre cada concreto proyecto de reserva. El informe será obstativo cuando la reserva
proyectada afecte de forma relevante al interés económico supramunicipal.

4. La recepción y uso de los servicios públicos reservados a las entidades locales podrá ser declarada obligatoria para
los ciudadanos mediante ordenanza, cuando lo requiera la seguridad, salubridad o circunstancias de interés general.

Sección 2ª. Modos de gestión de los servicios públicos

Artículo 33. Modalidades de prestación en régimen de servicio público.
1. Los servicios públicos locales pueden gestionarse de forma directa, por la propia entidad, o de forma indirecta,

mediante modalidades contractuales de colaboración.
2. Tiene la consideración de gestión propia o directa la prestación de los servicios públicos que las entidades locales

desarrollen por sí o a través de sus entes vinculados o dependientes.
3. La gestión propia o directa por la entidad local puede revestir las siguientes modalidades:

a) Prestación por la propia entidad local.
b) Agencia pública administrativa local.
c) Agencia pública empresarial local.
d) Agencia especial local.
e) Sociedad mercantil local.
f) Sociedad interlocal.
g) Fundación pública local.

4. Son modalidades contractuales de colaboración las previstas con este carácter en la legislación básica sobre
contratos del sector público para el contrato de gestión de servicios públicos.

5. Los servicios que impliquen ejercicio de autoridad en ningún caso podrán prestarse mediante modalidades
contractuales de colaboración ni mediante sociedad mercantil local o interlocal, ni fundación pública local.

6. En el expediente que se tramite para la constitución de las entidades previstas en las letras b) a g) del apartado 3
de este artículo deberá incorporarse una memoria acreditativa de las ventajas que tendría la modalidad de prestación respecto
a la prestación por la propia entidad local, que incluirá un estudio económico-financiero del coste previsible de su
implantación.

Artículo 34. Agencia pública administrativa local.
1. Las agencias administrativas locales son entidades públicas que se rigen por el Derecho Administrativo, a las que

se atribuye la realización de actividades de promoción, prestacionales, de gestión de servicios públicos y otras actividades
administrativas de competencia de las entidades locales, salvo las potestades expropiatorias.

Las entidades locales no podrán crear agencias públicas administrativas para el ejercicio de actividades económicas
en régimen de mercado.

2.  Las agencias públicas administrativas locales se rigen por el mismo régimen jurídico de personal, presupuestario,
económico-financiero, patrimonial, de control y contabilidad que el establecido para las entidades locales.

Para el desarrollo de sus funciones dispondrán de las potestades que tengan atribuidas de manera expresa por sus
estatutos.

3. En las agencias públicas administrativas locales existirá un consejo rector, cuya composición y atribuciones se
determinarán en los estatutos de la entidad.

Artículo 35. Agencia pública empresarial local.
1. Las agencias empresariales locales son entidades públicas a las que se atribuye la realización de actividades

prestacionales, la gestión de servicios o la producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación.
Las entidades locales no podrán crear agencias públicas empresariales para el ejercicio de actividades administrativas.
2.  Las agencias públicas empresariales locales se rigen por el Derecho Privado, excepto en las cuestiones

relacionadas con la formación de la voluntad de sus órganos y con el ejercicio de las potestades administrativas que
expresamente tengan atribuidas en sus estatutos y en los aspectos específicamente regulados en la legislación de haciendas
locales, en sus estatutos y demás disposiciones de general aplicación.
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Las agencias públicas empresariales locales ejercerán únicamente las potestades administrativas que expresamente
se les atribuyan y solo pueden ser ejercidas por aquellos órganos a los que en los estatutos se les asigne expresamente esta
facultad.

No podrá atribuirse a las agencias públicas empresariales locales cuyo objeto sea exclusivamente la producción de
bienes de interés público en régimen de mercado potestades que impliquen ejercicio de autoridad.

3. Las agencias públicas empresariales locales estarán regidas por un consejo de administración cuya composición
y atribuciones se determinarán en los estatutos de la entidad.

Artículo 36. Agencia local en régimen especial.
1. Las agencias locales en régimen especial son entidades públicas a las que se atribuye cualquiera de las actividades

propias de las agencias públicas administrativas locales y agencias públicas empresariales locales, siempre que se den las
siguientes circunstancias:

a) Que se les asignen funciones que impliquen ejercicio de autoridad.
b) Que requieran especialidades en su régimen jurídico.

2.  Las agencias locales en régimen especial se rigen por el Derecho Privado, excepto en las cuestiones relacionadas
con la formación de la voluntad de sus órganos y con el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas
y en los aspectos específicamente regulados en esta ley, en sus estatutos y demás disposiciones de general aplicación.

3. La actuación de las agencias locales en régimen especial se ajustarán a un plan de acción anual, bajo la vigencia
y con arreglo a un pertinente contrato plurianual de gestión, que definirá los objetivos a perseguir, los resultados a obtener
y, en general, la gestión a desarrollar, así como los siguientes extremos:

a) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución de los objetivos.
b) La repercusión sobre el grado de cumplimiento de los objetivos establecidos sobre la exigencia de responsabilidad

por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, así como sobre el montante de masa salarial destinada al
complemento de productividad o concepto equivalente del personal laboral.

4. Corresponderá al pleno de la entidad local la aprobación del contrato de gestión de las agencias de régimen
especial. En el seno de las agencias locales en régimen especial se creará una comisión de control, cuyas funciones y
composición se determinarán en los estatutos, a la que corresponderá informar sobre la ejecución del contrato de gestión.

Artículo 37. Disposiciones comunes a las agencias locales.
1. La creación, modificación, fusión y supresión de las agencias públicas administrativas locales, de las agencias

públicas empresariales locales y de las agencias especiales corresponderá al pleno de la entidad local, que deberá aprobar
sus estatutos.

2. Los estatutos de las agencias locales habrán de ser aprobados y publicados previamente a la entrada en
funcionamiento efectivo e incluirán como contenido mínimo su denominación, funciones y competencias, con expresa
indicación de las potestades que tengan atribuidas y determinación de los máximos órganos de dirección del organismo.

Artículo 38. Sociedad mercantil local.
1. Las sociedades mercantiles locales tendrán por objeto la realización de actividades o la gestión de servicios de

competencia de la entidad local.
2.  Las sociedades mercantiles locales se regirán, cualquiera que sea la forma jurídica que adopten, por el

ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en las que sea de aplicación la normativa patrimonial, presupuestaria,
contable, de control financiero, de control de eficacia y contratación, sin perjuicio de lo señalado en la legislación que resulte
expresamente aplicable como garantía de los intereses públicos afectados.

3. La sociedad mercantil local deberá adoptar alguna de las formas de sociedad mercantil con responsabilidad
limitada y su capital social será íntegramente de titularidad directa o indirecta de una entidad local.

4. Los estatutos deberán ser aprobados por el pleno de la entidad local, que se constituirá como junta general de la
sociedad, y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento de la sociedad. En ellos se determinará la forma
de designación y funcionamiento del consejo de administración, los demás órganos de dirección de la misma y los
mecanismos de control que, en su caso, correspondan a los órganos de la entidad local.

Artículo 39. Sociedad interlocal.
Las entidades locales podrán crear o participar en sociedades interlocales para la prestación conjunta de actividades

y servicios de su competencia, prestación que tendrá la consideración de gestión propia siempre que se cumplan los
siguientes requisitos:

1. Capital exclusivo público local, con prohibición expresa de entrada de capital privado.

2. Que las entidades locales integrantes ejerzan un control análogo al que ejercen sobre sus propios servicios.
3. Adopción de acuerdos por mayoría e integración de los órganos sociales por los entes que la componen.
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4. No puede tener encomendadas actividades de mercado.
5.  Como forma de gestión propia, la sociedad interlocal solo puede prestar su actividad en el territorio de las

entidades locales que la crean.

Artículo 40. Fundación pública local.
Tendrán la consideración de fundaciones públicas locales las fundaciones en las que concurra alguna de las siguientes

circunstancias:
1. Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la entidad local, sus entidades vinculadas

o dependientes o empresas, así como aquellas en las que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté
formado en más de un cincuenta por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por dichas entidades.

2. Aquellas en las que la entidad local tenga una representación mayoritaria. Se entenderá que existe esta cuando más
de la mitad de los miembros de los órganos de administración, dirección o vigilancia de la fundación sean nombrados por
la entidad local directamente o a través de cualquiera de sus entidades, vinculadas o dependientes, o empresas.

Artículo 41. Creación, modificación y extinción de la fundación pública local.
La creación y extinción de las fundaciones públicas locales, la adquisición y pérdida de la representación mayoritaria,

así como la modificación de sus fines fundacionales, requerirán acuerdo previo del pleno de la entidad. El acuerdo
determinará las condiciones generales que deben cumplir todos estos actos y designará a la persona que haya de actuar por
ella en el acto de constitución y, en su caso, a su representación en el patronato.

Artículo 42. Régimen jurídico de la fundación pública local.
1. Las fundaciones públicas locales no podrán ejercer potestades públicas. Solo podrán realizar actividades

relacionadas con el ámbito competencial de las entidades locales fundadoras, debiendo contribuir a la consecución de los
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de la titularidad de las competencias de estas.

2. En todo caso, corresponde a las entidades locales la designación de la mayoría de los miembros del patronato.
3. En los aspectos no regulados específicamente en este capítulo, las fundaciones públicas locales se regirán, con

carácter general, por la legislación sobre fundaciones, contratos del sector público, patrimonio, haciendas locales u otra que
resulte de aplicación.

Artículo 43. La empresa mixta de colaboración público-privada.
1. Los entes locales pueden gestionar los servicios locales de interés económico general mediante la constitución o

participación en empresas mixtas. La empresa mixta es una sociedad mercantil con limitación de responsabilidad cuyo
capital sólo parcialmente pertenece, directa o indirectamente, a la entidad local.

2. En todo caso, el proceso de constitución de estas sociedades tiene que asegurar la libre concurrencia y la igualdad
de oportunidades del capital privado, por lo que la selección del socio privado estará sujeta a los procedimientos de
concurrencia que resulten de aplicación según la legislación de contratos del sector público.

Artículo 44. Transparencia en la gestión de los servicios locales de interés económico general.
Cuando las empresas a las que las administraciones locales hayan atribuido la gestión de servicios de interés

económico general o hayan concedido derechos especiales o exclusivos realicen además otras actividades, actúen en régimen
de competencia y reciban cualquier tipo de compensación por el servicio público, estarán sujetas a la obligación de la
llevanza de cuentas separadas, de información sobre los ingresos y costes correspondientes a cada una de las actividades
y sobre los métodos de asignación empleados, en los términos establecidos por la legislación estatal y por el Derecho
europeo.

CAPÍTULO II

De la iniciativa económica local

Artículo 45. Iniciativa económica local.
1. En los términos del artículo 128.2 de la Constitución Española, las entidades locales andaluzas podrán ejercer la

iniciativa pública para el ejercicio de actividades económicas en el marco de sus políticas propias, en régimen de libre
concurrencia.

2. El ejercicio de actividades económica en régimen de libre concurrencia requiere acuerdo de la entidad local
adoptado por mayoría.

Artículo 46. Empresa pública local.
1. Para el ejercicio de actividades económicas las entidades locales adoptarán, preferentemente, la forma de empresa

pública local.

2.  Tendrá la consideración de empresa pública local cualquier sociedad mercantil con limitación de responsabilidad
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en la que los entes locales ostenten, directa o indirectamente, una posición dominante en razón de la propiedad, de la
participación financiera o de las normas que la rigen.

3.  Las empresas públicas locales tendrán por objeto la realización de actividades comerciales o de gestión de
servicios en régimen de mercado, actuando bajo el principio de la libre competencia.

4. Las empresas públicas en ningún caso podrán ejercer potestades públicas.

Artículo 47. Creación de la empresa pública local.
1. La creación de la empresa pública local requiere autorización del pleno mediante acuerdo adoptado por mayoría,

previo expediente acreditativo de la conveniencia y oportunidad de la medida, acuerdo que deberá ser objeto de publicación
en el Boletín Oficial de la Provincia y habrá de especificar como contenido mínimo obligatorio:

a) Denominación.
b) Forma jurídica de la sociedad.
c) Descripción de las actividades que integran el objeto social.
d) Facultad de participar o crear otras sociedades mercantiles.
e) Participación de la entidad local en el capital social, así como mecanismos para garantizar el mantenimiento de
la posición de partícipe mayoritario cuando sea oportuno por razón de interés público.
f) Líneas básicas de su organización y de funcionamiento de la administración de la sociedad y, en su caso, del

consejo de administración.
g) Adscripción.

Asimismo, el acuerdo debe incorporar y aprobar el proyecto de estatutos y el plan inicial de actuación en los mismos
términos que los establecidos para las agencias.

2. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento de la empresa
pública local.

Artículo 48. Régimen jurídico.
1.  La empresa pública local se regirá, cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado,

salvo las materias en que sea de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de
eficacia, patrimonial y de contratación.

2. Los estatutos determinarán el funcionamiento del consejo de administración y de sus restantes órganos de
dirección.

3. El personal al servicio de las empresas públicas locales se rige por el Derecho Laboral. El nombramiento del
personal no directivo irá precedido de convocatoria pública y de los procesos selectivos correspondientes, basados en los
principios de igualdad, mérito y capacidad.

Artículo 49. Transparencia de las relaciones financieras.
1. Las empresas públicas locales tendrán el deber de suministrar información, en los plazos que se establezcan en

sus estatutos, a la administración local de la que dependan, sobre la recepción de fondos enviados por las distintas
administraciones públicas, al objeto de garantizar la transparencia de las relaciones financieras.

2.  Las empresas públicas locales tendrán que incluir en la memoria anual información específica sobre la puesta a
disposición de fondos efectuada por las administraciones públicas, ya sea directa o indirectamente, los objetivos perseguidos
por los mismos y su utilización efectiva.

TÍTULO III

EL PATRIMONIO DE LAS ENTIDADES LOCALES

Artículo 50. Concepto del patrimonio local.
1. El patrimonio de las entidades locales está constituido por el conjunto de bienes, derechos y acciones que, por

cualquier título, les pertenezcan, y está orientado en su totalidad a la consecución de sus fines. Corresponde su gestión a la
propia entidad o entidades de ella dependientes, que la ejercerán bajo su responsabilidad directa, salvo la de los elementos
del patrimonio que se hallen adscritos a los fines de las entidades de cooperación en que estén integradas.

2. Los elementos del patrimonio de las entidades locales, en atención al uso o servicio destinado, se clasifican en
demaniales y patrimoniales. Los bienes comunales, que son aquellos cuyo aprovechamiento corresponde al común de los
vecinos, tienen la consideración de dominio público.

Artículo 51. Presunción de patrimonialidad de bienes y derechos en su adquisición.
Los bienes y derechos de las entidades locales se entienden adquiridos con el carácter de patrimoniales, sin perjuicio

de su posterior afectación al uso o servicio de interés general.



210

Artículo 52. Reglas generales sobre la disposición del patrimonio.
1. Los bienes y derechos de dominio público o demaniales son inalienables, imprescriptibles e inembargables.
2. Las entidades locales de Andalucía podrán disponer de sus bienes y derechos de carácter patrimonial mediante

subasta pública, concurso o adjudicación directa, previo cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos, sin
necesidad de autorización previa de la Comunidad Autónoma de Andalucía, cualquiera que sea su importe.

3. No podrán imponerse cargas o gravámenes sobre los bienes o derechos patrimoniales de las entidades locales sino
con los requisitos exigidos para su enajenación.

Artículo 53. Libertad de pactos en el tráfico jurídico de bienes y derechos patrimoniales.
Los contratos, convenios y demás negocios jurídicos sobre los bienes y derechos patrimoniales están sujetos al

principio de libertad de pactos.
Las entidades locales podrán, para la consecución del interés público, concertar las cláusulas y condiciones que

tengan por conveniente, siempre que no sean contrarias al ordenamiento jurídico o a los principios de buena administración.

TÍTULO IV

RELACIONES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA CON LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO I

Información e impugnación de disposiciones y actos 

Artículo 54. Publicidad de la actividad local y garantías.
1. Para garantizar a la ciudadanía el acceso a la información sobre la actuación municipal, así como su transparencia

y control democrático, así como facilitar la información intergubernamental y complementando lo dispuesto por la
legislación básica sobre procedimiento administrativo común, los ayuntamientos y sus organismos y entidades dependientes
o vinculadas deberán publicar en la sede electrónica de su titularidad o, en su defecto, en la sede electrónica de la respectiva
diputación provincial, en el plazo de cinco días desde su adopción, las disposiciones y actos administrativos generales que
versen sobre las siguientes materias:

a) Ordenación territorial, ordenación y disciplina urbanísticas, y proyectos para su ejecución.
b) Planificación, programación y gestión de viviendas.
c) Ordenación y prestación de servicios básicos.
d) Prestación de servicios sociales comunitarios y de otros servicios locales de interés general.
e) Organización municipal complementaria.
f) Seguridad en lugares públicos.
g) Defensa de las personas consumidoras y usuarias.
h) Salud pública.
i) Patrimonio de las entidades locales, incluyendo las que afecten a los bienes integrantes del Patrimonio Histórico

Andaluz.
j) Actividad económico-financiera.
k) Aprobación, ejecución y liquidación del presupuesto de la entidad, así como las modificaciones presupuestarias.
l) Selección, promoción y regulación de las condiciones de trabajo del personal funcionario y laboral de las entidades

locales.
m) Contratación administrativa.
n) Medio ambiente, cuando afecten a los derechos reconocidos por la normativa reguladora del acceso a la

información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

2. La información publicada conforme a lo dispuesto en el apartado anterior gozará de las garantías de integridad,
veracidad y actualización de la información y los servicios, prevista en la normativa sobre el acceso electrónico de la
ciudadanía a los servicios públicos, que deberán crear las administraciones públicas andaluzas.

3.  La publicidad de actos de otras administraciones públicas u órganos judiciales que los ayuntamientos tengan la
obligación de publicar se hará también en sede electrónica.

Artículo 55. Información mutua entre la Comunidad Autónoma y las entidades locales.
1. Las entidades locales y sus organismos y entidades dependientes o vinculados trasladarán a la Administración de

la Junta de Andalucía la información relativa a las disposiciones y actos en el plazo, forma y por los medios de comunicación
telemática, y conforme a los estándares de interoperabilidad establecidos por la Comunidad Autónoma, la cual podrá recabar
información complementaria para ampliar la previamente recibida o cuando, teniendo conocimiento de alguna actuación
de los entes locales, estos no la hubiesen remitido en el plazo señalado.

2. Las entidades locales podrán requerir información a la Administración de la Junta de Andalucía sobre los actos
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que afecten al ejercicio de la competencia local.

Artículo 56. Impugnación de disposiciones y actos.
1. Conforme a lo previsto en la legislación básica del Estado, la Junta de Andalucía podrá someter a control

jurisdiccional los actos y disposiciones de las entidades locales cuando se considere que vulneran el ordenamiento jurídico,
menoscaben sus competencias, interfieran su ejercicio o excedan las mismas. Con carácter previo al ejercicio de la acción
procesal, la Junta de Andalucía podrá requerir a la entidad local que modifique o anule la disposición o acto objeto de
controversia y, en su caso, suspenda su eficacia.

2. Conforme a lo previsto en la legislación básica del Estado, las entidades locales podrán impugnar las actuaciones
autonómicas que invadan sus competencias y las normas que vulneren la autonomía local.

CAPÍTULO II

Relaciones de coordinación

Artículo 57 Consejo Andaluz de Gobiernos Locales.
1. Se crea el Consejo Andaluz de Gobiernos Locales como órgano de representación de los municipios y las

provincias ante las instituciones de la Junta de Andalucía con la finalidad de garantizar el respeto a las competencias locales.
Para el ejercicio de sus competencias goza de autonomía orgánica y funcional. El Consejo adoptará su propio reglamento
interno de organización y funcionamiento.

2.  Corresponde al Consejo Andaluz de Gobiernos Locales conocer con carácter previo cuantos anteproyectos de
leyes, planes y proyectos de disposiciones generales se elaboren por las instituciones y órganos de la Comunidad Autónoma
de Andalucía que afecten a las competencias locales propias, e informar sobre el impacto que aquellas puedan ejercer sobre
dichas competencias, pudiendo emitir juicios basados en criterios de legalidad y oportunidad que en ningún caso tendrán
carácter vinculante.

3. Los informes del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales se aprobarán mediante votación, por mayoría simple de
los asistentes.

4.  El Consejo Andaluz de Gobiernos Locales estará compuesto por la totalidad de la representación local en
elConsejo Andaluz de Concertación Local más cinco cargos electos locales propuestos por la asociación de municipios y
provincias de carácter autonómico de mayor implantación. El presidente o presidenta será elegido por mayoría absoluta del
Consejo.

Los miembros del Consejo podrán delegar el ejercicio del cargo en otros miembros electos de la misma diputación
o ayuntamiento de la que forman parte.

5. Cuando se rechacen las observaciones o reparos formulados por el Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, deberá
mediar información expresa y detallada.

6. En el trámite parlamentario de las disposiciones legislativas y planes que afecten a lo recogido en el apartado 2
de este artículo, será conocida la posición del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 95 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

7. Reglamentariamente se establecerá su régimen de funcionamiento.

Artículo 58. Coordinación administrativa.
1. La Comunidad Autónoma, para asegurar la coherencia de actuación de las distintas administraciones públicas,

podrá ejercer sus facultades de coordinación sobre la actividad de las entidades locales, y especialmente de las entidades
locales de cooperación, en los siguientes supuestos:

a) Si la actividad o el servicio trascienden el ámbito de los intereses propios de las entidades locales. 
b) Si la actividad o el servicio local inciden o condicionan de forma relevante los intereses de la Comunidad

Autónoma.
c) Si la actividad o el servicio local son concurrentes o complementarios respecto a los de la Comunidad Autónoma.
d) Cuando se produzcan delegaciones de competencias de la Comunidad Autónoma en las entidades locales.

2. La coordinación se realizará mediante la definición concreta y en relación con una materia, servicio o competencia
determinados de los intereses generales o comunitarios, a través de los planes sectoriales e intersectoriales, cuando concurren
competencias de varios sectores, para la fijación de los objetivos y la determinación de las prioridades de la acción pública
en la materia correspondiente.

3. Las funciones de coordinación de la Administración de la Comunidad Autónoma no podrán afectar en ningún caso
a la autonomía de las entidades locales.

4. La coordinación tendrá por finalidad la fijación de medios y sistemas de relación que hagan posible la información
recíproca, la homogeneidad técnica y la acción conjunta de las distintas administraciones públicas en el ejercicio de sus
respectivas competencias, de tal modo que se logre la integración de actuaciones parciales en la globalidad del sistema.
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Artículo 59. Planes sectoriales.
1. Las leyes sectoriales de la Comunidad Autónoma podrán facultar al Consejo de Gobierno para coordinar el

ejercicio de las competencias propias de las entidades locales entre sí y, especialmente, con las de la Comunidad Autónoma,
por medio de planes sectoriales de coordinación, siempre que se den las siguientes circunstancias:

a) Que sea necesario para asegurar la coherencia de la actuación de las administraciones públicas, en los supuestos
previstos en el apartado 1 del artículo anterior.

b) Que dicho fin no pueda alcanzarse por los procedimientos de cooperación voluntaria previstos en la presente ley
y en la restante normativa de régimen local o estos resultaran manifiestamente inadecuados por razón de las características
de la tarea pública de que se trate.

2. Las entidades locales ejercerán sus facultades de programación, planificación u ordenación de los servicios o
actividades de su competencia en el marco de las previsiones de los planes a que se refiere el párrafo anterior.

3. En todo caso, la ley sectorial deberá precisar, con el suficiente grado de detalle, las condiciones y los límites de
la coordinación.

TÍTULO V

LA COOPERACIÓN TERRITORIAL

CAPÍTULO I

Fines, principios y tipología de la cooperación

Artículo 60. Fines.
La cooperación territorial se orientará a la consecución de los siguientes fines:
1. Propiciar un modelo territorial acorde con los criterios básicos de desarrollo sostenible y de cohesión económica,

social y territorial.
 2. Adecuar el gobierno del territorio a la realidad espacial y funcional existente.
3. Mejorar la calidad y la gestión de los servicios y equipamientos públicos, así como de las infraestructuras básicas

del territorio considerado en su conjunto, propiciando la optimización de los recursos.
4. Garantizar las condiciones básicas de gobierno y gestión de las entidades intermunicipales y aumentar su capacidad

organizativa para desarrollar las iniciativas y proyectos demandados por la sociedad con criterios de economías de escala.
5. Dotar a las entidades de mayor capacidad legal, técnica y financiera.
6. Favorecer el desarrollo de proyectos comunes que incrementen la competitividad del ámbito territorial afectado.
7. Favorecer unos niveles adecuados de calidad de vida, a través de la protección y gestión conjunta del patrimonio

natural, social, histórico y cultural.
8. Crear mecanismos para la articulación y defensa de los intereses comunes de los cooperantes ante terceros.

Artículo 61. Principios de la cooperación territorial.
1. La cooperación territorial en la Comunidad Autónoma de Andalucía se regirá por los principios generales de

autonomía local, descentralización, eficacia, eficiencia, participación, planificación y calidad.
2. No podrán coexistir dos o más entidades de cooperación sobre un mismo territorio cuando coincidan en un mismo

objeto. En el supuesto anterior, el expediente de creación de la nueva entidad deberá incluir, en todo caso, la fórmula y
procedimiento de absorción de la entidad preexistente.

Artículo 62. Tipología.
1. La cooperación territorial en la Comunidad Autónoma de Andalucía se podrá llevar a cabo a través de las entidades

e instrumentos que se enumeran en los apartados siguientes.
2. Son entidades de cooperación territorial:

a) Las mancomunidades de municipios.
b) Los consorcios.
c) Cualquier otra modalidad de cooperación interadministrativa que dé lugar a la creación de un ente con personalidad

jurídica, que pudiera establecerse para el desempeño de servicios, obras o iniciativas de interés para la cooperación territorial
en Andalucía y que se ajuste a los fines y principios de la presente ley.

3. Son instrumentos para la cooperación territorial:

a) Los convenios de cooperación.
b) Las redes de cooperación.
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c) Cualquier otra modalidad de cooperación interadministrativa que no dé lugar a la creación de un ente con
personalidad jurídica, que pudiera establecerse para el desempeño de servicios, obras o iniciativas de interés para la
cooperación territorial en Andalucía y que se ajuste a los fines y principios de la presente ley.

CAPÍTULO II

Entidades e instrumentos para la cooperación

Sección 1ª. Mancomunidades de municipios

Artículo 63. Definición y objeto.
1. Los municipios tienen derecho a asociarse entre sí, constituyendo mancomunidades, para la planificación,

establecimiento, gestión o ejecución en común de obras y servicios determinados de competencia propia.
2. El objeto de la mancomunidad deberá ser determinado y no podrá comprender el ejercicio de la totalidad de las

competencias asignadas a los respectivos municipios.

Artículo 64. Ámbito territorial de las mancomunidades.
1. El ámbito territorial de actuación de las mancomunidades será el de los municipios en ellas integrados. Para que

los municipios se mancomunen no será indispensable que pertenezcan a la misma provincia ni que exista entre ellos
continuidad territorial, si esta no es requerida por la naturaleza de los fines de la mancomunidad.

2. Para la constitución de mancomunidades con municipios pertenecientes a otras comunidades autónomas será
necesaria la aprobación del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el cumplimiento de
los requisitos establecidos en la legislación de las comunidades autónomas a las que pertenezcan aquellos.

3.  En cualquier caso, una mancomunidad de municipios de Andalucía podrá prestar sus servicios a municipios de
otra comunidad autónoma que lo soliciten con carácter provisional. En este caso será necesaria la aprobación del Consejo
de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el cumplimiento de los requisitos o autorizaciones que
se establezcan en la normativa de la comunidad autónoma a la que pertenezcan los municipios que efectúen la solicitud.

Artículo 65. Personalidad y régimen jurídico.
1. Las mancomunidades legalmente constituidas tienen la condición de entidad local de cooperación territorial, con

personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines específicos. Su régimen jurídico será el establecido en
sus propios estatutos, que deberán respetar, en todo caso, lo dispuesto en la presente ley, así como en las normas que la
desarrollen.

2. Las potestades de las mancomunidades serán las estrictamente necesarias para el cumplimiento de sus fines,
debiéndose contener de forma expresa en sus estatutos.

Artículo 66. Contenido de los estatutos.
Los estatutos de las mancomunidades establecerán su régimen orgánico y de funcionamiento y contendrán, como

mínimo, las determinaciones siguientes:
1. La denominación y la sede de la mancomunidad.
2. Los municipios que la integran.
3. Su objeto, fines, potestades y servicios y obras que asume.
4. El órgano de representación municipal, sus atribuciones, incluyendo funciones de control de gobierno,

composición, forma de designación y cese de sus miembros.
5. Los órganos de gobierno y administración, sus atribuciones, composición, forma de designación y cese de sus

miembros.
6. Las normas de funcionamiento de los órganos de gobierno, de la gestión administrativa y de la gerencia, en su caso.
7. Los recursos económicos, con especial referencia a las aportaciones que deban efectuar los municipios integrantes.

Tales aportaciones deberán responder a criterios de proporcionalidad.
8. El período mínimo de permanencia en la mancomunidad de los municipios integrantes, nunca superior a cuatro

años.
9. La duración de la mancomunidad.
10. El procedimiento de modificación de los estatutos.
11. El procedimiento de incorporación y separación de municipios.
12. Las causas y procedimiento de disolución.
13. Las normas sobre la liquidación de la mancomunidad.
14. Los derechos y obligaciones de los municipios mancomunados.
15. El régimen indemnizatorio aplicable a los municipios por incumplimiento de sus obligaciones con la

mancomunidad.

16.  Previsiones sobre el régimen jurídico en que hayan de quedar los bienes cedidos en uso por los municipios que
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se separen de la mancomunidad.

Artículo 67. Garantía de representatividad municipal en las mancomunidades.
1. Sin perjuicio del respeto a la autonomía local en la determinación de los órganos de la mancomunidad, de sus

atribuciones y régimen de funcionamiento, sus estatutos garantizarán que la composición del órgano de representación
municipal asegure la presencia de miembros electos de todos los municipios, sin que ninguno pueda ostentar la mayoría
absoluta.

2. Los representantes en el órgano citado se designarán, por cada municipio, de forma proporcional a los resultados
electorales obtenidos en las últimas elecciones locales.

Artículo 68. Iniciativa para la constitución de las mancomunidades.
El acuerdo inicial para la constitución de una mancomunidad deberá ser adoptado por cada uno de los municipios

interesados, requiriéndose el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de los plenos de cada uno
de los ayuntamientos promotores.

Artículo 69. Aprobación inicial de los estatutos.
1. El proyecto de estatutos de la mancomunidad será redactado por los concejales de los municipios promotores

constituidos en asamblea, o por una comisión designada a tal fin por la propia asamblea de entre las personas representantes
de cada uno de los municipios. Igualmente, se establecerá por la asamblea el régimen de funcionamiento y el calendario de
trabajo para redactar el proyecto de estatutos. En cualquier caso, la presidencia y la secretaría de la asamblea serán
desempeñadas por las personas titulares de la alcaldía y la secretaría del ayuntamiento del municipio en que se celebren las
sesiones.

2. Una vez redactado el proyecto de estatutos deberá ser aprobado inicialmente por la asamblea, precisando dicho
trámite el voto favorable de la mayoría simple de los asistentes.

Artículo 70. Información pública e informes.
El proyecto de estatutos será sometido a información pública por plazo mínimo de un mes mediante la publicación

en los tablones de edictos de cada uno de los municipios interesados, en la correspondiente sede electrónica de titularidad
municipal y provincial, así como en los boletines oficiales de las provincias en que radiquen, y se remitirá a las diputaciones
provinciales afectadas, para que lo informen en el plazo de dos meses. Transcurrido el citado plazo sin que se hayan
notificado los citados informes se entenderá cumplimentado el trámite, continuándose el procedimiento.

Artículo 71. Aprobación de los estatutos.
Una vez recogidas las observaciones, sugerencias y alegaciones, en su caso, la asamblea aprobará provisionalmente

el proyecto de estatutos, que se remitirá, junto con todo lo actuado, a los diferentes municipios para su aprobación definitiva,
que requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de los distintos plenos municipales.

Artículo 72. Ratificación de acuerdos.
1. Una vez aprobados definitivamente los estatutos, en el plazo de diez días los ayuntamientos remitirán certificación

del acuerdo a la asamblea de concejales, o, en su caso, a la comisión prevista en el artículo 69.1, que los ratificará en un acto
único.

2. La asamblea remitirá a la consejería competente sobre régimen local un ejemplar de los estatutos por cualquier
medio que permita garantizar su autenticidad, así como copia del expediente administrativo completo.

Artículo 73. Publicidad de las mancomunidades.
1. La asamblea, en el plazo de tres días, remitirá al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía el acuerdo junto con los

estatutos de la mancomunidad para su publicación. La publicación tendrá carácter constitutivo, y determinará el nacimiento
de la misma, el reconocimiento de su personalidad jurídica y la obligación de inscribirla en el Registro Andaluz de Entidades
Locales.

2. Dentro de los tres meses siguientes a la publicación de los estatutos, deberán constituirse los órganos de gobierno
de la mancomunidad y comenzar su normal funcionamiento.

3. La Administración de la Junta de Andalucía comunicará a la Administración General del Estado la constitución
de la mancomunidad.

Artículo 74. Modificación de los estatutos.
1. La modificación de los estatutos se regirá por lo previsto en los mismos, que deberá respetar, en todo caso, lo

establecido en la presente ley.
2. La iniciativa para la modificación de los estatutos podrá partir de cualquiera de los municipios mancomunados o

del órgano de gobierno de la mancomunidad, y su aprobación corresponderá, en todo caso, al órgano de representación
municipal. En su procedimiento serán trámites obligatorios el sometimiento a información pública por plazo mínimo de un
mes y la audiencia a las diputaciones provinciales afectadas para que la informen en plazo no inferior a un mes.
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3. Adoptado el acuerdo de modificación de los estatutos se remitirá al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
su publicación, y se comunicará a la consejería competente sobre régimen local para su registro, que lo comunicará a la
Administración General del Estado.

Artículo 75. Adhesión de municipios.
1. Constituida una mancomunidad podrán adherirse voluntariamente a la misma los municipios que lo deseen, con

sujeción al procedimiento que los estatutos determinen. En todo caso, será necesaria la aprobación de la adhesión y de los
estatutos de la mancomunidad por la mayoría absoluta del número legal de miembros del pleno del ayuntamiento que
pretende adherirse, así como el trámite de información pública e informe de la diputación o diputaciones provinciales
interesadas en los términos y plazos establecidos en el artículo anterior.

2. Adoptado el acuerdo de adhesión por la mancomunidad, se remitirá al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
para su publicación, y se comunicará a la consejería competente sobre régimen local, que lo comunicará a la Administración
General del Estado.

Artículo 76. Separación de municipios mancomunados.
1. Ningún municipio podrá separarse de la mancomunidad si, habiendo transcurrido el período mínimo de

permanencia, mantiene deudas con la misma. A tal efecto, con la solicitud de separación deberá proceder a la liquidación
de las deudas que se mantengan, al abono de la parte del pasivo de la mancomunidad que, en ese momento, le sea
proporcionalmente imputable, y al pago de los gastos que se deriven de la separación.

2. El órgano de representación municipal de la mancomunidad, cuando considere que algún municipio haya
incumplido gravemente las obligaciones establecidas en las leyes o en los propios estatutos, y previa audiencia del mismo,
podrá decidir su separación de la mancomunidad y la liquidación de las deudas pendientes, mediante acuerdo adoptado por
el citado órgano por mayoría de dos tercios de sus componentes.

3. En los supuestos de separación en los que resulten deudas, obligaciones y gastos sin satisfacer de un municipio
a favor de la mancomunidad, previo acuerdo adoptado por el órgano de representación municipal, la mancomunidad podrá
solicitar a la Administración de la Junta de Andalucía la retención de las cantidades que correspondiese entregar a favor de
aquel, por una cuantía igual al importe adeudado, así como su ingreso compensatorio en la hacienda de la mancomunidad.

4. Adoptado el acuerdo de separación de un municipio, la mancomunidad lo remitirá, junto con la modificación
producida en los estatutos, al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para su publicación, y se comunicará a la consejería
competente sobre régimen local.

Artículo 77. Disolución de mancomunidades.
1. La disolución de mancomunidades se ajustará al régimen establecido en sus propios estatutos, que deberán respetar,

en todo caso, lo establecido en la presente ley.
2. En caso de disolución de una mancomunidad, esta mantendrá su capacidad jurídica hasta que el órgano de gobierno

colegiado apruebe la liquidación y distribución de su patrimonio.
3. El acuerdo de disolución se comunicará a la consejería competente sobre régimen local, que lo trasladará a la

Administración General del Estado.
4. La asamblea remitirá el acuerdo sobre disolución al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para su oportuna

publicación. La extinción de la mancomunidad se producirá con la publicación.

Sección 2ª. Consorcios locales

Artículo 78. Definición y composición de los consorcios.
1. El consorcio es una entidad pública de carácter voluntario y asociativo, dotada de personalidad jurídica propia y

plena capacidad para crear y gestionar servicios y actividades de interés común, y sometida al Derecho Administrativo.
2.  Las entidades locales podrán constituir consorcios con entidades locales de distinto nivel territorial, así como con

otras administraciones públicas para finalidades de interés común o con entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro,
que tengan finalidades de interés público concurrentes.

3. Los consorcios participados mayoritariamente por entidades locales y que persigan fines en materia de interés local
se considerarán entidades locales de coo peración territorial a los efectos de esta ley.

4. Las potestades de los consorcios serán las estrictamente necesarias para el cumplimiento de sus fines, debiéndose
contener de forma expresa en sus estatutos.

Artículo 79. Estatutos de los consorcios.
Los estatutos establecerán el régimen de funcionamiento de los consorcios y contendrán, como mínimo, los siguientes

extremos:

1. Denominación y sede del consorcio.
2. Entes que lo integran.
3. Objeto y fines.
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4. Órganos de gobierno.
5. Normas de funcionamiento de los órganos de gobierno, de la gestión administrativa y de gerencia, en su caso.
6. Régimen financiero, presupuestario y contable.
7. Duración del consorcio.
8. Procedimiento de incorporación y separación de miembros.
9. Procedimiento de modificación de los estatutos.
10. Causas, procedimiento de disolución y normas sobre la liquidación del consorcio.
11. Previsiones sobre el régimen jurídico en que hayan de quedar los bienes cedidos en uso por los municipios que

se separen del consorcio.

Artículo 80. Procedimiento de constitución de los consorcios y aprobación de sus estatutos.
1. Las entidades que pretendan consorciarse deberán aprobar un convenio fundacional en el que detallarán todos los

requisitos, hitos y consideraciones que estimen relativos al proceso constitutivo. A dicho convenio podrán incorporar, como
anexo, un proyecto de estatutos del consorcio. La suscripción del referido convenio fundacional por parte de las entidades
locales deberá ser autorizada por sus respectivos órganos plenarios, por mayoría absoluta de su número legal de miembros.

Si al convenio fundacional no se hubiese incorporado un proyecto de estatutos, se procederá a su redacción en la
forma que se haya determinado en aquel.

2. En todo caso, el proyecto de estatutos deberá ser sometido a información pública por un plazo mínimo de un mes
y se remitirá a las diputaciones provinciales afectadas, si no fueran parte del convenio fundacional, para que lo informen
en el mismo plazo de un mes.

3. La aprobación de los estatutos por todos los entes consorciados se realizará de conformidad con su legislación
específica, que en el caso de las entidades locales corresponderá a sus respectivos órganos plenarios por mayoría absoluta
de su número legal de miembros.

4. La publicación de los estatutos del consorcio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía tendrá carácter
constitutivo y determinará el nacimiento del mismo y el reconocimiento de su personalidad jurídica.

Artículo 81. Órganos de gobierno de los consorcios.
1. Los órganos de gobierno estarán integrados por representantes de todas las entidades consorciadas, en la

proporción estatutariamente establecida y sin que ninguno de ellos ostente mayoría absoluta.
2. En aquellos consorcios en los que, junto con entidades locales, participe la Administración de la Junta de

Andalucía a través de cualquiera de sus consejerías, agencias o empresas públicas de ellas dependientes, aportando medios
materiales o financieros, el órgano de gobierno de aquellos deberá integrar un número de miembros en representación de
la Comunidad Autónoma que, sin que pueda suponer la mayoría absoluta respecto al número de miembros total del órgano,
garantice la proporcionalidad de su aportación económica.

Artículo 82. Modificación de estatutos, adhesión, separación y disolución del consorcio.
Para la modificación de los estatutos del consorcio, adhesión y separación de sus miembros, disolución y liquidación,

se estará a lo dispuesto en la presente ley para las mancomunidades, sin perjuicio de las particularidades derivadas de la
naturaleza de los distintos entes consorciados.

Sección 3ª. Convenios de cooperación, redes y otras formas de cooperación

Artículo 83. Convenios de cooperación.
1. Los municipios, las provincias y las entidades de cooperación territorial podrán celebrar convenios de cooperación

entre sí o con la Comunidad Autónoma de Andalucía para la más eficaz gestión y prestación de servicios de sus
competencias.

2. A través de los convenios de cooperación, las partes podrán coordinar sus políticas de fomento dirigidas a un
mismo sector o población, ejecutar puntualmente obras o servicios de la competencia de una de las partes, compartir las
sedes, locales o edificios que sean precisos para el desarrollo de las competencias concurrentes o propias, ceder y aceptar
la cesión de uso de bienes patrimoniales, desarrollar actividades de carácter prestacional y adoptar las medidas oportunas
para alcanzar cualquier otra finalidad de contenido análogo a las anteriores.

3. Los instrumentos de formalización de los convenios de cooperación deberán especificar:

a) Las partes que suscriben el convenio.
b) El objeto y fines del convenio.
c) La competencia que ejerce cada administración.
d) Su financiación.
e) La definición de los mecanismos de asistencia técnica y de actuación conjunta prevista para hacer efectiva la

cooperación.
f) Los derechos y obligaciones de las partes.
g) El plazo de vigencia, sin perjuicio de que se pueda prorrogar si lo acuerdan las partes firmantes.
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h) Los mecanismos de solución de conflictos o de denuncia del convenio y la extinción por causas distintas a la
anterior, así como las actuaciones pertinentes en el supuesto de extinción.

4. Cada convenio deberá ir acompañado de una memoria donde consten los antecedentes, razones de oportunidad
y objetivos perseguidos con su formalización.

5. La celebración de convenios que así lo requiera podrá prever, junto con el traspaso de los servicios y medios
materiales y económicos correspondientes, el del personal adscrito a los mismos, sin que ello comporte en ningún caso el
ingreso en la función pública de una administración pública diferente a la propia de cada persona.

6. Una vez aprobados los convenios, se remitirá copia de los mismos a la consejería competente sobre régimen local.

Artículo 84. Redes de cooperación territorial.
1. La cooperación territorial de las entidades locales podrá desarrollarse también a través de redes de ámbito inferior

o igual al autonómico, nacional o internacional, de conformidad con la normativa que les resulte de aplicación. A los efectos
de esta ley, las redes de cooperación territorial podrán estar integradas por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas,
siempre que persigan fines de interés general local.

2. Los miembros de las redes de cooperación territorial podrán crear entidades con personalidad jurídica para la
gestión de sus intereses, que se regularán por la normativa que les resulte de aplicación.

3. Las redes de ciudades constituyen el nivel básico y preferente de este tipo de instrumento.
4. Las redes de cooperación de ámbito andaluz deberán promover estructuras organizativas y funcionales flexibles,

no jerarquizadas y basadas en la adopción con sensuada de decisiones. Igualmente, deberán establecerse los mecanismos
e instrumentos operativos más adecuados en cada momento para asegurar la continuidad de los flujos de información entre
los distintos miembros de las redes.

5. Constituida la red de cooperación, deberá darse cuenta de ello a la consejería competente sobre régimen local.

Artículo 85. Órganos paritarios de colaboración.
1. El órgano supremo de colaboración entre la Comunidad Autónoma y los gobiernos locales es el Consejo Andaluz

de Concertación Local, cuyas atribuciones, composición, y funcionamiento se regularán por su propia ley de creación.
2. La creación de otros órganos de colaboración se realizará por ley, la cual determinará, en todos los casos:

a) Las funciones atribuidas y el ámbito material y territorial de actuación del órgano.
b) La composición y funcionamiento del órgano.

3. Los órganos paritarios de colaboración tendrán carácter deliberante o consultivo.
4. Lo dispuesto por el presente artículo se entiende sin perjuicio de los órganos específicos que puedan establecer

los planes sectoriales de coordinación.

CAPÍTULO III

Régimen económico de las entidades locales de cooperación

Artículo 86. De los recursos de las haciendas de las entidades locales de cooperación.

1. La hacienda de las entidades locales de cooperación territorial estará integrada por los siguientes ingresos:

a) Los procedentes de su patrimonio y demás de Derecho Privado.
b) Tasas, contribuciones especiales y precios públicos de los servicios y actividades atribuidos, de conformidad con

lo previsto en la normativa reguladora de las haciendas locales.
c) Subvenciones.
d) El producto de las operaciones de crédito.
e) El producto de las multas y sanciones.
f) Transferencias, en su caso, de otras administraciones públicas.
g) Aportaciones de los municipios integrantes de las entidades de cooperación, en su caso.
h) Cualquier otro ingreso de Derecho Público o prestación que corresponda según la legislación aplicable.

2. De conformidad con lo previsto en el apartado anterior, los recursos concretos que integren la hacienda de las
entidades locales de cooperación serán los previstos, en el marco de lo establecido en esta ley y demás normas reguladoras
de las haciendas locales, por sus respectivos estatutos o leyes de creación.

3. El régimen financiero de las entidades locales de cooperación no alterará el propio de los municipios u otras
entidades locales que las integren.

4. En todos los demás aspectos relativos al régimen de financiación, presupuestario, de intervención y de contabilidad
se aplicarán las normas generales de la legislación reguladora de las haciendas locales.
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Artículo 87. De las aportaciones de los municipios integrantes de las entidades locales de cooperación.
1. Las aportaciones municipales a las haciendas de las entidades locales de cooperación se establecerán de

conformidad con los siguientes criterios:
a) El régimen económico de las entidades garantizará en todo caso la distribución proporcional de las cargas entre

todos los municipios integrados.
b) Las aportaciones de los municipios se determinarán teniendo en cuenta, como parámetros de proporcionalidad,

el número de habitantes de los municipios y el aprovechamiento de los servicios prestados por la entidad local de
cooperación, así como la participación de aquellos en los tributos e ingresos del Estado y los votos que ostenten dentro del
máximo órgano de gobierno de dicha entidad local de cooperación. Podrán incluirse índices correctores relacionados con
el nivel de renta y riqueza de los municipios de prestación de los servicios fundamentales de su competencia.

2. Las aportaciones de los municipios a la entidad local de cooperación serán determinadas anualmente por el máximo
órgano colegiado de gobierno de la entidad, previa consulta a los municipios integrantes de la misma.

3. Los municipios estarán obligados a transferir, en los períodos que se fijen, el importe de las aportaciones que les
correspondan y, a tales efectos, consignarán en sus presupuestos las cantidades precisas para atender, en los sucesivos
ejercicios económicos, las obligaciones derivadas de los compromisos contraídos con la entidad local de cooperación a la
que pertenezcan.

4. Lo dispuesto en los tres apartados anteriores será de aplicación a otras entidades locales que integren la entidad
local de cooperación, con las particularidades que se deriven de su propia naturaleza.

5. Transcurrido el plazo para efectuar el ingreso de las aportaciones de los miembros que integren la entidad local
de cooperación territorial, esta podrá solicitar a la Administración de la Junta de Andalucía la deducción del importe de las
entregas mensuales que le corresponda hacer a favor de aquellos y efectúe el ingreso de dichas cantidades en la hacienda
de la entidad local de cooperación territorial. En todo caso se dará audiencia a los miembros afectados.

6. Asimismo, y con el propósito de garantizar el abono de las aportaciones a la entidad local de cooperación,
cualquiera de sus miembros, así como la propia entidad, podrá impugnar los presupuestos de aquellos, cuando no estuviera
prevista la partida correspondiente a las aportaciones a efectuar a la entidad local de cooperación.

7. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores será aplicable también a los demás consorcios regulados en la presente
ley.

Artículo 88. Cooperación en materia de ingresos de Derecho Público.
La Agencia Tributaria de la Comunidad Autónoma y las entidades locales de cooperación reguladas en la presente

ley podrán colaborar en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los ingresos de Derecho
Público de dichas entidades locales de cooperación, sin perjuicio de la colaboración con otras administraciones públicas.

TÍTULO VI

DEMARCACIÓN MUNICIPAL

CAPÍTULO I

El término municipal

Artículo 89. Concepto de término municipal.
1. El término municipal es el espacio físico en el que el municipio puede ejercer válidamente sus competencias. El

ejercicio de determinadas competencias y de actividades relacionadas con servicios públicos o con la iniciativa económica
puede ser desarrollado fuera del término municipal cuando sea adecuado a su naturaleza y de acuerdo con los convenios,
contratos u otros instrumentos jurídicos o formas válidas en Derecho que se adopten.

2. El término municipal abarcará tanto el suelo como el vuelo y el subsuelo. En todo caso, sus modificaciones, así
como las dimensiones perimetrales, longitudinales y de cabida se referirán al plano superficial, sin que a estos efectos sean
válidas jurídicamente las alteraciones o intrusiones que afecten al vuelo o subsuelo de forma autónoma al suelo. No
supondrán menoscabo del término municipal el ejercicio dentro de él de competencias o la titularidad de derechos reales
o de dominio público de otras personas físicas o jurídicas públicas

o privadas.
3. El término municipal es continuo y no podrá exceder del territorio de una provincia.

Artículo 90. La delimitación de los términos municipales.
1. La demarcación municipal, consistente en la actuación administrativa tendente a determinar tanto la extensión y

límites de las entidades locales territoriales como elementos sustanciales de las mismas y definidores del ámbito espacial
donde ejercen sus competencias, así como su capitalidad, corresponde al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía,
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por acuerdo adoptado mediante decreto.
2. El deslinde es la actuación de comprobación y ejecución de la demarcación municipal, que en ningún caso podrá

implicar modificación de términos municipales.

Artículo 91. Modificaciones de los términos municipales.
1. Los términos municipales podrán ser modificados por:

a) Segregación.
b) Fusión.
c) Agregación.
d) Incorporación.
e) Aumento o disminución de su cabida debido a dinámicas de la naturaleza.

2. Mediante las modificaciones a que hace referencia el párrafo anterior o por combinaciones de ellas se podrá dar
lugar a la creación y supresión de municipios o a la mera alteración de sus límites territoriales.

3. Corresponde en exclusiva a la Junta de Andalucía la competencia para efectuar las modificaciones de términos
municipales en su territorio, previa la instrucción del correspondiente procedimiento administrativo, que en todo caso
precisará informe técnico de la Dirección General del Instituto de Cartografía de Andalucía. Una vez efectuada la
modificación, se inscribirá en el Registro Andaluz de Entidades Locales y se remitirá al Registro Estatal para su oportuna
inscripción.

CAPÍTULO II

Creación, supresión y alteración de municipios

Sección 1ª. Supuestos justificadores

Artículo 92. La fusión de municipios.
1. La fusión consiste en la creación de un nuevo municipio resultado de la unión de dos o más preexistentes y

limítrofes de la misma provincia, que se suprimen.
2. Podrá acordarse la fusión de municipios cuando se dé alguna de las circunstancias siguientes:

a) Falta de recursos para prestar, cada uno de ellos, por sí o asociados, los servicios mínimos impuestos por la ley.
b) Confusión de sus núcleos de población consecuen cia del desarrollo de sus edificaciones y demás espacios urbanos.
c) Existencia de condiciones de orden geográfico, económico, demográfico, administrativo o cualesquiera otras que

pudieran hacerla necesaria o conveniente.

Artículo 93. La segregación de términos municipales.
1. Se entiende por segregación de un término municipal la separación de parte del territorio, bien para la creación

de uno distinto o bien para ser agregado a otro preexistente, limítrofe y de la misma provincia, no comportando en este
último caso creación ni supresión de municipios.

2. La creación de un nuevo municipio por segregación tendrá carácter excepcional, solo se hará sobre la base de
núcleos de población y necesitará, además de la conformidad expresa, acordada por mayoría absoluta, del pleno del
ayuntamiento del municipio que sufre la segregación, la concurrencia de, al menos, las siguientes circunstancias:

a) La existencia de motivos permanentes de interés público relacionados con la planificación territorial de Andalucía.
b) Que el territorio del nuevo municipio cuente con unas características que singularicen su propia identidad sobre

la base de razones históricas, sociales, económicas, laborales, geográficas y urbanísticas.
c) Que entre los núcleos principales de población del municipio matriz y del territorio que pretende la segregación

exista una notable dificultad de acceso caracterizada por la distancia, orografía adversa, duración del trayecto en vehículo
automotor, carencia de servicio público de transporte de viajeros u otras de similar naturaleza.

d) Que el nuevo municipio pueda disponer de los recursos necesarios para el cumplimiento de las competencias
municipales que como mínimo venía ejerciendo el municipio del que se segrega y, en todo caso, los servicios previstos como
básicos por la ley. Dichos recursos deben estar relacionados con la capacidad financiera de la vecindad del nuevo municipio
y la riqueza imponible de su término municipal.

e) Que el nuevo municipio cuente con un territorio que permita atender a sus necesidades demográficas, urbanísticas,
sociales, financieras y de instalación de los servicios de competencia municipal.

f) Que el nuevo municipio pueda garantizar la prestación de los servicios públicos con el mismo nivel de calidad que
el alcanzado por el municipio matriz en el territorio base de la segregación.

g) Que el municipio o municipios matrices no se vean afectados de forma negativa en la cantidad y calidad de
prestación de los servicios de su competencia, ni privados de los recursos necesarios para la prestación de los servicios
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mínimos establecidos legalmente.

3. La alteración de términos municipales, mediante segregación-agregación, no podrá suponer para ninguno de los
municipios afectados, ni la privación de los recursos necesarios para prestar los servicios básicos establecidos legalmente,
ni la reducción de los servicios a los que viniesen obligados en función de su población. El municipio que experimente la
segregación podrá ser compensado con la incorporación a su término de una parte del que originó esta alteración. Si ello
no fuera posible o conveniente, según los criterios de la ordenación territorial de la Comunidad Autónoma, podrá fijarse una
compensación económica a cargo del municipio acrecido. Solo podrá efectuarse la alteración en alguno de los siguientes
casos:

a) Cuando un núcleo de población de un municipio se extienda por el término de otro u otros limítrofes.
b) Cuando sea necesario dotar a un municipio limítrofe del territorio indispensable para ampliar los servicios

existentes o instalar aquellos nuevos que imperativamente hubiere de prestar como consecuencia de un aumento de su
población.

c) Cuando concurran otras circunstancias de orden geográfico, demográfico, económico, histórico o administrativo
que así lo aconsejen.

Artículo 94. La incorporación de municipios.
1. Se entiende por incorporación la anexión a un municipio de la totalidad del término municipal de otro u otros

limítrofes, que se suprimen.
2.  La supresión por incorporación se podrá acordar sobre la base de alguna o algunas de las circunstancias siguientes:

a) Insuficiencia de medios para atender los servicios públicos obligatorios exigidos por la ley.
b) Descenso acusado y progresivo de su población de derecho o su total desaparición, de forma que resulte

técnicamente desaconsejable la prestación de los servicios públicos obligatorios exigidos por la ley.
c) La incapacidad sobrevenida, total o sustancial, del territorio del municipio para la sustentación de edificaciones

destinadas a uso residencial, como resultado de grandes obras hidráulicas o de infraestructuras de transportes, industriales
o energéticas, alteraciones geológicas o causas análogas.

Sección 2ª. Procedimiento

Artículo 95. Iniciativa.
1. Los procedimientos para la creación y supresión de municipios o la alteración de sus términos podrá iniciarse:

a) Por uno, varios o todos los ayuntamientos afectados, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta del
número legal de miembros.

b) Por la diputación provincial de la provincia en que radiquen.
c) Por la consejería competente sobre régimen local de la Junta de Andalucía.

2. De promoverse el procedimiento por varios de los ayuntamientos interesados en realizar una determinada
modificación, se constituirá una comisión mixta integrada por representantes de los mismos, para la formulación única de
pareceres, en su caso, sobre todos aquellos aspectos que hubieran de quedar resueltos en el expediente.

3. En ningún caso podrá iniciarse un procedimiento de modificación de términos municipales si no hubiese
transcurrido un plazo de cinco años desde la desestimación por la Junta de Andalucía de otro sustancialmente igual.

Artículo 96. Formación del expediente.
1. Los expedientes de los procedimientos de modificación de términos municipales estarán integrados por la siguiente

documentación:

a) Memoria que contenga una exposición detallada de la concurrencia de las circunstancias exigidas, en cada caso,
por esta ley y demás motivos que justifiquen la modificación propuesta.

b) Cartografía en la que se refleje la delimitación actual del término o términos municipales afectados, así como la
que se pretenda alcanzar.

c) Informe económico en el que se justifique la posibilidad y conveniencia, en este aspecto, de la modificación que
se pretende.

2. En los expedientes de segregación para la constitución de un nuevo municipio, además de la documentación
exigida en el apartado anterior, figurará la siguiente:

a) Propuesta que contenga el nombre del nuevo municipio, con indicación del núcleo de población en el que ha de
radicar su capitalidad, caso de que tuviese más de uno.
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b) Propuesta relativa al régimen especial de protección de acreedores con respecto a las obligaciones asumidas por
el nuevo municipio.

c) Propuesta de atribución al nuevo municipio de bienes, créditos, derechos y obligaciones procedentes del municipio
originario y régimen de usos públicos y aprovechamientos comunales, así como las bases que se establezcan para resolver
cualesquiera de las cuestiones que pudieran suscitarse entre ellos en el futuro.

3. En los expedientes de fusión de municipios también figurará la propuesta a que se refiere el apartado 2.a) de este
artículo.

Artículo 97. De las potestades de la Comunidad Autónoma en los procedimientos de iniciativa municipal.
1. La consejería competente sobre régimen local, una vez recibida la iniciativa de modificación con la documentación

correspondiente, comprobará si ha surgido de todos los municipios afectados o solo de parte de ellos.
2. La consejería, antes de cualquier otro trámite, concederá audiencia por plazo de cuatro meses a los municipios que

no hayan participado en la iniciativa, a fin de que puedan pronunciarse sobre la misma, aportando en su caso la
documentación que estimen conveniente. Se entenderá que el municipio que no se pronuncie expresamente sobre la
iniciativa, dentro del señalado plazo, muestra su conformidad.

3. Cumplido en su caso el requisito a que se refiere el párrafo anterior, se someterá a información pública durante
el plazo de un mes, mediante anuncios insertos en los boletines oficiales de la Junta de Andalucía y de la provincia, así como
en los tablones de anuncios y sedes electrónicas del ayuntamiento o ayuntamientos interesados.

4. La consejería, cumplido el trámite anterior, recabará el dictamen de cuantos organismos públicos y servicios
administrativos estime convenientes. También podrá solicitar de quienes promovieron la iniciativa que completen,
desarrollen o justifiquen algún punto respecto de la documentación aportada.

5. Una vez completado el expediente, se solicitará el parecer sucesivo de la diputación provincial y del Consejo
Andaluz de Concertación Local, que deberán ser emitidos en el plazo de tres meses.

6. Por último, se remitirán las actuaciones al Consejo Consultivo de Andalucía, y simultáneamente se pondrán en
conocimiento de la Administración del Estado las características y datos principales del expediente.

Artículo 98. De las potestades de la Comunidad Autónoma en los procedimientos iniciados por la consejería
competente sobre régimen local o por la diputación provincial.

1. Cuando la iniciativa corresponda a la consejería competente sobre régimen local o a la diputación provincial, se
procederá a ponerla en conocimiento de los municipios afectados a fin de que puedan pronunciarse en el plazo de cuatro
meses, aportando en su caso la documentación que estimen conveniente. Transcurrido dicho plazo, se entenderá que el
municipio que no se pronuncie expresamente muestra su conformidad.

2. Tanto la iniciativa como los acuerdos municipales adoptados en su caso serán sometidos por la propia consejería
a información pública por plazo de un mes, mediante anuncios insertos en los boletines oficiales de la Junta de Andalucía
y de la provincia, así como en los tablones de anuncios y sede electrónica del ayuntamiento o ayuntamientos interesados.

3. Cumplidos los trámites previstos en los apartados anteriores, la consejería decidirá sobre la continuación del
expediente.

4. En el supuesto de que decida su continuación, la consejería recabará el dictamen de cuantos organismos públicos
y servicios administrativos estime convenientes, solicitará el parecer del Consejo Andaluz de Concertación Local, que deberá
ser emitido en el plazo de tres meses, y someterá lo actuado a dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía, poniéndolo
simultáneamente en conocimiento de la Administración del Estado.

Artículo 99. Resolución del procedimiento.
Todos los expedientes de creación o supresión de municipios así como los de alteración de términos municipales

serán resueltos por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la conse jería competente sobre
régimen local.

Sección 3ª. Gobierno y administración provisionales

Artículo 100. Gobierno de los municipios en caso de segregación.
1. En los casos de creación de un nuevo municipio por segregación de parte del término de uno o varios, los

municipios que experimentan la segregación permanecerán, hasta la constitución de los nuevos ayuntamientos, con el mismo
número de concejalías que tenían.

2. Los municipios creados por segregación se regirán y administrarán, provisionalmente, por una comisión gestora
de igual número de vocalías al de concejalías que le correspondan conforme a la legislación de régimen electoral. La
designación de la comisión gestora se realizará por la diputación provincial con arreglo a los resultados de las últimas
elecciones municipales en la mesa o mesas correspondientes al territorio segregado, a propuesta de los partidos,
federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores.

3. La comisión gestora designará, de entre sus miembros, a la persona titular de la presidencia, con arreglo al
procedimiento establecido para la elección de las personas titulares de las alcaldías. En el caso de que la parte del término
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que se segregue constituyese una entidad local autónoma, la comisión gestora estará presidida por quien hubiera ostentado
la presidencia de la entidad local autónoma.

Artículo 101. Gobierno de los municipios creados por fusión.
Cuando se trate de la creación de un nuevo municipio mediante la fusión de dos o más limítrofes, cesarán todas las

personas titulares de alcaldías y concejalías y se designará de entre ellas una comisión gestora por la diputación provincial,
integrada por un número de vocalías igual al que correspondiese de concejalías, según la población total resultante del nuevo
municipio. La designación se hará en favor de las personas titulares de las concejalías que obtengan mayores cocientes,
después de sumar los votos conseguidos por todas las candidaturas presentadas en los municipios fusionados en las últimas
elecciones municipales y de dividir dichas sumas, tal como establece la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen
Electoral General, tantas veces cuantos sean los puestos de concejalías correspondientes al nuevo municipio.

Artículo 102. Gobierno de los municipios en caso de mera alteración de términos municipales.
Las alteraciones de términos municipales, aunque produzcan cambios en la población de los municipios afectados,

en ningún caso supondrán modificaciones en el número de concejalías de los respectivos ayuntamientos hasta la celebración
de las próximas elecciones municipales.

Artículo 103. Estatuto de las personas integrantes de la comisión gestora.
Las personas titulares de la presidencia y vocalías de las comisiones gestoras citadas en los artículos precedentes

tendrán los mismos derechos y obligaciones que los establecidos en la legislación de régimen local para las personas titulares
de la alcaldía y concejalías, respectivamente.

Artículo 104. Administración interina.
En todos los supuestos de creación de nuevo municipio, hasta tanto esté constituida su comisión gestora, la diputación

provincial garantizará la prestación de los servicios públicos obligatorios a la población, y actuará en su representación en
cuantos asuntos fueran de inaplazable gestión, y los promotores de la iniciativa estarán facultados para formular propuestas
y colaborar con la diputación provincial en el ejercicio de las funciones provisionales antes indicadas.

CAPÍTULO III

El nombre y capitalidad de los municipios

Artículo 105. Concepto de capitalidad.
Se entiende por capitalidad de las entidades locales la cualidad de aquellos núcleos de población en que dichas

entidades tengan radicados sus órganos de gobierno y administración de forma permanente y así venga especificado en las
correspondientes inscripciones obrantes en los registros oficiales de entidades locales, estatal y autonómico.

Artículo 106. Causas de la alteración de la capitalidad.
El cambio de capitalidad solo podrá fundarse en la existencia de alguna o algunas de las siguientes circunstancias:

a) Desaparición, por cualquier causa, del núcleo de población donde estuviese establecida la capital.
b) Mayor accesibilidad del núcleo de población propuesto.
c) Mayor número de vecinos con residencia habitual en el núcleo propuesto.
d) Razones de índole histórica.

Artículo 107. Cambio de denominación.
1. En los procedimientos de cambio de denominación de los municipios habrán de seguirse las siguientes reglas:

a) La denominación propuesta no podrá ser idéntica a otra existente en el territorio nacional ni inducir a error en la
organización de los servicios públicos.

b) La denominación propuesta será en castellano, siendo de especial consideración la toponimia histórica del lugar.
c) La denominación propuesta deberá ser compatible con los principios y valores constitucionales y no implicar lesión

a los derechos fundamentales.

2. Los municipios no podrán usar nombres que no hayan sido debidamente autorizados.

Artículo 108. Procedimiento de cambio de nombre y de capitalidad.
1. El nombre y capitalidad de los municipios podrá ser alterado a través de un procedimiento que, en todo caso,

requerirá acuerdo del ayuntamiento, adoptado por el pleno con la mayoría absoluta del número legal de sus miembros,
información pública por plazo de 30 días, informe del Consejo Andaluz de Concertación Local y aprobación por resolución
del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.
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2. La resolución se publicará en los boletines oficiales de la provincia y de la Junta de Andalucía, así como en el
Boletín Oficial del Estado. La modificación se inscribirá en los registros de entidades locales estatal y andaluz.

TÍTULO VII

LA ADMINISTRACIÓN DEL TERRITORIO MUNICIPAL

CAPÍTULO I

Concepto y principios

Artículo 109. Organización territorial del municipio.
1. El municipio, en el ejercicio de su potestad de auto-organización, como manifestación de su plena autonomía

política, y con la finalidad de acercar la acción administrativa a la población, facilitar la participación ciudadana y dotar de
mayor eficacia a la prestación de servicios, podrá organizar espacialmente el término municipal, o parte de él, en
circunscripciones territoriales.

2. Las circunscripciones territoriales podrán ser:

a) Desconcentradas, que podrán ser denominadas distritos, barrios, aldeas, pedanías u otras denominaciones de
análoga significación.

b) Descentralizadas, que podrán ser entidades vecinales o entidades locales autónomas.

Artículo 110. Principios de la organización territorial del municipio.
La organización territorial del término municipal estará presidida por el principio de racionalidad y economía

administrativa, valorará fundamentalmente los criterios de volumen de población, situación geográfica, necesidades sociales,
diferenciación histórica y cultural, orientación de las actividades económicas más significativas y existencia de intereses
peculiares de cada zona, velando, en todo caso, por el mantenimiento o consecución de la solidaridad del conjunto de la
comunidad vecinal y el acceso en condiciones de igualdad a los servicios públicos de todos los vecinos y vecinas con inde
pendencia de su lugar de residencia.

CAPÍTULO II

Desconcentración territorial municipal

Artículo 111. Órganos de gestión desconcentrada.
1. Las circunscripciones territoriales desconcentradas carecen de personalidad jurídica y serán creadas, modificadas

o suprimidas por acuerdo del pleno del ayuntamiento adoptado por mayoría absoluta.
2. En el acuerdo de creación se determinará el órgano u órganos de representación del gobierno municipal, su

composición, la forma y procedimiento de designación de sus titulares y la vinculación administrativa o relación de empleo
que guarden con el ayuntamiento, las competencias administrativas que se les atribuyan, que se ejercerán en régimen de
delegación y con sometimiento al Derecho Administrativo, así como la estructura administrativa necesaria para el ejercicio
de las funciones que se le encomienden, sin perjuicio de que dicha estructura pueda ser modificada posteriormente para
adecuarla a la actividad que desarrollen. En todo caso se asegurará la unidad de gobierno y gestión del municipio.

CAPÍTULO III

Descentralización territorial municipal

Sección 1ª. Normas comunes a las entidades de gestión descentralizada

Artículo 112. Las entidades de gestión descentralizada.
Cuando uno o, en su caso, varios núcleos de población separados de aquel en que se halle la capitalidad del municipio

tuviesen características geográficas, sociales, históricas, culturales o administrativas comunes que de forma notoria revelasen
unos intereses colectivos peculiares que hiciesen conveniente una gestión diferenciada del resto del municipio, el
ayuntamiento podrá constituir una entidad descentralizada para el exclusivo ejercicio de las competencias municipales que
se determinen en el instrumento de creación o en sus posteriores modificaciones, sin perjuicio, en ningún caso, de la unidad
de gobierno municipal y de la representación general que ostentan los correspondientes órganos municipales.

Artículo 113. Tipología de entidades descentralizadas.
1. Las entidades de gestión descentralizada dentro del municipio que, en todo caso, gozarán de personalidad jurídica

y se sujetarán al Derecho Administrativo podrán adoptar la forma de entidad vecinal o de entidad local autónoma, en función
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del alcance de la descentralización.
2. Las entidades vecinales son entidades locales para la gestión descentralizada de servicios locales de interés general

y ejecución de obras de la competencia municipal que asumen por delegación del ayuntamiento.
3. Son entidades locales autónomas aquellas entidades locales creadas para el gobierno y administración de sus

propios intereses diferenciados de los generales del municipio, a cuyo efecto ostentan la titularidad de competencias propias
y las que puedan serle transferidas por el ayuntamiento.

Artículo 114. Iniciativa para la creación de entidades descentralizadas.
1. La iniciativa para la constitución de las entidades vecinales y las entidades locales autónomas corresponde al

superior órgano colegiado ejecutivo del ayuntamiento, a cualquiera de los grupos políticos municipales, o a la población
interesada, en cuyo caso se requerirá la petición escrita de la mayoría absoluta de los vecinos del territorio, que haya de ser
base de la entidad que se pretende constituir, con derecho a voto en las elecciones locales.

2. La iniciativa será elevada al pleno del ayuntamiento, que necesariamente la someterá a consideración en la
siguiente sesión ordinaria que se celebre, salvo que no se hubiese presentado con una antelación mínima de quince días.

3. Aprobada por el pleno la incoación del procedimiento, designará a una persona como responsable de su
instrucción.

Artículo 115. Instrucción del procedimiento de creación de entidades descentralizadas.
1. La persona instructora, con la asistencia de los servicios técnicos que requiera, practicará cuantos trámites juzgue

oportunos para apreciar el cumplimiento de los requisitos legales y la conveniencia de la creación de la entidad hasta
formular una memoria y una propuesta de resolución para su elevación al pleno.

2. La memoria analizará si se cumplen o no los requisitos legales y, en caso positivo, las causas que hacen
aconsejable
o no la creación de la entidad, ponderando, al menos, los siguientes factores:

a) La distancia que haya de recorrerse por descampados, carreteras, caminos u otras vías no urbanas para acceder
desde el núcleo de población en cuestión hasta el de la capitalidad municipal.

b) Tipos y frecuencia de los transportes públicos con la capitalidad del municipio.
c) El origen del núcleo y las previsiones urbanísticas a corto o medio plazo.
d) La tendencia demográfica del núcleo.
e) La existencia o no de servicios, comercios u otros centros de uso público religioso, deportivo, recreativo o similar

que doten al núcleo de cierta vida propia o que, por el contrario, la hagan completamente dependiente o indiferenciable de
la de la capitalidad del municipio.

f) El predominio de residentes que tengan en el núcleo su domicilio único o, por el contrario, el alto índice de
segundas residencias.

g) Los antecedentes sobre el grado de participación de los residentes en los asuntos municipales que más
específicamente les afectan y las previsiones razonables sobre el que se daría en caso de crearse la nueva entidad.

h) La repercusión que la creación de la entidad tendrá en la gestión de los servicios.
i) Las consecuencias económicas de la creación de la entidad y su viabilidad financiera.

3. Conforme a lo que resulte de la memoria, hará una propuesta de resolución.
4. En el plazo máximo de cuatro meses desde su nombramiento, la persona instructora elevará al pleno la memoria

con la propuesta. Una vez recibida, el pleno, si considera viable la creación de la entidad, antes de someter la propuesta a
deliberación, someterá el expediente a información pública por un período de treinta días y lo remitirá a la respectiva
diputación provincial y a la consejería de la Junta de Andalucía competente sobre régimen local, para que emitan informe.

Artículo 116. Aprobación de la creación de entidades descentralizadas.
1. Para la aprobación de la creación de la nueva entidad habrá de obtenerse el voto de la mayoría absoluta del número

legal de miembros del pleno del ayuntamiento. En cualquier otro caso, se entenderá rechazada su creación.
2. El instrumento de creación de las entidades vecinales y de las entidades locales autónomas contendrá su estatuto,

que deberá expresar como mínimo:

a) Forma jurídica y denominación de la nueva entidad.
b) Determinación, composición y atribuciones de los órganos de gobierno y administración de la entidad, forma de

designación de sus titulares, normas de funcionamiento y régimen de sus actos.
c) Las competencias municipales que se les delegan.
d) Las condiciones, instrucciones y directrices y demás facultades de dirección y control que se reserve el

ayuntamiento, así como los supuestos en que procederá la revocación de la delegación.
e) Las potestades que se les confieren, incluidas, en su caso, la tributaria y la sancionadora, para el adecuado ejercicio

de las competencias.
f) Ámbito territorial en que haya de ejercitar las competencias.
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g) La cesión de uso de los bienes patrimoniales y demaniales que sean necesarios para su gestión.
h) Criterios para la transferencia de los recursos humanos que se adscriban al ejercicio de las competencias.
i) Los criterios para la determinación de los recursos financieros que el municipio le asigne anualmente a la nueva

entidad y los demás recursos que pudieran integrar sus haciendas.

3. En el supuesto de creación de una entidad local autónoma, el instrumento de creación contendrá, además de lo
previsto en el apartado anterior:

a) Competencias propias y, en su caso, transferidas.
b) Un sistema de financiación que fije los criterios de participación en los tributos del municipio, en función de lo

determinado en el acuerdo de creación y del coste de los servicios propios gestionados por las mismas, y del número de sus
habitantes. Con carácter general, dicho sistema de financiación tendrá una vigencia de cinco años, y deberá ser actualizado
en cada ejercicio presupuestario.

c) Facultades de dirección y planificación que se reserve el ayuntamiento sobre las competencias propias y
transferidas y supuestos en los que procederá su revocación.

d) Delimitación territorial mediante una detallada descripción literal y cartografía a escala adecuada para inserción
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

e) Separación patrimonial que corresponda.
f) Régimen liquidatorio de derechos y obligaciones, acciones y cargas que afecten al ámbito competencial de la nueva

entidad.

4. En el plazo de un mes desde la aprobación del instrumento de creación de la entidad vecinal o de la entidad local
autónoma, este deberá ser enviado a la consejería de la Junta de Andalucía competente sobre régimen local para su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y, una vez constituidos sus órganos de gobierno, se procederá a
su inscripción en el Registro Andaluz de Entidades Locales.

Sección 2ª. Normas especiales para las entidades vecinales

Artículo 117. Organización y funcionamiento de las entidades vecinales.
1. Las determinaciones de los estatutos de las entidades vecinales respecto a su organización deberán contemplar,

en todo caso, la existencia de una junta vecinal, que asumirá las superiores funciones de gobierno y administración de la
entidad en los asuntos sometidos a su competencia y que estará integrada por la vocalía-presidencia y las vocalías.

2. La designación de las personas titulares de las vocalías, que serán en todo caso impar, se sujetará a un
procedimiento de extracción democrática de segundo grado, que seguirá la siguiente tramitación:

a) Celebradas las elecciones municipales, la Junta Electoral de Zona declarará el número de votos que, en las mesas
o, en su caso, secciones electorales que se correspondan con el ámbito territorial de actuación de la entidad vecinal hayan
obtenido cada uno de los partidos, federaciones, asociaciones o coaliciones o agrupaciones de electores que se hayan
presentado a dichos comicios.

b) A la vista de esos resultados, la Junta Electoral de Zona determinará el número de vocalías que corresponden a
cada partido político, asociación, coalición, federación o agrupación de electores, aplicando la fórmula prevista en el artículo
163.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

c) Una vez comunicado el resultado de la operación anterior a las distintas formaciones políticas, sus representantes
legales, en el plazo de cinco días, designarán de entre los que hayan sido electores en las mesas o, en su caso, secciones
electorales correspondientes a las personas que hayan de ser vocales y sus suplentes, comunicándolo a la Junta Electoral
de Zona, que realizará la proclamación de vocales, expidiendo las credenciales correspondientes.

d) Las juntas vecinales se constituyen de manera análoga a la prevista en el artículo 195 de la Ley Orgánica 5/1985,
de 19 de junio, del Régimen Electoral General, para los ayuntamientos.

3. El alcalde o alcaldesa nombrará, de entre los vocales, a quien haya de presidir la junta vecinal.
4. Los miembros de la junta vecinal tendrán análogo estatuto al establecido legalmente para las personas titulares

de las concejalías, pudiendo simultanear ambas titularidades, pero sometiéndose en lo demás y, en todo caso, sus efectos
retributivos a las reglas generales de incompatibilidad de estas últimas.

5. El régimen de funcionamiento de la junta vecinal, en cuanto a periodicidad de las sesiones, convocatorias, quórum,
publicidad, votaciones, mayorías necesarias y otros aspectos de su funcionamiento, será el determinado por el estatuto de
la entidad vecinal, que, en todo caso, habrá de ser adecuado a la naturaleza y volumen de competencias asumidas por la
entidad, facilitador de la acción de gobierno y respetuoso con el derecho de información, participación y control por las
minorías. En cualquier caso, la alcaldía podrá instar de la vocalíapresidencia de la entidad la convocatoria de la junta vecinal,
indicándole los asuntos que deba incluir en el orden del día. De no hacerlo la vocalía-presidencia en el plazo de quince días,
podrá hacerlo directamente la alcaldía. A tales sesiones podrá asistir el alcalde o alcaldesa, en cuyo caso las presidirá, o el
concejal o la concejala que designe a tal efecto, en todo caso con voz pero sin voto.
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Artículo 118. Personal de las entidades vecinales.
1. El personal al servicio de las entidades vecinales podrá ser propio o de los ayuntamientos a cuyo ámbito

pertenezcan.
2. El personal del ayuntamiento adscrito a los servicios de la entidad vecinal lo será en virtud del acuerdo de

constitución de la entidad o de sus posteriores modificaciones.
3. Las plantillas, relaciones de puestos de trabajo y ofertas de empleo público que apruebe la junta vecinal necesitarán

autorización previa del órgano competente del ayuntamiento.
4. El personal propio de la entidad vecinal podrá ser funcionario o laboral.
5. El ayuntamiento del municipio al que pertenezca la entidad vecinal podrá proponer a la consejería competente

sobre régimen local la creación en su plantilla de plaza o plazas de personal funcionario de Administración local con
habilitación de carácter estatal. También podrá solicitarse la agrupación con otras entidades vecinales para el sostenimiento
en común de dichas plazas. En otro caso, las funciones de secretaría y de intervención corresponderán al titular o titulares
del ayuntamiento respectivo. No obstante, la tesorería podrá ser conferida a un miembro de la junta vecinal o a una persona
funcionaria de la propia entidad.

Artículo 119. Suficiencia financiera de las entidades vecinales.
Los ayuntamientos garantizarán a las entidades vecinales los recursos necesarios para el ejercicio de sus competencias

y su funcionamiento. A tal fin, deberán consignar en sus presupuestos la asignación adecuada en función de su población,
servicios y necesidades, teniendo en cuenta, además, lo establecido en sus estatutos, sin que en ningún caso se deriven de
ello consecuencias dañosas para los intereses del conjunto del municipio.

Artículo 120. Presupuestos de las entidades vecinales.
1. Las entidades vecinales elaborarán y aprobarán anualmente un presupuesto único que comprenderá todos los

ingresos y gastos de la entidad, con sujeción a las normas económico-financieras que rigen para las entidades locales,
debiendo adecuar a las normas aplicables a las entidades locales sus contabilidades y actuaciones de tesorería.

2. Los municipios podrán comprobar el destino dado a los fondos de su procedencia. Igualmente podrán comprobar
el grado de utilización de los recursos tributarios propios de estas y el nivel de prestación de los servicios públicos que
tengan asignados.

Artículo 121. Supresión de las entidades vecinales.
1. Las entidades vecinales podrán ser suprimidas cuando desaparezcan las circunstancias de hecho que justificaron

su creación, siempre que hayan transcurrido cinco años desde la misma, o cuando sea manifiesto el sistemático
incumplimiento de los fines para los que fueron creadas o su inviabilidad económica.

2. El procedimiento de supresión de una entidad vecinal se llevará a cabo por análogo procedimiento al de su
creación.

3. El mismo acuerdo de supresión establecerá las determinaciones sobre la sucesión administrativa de la plantilla de
personal, así como la forma y condiciones de liquidación de las deudas y créditos contraídos por la entidad vecinal,
haciéndose cargo el municipio frente a terceros de todos sus bienes, recursos y obligaciones.

Sección 3ª. Normas especiales sobre las entidades locales autónomas

Artículo 122. Potestades y prerrogativas de las entidades locales autónomas.
1. Las entidades locales autónomas tendrán, para el ejercicio de sus funciones, las siguientes potestades y

prerrogativas:

a) De autoorganización.
b) De reglamentación de los servicios.
c) Presunción de legalidad y ejecutividad de sus acuerdos.
d) Revisión de oficio de sus propios actos.
e) Administración, investigación, deslinde y recuperación de oficio de los bienes de su patrimonio.
f) Inembargabilidad de los bienes y derechos de su patrimonio en los términos legalmente previstos.
g) Tributaria y financiera, en orden a la imposición, ordenación y recaudación de tasas y contribuciones especiales.
h) Sancionadora y de ejecución forzosa de sus actos.
i) Prelaciones, preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública en relación con los créditos,

sin perjuicio de las que correspondan a la hacienda de las demás administraciones públicas.

2. Los acuerdos sobre disposiciones de bienes, operaciones de crédito y tesorería deberán ser ratificadas por el
ayuntamiento, en sesión en la que un representante de la entidad local autónoma tendrá voz para intervenir en ese asunto.

Artículo 123. Competencias propias de las entidades locales autónomas.
1. Las entidades locales autónomas tendrán competencias propias, como mínimo, en las siguientes ma terias:
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a) Concesión de licencias de obras menores.
b) Pavimentación, conservación y reparación de vías urbanas.
c) Alumbrado público.
d) Limpieza viaria.
e) Ferias y fiestas locales.
f) Abastos.
g) Servicios funerarios.
h) El abastecimiento de agua en baja, que incluye su distribución, el almacenamiento intermedio y el suministro o

reparto de agua de consumo hasta las acometidas particulares o instalaciones de las personas usuarias. 
i) Alcantarillado. 
j) Recogida de residuos. 
k) Control de alimentos.

2. En el ejercicio de sus competencias propias se tendrán presente, en todo caso, las debidas facultades de
coordinación del municipio.

Artículo 124. Participación de las entidades locales autónomas en asuntos municipales.
El ayuntamiento promoverá la intervención de la entidad local autónoma en los asuntos municipales que, sin ser

competencia de esta, afecten directa y específicamente a sus intereses, permitiéndole expresar su parecer. A tal fin, el
ayuntamiento facilitará el acceso de los miembros de la junta vecinal a los procedimientos e instrumentos de planificación,
programación y gestión de obras y servicios que les afecten directa y específicamente.

Las juntas vecinales podrán proponer al correspondiente órgano del ayuntamiento o de sus entes instrumentales las
decisiones y actuaciones de competencia municipal que consideren de interés para su respectiva entidad.

Artículo 125. Órganos de gobierno de las entidades locales autónomas.
1. Los órganos de gobierno de la entidad local autónoma son la junta vecinal y la presidencia de la entidad local

autónoma.
2. No se podrá aplicar a los órganos de gobierno de las entidades locales autónomas denominaciones que puedan

inducir a confusión sobre su naturaleza. La mención de la titularidad de la presidencia habrá de ir seguida siempre de la
expresión «de la entidad local autónoma», y no podrá denominarse alcalde o alcaldesa. Tampoco podrá denominar a la junta
vecinal como ayuntamiento, ni a sus vocales como concejales.

Artículo 126. La titularidad de la presidencia de las entidades locales autónomas.
1. La persona titular de la presidencia de la entidad local autónoma será elegida directamente por la vecindad que,

con residencia habitual en el ámbito territorial de actuación de dicha entidad, ostente derecho de sufragio activo en las
correspondientes elecciones municipales. En caso de empate, se resolverá a favor del candidato o candidata que haya
presentado el partido, federación, coalición o agrupación de electores más votado en las secciones comprendidas en el
territorio vecinal. Si persistiese el empate, se determinará por sorteo entre los más votados.

2. Quien ostenta la presidencia de la entidad local autónoma preside y ejecuta los acuerdos de la junta vecinal,
representa a la entidad y ejerce la dirección inmediata de los servicios que presta la entidad.

3. La persona titular de la presidencia de la entidad local autónoma cesa por las siguientes causas:

a) Por el transcurso del plazo para el que se le confirió el mandato.
b) Por renuncia.
c) Por fallecimiento.
d) Por incapacitación.
e) Por sanción penal firme de inhabilitación para cargo público.
f) Por incurrir en los supuestos de incompatibilidad o inelegibilidad.
g) En los supuestos de supresión de la entidad o de disolución de sus órganos.

4. No será aplicable a quienes ostenten la presidencia de las entidades locales autónomas el régimen de moción de
censura o cuestión de confianza.

Artículo 127. La junta vecinal de las entidades locales autónomas.
1. La junta vecinal, compuesta por las personas titulares de la presidencia y de las vocalías, asume el gobierno y la

administración general de la misma, correspondiéndole específicamente las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de la presidencia de la entidad local autónoma y de cualquier otro órgano
complementario que se constituyese.

b) La determinación de los recursos propios de carácter tributario, la aprobación y modificación de los presupuestos,
la disposición de gastos en los asuntos que se le atribuyan y la aprobación de las cuentas.
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c) La aprobación, en su caso, de la plantilla de personal, bases de las pruebas para su selección y provisión, relación
de puestos de trabajo, y oferta anual de empleo.

d) El ejercicio de acciones administrativas y judiciales.
e) Aquellas otras que, correspondiendo al pleno del ayuntamiento, le sean de aplicación por razón de su competencia.

2. El número de vocales de la junta vecinal, que será en todo caso par, será el que resulte de aplicar la siguiente
escala:

a) En las entidades locales autónomas que cuenten con una población de hasta 250 vecinos, dos vocales.
b) Cuando la población sea de 251 a 2.000 vecinos, cuatro vocales.
c) Cuando la población sea de 2.001 a 5.000 vecinos, seis vocales.
d) Cuando la población exceda de 5.000 vecinos, ocho vocales.

3. En ningún caso el número de vocales de la junta vecinal puede ser superior al tercio del número de concejalías que
correspondan al ayuntamiento del municipio respectivo, aplicando la escala prevista en el artículo 179.1 de la Ley Orgánica
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

4. El procedimiento de designación y el estatuto de las personas titulares de las vocalías será el previsto en esta ley
para los miembros de la junta vecinal de las entidades vecinales.

5. El régimen de sesiones de la junta vecinal, de adopción de acuerdos, así como de redacción, formalización y
comunicación de las actas correspondientes, será el establecido, con carácter general, para las entidades locales, debiendo
remitirlos también al ayuntamiento del municipio al que pertenezcan.

Artículo 128. Impugnación de actos y responsabilidad patrimonial de las entidades locales autónomas.
1. Las resoluciones y acuerdos de los órganos de la entidad local autónoma ponen fin a la vía administrativa, salvo

que la ley requiera la aprobación posterior municipal o de otras administraciones públicas o que sean adoptados en el
ejercicio de competencias delegadas por el ayuntamiento, en cuyo caso podrán ser recurridas ante este.

2. Las entidades locales autónomas responderán directamente de los daños y perjuicios causados a particulares en
sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus órganos,
personal funcionario o agentes, en los términos establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa.

Artículo 129. Personal de las entidades locales autónomas.
El régimen jurídico aplicable a la entidad local autónoma en lo relativo al personal a su servicio será el previsto en

esta ley para las entidades vecinales.

Artículo 130. Recursos financieros de las entidades locales autónomas.
1. La hacienda de las entidades locales autónomas estará constituida por los recursos siguientes:

a) Propios:

- Ingresos procedentes de su patrimonio y demás de Derecho Privado.
- Tributos, con excepción de los impuestos.
- Producto de las multas.
- Subvenciones.
- Producto de las operaciones de crédito.
- Precios públicos.
- Las demás prestaciones de Derecho Público.

b) Por participación en los tributos del municipio, mediante las asignaciones que se establezcan en el presupuesto
de aquel.

2. Serán aplicables a los recursos propios las normas reguladoras de los ingresos municipales, con las adaptaciones
derivadas de su carácter.

3. Los municipios en cuyo término existan entidades locales autónomas deberán consignar anualmente en sus
presupuestos una asignación económica destinada a nutrir el de estas, conforme a los criterios establecidos en el artículo
116.3.b) de la presente ley.

4. Las asignaciones serán aprobadas por el pleno del ayuntamiento, cuyo acuerdo podrá ser impugnado por la entidad
local autónoma ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5. Cuando el municipio sea receptor de transferencias de financiación derivadas de planes o programas específicos
promovidos por otros niveles de gobierno o por la respectiva provincia, transferirá la parte proporcional a las entidades
locales autónomas de su territorio, utilizando los mismos criterios de distribución municipal del plan o programa.
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Artículo 131. Presupuesto de las entidades locales autónomas.
El régimen jurídico aplicable a la entidad local autónoma en materia presupuestaria será el previsto en esta ley para

las entidades vecinales.

Artículo 132. Supresión de las entidades locales autónomas.
Las entidades locales autónomas podrán ser suprimidas en los mismos supuestos y por el mismo procedimiento y

con los mismos requisitos previstos para las entidades vecinales, siendo competencia del respectivo ayuntamiento, oída la
junta vecinal de la entidad.

Disposición adicional primera. Procedimientos de intervención y control que quedan sin efectos.
1. Quedan sin efecto en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía los siguientes procedimientos

de intervención y control de la Junta de Andalucía sobre las entidades locales:

a) La aprobación del ejercicio en régimen de monopolio de las actividades y servicios esenciales reservados a favor
de las entidades locales.

b) La declaración de la urgente ocupación de los bienes afectados por expropiaciones forzosas en expedientes
instruidos por las entidades locales, que será acordada por la junta de gobierno local de las mismas.

c) La designación de vocales representantes de la Comunidad Autónoma en los tribunales que hayan de constituirse
en las distintas entidades locales para llevar a cabo la selección de su personal funcionario.

2. Los expedientes afectados por la supresión de los procedimientos de intervención y control, que en el momento
de la entrada en vigor la presente ley se encuentren en tramitación en la Administración de la Junta de Andalucía, serán
devueltos a las respectivas entidades locales.

Disposición adicional segunda. Mantenimiento de las discontinuidades territoriales existentes.
No obstante lo dispuesto en el artículo 89.3 de la presente ley, podrán mantenerse los supuestos de discontinuidad

territorial que estén reconocidos a la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición adicional tercera. Relaciones de los municipios y provincias con las instituciones de la Junta de
Andalucía.

Las relaciones de los municipios y provincias con cualesquiera de las instituciones de la Junta de Andalucía
contempladas en Título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía que no se hubieran regulado en la presente ley, se
regirán por la normativa vigente que les fuere aplicable a dichas instituciones o la que en adelante se promulgue conforme
a lo previsto en el artículo 108 del propio Estatuto de Autonomía.

Disposición transitoria primera. Procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley.
A los procedimientos de modificación de términos municipales, de cambio de capitalidad o de denominación de

municipios, y los de creación de entidades locales autónomas, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente
ley, les será de aplicación el régimen jurídico vigente en el momento de su incoación.

Disposición transitoria segunda. Régimen jurídico de las entidades locales autónomas creadas con anterioridad a la
entrada en vigor de la presente ley.

Las entidades locales autónomas existentes a la entrada en vigor de la presente ley y que se hubieren constituido bajo
la vigencia de la Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, y aquellas otras
entidades de ámbito territorial inferior al municipio que se hubiesen constituido conforme a normativas anteriores, se regirán
por lo dispuesto en la presente ley. No obstante mantendrán, si fuese el caso, el nivel de competencias y recursos de que
dispusiesen si fuesen en algún aspecto superior al contemplado en esta ley.

Disposición derogatoria única. Disposiciones derogadas.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto en esta ley y, específicamente:

1. La Ley 3/1983, de 1 de junio, de Organización Territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
2. La Ley 11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de

Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio.
3. La Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía.
4. Los artículos 1, 2, 16.1.c), 17, 20 y 24.2 de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades

Locales de Andalucía.

2. Permanecen vigente los plazos y sentido del silencio en los procedimientos contemplados en los Anexos I y II de
la Ley 9/2001, de 12 de julio, que establece el sentido del silencio administrativo y los plazos de determinados
procedimientos como garantías procedimentales de los ciudadanos, modificada por el Decreto ley 1/2009, de 24 de febrero,



230

por el que se adoptan medidas urgentes de carácter administrativo.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales
de Andalucía.

1. Se modifican los artículos 6 y 21 de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de
Andalucía, que quedan redactados de la siguiente forma:

«Artículo 6. Desafectación de bienes comunales.
Los bienes comunales solo podrán desafectarse cuando no hayan sido objeto de disfrute de esta índole por un tiempo

superior a los últimos diez años continuados, aunque en alguno de ellos se hayan producido actos aislados de
aprovechamiento, mediante acuerdo de la entidad local adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de miembros de la corporación, previa información pública por plazo de un mes.»

«Artículo 21. Procedimiento de adjudicación directa.
El procedimiento de adjudicación directa para la enajenación de bienes patrimoniales se aplicará cuando se dé

algunos de los siguientes supuestos:

a) Parcelas que queden sobrantes en virtud de la aprobación de planes o instrumentos urbanísticos, de conformidad
con la normativa urbanística.

b) En las enajenaciones tramitadas por el procedimiento de subasta o concurso que no se adjudicasen por falta de
licitadores, porque las proposiciones presentadas no se hayan declarado admisibles o, habiendo sido adjudicadas, el
adjudicatario no cumpla las condiciones necesarias para llevar a cabo la formalización del contrato, siempre que no se
modifiquen sus condiciones originales y que el procedimiento se culmine en el plazo de un año, computado a partir del
acuerdo adoptado declarando tales circunstancias.

c) Cuando el precio del bien inmueble objeto de enajenación sea inferior a 18.000 euros.
d) En caso de bienes calificados como no utilizables, una vez valorados técnicamente.
e) Cuando la enajenación responda al ejercicio de un derecho reconocido en una norma de Derecho público o privado

que así lo permita.
f) Cuando se trate de actos de disposición de bienes entre las administraciones públicas entre sí y entre estas y las

entidades públicas dependientes o vinculadas.
g) Cuando el adquirente sea sociedad mercantil en cuyo capital sea mayoritaria la participación directa o indirecta

de una o varias administraciones públicas o personas jurídicas de Derecho Público.
h) Cuando el adquirente sea una entidad sin ánimo de lucro declarada de utilidad pública.
i) Cuando se trate de fincas rústicas que no lleguen a constituir una superficie económicamente explotable o no sean

susceptibles de prestar una utilidad acorde con su naturaleza, y la venta se efectúe a un propietario colindante.
j) Cuando la titularidad del bien o derecho corresponda a dos o más propietarios y la venta se efectúe a favor de uno

o más copropietarios.
k) Cuando por razones excepcionales se considere conveniente efectuar la venta a favor del ocupante del inmueble.»

2. Se añade un artículo 7 bis a la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía,
con la siguiente redacción:

«Artículo 7 bis. Mutación demanial externa.
Las entidades locales de Andalucía podrán afectar bienes y derechos demaniales de su patrimonio a la Comunidad

Autónoma de Andalucía y a otras administraciones públicas para destinarlos a un uso o servicio público de su competencia.
Este supuesto de mutación no alterará la titularidad de los bienes ni su carácter demanial y será aplicable a las citadas
administraciones cuando estas prevean en su legislación la posibilidad de afectar bienes demaniales de su titularidad a las
entidades locales de Andalucía para su destino a un uso o servicio público de su competencia.»

Disposición final segunda. Modificación del artículo 13 de la Ley 6/2003, de 9 de octubre, de símbolos, tratamientos
y registro de las Entidades Locales de Andalucía.

Se modifica el artículo 13 de la Ley 6/2003, de 9 de octubre, de símbolos, tratamientos y registro de las Entidades
Locales de Andalucía, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 13. Información de existencia de símbolos idénticos o que induzcan a error o confusión.
Previamente a la resolución del procedimiento, y con el fin de que el símbolo que se vaya a aprobar no sea idéntico

o induzca a error o confusión con otros válidamente inscritos, se podrá solicitar al Registro Andaluz de Entidades Locales
información al respecto.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía.



231

Se añade un artículo 57 bis a la Ley 4/1986, de 5 de mayo, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
con la siguiente redacción:

«La Administración de la Junta de Andalucía podrá afectar bienes y derechos demaniales del patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía a las entidades locales de Andalucía y a otras Administraciones Públicas para
destinarlos a un uso o servicio público de su competencia. Este supuesto de mutación, que deberá acordar el Consejo de
Gobierno, no alterará la titularidad de los bienes ni su carácter demanial, y será aplicable a las citadas administraciones
cuando estas prevean en su legislación la posibilidad de afectar bienes demaniales de su titularidad a la Administración de
la Junta de Andalucía y a sus entidades instrumentales públicas para su destino a un uso o servicio público de su
competencia.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 1/1999, de 31 de marzo, de Atención a las personas con
discapacidad en Andalucía.

El artículo 77 de la Ley 1/1999, de 31 de marzo, de Atención a las personas con discapacidad en Andalucía, quedará
redactado en los siguientes términos:

«Artículo 77. Órganos competentes.
1. La competencia para iniciar y resolver los procedimientos sancionadores corresponde a:

a) La persona titular de la delegación provincial de la consejería que tenga atribuida la competencia en la materia de
que se trate, en infracciones leves.

b) La persona titular de la dirección general correspondiente de la consejería que tenga atribuida la competencia en
la materia de que se trate, en infracciones graves.

c) La persona titular de la consejería competente en la materia de que se trate, en infracciones muy graves.

2. No obstante lo anterior, la competencia para iniciar y resolver los procedimientos sancionadores relativos a
infracciones en materia de accesibilidad en las infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte corresponde:

a) Al alcalde o alcaldesa del correspondiente municipio o concejal en quien delegue.
b) A la Administración de la Junta de Andalucía, a través de la consejería competente en materia de transportes, en

el caso de servicios de transporte interurbano. Para determinar el órgano competente para sancionar se seguirán los criterios
establecidos en el apartado anterior.»

Disposición final quinta. Corrección de las discontinuidades territoriales existentes.
El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía podrá desarrollar reglamentariamente los procedimientos para la

corrección de las discontinuidades territoriales existentes.

Disposición final sexta. Procedimientos de des linde.
El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía desarrollará reglamentariamente los procedimientos para el deslinde

y amojonamiento de términos municipales y el replanteo de las líneas definitivas.

Disposición final séptima. Establecimiento y desarrollo de estructuras de participación ciudadana y del acceso a las
nuevas tecnologías.

Conforme a la regulación del artículo 10.3.19.º del Estatuto de Autonomía para Andalucía sobre la participación
ciudadana, todos los municipios aprobarán un reglamento de participación ciudadana que asegure los cauces y métodos de
información y de participación de la ciudadanía en los programas y políticas públicas.

Disposición final octava. Adaptación de mancomunidades y consorcios.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, las mancomunidades de municipios y los consorcios de

Andalucía adaptarán, si procediese, sus estatutos a lo dispuesto en ella.

Disposición final novena. Adaptación de las entidades instrumentales locales.
En el plazo de tres años desde la entrada en vigor de la presente ley, las entidades instrumentales locales existentes

deberán adaptarse al régimen jurídico de la presente ley.

Disposición final décima. Desarrollo y ejecución de la ley.
El desarrollo reglamentario de esta ley se llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3

del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Disposición final undécima. Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.
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Sevilla, 11 de junio de 2010

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LEY 6/2010, de 11 de junio, reguladora de la participación de las entidades locales en los tributos de la
Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm. 123, de 24-6-2010).

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la
Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente

LEY REGULADORA DE LA PARTICIPACIÓN DE LAS ENTIDADES LOCALES EN LOS TRIBUTOS DE LA
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española, en sus artículos 137 y 142, y el Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su artículo 191,
consagran los principios de autonomía y suficiencia financiera de los entes locales. En el mismo sentido se pronuncia la
Carta Europea de Autonomía Local, de 15 de octubre de 1985, ratificada por España el 20 de enero de 1988. Puede afirmarse
que los referidos principios son el fundamento de la financiación local, en tanto que son instrumentos necesarios para el
ejercicio de la capacidad de los gobiernos locales de decidir políticas y ordenar prioridades, al objeto de cubrir las
necesidades de la ciudadanía y contribuir a mejorar su bienestar, en el marco de sus competencias.

La concreción del principio de suficiencia financiera implica que las entidades locales deberán disponer de medios
suficientes para el desempeño de las funciones que las leyes les atribuyen y que, para ello, deben nutrirse fundamentalmente
de tributos propios y de la participación en los del Estado y de las comunidades autónomas.

Por su parte, el artículo 192.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía contempla la aprobación de una ley en la
que se regule la participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad Autónoma, instrumentada a través
de un fondo de nivelación municipal de carácter incondicionado.

En este sentido, la presente ley regula la colaboración financiera de la Comunidad Autónoma de Andalucía con las
entidades locales de su territorio, a través de la participación de estas en los recursos económicos de aquella, sobre la base
de los principios de eficiencia, equidad, corresponsabilidad fiscal y lealtad institucional.

Conforme a lo anterior, la ley crea el Fondo de Participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, de carácter incondicionado, y establece los criterios para la dotación, distribución y evolución
dinámica del mismo, con la finalidad de apoyar las haciendas locales andaluzas.

La concreción del principio de eficiencia implicará ajustar la distribución de ingresos entre las administraciones
autonómica y local, para hacerla más acorde a sus competencias y necesidades relativas, siempre desde la responsabilidad
y restricciones que impone la existencia de unos recursos financieros limitados, así como actuando en el marco general de
colaboración a la financiación que las entidades locales obtienen de la Administración General del Estado.

La introducción de elementos de equidad en el Fondo conducirá a hacer explícitos criterios de nivelación, lo que a
su vez requiere establecer convenientemente indicadores de necesidad de gasto y de capacidad fiscal de los municipios.

A este respecto, es evidente la gran diversidad presente en materia de necesidades de gasto si se tiene en cuenta que
Andalucía es la segunda comunidad autónoma en extensión de España, con más de ochenta y siete mil kilómetros cuadrados,
y la de mayor población, superando los ocho millones de habitantes. Una realidad territorial repartida en ocho provincias,
771 municipios y casi tres mil entidades singulares de población, que hace especialmente relevante la elección de
indicadores ajustados a todas las características y especificidades existentes. En este sentido, si bien se contempla un número
reducido de indicadores, sus cualidades básicas son su transparencia o visibilidad y su relación clara y directa con las
principales competencias de gasto de las entidades locales.

Por su parte, en aplicación del principio de corresponsabilidad fiscal, los indicadores de capacidad fiscal pretenden
recoger las fundamentales fuentes de ingresos propios de las entidades locales midiendo la «capacidad fiscal normativa»
de cada municipio con independencia de las decisiones de política fiscal que en cada uno de ellos se adopten. Además, la
configuración del Fondo pretende incentivar que los gobiernos locales no sustituyan sus propios ingresos tributarios por
financiación incondicionada procedente de la Comunidad Autónoma.

De otro lado, la ley introduce una cláusula final que garantiza un importe de financiación incondicionada a cada
municipio, como mínimo, igual a los recursos incondicionados que percibieron de la Comunidad Autónoma en el año 2009.
Finalmente, el reconocimiento explícito del principio de lealtad institucional supone el compromiso de la Administración
de la Junta de Andalucía de que cualquier modificación en su marco normativo, que afecte directa o indirectamente al Fondo
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regulado en la presente ley, será debidamente valorada e incluso, si así se determina, compensada.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente ley regula la colaboración financiera de la Comunidad Autónoma de Andalucía con las entidades locales

de su territorio, a través de la participación de estas en los tributos de la misma.

Artículo 2. Creación del Fondo de Participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

1. Se crea el Fondo de Participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
en adelante el Fondo.

2. El objeto del Fondo es instrumentar la aplicación de la participación de las entidades locales en los tributos de la
Comunidad Autónoma de acuerdo con lo establecido en el artículo 192.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

3. El Fondo tiene carácter incondicionado.
4. El primer ejercicio de aplicación del Fondo será el año 2011.

Artículo 3. Ámbito subjetivo del Fondo.
1. Podrán participar del Fondo todos los municipios de Andalucía.
2. A los efectos de esta ley, los municipios de Andalucía se clasifican, atendiendo a su población, en los siguientes

grupos:

a) Grupo 1: municipios de menos de 5.000 habitantes.
b) Grupo 2: municipios con población comprendida entre los 5.000 y los 19.999 habitantes.
c) Grupo 3: municipios con población comprendida entre los 20.000 y los 49.999 habitantes.
d) Grupo 4: municipios de 50.000 habitantes o más.

3. A los efectos del apartado 2, la población a tener en cuenta es la determinada conforme se establece en el artículo
10.4.b.

4. Los municipios pertenecientes a cada grupo, en función de las últimas cifras oficiales referidas a 1 de enero de
2008, se recogen en el Anexo I.

5. Cuando una provincia asuma la gestión de servicios financiados con cargo a la participación de alguno o algunos
de los municipios pertenecientes a los grupos 1 y 2, se actuará conforme a lo establecido en el artículo 18.

Artículo 4. Dotación del Fondo.
1. Los recursos que constituyen la dotación global del Fondo se irán incorporando progresivamente al mismo, con

el objetivo de que en el ejercicio 2014 dicha dotación sea de
600.000.000 de euros.

2. A estos efectos, el citado Fondo se dotará global e inicialmente en el ejercicio 2011 por un importe de 420.000.000
euros, al que se incorporarán 60.000.000 de euros en 2012, 60.000.000 de euros en 2013 y 60.000.000 de euros en 2014.

CAPÍTULO II

Reglas para determinar la dotación y distribución del Fondo
Artículo 5. Objetivo de las reglas.
Las reglas que se establecen en este capítulo determinan, para cada ejercicio económico, la dotación global del Fondo,

la dotación para cada grupo de municipios, así como su distribución entre los municipios pertenecientes a cada grupo, tanto
provisional como definitiva.

Artículo 6. Dotación del Fondo en el ejercicio 2011.
La dotación global del Fondo señalada en el artículo 4.2 para el ejercicio 2011 se asignará de la siguiente manera:

a) Al conjunto de los municipios pertenecientes al grupo 1 se le asignará una dotación de 111.707.240,15 euros.
b) Al conjunto de los municipios pertenecientes al grupo 2 se le asignará una dotación de 97.285.328,36 euros.
c) Al conjunto de los municipios pertenecientes al grupo 3 se le asignará una dotación de 62.428.134,23 euros.
d) Al conjunto de los municipios pertenecientes al grupo 4 se le asignará una dotación de 148.579.297,26 euros.

Artículo 7. Dotación del Fondo en los ejercicios 2012, 2013 y 2014.
1. A los efectos de implementar la gradualidad establecida en el artículo 4, la dotación global del Fondo para los
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ejercicios 2012, 2013 y 2014 se obtendrá de adicionar a la dotación global del Fondo del ejercicio anterior las cantidades
establecidas en el apartado 2 de dicho artículo.

2. La dotación del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a cada grupo se obtendrá en cada uno de los
ejercicios 2012, 2013 y 2014 de la siguiente manera:

a) Para el conjunto de municipios pertenecientes al grupo 1, la dotación del Fondo será igual a la dotación global del
Fondo menos la dotación del mismo asignada a los grupos 2, 3 y 4 según las operaciones descritas en los tres párrafos
siguientes.

b) Para el conjunto de municipios pertenecientes al grupo 2, la dotación del Fondo será una cantidad equivalente a
la suma de los importes percibidos por los municipios pertenecientes al grupo en 2009 en concepto de Fondo de Nivelación,
incrementada dicha suma en el importe que resulte de distribuir la dotación global del Fondo para cada ejercicio minorada
en el importe global del Fondo de Nivelación del ejercicio 2009, en función de la población correspondiente a los municipios
del citado grupo respecto a la población de los municipios de Andalucía, determinada conforme se establece en el artículo
10.4.b.

c) Para el conjunto de municipios pertenecientes al grupo 3, la dotación del Fondo será una cantidad equivalente a
la suma de los importes percibidos por los municipios pertenecientes al grupo en 2009 en concepto de Fondo de Nivelación,
incrementada dicha suma en un 95% del importe que resulte de distribuir la dotación global del Fondo para cada ejercicio
minorada en el importe global del Fondo de Nivelación del ejercicio 2009 en función de la población correspondiente a los
municipios del citado grupo respecto a la población de los municipios de Andalucía, determinada conforme se establece en
el artículo 10.4.b.

d) Para el conjunto de municipios pertenecientes al grupo 4, la dotación del Fondo será una cantidad equivalente a
la suma de los importes percibidos por los municipios pertenecientes al grupo en 2009 en concepto de Fondo de Nivelación,
incrementada dicha suma en un 90% del importe que resulte de distribuir la dotación global del Fondo para cada ejercicio
minorada en el importe global del Fondo de Nivelación del ejercicio 2009 en función de la población correspondiente a los
municipios del citado grupo respecto a la población de los municipios de Andalucía, determinada conforme se establece en
el artículo 10.4.b.

3. Cuando se produzca alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 15, la consejería competente en materia
de hacienda procederá a la regularización de la dotación correspondiente para el conjunto de municipios que se hayan visto
afectados.

Artículo 8. Dotación del Fondo en los ejercicios posteriores a 2014.
1. Para cada ejercicio presupuestario posterior a 2014 se determinará una dotación global del Fondo provisional y

otra definitiva, así como una dotación provisional y otra definitiva del Fondo correspondiente al conjunto de municipios
pertenecientes a cada grupo.

2. La dotación global provisional del Fondo y la dotación provisional del Fondo correspondiente al conjunto de
municipios pertenecientes a cada grupo se obtendrán, para cada ejercicio posterior a 2014, actualizando las dotaciones
provisionales del ejercicio anterior con la variación prevista para los Ingresos Tributarios de la Comunidad Autónoma de
Andalucía (en adelante los ITA) entre esos dos mismos ejercicios, en términos homogéneos.

3. Solo y exclusivamente para el ejercicio 2015, la dotación global provisional del Fondo y la dotación provisional
del Fondo correspondiente al conjunto de municipios pertenecientes a cada grupo se obtendrán actualizando las dotaciones
definitivas del ejercicio 2014, establecida en el artículo 4.2, con la variación prevista para los ITA entre esos dos mismos
ejercicios, en términos homogéneos.

4. Una vez conocido el importe definitivo alcanzado por los ITA para cada uno de los ejercicios posteriores a 2014,
se procederá a determinar la dotación global definitiva del Fondo y la dotación definitiva del Fondo correspondiente al
conjunto de municipios pertenecientes a cada grupo, actualizando las dotaciones definitivas del ejercicio anterior con la
variación definitiva experimentada por los ITA entre esos dos mismos ejercicios, en términos homogéneos.

5. Cuando se produzca alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 15, la consejería competente en materia
de hacienda procederá a la regularización de la dotación correspondiente al conjunto de municipios que se hayan visto
afectados.

Artículo 9. Determinación de los Ingresos Tributarios de la Comunidad Autónoma de Andalucía (ITA).
1. A los efectos del artículo anterior, los ITA están constituidos, en cada ejercicio, por la recaudación líquida derivada

de las siguientes figuras tributarias:

a) Impuesto sobre emisión de gases a la atmósfera.
b) Impuesto sobre vertidos a las aguas litorales.
c) Impuesto sobre depósito de residuos radiactivos.
d) Impuesto sobre depósito de residuos peligrosos.
e) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
f) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
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g) Tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar.
h) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
i) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

2. A los efectos de lo establecido en esta ley, la recaudación líquida en cada ejercicio se define como la recaudación
bruta menos las devoluciones y las anulaciones producidas en ese mismo ejercicio.

3. La consejería competente en materia de hacienda realizará los cálculos necesarios para determinar el importe de
los ITA en términos homogéneos para cada uno de los dos ejercicios para los que se quiere medir su variación. El objetivo
del cálculo de los ITA en términos homogéneos es que los cambios que afecten a las figuras tributarias que los componen
resulten neutrales para la medición de la variación que experimentan los mismos entre dos ejercicios.

En el caso de que la recaudación líquida derivada de las figuras tributarias que integran los ITA en uno de los
ejercicios no esté calculada en los mismos términos y porcentajes de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma
que en el año sobre el que se va a determinar la variación de los ITA, se realizará para el primero de los ejercicios una
simulación de esos ingresos en los mismos términos que en el segundo.

La consejería competente en materia de hacienda podrá determinar las reglas que sean necesarias para la correcta
homogenización de los ITA, en aquellos supuestos no contemplados expresamente en el presente apartado.

Artículo 10. Variables que determinan la distribución del Fondo.
1. Los recursos del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a cada grupo se distribuirán en función de

las variables indicadoras de la necesidad de gasto y del inverso de la capacidad fiscal, que se definen en los apartados 2 y
3.

2. Las variables indicadoras de las necesidades de gasto para cada municipio son:

a) El importe de las transferencias de financiación del Fondo de Nivelación de los servicios municipales percibido
por cada municipio del grupo 1 en el ejercicio 2009.

b) La población relativa de cada municipio con respecto a la población total del conjunto de municipios que
pertenecen al mismo grupo.

c) La superficie urbana relativa de cada municipio con respecto a la superficie urbana total del conjunto de municipios
que pertenecen al mismo grupo.

d) La dispersión relativa de cada municipio con respecto a la dispersión total del conjunto de municipios que
pertenecen al mismo grupo.

3. La variable indicadora del inverso de la capacidad fiscal es el inverso de la cuota líquida estimada del Impuesto
sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urbana de cada municipio, en relación con la suma de los inversos de la cuota líquida
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urbana del conjunto de municipios que pertenecen al mismo grupo.

4. Las unidades de medida y las fuentes estadísticas de cada variable son las siguientes:

a) Fondo de Nivelación de los servicios municipales: importe resultante de la distribución del Fondo de Nivelación
de los servicios municipales correspondiente a cada municipio en el ejercicio 2009, aprobado por Orden de la Consejería
de Gobernación de 3 de abril de 2009, y publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de fecha 16 de abril de
2009.

b) Población: cifras de población de cada municipio resultantes de la revisión del Padrón municipal referidas al 1 de
enero y con efectos del 31 de diciembre de cada año, y declaradas oficiales mediante real decreto a propuesta del Instituto
Nacional de Estadística.

c) Superficie urbana: número de hectáreas para cada municipio publicado por la Dirección General del Catastro del
Ministerio de Economía y Hacienda.

d) Dispersión: número de entidades singulares publicado por el Instituto Nacional de Estadística.
e) Capacidad fiscal: se determinará por la consejería competente en materia de hacienda, a partir de los datos

municipales disponibles suministrados por el Ministerio de Economía y Hacienda.
Las cuotas líquidas estimadas del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urbana se calcularán, para cada

municipio, como el resultado de aplicar un tipo medio a la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de
naturaleza urbana del municipio, siendo dicho tipo medio el cociente entre las cuotas líquidas y las bases liquidables de
naturaleza urbana para el conjunto de municipios que pertenecen al mismo grupo.

5. La dotación del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes al grupo 1 se distribuye entre cada uno de
dichos municipios atendiendo a la fórmula general siguiente:

 FP FN POB SUP DIS
CF

x FP FNi i i i i
i1 1 1 1 1

1
1 1

1
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 donde:

α + β + γ + δ = 1

FP1 es la dotación del Fondo para el grupo 1.
FN1 es el importe de la suma de las cantidades percibidas por todos los municipios del grupo 1 en concepto de Fondo

de Nivelación en el ejercicio 2009.
FP1

i es la participación en el Fondo que corresponde al municipio i del grupo 1, para i=1, 2, ...,m1, siendo m1 el
número total de municipios pertenecientes al grupo 1.

FN1
i es el Fondo de Nivelación del municipio i del grupo 1, correspondiente al ejercicio 2009, para i=1, 2,...., m1,

siendo m1 el número total de municipios pertenecientes al grupo 1.
POB1

i es el cociente entre la población del municipio i del grupo 1 y la suma de la población para el conjunto de
municipios del grupo 1, para i=1, 2,...., m1, siendo m1 el número total de municipios pertenecientes al grupo 1.

SUP1
i es el cociente entre la superficie urbana del municipio i del grupo 1 y la suma de la superficie urbana para el

conjunto de municipios del grupo 1, para i=1, 2,...., m1, siendo m1 el número total de municipios pertenecientes al grupo
1.

DIS1
i es el cociente entre el número de entidades singulares del municipio i del grupo 1 y la suma del número de

entidades singulares para el conjunto de municipios del grupo 1, para i=1, 2,...., m1, siendo m1 el número total de municipios
pertenecientes al grupo 1.

1/CF1
i es el cociente entre el inverso de la cuota líquida estimada del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza

urbana del municipio i del grupo 1 y la suma de los inversos de la cuota líquida estimada del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles de naturaleza urbana para el conjunto de municipios del grupo de población 1, para i=1, 2,...., m1, siendo m1 el
número total de municipios pertenecientes al grupo 1.

6. La dotación del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a los grupos 2, 3 y 4 se distribuye entre cada
uno de los municipios atendiendo a la fórmula general siguiente:

donde:

α + β + γ + δ = 1

FPj
i es la participación en el Fondo que corresponde al municipio i del grupo j, para i=1, 2,....,mj y j=2, 3, 4, siendo

mj el número total de municipios del grupo j.
FPj es la dotación del Fondo para el grupo j, para j=2, 3, 4.
POBj

i es el cociente entre la población del municipio i del grupo j y la suma de la población para el conjunto de
municipios del grupo j, para i=1, 2,....,mj y j=2, 3, 4, siendo mj el número total de municipios del grupo j.

SUPji es el cociente entre la superficie urbana del municipio i del grupo j y la suma de la superficie urbana para el
conjunto de municipios del grupo j, para i=1, 2,....,mj y j=2, 3, 4, siendo mj el número total de municipios del grupo j.

DISji es el cociente entre el número de entidades singulares del municipio i del grupo j y la suma del número de
entidades singulares para el conjunto de municipios del grupo j, i=1, 2,....,mj y j=2, 3, 4, siendo mj el número total de
municipios del grupo j.

1/CFj
i es el cociente entre el inverso de la cuota líquida estimada del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza

urbana del municipio i del grupo j y la suma de los inversos de la cuota líquida estimada del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles de naturaleza urbana para el conjunto de municipios del grupo de población j, para i=1, 2,....,mj y j=2, 3, 4, siendo
mj el número total de municipios del grupo j.

7. A efectos de los dos apartados anteriores, las ponderaciones a, ß, . y d de las variables de necesidad de gasto y del
inverso de la capacidad fiscal son las siguientes:

α=0,85; ß= 0,06; γ=0,05; δ=0,04;

Artículo 11. Distribución del Fondo para los ejercicios 2011 a 2014.
1. Las dotaciones del Fondo para el año 2011, establecidas en el artículo 6, para el conjunto de municipios

pertenecientes a cada grupo, se distribuirán entre dichos municipios de acuerdo con las variables y fórmulas establecidas
en el artículo anterior.
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Para el año 2011, los valores de las variables establecidas en el artículo anterior son los recogidos en el Anexo II de
esta ley, que se corresponden con los últimos valores conocidos, referidos al ejercicio 2008, excepto para los importes del
Fondo de Nivelación de servicios municipales, que están referidos al ejercicio 2009.

2. Para los ejercicios 2012, 2013 y 2014, las dotaciones del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a
cada grupo, resultante de las operaciones descritas en el artículo 7, se distribuirán entre los municipios de acuerdo con las
variables y fórmulas establecidas en el artículo anterior.

Para cada ejercicio, los valores de las variables establecidas en el artículo precedente serán los últimos disponibles
a 30 de junio del ejercicio anterior, excepto para los importes del Fondo de Nivelación de servicios municipales, que están
referidos al ejercicio 2009.

Artículo 12. Distribución del Fondo para los ejercicios posteriores a 2014.
1. Para los ejercicios posteriores a 2014, se determinará una distribución provisional y otra definitiva del Fondo.
2. Las dotaciones provisionales del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a cada grupo, resultante de

las operaciones descritas en el artículo 8, se distribuirán provisionalmente entre los municipios de acuerdo con las variables
y fórmulas establecidas en el artículo 10.

3. Una vez determinadas las dotaciones definitivas del Fondo para el conjunto de municipios pertenecientes a cada
grupo, resultante de las operaciones descritas en el artículo 8, se distribuirán definitivamente entre los municipios, de
acuerdo con las variables y fórmulas establecidas en el artículo 10.

4. Para los ejercicios posteriores a 2014, los valores de las variables establecidas en el artículo 10 serán los últimos
disponibles a 30 de junio del año anterior, excepto para los importes del Fondo de Nivelación de servicios municipales, que
están referidos al ejercicio 2009, y serán determinantes tanto de la distribución provisional del Fondo como de la definitiva.

Artículo 13. Participación de los municipios en el Fondo.
1. El resultado de la distribución establecida en el artículo 11 constituye la participación definitiva de cada municipio

en el Fondo correspondiente a los ejercicios 2011 a 2014.
2. Para los ejercicios posteriores a 2014, el resultado de la distribución provisional establecida en el artículo 12.2

constituye la participación provisional de cada municipio en el Fondo provisional.
3. Para los ejercicios posteriores a 2014, el resultado de la distribución definitiva establecida en el artículo 12.3

constituye la participación definitiva de cada municipio en el Fondo definitivo.

Artículo 14. Cláusula de garantía.
En el ejercicio 2011 cada municipio obtendrá, como mínimo, el importe percibido en concepto de Fondo de

Nivelación de servicios municipales del ejercicio 2009. Los importes recibidos por cada municipio en concepto de Fondo
de Nivelación de servicios municipales en 2009 se reproducen en el Anexo II.

Artículo 15. Causas de modificación de la dotación para el conjunto de municipios que pertenecen a un mismo grupo.
1. Las dotaciones del Fondo correspondientes al conjunto de municipios que pertenecen a un mismo grupo serán

objeto de modificación cuando se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando, como consecuencia de la evolución de la población, se modifique la distribución inicial de los municipios
establecida en el Anexo I.

b) Cuando por alteraciones del término municipal, creación o supresión de algún municipio, ya sea por fusión,
segregación, incorporación o cualesquiera otras fórmulas contempladas en la ley reguladora del régimen local de Andalucía,
se produzca una variación en la población de derecho de los nuevos términos municipales que implique una distribución
diferente a la inicialmente contemplada en el Anexo I.

2. Las nuevas dotaciones del Fondo para cada grupo serán aprobadas mediante la ley del presupuesto de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

CAPÍTULO III

Consignación presupuestaria y puesta a disposición del Fondo

Artículo 16. Entregas a cuenta.
1. Los municipios recibirán en cada ejercicio una entrega a cuenta por el importe de su participación provisional en

el Fondo que se hará efectiva por cuartas partes trimestrales, excepto para los ejercicios 2011 a 2014, en los que cada
municipio percibirá el importe de su participación definitiva en el Fondo por cuartas partes trimestrales.

2. La ley del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía de cada ejercicio consignará, en una sección
presupuestaria independiente, creada a estos efectos, el crédito correspondiente al importe de la dotación global, provisional
o definitiva, del Fondo.

3. A la consejería competente en materia de hacienda le corresponderá la gestión de la sección presupuestaria
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señalada en el apartado anterior.

Artículo 17. Liquidación definitiva.
1. A los efectos de lo establecido en el artículo 13, la consejería competente en materia de hacienda procederá a

practicar, para cada ejercicio presupuestario posterior a 2014, una liquidación definitiva por la diferencia entre el importe
de la participación definitiva de cada municipio en el Fondo definitivo y el importe anual de las entregas a cuenta realizadas.

2. En cualquier caso, la práctica de la liquidación definitiva será realizada antes de que finalice el mes de octubre del
ejercicio siguiente al de referencia.

3. A estos efectos, la ley del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía de cada año consignará, en la
sección presupuestaria señalada en el artículo anterior, el crédito correspondiente a la cuantía estimada de la liquidación
definitiva del Fondo correspondiente al ejercicio anterior. El citado crédito tendrá la naturaleza de ampliable.

4. Los saldos deudores que pudieran resultar de la práctica de las liquidaciones definitivas del Fondo para cada
municipio serán compensados con el importe de las entregas a cuenta correspondientes al ejercicio siguiente.

Artículo 18. Gestión de los servicios por las provincias.
1. Cuando una provincia asuma la gestión de servicios financiados con cargo a la participación de alguno o algunos

de los municipios pertenecientes a los grupos 1 y 2, el importe correspondiente será abonado por la Administración de la
Junta de Andalucía a la provincia, con cargo a la participación de cada uno de los municipios afectados en el Fondo.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, será necesaria la previa autorización por parte de los plenos de las
corporaciones municipales afectadas, con indicación expresa de la cuantía a detraer de su respectiva participación en los
tributos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

3. Las cuantías consignadas en los respectivos acuerdos plenarios municipales se harán efectivas a la provincia de
forma simultánea a las entregas a cuenta a los municipios.

4. Cuando se efectúe la liquidación de la participación definitiva de cada municipio afectado en el Fondo definitivo,
se procederá a regularizar la cantidad aportada por el municipio a la provincia, mediante la corrección de esta cuantía en
la misma proporción en que se haya desviado la participación definitiva de cada municipio afectado con respecto a la
provisional.

5. Si la gestión provincial de servicios municipales comprendiera más de un ejercicio económico, el acuerdo plenario
municipal al que se refiere el apartado 2 de este artículo deberá incluir un plan de financiación de tales servicios, que incluirá
todos los años a los que se extienda la gestión provincial de los mismos.

CAPÍTULO IV

Lealtad institucional

Artículo 19. Aplicación del principio de lealtad institucional.
En aplicación del principio de lealtad institucional al que deben ajustarse las relaciones financieras entre la

Administración de la Comunidad Autónoma y las administraciones locales, la Administración de la Junta de Andalucía
valorará el impacto que las modificaciones del marco normativo de la Comunidad Autónoma de Andalucía puedan tener
sobre la dotación del Fondo regulado en la presente ley.

Por otra parte, la Administración de la Junta de Andalucía valorará la necesidad de compensar a los municipios si,
como consecuencia de modificaciones normativas llevadas a cabo, se considera que los mismos no gozan de los suficientes
recursos para hacer frente a las obligaciones legales que la normativa autonómica les atribuye.

Disposición adicional primera. Modificación del Anexo I.
Cuando concurra alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 15.1 que den lugar a una variación en la

distribución inicial de los municipios entre grupos recogida en el Anexo I, la persona titular de la consejería competente en
materia de hacienda publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía la correspondiente modificación del citado
anexo.

Disposición adicional segunda. Exclusión voluntaria de la aplicación del Fondo.
1. Una vez publicada esta ley, los municipios que deseen participar del Fondo, con efectos a partir del 1 de enero de

2011, deberán solicitarlo antes del 30 de octubre de 2010 mediante escrito de la persona titular de la alcaldía del
ayuntamiento con el acuerdo por mayoría absoluta del pleno de la corporación local.

2. Aquellos municipios que hayan optado por no participar en el Fondo correspondiente al ejercicio 2011 podrán
solicitar en cualquier ejercicio, y siempre antes del 30 de octubre, su participación a efectos de 1 de enero del ejercicio
siguiente al de la solicitud, con el procedimiento y requisitos establecidos en el apartado anterior.

3. En el período de tiempo en el que un municipio no participe en el Fondo, percibirá cada año el importe recibido
en 2009 en concepto de Fondo de Nivelación de servicios, y no podrá reclamar compensación económica alguna
correspondiente a este período de tiempo.
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Disposición adicional tercera. Ejercicio de las competencias autonómicas en materia de haciendas locales y tutela
financiera.

1. De acuerdo con los artículos 60.3 y 192.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, le corresponden a la
Comunidad Autónoma de Andalucía las competencias sobre haciendas locales y tutela financiera de las entidades locales,
en el marco de la regulación general del Estado y sin perjuicio de la autonomía local.

De conformidad con el artículo 9 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, corresponde a la persona titular de la consejería competente en materia de hacienda la tutela
financiera de los entes locales y la colaboración financiera entre estos entes y la Comunidad Autónoma en los términos
previstos en el artículo 60.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

2. Para el mejor ejercicio de las competencias que la Comunidad Autónoma de Andalucía ostenta en materia de
haciendas locales y de tutela financiera de las entidades locales, estas presentarán a la consejería competente en materia de
hacienda información relativa a sus haciendas.

3. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades locales de Andalucía aportarán a la consejería
competente en materia de hacienda, en los términos y plazos fijados en el texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en el Reglamento de desarrollo de la
Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su aplicación a las entidades locales, aprobado por Real
Decreto 1463/2007, de 2 de noviembre, la siguiente documentación:

a) Copia del presupuesto general definitivamente aprobado.
b) Copia de la liquidación del presupuesto y de la documentación complementaria que permita obtener la siguiente

información:

1.º El estado demostrativo de los derechos a cobrar y de las obligaciones a pagar procedentes de presupuestos
cerrados.

2.º El estado del remanente de tesorería.
3.º El resultado presupuestario.
4.º Las obligaciones reconocidas frente a terceros vencidas, líquidas, exigibles y no satisfechas, no imputadas al

presupuesto. c) Los informes de evaluación del cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria. d) Los planes
económico-financieros que hayan aprobado las entidades locales. e) Las propuestas de planes económico-financieros que
haya de aprobar la Comunidad Autónoma. f) Los informes de verificación del cumplimiento de los planes
económico-financieros.

g) Los escenarios de consolidación presupuestaria.
h) Los planes de saneamiento para la corrección de los desequilibrios financieros.
i) Las solicitudes de autorización para concertar operaciones de crédito a largo plazo.
j) Las operaciones de crédito concertadas, tanto las autorizadas por el Ministerio de Economía y Hacienda como las

que no precisan autorización.

Disposición adicional cuarta. Programas de colaboración financiera.
Adicionalmente al Fondo regulado en esta ley, y en desarrollo de la previsión contenida en el artículo 192.2 del

Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Comunidad Autónoma de Andalucía podrá establecer programas de colaboración
financiera específicos para materias concretas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Ley de Autonomía Local
de Andalucía.

Dichos programas y los recursos derivados de los mismos serán objeto de desarrollo y regulación en los términos
que reglamentariamente se establezcan.

Disposición transitoria única. Valores de las variables correspondientes a los municipios segregados.
En el caso de segregación de municipios, en tanto no se disponga de datos relativos a las variables especificadas en

el artículo 10, se distribuirán los últimos valores conocidos entre los municipios que resulten afectados, en función de su
población.

Disposición final primera. Habilitación normativa.
El desarrollo reglamentario de esta ley se llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3

del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 11 de junio de 2010
JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ

Presidente de la Junta de Andalucía
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CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Decreto 282/2010, de 4 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de Consesión
de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía. (BOJA núm. , de 4-6-2010).

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su artícu-lo 45.1, atribuye a la Comunidad Autónoma en las materias
de su competencia la potestad de ejercer la actividad de fomento, a cuyos efectos podrá otorgar subvenciones con cargo a
fondos propios, regulando o, en su caso, desarrollando los objetivos y requisitos de otorgamiento y gestionando su
tramitación y concesión. Asimismo, en virtud de su artículo 47.1.1.ª, ostenta competencias exclusivas en materia de
procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma.

Con el presente Decreto se trata de ajustar a las especialidades de nuestra Comunidad Autónoma el procedimiento
administrativo en materia de subvenciones, teniendo en cuenta el marco normativo previsto tanto en materia de
procedimiento administrativo común en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, como en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de
la Junta de Andalucía.

Al mismo tiempo, esta norma desarrolla la ordenación de la actividad de fomento de la Administración de la Junta
de Andalucía y de sus agencias, regulada en el Título VII del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, actividad que se integra en la hacienda
pública propia con la que cuenta la Comunidad Autónoma para el desempeño de sus competencias.

Por lo que respecta al régimen jurídico vigente al que se ha de ajustar la nueva regulación de estos procedimientos,
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como su Reglamento, aprobado por el Real Decreto
887/2006, de 21 de julio, contienen normativa básica que exige la acomodación de la normativa autonómica a sus
prescripciones. Asimismo, la Ley 9/2007, de 22 de octubre, contiene los principios que han de regir las relaciones de la
Administración de la Junta de Andalucía a través de redes abiertas de comunicación.

Por otra parte, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, de
carácter básico en su mayor parte, ha venido a consagrar la relación con las Administraciones Públicas por medios
electrónicos como un derecho de la ciudadanía y como una obligación correlativa para tales Administraciones, haciendo
inaplazable la puesta en marcha de los sistemas de información que soporten la gestión de todos los procedimientos. Este
Decreto viene a impulsar la generalización de la implantación electrónica en todos los trámites de los procedimientos de
concesión de subvenciones regladas.

La utilización de medios electrónicos en la actividad administrativa ha experimentado grandes avances en los últimos
años en la Administración de la Junta de Andalucía, la cual se está dotando de instrumentos normativos y tecnológicos que
hacen posible la prestación de servicios electrónicos a la ciudadanía, destacando el Decreto 183/2003, de 24 de junio, por
el que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación de procedimientos administrativos por medios
electrónicos (Internet), norma que habilitó la puesta en funcionamiento de diversas plataformas tecnológicas que han
posibilitado a la ciudadanía el acceso electrónico a los servicios públicos de la Administración de la Junta de Andalucía.

El presente Decreto pretende profundizar en el avance que supuso el Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por el
que se aprueba el Reglamento por el que se regulan los procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públicas
por la Administración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico, y da un salto cualitativo
de considerable alcance, no sólo para lograr una mayor celeridad, transparencia y adecuada coordinación, sino también para
optimizar y simplificar los procedimientos en materia de subvenciones consiguiendo una gestión más eficaz y rápida, en
beneficio tanto de la ciudadanía, que ve satisfechas más rápidamente sus aspiraciones y puede obtener información en tiempo
real del estado de tramitación de sus procedimientos, como de la propia Administración, que obtiene un instrumento eficaz
para la agilización de su actividad de gestión y de control de las distintas subvenciones que concede.

La actividad de fomento ha sido considerada, desde el principio de la dogmática administrativista, como una de las
manifestaciones típicas de la Administración Pública. En sus diversas formas, la acción pública por la que se incentiva la
realización de actividades privadas que tienen trascendencia positiva para el interés público o social, supone una vía de
articular la sociedad en la confluencia público-privada. De manera concurrente, el fomento de la actividad desarrollada por
otras entidades públicas instrumentales, supone avanzar en el principio de colaboración y coordinación en pos de la
consecución de fines concurrentes a las distintas Administraciones Públicas. Esta interacción adquiere mayor importancia
en un escenario, como el actual de la segunda modernización de Andalucía, en el que son objetivos de las políticas públicas
aquellos que inciden en el más eficaz ejercicio de los derechos y libertades constitucionales y estatutarios, así como en la
creación de riqueza sostenible que permita alcanzar las más altas cotas de empleo.

En el marco del compromiso de simplificación y agilización de trámites, sustentado tanto en la revisión, análisis y
mejora de los procedimientos administrativos, como en el desarrollo y fomento del uso de las nuevas tecnologías de la
información y la comunicación, se aprobó por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 27 de enero de 2009 el Plan de Medidas
de Simplificación de Procedimientos Administrativos y Agilización de Trámites. Mediante la aprobación del presente
Decreto se da cumplimiento a una de las medidas contempladas en el Plan, si bien no se efectúa sólo una modificación del
Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, sino que es derogado en su integridad.
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En este sentido, conviene destacar en primer lugar, la simplificación del procedimiento de elaboración de las bases
reguladoras de las subvenciones, operada a través de la aprobación por la Consejería competente en materia de
Administración Pública de bases reguladoras tipo. En segundo lugar, la norma potencia la simplificación del procedimiento
de concesión de subvenciones a través del empleo sistemático de las declaraciones responsables a suscribir por las personas
solicitantes relativas al cumplimiento de los requisitos establecidos, en lugar de la presentación masiva de los documentos
acreditativos por todas las personas interesadas en el momento inicial del procedimiento, como igualmente lo es la
incorporación de datos, memorias y demás información en los formularios de solicitud a aprobar por cada Consejería,
puestos a disposición de las personas interesadas al efectuarse las convocatorias, evitándole aportar los correspondientes
documentos.

Dando cumplimiento a lo establecido en los artículos 5 y 13.1 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la
promoción de la igualdad de género en Andalucía, la presente norma potencia la integración transversal del principio de
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en las actuaciones de fomento, con objeto de garantizar un impacto
positivo en la igualdad.

Por último, el presente Decreto necesariamente debe contar con una implantación progresiva que permita la
acomodación de los procedimientos de las Consejerías y agencias a las nuevas directrices que sustancian el Reglamento que
por el mismo se aprueba. De esta manera, se establece una programación que parte con el plazo de tres meses desde su
publicación, para que por la Consejería de Hacienda y Administración Pública se aprueben mediante Orden tanto las bases
reguladoras tipo como los formularios de solicitud tipo. Luego de ello, el resto de Consejerías y agencias deberán adaptar
las bases reguladoras de las subvenciones en el plazo añadido de tres meses. Una vez vigente, las Consejerías y agencias
deberán, en el plazo de doce meses, adoptar las medidas necesarias para posibilitar que la tramitación electrónica de sus
procedimientos de concesión de subvenciones sea completamente electrónica.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21.3 y 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Hacienda y Administración Pública,
de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día
4 de mayo de 2010,

DISPONGO

Artículo único. Aprobación del Reglamento.
Se aprueba el Reglamento de los procedimientos de concesión de subvenciones de la Administración de la Junta de

Andalucía, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición adicional única. Ayudas en especie.
Las entregas de bienes, derechos o servicios que, habiendo sido adquiridos con la finalidad exclusiva de ser

entregados a terceros, cumplan los requisitos previstos en las letras a), b) y c) del artículo 2.1 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones, tendrán la consideración de ayudas en especie, y quedarán sujetas al presente Decreto,
con las peculiaridades que conlleva la especial naturaleza de su objeto.

Disposición transitoria primera. Procedimientos en tramitación.
1. A los procedimientos de concesión de subvenciones que a la entrada en vigor del presente Decreto se encuentren

iniciados, les será de aplicación la normativa vigente en el momento de su inicio. No obstante, las personas interesadas
podrán presentar las declaraciones responsables y autorizaciones a que hacen referencia los artículos 23.1 y 34.1.a), con los
efectos previstos en los mismos.

2. En el plazo de tres meses desde la publicación del presente Decreto, la persona titular de la Consejería de Hacienda
y Administración Pública aprobará mediante Orden tanto las bases reguladoras tipo, como los formularios de solicitud tipo
previstos en el artículo 4 del Reglamento.

3. Las bases reguladoras de las subvenciones deberán adaptarse a lo dispuesto en el Reglamento que se aprueba por
el presente Decreto en el plazo de seis meses desde su publicación.

Disposición transitoria segunda. Aplicación a los organismos autónomos y entidades de derecho público.
El presente Decreto será de aplicación a los organismos autónomos y a las entidades de derecho público a que hace

referencia la disposición transitoria única del Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, hasta tanto se proceda a su adecuación a las
previsiones contenidas en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, en los términos
que esta contiene en su disposición transitoria única.

Disposición transitoria tercera. Sedes electrónicas.
Hasta que tenga lugar la creación de las sedes electrónicas en la Administración de la Junta de Andalucía, la

prestación del servicio previsto en el artículo 3.3 del Reglamento, así como las publicaciones de actos administrativos que
el mismo prevé que tengan lugar en las sedes electrónicas, serán realizadas en las páginas webs de las Consejerías y
agencias.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Quedan derogadas todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango, en lo que contradigan o se opongan a lo

dispuesto en el presente Decreto y, en particular, el Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por el que se aprueba el
Reglamento por el que se regulan los procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públicas por la
Administración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico.

Disposición final primera. Tramitación electrónica de los procedimientos de concesión de subvenciones.
En el plazo de doce meses desde la entrada en vigor del presente Decreto, las Consejerías y las agencias adoptarán

las medidas necesarias para posibilitar que la tramitación administrativa de sus procedimientos de concesión de subvenciones
sea completamente electrónica.

Disposición final segunda. Habilitación y adaptación.
Se faculta a la persona titular de la Consejería de Hacienda y Administración Pública para dictar las disposiciones

que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en el presente Decreto y, en particular, para regular la
forma de acreditar, en los procedimientos de concesión de subvenciones, el cumplimiento de las obligaciones tributarias y
frente a la Seguridad Social, así como cualquier otro ingreso de derecho público.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al del su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de

Andalucía.

Sevilla, 4 de mayo de 2010

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

Carmen Martínez Aguayo
Consejera de Hacienda y Administración Pública

REGLAMENTO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONCESIÓN DE SUBVENCIONES DE LA
ADMINISTRACIÓN DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. El presente Reglamento tiene por objeto establecer la regulación de:
a) El procedimiento de elaboración de las bases reguladoras para la concesión de subvenciones regladas, así como

la estructura y el contenido mínimo al que habrán de ajustarse las citadas bases reguladoras.
b) Los procedimientos de concesión de subvenciones y la utilización de medios electrónicos para su tramitación.
2. Se entiende por subvención toda disposición dineraria a favor de personas públicas o privadas, cualquiera que sea

la denominación dada al acto o negocio jurídico del que derive dicha disposición, siempre que esté incluida en el ámbito
de aplicación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, realizada por la Administración de la Junta
de Andalucía y sus agencias.

3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 113.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, las subvenciones financiadas
con cargo a los fondos de la Unión Europea se regirán por las normas comunitarias aplicables y por las normas nacionales
de desarrollo o transposición de aquellas, siendo de aplicación supletoria las disposiciones que sobre procedimientos de
concesión y control rijan para la Administración de la Junta de Andalucía.

4. De conformidad con el artículo 2.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, no están comprendidas en el ámbito
de aplicación de este Reglamento las aportaciones dinerarias entre la Administración de la Junta de Andalucía y otras
Administraciones Públicas o Universidades de titularidad pública para financiar globalmente su actividad, ni las que se
realicen entre los distintos agentes de la Administración de la Junta de Andalucía cuyos presupuestos se integren en el
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía, tanto si se destinan a financiar globalmente su actividad, como a
la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco de las funciones que tengan atribuidas, siempre que no
resulten de una convocatoria pública.

Las transferencias de financiación y las transferencias de asignación nominativa contempladas en las leyes del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma se entenderán, en todo caso, excluidas del ámbito de aplicación de este
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Reglamento.

Artículo 2. Clasificación de las subvenciones.
1. Atendiendo al procedimiento de concesión y de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 de la Ley 38/2003, de

17 de noviembre, así como en el artículo 120.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta
de Andalucía, a efectos de este Reglamento las subvenciones se clasifican en regladas y de concesión directa.

2. Las subvenciones regladas se clasifican a su vez en:
a) Subvenciones cuyo procedimiento de concesión es iniciado de oficio. Son aquellas que se conceden en régimen

de concurrencia competitiva, entendiendo por tal el procedimiento de concesión de subvenciones que se desarrolla mediante
la comparación de las solicitudes presentadas en un único procedimiento, a fin de establecer una prelación entre las mismas
de acuerdo con los criterios de valoración previamente fijados en las bases reguladoras, y de adjudicar, con el límite del
crédito disponible fijado en la convocatoria, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados
criterios que habrán de tramitarse, valorarse y resolverse de forma conjunta.

b) Subvenciones cuyo procedimiento de concesión es iniciado a solicitud de la persona interesada. Son aquellas que
se conceden en régimen de concurrencia no competitiva, en atención a la existencia de una determinada situación en la
persona beneficiaria, sin que sea necesario establecer en tales casos la comparación de las solicitudes, ni la prelación entre
las mismas, tramitándose y resolviéndose de forma independiente.

3. Las subvenciones de concesión directa se clasifican a su vez en:
a) Nominativas. Son aquellas cuyo objeto, dotación presupuestaria y persona beneficiaria aparecen determinados

expresamente en los créditos iniciales de las leyes del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
b) De imposición legal. Son aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto por una norma de rango de Ley.
c) Excepcionales. Son aquellas en que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u

otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública.

Artículo 3. Utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
1. La Administración de la Junta de Andalucía y las agencias utilizarán y facilitarán a las personas interesadas la

utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos necesarios para realizar todos los trámites relativos
al procedimiento de concesión de subvenciones, de acuerdo con las garantías y requisitos establecidos en la Ley 11/2007,
de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de
firma electrónica, y demás normativa aplicable en esta materia. Todo ello, sin perjuicio de las publicaciones que deban
realizarse en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y en los tablones de anuncios en soporte electrónico o medios de
comunicación.

2. De acuerdo con el artículo 6.1 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, la ciudadanía tiene derecho a presentar las
solicitudes de subvenciones utilizando medios electrónicos.

No obstante, y de conformidad con los artículos 27.6 y 28.1 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, las normas por las
que se aprueben las bases reguladoras de las subvenciones podrán establecer la obligatoriedad de comunicarse con la
Administración de la Junta de Andalucía y sus agencias utilizando sólo medios electrónicos, cuando las personas interesadas
se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica,
dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos
precisos. En tal caso, la correspondiente Consejería o agencia adoptará, tanto en sus servicios centrales como en los
periféricos, las medidas necesarias para facilitar a las personas destinatarias la presentación de las solicitudes y la realización
de cuantas actuaciones hubieran de efectuar durante la tramitación del procedimiento de concesión.

3. Los órganos que tramiten procedimientos de concesión de subvenciones, deberán poner en su sede electrónica,
a disposición de las personas interesadas, un sistema que les permita consultar en tiempo real, previa identificación, la
información sobre el estado de la tramitación del procedimiento con indicación de los actos de trámite realizados, su
contenido y fecha en que fueron dictados.

CAPÍTULO II

De las bases reguladoras de la concesión de las subvenciones regladas

Sección 1.ª Del procedimiento de elaboración

Artículo 4. Procedimiento de elaboración de las bases reguladoras de la concesión.
1. La elaboración de las bases reguladoras de la concesión de subvenciones regladas se tramitará con arreglo a las

disposiciones contenidas en el presente artículo.
2. Con carácter previo a la aprobación de las bases reguladoras para la concesión de subvenciones, se solicitará la

emisión de informe a:
a) La Intervención General de la Junta de Andalucía, conforme a lo dispuesto en el artículo 118.2 del Texto

Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía. La solicitud de informe irá acompañada de
una memoria económica expresiva de los aspectos económico-presupuestarios del proyecto.
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b) La correspondiente Secretaría General Técnica.
c) La Consejería competente en materia de Administración Pública, a través de la Dirección General que tenga

atribuida la competencia en materia de procedimiento, organización y de tramitación electrónica.
d) El Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.
No obstante, mediante Orden de la Consejería competente en materia de Administración Pública se aprobarán, previo

informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía y del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, unas bases
reguladoras tipo para la concesión de subvenciones de concurrencia competitiva, y otras para las de concurrencia no
competitiva. Cuando las Consejerías las utilicen en sus proyectos de bases reguladoras y se ajusten a ellas, sin exigir que
junto a la solicitud de subvención las personas interesadas aporten ningún otro documento, no se solicitarán los informes
previstos en los párrafos c) y d) del presente apartado. En caso contrario, las Consejerías tendrán que solicitar dichos
informes.

3. En los supuestos que se indican a continuación, se solicitarán, además, los siguientes informes:
a) Si las bases reguladoras de la concesión contemplan el compromiso de pago de las subvenciones en una fecha

determinada, se recabará informe de la Dirección General competente en materia de tesorería cuando el pago deba ordenarse
por dicha Dirección General, por las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia de Hacienda o por
la tesorería propia de las agencias. Dicho informe, que deberá emitirse en el plazo de diez días, tendrá carácter vinculante
y versará exclusivamente sobre la posibilidad de materializar el pago en las fechas previstas en el proyecto, indicando, en
caso de imposibilidad, las fechas más próximas. En la solicitud de informe se justificará la causa de tal previsión indicándose
la tesorería que resultaría afectada.

b) Si las bases reguladoras contemplan la financiación de las subvenciones con fondos provenientes de la Unión
Europea, deberá solicitarse informe a la Dirección General competente en dichos fondos sobre la subvencionalidad de los
gastos establecidos para los mismos, sobre la coherencia de las políticas horizontales de la Unión Europea y sobre el
cumplimiento de la normativa comunitaria de gestión y verificación.

c) Si se trata de bases reguladoras de subvenciones a personas físicas o jurídicas que requieran, con arreglo a la
normativa comunitaria y demás normativa de aplicación, el sometimiento a la decisión de la Comisión Europea, deberá
constar en el expediente la correspondiente decisión de la referida Comisión sobre su compatibilidad con el mercado interior
o, en todo caso, la comunicación hecha a la citada institución.

A estos efectos, los proyectos de bases reguladoras de la concesión se remitirán a la Consejería competente en materia
de coordinación de la acción exterior de la Junta de Andalucía, para su comunicación a la Comisión Europea por los
conductos correspondientes.

4. Los informes previstos en este artículo serán solicitados por el órgano directivo que, a estos efectos, haya
designado cada Consejería.

5. Los formularios de solicitud y, en su caso, de otros trámites a realizar por las personas solicitantes de subvenciones
estarán adaptados a los formularios tipo que, mediante Orden, establezca la Consejería competente en materia de
Administración Pública. Deberán aprobarse por las Consejerías respectivas, siendo publicados conjuntamente con su
convocatoria.

Cada Consejería promoverá, respecto de los formularios de solicitudes que apruebe, su inscripción en el
correspondiente registro.

6. Las bases reguladoras de la concesión de subvenciones serán aprobadas mediante Orden de la persona titular de
la correspondiente Consejería o, en su caso, mediante Decreto del Consejo de Gobierno, y publicadas en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sección 2.ª De la estructura y contenido de las bases reguladoras

Artículo 5. Estructura de las bases reguladoras.
De acuerdo con el artículo 119 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de

Andalucía, el contenido mínimo de las bases reguladoras de la concesión de las subvenciones regladas será el previsto en
esta sección, conforme a la siguiente estructura:

a) Objeto.
b) Régimen jurídico de las subvenciones.
c) Requisitos de las personas beneficiarias y de las entidades colaboradoras.
d) Cuantía de las subvenciones y gastos subvencionables.
e) Limitaciones presupuestarias.
f) Financiación y régimen de compatibilidad de las subvenciones.
g) Entidades colaboradoras.
h) Clase de procedimiento de concesión.
i) Solicitudes.
j) Criterios objetivos para la concesión de la subvención.
k) Tramitación y resolución.
l) Notificaciones.
m) Obligaciones de las personas beneficiarias.
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n) Forma y secuencia del pago.
ñ) Medidas de garantía.
o) Justificación de la subvención.
p) Posibilidad de modificar la resolución de concesión, prevista en el artículo 32.2.
q) Causas de reintegro.
r) Los criterios para graduar los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de

las subvenciones.

Artículo 6. Objeto.
1. Las bases reguladoras definirán el objeto de las subvenciones o, en general, la finalidad de interés público o social

para las que se otorgan.
2. Cuando la Orden o el Decreto que apruebe las bases reguladoras incluya la convocatoria de las subvenciones, se

hará constar expresamente.

Artículo 7. Régimen jurídico de las subvenciones.
En las bases reguladoras se indicará expresamente que las subvenciones se ajustarán a lo dispuesto en los preceptos

básicos de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones, y de las demás normas de desarrollo; en el Título VII
del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía; en el presente Reglamento y en
las citadas bases. Asimismo, en las subvenciones cofinanciadas con fondos europeos se hará constar que se ajustarán a lo
dispuesto en la normativa comunitaria, nacional y autonómica que les sea de aplicación.

Artículo 8. Requisitos de las personas beneficiarias y de las entidades colaboradoras.
1. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 17.3.b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y 119.1.b) del

Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las bases reguladoras establecerán los
requisitos que deberán reunir las personas beneficiarias para la obtención de la subvención y, en su caso, los miembros de
las entidades y demás solicitantes contemplados en el artículo 11.2 y 11.3 párrafo segundo de la citada Ley 38/2003, de 17
de noviembre, así como la forma de acreditarlos y el periodo durante el cual deberán mantenerse.

2. Los requisitos deberán ajustarse a lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y en el
artículo 116 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

3. Atendiendo a la naturaleza de la subvención, las bases reguladoras podrán establecer que las personas beneficiarias
y las entidades colaboradoras quedarán exceptuadas, a efectos de la concesión de la subvención, de todas o algunas de las
prohibiciones establecidas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. Asimismo, conforme a lo dispuesto
en el artículo 116 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, podrán establecer
que quedarán exceptuadas de acreditar que no tienen deudas en periodo ejecutivo de cualquier ingreso de derecho público
de la Junta de Andalucía.

Artículo 9. Cuantía de las subvenciones y gastos subvencionables.
1. En las bases reguladoras se concretará el porcentaje máximo de la subvención a conceder en relación al

presupuesto total de las actividades subvencionadas y, en su caso, la cuantía máxima de la subvención, o el importe cierto
sin referencia a un porcentaje o fracción del coste total. Cuando proceda, las bases podrán establecer una cuantía mínima
a conceder.

Además, de acuerdo con el artículo 19.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y artículo 122 del Texto Refundido
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, el importe de las subvenciones en ningún caso podrá
ser de tal cuantía que, aisladamente, o en concurrencia con subvenciones o ayudas de otras Administraciones Públicas, o
de otros entes públicos o privados, nacionales o internacionales, supere el coste de la actividad a desarrollar por la persona
beneficiaria.

2. Asimismo, en el supuesto de que el objeto de las subvenciones a conceder se desarrolle en varias líneas de
subvenciones, se enumerarán éstas con el detalle necesario, así como los diferentes conceptos subvencionables.

3. Excepcionalmente, y siempre que así se prevea en las bases reguladoras, el órgano concedente procederá al
prorrateo entre las personas beneficiarias de la subvención, del importe global máximo destinado a las subvenciones, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

4. Atendiendo a la naturaleza de los gastos subvencionables, las bases reguladoras concretarán, cuando proceda, las
determinaciones establecidas por el artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 10. Limitaciones presupuestarias.
Las bases reguladoras deberán contener los siguientes extremos:
a) La especificación de que la concesión de las subvenciones estará limitada por las disponibilidades presupuestarias

existentes, de acuerdo con el artículo 119.2.j) del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía.

b) En el supuesto de que la Orden o el Decreto que apruebe las bases reguladoras efectúe la convocatoria de las
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subvenciones en concurrencia competitiva, los créditos presupuestarios que financien la ejecución del programa de
subvenciones especificarán la cuantía total máxima destinada a cada línea de subvenciones en dicha convocatoria, con la
previsión, en su caso, de la posibilidad de adquirir compromisos de gasto de carácter plurianual de conformidad con lo
establecido en el artículo 40 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y su
normativa de desarrollo. En este último caso, además deberá indicarse su distribución por anualidades.

c) El régimen de control de las subvenciones, mediante la fiscalización previa o mediante control financiero, según
corresponda.

d) Excepcionalmente, la convocatoria de subvenciones en concurrencia competitiva podrá fijar, además de la cuantía
total máxima dentro de los créditos disponibles, una cuantía adicional cuya aplicación a la concesión de subvenciones no
requerirá de una nueva convocatoria. La fijación y utilización de esta dotación presupuestaria adicional estarán sometidas
a las siguientes reglas:

1.ª Sólo resultará admisible la fijación de esta cuantía adicional cuando la dotación necesaria de los créditos a los que
resulta imputable no figure en el Presupuesto en el momento de la convocatoria, pero se prevea obtener en cualquier
momento anterior a la resolución de concesión por depender de un aumento de los créditos derivados de una generación,
una ampliación o una incorporación de crédito.

2.ª La convocatoria deberá hacer constar expresamente que la efectividad de la cuantía adicional queda condicionada
a la declaración de disponibilidad del crédito, previa aprobación de la modificación presupuestaria que proceda en un
momento anterior, en cualquier caso, a la resolución de concesión de la subvención.

3.ª La declaración de créditos disponibles, que deberá efectuarse por quien efectuó la convocatoria, deberá publicarse
en los mismos medios que ésta, sin que tal publicidad implique la apertura de un plazo para presentar nuevas solicitudes,
ni el inicio de un nuevo cómputo de plazo para adoptar y notificar la resolución.

e) La convocatoria podrá también prever que eventuales aumentos sobrevenidos en el crédito disponible posibiliten
una resolución complementaria de la concesión de la subvención que incluya solicitudes que, aun cumpliendo todos los
requisitos, no hayan sido beneficiarias por agotamiento del mismo.

Artículo 11. Financiación y régimen de compatibilidad de las subvenciones.
1. En el supuesto de que en la subvención de que se trate se exija un importe o porcentaje de financiación propia de

la persona beneficiaria para cubrir la actividad subvencionada, se deberá indicar expresamente en las bases reguladoras, de
conformidad con lo establecido en el artículo 19.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. En su caso, las bases reguladoras especificarán la participación en la financiación de la subvención de la Unión
Europea y el fondo europeo que corresponda, así como la participación de la Administración General del Estado.

3. Las bases reguladoras determinarán el régimen de compatibilidad o incompatibilidad para la percepción de otras
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, de conformidad con el artículo 19.2
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y demás normativa de aplicación.

Artículo 12. Entidades colaboradoras.

1. Cuando la entrega y distribución de los fondos públicos a las personas beneficiarias se efectúe a través de una
entidad colaboradora como instrumento de gestión, deberá establecerse así en las bases reguladoras de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 12.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y 117 del Texto Refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía. Estas bases contendrán las condiciones de solvencia y eficacia que hayan de
reunir las entidades colaboradoras de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12.2 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre y 119.2.c) del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

2. Las bases reguladoras contendrán una relación de las obligaciones legales de estas entidades colaboradoras
establecidas en los artículos 15.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y 117 del Texto Refundido de la Ley General de
la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y demás disposiciones de aplicación.

Artículo 13. Clases de procedimientos de concesión.
Las bases reguladoras determinarán el procedimiento de concesión de las subvenciones regladas, que se iniciará bien

de oficio y en régimen de concurrencia competitiva, bien a solicitud de la persona interesada y en régimen de concurrencia
no competitiva.

Artículo 14. Solicitudes.
En relación con las solicitudes, las bases reguladoras contendrán:
a) Una referencia al formulario al que deberán ajustarse las solicitudes de las personas interesadas.
b) El lugar o medio de presentación de las mismas.
c) El plazo de presentación de las solicitudes o, en su caso, la previsión expresa de su fijación por el acto de

convocatoria, siendo inadmitidas aquellas que sean presentadas fuera de dicho plazo.

Artículo 15. Criterios objetivos para la concesión de la subvención.
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1. En los procedimientos de concesión en régimen de concurrencia competitiva las bases reguladoras contendrán los
criterios objetivos de otorgamiento de la subvención especificando, por orden decreciente de importancia, salvo que exista
un solo criterio, su correspondiente ponderación. En todo caso, incluirán los criterios establecidos por norma de rango legal.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, entre los criterios deberán incluirse, salvo en aquellos casos
en que por la naturaleza de la subvención o de las entidades solicitantes, se justifique expresamente en el procedimiento de
elaboración de las bases reguladoras que no procede su incorporación:

a) La ponderación del grado de compromiso medioambiental de las personas solicitantes, en atención a las actividades
subvencionables, de conformidad con lo establecido en el artículo 119.2.g) del Texto Refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía. Asimismo, cuando las actuaciones subvencionables deban someterse a las
medidas exigidas en la normativa de protección medioambiental, deberá incluirse la valoración de las medidas
complementarias que proponga ejecutar la persona solicitante respecto a las de la citada normativa.

b) La valoración de actuaciones de efectiva consecución de la igualdad de género por parte de las entidades
solicitantes, en aplicación de lo establecido en el artículo 13.1 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción
de la igualdad de género en Andalucía.

c) La valoración de empleos estables creados y, en su caso, los empleos estables mantenidos.
d) La valoración de actuaciones que incluyan la perspectiva de discapacidad.
e) La ponderación del impacto en la salud.
f) La seguridad laboral.
3. En relación a las subvenciones cofinanciadas con fondos europeos, las bases reguladoras contemplarán, entre los

criterios objetivos, los previstos en los respectivos documentos de programación.

Artículo 16. Tramitación y resolución.
1. En relación con la tramitación y resolución, las bases reguladoras contendrán, como mínimo, los siguientes

extremos:
a) Los órganos competentes para la instrucción y la resolución del procedimiento. De conformidad con lo dispuesto

en el artículo 120.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las bases
reguladoras podrán prever que la evaluación de las solicitudes y, en su caso, la propuesta de resolución, se lleven a cabo por
un órgano colegiado con la composición que las mismas determinen.

b) La documentación acreditativa a aportar de los datos que las personas beneficiarias provisionales y suplentes hayan
consignado en los formularios de solicitud, tanto de los requisitos, en las declaraciones responsables, como de los criterios
de valoración. Son beneficiarias provisionales las personas solicitantes que, cumpliendo los requisitos exigidos, obtienen
en la evaluación previa una puntuación suficiente para tener la consideración de beneficiarias de la subvención; beneficiarias
suplentes son aquellas que, cumpliendo los requisitos exigidos, no obtienen dicha puntuación en la evaluación previa
regulada en el artículo 25.

c) La posibilidad, en su caso, de que la persona beneficiaria provisional pueda optar entre dos o más subvenciones.
d) La referencia a la comunicación que se habrá de realizar a la persona interesada en los términos del artículo 42.4

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en los supuestos de subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva.

e) La necesidad de aceptación, en su caso, de la subvención.
f) La posibilidad, en su caso, de la reformulación de solicitudes en los términos previstos en el artículo 26.
g) La necesidad de motivar la resolución del procedimiento.
h) El plazo máximo para adoptar y notificar la resolución, así como el sentido desestimatorio del silencio

administrativo, en los términos previstos en el artículo 120.4 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Junta de Andalucía.

i) La posibilidad, en su caso, de la terminación convencional del procedimiento, en los términos previstos en el
artículo 29.

j) Los medios de notificación o publicación.
k) Otras medidas de publicidad, en su caso, de las subvenciones concedidas de conformidad con lo establecido en

el artículo 18.3.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.
2. En los términos establecidos en el presente Reglamento, los escritos mediante los que las personas interesadas

efectúen la subsanación y, en su caso, la contestación al trámite de audiencia podrán presentarse por cualquiera de los medios
previstos en el mismo.

Artículo 17. Notificaciones.
1. Las bases reguladoras especificarán que, siempre que las personas interesadas hayan señalado o consentido

expresamente el medio de notificación electrónico, las notificaciones que deban cursarse personalmente a las mismas se
practicarán por ese medio en la sede electrónica que la Administración de la Junta de Andalucía o las agencias les hayan
asignado a tal efecto, de conformidad con la normativa aplicable.

2. A tal efecto, en los formularios de solicitud figurará un apartado para que la persona interesada pueda señalar
expresamente el medio de notificación o comunicación electrónica como preferente e indicar, para el caso de comunicación,
una dirección electrónica. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3.2.
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Artículo 18. Obligaciones de las personas beneficiarias.
1. Las bases reguladoras, teniendo en cuenta las circunstancias de aplicación a cada caso, deberán relacionar las

obligaciones de las personas beneficiarias establecidas en los artículos 14.1 y 46.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
en los artículos 116 y 119.2.h) del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y
las que en su caso se establezcan en las propias bases reguladoras o en aquellas otras normas que sean de aplicación.

Las mencionadas bases deberán incluir la determinación, en su caso, de cuantos estados contables y registros
específicos fuesen exigibles para garantizar el adecuado ejercicio de la facultad de comprobación y control de la subvención.

2. Asimismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 124.2 del Texto Refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las bases reguladoras de cada subvención podrán establecer, de manera
justificada, la obligación de acreditar, antes de proponerse el pago, que las personas beneficiarias se hallan al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social así como que no son deudores de la Junta de
Andalucía por cualquier otro ingreso de derecho público.

Artículo 19. Forma y secuencia del pago.
1. Las bases reguladoras deberán establecer la forma y secuencia del pago de la subvención atendiendo a las

siguientes reglas:
a) La regla general será efectuar el pago previa justificación por la persona beneficiaria de la realización de la

actividad, proyecto o adopción del comportamiento que motivó su concesión.
b) No obstante lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 119.2.d) del Texto Refundido de la Ley

General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, se podrá establecer la posibilidad de efectuar pagos anticipados.
Las bases reguladoras determinarán la forma y cuantía de las garantías que, en su caso, habrán de aportar las personas
beneficiarias.

2. En las subvenciones cuya justificación se efectúe previamente al cobro de la misma, el pago se realizará mediante
alguna de las siguientes formas:

a) Pago único de la subvención previa justificación, por la persona beneficiaria, de la realización de la actividad,
proyecto o adopción del comportamiento para el que se concedió.

b) Pago fraccionado, cuando la naturaleza de la subvención así lo justifique, mediante pagos a cuenta que responderán
al ritmo de ejecución de las actividades subvencionadas, abonándose por cuantías equivalentes a la justificación presentada
y aceptada.

3. Sin perjuicio de lo que puedan disponer las correspondientes leyes del Presupuesto de la Comunidad Autónoma,
en las subvenciones cuya justificación se efectúe con posterioridad al cobro de la misma, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 124.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las bases
reguladoras deberán prever que no podrá abonarse a la persona beneficiaria un importe superior al 75 por 100 de la
subvención, sin que se justifiquen previamente los pagos anteriores, excepto en los supuestos en que el importe de aquellas
sea igual o inferior a seis mil cincuenta euros.

4. En caso de que el importe se fije en porcentaje sobre el presupuesto total, las bases reguladoras dispondrán que
el importe definitivo de la subvención se liquidará aplicando al coste de la actividad efectivamente realizada por la persona
beneficiaria, conforme a la justificación presentada y aceptada, el porcentaje de financiación establecido en la resolución
de concesión, sin que en ningún caso pueda sobrepasar su cuantía el importe autorizado en la citada resolución. Siempre
que se haya alcanzado el objetivo o finalidad perseguidos, si no se justificara debidamente el total de la actividad o la
inversión subvencionada, deberá reducirse el importe de la subvención concedida aplicando el porcentaje de financiación
sobre la cuantía correspondiente a los justificantes no presentados o no aceptados.

Artículo 20. Medidas de garantía.
Cuando la correspondiente Consejería lo estime procedente para proteger los intereses públicos, podrán establecer

en las bases reguladoras garantías a favor del órgano concedente de la subvención, así como los medios de constitución y
el procedimiento de cancelación.

Artículo 21. Justificación de la subvención.
1. Las bases reguladoras deberán contener el plazo y forma de justificación por parte de la persona beneficiaria o de

la entidad colaboradora, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación
de fondos percibidos bien mediante cuenta justificativa, por módulos o presentación de estados contables en los términos
establecidos en el artículo 30 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el Capítulo II del Título II del Reglamento de
dicha Ley, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. Las subvenciones a las corporaciones locales se
justificarán mediante un certificado de la intervención de la entidad correspondiente, acreditativo del empleo de las
cantidades a la finalidad para las que fueron concedidas.

2. Asimismo, las citadas bases indicarán que la justificación deberá comprender el gasto total de la actividad
subvencionada aunque la cuantía de la subvención sea inferior, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19.4.

CAPÍTULO III
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De los procedimientos de concesión de las subvenciones

Sección 1.ª Del procedimiento de concesión de las subvenciones regladas, iniciado de oficio

Artículo 22. Iniciación.
1. El procedimiento ordinario de concesión de las subvenciones se iniciará siempre de oficio y se tramitará en

régimen de concurrencia competitiva.
2. Dicho procedimiento se iniciará mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que podrá incluirse

en la Orden o Decreto que apruebe las bases reguladoras, o figurar como acto independiente publicado en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Artículo 23. Solicitudes.
1. Las solicitudes deberán ajustarse al formulario incorporado a la convocatoria. Las personas interesadas deberán

cumplimentar:
a) Los datos identificativos de la persona interesada y, en su caso, de quien la represente, así como la identificación

del medio preferente o del lugar que se señale a efectos de notificaciones.
b) Una declaración responsable de que cumple los requisitos exigidos en las bases reguladoras, sin perjuicio de su

posterior acreditación.
c) Una declaración responsable de no hallarse incursa la persona en las circunstancias previstas en el artículo 13.2

y 3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así como en el artículo 116.2 del Texto Refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, cuando no hubiesen sido exceptuadas por las bases reguladoras de conformidad
con los citados preceptos.

d) Una declaración responsable relativa a otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos solicitados y, en su caso,
concedidos, para la misma finalidad, por cualesquiera Administraciones Públicas o entes públicos o privados, nacionales
o internacionales, con indicación de la entidad concedente, fecha e importe.

e) El consentimiento expreso al órgano gestor para que recabe de otras Consejerías o de otras Administraciones
Públicas toda la información o documentación acreditativa exigida en la normativa de aplicación que estuviera en poder de
aquellas. Asimismo, se deberá hacer constar en el formulario de la solicitud que, en caso de que la persona interesada no
otorgue su consentimiento, estará obligada a aportar los documentos necesarios para facilitar esa información.

f) La declaración responsable de la veracidad de los datos reflejados en la solicitud.
2. Asimismo, el formulario incorporado a la convocatoria contendrá:
a) La advertencia de que la presentación de la solicitud conlleva la autorización al órgano gestor para recabar las

certificaciones o la remisión de datos a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a la Tesorería General de la
Seguridad Social y a la Consejería competente en materia de Hacienda a la que hace referencia el artículo 120.2 del Texto
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, así como en los demás casos en que una
norma con rango de ley lo haya establecido, efectuándose de oficio por el órgano gestor las correspondientes
comprobaciones.

b) Las informaciones contenidas en el artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de
datos de carácter personal, derivadas de la incorporación de datos de las personas beneficiarias al fichero establecido con
la finalidad de controlar el régimen de incompatibilidades de subvenciones y ayudas cofinanciadas por los fondos europeos,
las denominadas ayudas de Estado.

c) Cuando se trate de subvenciones financiadas con fondos europeos, mención expresa del Fondo Europeo que
participe en la financiación, consignando el correspondiente emblema.

3. Las bases reguladoras sólo podrán exigir que, junto a la solicitud, se presenten los documentos que sean
estrictamente necesarios. A tal efecto, las Consejerías impulsarán la eliminación de cargas administrativas a las personas
interesadas; como regla general, no es necesario acompañar documentos a la solicitud y, en concreto:

a) Respecto de los requisitos, bastará con la correspondiente declaración responsable de su concurrencia, debiendo
incluir ésta el compromiso de la persona solicitante de presentar la correspondiente acreditación documental en el supuesto
de resultar beneficiaria provisional o suplente de la subvención.

b) Respecto a la información necesaria para aplicar los criterios de valoración, se sustituirá la documentación
incorporando dicha información en los formularios que se anexen a las convocatorias, sin perjuicio de su posterior
acreditación.

c) Con carácter general, cuando se trate de información o documentos que obren en poder de la Administración de
la Junta de Andalucía o sus agencias, la persona solicitante podrá ejercer su derecho a no presentarlos, autorizando al órgano
gestor para que los recabe de otra Consejería o agencia, para lo cual deberá indicar el órgano al que fueron presentados o
por el que fueron emitidos, la fecha de dicha presentación o emisión, y el procedimiento al que corresponden, siempre que
no hayan transcurrido más de cinco años desde la finalización de éste.

Todo ello, sin perjuicio de que el órgano instructor pueda efectuar requerimientos de información y, en su caso,
documentación, cuando sea necesario para resolver el procedimiento.

4. La aportación de los documentos o información que, en su caso, haya de acompañar la solicitud, y los que pueda
requerir el órgano competente se realizará preferentemente a través del Registro electrónico único de la Administración de
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la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
5. La persona solicitante de la subvención podrá aportar copias digitalizadas de documentos, cuya fidelidad con el

original se garantizará mediante la utilización de firma electrónica avanzada, en los términos del artículo 35.2 de la Ley
11/2007, de 22 de junio. Asimismo, podrá aportar documentos públicos administrativos firmados electrónicamente, siempre
que incluyan un código generado electrónicamente u otros sistemas de verificación que permitan contrastar su autenticidad
mediante el acceso a los archivos electrónicos de la Administración Pública, órgano o entidad emisora.

Artículo 24. Subsanación de solicitudes.
1. Si las solicitudes no reunieran los requisitos exigidos, el órgano al que se le haya atribuido la instrucción del

procedimiento requerirá de manera conjunta a las personas interesadas para que en el plazo de diez días procedan a la
subsanación, con la indicación de que, si así no lo hicieran, se les tendrá por desistidas de su solicitud de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
del artículo 42.1 de la referida Ley.

2. No obstante lo anterior, el plazo para subsanar la solicitud podrá ser ampliado, hasta cinco días más, a petición
de la persona solicitante de la subvención o a iniciativa del órgano competente, cuando la aportación de los documentos
requeridos exija cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan personas interesadas residentes fuera
de España.

Artículo 25. Evaluación previa.
1. La evaluación previa, que se realizará por el órgano que se designe en las bases reguladoras, comprenderá el

análisis y valoración de las solicitudes de acuerdo con los criterios establecidos en aquellas.
En dicho trámite, el órgano podrá realizar cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento

y comprobación de los datos en virtud de los cuales se efectuará la evaluación previa.
2. El trámite de evaluación previa dará lugar a que el órgano instructor o, en su caso, colegiado emita la propuesta

provisional de resolución.
3. El informe de evaluación incluirá la relación de solicitudes que hayan conseguido un orden preferente tras aplicar

a cada una de ellas los criterios objetivos previstos en las bases reguladoras y en la convocatoria. La suma de los importes
solicitados y recogidos en el informe de evaluación no podrá ser superior al crédito presupuestario previsto en la
convocatoria.

Artículo 26. Audiencia, reformulación y aceptación.
1. El órgano instructor, una vez dictada la propuesta provisional de resolución, concederá un plazo de diez días para

que, en un único documento, las personas beneficiarias provisionales y suplentes:

a) Aleguen lo que estimen pertinente, en los términos que prevé el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
b) Reformulen su solicitud cuando el importe de la subvención de la propuesta de resolución provisional sea inferior

al que figura en la solicitud que presentaron, en orden a ajustar los compromisos y condiciones a la subvención otorgable;
en todo caso se respetará el objeto, las condiciones, la finalidad y los criterios objetivos de valoración establecidos en las
bases reguladoras.

c) Presenten los documentos previstos en el artículo 16.1.b) y, cuando así esté previsto en las bases reguladoras,
puedan comunicar su aceptación a la subvención propuesta.

2. La propuesta provisional se tendrá por aceptada:
a) Cuando se proponga la concesión de la subvención por un importe inferior al solicitado, al transcurrir el plazo para

reformular sin que las personas beneficiarias provisionales o suplentes comuniquen su desistimiento.
b) Cuando se proponga la concesión en los importes solicitados sin que se comunique el desistimiento por las

personas beneficiarias provisionales.

Artículo 27. Propuesta definitiva de resolución.
El órgano instructor o, en su caso, el órgano colegiado analizará las alegaciones presentadas durante el trámite de

audiencia y formulará la propuesta definitiva de resolución, que no podrá superar la cuantía total máxima del crédito
establecido en la correspondiente convocatoria, de acuerdo con el artículo 10.

Artículo 28. Resolución.
1. La resolución del procedimiento será adoptada por el órgano competente, con el siguiente contenido mínimo:
a) La indicación de las personas beneficiarias, de la actividad, proyecto o comportamiento a realizar y del plazo de

ejecución, con expresión del inicio del cómputo del mismo.
b) La cuantía de la subvención, y en su caso, los conceptos o líneas de subvenciones en que se desglose; la aplicación

presupuestaria del gasto y, en su caso, su distribución plurianual; cuando proceda, tanto el presupuesto subvencionado como
el porcentaje de ayuda con respecto al presupuesto aceptado.

c) En el supuesto de cofinanciación con fondos europeos se señalará que la Unión Europea participa en su
financiación y se indicará la cuantía o el porcentaje de la ayuda aportada por el Fondo comunitario que corresponda.
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d) La forma y secuencia del pago y los requisitos exigidos para su abono; en el caso de contemplarse la posibilidad
de efectuar anticipos de pago sobre la subvención concedida, la forma y cuantía de las garantías que, en su caso, habrá de
aportar la persona beneficiaria, de acuerdo con lo que establezcan las bases reguladoras.

e) Las condiciones que, en su caso, se impongan a las personas beneficiarias.
f) El plazo y la forma de justificación por parte de las personas beneficiarias del cumplimiento de la finalidad para

la que se concede la subvención y de la aplicación de los fondos recibidos, y del importe, procedencia y aplicación de otros
fondos a las actividades subvencionadas, en el supuesto de que las mismas fueran financiadas también con fondos propios
u otras subvenciones o recursos de acuerdo con lo que establezcan las bases reguladoras de la concesión.

g) La indicación, en su caso, de que han sido desestimadas el resto de solicitudes.
2. De acuerdo con el artículo 115.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de

Andalucía, la resolución ha de ser motivada, razonándose el otorgamiento en función del mejor cumplimiento de la finalidad
que lo justifique.

Artículo 29. Terminación convencional.
1. En el supuesto de que así lo establezcan las bases reguladoras, podrá finalizarse el procedimiento de concesión

de las subvenciones mediante acuerdo entre el órgano concedente y las personas interesadas sobre la determinación de la
cuantía de la subvención a conceder, debiendo respetarse en todo caso el objeto, condiciones y finalidad de las subvenciones,
así como los criterios de valoración establecidos para cada una de ellas.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, las personas solicitantes y el órgano competente para la instrucción
del procedimiento podrán, en cualquier momento anterior a la propuesta provisional de resolución, proponer un acuerdo
referido a la cuantía de la subvención.

3. Si la propuesta obtiene la conformidad del órgano instructor y de todas las personas solicitantes, se remitirá con
todo lo actuado al órgano competente para resolver, quien lo hará con libertad de criterio, procediéndose, en su caso, a la
correspondiente formalización del acuerdo, en los términos que establezcan las bases reguladoras.

4. El acuerdo formalizado producirá iguales efectos que la resolución del procedimiento, debiendo contener los
extremos mínimos exigidos en el artículo anterior.

Artículo 30. Publicación sustitutiva de la notificación.
1. Los actos que deban notificarse de forma conjunta a todas las personas interesadas y, en particular, los de

requerimientode subsanación, de trámite de audiencia y de resolución del procedimiento, se publicarán en el tablón de
anuncios o medios de comunicación señalados en las bases reguladoras. Este medio de comunicación podrá ser la sede
electrónica de la Consejería o agencia, en los términos del artículo 59.6.b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre y del
artículo 12 de la Ley 11/2007, de 22 de junio. En todo caso, esta publicación sustituye a la notificación personal y surtirá
sus mismos efectos.

2. Además, siempre que las bases reguladoras así lo prevean, los actos a los que se refiere el apartado anterior se
podrán comunicar a las personas solicitantes de la subvención en el lugar o a través del medio que éstas hayan señalado al
efecto en la solicitud.

Artículo 31. Publicación trimestral de las subvenciones concedidas.
1. A efectos de general conocimiento, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 18.1 de la Ley 38/2003, de 17 de

noviembre, y 123 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las subvenciones
concedidas se publicarán trimestralmente en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía con expresión de la convocatoria,
el programa y crédito presupuestario al que se imputen, la persona o entidad beneficiaria, la cantidad concedida y la finalidad
o finalidades de la subvención.

2. Se exceptúan de dicha publicación las subvenciones en el supuesto previsto en el artículo 18.3.c) de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre cuando, conforme a las bases reguladoras, la publicidad se efectúe a través de la
correspondiente sede electrónica, así como en el supuesto previsto en el artículo 18.3.d) de dicha Ley.

Artículo 32. Modificación de la resolución de concesión.
1. El procedimiento para modificar la resolución de concesión se iniciará siempre de oficio por acuerdo del órgano

que la otorgó, bien por propia iniciativa, como consecuencia de petición razonada de otros órganos o a instancia de la
persona beneficiaria.

2. Conforme establecen los artículos 19.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y 121 del Texto Refundido de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la
concesión de la subvención, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, en los términos establecidos
en las mencionadas bases. En el supuesto de que se obtenga de manera concurrente otras aportaciones fuera de los casos
permitidos en las bases reguladoras, se acordará la modificación de la resolución de concesión, en los términos establecidos
en las mencionadas bases.

3. De acuerdo con el artículo 121 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía, las personas beneficiarias están obligadas a comunicar al órgano concedente la obtención de otras subvenciones
o ayudas para la misma finalidad, procedentes de cualquier Administración o ente público o privado, nacional o
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internacional, y demás alteraciones a que se refiere dicho precepto.
4. Salvo previsión expresa en contrario recogida en las bases reguladoras, la persona beneficiaria de la subvención

podrá instar del órgano concedente de la misma la iniciación de oficio del procedimiento para modificar la resolución de
concesión, incluida la ampliación de los plazos de ejecución y justificación, sin que en ningún caso pueda variarse el destino
o finalidad de la subvención, ni alterar la actividad, programa, actuación o comportamiento para los que se solicita la
subvención ni elevar la cuantía de la subvención obtenida que figura en la resolución de concesión. La variación tampoco
podrá afectar a aquellos aspectos propuestos u ofertados por la persona beneficiaria que fueron razón de su concreto
otorgamiento. La ampliación del plazo de justificación no podrá exceder de la mitad del inicialmente establecido y en ningún
caso podrá perjudicar derechos de terceras personas.

El escrito por el que se inste la iniciación de oficio deberá estar suficientemente justificado, presentándose de forma
inmediata a la aparición de las circunstancias que lo motiven y con antelación a la finalización del plazo de ejecución y de
justificación inicialmente concedido.

El órgano competente notificará a la persona interesada el acuerdo por el que se adopte la decisión de iniciar o no
el procedimiento. La denegación deberá motivarse.

5. La resolución del procedimiento de modificación de la resolución de concesión será dictada y notificada en un
plazo no superior a dos meses por el órgano concedente de la misma, previa instrucción del correspondiente procedimiento
en el que, junto a la propuesta razonada del órgano instructor, se acompañarán los informes pertinentes y las alegaciones
que, en su caso, hubiera presentado la persona beneficiaria.

Sección 2.ª Del procedimiento de concesión de las subvenciones regladas, iniciado a solicitud de la persona interesada

Artículo 33. Procedimiento.
El procedimiento de concesión de estas subvenciones se ajustará a lo establecido en la Sección 1.ª del presente

Capítulo, salvo lo dispuesto en los siguientes apartados:
a) El procedimiento se iniciará a solicitud de la persona interesada.
b) Cada solicitud será tramitada, resuelta y notificada de forma individual.
c) El plazo para subsanar la solicitud podrá ser ampliado, hasta cinco días más, a petición de la persona solicitante

de la subvención o a iniciativa del órgano competente, cuando la aportación de los documentos requeridos presente
dificultades especiales.

d) De acuerdo con lo establecido en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, dentro de los diez días
siguientes a la recepción de la solicitud en el registro del órgano competente para su tramitación, éste dirigirá a la persona
solicitante una comunicación con el siguiente contenido mínimo que, en caso de proceder la subsanación a la que se refiere
el artículo 24 se incluirá en el propio requerimiento:

1.º La fecha en que la solicitud ha tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación.
2.º El plazo máximo establecido para adoptar y notificar la resolución del procedimiento de concesión de la

subvención, así como el efecto desestimatorio que produciría el silencio administrativo.
e) Cuando las bases reguladoras de la subvención establezcan la obligación de la aceptación expresa de la misma por

parte de la persona beneficiaria, en la notificación de la resolución de concesión se comunicará a la persona solicitante la
necesidad de que presente dicha aceptación expresa en el plazo de quince días, con indicación de que si así no lo hiciese,
se procederá a dejar sin efecto la mencionada resolución de concesión.

f) La resolución se motivará con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.

Sección 3.ª Normas de la concesión de las subvenciones directas

Artículo 34. Normas comunes al procedimiento de concesión de las subvenciones directas.
1. El procedimiento de concesión de estas subvenciones será el que resulte aplicable de acuerdo con su propia

normativa. En lo no regulado en la misma, el procedimiento de concesión se ajustará a lo dispuesto en la sección anterior,
teniendo en cuenta las siguientes reglas específicas:

a) La solicitud deberá contener además de los extremos señalados en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, los siguientes:

1.º El importe de la subvención que se solicita.
2.º El proyecto, actividad o comportamiento a subvencionar.
3.º Una declaración responsable de no hallarse incursa en las circunstancias previstas en el artículo 13.2 y 3 de la Ley

38/2003, de 17 de noviembre, así como en el artículo 116.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Junta de Andalucía, cuando no hubiesen sido exceptuadas por la norma reguladora de la subvención de conformidad
con los citados artículos.

4.º Una declaración responsable relativa a otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos solicitadas y, en su caso,
concedidas por cualesquiera Administraciones Públicas o entes públicos o privados, nacionales o internacionales, para la
misma finalidad, con indicación de la entidad concedente, fecha e importe.

b) Cuando sea susceptible de ello, se acompañará a la solicitud una memoria descriptiva del proyecto, actividad o
adopción del comportamiento para la que se solicita la subvención y el presupuesto de la misma, con detalle de ingresos y
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gastos y desglose de partidas o conceptos.
c) La publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de las subvenciones concedidas se exceptúa en los

supuestos previstos en los artículos 18.3.a) y b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.
2. La resolución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se instrumenten estas subvenciones,

que tendrán el carácter de bases reguladoras de la concesión a los efectos de lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre y en el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, establecerán las
condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en la normativa en materia de subvenciones, en lo
que resulte de aplicación.

Su contenido recogerá, como mínimo, además de los extremos establecidos en el artículo 28, los siguientes:
a) Las circunstancias que pueden dar lugar a la modificación de la resolución o convenio.
b) Las obligaciones de las personas beneficiarias establecidas en el artículo 14.1 de la Ley 38/2003, de 17 de

noviembre, en los artículos 116 y 119.2.h) del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía, y las que en su caso se establezcan en la propia norma reguladora de la subvención o en aquellas otras normas
que sean de aplicación.

c) Las causas de reintegro de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y demás normativa
de aplicación.

d) En su caso, la posibilidad de subcontratar la actividad subvencionada y su porcentaje máximo. Asimismo, de
conformidad con el artículo 29.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, se ha de determinar la forma en que se debe
autorizar la subcontratación cuando la actividad concertada con terceros exceda del 20 por 100 del importe de la subvención
y dicho importe sea superior a sesenta mil euros.

e) Los criterios de graduación de los posibles incumplimientos de las condiciones impuestas con motivo de la
concesión de las subvenciones de acuerdo con lo establecido en el artículo 37.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

f) Si la subvención constituye ayuda de Estado en los términos establecidos en la normativa comunitaria, se hará
mención a la decisión de la Comisión Europea que las haya aprobado o al reglamento que exceptúe a las subvenciones de
que se trate de dicho régimen.

g) Si se pretende que los rendimientos financieros de los fondos librados a las personas beneficiarias no se apliquen
a la actividad subvencionada, deberá motivarse expresamente.

h) Si se establece la obligación de las personas beneficiarias de acreditar, antes de proponerse el pago, que se hallan
al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social así como que no tienen deudas
con la Junta de Andalucía por cualquier otro ingreso de derecho público, la imposición de dicha obligación de acreditación
deberá ser justificada.

i) En el supuesto de que se exija un importe o porcentaje de financiación propia de la persona beneficiaria para cubrir
la actividad subvencionada, se deberá indicar expresamente.

j) La compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos solicitados y, en su caso,
concedidos por cualesquiera Administraciones Públicas o entes públicos o privados, nacionales o internacionales, para la
misma finalidad.

k) En el supuesto de que las subvenciones sean cofinanciadas con fondos europeos, debe indicarse la forma de
intervención comunitaria en la que esté recogida la línea o programa de subvenciones de que se trate.

3. El plazo máximo para adoptar y notificar la resolución de estos procedimientos será de tres meses, así como el
efecto desestimatorio que producirá el silencio administrativo, en su caso.

4. Los órganos que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 115 del Texto Refundido de la Ley General de
la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, sean titulares de la competencia para la concesión de subvenciones, podrán,
mediante resolución motivada, exceptuar todas o algunas de las prohibiciones previstas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003,
de 17 de noviembre, así como en el artículo 116.2 del propio Texto Refundido, para la obtención de la condición de persona
beneficiaria o entidad colaboradora. La mencionada resolución, que se fundamentará sólo en la naturaleza de la subvención,
deberá adoptarse con carácter previo a la propuesta de resolución del procedimiento de concesión y no podrá ser objeto de
delegación.

Artículo 35. Normas especiales de la concesión de las subvenciones nominativas y de imposición legal.
1. El procedimiento para la concesión de las subvenciones nominativas o impuestas por normas con rango de ley,

se iniciará de oficio por el órgano gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención. El procedimiento también
podrá iniciarse a solicitud de la persona interesada, cuando así lo establezcan las normas en las que estén previstas estas
subvenciones.

2. Para que sea exigible el pago de las subvenciones impuestas por norma de rango de ley será necesaria la existencia
de crédito adecuado y suficiente en el correspondiente ejercicio económico.

Artículo 36. Normas especiales de la concesión de las subvenciones excepcionales.
En el procedimiento de concesión de las subvenciones excepcionales, que se iniciará mediante solicitud de la persona

interesada, se motivarán las razones de interés público, social, económico, humanitario u otras debidamente justificadas que
dificulten su convocatoria pública, así como la inexistencia de bases reguladoras a las que puedan acogerse.
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CONSEJERÍA DE GOBERNACIÓN Y JUSTICIA

DECRETO-LEY 3/2010, de 8 de junio, por el que se modifica, amplía y aprueba una nueva edición del
Programa de Transición al Empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA). (BOJA núm. 114, de 11-6-2010).

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Gobierno andaluz, junto con los agentes económicos y sociales, suscribieron el pasado 24 de noviembre el VII
Acuerdo Concertación Social de Andalucía. En dicho acuerdo se refuerza el compromiso conjunto de reactivación
económica y de apoyo a las empresas y al empleo, incluyéndose en el mismo, como novedad respecto de acuerdos anteriores,
un bloque de medidas a corto plazo denominado «Medidas de reactivación económica, de apoyo a las empresas y al
empleo».

Para incidir en el mercado de trabajo y en la renta de las familias y mejorar la empleabilidad de la población, sobre
todo de las personas que se encuentran en situación de desempleo, se ha acordado la continuidad del Programa PROTEJA.

Asimismo la evaluación del anterior PROTEJA, puesto en marcha de forma extraordinaria en 2008, muestra que ha
tenido efectos beneficiosos en términos de empleo y la renta de las familias.

En 2010 la economía andaluza muestra signos de estabilización y se observan señales positivas en el ámbito
económico y laboral. Con idea de reforzar la situación económica y que se traduzca en generación de empleo se considera
necesario la ampliación del PROTEJA.

El nuevo programa tiene que adaptarse a la nueva situación económica y por ello se ha considerado oportuno realizar
modificaciones en su diseño.

Por un lado, y en base a lo establecido en el artículo 192.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, se pretende
potenciar la colaboración entre las administraciones autonómica y locales para la consecución de los objetivos de generación
de empleo.

El programa consta de dos Secciones y dos Subprogramas, diferenciados en función de la tipología de las entidades
locales promotoras de las actuaciones: municipios y provincias. De esta manera, el Capítulo II se dedica a los Ayuntamientos
y el Capítulo III a las Diputaciones Provinciales. El primero de ellos se regula con más detalle debido a la complejidad
derivada de la participación de 771 municipios en su gestión, mientras que el segundo tiene una articulación más flexible,
pues tan solo son 8 Diputaciones Provinciales, y además su participación se realizará con la aportación de sus propios
recursos, circunstancias que justifican la suscripción de un Convenio de cooperación.

En ambos casos, las personas empleadas en las actuaciones financiadas con cargo al Programa seguirán con
posterioridad actividades de formación que permitan su mejor capacitación en un nuevo entorno del mercado laboral.

También se hace necesario reorientar el perfil del empleo que fomentaban las actuaciones financiadas con la anterior
edición del programa. Es necesario incidir no tanto en la problemática derivada de la falta de dinamismo del sector
construcción, sino en la situación de desempleo estructural de las familias. Por ello, las actuaciones que sean financiables
no tendrán forzosamente que estar vinculadas con contratos de obras, sino que se extienden también a los contratos de
servicios. Esto permitirá atender a un empleo en clave de género y a colectivos con dificultades de empleabilidad que
anteriormente no estaban suficientemente cubiertos.

Se ha cuidado especialmente en el diseño de este Programa que las actuaciones financiables den lugar, forzosamente,
a nuevo empleo y no solo a su mantenimiento, además de que este empleo generado tenga mayor calidad, tanto por el tiempo
de vigencia como por las garantías de cobro de los correspondientes salarios y del cumplimiento de las obligaciones de
seguridad social originadas por la relación de empleo.

Asimismo se ha pretendido que esta aportación excepcional, aun respetando la libertad y autonomía de cada entidad
local para determinar las actuaciones que deseen ejecutar en sus territorios, responda a unas necesidades derivadas de la
importante incidencia de los fenómenos climatológicos adversos padecidos en Andalucía, particularmente en el invierno
a comienzos de 2010. Pero ello sin reducir la relevancia que se concede a la prioridad que deben tener en la salida del
desempleo aquellas personas que adolecen de mayores dificultades para ello, como son las mujeres y los colectivos más
desfavorecidos.

Por ello se declaran prioritarias las actuaciones dirigidas a la reparación de daños causados en las infraestructuras
municipales y edificios e instalaciones de titularidad pública por fenómenos meteorológicos adversos acaecidos en el
territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, junto con las que tengan mayor incidencia en el empleo de las mujeres
y los colectivos de desempleados más desfavorecidos del respectivo ámbito municipal (jóvenes menores de 30 años,
personas paradas de larga duración, mayores de 45 años y discapacitadas).

Supone también una novedad con respecto a la regulación de la anterior edición del PROTEJA la tramitación del
gasto que efectúa la Junta de Andalucía. Si anteriormente la transferencia de financiación se abonaba totalmente con la
solicitud de financiación y la presentación de una relación de proyectos por parte de las entidades locales, en el programa
que se instrumenta en este Decreto-ley, los pagos se realizarán sucesivamente tras la validación de cada propuesta de
financiación realizada por cada municipio, después de acreditada la iniciación de las actuaciones y su efectivo desarrollo,
lo que incentivará a las entidades beneficiarias para la pronta puesta en marcha de las inversiones e, indirectamente, la
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generación del empleo.
Se aumenta igualmente la participación de los agentes sociales mediante la creación de comisiones provinciales, que

permitirá la mayor cercanía de aquéllos a los procesos de decisión administrativa.
Las circunstancias excepcionales a las que se pretende hacer frente y la compleja coyuntura económica, que colocan

a las personas afectadas por el desempleo en una situación de necesidad, justifican la existencia de una intervención
extraordinaria, urgente y de ágil tramitación, ya que, en caso contrario, se agravaría la situación de los afectados;
intervención que paralelamente conllevará la dinamización de la actividad económica. En consecuencia, se considera que
existe una justificación suficiente para dictar este Decreto-ley.

En su virtud, y en uso de la autorización concedida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, a
propuesta conjunta de las Consejerías de Gobernación y Justicia, Economía, Innovación y Ciencia, y Empleo, y previa
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 8 de junio de 2010,

DISPONGO

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. El objeto del presente Decreto-ley es la modificación y ampliación del Programa de Transición al Empleo de la

Junta de Andalucía (PROTEJA) creado mediante la Ley 3/2009, de 28 de mayo, aprobando una nueva edición de 2010.
2. El Programa tendrá como finalidad el apoyo a las entidades locales de Andalucía en la adopción de medidas

destinadas a la generación y mantenimiento de empleo y la realización de acciones formativas para las personas contratadas
en las actuaciones financiadas.

Artículo 2. Dotación financiera y estructura del PROTEJA en la edición de 2010.
1. La edición de 2010 del PROTEJA está dotada con doscientos veinticinco millones de euros, de los cuales

doscientos cinco millones se destinan a una Sección Primera, de transferencias de financiación a entidades locales para la
ejecución de actuaciones generadoras de empleo, y los restantes veinte millones de euros se destinan a una Sección Segunda,
para las acciones formativas indicadas.

2. La Sección Primera del Programa se estructura en dos Subprogramas:
a) Subprograma Municipal, dotado en la edición de 2010 con ciento ochenta y un millones de euros, que se destinará

a financiar actuaciones promovidas por los municipios.
b) Subprograma Provincial, dotado en la edición de 2010 con veinticuatro millones de euros, que financiará

actuaciones ejecutadas o promovidas por las Diputaciones Provinciales.
3. La dotación presupuestaria inicialmente prevista en el Subprograma Municipal será traspasada, total o

parcialmente, al Subprograma Provincial cuando se den los supuestos y en las condiciones previstas en el presente
Decreto-ley.

Artículo 3. Actuaciones y gastos financiables en el PROTEJA.
1. Con cargo al PROTEJA se podrá financiar el coste de los contratos de obras defini-dos en el artículo 6 de la Ley

30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que reúnan las siguientes características:
a) Los que, teniendo por objeto obras de interés local, se realicen para las siguientes actuaciones:
1.º Construcción, reconstrucción, mejora, adecuación, rehabilitación, restauración y conservación extraordinaria de:

- Infraestructuras municipales esenciales, incluyendo vías de comunicación dentro del perímetro urbano y redes de
abastecimiento de agua potable, saneamiento, tratamiento de aguas residuales, alumbrado y telecomunicaciones.

- Edificios e instalaciones de titularidad pública, destinados a la prestación de servicios básicos a la ciudadanía,
preferentemente sanitarios, educativos, culturales y servicios sociales.

2.º Rehabilitación, acondicionamiento y mejora de los espacios destinados a la localización de empresas, tales como
parques y polígonos empresariales, incluidas las dotaciones de usos comunes y sociales en los mismos.

3.º Obras dirigidas a la mejora de la accesibilidad, protección del medio ambiente y prevención de la contaminación,
las relacionadas con la gestión de residuos urbanos, las orientadas a impulsar el ahorro, la eficiencia energética, y la
utilización de energías renovables.

4.º Obras de conservación y mantenimiento del patrimonio municipal, en general, y de protección y conservación
del patrimonio histórico del municipio.

5.º Actuaciones destinadas a la prevención de incendios.
6.º Obras de creación, desarrollo y mejora de infraestructuras tecnológicas y de innovación.
b) Las obras deben ser de nueva programación, entendiéndose por tales aquellas cuya ejecución no esté prevista en
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el presupuesto de la entidad local para el año en curso, o bien obras programadas pero no iniciadas por insuficiencia
financiera.

c) El importe de licitación de los contratos de obra que se realicen en municipios con población igual o inferior a
100.000 habitantes, deben tener un valor estimado, calculado según las reglas del artículo 76 de la Ley 30/2007, de 30 de
octubre, de Contratos del Sector Público, inferior o igual a 500.000 euros, límite que se establece en 1.500.000 euros cuando
se trate de municipios con población superior, no pudiendo fraccionarse el contrato a tenor de lo establecido en el artículo
74.2 de la Ley citada.

d) Con carácter general el gasto, incluyendo costes salariales y el cumplimiento de las obligaciones de seguridad
social, realizado en las partidas de personal necesario para la realización de una obra deberá representar, al menos, el 60%
del coste del presupuesto de ejecución material de la misma al finalizar su ejecución. Quedan exoneradas de esta exigencia
las obras contempladas en el artículo 11.A), así como aquellas otras que, por sus características, lo requieran, siempre que
se justifique suficientemente y previa autorización de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía.

e) Con carácter excepcional, la Consejería de Gobernación y Justicia podrá autorizar la ejecución directa por las
entidades locales de las obras, conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos
del Sector Público, cuando se haya justificado suficientemente su necesidad.

2. Asimismo, se podrá financiar, con cargo al PROTEJA, el coste de los contratos de servicios definidos en el artículo
10 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que tengan las siguientes características:

a) Sean necesarios o estén asociados con la adecuada realización de las actuaciones contempladas en apartado 1 de
este artículo.

b) Alternativamente, que estén vinculados a programas sanitarios, educativos, deportivos, culturales o de servicios
sociales, de interés municipal, sin que, en ningún caso, vengan a sustituir ni a financiar los servicios locales de interés
general que, obligatoriamente, deben prestar los municipios.

c) Que, en todo caso, el importe de licitación tenga un valor estimado, calculado según las reglas del artículo 76 de
la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, inferior o igual a 60.000 euros, no pudiendo fraccionarse
el contrato a tenor de lo establecido en el artículo 74.2 de la Ley citada.

3. Las obras y servicios no podrán ser cofinanciadas, por el Fondo Estatal de Inversión Local, ni por el Fondo Estatal
para el Empleo y la Sostenibilidad Local, ni por el Programa de Fomento del Empleo Agrario.

4. La determinación de los adjudicatarios se realizará por cualquiera de los procedimientos previstos en la Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, abierto, restringido o negociado, con o sin publicidad, de
conformidad con lo establecido en dicha Ley. También se podrán tramitar las actuaciones sujetas a este programa como
contrato menor, conforme a lo previsto en el artículo 122.3 de la mencionada Ley.

5. En la adjudicación por las entidades locales de los contratos citados en los apartados 1 y 2 de este artículo será
criterio preferente para la valoración de las ofertas su contribución al fomento del empleo. En caso de igualdad de
condiciones, se primará la oferta que crease o mantuviese más empleo.

6. En los procesos de licitación que se realicen para la adjudicación de los contratos de obras y servicios no deberán
exigirse las garantías provisionales previstas en el artículo 91 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector
Público.

7. En todo caso los contratos deberán ser de ejecución inmediata, lo que implica que el plazo de licitación del contrato
deberá comenzar antes de que transcurra un mes desde la fecha de notificación de la resolución de la Delegación del
Gobierno de la Junta de Andalucía de validación de la propuesta de financiación. Si la tramitación aplicable correspondiese
a la modalidad de contratos menores, la adjudicación deberá producirse dentro de igual plazo. Si la ejecución se realizase
de forma directa también deberá iniciarse dentro del plazo indicado.

8. Todas las obras y servicios deberán tener un plazo de ejecución inferior a doce meses desde la adjudicación
definitiva del contrato o del inicio de las obras por ejecución directa por parte de la entidad local.

9. Con cargo al PROTEJA se podrá financiar, también, el coste salarial y el coste de las obligaciones de seguridad
social derivadas de las contrataciones de personal realizadas directamente por las entidades locales en los casos previstos
en el presente Decreto-ley. Los costes salariales de cada contrato serán financiables hasta un límite máximo determinado
por la equivalencia con un coste en cómputo anual de 30.000 euros.

Artículo 4. Fomento del empleo.
1. El personal que los contratistas y subcontratistas requieran emplear para la ejecución de las actuaciones, con

excepción del personal propio o de dirección técnica, deberá encontrarse inscrito en el Servicio Andaluz de Empleo, como
demandante de empleo no ocupado, con antelación a la entrada en vigor del presente Decreto-ley. A tal efecto deberán
presentar ante el Servicio Andaluz de Empleo una oferta de empleo para la contratación de trabajadores, identificando el
proyecto de que se trata, y la selección se realizará de entre los candidatos facilitados por dicho Servicio en base a la
adecuación al perfil solicitado para el puesto ofertado, entre aquellas personas que residan en el municipio en el que se
ejecutará la actuación y no hayan tenido vinculación con la entidad empleadora en los 3 meses anteriores a la fecha de
presentación de la oferta de empleo, salvo que no se dé el supuesto en el municipio. En el supuesto de que ninguna de las
personas inscritas en el Servicio Andaluz de Empleo reúna el requisito de la no vinculación con la entidad empleadora, se
primará la mayor permanencia de las mismas en la demanda de empleo.

2. En todo caso, al menos el 70 por ciento del coste del personal empleado en cada actuación deberá corresponder
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a empleo de nueva creación y, si se incluyese a otro personal propio o de dirección técnica, deberá encontrarse contratado
por tiempo indefinido.

3. No podrá contratarse al personal por periodos de tiempo inferiores a la duración de la tarea para la que se requiere
la contratación.

4. La contratación del personal por las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten las obras o actuaciones
se someterá a las prescripciones del correspondiente convenio colectivo sectorial.

5. Será preferente la contratación de personas que, no siendo beneficiarias de ningún tipo de prestación o subsidio,
posean cargas familiares y, especialmente, las mujeres y los pertenecientes a los colectivos de personas desempleadas más
desfavorecidas (jóvenes menores de 30 años, personas paradas de larga duración, mayores de 45 años y discapacitadas), una
vez constatada su idoneidad para el puesto de trabajo ofertado.

6. No serán financiables los costes salariales ni de seguridad social derivados de contrataciones de personal que
incumplan lo previsto en el presente artículo.

Artículo 5. Acciones formativas.
1. Las personas que habiendo participado en la ejecución de proyectos enmarcados en el PROTEJA y, tras la

finalización de los mismos, pasen a la situación de desempleo, podrán ser integradas en la oferta de acciones formativas,
preferentemente en sectores emergentes, a fin de facilitarle mayores posibilidades de transición al empleo. Esta integración
tendrá carácter obligatorio para aquellas personas con las que se formalizó nueva contratación para la ejecución del proyecto,
a través del Servicio Andaluz de Empleo.

2. Cuando la persona desempleada no sea beneficiaria de cobertura por desempleo, podrá percibir una beca durante
el desarrollo de la acción formativa, por un período máximo de tres meses, equivalente al IPREM mensual vigente al inicio
de la misma.

3. El abandono voluntario, la no asistencia o participación en las acciones formativas en las que sea integrado, podrá
dar lugar a las actuaciones que se deriven de la aplicación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en
el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

Artículo 6. Dirección de la ejecución del Programa.
1. Corresponde a la Consejería de Gobernación y Justicia la dirección, coordinación y supervisión de la ejecución

de este programa, que se ejercerá, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, a través de la Dirección General de
Administración Local y, en el ámbito provincial, a través de la correspondiente Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía. Asimismo corresponde al Servicio Andaluz de Empleo el seguimiento de las contrataciones y la supervisión de
la formación de los participantes.

2. La Dirección General de Administración Local coordinará con el Servicio Andaluz de Empleo la integración del
personal contratado en acciones de formación profesional para el empleo, elaborará los informes de seguimiento del
Programa y los presentará ante la Comisión de Seguimiento y la Comisión Autonómica de Participación.

3. Todas las tramitaciones que deban realizar las entidades locales en relación con la Consejería de Gobernación y
Justicia para la ejecución de este Programa, así como las notificaciones que la Consejería deba realizar, se realizarán de
f o r m a  t e l e m á t i c a  u t i l i z a n d o  l o s  m o d e l o s  d i s p o n i b l e s  e n  l a  p á g i n a  w e b :
(http://www.juntadeandalucia.es/gobernacionyjusticia/
PROTEJA).

Artículo 7. Comisión de Seguimiento.
1. Se crea la Comisión de Seguimiento que se adscribe a la Consejería de Gobernación y Justicia, y que estará

presidida por la persona titular de su Viceconsejería. Formarán parte de la misma las personas titulares de la Viceconsejería
de Empleo, de la Secretaría General de Hacienda, de la Secretaría General de Economía, de la Intervención General de la
Junta de Andalucía y de la Dirección General de Administración Local, que asumirá las funciones de secretaría de este
órgano.

2. Corresponderá a esta Comisión realizar el seguimiento del Programa, emitir informes y proponer, en su caso,
medidas de desarrollo del Programa.

Artículo 8. Comisión Autonómica de Participación.
1. Se crea la Comisión Autonómica de Participación que se adscribe a la Consejería de Gobernación y Justicia, y que

será presidida por la persona titular de la Viceconsejería de Gobernación y Justicia. Formarán parte de la misma la persona
titular de la Dirección General de Administración Local, que asumirá las funciones de secretaría de este órgano, tres
representantes con rango, al menos, de Director General, de las Consejerías de Hacienda y Administración Pública,
Economía, Innovación y Ciencia y de Empleo, dos vocales designados por las organizaciones sindicales más representativas
en Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad
Sindical, y dos vocales designados por las organizaciones empresariales de carácter intersectorial más representativas en
Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de
los Trabajadores, aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.



258

2. Corresponderá a la Comisión de participación:

a) Recibir información sobre el desarrollo del Programa.
b) Proponer cuantas mejoras considere necesarias.

Artículo 9. Comisiones Provinciales de Participación.
1. Se crea una Comisión Provincial de Participación en cada una de las provincias andaluzas, adscritas a la Consejería

de Gobernación y Justicia, que estarán presididas por la persona titular de la respectiva Delegación del Gobierno de la Junta
de Andalucía, y formarán parte de la misma una persona designada por la persona titular de la citada Delegación, que
asumirá las funciones de secretaría de este órgano, un representante por la Delegación Provincial de la Consejería de
Hacienda y Administración Pública, un representante por la Delegación Provincial de la Consejería de Economía,
Innovación y Ciencia, un representante por la Delegación Provincial de la Consejería de Empleo, dos vocales designados
por las organizaciones sindicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7.1 de la
Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, y dos vocales designados por las organizaciones empresariales
de carácter intersectorial más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta
del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 1/1995, de
24 de marzo.

2. La Comisión Provincial de Participación tendrá, en el ámbito provincial, las mismas funciones que la Comisión
Autonómica de Participación, así como elevar propuestas o informes a la misma.

CAPÍTULO II

Subprograma Municipal

Sección 1.ª Distribución de los recursos

Artículo 10. Distribución de los recursos.
La dotación presupuestaria para 2010 del Subprograma Municipal se distribuye, inicialmente, entre los 771

municipios de Andalucía de acuerdo con las siguientes previsiones:
A) A cada municipio se le asigna una cantidad mínima de 12.000 euros.
B) La cantidad restante se distribuye entre todos los municipios aplicando los siguientes criterios:
I. Un 20% del total se repartirá entre los municipios de manera directamente proporcional a la población,

considerando el último dato oficial del padrón municipal de habitantes publicado por el Instituto Nacional de Estadística
relativo a cada municipio.

II. Un 80% se repartirá entre los municipios de manera directamente proporcional al valor medio anual de las medias
mensuales de paro registrado, según los datos generados por el Sistema de Información del Servicio Andaluz de Empleo,
entre el 1 de mayo de 2009 y el 30 de abril de 2010.

C) La cantidad resultante de la suma de los repartos señalados en los dos epígrafes anteriores, que se detalla en el
Anexo del presente Decreto-ley, será la cantidad que se asigna inicialmente a cada municipio para la presentación de sus
solicitudes.

D) La cantidad asignada anteriormente a cada municipio se minorará, en su caso, en la cuantía correspondiente al
coste de la financiación con PROTEJA de las actuaciones de la edición anterior del Programa que no estén iniciadas el 1
de julio de 2010, cuantía que pasará automáticamente a incrementar la dotación que se hubiese asignado a la respectiva
Diputación Provincial para el Subprograma Provincial, y que deberán utilizar, preferentemente, en actuaciones en beneficio
del municipio afectado, de los colindantes, o de las personas desempleadas de los mismos.

Sección 2.ª Obligaciones de los municipios

Artículo 11. Actuaciones prioritarias en el Programa.
Serán actuaciones prioritarias en el Subprograma Municipal:
A) La dirigidas a la reparación de daños causados en las infraestructuras municipales y edificios e instalaciones de

titularidad pública por fenómenos meteorológicos adversos acaecidos en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

B) Las que tengan mayor incidencia en el empleo de las mujeres y los colectivos de desempleados más
desfavorecidos del respectivo ámbito municipal (jóvenes menores de 30 años, personas paradas de larga duración, mayores
de 45 años y discapacitadas).

Artículo 12. Municipios con entidades locales autónomas.
En los municipios en los que existan entidades locales autónomas, los Ayuntamientos deberán realizar sus propuestas

de utilización de los recursos financieros, asignados según el artículo 10, tomando en consideración las prioridades señaladas
en el artículo 11 y la distribución de la situación de desempleo en todo el término municipal, y habiendo oído previamente
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a las citadas entidades.

Artículo 13. Cuenta corriente PROTEJA.
1. Toda entidad local que solicite participar en el Subprograma Municipal deberá disponer de una cuenta corriente

bancaria, diferenciada, denominada «PROTEJA», que utilizará exclusivamente para recibir y mantener los ingresos de
fondos correspondientes a este Programa, así como los reintegros que pudieran producirse y los abonos de intereses, y desde
la que se realizarán los pagos correspondientes a la ejecución del Programa sin que sea posible destinar los fondos de la
misma a ninguna otra finalidad diferente a la prevista en este Decreto-ley.

2. Todos los pagos que se realicen contra la cuenta «PROTEJA» del Ayuntamiento deberán estar supervisados y
fiscalizados por la persona responsable de la intervención de la entidad local.

3. Los intereses generados por los fondos depositados en la cuenta «PROTEJA» podrán ser utilizados por las
entidades locales para gastos asociados o relacionados con la ejecución del Programa.

4. Las cuantías que deban recibir las entidades locales no podrán ser objeto de compensación con deudas a favor de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sección 3.ª Solicitud de participación, asignación presupuestaria y propuestas de financiación

Artículo 14. Solicitud de participación en el Subprograma Municipal.
1. Los municipios andaluces podrán participar en la aplicación del Subprograma Municipal del PROTEJA previa

presentación, por parte de la persona titular de la Alcaldía, de una solicitud ante la Consejería de Gobernación y Justicia,
en la que se deberá:

a) Declarar la cantidad que se solicita del Subprograma Municipal con el límite de la cantidad determinada en
aplicación del artículo 10 de presente Decreto-ley.

b. Declarar el conocimiento y aceptación de los requisitos y condiciones establecidos en el Programa.
2. Deberá, asimismo, aportarse la siguiente información y certificación:
a) Identificación de los datos de la cuenta corriente «PROTEJA» establecida en el artículo 13.
b) Certificado de la persona que desempeñe las funciones correspondientes a la Secretaría del Ayuntamiento sobre

las actuaciones correspondientes a la anterior edición del PROTEJA que no estén iniciadas a la entrada en vigor de este
Decreto-ley o, a más tardar, a 1 de julio de 2010, conforme a lo establecido en el artículo 10.D).

3. El plazo para la presentación de la solicitud de participación finalizará, tras la entrada en vigor del presente
Decreto-ley, el día 1 de julio de 2010.

Artículo 15. Propuestas de financiación de actuaciones.
1. En el mismo plazo señalado en el artículo 14.3, la persona titular de la Alcaldía deberá presentar, ante la Consejería

de Gobernación y Justicia, una propuesta de financiación de, al menos, una actuación en su municipio.
2. La propuesta de financiación deberá ir acompañada, en todo caso, de una declaración responsable, suscrita por

la persona titular de la Alcaldía, en la que se determine en cuál de los siguientes supuestos se encuentra su municipio como
consecuencia de los fenómenos meteorológicos adversos acaecidos en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y en relación con los edificios e infraestructuras de carácter público del municipio contemplados en el artículo 3.1.a.1.º:

a) No se produjeron daños relevantes en el municipio.
b) Se produjeron, pero no quedan daños relevantes pendientes de reparación.
c) Se produjeron y aún quedan daños relevantes pendientes de reparación, que deberán detallarse, y para cuya

reparación se propone la financiación de actuaciones específicas con las aportaciones financieras de este Subprograma.
d) Se produjeron y aún quedan daños relevantes pendientes de reparación, pero dadas sus características no son

abordables por el Ayuntamiento, bien por insuficiencia de la asignación establecida en este Subprograma para el municipio,
bien por la complejidad técnica de la misma.

3. En el supuesto señalado en el epígrafe c) del apartado anterior, la propuesta de financiación presentada por el
municipio deberá, necesariamente, afrontar la reparación de alguno de los daños ocasionados por los fenómenos
meteorológicos adversos, conforme a lo previsto en el artículo 11.

4. En el supuesto de la letra d) del apartado 2 de este artículo, deberá aportarse una justificación detallada sobre la
incapacidad del municipio para abordar la reparación de los daños en cuestión.

5. En todo caso con anterioridad al 15 de agosto de 2010, en uno o en varios actos, la persona titular de la Alcaldía
deberá presentar ante la Consejería de Gobernación y Justicia las restantes propuestas de financiación de actuaciones en su
municipio, incluyendo, en su caso, las correspondientes a intervenciones en entidades locales autónomas.

6. Todas las propuestas de financiación de actuaciones deberán ser conformes con las condiciones establecidas en
los artículos 3 y 11 del presente Decreto-ley.

7. En particular, no podrá proponerse financiación de otro tipo de actuaciones de las contempladas en el artículo 11.
A) mientras en el municipio se esté dando el supuesto contemplado en el epígrafe c) del apartado 2 de este artículo.

8. El conjunto de propuestas de financiación presentadas por los municipios no podrá superar la cantidad declarada
conforme a lo establecido en el artículo 14.1.a). Si las actuaciones propuestas tuviesen previsión de cofinanciación con otra
fuente financiera se computará, exclusivamente, la parte imputada al PROTEJA.
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9. La no presentación en el plazo establecido en el artículo 14.3 de la solicitud de participación, o de la primera
propuesta de financiación, o el incumplimiento de los requisitos exigidos, impedirán la participación en el Subprograma
Municipal.

10. En caso de que en el plazo fijado en el apartado 5 el coste conjunto de la propuestas de financiación con cargo
al PROTEJA presentadas por los municipios de una provincia no alcanzase el 85% del total de las asignaciones inicialmente
realizadas a favor de dichos municipios, la respectiva Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía podrá proponer
a la Dirección General de Administración Local la apertura de un nuevo plazo de presentación con fecha límite del 15 de
septiembre de 2010.

Artículo 16. Reasignación de financiación.
1. Transcurrido el plazo señalado en el artículo 14.3 sin que el municipio haya presentado su solicitud de

participación o sin haber presentado la primera propuesta de financiación a que hace referencia el artículo 15.1, se
considerará decaída la asignación inicialmente realizada a favor del municipio.

2. Transcurrido el plazo señalado en el artículo 14.3 sin que el municipio haya presentado propuestas de financiación
de actuaciones que, en conjunto y en coste previsto, alcancen la cantidad declarada conforme a lo establecido en el artículo
14.1.a), y en todo caso transcurrido el plazo establecido en el artículo 15.5, se considerará decaída la parte de la asignación,
inicialmente realizada a favor del municipio, que se corresponda con las cantidades no solicitadas ni propuestas.

3. Las cantidades que correspondiesen como asignación inicial a cada municipio en aplicación del artículo 10, que
no fuesen solicitadas conforme a lo previsto en el artículo 14.1.a), así como las cantidades resultantes de la aplicación de
los apartados 1 y 2 de este artículo, pasarán automáticamente a incrementar la dotación que se hubiese asignado a la
respectiva Diputación Provincial para el Subprograma Provincial, y deberá ser utilizada, preferentemente, en actuaciones
en beneficio del municipio afectado, de los colindantes, o de las personas desempleadas de los mismos.

Artículo 17. Documentación a presentar.
Cuando un municipio presente ante la Consejería de Gobernación y Justicia una propuesta de financiación de

actuaciones, deberá aportar la siguiente información y documentación relativa a la misma:
A) Denominación y tipo de proyecto de actuación.
B) Memoria descriptiva del proyecto de actuación.
C. Presupuesto estimado, que será considerado como máximo para la licitación del contrato.
D) Forma de financiación, declarando que el municipio garantiza la cobertura de la totalidad del presupuesto si

excediese de la financiación propuesta.
E) Procedimiento de adjudicación del contrato.
F) Plazo de ejecución, señalando fecha prevista para el inicio y para el fin de las actuaciones.
G) Previsión de creación o de mantenimiento de empleo, especificando detalles del mismo.
H) Declaración de que la actuación no está cofinanciada por el Fondo Estatal de Inversión Local, el Fondo Estatal

para el Empleo y la Sostenibilidad Local o el Programa de Fomento del Empleo Agrario.
I) En el supuesto de que se pretenda ejecutar directamente la actuación, conforme a lo previsto en el artículo 3.1.e),

deberá aportarse justificación detallada y suficiente de la necesidad de utilizar dicho procedimiento.

Artículo 18. Ratificación de asignaciones presupuestarias.
1. En el plazo de diez días a contar desde la finalización del plazo establecido en el artículo 14.3, la Dirección

General de Administración Local hará pública, en la página web de la Consejería de Gobernación y Justicia la relación de
municipios que participan en el Subprograma Municipal y la cantidad máxima asignada a cada uno de ellos.

2. Determinada la asignación máxima de cada municipio, la respectiva Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía procederá, previa fiscalización, a la tramitación del expediente de gasto dirigido al reconocimiento y
cuantificación de la cantidad máxima asignada a cada municipio, así como a la formulación de la propuesta de pago de un
importe equivalente al 20% del total de la cantidad asignada, que se remitirá al municipio en concepto de anticipo general
de fondos.

Artículo 19. Validación de propuestas de financiación.
1. En el plazo de quince días desde la recepción de una propuesta de financiación de un Ayuntamiento, la Delegación

del Gobierno de la Junta de Andalucía en cada provincia procederá a la verificación de la misma, comprobando el
cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en el presente Subprograma.

2. Cuando una propuesta de financiación no cumpla con los requisitos del programa, la persona titular de la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía requerirá al municipio para que, en el plazo de diez días, realice las
subsanaciones necesarias.

3. Transcurrido el plazo señalado en el apartado 1 de este artículo o, en su caso, el plazo de subsanación, la persona
titular de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía dictará resolución validando la propuesta de financiación
realizada por el municipio o rechazándola. Dicha resolución no podrá dictarse antes de la fecha determinada en el artículo
18.1.

4. Si la propuesta conlleva la ejecución directa de la actuación prevista en el artículo 3.1.e), o la necesidad de
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excepcionar la exigencia del mínimo del 60% contemplada en el artículo 3.1.d), la resolución favorable implicará la
autorización de dicha forma de ejecución o, en su caso, la exoneración de la obligación del 60% citada.

5. La citada resolución será notificada al Ayuntamiento en el plazo de un día desde su adopción.
6. Transcurrido el plazo establecido en el artículo 14.3, y una vez resueltas todas las propuestas conforme a lo

establecido en el apartado 3 de este artículo, todas las cantidades de la asignación inicialmente realizada a favor del
municipio, en virtud del artículo 18.1, que no hubiesen sido comprometidas en resoluciones de las respectivas Delegaciones
del Gobierno de la Junta de Andalucía, pasarán automáticamente a incrementar la dotación que se hubiese asignado a la
respectiva Diputación Provincial para el Subprograma Provincial, y se deberán utilizar, preferentemente, en actuaciones en
beneficio del municipio afectado, de los colindantes, o de las personas desempleadas de los mismos.

Sección 4.ª Procedimiento de gestión, abono y justificación

Artículo 20. Inicio de las actuaciones.
Conforme a lo establecido en el artículo 3.7, y en caso de que la resolución prevista en el artículo 19.3 fuese

favorable, el Ayuntamiento deberá iniciar todas las actuaciones administrativas necesarias para que antes del transcurso del
plazo de un mes contado desde la fecha de la notificación de la resolución comience el plazo de licitación del contrato. Si
la tramitación aplicable correspondiese a la modalidad de contratos menores, la adjudicación deberá producirse dentro de
igual plazo. Si la ejecución se realizase de forma directa, la actuación deberá iniciarse dentro del plazo indicado.

Artículo 21. Adjudicación de las actuaciones.
1. Una vez adjudicados los contratos objeto de financiación, los Ayuntamientos presentarán ante la Delegación del

Gobierno de la Junta de Andalucía un certificado suscrito por la persona que desempeñe las funciones correspondientes a
la Secretaría del Ayuntamiento, en el que se hagan constar los siguientes datos de la adjudicación:

a) Fecha de adjudicación definitiva.
b) Datos identificativos del adjudicatario.
c) Procedimiento seguido para la adjudicación.
d) Tipo de contrato.
e) Importe de licitación.
f) Importe de adjudicación definitiva.
g) Previsión de subcontratación, si la hubiera.
h) Plazo de ejecución previsto, señalando fecha prevista para el inicio y para el fin de las actuaciones
i) Datos de creación de empleo, el número de personas a contratar por la empresa adjudicataria o los subcontratistas

de ésta, especificando las que forman parte de la empresa y las de nueva contratación, con indicación del empleo total,
diferenciado en clave de género y por colectivo y tipo de empleo creado.

2. Cuando se trate de obras que se ejecuten directamente, el certificado aludido en el apartado anterior se referirá al
acuerdo de ejecución directa por la propia Administración, y contendrá, al menos, el presupuesto total de la obra y los datos
previstos en la letras h) e i) del mismo.

3. Realizado el trámite previsto en los apartados anteriores, la respectiva Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía comprobará su adecuación con la validación de la propuesta de financiación, y procederá a la tramitación de una
propuesta de pago por un importe equivalente al 60 por ciento del importe de la financiación del PROTEJA correspondiente
a la adjudicación definitiva, que se remitirá al municipio en concepto de anticipo específico para la actuación en cuestión.

4. En caso de que, transcurrido el plazo establecido en el artículo 20, la licitación del contrato quedase desierta, no
se hubiese realizado la adjudicación del contrato menor o no se hubiese iniciado la ejecución directa, según el caso, se
entenderá revocada la resolución favorable contemplada en el artículo 19.3 recaída sobre esa propuesta de financiación, y
el Ayuntamiento, podrá presentar una nueva propuesta conforme a lo establecido en el artículo 15.5. En caso contrario, las
cantidades correspondientes a dicha propuesta de financiación pasarán automáticamente a incrementar la dotación que se
hubiese asignado a la respectiva Diputación Provincial para el Subprograma Provincial, que deberán utilizar,
preferentemente, en actuaciones en beneficio del municipio afectado, de los colindantes, o de las personas desempleadas
de los mismos.

Artículo 22. Plazos para las actuaciones.
1. Las actuaciones deberán iniciarse dentro del plazo señalado por el municipio en su propuesta de financiación.
2. En cualquier caso todas las actuaciones de este Subprograma deberán estar iniciadas antes del transcurso del plazo

de cinco meses desde la entrada en vigor del presente Decreto-ley.
3. En casos de actuaciones de especial complejidad, previa solicitud del Ayuntamiento, acompañada de la

correspondiente justificación, la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía podrá ampliar el plazo señalado en el
apartado anterior hasta un máximo de dos meses adicionales.

4. Transcurridos los plazos señalados en los apartados anteriores se considerarán revocadas las resoluciones
favorables a las propuestas de financiación que no se hubiesen iniciado, y las cantidades correspondientes a las mismas
pasarán automáticamente a incrementar la dotación que se hubiese asignado a la respectiva Diputación Provincial para el
Subprograma Provincial, que deberán utilizar, preferentemente, en actuaciones en beneficio del municipio afectado, de los
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colindantes, o de las personas desempleadas de los mismos.
5. En caso de que por aplicación de lo previsto en los artículos 19.6, 21.4 ó 22.4, la cantidad finalmente asignada al

municipio resultase inferior a la realizada inicialmente por aplicación de la resolución prevista en el artículo 18.1, la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía determinará la cantidad que le correspondería finalmente al mismo en
concepto de anticipo general de fondos por aplicación del porcentaje del 20%, y practicará las correspondientes correcciones
para que los anticipos de carácter específico que deba realizar en aplicación de lo previsto en el artículo 21.3, conjuntamente
con el citado anticipo general de fondos, no se acumule más del 80% del conjunto de fondos anticipados al municipio
correspondientes a todas las actuaciones validadas.

Artículo 23. Ejecución de las actuaciones.
1. Conforme a lo previsto en el artículo 3.8, todas las obras y servicios deberán tener un plazo de ejecución inferior

a doce meses desde la adjudicación definitiva del contrato o del inicio de las obras por ejecución directa por parte de la
entidad local.

2. El Ayuntamiento podrá, excepcionalmente, ampliar el plazo establecido para la ejecución de las actuaciones hasta
alcanzar el plazo máximo de doce meses, comunicándolo a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía respectiva.

3. Excepcionalmente, en casos de actuaciones de especial complejidad, previa solicitud del Ayuntamiento
acompañada de la correspondiente justificación, la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía podrá autorizar la
ampliación de dicho plazo en un máximo de tres meses.

4. El incumplimiento del plazo máximo de ejecución señalado en los apartados anteriores será considerado como
causa de resolución del contrato a los efectos de los artículos 206 y siguientes de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de
Contratos del Sector Público.

Artículo 24. Justificación y liquidación de las actuaciones.
1. Finalizada la actuación objeto del contrato, dentro del mes siguiente a la finalización de la misma y, como fecha

límite, antes del 31 de marzo de 2012, el Ayuntamiento remitirá a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
respectiva, una declaración responsable suscrita por la persona titular de la Alcaldía en el que se haga constar la siguiente
información:

a) Conformidad del Ayuntamiento con la ejecución realizada por el contratista.
b) Coste final de la ejecución.
c) Total de pagos realizados al contratista hasta la fecha y cantidades pendientes de abonar.
d) Declaración del empleo creado o mantenido y su tipología.
2. La Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía procederá a la verificación de la información remitida,

pudiendo recabar del Ayuntamiento la documentación relativa a las certificaciones de obras realizadas, en su caso, así como
a las contrataciones de personal efectuadas para la realización de la actuación.

3. Una vez realizada la verificación, y en el plazo máximo de quince días desde la recepción de la documentación
presentada por el Ayuntamiento, la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía procederá a la tramitación de una
propuesta de pago por un importe equivalente al coste final de la ejecución deduciendo del mismo el 80% del importe de
adjudicación definitiva, referidos ambos a la financiación con cargo al PROTEJA, que ya se había anticipado conforme a
lo establecido en los artículos 18.2 y 21.3 del presente Decreto-ley.

Artículo 25. Abonos a los contratistas y subcontratistas.
1. Los Ayuntamientos tendrán la obligación de abonar a los contratistas el precio de las obras y servicios dentro de

los treinta días naturales siguientes a la fecha de recepción de las certificaciones de obra, o de los correspondientes
documentos que acrediten la realización parcial o total del contrato, siempre que las certificaciones resultasen conformes,
y previa verificación del cumplimiento por los contratistas de sus obligaciones salariales y de seguridad social adquiridas
por la contratación de nuevos empleados.

2. Asimismo los contratistas deberán abonar a los subcontratistas y a los proveedores, en su caso, el precio pactado
por las prestaciones cuya realización les hayan encomendado en el plazo máximo de treinta días naturales, computado desde
la fecha de aprobación por el contratista de la factura emitida por el subcontratista o proveedor, previa verificación del
cumplimiento por éstos de sus obligaciones salariales y de seguridad social adquiridas por la contratación de nuevos
empleados.

3. Igualmente las entidades locales deberán abonar a sus proveedores el precio pactado por las prestaciones requeridas
en el plazo máximo de treinta días naturales, computado desde la fecha de entrega del correspondiente suministro.

4. El plazo de treinta días establecido en este artículo no será de aplicación cuando la entidad local carezca de
recursos de tesorería suficientes en la cuenta «PROTEJA» debido a la secuencia prevista en este Decreto-ley para las
transferencias de fondos.

Artículo 26. Documentación justificativa de la actuación.
Una vez finalizada la ejecución de una actuación, los Ayuntamientos deberán conservar la documentación

justificativa de la ejecución de la actuación, debiendo figurar, al menos, la siguiente:
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A) Acta de recepción, en caso de obras ejecutadas por contrata.
B) Acta de reconocimiento y comprobación de la obra, en caso de obras ejecutadas con medios propios.
C) Certificado de la persona que desempeñe las funciones correspondientes a la secretaría del Ayuntamiento del

empleo creado con identificación de los trabajadores contratados en la ejecución de las actuaciones, desglosando los empleos
mantenidos y los nuevos.

D) Fotografía del cartel anunciador.
E) Fotografía de la obra realizada.
F) En el caso de contratos de servicios, el acta de conformidad con el servicio prestado, con el certificado del empleo

creado e identificación de los trabajadores empleados en la ejecución de las actuaciones, desglosando los empleos
mantenidos y los nuevos.

G) Acreditación de los pagos realizados a los contratistas y personas que participaron en la ejecución de la actuación.

Artículo 27. Información sobre la ejecución y sobre la generación de empleo.
Los Ayuntamientos vendrán obligados a informar trimestralmente a la Delegación del Gobierno de la Junta de

Andalucía del estado de ejecución del Subprograma y, en particular, del empleo generado por las actuaciones financiadas
con cargo a este programa.

Sección 5.ª Verificación de la aplicación de los recursos y reintegro

Artículo 28. Verificación de la aplicación de los recursos.
1. La ejecución del Subprograma estará sometida a las actuaciones de control y verificación que acuerden la

respectiva Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía y la Intervención General de la Junta de Andalucía, sin
perjuicio de las que pudiese realizar la Cámara de Cuentas de Andalucía.

2. Los controles que realicen las Delegaciones del Gobierno de la Junta de Andalucía y la Intervención General
tendrán por objeto verificar que los recursos del Subprograma se han destinado efectivamente a la financiación de las
actuaciones a las que estaban destinados, con la correspondiente creación de puestos de trabajo, y que la justificación
presentada y conservada por las entidades locales refleja adecuadamente y se corresponde con la gestión realizada.

3. Las entidades locales que participen en la ejecución del Programa de Transición al Empleo (PROTEJA) vendrán
obligados a poner a disposición de la Consejería de Gobernación y Justicia, de la Intervención General de la Junta de
Andalucía y de la Cámara de Cuentas de Andalucía toda la documentación relativa a la actuación financiada con el Programa
y facilitar cuanta información y medios resulten necesarios para la realización de las tareas de control y verificación.

Artículo 29. Reintegro.
1. La falta de justificación, parcial o total, de la aplicación de los recursos recibidos implicará la obligación de

reintegrar las cantidades no justificadas.
2. Se entiende por falta de justificación la no remisión a la Consejería de Gobernación y Justicia de los documentos

a que se refiere el artículo 24, o su remisión incompleta o conteniendo inexactitudes.
3. También se considerarán no justificadas aquellas partidas en las que se ponga de manifiesto que los recursos del

Programa no se han aplicado a los fines para los que fueron entregados o que se han incumplido las condiciones establecidas.
4. Las cantidades anticipadas y no aplicadas correctamente a la ejecución de las actuaciones deberán ser objeto de

reintegro.
5. La falta de colaboración que imposibilite la comprobación y el control de la efectiva aplicación de los recursos

del Programa, dará lugar al reintegro total de todas las aportaciones recibidas por la entidad local.
6. Los incumplimientos de las obligaciones relativas al fomento del empleo darán lugar al reintegro de las cantidades

que, habiendo sido abonadas indebidamente, no fuesen financiables con cargo al PROTEJA en atención a lo previsto en el
artículo 4.

7. Los expedientes de reintegro serán tramitados y resueltos por la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
correspondiente, bien a ini-ciativa propia, cuando la exigencia de reintegro se derive de las comprobaciones realizadas por
ese centro directivo, bien a iniciativa de la Intervención General de la Junta de Andalucía, cuando sea consecuencia de un
control realizado por ésta.

8. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, resultando de aplicación para
su cobro lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado
por el Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.

CAPÍTULO III

Subprograma Provincial

Artículo 30. Reparto de los recursos de la edición 2010 del PROTEJA.
1. La dotación asignada inicialmente al Subprograma Provincial será repartida en partes iguales entre las ocho

Diputaciones Provinciales de Andalucía.
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2. La dotación de cada Diputación Provincial podrá verse incrementada con las cantidades resultantes de la aplicación
de lo previsto en los artículos 16.3, 19.6, 21.4 y 22.4 del presente Decreto-ley, y deberán ser utilizadas, preferentemente,
en actuaciones en beneficio del municipio afectado, de los colindantes, o de las personas desempleadas de los mismos.

Artículo 31. Actuaciones financiables.
1. Los recursos financieros correspondientes al Subprograma Provincial serán destinados a financiar, preferentemente,

la realización, por las Diputaciones Provinciales, de actuaciones de entre las previstas en el artículo 3 del presente
Decreto-ley, así como cualquier otra obra o servicio de interés municipal o provincial.

2. Las dotaciones correspondientes a la asignación inicial establecida en el artículo 2.2.b), serán destinadas, en su
totalidad, a financiar la contratación, por las Diputaciones Provinciales, de personas desempleadas.

Artículo 32. Objetivos, instrumento y régimen general.
1. La Consejería de Gobernación y Justicia formalizará un Convenio específico, con cada una de las Diputaciones

Provinciales, para establecer las condiciones de aplicación y ejecución del Subprograma Provincial en el ámbito de su
respectiva provincia dentro del marco de lo dispuesto en el artículo 1 de este Decreto-ley, y prioritariamente con la finalidad
de:

a) Facilitar recursos a familias con especial problemática socioeconómica.
b) Contribuir a paliar el problema del desempleo de las mujeres.
c) Dotar a la población con dificultades sociales y con personas a su cargo de estrategias y técnicas económicas

adaptadas a la actual crisis económica.
d) Mejorar situaciones de exclusión social mediante intervenciones en el ámbito comunitario.
2. El citado Convenio específico determinará necesariamente su objeto, definición de las actuaciones a financiar, su

importe, ejecución y justificación, las obligaciones de cada parte, los instrumentos para su interpretación, seguimiento y
evaluación, su duración y las causas de su extinción.

3. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las actuaciones específicas que ejecutarán las Diputaciones
Provinciales con las dotaciones correspondientes a la asignación inicial establecida en el artículo 2.2.b), estarán dirigidas
preferentemente a los municipios y entidades locales autónomas de población igual o inferior a 20.000 habitantes y que
presenten mayor nivel de desempleo, o a proyectos de carácter intermunicipal, y que no se encuentren incluidas en los
programas de fomento del empleo agrario.

4. En cada Convenio se establecerá la creación de una Comisión mixta, integrada por tres representantes de la
Diputación Provincial y tres de la Junta de Andalucía, que tendrá como función principal la determinación de las actuaciones
que se realizarán con este Subprograma Provincial y el seguimiento de las mismas.

5. La formalización del citado Convenio conllevará la tramitación, a través de la Delegación del Gobierno de la Junta
de Andalucía en la respectiva provincia, de la correspondiente propuesta de pago por el cien por cien del importe de la
cantidad asignada.

6. Las dotaciones adicionales que pudiera recibir la Diputación Provincial según lo previsto en el artículo 30.2 serán
remitidas a la misma conforme a lo establecido en el apartado anterior.

7. Las Diputaciones Provinciales contribuirán a la ejecución de las actuaciones convenidas con medios económicos,
materiales y humanos, debiendo garantizar la viabilidad de las actuaciones, tanto en lo relativo a las autorizaciones y
permisos requeridos como a la disponibilidad de los recursos materiales y de todo tipo necesarios para la ejecución.

8. Será de aplicación a este Subprograma Provincial el régimen de control, verificaciones y reintegros previsto en
los artículos 28 y 29, así como lo previsto en el artículo 13 en relación a la cuenta diferenciada para la gestión de los fondos
percibidos de la Junta de Andalucía.

Disposición adicional primera. Exención de obligaciones de las entidades locales beneficiarias.
Teniendo en cuenta el interés social de las actuaciones financiadas con cargo a este programa, los Ayuntamientos

y Diputaciones Provinciales destinatarias de los fondos que reciban del mismo no tendrán que acreditar que se hallan al
corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias estatales ni con la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
de las obligaciones con la Seguridad Social, o no tener deudas en período ejecutivo de cualquier otro ingreso de Derecho
Público con la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición adicional segunda. Identificación de la fuente de financiación.
1. Los Ayuntamientos y las Diputaciones Provinciales deberán hacer constar en toda la información o publicidad que

efectúen de las actuaciones realizadas, que las mismas han sido financiadas con el Programa de Transición al Empleo de
la Junta de Andalucía (PROTEJA).

2. En las obras financiadas con cargo al Programa aprobado en este Decreto-ley deberá hacerse constar, en lugar
visible, la leyenda «Programa de Transición al Empleo-Junta de Andalucía (PROTEJA)» desde el inicio hasta, al menos,
la finalización de las obras, así como los demás elementos gráficos que se establezcan por la Consejería de Gobernación
y Justicia.

3. En todo caso se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Manual de Diseño Gráfico para su utilización por el Gobierno



265

y Administración de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 245/1997, de 15 de octubre.

Disposición adicional tercera. Modelos de pliegos de cláusulas administrativas.
Para facilitar la tramitación de los correspondientes expedientes, en el plazo de veinte días contados desde la entrada

en vigor del presente Decreto-ley, la Comisión Consultiva de Contratación Pública de la Comunidad Autónoma de
Andalucía elaborará y hará público los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares que los Ayuntamientos
y Diputaciones Provinciales interesados podrán utilizar para la preparación de la documentación necesaria para licitar y
contratar las actuaciones financiadas con cargo al Programa.

Disposición adicional cuarta. Declaración de urgencia de los procedimientos de contratación.
La contratación de las actuaciones financiadas con arreglo a este Programa será objeto de tramitación urgente a los

efectos previstos en el artículo 96 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

Disposición adicional quinta. Información a la Federación Andaluza de Municipios y Provincias.
La Federación Andaluza de Municipios y Provincias será informada puntualmente, a través de la Consejería de

Gobernación y Justicia, sobre todas aquellas cuestiones examinadas y propuestas por la Comisión Autonómica de
Participación.

Disposición adicional sexta. Ediciones del Programa.
Siempre que las leyes del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el ejercicio presupuestario de

que se trate hubiesen previsto créditos en el estado de gastos adecuados a la finalidad de lo previsto en el presente programa,
mediante Decreto del Consejo de Gobierno podrán aprobarse sucesivas ediciones del Programa de Transición al Empleo
de la Junta de Andalucía, que se regirán por lo dispuesto en el presente Decreto-ley, salvo en lo relativo a la dotación del
programa, las asignaciones mínimas, las actuaciones y gastos financiables, las características del empleo que se fomenta
y los plazos establecidos en esta norma para su ejecución y tramitación, que se establezcan en dicho Decreto.

Disposición transitoria primera. Prórroga del plazo de justificación de actuaciones financiadas por el PROTEJA
aprobado por la Ley 3/2009, de 28 de mayo.

1. La Dirección General de Administración Local, previo informe de la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en la provincia correspondiente, y previa acreditación de la justificación de la petición, podrá ampliar el plazo
de justificación de actuaciones de municipios financiadas con cargo a la Ley 3/2009, de 28 de mayo.

2. En todo caso, las actuaciones contempladas en el apartado anterior deberán estar finalizadas antes del 30 de junio
de 2011.

Disposición transitoria segunda. Condiciones de ejecución de las actuaciones financiadas con la edición anterior del
PROTEJA.

Las actuaciones realizadas por los municipios y Diputaciones Provinciales en ejecución del Programa PROTEJA en
las condiciones fijadas en la Ley 3/2009, de 28 de mayo, se regirán por las previsiones establecidas en dicha norma.

Disposición transitoria tercera. Comisiones del Programa anterior.
1. La Comisión de seguimiento, creada en el artículo 15 de la Ley 3/2009, de 28 de mayo, será sustituida en sus

funciones en relación con el Programa aprobado por la citada Ley por la Comisión creada en el artículo 7 del presente
Decreto-ley.

2. La Comisión de participación, creada en el artículo 16 de la Ley 3/2009, de 28 de mayo, será sustituida en sus
funciones en relación con el Programa aprobado por la citada Ley por la Comisión creada en el artículo 8 del presente
Decreto-ley.

Disposición final primera. Habilitación normativa.
Se autoriza a los titulares de las Consejerías de Gobernación y Justicia y de Empleo para adoptar las disposiciones

necesarias para la aplicación y desarrollo de lo previsto en el presente Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de

Andalucía.

Sevilla, 8 de junio de 2010

José Antonio Griñán Martínez
Presidente de la Junta de Andalucía
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María del Mar Moreno Ruiz
Consejera de la Presidencia

Se omite anexo
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REGISTRO DE LA PROPIEDAD

1. RESOLUCIONES DE 15(2) DE ABRIL DE 2010
BOE NÚM. 138, DE 7-6-2010)

PROPIEDAD HORIZONTAL: CONTRIBUCIÓN A GASTOS COMUNES

Siguiendo la más reciente jurisprudencia del T.S., el Centro Directivo entiende que, aunque es
posible pactar en los estatutos de la propiedad horizontal que la contribución a los gastos comunes no
tenga necesariamente que ser proporcional a la cuota, e incluso prever la exoneración de algunos de
los elementos privativos de tal contribución, esto sólo es posible si existe una causa objetiva que lo
justifique.

2. RESOLUCIÓN DE 16 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 138, DE 7-6-2010)

DERECHO DE SUPERFICIE: ESCRITURA PÚBLICA

De conformidad con lo establecido en el art. 40 de la Ley del Suelo, es imprescindible para la
inscripción de un derecho de superficie, tanto si es entre particulares como si tiene origen en la
administración, el otorgamiento de la correspondiente escritura pública, de la que resulte además el
imprescindible consentimiento del adquirente de tal derecho.

3. RESOLUCIÓN DE 19 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 138, DE 7-6-2010)

EXPROPIACIÓN FORZOSA: RELACIÓN DEL EXPEDIENTE CON EL TITULAR
REGISTRAL

No cabe practicar la inscripción de un expediente de expropiación si, cuando se presentan los
correspondiente títulos, la finca está ya inscrita a nombre de otra persona distinta del antiguo titular con
quien se ha entendido el procedimiento. Los principios hipotecarios impiden tal inscripción, habiéndose
podido evitar este inconveniente si se hubiera practicado la nota prevenida en la regla 1.ª del art. 32 del
R.H.

4. RESOLUCIÓN DE 20 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 138, DE 7-6-2010)

SOCIEDAD MERCANTIL POR SU OBJETO

Si una sociedad tiene un objeto mercantil, debe necesariamente someterse a las normas del C.Co.,
debiendo por tanto constituirse como sociedad mercantil e inscribirse en el R.M.

5. RESOLUCIÓN DE 21 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 150, DE 21-6-2010)
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ANOTACIÓN DE EMBARGO: REQUISITOS. PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO

Para practicar la anotación de embargo debe hacerse una interpretación integradora del
mandamiento judicial, de forma que se considere bastante la identificación de la finca con la referencia
a los datos registrales de la misma, y que baste la fijación de una cantidad para entender que ésta se
refiere al principal reclamado. Sin embargo, por exigencias del tracto sucesivo, es imprescindible que
conste el N.I.F. de los demandados y que, si se demanda a una persona como heredera del titular
registral, se acompañen los documentos que acrediten su condición de tal heredera.

6. RESOLUCIÓN DE 27 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 150, DE 21-6-2010)

ANOTACIÓN DE EMBARGO: CÓMPUTO DEL PLAZO DE VIGENCIA

Procede la prórroga de una anotación de embargo si el mandamiento que la ordena se presenta
en el Registro el primer día hábil siguiente al de finalización del plazo de cuatro años desde su fecha,
si éste último día es inhábil, de acuerdo con lo establecido en el art. 109 del R.H.

7. RESOLUCIÓN DE 3 DE MAYO DE 2010
(BOE NÚM. 150, DE 21-6-2010)

CONVENIO REGULADOR: CONTENIDO

Si en un convenio regulador se ha acordado que uno de los esposos venda a otro una finca, para
la inscripción de esta transacción es imprescindible el otorgamiento de escritura pública, dado que no
es éste el contenido típico de un convenio y deben aplicarse las reglas generales a los efectos de la
inscripción de este negocio.

8. RESOLUCIÓN DE 6 DE MAYO DE 2010
(BOE NÚM. 150, DE 21-6-2010)

NOVACIÓN DE HIPOTECA: PLAZO. CALIFICACIÓN REGISTRAL: REQUISITOS

Se considera inscribible una escritura por la que se nova un préstamo hipotecario, acordando la
ampliación del plazo de vencimiento del mismo, pero con la particularidad de que a la fecha de
otorgamiento de la escritura en cuestión, ya había vencido el plazo inicialmente estipulado. Y es que
el plazo de vencimiento no implica la extinción de la obligación, sino sólo la exigibilidad de la misma.
Además la novación sólo tiene efectos extintivos cuando así se pacte expresamente. La calificación de
un documento debe hacerse de forma unitaria y no puede reservarse una segunda calificación para
cuando se subsanen los defectos primeramente señalados.

9. RESOLUCIÓN DE 4 DE MAYO DE 2010
(BOE NÚM. 151, DE 22-6-2010)

CALIFICACIÓN REGISTRAL: ESCRITURA OTORGADA POR EL JUEZ EN
EJECUCIÓN DE SENTENCIA
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Tratándose de una escritura otorgada por el Juez en ejecución de una sentencia, no es
imprescindible el testimonio íntegro de la citada sentencia, porque lo que se inscribe es la escritura y
no la sentencia.

10. RESOLUCIÓN DE 22 DE ABRIL DE 2010
(BOE NÚM. 153, DE 24-6-2010)

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: CADUCIDAD

Transcurrido el plazo de cuatro años de su vigencia, la anotación caduca y no cabe ya anotar su
prórroga, sin que quepa alegar que el mandamiento de prórroga se había presentado dentro de plazo
en un Registro incompetente.

11. RESOLUCIÓN DE 7 DE MAYO DE 2010
(BOE NÚM. 153, DE 24-6-2010)

PRINCIPIO DE LEGITIMACIÓN REGISTRAL

Los asientos registrales están bajo la salvaguardia de los Tribunales y no cabe pedir por vía del
recurso gubernativo que se cancele una anotación que se dice fue erróneamente practicada.
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9071 Resolución de 15 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por Construcciones y Decoración Espinosa y Palomares, S.L., contra la negativa del registrador de la
propiedad nº 1 de Jaén, a inscribir una escritura de modificación de estatutos de Propiedad Horizontal. (BOE núm.
138, de 7-6-2010).

En el recurso interpuesto por doña M. D. G. P., en nombre y representación de «Construcciones y Decoración
Espinosa y Palomares, S.L.», contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Jaén número 1, don Nicolás Rico
Morales, a inscribir una escritura de modificación de estatutos de Propiedad Horizontal.

Hechos

I

Con fecha 23 de abril de 2009 se presentó en el Registro de la Propiedad de Jaén número 1 escritura otorgada el 20
de febrero de 2009 ante el Notario de dicha capital, don Luis María Martínez Pantoja, por la que la mercantil
«Construcciones y Decoración Espinosa y Palomares, S.L.», como propietario único de un edificio sito en la calle Francisco
Baños n.º 3 de dicha localidad y constituido en régimen de propiedad horizontal, modificaba los estatutos de la misma,
agregando una nueva norma según la cual el promotor quedaba eximido de abonar los gastos de comunidad de los pisos
invendidos durante un plazo de tres años. Dicha escritura, que causó el asiento n.º 236, del diario 49, fue calificada por el
Registrador con arreglo a los siguientes defectos y Fundamentos de Derecho: «La norma añadida se opone al artículo 9, letra
e) de la Ley de Propiedad Horizontal que establece como obligación de cada propietario la de “contribuir, con arreglo a su
cuota de participación, en los gastos generales del edificio”. Tal norma se estima de carácter imperativo y por ello no puede
ser removida unilateralmente por el promotor. Calificándose el defecto como insubsanable, se deniega la inscripción, no
procediendo la anotación preventiva del documento. El asiento de presentación quedará prorrogado por un plazo de 60 días
desde que se tenga constancia de la recepción de todas las notificaciones efectuadas con arreglo a la ley, de conformidad
con los artículos 322 y 323 de la Ley Hipotecaria. Contra ésta calificación (…) Jaén, a 7 de mayo de 2009. El Registrador
Fdo. Nicolás Rico Morales».

II

Notificada la calificación con fecha 11 de mayo, doña M. D. G. P., en nombre y representación de «Construcciones
y Decoración Espinosa y Palomares, S.L.», recurrió mediante escrito, que fue presentado en la oficina de Correos de La
Carolina con fecha 9 de junio de 2009 y remitido al Registro de la Propiedad de Jaén número 1, en el que tuvo su entrada
con fecha 13 siguiente. En dicho recurso hacía las siguientes alegaciones: «que el documento cuya inscripción se denegaba
lo era de modificación de normas de Comunidad de Propietarios realizada por el propietario único de dicha promoción. Que
si bien es cierto que el artículo 9 letra e) de la Ley de Propiedad Horizontal establece la obligación de cada propietario a
«contribuir, con arreglo a su cuota de participación, en los gastos generales del edificio», dicha norma no ha sido removida
unilateralmente por el promotor ya que, el día de la negativa a la inscripción del documento presentado en el Registro de
la Propiedad número 1 de Jaén, se habían otorgado un total de 24 transmisiones de viviendas (de un total de 34), habiendo
aceptado expresamente cada uno de los adquirentes, dicha modificación estatutaria en su escritura pública de compraventa.
Que la aceptación expresa de la modificación de las normas de comunidad otorgada el día 20 de febrero, legitima el
contenido de la misma, y sólo supone que, en caso de que no se vendan las viviendas en un plazo de 3 años desde el día 20
de febrero de 2009, estas viviendas no transmitidas no tengan que soportar los gastos de los que no participa (utilización
de ascensores, limpieza, luz, agua...) Que el hecho de que en primer lugar se haya realizado la modificación por parte del
promotor, significa que éste era el único propietario, pero, la posterior aceptación expresa y voluntaria en documento público
por parte de cada uno de los propietarios que han accedido a la propiedad, no hace sino dar mayor fuerza al acuerdo
alcanzado de exención de participación en los gastos».

III

La interposición del recurso fue notificada al Notario autorizante de la escritura mediante certificado remitido el 17
de junio, a los efectos del artículo 327 de la Ley Hipotecaria, habiendo transcurrido el plazo legal de cinco días sin que por
parte de éste se presentara alegación alguna.

IV

Con fecha 26 de junio de 2009, el Registrador de la Propiedad de Jaén número 1, don Nicolás Rico Morales, emitió
el preceptivo informe remitiendo las actuaciones a este Centro Directivo para su Resolución.

Fundamentos de Derecho
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1. Vistos los artículos 6 del Código Civil, 9, 16 y 23 de la Ley de Propiedad Horizontal y las Sentencias del Tribunal
Supremo de 18 de junio de 1970, 27 de abril y 25 de mayo de 1976, 20 de mayo de 1983, 23 de junio y 3 de julio de 1984,
2 de marzo de 1989, 6 de julio de 1991, 4 de octubre de 1999, 14 de marzo de 2000, 26 de marzo de 2008 y 22 de mayo de
2008.

2. Se plantea en este recurso si el titular registral único de un inmueble, constituido en régimen de propiedad
horizontal puede modificar los estatutos en el sentido de excluir el pago de los gastos comunes durante el plazo de tres años
a los elementos privativos inscritos a su nombre, mientras las fincas sigan en su poder y en intención de venta.

3. El tema de si es lícito que los Estatutos eximan a determinados elementos privativos del pago de ciertos gastos
comunes ha sido objeto de una evolución en la doctrina científica y en la Jurisprudencia. La Sentencia del Tribunal Supremo
de 18 de junio de 1970 declaró inválido tal pacto estatutario. Sin embargo, con posterioridad, tanto la doctrina como la
Jurisprudencia, con base en que el artículo 9 e) de la Ley de Propiedad Horizontal establece la contribución al gasto de cada
propietario «con arreglo a la cuota de participación fijada en el título o a lo especialmente establecido», admitieron la
exención de determinados gastos siempre que tal exención resultara de los Estatutos, del título constitutivo, o resultara de
acuerdo unánime de la Junta de Propietarios (vid. Sentencias citadas en el «Vistos»). Más recientemente, la Sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de mayo de 2008 declaró que «la jurisprudencia de esta Sala sobre el artículo 9.5.º de la Ley de
Propiedad Horizontal es reiterada, en el sentido de que puede establecerse estatutariamente un régimen especial sobre
distribución de gastos, que articule módulos diferentes a la cuota de participación fijada en el título constitutivo para cada
piso o local, en relación con el total del edificio, prevaleciendo en este punto la autonomía de la voluntad.

Pero en todo caso para la validez del pacto estatutario de exención total del gasto se exigió una causa proporcionada
que justificara tal exención (como la exención de los gastos de ascensor a los titulares de las viviendas o locales sitas en la
planta baja o de los gastos de portal y escalera a los titulares de locales comerciales que no tuvieran comunicación con el
portal).

En consecuencia, para la resolución del presente recurso ha de examinarse si existe una causa justa y proporcionada
para la exención de todos los gastos de los pisos que están a nombre de la sociedad constituyente del régimen, mientras no
se produzca la venta de los mismos.

4. Centrado así el problema, tal posibilidad no puede ser admitida. Es incongruente que la sociedad constituyente
del régimen conserve su derecho de voto proporcional a su cuota (cfr. artículo 16.2 de Ley de Propiedad Horizontal) y su
participación en el solar resultante de la demolición o ruina (cfr. artículo 21 de la Ley de Propiedad Horizontal) pero no en
los gastos generales del edificio. Ello implicaría una exclusión de la ley aplicable (artículo 6.2 del Código Civil) con evidente
perjuicio a tercero, ya que los restantes propietarios deberían sufragar los gastos ocasionados en una proporción muy
superior a la que por ley les pudiera corresponder. No es argumento el hecho de haber efectuado ya determinadas ventas
y que cada uno de los adquirentes había aceptado expresamente la modificación estatutaria en la escritura de venta. En
primer lugar porque el Registrador ha de calificar conforme a lo que resulte del Registro y de los documentos presentados
y de ellos resulta que es la sociedad la que como propietaria única modifica los estatutos. En segundo lugar, porque si bien
es posible el establecimiento de un régimen distinto de contribución a los gastos comunes que no esté basado en la absoluta
proporcionalidad –para admitir exclusiones totales o parciales de gastos en función de los usos que presumiblemente se
realizarán en cuanto a los elementos comunes de un edificio–, en la medida en que se trataría de una excepción a la regla
general que marcaría una cuota de propiedad para cargas y beneficios, tal situación debería ser interpretada de manera
restrictiva (Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de junio y 3 de julio de 1984). Tampoco existe justificación suficiente
para la norma exoneradora. Piénsese que pueden existir supuestos en que la vivienda no se haya vendido, pero sí se esté
utilizando por un título distinto (arrendamiento, cesión de uso o simple precario). Ello produciría una situación en la que,
no obstante la utilización de los elementos comunes por parte de los arrendatarios o usuarios, la sociedad propietaria estaría
exonerada de pagar, lo cual supondría una clara ruptura del principio de proporcionalidad anteriormente referido.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación.
Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de

la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 15 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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9072 Resolución de 15 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por Construcciones y Decoración Espinosa y Palomares, S.L., contra la negativa del registrador de la
propiedad nº 1 de Jaén, a inscribir una escritura de modificación de estatutos de Propiedad Horizontal. (BOE núm.
138, de 7-6-2010).

En el recurso interpuesto por doña M. D. G. P., en nombre y representación de «Construcciones y Decoración
Espinosa y Palomares, S.L.», contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Jaén número 1, don Nicolás Rico
Morales, a inscribir una escritura de modificación de estatutos de Propiedad Horizontal.
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Hechos

I

Con fecha 23 de abril de 2009 se presentó en el Registro de la Propiedad de Jaén número 1 escritura otorgada el 20
de febrero de 2009 ante el Notario de dicha capital, don Luis María Martínez Pantoja, por la que la mercantil
«Construcciones y Decoración Espinosa y Palomares, S.L.», como propietario único de un edificio sito en la calle Francisco
Baños, n.º 3, de dicha localidad y constituido en régimen de propiedad horizontal, modificaba los estatutos de la misma,
agregando una nueva norma según la cual el promotor quedaba eximido de abonar los gastos de comunidad de los pisos
invendidos durante un plazo de tres años. Dicha escritura, que causó el asiento n.º 236, del diario 49, fue calificada por el
Registrador con arreglo a los siguientes defectos y Fundamentos de Derecho: «La norma añadida se opone al artículo 9, letra
e) de la Ley de Propiedad Horizontal que establece como obligación de cada propietario la de «contribuir, con arreglo a su
cuota de participación, en los gastos generales del edificio». Tal norma se estima de carácter imperativo y por ello no puede
ser removida unilateralmente por el promotor. Calificándose el defecto como insubsanable, se deniega la inscripción, no
procediendo la anotación preventiva del documento. El asiento de presentación quedará prorrogado por un plazo de 60 días
desde que se tenga constancia de la recepción de todas las notificaciones efectuadas con arreglo a la ley, de conformidad
con los artículos 322 y 323 de la Ley Hipotecaria. Contra ésta calificación (…) Jaén, a 7 de mayo de 2009 El Registrador
Fdo. Nicolás Rico Morales.»

II

Notificada la calificación con fecha 11 de mayo, doña M. D. G. P., en nombre y representación de «Construcciones
y Decoración Espinosa y Palomares, S.L.», recurrió mediante escrito, que fue presentado en la oficina de Correos de La
Carolina con fecha 9 de junio de 2009 y remitido al Registro de la Propiedad de Jaén número 1, en el que tuvo su entrada
con fecha 13 siguiente. En dicho recurso hacía las siguientes alegaciones: «que el documento cuya inscripción se denegaba
lo era de modificación de normas de Comunidad de Propietarios realizada por el propietario único de dicha promoción. Que
si bien es cierto que el artículo 9 letra e) de la Ley de Propiedad Horizontal establece la obligación de cada propietario a
«contribuir, con arreglo a su cuota de participación, en los gastos generales del edificio», dicha norma no ha sido removida
unilateralmente por el promotor ya que, el día de la negativa a la inscripción del documento presentado en el Registro de
la Propiedad número 1 de Jaén, se habían otorgado un total de 24 transmisiones de viviendas (de un total de 34), habiendo
aceptado expresamente cada uno de los adquirentes, dicha modificación estatutaria en su escritura pública de compraventa.
Que la aceptación expresa de la modificación de las normas de comunidad otorgada el día 20 de febrero, legitima el
contenido de la misma, y sólo supone que, en caso de que no se vendan las viviendas en un plazo de 3 años desde el día 20
de febrero de 2009, estas viviendas no transmitidas no tengan que soportar los gastos de los que no participa (utilización
de ascensores, limpieza, luz, agua...) Que el hecho de que en primer lugar se haya realizado la modificación por parte del
promotor, significa que éste era el único propietario, pero, la posterior aceptación expresa y voluntaria en documento público
por parte de cada uno de los propietarios que han accedido a la propiedad, no hace sino dar mayor fuerza al acuerdo
alcanzado de exención de participación en los gastos.»

III

La interposición del recurso fue notificada al Notario autorizante de la escritura mediante certificado remitido el 17
de junio, a los efectos del artículo 327 de la Ley Hipotecaria, habiendo transcurrido el plazo legal de cinco días sin que por
parte de éste se presentara alegación alguna.

IV

Con fecha 26 de junio de 2009, el Registrador de la Propiedad de Jaén número 1, don Nicolás Rico Morales, emitió
el preceptivo informe remitiendo las actuaciones a este Centro Directivo para su Resolución.

Fundamentos de Derecho

1. Vistos los artículos 6 del Código Civil, 9, 16 y 23 de la Ley de Propiedad Horizontal y las Sentencias del Tribunal
Supremo de 18 de junio de 1970, 27 de abril y 25 de mayo de 1976, 20 de mayo de 1983, 23 de junio y 3 de julio de 1984,
2 de marzo de 1989, 6 de julio de 1991, 4 de octubre de 1999, 14 de marzo de 2000, 26 de marzo de 2008 y 22 de mayo de
2008.

2. Se plantea en este recurso si el titular registral único de un inmueble, constituido en régimen de propiedad
horizontal puede modificar los estatutos en el sentido de excluir el pago de los gastos comunes durante el plazo de tres años
a los elementos privativos inscritos a su nombre, mientras las fincas sigan en su poder y en intención de venta.

3. El tema de si es lícito que los Estatutos eximan a determinados elementos privativos del pago de ciertos gastos
comunes ha sido objeto de una evolución en la doctrina científica y en la Jurisprudencia. La Sentencia del Tribunal Supremo
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de 18 de junio de 1970 declaró inválido tal pacto estatutario. Sin embargo, con posterioridad, tanto la doctrina como la
Jurisprudencia, con base en que el artículo 9 e) de la Ley de Propiedad Horizontal establece la contribución al gasto de cada
propietario «con arreglo a la cuota de participación fijada en el título o a lo especialmente establecido», admitieron la
exención de determinados gastos siempre que tal exención resultara de los Estatutos, del título constitutivo, o resultara de
acuerdo unánime de la Junta de Propietarios (vid. Sentencias citadas en el «Vistos»). Más recientemente, la Sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de mayo de 2008 declaró que «la jurisprudencia de esta Sala sobre el artículo 9.5.º de la Ley de
Propiedad Horizontal es reiterada, en el sentido de que puede establecerse estatutariamente un régimen especial sobre
distribución de gastos, que articule módulos diferentes a la cuota de participación fijada en el título constitutivo para cada
piso o local, en relación con el total del edificio, prevaleciendo en este punto la autonomía de la voluntad.»

Pero en todo caso para la validez del pacto estatutario de exención total del gasto se exigió una causa proporcionada
que justificara tal exención (como la exención de los gastos de ascensor a los titulares de las viviendas o locales sitas en la
planta baja o de los gastos de portal y escalera a los titulares de locales comerciales que no tuvieran comunicación con el
portal).

En consecuencia, para la resolución del presente recurso ha de examinarse si existe una causa justa y proporcionada
para la exención de todos los gastos de los pisos que están a nombre de la sociedad constituyente del régimen, mientras no
se produzca la venta de los mismos.

4. Centrado así el problema, tal posibilidad no puede ser admitida. Es incongruente que la sociedad constituyente
del régimen conserve su derecho de voto proporcional a su cuota (cfr. artículo 16.2 de Ley de Propiedad Horizontal) y su
participación en el solar resultante de la demolición o ruina (cfr. artículo 21 de la Ley de Propiedad Horizontal) pero no en
los gastos generales del edificio. Ello implicaría una exclusión de la ley aplicable (artículo 6.2 del Código Civil) con evidente
perjuicio a tercero, ya que los restantes propietarios deberían sufragar los gastos ocasionados en una proporción muy
superior a la que por ley les pudiera corresponder. No es argumento el hecho de haber efectuado ya determinadas ventas
y que cada uno de los adquirentes había aceptado expresamente la modificación estatutaria en la escritura de venta. En
primer lugar porque el Registrador ha de calificar conforme a lo que resulte del Registro y de los documentos presentados
y de ellos resulta que es la sociedad la que como propietaria única modifica los estatutos. En segundo lugar, porque si bien
es posible el establecimiento de un régimen distinto de contribución a los gastos comunes que no esté basado en la absoluta
proporcionalidad -para admitir exclusiones totales o parciales de gastos en función de los usos que presumiblemente se
realizarán en cuanto a los elementos comunes de un edificio-, en la medida en que se trataría de una excepción a la regla
general que marcaría una cuota de propiedad para cargas y beneficios, tal situación debería ser interpretada de manera
restrictiva (Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de junio y 3 de julio de 1984). Tampoco existe justificación suficiente
para la norma exoneradora. Piénsese que pueden existir supuestos en que la vivienda no se haya vendido, pero sí se esté
utilizando por un título distinto (arrendamiento, cesión de uso o simple precario). Ello produciría una situación en la que,
no obstante la utilización de los elementos comunes por parte de los arrendatarios o usuarios, la sociedad propietaria estaría
exonerada de pagar, lo cual supondría una clara ruptura del principio de proporcionalidad anteriormente referido.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación.
Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de

la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 15 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

- 2 -
9073 Resolución de 16 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por «Best Hotels, S.L.», contra la negativa del registrador de la propiedad de Mojácar, a la inscripción
de un derecho de superficie. (BOE núm. 138, de 7-6-2010).

En el recurso interpuesto por la mercantil «Best Hotels, S.L.», contra la negativa del Registrador de la Propiedad de
Mojácar, don Eduardo Entrala Bueno, a la inscripción de un derecho de superficie.

Hechos

I

Se presenta en el Registro certificación de un acuerdo del Ayuntamiento por el que se concede a la recurrente un
derecho de superficie «sobre la parcela 26 del plan parcial a favor de «Best Hotels, S.L.» por plazo de 35 años».

II

El Registrador suspende la inscripción del documento, extendiendo la siguiente nota de calificación: «Calificación
negativa del documento presentado el 01/07/2009, en el Registro de la Propiedad de Mojácar, bajo el asiento 1626 del Diario
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158.–Visto por Don Eduardo Entrala Bueno, Registrador de la Propiedad de Mojácar, Provincia de Almería, el
procedimiento Registral identificado con la presentación del documento referenciado.–En el ejercicio de la calificación
registral sobre la legalidad de los documentos presentados, obrantes en el procedimiento de referencia, resultan los
siguientes: A).–hechos: Uno.–Presentada en este Registro, Certificación expedida por la Secretaria Accidental del
Ayuntamiento de Mojácar, con fecha 24 de marzo de 1999, con el v.º b.º del Alcalde-Presidente, sobre los acuerdos
adoptados en la Sesión de carácter Extraordinario y Urgente celebrada por el ayuntamiento pleno el día 24 de febrero de
2009. Dos.–De dicho documento, el presentante solicita la inscripción del pacto sexto que literalmente dice lo siguiente:
“6.–Derecho de Superficie. Por medio del presente Convenio se establece un derecho de superficie sobre la parcela 26 del
Plan Parcial Marina de la Torre a favor de Best Hotels S.L. por un plazo de 35 años. En contraprestación podrá disponer
el Excmo. Ayuntamiento de un día a la semana, los Sábados, para sí o para los colectivos que señale, en horario al público
a establecer por el superficiario. Igualmente podrá utilizarlos con un preaviso de 10 días, para que se realicen en el eventos
deportivos organizados por la Corporación. Será de cargo del superficiario en porción a la cuota asignada (1,233%) el pago
de los gastos que genere su contribución a la Entidad Urbanística Colaboradora de Conservación de Marina de la Torre.”
Observándose el/los siguiente/s defecto/s subsanable/s: 1.–Falta determinar la descripción de la finca sobre la que se
pretende constituir el derecho de superficie objeto, es decir, su tipo, superficie y linderos, así como sus datos regístrales.
(Artículo 51 del Reglamento Hipotecario.) 2.–Falta el C.I.F. de la mercantil beneficiaría del derecho de superficie. (Artículo
9 de la Ley Hipotecaria y Artículo 51 del Reglamento Hipotecario.) 3.–Falta acreditar haberse cumplido los requisitos
establecidos en el artículo 77 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. 4.–Falta, para
que el derecho de superficie quede válidamente constituido, su formalización en escritura pública y la inscripción de ésta
en el Registro de la Propiedad, en la escritura deberá fijarse necesariamente el plazo de duración del derecho de superficie
que no podrá exceder de noventa y nueve años. La escritura pública es uno de los elementos de su constitución, pero se
refiere a la formalización del contrato, no a la eficacia del derecho real que requiere para su valida constitución no sólo la
formalización en escritura, sino la inscripción. La inscripción constitutiva del derecho real de superficie se explica porque
el derecho de superficie carece de visibilidad exterior si no es a través de la inscripción con plena publicidad, no sólo en el
periodo de tiempo que concede la facultad de edificar sobre suelo ajeno, sino en cuanto se refiere a la titularidad sobre las
edificaciones realizadas, ya que en el derecho de superficie hay una titularidad distinta del suelo y de la edificación, lo que
exterioriza y publica a través de la inscripción registral según establece el artículo 40.2.2° del RDL 272008 de 20 de junio,
por el que se aprueba el texto refundido de la ley del suelo. Forma de subsanar: -Mediante el otorgamiento de la
correspondiente escritura, con comparecencia del Ayuntamiento de Mojácar y la mercantil Best Hotels, S.L., con los pactos
que correspondan en virtud a los acuerdos acreditados del pleno del Ayuntamiento. B) fundamentos de derecho: I.–Los
documentos de todas clases, susceptibles de inscripción, se hallan sujetos a calificación por el registrador, quien, bajo su
responsabilidad, ha de resolver acerca de la legalidad de sus formas extrínsecas, la capacidad de los otorgantes y la validez
de los actos contenidos en los mismos, de conformidad con lo establecido en los artículos 18 y 19 de la Ley Hipotecaria y
98 a 100 del Reglamento para su ejecución. II.–En relación al/los defecto/s anteriormente señalado/s, debe/n tenerse en
consideración lo/s siguiente/s: Artículo 9 de la Ley Hipotecaria y Artículo 51 del Reglamento Hipotecario Artículo 77 de
la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía Artículo 40.2.2.° del RDL 2/2008 de 20 de
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley del suelo. III.–De conformidad con la regla contenida en el artículo
322 de la Ley Hipotecaria, el registrador debe proceder a la notificación de la calificación negativa del documento
presentado, quedando desde entonces automáticamente prorrogado el asiento de presentación correspondiente, por un plazo
que vence a los sesenta días contados desde la práctica de la última de las notificaciones que deban ser realizadas. Prórroga
durante la cual, por aplicación del principio hipotecario de prioridad contenido en los artículos 17, 24 y 25 de la Ley
Hipotecaria, no pueden ser despachados los títulos posteriores relativos a la misma finca, cuyos asientos de presentación,
por tanto han de entenderse igualmente prorrogados hasta el término de la vigencia, automáticamente prorrogada, del asiento
anterior. C).–acuerdo de calificación negativa: El Registrador de la Propiedad de Mojácar, ha resuelto suspender la
inscripción del documento objeto de la presente calificación, por el/los defecto/s subsanable/s indicado/s.–Quedando
automáticamente prorrogado el asiento de presentación correspondiente durante el plazo de sesenta días acontar desde que
se tenga constancia de la recepción de la última de las notificaciones legalmente pertinentes, de conformidad con los
artículos 322 y 323 de la Ley Hipotecaria. Pudiendo no obstante, el interesado o el funcionario autorizante del Título,
durante la vigencia del asiento de presentación y dentro del plazo de sesenta días anteriormente referido, solicitar que se
practique la anotación preventiva prevista en el artículo 42.9 de la Ley Hipotecaria.–Contra la presente (…) Mojácar, a nueve
de julio del año dos mil nueve. El Registrador. Fdo.: Eduardo Entrala Bueno.»

III

El antedicho recurrente impugna la calificación, en cuanto al defecto señalado en el apartado 4, referente a la
necesidad de escritura pública para la inscripción del derecho de superficie en el Registro de la Propiedad, alegando que esta
Dirección General, en su Resolución de 29 de enero de 2009 ha permitido la inscripción del derecho de superficie
habiéndose presentado como título un documento administrativo, por lo que, siendo el documento presentado una
certificación del acuerdo suscrita por el Secretario, con el visto bueno del Alcalde, no se requiere la formalización de
escritura pública.
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IV

El Registrador se mantuvo en su criterio remitiendo el expediente a este Centro Directivo con el oportuno informe
con fecha 20 de agosto de 2009.

Vistos los artículos 3 de la Ley Hipotecaria, 39.4 y 40.2 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el
que se aprueba el Texto refundido de la Ley del Suelo, así como la Resolución de esta Dirección General de 29 de enero
de 2009.

1. Se presenta en el Registro certificación administrativa expedida por la secretaria accidental de un Ayuntamiento
en la que se concede a la entidad recurrente un derecho de superficie «sobre la parcela 26 del plan parcial» por plazo de 35
años. A cambio de la concesión del derecho, se conceden al Ayuntamiento determinados derechos de utilización de la
parcela sobre la que recae el derecho. El Registrador, además de otros defectos no recurridos, entiende que el título para la
inscripción debe ser la correspondiente escritura pública. Contra esta exigencia se dirige el recurrente, entendiendo que el
documento administrativo presentado es suficiente para la inscripción.

2. El derecho de superficie es un derecho real inscribible, y, en principio, por imperativo del artículo 3 de la Ley
Hipotecaria, el título para la inscripción es la escritura pública. No obstante, en el presente supuesto, al tener su origen el
derecho de superficie en la concesión de tal derecho por un organismo administrativo (un Ayuntamiento), podría plantearse
en un principio la cuestión de si sería suficiente para la inscripción la correspondiente documentación administrativa,
constituida, en el presente supuesto, por el certificado del acuerdo de la entidad concedente.

3. No existe duda alguna sobre la necesidad de escritura pública. El artículo 40.2 del Texto Refundido de la Ley del
Suelo establece que para que el derecho de superficie quede válidamente constituido se requiere su formalización en
escritura pública y la inscripción de ésta en el Registro de la Propiedad. La doctrina más autorizada entiende que este
precepto, al no hacer distinción, se refiere tanto al derecho de superficie pactado entre particulares, como a aquél que se
inscribe en el marco de una actuación urbanística. Por otro lado, al margen de que no es admisible que se inscriba un derecho
sin que conste el consentimiento del titular que lo adquiere y que, a cambio, asume una serie de obligaciones, resulta
indiscutible que el documento pertinente para esta formalidad es la escritura pública.

4. Alega el recurrente que la Resolución de este Centro Directivo de 29 de enero de 2009, permitió la inscripción del
derecho de superficie mediante la única aportación del acuerdo municipal correspondiente, pero olvida las siguientes
características que diferencian el supuesto de esta Resolución del que ahora se examina:

a) No se trata de un contrato, como en el supuesto actual, sino de un acto unilateral de la Administración
–consecuencia del principio de autotutela de la misma–, como es la resolución de tal contrato, aplicándose al supuesto el
artículo 59 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

b) En el supuesto de la Resolución de 2009 se trata de un acto puramente administrativo, pues consiste en la
resolución de un contrato por incumplimiento del particular del pliego de condiciones.

c) A diferencia del supuesto ahora examinada, del acto de la Administración no surgen obligaciones de naturaleza
civil.

d) Así como la resolución de un contrato puede ser un acto unilateral, el consentimiento que hace surgir un contrato
es siempre un acto bilateral.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto.
Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de

la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 16 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.
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9074 Resolución de 19 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por el Ayuntamiento de Benissa, contra la negativa del registrador de la propiedad de la misma
población, a inscribir una expropiación forzosa. (BOE núm. 138, de 7-6-2010).

En el recurso interpuesto por el Ayuntamiento de Benissa contra la negativa del Registrador de la Propiedad de la
misma población, don Pedro Fandos Pons, a inscribir una expropiación forzosa.

Hechos

I
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Se presentan en el Registro las actas de ocupación y consignación del justiprecio, levantadas, respectivamente, en
1987 y 1992, al efecto de inscribir la expropiación forzosa de parte de una finca.

II

El Registrador deniega la inscripción extendiendo la siguiente de calificación: «Examinada documentación que ha
causado el asiento de presentación 786 del diario 62, Referencia 1337 de 2009: fecha de entrada 08/09/2009, siendo
interesado el Ayuntamiento de Benissa, se suspende la extensión del asiento solicitado por cuanto: Resulta: (Hechos) 1.–Se
deniega por constar inscrita a nombre de persona distinta pues la finca se hipoteca y luego se ejecuta la hipoteca en virtud
de procedimiento judicial sumario número 95/00287 expedido en el Juzgado de Primera Instancia número dos de Denia con
fecha 16/10/1996, promovido a instancia de la entidad Banco Central Hispanoamericano, adjudicándose a la sociedad
Gestiones Desarrollos Patrimoniales, S.A., que no ha comparecido en el procedimiento. Siendo de aplicación, a mi juicio,
los siguientes fundamentos jurídicos: 1.–El artículo 18 de la Ley Hipotecaria que establece la obligación del Registrador
de calificar los títulos presentados a inscripción. 2.–En relación con el caso concreto, lo dispuesto en los artículos 20 y 34
de la Ley Hipotecaria que recoge los principios de tracto sucesivo y legitimación. Contra la precedente (…) Benissa,
veintitrés de septiembre del año dos mil nueve. El Registrador de la Propiedad, Fdo.: Pedro Fandos Pons.»

III

El Ayuntamiento impugna la calificación alegando: que en su día se compensó a la titular registral de entonces, a
través de una nieta que había adquirido por donación; que la inscripción es veinte años posterior a la expropiación; que se
cumplen los requisitos del artículo 53 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, modificada en este
punto por la Disposición adicional 10 de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre; que la cosa expropiada se adquiere libre de
cargas, implicando la extinción del dominio para su titular; que tanto el ejecutante de la hipoteca que gravaba la finca como
el rematante de la subasta, que es el titular actual, posiblemente conocieron la expropiación; y que la expropiación se publicó
en los periódicos oficiales.

IV

El Registrador se mantuvo en su criterio elevando el expediente a este Centro Directivo con fecha 22 de octubre de
2009, con el oportuno informe.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española, 17, 20, 34 y 38 de la Ley Hipotecaria y 32 de su Reglamento,
2, 3, 4, 7, 8 y 53 de la Ley de Expropiación Forzosa, modificado este último por la Disposición adicional 10 de la Ley
21/1986, de 23 de diciembre, la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de noviembre de 2008 y las Resoluciones de esta
Dirección General de 13 de julio de 1989, 17 de octubre de 2005, 8 de enero de 2007 y 21 de agosto de 2009.

1. El único problema que plantea el presente recurso es el de dilucidar si puede inscribirse la expropiación forzosa
de una finca, si cuando se presentan los documentos correspondientes a la expropiación, dicha finca está inscrita a favor de
persona que no ha intervenido en el procedimiento y que adquirió dicha finca mediante subasta como consecuencia de la
ejecución de una hipoteca que gravaba dicha finca.

2. La contestación ha de ser forzosamente negativa, y ello por los siguientes argumentos:

a) El artículo 24 de la Constitución Española, en cuanto establece el principio de tutela judicial efectiva, proscribe
la indefensión, que se daría si se privara de un derecho a una persona (el titular registral actual) sin que, en el procedimiento
correspondiente, haya tenido ocasión de defenderse.

b) Como ha dicho con anterioridad este Centro Directivo (vid. Resoluciones citadas en el «Vistos») el artículo 38
de la Ley Hipotecaria supone una presunción «iuris tantum» de exactitud de los pronunciamientos del Registro así como
un reconocimiento de legitimación dispositiva a favor del titular registral, por lo que este principio lleva consigo el cierre
del Registro a los títulos otorgados en procedimientos seguidos contra persona distinta de dicho titular.

c) Además, el principio de tracto sucesivo supone no seguir el procedimiento contra los que en su momento fueron
los titulares de la finca que se expropia, sino contra el titular en el momento en que se quiere inscribir. Para evitar que,
durante la tramitación del procedimiento de expropiación forzosa, como consecuencia del cambio de titular de la finca, se
haga inútil el procedimiento iniciado, el artículo 32, regla 1ª, del Reglamento Hipotecario establece que, si el organismo
expropiante solicita, a los efectos del procedimiento expropiatorio, la expedición de certificación de cargas, se hará constar
su expedición y el procedimiento correspondiente mediante nota marginal. Esta nota sirve de publicidad del procedimiento
y evita la indefensión de los sucesivos titulares.

d) El artículo 17 de la ley Hipotecaria establece que «inscrito o anotado preventivamente en el Registro cualquier
título traslativo o declarativo del dominio de los inmuebles o de los derechos reales impuestos sobre los mismos, no podrá
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inscribirse o anotarse ningún otro de igual o anterior fecha que se le oponga o sea incompatible, por el cual se transmita o
grave la propiedad del mismo inmueble o derecho real». En consecuencia, inscrita la adjudicación como consecuencia de
la ejecución hipotecaria, no podrá inscribirse la expropiación forzosa (que es una transmisión), aunque sea de fecha anterior.
e) El artículo 34 de la Ley Hipotecaria impide que la resolución o anulación, como consecuencia de la expropiación, de la
titularidad de la causante que hipotecó, doña F. M. T., pueda afectar al adquirente como consecuencia de la ejecución de
dicha hipoteca, que es un adquirente a título oneroso, que adquiere confiado en el contenido registral, cuya buena fe ha de
presumirse siempre, y ha inscrito su adquisición.

3. Por lo que se refiere a la hipotética mala fe del adquirente, a que alude el recurrente, tal mala fe excede del ámbito
competencial del recurso, debiendo probarse, si se pretende hacerla valer, en el juicio contradictorio correspondiente.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto.
Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de

la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 19 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, Mª Ángeles Alcalá Díaz.
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9075 Resolución de 20 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto contra la nota de calificación del registrador de la propiedad interino n.º 6 de Las Palmas de Gran
Canaria, por la que se suspende la inscripción de escritura pública de compraventa. (BOE núm. 138, de 7-6-2010).

En el recurso interpuesto por don G. R. R. contra la nota de calificación del Registrador de la Propiedad interino de
Las Palmas de Gran Canaria número 6, don Adolfo Calandria Amiguetti, por la que se suspende la inscripción de escritura
pública de compraventa.

HECHOS

I

Mediante escritura otorgada el dieciséis de enero de dos mil nueve, ante el Notario de Las Palmas de Gran Canaria,
don Gerardo Burgos Bravo, bajo el número 161 de protocolo, la sociedad Tragaleguas, S. L. vendió a la sociedad FRAN
& ROD S. C. P. una finca.

II

Dicha escritura fue presentada en el Registro de la Propiedad de Las Palmas de Gran Canaria nº 6 el día dieciséis de
enero de dos mil nueve y fue calificada con la siguiente nota: «Registro de la Propiedad de Las Palmas número seis.
Calificado el precedente documento, que fue autorizado el día 16/01/2009, por el notario de esta Ciudad D. Gerardo Burgos
Bravo número de protocolo 161/2009, que ha sido presentado a las 14:58 horas del día 16/01/2009, asiento 865 del Diario
19, examinados los antecedentes registrales, el Registrador que suscribe ha resuelto no practicar el asiento solicitado por
haberse observado lo siguiente: En el precedente documento se pretende la inscripción de una compraventa de una plaza
da garaje a favor de una sociedad civil cuyo objeto social es la actividad de comercio de ropa y representación de marcas
comerciales objeto de dicho comercio. La actividad u objeto así definido es mercantil, como claro acto de comercio. Como
tiene declarado la Dirección General de los Registros y del Notariado, todo contrato por el que se constituye una sociedad
cuyo objeto sea la realización de actos de comercio tiene la consideración de acto de comercio y por tanto la sociedad
quedará sujeta, en primer lugar a las disposiciones del Código de Comercio, sin que para eludir la aplicación de las reglas
mercantiles de las sociedades sea suficiente la expresa voluntad de los socios de acogerse al régimen de la sociedad civil,
al tener muchas de esas reglas carácter imperativo por estar dictadas en interés de terceros o del tráfico. Como consecuencia,
esta sociedad solo alcanzará plenitud de efectos frente a terceros cuando se cumplan los requisitos de escritura pública e
inscripción en el Registro Mercantil, sin que ninguno de estos requisitos se cumpla en la actualidad, motivo por la cual se
DENIEGA la inscripción solicitada por ser este defecto insubsanable –artículos 1.670 del. C.C. y 3 de la Ley de
Responsabilidad Limitada y Resoluciones, entre otras, de uno de Abril y 11 de Diciembre de 1.997–. El expresado defecto
tiene la consideración de insubsanable por lo que se DENIEGA la práctica del asiento solicitado –art. 65 L.H.–. Contra la
anterior (...) Las Palmas de Gran Canaria, a tres de marzo de dos mil nueve. El Registrador. Fdo. Adolfo Calandria
Amiguetti.»

III

Contra esta calificación, don F. R. de A. C., presentante del documento, interpuso recurso, siendo ratificado por don
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G. R. R. en su propio nombre y en representación de la sociedad compradora mediante escrito de siete de mayo de dos mil
nueve con arreglo, entre otros, a los siguientes fundamentos de derecho: «Es importante resaltar que el artículo 1670 del
Código Civil alegado en la nota de calificación se refiere a las Sociedades Civiles por su objeto a las que autoriza a revestir
las formas predeterminadas en el Código de Comercio, habiendo sido interpretado por la Rs. D. G. R. y N. de 14 de febrero
de 2001 que matiza y modifica las Resoluciones citadas como argumento base por la calificación, concluyendo que a tales
sociedades no puede negársele la personalidad jurídica aún cuando no hayan llenado los requisitos de escritura pública e
inscripción en el Registro Mercantil. Dicha resolución proporciona una serie de argumentos que manifiestan no sólo la
existencia de profundas discrepancias doctrinales acerca del momento de adquisición de la personalidad jurídica por una
sociedad civil con forma mercantil, sino que extiende tales dudas a las propias sociedades mercantiles. Efectivamente, a lo
largo de dicha resolución se van aportando una serie de datos tendentes a acreditar el reconocimiento legal de una cierta
personalidad jurídica, personalidad controlada o condicionada define la Sentencia del TS de ocho de junio de 1995, que
especialmente afecta a quienes han contratado con la sociedad conociendo su constitución. Así pues, es importante resaltar
que, cualquiera que sea la forma de celebración, incluso verbal, el contrato de sociedad, se califique ésta como mercantil
o civil, no deja de ser un contrato que se perfecciona por el mero consentimiento. Sólo se exige como requisito «ad
solemnitatem» para la adquisición de la personalidad jurídica la inscripción registral respecto de las denominadas sociedades
de Capital –limitadas y anónimas– –cif. arts. 7 L. S. A. y 11 de la L. R. S.– distinguiendo la misma Ley el acto constitutivo
–otorgamiento de escritura pública– de la personalidad jurídica –inscripción registral–. Pero además, existe regulación
específicamente mercantil que no condiciona los totales efectos de la personalidad jurídica a la inscripción en el Registro
Mercantil. La falta de escritura e inscripción no hace inexistente el contrato de sociedad mercantil, sino que la convierte en
irregular. Si la sociedad es capitalista, en la que la responsabilidad está limitada a diferencia de las Sociedades personalistas
en que es ilimitada –cif. art 127 y 148 C. Co.–, es la escritura e inscripción la que les dota de esa cualificada personalidad
–limitación y demás especialidades– y aún así se reconocen efectos a los actos realizados con anterioridad, lo que se
denomina «sociedad en formación» –cif. Arts 15 y 16 de la LSA, artículo 11 L. R. L.– que no viene a reconocer sino la
propia existencia de la Sociedad, cuando determina el artículo 16.2 L. S. A. que la misma se regirá por las normas de la
sociedad colectiva o de la sociedad civil, no siendo aplicable tal efecto solo si consta, se verifica dice la Ley, una voluntad
contraria a la inscripción. Respecto de las sociedades personalistas no se recoge expresamente dicho precepto, quizá porque
aquél derecho excluye de responsabilidad solidaria y determinada a los socios respecto de aquellos actos, lo que resulta
innecesario en sociedades en los que la ilimitación de responsabilidad existe por su propia naturaleza. Pero es evidente que
tampoco queda excluida la posibilidad de que, como en el presente caso, celebrado un contrato de compraventa de plaza
de garaje en escritura pública en que se manifiesta expresamente que se actúa para una sociedad en la que sus miembros
quedan obligados solidariamente, incluyéndose en la misma escritura la fecha de la firma del contrato social, los
administradores –de hecho se designan en la misma escritura–, el sistema de administración, el domicilio social y el objeto,
pueda aquél negocio ser imputado a la sociedad una vez que se haya cumplimentado el requisito de la inscripción registral.
Existiendo pues Sociedad en formación, resultaría aplicable la doctrina expuesta por la Rs. D. G. R. N. de fecha 22 de abril
de 2000, en que expresamente se indica, y referida a una Sociedad de responsabilidad limitada, en que la escritura si es
constitutiva, la inscripción del dominio adquirido a nombre de esa sociedad en formación mediante la inscripción a favor
de los socios, con carácter provisional, sin perjuicio de que, cuando se cumplimente la inscripción, se haga constar tal
circunstancia mediante la correspondiente nota marginal. O bien, que se proceda a otorgar una escritura de constitución de
sociedad, en cualquiera de las formas admitidas en derecho y, tras proceder a su inscripción ratificar el contrato celebrado
a nombre de la sociedad, si no se tuviera por ya hecho en la misma escritura en que se manifiesta que se adquiere para ella.»

IV

El Registrador emitió informe el día 2 de junio de 2009 y elevó el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 2 y 9.4.ª de la Ley Hipotecaria; 2, 50, 116 a 120, 124, 325 y 326 del Código de Comercio; 3,
35, 36, 38, 1462, 1669 y 1670 del Código Civil; 51.9.ª y 383 del Reglamento Hipotecario; y las Resoluciones de 28 de junio
de 1985, 20 de marzo de 1986, 25 de abril de 1991, 31 de marzo, 1 y 30 de abril y 11 de diciembre de 1997, 23 de febrero
de 1998, 22 de abril de 2000, 14 de febrero de 2001 y 25 de mayo de 2006.

1. En el presente recurso se plantea si puede o no inscribirse en el Registro de la Propiedad la adquisición de un
inmueble realizada en nombre de una sociedad constituida en documento privado y calificada como civil, siendo su «objeto
o actividad la de comercio de ropa y representación de marcas comerciales objeto de dicho comercio así como de cualquier
tipo de negocio que en el futuro pudiera derivar del inicialmente pactado».

2. Según la reiterada doctrina de esta Dirección General (cfr. Resoluciones de 13 de diciembre de 1985, 20 de marzo
de 1986, 1 y 30 de abril y 11 de diciembre de 1997), la actividad que constituye un objeto social como el de este caso
presenta las características que determinan su calificación como mercantil, y ello no sólo desde el punto de vista económico
(interposición en el tráfico, habitualidad, ánimo especulativo) sino, también, desde el estrictamente jurídico, toda vez que
se pretende la realización de forma permanente, a través de una organización estable y adecuada al efecto y con ánimo
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lucrativo, de genuinas actividades empresariales.
Por otra parte, como ya se expresó en las citadas Resoluciones de este Centro Directivo, todo contrato por el que se

constituye una sociedad cuyo objeto sea la realización de actividades empresariales, tiene naturaleza mercantil, como resulta
de los artículos 2, 116, 117 y 124 del Código de Comercio y del mismo artículo 1670 del Código Civil y, por tanto, la
sociedad quedará sujeta, en primer lugar, a las disposiciones contenidas en el Código de Comercio, de acuerdo con sus
artículos 2 y 50 y con lo establecido en los artículos 35 y 36 del Código Civil, sin que para eludir la aplicación de las reglas
mercantiles de las sociedades sea suficiente la expresa voluntad de los socios de acogerse al régimen de la sociedad civil,
pues las normas mercantiles aplicables son, muchas de ellas, de carácter imperativo por estar dictadas en interés de terceros
o del tráfico, como ocurre con las que regulan el régimen de los órganos sociales, la responsabilidad de la sociedad, de los
socios y de los encargados de la gestión social, la prescripción de las acciones o el estatuto del comerciante (contabilidad
mercantil, calificación de las actividades empresariales, etc.).

De cuanto antecede resulta que la sociedad adquirente es una sociedad mercantil por su objeto. Por ello, al
conceptuarla como sociedad civil, el título presentado introduce un elemento de confusión sobre el titular registral que es
suficiente para denegar la inscripción (cfr. artículos 9.4.ª de la Ley Hipotecaria y 51.9.ª del Reglamento Hipotecario).

3. Por último, para el caso de que se otorgase la oportuna escritura de constitución de la sociedad en cuestión –en el
caso que nos ocupa la sociedad civil se constituyó en documento privado– ajustando su régimen a las exigencias establecidas
en el ordenamiento para las sociedades mercantiles (con la consecuente rectificación de la escritura de compraventa
calificada), no es oportuno ahora decidir sobre la forma en que, aun antes de la inscripción de aquella escritura fundacional
en el Registro Mercantil, podría acceder al Registro de la Propiedad la modificación jurídico-real que ya en ese momento
de pendencia de dicha inscripción mercantil se produce mediante el otorgamiento de la escritura de compraventa
correspondiente (cfr. Resoluciones de 22 de abril de 2000 y 14 de febrero de 2001).

Esta Dirección General ha acordado confirmar la nota de calificación recurrida y desestimar el recurso interpuesto,
en los términos que resultan de los anteriores fundamentos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 20 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

- 5 -
9826 Resolución de 21 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por Excomor, S. L., contra la nota de calificación de la registradora de la propiedad n.º 2 de Ponferrada,
por la que se suspende la anotación preventiva de un embargo. (BOE núm. 150, de 21-6-2010).

En el recurso interpuesto por la mercantil «Excomor, S. L.», contra la nota de calificación de la Registradora de la
Propiedad de Ponferrada número 2, doña María de las Mercedes del Álamo Arroyo, por la que se suspende la anotación
preventiva de un embargo ordenado por el Magistrado Juez del Juzgado de Primera Instancia número 1 de Ponferrada.

Hechos

I

En el Juzgado de 1.ª Instancia número 1 de Ponferrada se sigue Procedimiento de Ejecución de títulos judiciales
725/2008 a instancia de la mercantil «Excomor, S. L.» contra doña F. M. M. heredera de don E. M. M., en cuyos autos, «para
garantizar la suma de 29.931,19, más 8.079,36 euros presupuestados para intereses, gastos y costas que adeuda don E. M.
M. en la persona de doña F. M. M. como heredera legal del mismo», se decretó con fecha 4 de febrero de 2009 el embargo
sobre las siguientes fincas: «vivienda sita en 24459 de Toreno (León) (…) año 1997 de una superficie construida de 139 m2
con referencia catastral: 3602045QH0330S0023H e inscrita como Finca 6585, Tomo 1561, Libro 52, Folio 131»; «y el
almacén estacionamiento sito en 24459 de Toreno (león) calle Instituto s/n, planta sótano, de una superficie construida de
29 metros cuadrados grafiado como 07, con referencia catastral: 3602045QH0330S0007YH inscrita como Finca 6571, Tomo
1561, Libro 52, Folio 107.» Las fincas, según declara la Registradora, se encuentran inscritas en el Registro de la Propiedad
a favor de don E. M. M.

II

Presentado mandamiento de fecha 4 de febrero de 2009 expedido por el Magistrado-Juez doña María José Pérez
Sevillano por el que se ordena la anotación preventiva embargo en el Registro de la Propiedad de Ponferrada número 2, es
objeto de la siguiente nota de calificación: «Hechos Primero.–Con fecha 4 de febrero de 2009 se expide mandamiento por
doña María José Pérez Sevillano Magistrado Juez del Juzgado de Primera Instancia número 1 de Ponferrada, que fue
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presentado en el Registro el día 19 de febrero de 2009 con el asiento número 1847 del Diario 36. Segundo.–En dicho
mandamiento se ordena tomar anotación preventiva de embargo sobre las fincas registrales 6585 y 6571 del Ayuntamiento
de Toreno. Tercero.–Las fincas están inscritas a nombre de don E. M. M. El procedimiento va dirigido contra doña F. M.
M. heredera de don E. M. M. y se ordena tomar anotación preventiva de embargo para garantizar las cantidades que se
señalan y que adeuda don E. M. M. a la entidad Excomor S. L. Fundamentos de derecho Primero.–En el mandamiento
calificado se ordena tomar anotación de embargo para asegurar la suma de 26.931,19, más 8079,36 euros presupuestados
para intereses, gastos y costas, pero no se indica el concepto a que corresponde la primera cantidad señalada. Segundo.–El
artículo 166.3 del Reglamento Hipotecario dispone que «si se hiciese a consecuencia de mandamiento de embargo o
secuestro, o en cumplimiento de alguna ejecutoria, se expresará así, manifestando el importe de lo que por principal y, cuando
proceda, por intereses y costas se trate de asegurar y las circunstancias del que haya obtenido la providencia a su favor y de
aquel contra quien se haya dictado». Tercero.–En este caso, al no indicarse a que conceptos corresponde la primera cantidad
que se trata de asegurar, debe suspenderse la anotación de embargo solicitada. Fundamentos de Derecho: El artículo 166.3
del Reglamento Hipotecario y la Resolución de la DGRN de 17 de diciembre de 1929. Cuarto.–En el mandamiento se hace
constar que se siguen los autos contra doña F. M. M. heredera de don E. M. M. para garantizar la suma que adeuda don E.
M. M. El artículo 166.1 del Reglamento Hipotecario dispone en su regla 1.ª «si se pidiese anotación preventiva de embargo
en procedimientos seguidos contra herederos indeterminados del deudor, por responsabilidades del mismo, se expresará la
fecha de fallecimiento de éste. Cuando el procedimiento se hubiere dirigido contra herederos ciertos y determinados del
deudor, también por obligaciones de éste, se consignarán, además, las circunstancias personales de aquéllos». Quinto.–Del
mandamiento resulta que el procedimiento está dirigido contra la heredera determinada del deudor por deudas de éste, pero
el título hereditario de ésta no está inscrito en el Registro, por lo que de conformidad con el principio de tracto sucesivo, debe
acompañarse el correspondiente certificado de defunción del causante, y acreditar la condición de heredera mediante el
correspondiente testamento y certificado de últimas voluntades, declaración judicial de herederos abintestato o el acta de
notoriedad a que se refiere el artículo 979 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (fundamentos de derecho: artículos 14 y 20 de
la Ley Hipotecaria, y 166.1.ª del Reglamento Hipotecario). Sexto.–Además y de conformidad con el artículo 166.1.ª del
Reglamento Hipotecaria, 9 y 72 de la Ley Hipotecaria y 51 del Reglamento Hipotecario falta el C. I. F. de doña F. M. M.
Séptimo.–En la providencia de fecha 9 de diciembre de 2008, se ordenó tomar la anotación de embargo sobre dos fincas, cuya
descripción ha sido rectificada por auto de 4 de febrero de 2009 pero no se hacen constar datos registrales de las dos fincas.
En el mandamiento se hace constar que son las fincas registrales 6585 y 6571, pero los datos de superficie no coinciden con
los del Registro y la referencia catastral no consta en el Registro, además no se señalan los linderos. De todo ello resultan
dudas en la identidad de las fincas respecto de las que se debe tomar la anotación de embargo, al no ser coincidentes los datos
descriptivos con los del Registro, lo que impide la práctica de la anotación de embargo (fundamentos de derecho: artículos
9, 72 y 75 de la Ley Hipotecaria y 51 del Reglamento Hipotecario). En su virtud se acuerda no practicar las anotaciones de
embargo solicitadas por los defectos que resultan de los anteriores fundamentos de derecho... Ponferrada, a 9 de marzo de
2009. La Registradora de la Propiedad. Firmado: María de las Mercedes del Álamo Arroyo»

III

Contra la anterior nota de calificación, don H. F. L., en representación de la embargante «Excomor, S. L.», interpone
recurso en virtud de escrito de fecha 1 de abril de 2009, formulando las siguientes alegaciones «Siguiendo el íter de la Nota
de Calificación Negativa de la Sra. Registradora: Primera.–En cuanto a los Hechos primero y segundo. Nada que objetar.
Segunda.–En cuanto al Hecho tercero. No se corresponde con la realidad lo expuesto por la Sra. Registradora, ya que el
procedimiento y reclamación judicial en todo momento va dirigido contra don E. M. M. y no contra la heredera F. M. M.,
es decir, la deuda fue contraída en su día por el propio Sr. E. M. M. y por tanto resulta indiferente a este respecto quienes
son sus herederos, es más, esta parte no tiene obligación de conocer la identidad de los mismos ni sus últimas voluntades,
pues le son ajenas e irrelevantes en cuanto a su posición acreedora de don E. M. M., por lo que en consecuencia no procede
la declaración en los términos que expresa el Hecho tercero de la Nota de Calificación Negativa. Al mismo tiempo no
debemos olvidar que el Registro de la Propiedad es un registro de bienes y no de personas, con lo que si los bienes están a
nombre del deudor, como en el caso que nos ocupa, obsta efectuar más apreciaciones para proceder, según se dejó interesado,
a la correspondiente anotación preventiva de embargo para hacer frente al importe adeudado de 26.931,19 €. Tercera.–En
cuanto a los Fundamentos de Derecho primero, segundo y tercero. Pudiera ser cierto que el requisito de la expresión del
importe de la deuda en concepto de principal, intereses y costas pudiera no haber sido del todo claro por parte del
mandamiento judicial librado por el Juzgado de Primera Instancia número 1 de Ponferrada, mandamiento que por otra parte
la acreedora Excomor, S. L., desconoce en sus estrictos términos por cuanto no tiene copia del mismo, pero es evidente que
aún así, se puede presumir como debiera de haber hecho la Sra. Registradora en base a su experiencia profesional y
observancia continua de este tipo de documentos, que la cantidad de 26.931,19 €. corresponde al principal y los 8.079,36
€. al cálculo, sin perjuicio de ulterior liquidación, de las costas e intereses de conformidad con el artículo 575 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil. De otro lado si dudaba de tal aseveración, le hubiera sido más sencillo contrastar ello con el propio
Juzgado bien mediante oficio, fax o cualquier medio fehaciente de la consulta o bien directamente a través de vía telefónica,
que no rechazar o resolver negativamente la calificación por este motivo, del que se desprende un interés poco colaborador
con el cumplimiento de lo acordado en resolución judicial. Cuarta.–En cuanto al Fundamento de Derecho cuarto. A este
respecto resulta evidente que si el mandamiento judicial de anotación de embargo hace constar o refiere que se siguen los
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autos contra doña F. M. M. se ha producido un error en tal sentido, ya que como anteriormente se ha indicado de forma
reiterada, la demanda y la ejecución se despacha contra el deudor don E. M. M. en su propia persona, y solamente cuando
se nos indica a través de Diligencia de Ordenación del Juzgado de Paz de Toreno de 31 de marzo de 2008, de la cual se
acompaña copia como Documento número 2, que el referido deudor ha fallecido, es cuando se interesa se continúen los
trámites ejecutivos contra la masa patrimonial hereditaria de don E. M. M., es decir, su caudal relicto de conformidad con
los artículos 659 y 661 del Código Civil. Ello no empece la existencia de la deuda vencida y exigible a la que vino condenado
el óbito, ni que a pesar de continuar ahora la ejecución contra el patrimonio hereditario de éste y no contra sus herederos,
el cambio producido en el proceso no impide en absoluto cumplir con el mandamiento de embargo ya acordado contra los
inmuebles propiedad del deudor y que así constan como de su titularidad en el Registro de la Propiedad número 2 de
Ponferrada. Por tanto, el hecho de que la notificación se llevara finalmente a cabo en la persona de doña F. M. M., no empece
que la deuda exista así como la obligación de pago de la misma por parte de don E. M. M. El resto de pormenores y trámites
sucesorios no suponen obstáculo legal alguno ni impiden el embargo efectivo de las fincas titularidad del propio deudor, es
decir, desconocemos si el finado testó, si se ha aceptado o repudiado la herencia, si dicha herencia ha sido aceptada a
beneficio de inventario, etc., circunstancias todas ellas que deberán en su caso acreditar o alegar las personas herederas en
el supuesto que intenten hacer valer algún derecho sobre el bien señalado para el pago del crédito de la deuda reclamada en
el presente procedimiento. Por tal motivo, no resulta de aplicación al caso que nos ocupa el artículo. 166.1 del Reglamento
Hipotecario en su regla 1.ª, argüido por la Sra. Registradora para calificar negativamente la inscripción del embargo sobre
los inmuebles propiedad del deudor, pues el procedimiento judicial nunca ha sido seguido contra heredero indeterminado
del deudor por responsabilidades del mismo, pues el procedimiento, se insiste, se siguió contra dicho deudor principal, el
óbito don E. M. M. que deberá responder con todos sus bienes en virtud del principio de responsabilidad universal de las
obligaciones (artículo 1.911 del Código Civil). Quinta.–En cuanto al Fundamento de Derecho quinto. De nuevo existe un
error en cuanto al sujeto pasivo del procedimiento por cuanto el mismo no es una heredera determinada ni indeterminada sino
el propio deudor fallecido don E. M. M. como así se acredita con la copia que se aporta como Documento número 3, de la
demanda de proceso monitorio instada contra el mismo, seguida con el número de Autos 89/2.008, del Juzgado de Primera
Instancia número 1 de Ponferrada, y de la que dimana la presente Ejecución de Títulos Judiciales número 725/2.008, y en
la que se puede apreciar el sello de entrada en el Registro Decanato para su tramitación el pasado 29 de enero de 2009.Carece
de aplicación al supuesto que nos ocupa el principio de tracto sucesivo porque la deuda ha sido reclamada en todo momento
contra don E. M. M. como demandado, coincidiendo por tanto con la persona titular registral de los bienes en este momento.
El hecho de que los herederos no hayan efectuado el cambio de titularidad registral es indiferente, e incluso no resulta
preceptivamente obligatorio su acceso al Registro con lo que tal circunstancia no puede redundar el perjuicio de la mercantil
acreedora Excomor, S. L., de la que el suscribiente es administrador. Sexta.–En cuanto al Fundamento de Derecho sexto.
Insistimos en que es irrelevante cualquier referencia a la Sra. F. M. M. para calificar negativamente la inscripción, pues la
misma no es parte en el procedimiento, ni como demandada ni como interesada, siendo simplemente la persona que recibió
la notificación del mismo dada su presunta vinculación familiar con el deudor (puede ser hermana del mismo a la vista de
sus apellidos), pero solo a efectos de notificación y no como parte interesada o legítima del proceso judicial instado. No
obstante, no sería un problema disponer del Documento Nacional de Identidad de la misma si fuera necesario, pues
entendemos que puede obrar el mismo en los Autos de ser éste algún problema para la inscripción, pero dado que ésta no
es titular de ningún derecho ni obligación relacionado con el bien inscrito en el Registro de la Propiedad, carece de relevancia
tal motivo jurídico en la Nota de Calificación Negativa expedida. Séptima.–En cuanto al Fundamento de Derecho séptimo.
Resulta curioso que la Sra. Registradora reconozca en su Hecho Tercero de la Nota de Calificación que «las fincas (de las
que se solicita la anotación de embargo) están inscritas a nombre de don E. M. M.», es decir conoce y le consta en sus
archivos registrales que el referido deudor es titular de fincas inscritas en el Registro de la Propiedad número 2 de Ponferrada,
con la totalidad de los asientos correspondientes a dicha inscripción y perfecta determinación de las mismas, y ahora alegue
para su negativa a la inscripción que existen dudas en la identidad de las mismas, por cuanto incluso el solo mandamiento
de embargo sobre cualquier bien inmueble que conste de titularidad de don E. M. M. en dicho registro tendría plena eficacia
y validez para lo que pretende, es decir, la Registradora no puede ir más allá del mandamiento judicial, dada la obligación
constitucional de la totalidad de las personas de deber de colaboración con la Justicia en el cumplimiento de sus resoluciones,
siendo la Administración de Justicia a través de sus Juzgados y Tribunales la única competente para juzgar y hacer ejecutar
lo juzgado (artículo 118 de la Constitución, en concordancia con los artículos 17, 18, 26 y 469 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial). A la vista de lo expuesto y de conformidad con lo interesado, procede acordar la anotación de embargo sobre los
bienes inmuebles titularidad del deudor don E. M. M. en el Registro de la Propiedad número 2 de Ponferrada, para con su
realización cubrir la suma de 26.931,19 €. de principal y 8.079,36 €. en concepto de intereses, gastos y costas sin perjuicio
de posterior liquidación, derivada del procedimiento de Ejecución de Títulos Judiciales número 725/2.008, del Juzgado de
Primera Instancia número 1 de Ponferrada, todo ello con independencia de que éste haya fallecido y los trámites sucesorios
que pudieran estar pendientes al respecto. Es necesario tener en cuenta que la descripción de las fincas objeto de embargo
fue facilitada al Registro de la Propiedad número 2 de Ponferrada de conformidad con la contestación al oficio librado al
Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria de León, con lo que lógicamente se desconocen con exactitud más
datos de dichas fincas, aunque ello no debe resultar un problema en cuanto a la anotación del embargo ya que como bien
conoce el propio Registro de la Propiedad constan bienes inmuebles titularidad del deudor fallecido debidamente
identificados.» A las alegaciones se acompaña Diligencia de ordenación del Secretario de Paz de 31 de marzo de 2008 y
fotocopia del escrito por el que Excomor, S. L. viene a interesar Petición Inicial de Procedimiento Monitorio contra don E.
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M. M. al Juzgado de 1.ª instancia de Ponferrada. Posteriormente, con fecha 17 de septiembre de 2009, se ha remitido a esta
Dirección General por parte del recurrente fotocopia del Auto del Juzgado de 1.ª instancia número 1 de Ponferrada de 26 de
junio de 2009 en el Procedimiento de referencia, sin firma alguna, por el que se rectifica el auto de 27 de octubre de 2008
en el sentido de que donde dice que se despacha ejecución frente a doña F. M. M. debe decir que se despacha ejecución frente
a la masa patrimonial hereditaria de don E. M. M.»

IV

La Registradora emitió informe el día 29 de abril de 2009 y elevó el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española; 3 del Código Civil; 9, 20, 72, 73, 75, 254 y 326 de la Ley
Hipotecaria; artículos 51, 100 y 166 del Reglamento Hipotecario; y la Resolución de esta Dirección General de 21 de enero
de 2008.

1. A modo preliminar debe señalarse que, de conformidad con el artículo 326 de la Ley Hipotecaria y la doctrina
reiterada de este Centro Directivo (vid., por todas, la Resolución de 21 de enero de 2008), no pueden ser tenidos en cuenta
en este momento procedimental documentos no aportados a la Registradora para su calificación.

2. Se presenta en el Registro mandamiento por el que se ordena la anotación preventiva de embargo sobre dos fincas
registrales. En el mandamiento se hace constar que el procedimiento se sigue contra doña F. M. M. heredera de don E. M.
M., sin expresarse el D.N.I. de aquélla y también se señala que la cantidad para cuya garantía se decreta el embargo es
adeudada por don E. M. M. en la persona de doña F. M. M. como heredera legal del mismo; se decreta que la suma a
garantizar es de «26.931,19 más 8.079,36 Euros presupuestados para intereses, gastos y costas»; y, por último, en cuanto
aquí interesa, se ofrecen, junto a los datos registrales de las fincas embargadas, otros datos descriptivos. En el Registro, según
declaración de la Registradora, las fincas se encuentran inscritas a favor de don E. M. M. y las circunstancias descriptivas
de las mismas no coinciden con las referidas en el mandamiento en cuanto a portal de acceso, superficie, identificación
catastral –en el Registro no consta la Referencia– y posibles anejos. La Registradora, en su nota, alega en síntesis cuatro
defectos, a saber: 1.º no se expresa a qué concepto corresponde la cantidad de 26.931,19 euros; 2.º al estar dirigido el
Procedimiento contra heredera determinada del deudor por deudas de éste y al no estar el título hereditario inscrito en el
Registro, por aplicación del principio del tracto sucesivo, debe acompañarse el correspondiente certificado de defunción y
acreditar la condición de heredera mediante correspondiente testamento y certificado de últimas voluntades, auto judicial
de declaración de herederos abintestato o el acta de notoriedad a que refiere el artículo 979 de la Ley de Enjuiciamiento Civil;
3.º Falta el N. I. F. de doña F. M. M.; y 4.º Existen dudas en cuanto a la identificación de las fincas por no coincidir los datos
descriptivos aportados junto con la numeración registral.

3. El primer defecto debe ser revocado. Efectivamente, el mandamiento presentado no señala expresamente a qué
concepto corresponde la cantidad de 26.931,19 euros. Sin embargo, una interpretación integradora del documento -ya que
sí dice que la otra cantidad fijada lo es por intereses, costas y gastos- y una interpretación literal del artículo 166.3.º del
Reglamento Hipotecario -que ordena que se exprese el importe de lo que por principal y, cuando proceda, por intereses y
costas se trate de asegurar- lleva a concluir necesariamente que la cantidad primeramente expresada en el mandamiento
supone el principal que se trata de asegurar con la anotación preventiva ordenada.

4. El segundo defecto debe confirmarse. Según el mandamiento calificado, como hace ver la Registradora, el
procedimiento en el que se ordena el embargo se sigue contra heredera determinada del titular registral por deudas de éste
último, de modo que, de no resultar del Registro, habrá de acompañarse certificado de defunción del titular registral y título
sucesorio del mismo a favor de la persona contra la que se sigue el procedimiento. Dado que no consta que la sucesión
procesal se haya acreditado ante el juez (cfr. artículo 16 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), debe aplicarse analógicamente,
pues concurren las mismas razones, idéntica solución que en aquellos casos en los que se persiguen bienes contra el heredero
del titular registral por deudas propias del demandado, a que se refiere el artículo 166.1 párrafo segundo del Reglamento
Hipotecario, siendo la necesidad de acreditación registral de la condición de heredero una manifestación del principio de
tracto sucesivo proclamado en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria.

5. El tercer defecto también debe mantenerse. Al resultar del mandamiento calificado que el procedimiento se sigue
contra persona determinada, ha de identificarse ésta a través de su N. I. F. Debe tenerse en cuenta que en el mandamiento
sólo se refleja el N. I. F. del titular registral y no el de la heredera contra la que se sigue la ejecución. Con carácter general
la legislación hipotecaria exige la identificación de la persona de quien proceden los bienes (en este caso el heredero del
titular registral) a través del documento nacional de identidad (cfr. artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51.9 Reglamento
Hipotecario), pero además específicamente el artículo 254 de la Ley Hipotecaria establece -incluyendo los gravámenes- la
necesidad de que consten los números de identificación fiscal de los que intervengan en los títulos inscribibles (entendiendo
la inscripción en sentido amplio y por tanto no sólo comprensiva de las inscripciones propiamente dichas, sino también de
las anotaciones preventivas).

6. Por último, el cuarto defecto debe ser revocado. Los amplios términos en que se expresan los artículos 72, 73 y 75
de la Ley Hipotecaria unidos a los demás elementos de identificación de las fincas contenidos en el mandamiento, conducen



286

en este caso a considerar que pueda ser tomada la anotación de embargo con los datos registrales de las fincas objeto de
anotación señalados en aquél (número de fincas registrales, Tomo, Folio y Libro en que se encuentran), máxime cuando el
titular registral no ofrece dudas de que es el deudor.

Por tanto, a la luz de las circunstancias concurrentes, se considera que la finca está suficientemente identificada para
que pueda tomarse la anotación preventiva, dado su carácter de medida cautelar, si bien la descripción de la finca será la que
resulte del Registro, expresándose así en la nota al pie del mandamiento, de manera que las posibles discrepancias entre la
descripción registral y las expresadas en el título (en cuanto al portal de entrada, superficie, anejos o la inclusión de la
referencia catastral) deberán resolverse, en su caso, en el momento en que se pretenda la inscripción de la adjudicación
derivada del embargo.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto en cuanto a los defectos primero y cuarto,
revocando en cuanto a ellos la calificación, y confirmar la calificación impugnada en cuanto a los defectos segundo y tercero,
en los términos que anteceden.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 21 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.
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9827 Resolución de 27 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto contra la nota de calificación de la registradora de la propiedad n.º 2 de Alicante, por la que se deniega
la prórroga de una anotación preventiva de embargo. (BOE núm. 150, de 21-6-2010).

En el recurso interpuesto por la Procuradora de los Tribunales, doña María Paz de Miguel Fernández, en nombre de
la Comunidad de Propietarios E. A., contra la nota de calificación de la Registradora de la Propiedad de Alicante número
2, doña Margarita González de la Torre Rodrigo, por la que se deniega la prórroga de una anotación preventiva de embargo.

Hechos

I

Por el Juzgado de Primera Instancia n.º 4 de Alicante se expide Mandamiento de fecha 14 de abril de 2009 por el que
se ordena la prórroga de la anotación de embargo letra B practicada sobre la finca registral 15.194. La anotación letra B
caducó el día 13 de abril de 2009 si bien ese día fue inhábil en la Comunidad Valenciana.

II

Presentado el mismo día de su expedición el Mandamiento en el Registro de la Propiedad de Alicante número 2, fue
objeto de la siguiente nota de calificación: «Calificado el precedente mandamiento expedido por el Juzgado 1a Instancia 4,
el día 14/04/2009, procedimiento 1225/2004, tras examinar los antecedentes de este Registro, el Registrador que suscribe,
deniega la anotación por los siguientes Hechos y Fundamentos de Derecho, al amparo del artículo 18 de la Ley Hipotecaria
y concordantes del Reglamento Hipotecario: 1) Hechos: La anotación cuya prórroga se solicita caducó el día 13 de abril de
2009, y por lo tanto, como la caducidad opera con carácter automático «ipso iure», no puede accederse a la prórroga
solicitada. 2) Fundamentos de Derecho: Artículo 86 de la Ley Hipotecaria, y Resoluciones de la DGRN de 26 de junio de
2001; 3 de septiembre, 14 de junio y 16 de septiembre de 2002; 11 de noviembre de 1994; 13 de noviembre y 13 de diciembre
de 2003; 19 de abril de 1988; 11 de julio de 1989; 26 y 27 de junio de 1998; 17 de marzo de 1999 y 30 de junio de 2007. Se
practicarán las notificaciones prevenidas en el artículo 322 de la Ley Hipotecaria, prorrogándose el asiento de presentación
por un plazo de 60 días contados desde la última notificación de conformidad con el artículo 323 de la Ley Hipotecaria.
Alicante, cinco de mayo de dos mil nueve. La Registradora. Firma ilegible. Firmado: Margarita González de la Torre
Rodrigo.»

III

Contra la anterior nota de calificación, doña María Paz de Miguel Fernández, Procuradora de los Tribunales, en
representación de la Comunidad de Propietarios E. A. interpone recurso en virtud de escrito de fecha 4 de junio de 2009
argumentando que la anotación preventiva no puede caducar el día 13 de abril de 2009 por ser éste un día inhábil, debiendo
prorrogarse, conforme a las normas previstas en la legislación sobre régimen jurídico de las Administraciones Públicas hasta
el día hábil siguiente, esto es, precisamente, el día en que se presentó el Mandamiento en el Registro de la Propiedad.

IV
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La Registradora emitió informe el día 9 de julio de 2009 y elevó el expediente a este Centro directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9.3 de la Constitución Española, 5 y 1127 del Código Civil, 86 de la Ley Hipotecaria y la
Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 11 de noviembre de 1994.

1. Se debate en este recurso sobre si es prorrogable una anotación preventiva que caducó en día inhábil y respecto
de la cual se presentó el mandamiento ordenando la prórroga el día hábil siguiente.

2. Dado que el plazo de vigencia señalado para las anotaciones preventivas en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria
debe ser considerado de Derecho sustantivo, pudiera pensarse que debe regirse por la regla señalada en el artículo 5 del
Código Civil, según la cual el cómputo no debe excluir los días inhábiles. Sin embargo, expresamente el artículo 109 del
Reglamento Hipotecario, en cuanto al cómputo de plazos fijados por meses o años, señala que se computarán de fecha a fecha
y si el último día del plazo fuese inhábil, su vencimiento tendrá lugar el primer día hábil siguiente. Por lo que debe
considerarse procedente la prórroga solicitada.

Esta Dirección ha acordado revocar la nota de calificación recurrida y estimar el recurso interpuesto en los términos
que resultan de los anteriores fundamentos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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9828 Resolución de 3 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto

contra la negativa del registrador de la propiedad n.º 2 de Palencia, a inscribir el testimonio de una sentencia de
separación y aprobación de convenio regulador. (BOE núm. 150, de 21-6-2010).

En el recurso por interpuesto por don M. P. M., Abogado, en representación de don P. J. P. C., contra la negativa del
Registrador de la Propiedad de Palencia número 2, don Ricardo Olalla García, a inscribir el testimonio de una sentencia de
separación y aprobación de convenio regulador.

Hechos

I

Por sentencia del Juzgado de Primera Instancia número 5 de Palencia de fecha 18 de noviembre de 1998, se declara
la separación de mutuo acuerdo de los cónyuges don P. J. P C. y doña M. T. P. Q. y se aprueba la propuesta de convenio
regulador suscrito por ambos en el que ella le vende un bien privativo a él.

II

Presentado en el Registro de la Propiedad de Palencia número 2, testimonio de la anterior sentencia y convenio
regulador fue objeto de la siguiente calificación negativa: «Fundamentos de Derecho-Calificado el documento que antecede
se deniega su inscripción por las razones siguientes: La citada venta excede del contenido de su Convenio Regulador.Por
razón de la forma deberá constar en escritura pública, conforme al artículo 1.280 del Código Civil: Deberán constar en
documento público los actos y contratos que tengan por objeto la creación, transmisión, modificación o extinción del dominio
y demás derechos reales sobre bienes inmuebles. Asimismo el artículo 3 de la Ley Hipotecaria en relación con el artículo
2, determina que los títulos translativos o declarativos del dominio de los inmuebles o de los derechos reales impuestos sobre
los mismos para que puedan ser inscritos deberán estar consignados en escritura pública, ejecutoria o documentos auténtico
expedido por la Autoridad Judicial, por el Gobierno o sus agentes, en la forma que prescriban los reglamentos. Todo ello
conforme al principio de legalidad. Contra la presente nota (…) Palencia, a 16 de abril de 2.009. El Registrador. don Ricardo
Olalla García».

III

Don M. P. M., Abogado, en representación de don P. J. P. C., interpuso recurso contra la anterior calificación de
conformidad con las siguientes alegaciones: «Formales - El recurso se dirige a la Dirección General de los Registros y del
Notariado y se presenta por conducto del Registro de la Propiedad n.º 2 de Palencia. El recurrente es don P. J. P. C., que
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interviene representado por el letrado M. P. M. de conformidad con la escritura de apoderamiento acompañada. La
calificación que se recurre es la ya referenciada de fecha 16 de Abril de 2009. De fondo - Discrepamos de los Fundamentos
de Derecho esgrimidos por el Sr. Registrador en base a los cuales deniega la inscripción del documento. A) En primer lugar
señala que la venta excede del contenido del convenio regulador. No estamos de acuerdo con el citado razonamiento puesto
que el artículo 90 del Código Civil señala los extremos que «al menos» deben contenerse en el convenio. Ello significa que
el convenio debe tener unos mínimos sin los cuales no es válido. Pero lo anterior no impide que los cónyuges pacten otras
cuestiones derivadas de separación conyugal (nulidad o divorcio), puesto que la naturaleza jurídica del convenio regulador
es la de un negocio jurídico de derecho de familia; y mientras lo en él pactado no sea contrario a la ley, a la moral ni al orden
público, ni contrario a los intereses de los hijos menores habidos en el matrimonio -que en este cado no hay- el convenio será
válido. Así lo señala la Sala Primera del Tribunal Supremo en sentencia de fecha 22/04/1997 (Ponente Excmo. Sr.
O’Callagham Muñoz, al señalar: Primero.–La cuestión jurídica esencial que se plantea es la naturaleza jurídica del convenio
regulador, en las situaciones de crisis matrimonial, contemplado y previsto su contenido mínimo en el art. 90 CC, que no ha
obtenido la aprobación judicial. En principio, debe ser considerado como un negocio jurídico de Derecho de familia,
expresión del principio de autonomía privada que, como tal convenio regulador, requiere la aprobación judicial, como
«conditio iuris», determinante de su eficacia jurídica. Deben, por ello, distinguirse tres supuestos: En primer lugar el
convenio, en principio y en abstracto, es un negocio jurídico de derecho de familia; en segundo lugar, el convenio regulador
aprobado judicialmente queda integrado en la resolución judicial, con toda la eficacia procesal que ello conlleva; en tercer
lugar, el convenio que no ha llegado a ser aprobado judicialmente, tiene la eficacia correspondiente a todo negocio jurídico,
tanto más si contiene una parte ajena al contenido mínimo que prevé el art. 90 CC. Por lo tanto, el convenio regulador
aprobado judicialmente constituye parte integrante de la sentencia, por lo que el documento presentado debe ser inscrito. B)
En segundo lugar se deniega la inscripción en base al artículo 1.280 del Código Civil. Tampoco estamos de acuerdo porque
dicho precepto habla de documento público y no de escritura pública, como señala el Sr. Registrador y, evidentemente, el
testimonio de la sentencia con el convenio regulador firmado por el Sr. Secretario del Juzgado es un documento público. En
cualquier caso, debemos recordar que el requisito de la constancia en documento público de actos traslativos de dominio
sobre inmuebles es meramente ad probationem; no ad sustantiam ni ad solemnitatem. C) Finalmente se invocan los artículos
2 y 3 de la Ley Hipotecaria señalando que los actos traslativos de dominio sobre inmuebles requieren escritura pública,
ejecutoria o documento auténtico expedido por la autoridad judicial, por el gobierno o sus agentes. Pues bien: nos remitimos
a la argumentación anterior. El documento que se presenta a la inscripción es un documento auténtico expedido por la
autoridad judicial y, tal como consta acreditado, liquidado ante el Servicio Territorial de Hacienda de la Junta de Castilla y
León. Por lo expuesto, formulo la siguiente petición: Que teniendo por presentado este escrito, con los documentos unidos,
se sirva admitirlo y tenga por deducido recurso gubernativo ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, contra
la calificación de referencia, interesando del Sr. Registrador, a la vista de las alegaciones deducidas en el presente recurso,
rectificar la calificación en plazo de cinco días accediendo a la inscripción interesada o, en caso contrario, formando
expediente con el título, calificación, recurso e informe y remitiéndolo a la Dirección General para su resolución. En Palencia
a 14 de mayo de 2009. Ldo. M. P. M.»

IV

El Registrador emitió su informe el 20 de Mayo de 2009 y elevó el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 90, 91, 103, 1216, 1218, 1261, 1274, 1277, 1323, 1355, 1392, 1399, 1402, 1404 y 1410 del Código
Civil, 18 de la Ley Hipotecaria, 100 del Reglamento Hipotecario y Resoluciones de este Centro Directivo de 8 de octubre
de 2001, 25 de octubre de 2005, 2 de enero, 2 de marzo y 3 de junio de 2006 y 31 de marzo de 2008.

1. En el supuesto de hecho del presente recurso se presenta en el Registro de la Propiedad, testimonio de la sentencia
dictada en procedimiento de separación que aprueba el convenio regulador aportado a los autos, en el que una vivienda
inicialmente adquirida por la esposa, es vendida al esposo, subrogándose éste en la hipoteca que pesa sobre la vivienda. El
Registrador deniega la inscripción por exceder del contenido propio del convenio regulador, siendo necesaria escritura
pública.

2. Admitido por este Centro Directivo (cfr. Resoluciones citadas en el Vistos), que el convenio regulador, como
consecuencia de una separación o divorcio, una vez aprobado judicialmente, es título inscribible, debe determinarse si en
el caso presente, la compraventa que en el convenio presentado se realiza, es contenido propio de tal convenio o, si, por
exceder de las operaciones liquidatorias de la sociedad conyugal, debe contenerse en un documento distinto, como es la
escritura pública.

3. Proclamada en nuestro Derecho la posibilidad de transmisión de bienes entre cónyuges por cualquier título (cfr.
artículo 1323 del Código Civil), nada se opone a que éstos, con ocasión de la liquidación de la sociedad conyugal
preexistente, puedan intercambiarse bienes privativos. Ahora bien, puesto que el objeto de la liquidación es exclusivamente
la división por mitad del haber resultante después de pagados los acreedores consorciales (cfr. artículo 1404 del Código
Civil), no puede entenderse que esas transmisiones adicionales de bienes privativos del patrimonio de un cónyuge al del otro
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tengan como causa exclusiva la propia liquidación del consorcio. Podrán haber en ocasiones un negocio complejo, en el que
la toma de menos por un cónyuge del remanente consorcial se compense con esa adjudicación –a su favor– de bienes
privativos del otro cónyuge y, en otras, simplemente, negocios adicionales a la liquidación, independientes jurídicamente
de ésta, con su propia causa, como es el caso de la compraventa con subrogación de hipoteca formalizada en el convenio
objeto del presente recurso.

Lo anterior ha de tener adecuado reflejo documental, siendo preciso en este caso formalizarlo en la correspondiente
escritura pública otorgada por los interesados, lo que expresamente prevé además el propio convenio aprobado judicialmente,
y no pretender su inscripción en virtud de un negocio como el contenido en el título calificado, que lo es exclusivamente de
liquidación de sociedad conyugal.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación del Registrador en los
términos que resultan de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 3 de mayo de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

- 8 -
9829 Resolución de 6 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto

por el notario de Santa Cruz de Tenerife, don Javier Martínez del Moral, contra la negativa de la registradora de
la propiedad de San Miguel de Abona, a inscribir una escritura de novación modificativa de préstamo hipotecario.
(BOE núm. 150, de 21-6-2010).

En el recurso interpuesto por el Notario de Santa Cruz de Tenerife, don Javier Martínez del Moral, contra la negativa
de la Registradora de la Propiedad de San Miguel de Abona, doña María Azucena Morales González, a inscribir una escritura
de novación modificativa de préstamo hipotecario.

Hechos

I

Mediante escritura otorgada ante el Notario de Santa Cruz de Tenerife, don Javier Martínez del Moral, el día 21 de
noviembre de 2008, la entidad Caja Insular de Ahorros de Canarias y la sociedad «Aplicadora Canaria, S. A.» elevaron a
público un documento privado que lleva fecha de 24 de agosto de 2008, por el que formalizaron la novación modificativa
de un préstamo hipotecario concedido por aquélla a ésta mediante otra escritura otorgada ante el Notario de dicha capital,
don Bernardo Saro Calamita, el 24 de agosto de 2006. Dicha novación consiste en una ampliación del plazo de duración del
préstamo y en la modificación del período de carencia, así como de la referencia y tipo de interés. Así, respecto de los dos
primeros extremos, el préstamo pasa de tener un plazo de duración de veinticinco meses, con los primeros veinticuatro de
carencia, a un plazo de doscientos dieciséis meses -contados desde el 16 de agosto de 2006-, siendo los primeros treinta y
seis meses de carencia.

II

La escritura se presentó telemáticamente en el Registro de la Propiedad de San Miguel de Abona el mismo día de su
autorización, con asiento 1843 del Diario 111; y fue objeto de calificación negativa que a continuación se transcribe
parcialmente, únicamente en cuanto se refiere a los dos extremos que son objeto del presente recurso: «... Previa calificación
de la copia electrónica del documento que motivó el asiento antes indicado, realizada de conformidad con los artículos 18
de la Ley Hipotecaria y 98 del Reglamento para su ejecución, La Registradora que suscribe ha resuelto suspender la
inscripción solicitada por apreciar los hechos a los que son de aplicación los siguientes Fundamentos de Derecho: 1°).–…-
2°).–El día veinticuatro de agosto del año dos mil seis, se otorga Préstamo Hipotecario, entre las entidades «Aplicadora
Canaria, Sociedad Anónima», y la «Caja Insular de Ahorros de Canarias», autorizada por el notario de San Cruz de Tenerife,
don Bernardo Saro Calamita, protocolo número 2295 en garantía de la restitución de: Doscientos ochenta y dos mil
ochocientos euros, en garantía de la devolución del capital prestado.–Por intereses remuneratorios pactados durante un año,
calculados conforme a lo establecido en la estipulación cuarta, si bien, a los únicos y exclusivos efectos de determinar un
límite máximo de responsabilidad hipotecaria por intereses, éstos sólo quedarán garantizados al tipo máximo del 9,058%
anual, que asciende a la cantidad de veinticinco mil seiscientos dieciséis euros con dos céntimos- De hasta un máximo de
ciento cuatro mil seiscientos treinta y seis euros por intereses moratorios, pactados al tipo del 18,50% anual, durante dos
años- De cuarenta y dos mil cuatrocientos veinte euros que se fijan para costas y gastos.–Y de la suma de cinco mil
seiscientos cincuenta y seis euros, en garantía de las prestaciones accesorias y cuya estipulación Segunda-Plazo señalaba:
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«La duración del préstamo se fija en un plazo de veinticinco meses contados a partir del día de otorgamiento de la escritura
de hipoteca». Con fecha veintiuno de noviembre de dos mil ocho, se otorga escritura de elevación a público de documento
privado de fecha veinticuatro de Agosto del año dos mil ocho, firmada por los representantes del Banco y de la mercantil
titular del finca; en dicho documento privado se procede a modificar el tipo de interés y se da una redacción totalmente
distinta a la estipulación Segunda-Plazo, al señalar: «La duración del préstamo, se fija en un plazo de doscientos dieciséis
(216) meses, contados desde el día 24 de agosto de 2006, siendo los primera treinta y seis meses de carencia.–El período de
carencia, finaliza el día 24 d e agosto de 2009, iniciándose el período de amortización, fijado en ciento ochenta
meses.–Durante del período de carencia se amortizarán los intereses devengados por períodos mensuales» pero sin que pueda
acreditarse fehacientemente que en realidad fue esa la fecha de la firma del ya mencionado documento privado ya que el
mismo se liquidó con la misma fecha de otorgamiento de la escritura y, de conformidad con el artículo 1227 del Código Civil
«La fecha de un documento privado no se contará respecto de terceros sino desde el día en que hubiese sido incorporado o
inscrito en un registro público, desde la muerte de cualquiera de los que lo firmaron, o desde el día en que se entregase a un
funcionario público por razón de su oficio» por lo tanto teniendo en cuenta que según la escritura de constitución de hipoteca
el plazo era de veinticinco meses, contados a partir del día de otorgamiento, es decir, el veinticuatro de Agosto del año dos
mil seis, ya no será posible modificar el plazo de una obligación vencida, lo cual no será posible sino con la constitución de
una nueva garantía dado el carácter accesorio de la hipoteca respecto de la obligación principal. En este momento, ya
extinguida la obligación por el transcurso del plazo previsto para su cumplimiento y sin perjuicio de que el acreedor, aún
vencido dicho plazo se abstenga de reclamar su cumplimiento, habida cuenta de que se prevé un amplio margen para el
ejercicio de la acción hipotecaria a contar desde que pudo ser ejercitada, no podrá procederse a prorrogar dicha obligación,
pues ya está vencida.–Artículo 104 LH: La hipoteca sujeta directa e inmediatamente los bienes sobre que se impone,
cualquiera que sea su poseedor, al cumplimiento de la obligación para cuya seguridad fue constituida.–Artículo 128 LH: La
acción hipotecaria prescribirá a los veinte años, contados desde que pueda ser ejercitada.–Artículo 12 LH: En la inscripción
del derecho real de hipoteca se expresará el importe del principal de la deuda y, en su caso, el de los intereses pactados, o,
el importe máximo de la responsabilidad hipotecaria, identificando las obligaciones garantizadas, cualquiera que sea la
naturaleza de éstas y su duración.–Las cláusulas de vencimiento anticipado y demás cláusulas financieras de las obligaciones
garantizadas por hipoteca a favor de las entidades a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de
Regulación del Mercado Hipotecario, en caso de calificación registral favorable de las cláusulas de trascendencia real, se
harán constar en el asiento en los términos que resulten de la escritura de formalización..–Artículo 1857 Código Civil: Son
requisitos esenciales de los contratos de prenda e hipoteca: 1). Que se constituya para asegurar el cumplimiento de una
obligación principal. 2). Que la cosa pignorada o hipotecada pertenezca en propiedad al que la empeña o hipoteca.–3).–Que
las personas que constituyan la prenda o hipoteca tengan la libre disposición de sus bienes o, en caso de no tenerla, se hallen
legalmente autorizadas al efecto. Las terceras personas extrañas a la obligación principal pueden asegurar ésta pignorando
o hipotecando sus propios bienes.–Las consideraciones que se desprenden de la Resolución de veintisiete de Noviembre de
mil novecientos noventa y nueve, ya que aunque en el Recurso que dio lugar a la citada Resolución se alegaba que el
Tribunal Supremo había declarado que la alteración o prórroga del plazo inicialmente señalado no implica novación extintiva,
debe tenerse en cuenta que la prórroga supone que aún está vigente la obligación aunque el plazo se modifique o prorrogue,
y no cuando se ha producido su vencimiento. Debe tenerse en cuenta además que en el caso de la resolución se trataba de
un supuesto distinto pues aquí lo que se modifica es el plazo para el cumplimiento de la obligación asegurada una vez que
el mismo ha transcurrido en su totalidad que se deriva de un contrato de préstamo y no la fijación de un día distinto para la
fijación del saldo de la cuenta corriente. Del mismo modo, lleva a esta conclusión, la aplicación por analogía de las
disposiciones del Código Civil relativas a los contratos, entre ellas, dentro del contrato de sociedad estableciendo el artículo
1700 del Código Civil que: «La sociedad se extingue: «1º Cuando expira el término por el que fue constituida» y en el
artículo 1703 que se refiere al supuesto de vencimiento del plazo fijado sin que quepa en tal caso posibilidad de prórroga.:
«Si la sociedad se prorroga después de expirado el término, se entiende que se constituye una nueva sociedad. Si se prorroga
antes de expirado el término, continúa la sociedad primitiva».–3°).–…- 4º).–El documento calificado contiene además otros
pactos, cláusulas y condiciones que, si bien no impiden la inscripción del título que antecede, su falta de acceso al Registro
se comunicará cuando, una vez subsanado/s el/los defecto/s antes apuntado/s, se proceda a la inscripción solicitada.–Teniendo
en cuenta la naturaleza subsanable del defecto indicado se suspende la inscripción solicitada y no se toma anotación
preventiva por no haberlo solicitado el presentante del documento (Art. 65 L.H.).–Contra el presente acuerdo de calificación
del Registrador, los interesados podrán recurrir ante los Juzgados de...–Sin perjuicio de ello, también podrán acudir, si
quieren, a la reclamación potestativa y previa a la demanda judicial, en el recurso gubernativo ante la Dirección General de
los Registros y del Notariado…- Asimismo puede instarse la aplicación del cuadro de sustituciones… El asiento motivado
por dicho documento queda prorrogado por plazo de sesenta días contados a partir de la fecha de recepción de esta
notificación.–Protección de datos.–… San Miguel de Abona a once de Diciembre del año dos mil ocho.–La Registradora,
Fdo: María Azucena Morales González.–»

III

La calificación fue notificada al Notario autorizante de la escritura el 19 de diciembre de 2008, mediante firma
electrónica de la Registradora. El 19 de enero de 2009 dicho Notario interpuso recurso contra la calificación de la
Registradora en el que, alegó, en síntesis, lo siguiente: A.–Respecto de la novación del plazo de un préstamo vencido que
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no afecta a titulares registrales intermedios: 1º.–La calificación se refiere a la elevación a público de un contrato privado por
el que se modifica un título de préstamo garantizado con la hipoteca. Se da la circunstancia de que ese pacto privado figura
fechado con anterioridad al vencimiento de la obligación novada, pero tiene fecha fehaciente del día de su liquidación fiscal
-y forma de valer desde ese mismo día que coincide con el de su formalización pública- que es posterior a su vencimiento.
2º.–Es evidente que la elevación a público de un contrato privado que carece de fecha fehaciente, no retrotrae sus efectos
en perjuicio de tercero al día del contrato. La eficacia transubstancial de un contrato no es automática y depende de
numerosos factores subjetivos y objetivos. También es evidente que una cosa es la «forma de valer» y otra la «forma de ser»,
categoría jurídicas que la calificación confunde continuamente. Así, invoca, en primer lugar un defecto corte formal al
cuestionarse la validez o no de un pacto de modificación de un contrato formalizado en escritura pública, que se lleva a cabo,
en una primera fase, en documento privado. Como la elevación a escritura pública se realiza después de la fecha de
vencimiento de la obligación, para la Registradora, «... ya no será posible modificar el plazo de una obligación vencida, lo
cual no será posible sino con la constitución de una nueva garantía, dado el carácter accesorio de la hipoteca respecto de la
obligación principal...» La vida jurídica es independiente de la publicidad tabular, de ahí que si se modifica un acto redactado
en escritura pública mediante documento privado, será formalmente eficaz ínter partes, pero no respecto de terceros y, por
tanto, ese documento privado carece de «forma de valer», no es un título de legitimación ad extra, no está dotado de
autenticidad de fondo (carece de la presunción de haberse otorgado conforme a las leyes) ni de autenticidad de forma
(tampoco se presume su contenido veraz e íntegro), en consecuencia, también carece de virtualidad registral (artículo 1280
del Código Civil). 3º.–Se desconocen las razones que llevan a la Registradora a entender que no es posible modificar el plazo
de una obligación vencida, ya sea por convenio entre las partes, como autoriza el claro tenor del artículo 1203 del Código
Civil, ya se ordene judicialmente, incluso después de optar procesalmente el acreedor por la resolución de una obligación
recíproca, como faculta el artículo 1124.3 del Código Civil. Sorprende el razonamiento de la Registradora, en cuya virtud,
para novar la obligación principal es necesario constituir una nueva garantía. Justifica esta posición en el carácter accesorio
de ésta frente a aquélla. Lo suyo es que lo accesorio siga a lo principal y no a la inversa (Resolución de este Dirección
General de 24 de julio de 2008); esto es, que la hipoteca se ajuste a la nueva secuencia temporal, carencia y tipo de la
obligación que garantiza, siempre con el límite de que no entre en colisión, en el ámbito adjetivo registral, con algún otro
derecho anotado o inscrito. Y esa neutralidad acontece en este caso. En términos generales, la colisión se resuelve con la
postergación de la prioridad registral de la parte novada, en defecto de convenio con el titular intermedio. Sin embargo, en
este caso, la colisión se resolvería con la ineficacia de la novación, por mor de lo acordado en la disposición cuarta de la
escritura calificada, siguiendo lo convenido en la estipulación quinta del documento elevado a público, que se expresa como
sigue: «Cuarto.–La validez y eficacia de lo pactado en la presente escritura, queda sometido a la condición suspensiva
consistente en que, en el momento de presentar para su inscripción en el Registro de la Propiedad la presente escritura
modificatoria, la finca gravada con hipoteca en garantía del préstamo de referencia se encuentre libre de cualesquiera otras
cargas y gravámenes, salvo afecciones por Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados,
de forma que si existieran cargas que impliquen realización de su valor, como otras hipotecas, embargos o cualquiera otra
de este tipo, no tendrá eficacia alguna lo nuevamente pactado, quedando vigentes íntegramente los pactos de la escritura de
préstamo de referencia, salvo que sea aceptado expresamente por la entidad «Caja Insular de Ahorros de Canarias» …» La
calificación confunde realidad con registro, validez con eficacia, pactos obligacionales con actos con trascendencia real,
obligación a plazo con contrato a término, prioridad civil con prioridad registral... hasta el punto de exigir que se constituya
un nuevo elemento accesorio del contrato para que la obligación pueda modificarse. La cuestión es mucho más simple. En
términos generales, si existen asientos intermedios entre el de la escritura de constitución de hipoteca y el interesado en el
título calificado de modificación contractual, la inscripción de la ampliación del plazo, carencia y modificación del tipo de
interés precisará, o bien el consentimiento de los mismos, o bien la declaración registral de que no les perjudica, no por
razones sustantivas o civiles (la prioridad civil opera por medio de otros mecanismos y se tutela extrarregistralmente), sino
por exigencia adjetiva o hipotecaria, ya que las reglas organizativas del procedimiento registral (prioridad/tracto) así lo
imponen. En este caso, si existieran titularidades intermedias, se produciría el evento decisorio de la condición suspensiva
y la novación no llegaría a nacer, sin previa aceptación de la Caja acreedora, con lo cual el título notarial no produciría
efectos y no sería publicable, ya que el título no es válido porque se inscriba, se inscribe porque es válido. Este es el criterio
que late en preceptos como el art. 115 de la Ley Hipotecaria, relativo al aseguramiento ulterior con hipoteca de los intereses
vencidos y no satisfechos de la obligación principal, que no perjudicarán a los titulares de derechos inscritos con anterioridad.
La ley hipotecaria lo llama «ampliación de hipoteca» inicial. Y este es el mismo criterio que baraja el art. 127 de la Ley
Hipotecaria, cuando reconoce la posibilidad de vencimientos parciales de la obligación garantizada y, en consecuencia,
ejecuciones parciales con subsistencia de la hipoteca en garantía del resto de la obligación. Por otro lado, se parte de la
evidente hipótesis de que la prórroga de una obligación garantizada con hipoteca es válida en documento privado aunque
ineficaz frente a terceros, razón por la cual el registro no puede publicar esa reipersecutoriedad inexistente. Pero, una vez
que la obligación no es sólo valida, sino que al constar en escritura pública está dotada de autenticidad de forma y de fondo
para producir efectos erga omnes, a salvo los titulares de derechos intermedios que puedan quedar afectados, el registro está
en condiciones de publicar esa titularidad modificada sin ninguna objeción (art. 144 de la Ley Hipotecaria). Cualquier otro
reproche registral carecería de fundamento e impediría que ambas partes, de común acuerdo, pudieran hacer constar su
novación contractual para que todos puedan tener acceso a su conocimiento esencial. A falta de obstáculos regístrales
(titularidades intermedias), si la fecha del documento privado que se eleva a público es o no fehaciente, posterior o anterior
al vencimiento, es algo que el Registrador debe limitarse a transcribir en el asiento, tal y como figura en el título (arts 9.8
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y 12 de la Ley Hipotecaria), y dejar para el juzgador, en su caso, la decisión que la dinámica jurídica pueda precisar. 4º.–La
construcción jurídica de la Registradora parte de la premisa de que el vencimiento de una obligación supone su extinción.
Basta con apreciar que una obligación vencida y, por tanto, extinguida, según ese criterio registral, determinaría la extinción
de la hipoteca, de manera que existiría un derecho real de garantía de imposible ejercicio, porque sin vencimiento no cabe
ejecutar una hipoteca, y vencida muere la obligación principal extendiéndose la defunción a la hipoteca, dada su naturaleza
accesoria, y diga lo que diga -o deje de decir- el registro de la propiedad. Es más, todos los prestatarios que se vieran
asfixiados por la actual crisis económica tendrían -con esta doctrina- la oportunidad de eliminar su pasivo mediante el
cómodo expediente de dar por extinguidas todas las obligaciones vencidas, estén o no satisfechas. Precisamente, los medios
de publicidad se justifican porque ningún sistema jurídico de obligaciones en el ámbito nacional e internacional contempla
una previsión como la que se analiza. Así, en el derecho común español, debemos distinguir entre cuestiones sustantivas o
civiles y cuestiones adjetivas o registrales. Desde el punto de vista sustantivo, nos encontramos ante un préstamo concedido
por una entidad financiera a una sociedad de objeto inmobiliario y turístico, que tiene naturaleza mercantil (art. 311 del
Código de Comercio) y que al tiempo de su vencimiento no se puede atender, como es frecuente en estas fechas. Es evidente
que el préstamo no se ha extinguido ni por pago, ni por ninguna otra causa de extinción de las obligaciones prevenidas en
el art. 1156 el Código Civil, en cuyo catálogo, obvio es señalarlo, no se incluye el vencimiento como causa de extinción,
hasta el punto de no existir obstáculo alguno a la admisión del préstamo por tiempo indeterminado (art. 313 del Código de
Comercio), cuya exigibilidad se condiciona al requerimiento notarial de devolución de lo prestado o del tantumdem. Si el
deudor no puede atender el cumplimiento de la obligación a su vencimiento, puede generarse una situación de mora, ya opere
automáticamente o previa intimación (art. 1100 del Código Civil). La obligación está viva y aún cabe el cumplimiento, que
no por casualidad se denomina en la ciencia jurídica «cumplimiento moroso». Y el acreedor puede ejercitar su poder de
agresión frente al patrimonio del deudor, conceder una quita, una espera o pactar lo que tenga por conveniente con el otro
contratante. El mero hecho de que exista la institución romana del cumplimiento moroso ya nos ilustra sobre la pervivencia
de la obligación más allá de su vencimiento, sin que puedan invocarse construcciones artificiales analógicas con el contrato
asociativo de sociedad civil, como pretende la Registradora, al sustentar su tesis en el artículo 1700 del Código Civil, que
establece la extinción de la sociedad cuando expira el término por el que fue constituida, lo que supone meter en el mismo
saco el vencimiento de un contrato civil a término de estructura corporativa-subjetiva, con el vencimiento de una obligación
mercantil a plazo de naturaleza financiera. Desde el punto de vista adjetivo-registral, idéntico reproche merece la invocación
de la Resolución de 27 de noviembre de 1999 que dice lo contrario de lo que pretende la Registradora y resuelve contra el
criterio que maneja, algo que ella misma vislumbra al reconocer que la resolución trataba un supuesto distinto. Esta
resolución -con cita de otra de 30 de septiembre de 1987, referente a una prórroga de una opción de compra más allá cuatro
años- advierte la diferencia entre validez ínter partes y eficacia frente a aquellos terceros que gozan de prioridad registral.
Una alteración del plazo de duración de una obligación, con establecimiento de una carencia e incremento de tipo inicial,
esté o no vencida (esto es algo absolutamente irrelevante), en la medida que extiende la garantía hipotecaria, desde el punto
de vista temporal, y aumenta el tipo de interés y la responsabilidad hipotecaria, no puede perjudicar a derechos inscritos entre
la obligación y su novación. En el presente caso no existen esos eventuales derechos intermedios inscritos, y si existieran
operaría la condición suspensiva de la escritura calificada, por lo que la inscripción de la modificación contractual carece
de obstáculos o condicionantes registrales. B) Las calificaciones por fases están proscritas en el procedimiento
registral.–Respecto del Fundamento de Derecho cuarto, cabe señalar dos observaciones: 1ª.–El procedimiento registral es
el procedimiento administrativo especial para hacer efectivo el derecho a la inscripción del título, sujeto a las garantías
constitucionales que protegen al administrado. El artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria (introducido por la Ley 24/2001)
terminó con la tradicional concepción de la calificación registral como un procedimiento a desplegar por fases, donde los
argumentos jurídicos manejados por el Registrador para suspender o denegar el ejercicio del derecho a la inscripción del
título, no eran conocidos hasta un momento posterior a la decisión. Los registros de la propiedad también son Administración
pública, y nuestro contexto constitucional impone, como regla, la motivación del acto administrativo, con fundamento en
la existencia de justificación de los actos de la administración que resulta del principio de interdicción de la arbitrariedad de
los poderes públicos que, al más alto rango normativo garantiza el art. 9.3 de la Constitución, y lo impone desde el comienzo,
desde el mismo momento en que hay «decisión» porque el funcionario dice que hay un defecto y no inscribe, sin necesidad
de esperar un plazo adicional, de tener que pedirla o de posponerla al instante de la inscripción. Por tanto, aquel sistema a
desplegar por fases simplemente es historia (en este sentido ya se manifestaba el Fundamento II de la Resolución de esta
Dirección General de 24 de septiembre de 2002, Sistema registral). Desde entonces, se notifica una única calificación, que
va habrá de recoger «las causas impeditivas, suspensivas o denegatorias y la motivación jurídica de las mismas, ordenada
en hechos y fundamentos de derecho». El artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria obliga inequívocamente al Registrador a
firmar la calificación cuando fuere negativa, haciendo constar todas las causas impeditivas y su motivación, ordenada en
hechos y fundamentos de derecho. Nada de esto contiene la nota que se recurre, salvo la invocación abstracta de una
postergación calificatoria al tiempo de la inscripción; no se definen las cláusulas que pueden verse afectadas ni se determina
el motivo que impedirá su cognoscibilidad, causando la más absoluta indefensión del ciudadano que no sabe qué pacto no
se inscribirá y por qué razón. 2ª.–La Registradora carece de competencia para calificar otros pactos, cláusulas y condiciones
del contrato distintas de las enumeradas en el art. 12.1 de la Ley Hipotecaria. La segunda objeción es de corte competencial.
La Ley 41/2007, de 7 de diciembre, modificó el art. 12 de la Ley Hipotecaria para excluir de la calificación registral las
cláusulas de vencimiento anticipado y demás cláusulas financieras de la obligación garantizada con hipoteca, que se
transcribirán sin más en el asiento en los términos que resulten de la escritura de formalización. Esta Dirección General ha
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tenido ocasión de pronunciarse de forma vinculante en diferentes resoluciones. Cfr., por todas, la Resolución de 24 de julio
de 2008 -que se transcribe parcialmente-, cuya doctrina es clara.

IV

Mediante escrito con fecha 24 de enero de 2009, la Registradora emitió informe y elevó el expediente a este Centro
Directivo (con registro de entrada el 29 de enero de 2009).

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1156, 1203, 1204, 1205, 1255, 1257, 1259, 1281, 1283, 1284, 1285 y 1286, 1851 y 1857 del
Código Civil; 1, 12, 17, 18, 19 bis, 40, 104, 105, 115, 144, 153, 258.5 y 322 de la Ley Hipotecaria; 54, 58 y 59 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común; 127 del Reglamento Hipotecario; las Sentencias del Tribunal Supremo de 4 de abril de 1892, 8 de julio de 1909, 22
de junio de 1917, 16 de mayo de 1945 y 19 de noviembre de 1993; y las Resoluciones de 30 de septiembre de 1987, 18 de
mayo de 1992, 27 de noviembre de 1999, 18 noviembre 2005, 20 de enero, 1 de marzo y 10 y 13 de noviembre de 2006, 31
de enero de 2007, 7 de febrero y 21 de mayo de 2008 y 13 de marzo y 24 de noviembre de 2009.

1. Respecto del primero de los defectos objeto de impugnación en el presente recurso, debe determinarse si,
transcurrido el plazo de duración de un préstamo garantizado con hipoteca -que vencía el 24 de septiembre de 2008-, puede
hacerse constar en el Registro de la Propiedad la prórroga de dicho plazo pactada mediante escritura autorizada el día 21 de
noviembre de 2008 por la que se eleva a público un documento privado suscrito con fecha 24 de agosto de 2008.

La Registradora suspende la inscripción de dicha prórroga porque, a su juicio, al carecer dicho documento privado
de fecha fehaciente anterior al vencimiento del plazo de duración del préstamo inicialmente acordado, se modifica el plazo
de una obligación vencida, «lo cual no será posible sino con la constitución de una nueva garantía dado el carácter accesorio
de la hipoteca respecto de la obligación principal».

El Notario recurrente alega que en nuestro ordenamiento es válida la prórroga de un contrato de préstamo garantizado
con hipoteca acordada mediante un documento privado anterior a la fecha del vencimiento de aquél que posteriormente se
eleva a público, con eficacia «inter partes» desde la fecha de dicho documento privado, aunque no se retrotraigan sus efectos
en perjuicio de terceros -en este caso inexistentes-. Y añade que el vencimiento de una obligación a plazo no es causa de
extinción de la obligación.

2. La cuestión debatida debe resolverse conforme al criterio de esta Dirección General expresado en la Resolución
de 24 de noviembre de 2009.

Indudablemente, acreedor y deudor pueden, «inter partes», acordar la modificación del plazo de duración de la
obligación garantizada aunque la posterior formalización de la misma se verifique una vez que haya vencido el plazo
inicialmente pactado.

En la escritura calificada consta explícitamente que la prórroga se ha pactado antes del transcurso de ese plazo fijado
inicialmente. Y, aunque dicho acuerdo sólo se hace constar con forma auténtica después del vencimiento, el criterio de la
Registradora no puede ser mantenido si se tienen en cuenta las siguientes consideraciones:

a) Aun en el caso de pactarse dicha prórroga después del vencimiento del plazo (lo que no acontece en este caso de
convenio anterior a dicho vencimiento), se trataría de una alteración contractual que debe calificarse como novación
modificativa, que no da lugar a la extinción de la obligación modificada y al nacimiento de una nueva obligación. Aunque
el artículo 1156 del Código Civil dispone que las obligaciones se extinguen por la novación, este precepto debe ser
interpretado sistemáticamente en relación con los artículos 1203 y 1204 del mismo Código y según la reiterada doctrina del
Tribunal Supremo (cfr. las sentencias citadas en los «Vistos», especialmente las de 8 de julio de 1909 y 16 de mayo de 1945),
por lo que, a falta de la terminante declaración de las partes sobre su intención de, con la modificación, dar por extinguida
la anterior obligación, debe entenderse que ésta queda subsistente por la modificación del plazo de duración de la relación
obligatoria, toda vez que el carácter extintivo de la novación no se presume a menos que la obligación resultante de la
modificación sea de todo punto incompatible con la antigua modificada, lo que no sucede en un caso como el presente en
el que, además, la alteración del plazo se pacta para facilitar el cumplimiento de la obligación inicial.

b) En el presente supuesto, no se trata de un pacto que modifique una anterior cláusula que sujetara a término el mismo
derecho real de hipoteca (como ocurriría, por ejemplo, en el supuesto de hipoteca en garantía de cuenta corriente de crédito)
ni se trata de un plazo de la obligación configurado como esencial. Se modifica un plazo fijado para la duración de la
obligación garantizada cuyo vencimiento no tiene como consecuencia la extinción de la misma sino que el incumplimiento
de esta obligación devenida exigible puede dar lugar a la efectividad de la hipoteca si el acreedor no reintegrado de su crédito
utiliza la acción hipotecaria para hacer valer su derecho.

c) La propia Ley Hipotecaria -cfr. artículo 144- admite la posibilidad de modificaciones de la obligación garantizada
con hipoteca (entre ellas, la espera), si bien dispone que no surtirán efecto contra tercero, si no se hacen constar en el Registro
por medio del asiento correspondiente. Por lo demás, la ampliación del plazo del préstamo se contempla como un supuesto
de novación modificativa en el artículo 4 de la Ley 2/1994, de 30 de Marzo, de subrogación y modificación de préstamos



294

hipotecarios, sin que deba decidirse ahora sobre el alcance que haya de tener la interpretación de la norma del apartado 3 de
dicho precepto legal relativa al rango de la hipoteca inscrita.

3. El segundo de los defectos a los que se limita el recurso consiste en que, según la calificación, «El documento
calificado contiene además otros pactos, cláusulas y condiciones que, si bien no impiden la inscripción del título que
antecede, su falta de acceso al Registro se comunicará cuando, una vez subsanado/s el/los defecto/s antes apuntado/s, se
proceda a la inscripción solicitada».

Según la doctrina reiterada de esta Dirección General (vide, por todas, las Resoluciones de 20 de enero, 1 de marzo
y 10 y 13 de noviembre de 2006, 31 de enero de 2007, 21 de mayo de 2008 y 13 de marzo de 2009), el carácter unitario que
ha de tener la calificación -cfr. artículos 258.5 de la Ley Hipotecaria y 127 de su Reglamento- exige que se incluyan en ella
todos los defectos existentes en el documento, por lo que no es admisible someter dicho título a sucesivas calificaciones
parciales, de suerte que apreciado un defecto no se entre en el examen de la posible existencia de otros en tanto aquel no sea
subsanado.

Una de las razones de la promulgación de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y de la Ley 24/2005, de 18 de
noviembre, fue inyectar en el sistema registral garantías propias de un procedimiento administrativo, como son la necesidad
de que exista en todo caso calificación por escrito, haciendo desaparecer las calificaciones verbales; que no existan
calificaciones sucesivas; que no se traslade la calificación a un momento posterior a ella misma; que esa calificación se sujete
a una estructura propia de acto administrativo -así, que se exprese ordenada en hechos y fundamentos de derecho y con pie
de recurso (párrafo segundo, del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria)-; que esa calificación se motive cuando es negativa,
de modo igual al que, para los actos administrativos, dispone el artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; que se notifique en los
términos de lo dispuesto en esta Ley (artículos 58 y 59); y, en suma, que con su proceder el Registrador se sujete a un
procedimiento cuyo cumplimiento pueda serle exigible.

En un procedimiento reglado, como es el registral, la decisión del Registrador acerca del destino del título que se
presenta debe ajustarse a las normas establecidas en garantía de los interesados en la inscripción (cfr. los artículos 18, 19 bis
y 322 de la Ley Hipotecaria).

En el presente supuesto, la Registradora no sólo suspende la inscripción por los defectos expresados en su calificación
sino que, además anuncia que en una ulterior calificación que emitirá una vez que sean subsanados tales defectos,
especificará los pactos, cláusulas y condiciones que, si bien no impiden la inscripción del título, no accederían al Registro.
Por ello, tales advertencias deben considerarse contrarias a la referida exigencia de unidad de la calificación. No obstante,
si la Registradora lo estima procedente, podrá emitir la pertinente calificación en la que deberá detallar los obstáculos que
a su juicio impidan el acceso al Registro de las estipulaciones que especifique, si bien con cumplimiento de los requisitos
formales que toda calificación negativa ha de contener y sin perjuicio de la eventual aplicación de la norma del artículo 127
del Reglamento Hipotecario (cfr., por todas, las Resoluciones de 18 noviembre 2005 y 4 de febrero de 2008).

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y revocar la calificación impugnada, en los
términos que anteceden.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 6 de mayo de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

- 9 -
9935 Resolución de 4 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto

por don Antonio Ripoll Jaén, notario de Alicante, contra la negativa del registrador de la propiedad de Benissa, a
inscribir una escritura de compraventa.  (BOE núm. 151, de 22-6-2010).

En el recurso interpuesto por don Antonio Ripoll Jaén, Notario de Alicante, contra la negativa del Registrador de la
Propiedad de Benissa, don Pedro Fandos Pons, a inscribir una escritura de compraventa.

Hechos

I

Con fecha 18 de junio de 2008, número 129 de protocolo, don Antonio Ripoll, Notario de Alicante autoriza escritura
de compraventa en ejecución de sentencia condenatoria de reclamación de cantidad, en la que don Enrique Javier Ortola
Cerdá, Magistrado-Juez de Primera Instancia n.º 2 de los de Alicante, interviniendo por rebeldía del demandado don J. I. B.
vende a don F. C. M. una finca.
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II

Presentada la anterior escritura a inscripción en el Registro de la Propiedad de Benissa, fue objeto de la siguiente
calificación: «Se suspende la extensión del asiento solicitado por cuanto: Resulta (Hechos) 1.–No se acompaña la sentencia
judicial como título público que es que ha de ser calificado de acuerdo con los criterios del artículo 100 del Reglamento
Hipotecaria, sin que sea suficiente el testimonio en relación notarial, pues la fe pública en la esfera judicial corresponde al
secretario judicial y no al notario autorizante. Siendo de aplicación a mi juicio, los siguientes fundamentos jurídicos: 1.–El
artículo 18 de la ley Hipotecaria que establece la obligación del Registrador de calificar los títulos presentados a inscripción.
2.–En relación con el caso concreto el artículo 100 del Reglamento Hipotecario. Contra la precedente (...). Benissa, siete de
mayo del año dos mil nueve. El Registrador de la Propiedad. Fdo: El Registrador de la Propiedad. Pedro Fandos Pons.».

III

Contra la anterior calificación don Antonio Ripoll, Notario de Alicante, interpone recurso con sujeción a lo siguiente:
«Hechos El Instrumento de referencia es una escritura de compraventa en ejecución de pública subasta judicial causada por
Sentencia condenatoria de reclamación de cantidad. Es de significar que en la escritura comparece el Sr. Magistrado, por
rebeldía de la parte demandada y en el ejercicio de su cargo, así como que se ha practicado la Notificación prevista en el Art.
144 del Reglamento Hipotecario. Consta en la escritura de referencia diligencia de subsanación en la que, teniendo en cuenta
que el Notario se desplazó al Juzgado para la autorización, una vez otorgada la escritura e indagando el autorizante a la
presencia judicial y del adjudicatario, llegó a la conclusión, por las declaraciones de estos últimos, que el bien adquirido tiene
carácter ganancial, conclusión esta que fue aceptada por todos los comparecientes. El Sr. Registrador considera en su escrito
de calificación que es necesaria la aportación de la Sentencia que motivó el otorgamiento del mencionado Instrumento y alega
como fundamentos de Derecho el Art. 18 de la Ley Hipotecaria y el 100 de su Reglamento. Vistos el Art. 20 de la
Constitución Española, Art. 98 Ley 24/2001, Arts. 609, 1.445 y 1.462 del Código Civil, Arts. 2, 3, 18, 328 de la Ley
Hipotecaria y 100 de su Reglamento, así como Art. 1 y 166 del Reglamento Notarial, la resolución de 14 de septiembre de
2.004 y las Sentencias del Tribunal Supremo de 11 de Enero de 2.008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sección 6e),
de la Audiencia Provincial de Almería de 9 de marzo de 2.006 y de Málaga de 4 de febrero de 2.009. Fundamentos de
derecho I.–De los modos de adquirir el dominio.–De conformidad con lo previsto en el Art 609 del Código Civil la propiedad
se adquiere por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición. En el caso objeto de este recurso la Sentencia,
cuestionada por el funcionario calificador, no es de los títulos a los que se refiere el Art. 3 de la Ley Hipotecaria, pues este
precepto ha de interpretarse en función del que le antecede, el Art. 2. El primero regula los títulos sustantivos, el segundo
los formales. La Sentencia, que admite la demanda de reclamación de cantidad y condena al demandado, no puede ser un
título sustantivo de los previstos en el Art. 2 de la Ley Hipotecaria, en el caso concreto objeto de nuestra atención, por lo que,
a fortiori, tampoco es uno de los títulos formales previstos en el Art. 3, en cuanto dicha Sentencia no es uno de los títulos
que «puedan ser inscritos». Extiéndase lo expuesto, como lógica consecuencia, a interpretación del Art. 100 del Reglamento
Hipotecario. Objeto de inscripción es la transmisión del dominio y el vehículo de la misma es la escritura pública que produce
efectos traditorios, de conformidad con lo previsto en el Art. 1.462 del Código Civil. II.–De la interpretación del Art. 98 de
la Ley 24/2001 Así las cosas, las que anteceden, hemos de entender que la Sentencia es un documento complementario, que
discurre estrictamente por el camino del derecho de obligaciones, y como tal queda al arbitrio del Notario autorizante, si se
protocoliza con la matriz o se acompaña a la copia que de esta se expida o, como aquí se ha hecho, se relaciona, bajo los
efectos de la fe pública notarial, bien entendido que con indicación de la naturaleza de la resolución judicial, fecha de la
misma y autoría, lo que consta en el instrumento. La cuestión que la calificación registral plantea, adquiere aspectos de
especial gravedad, pues al comparecer la autoridad judicial por rebeldía de la parte demandada, titular registral, en el ejercicio
de su cargo, suscribiendo, que no otorgando, el Instrumento Público, previa lectura del mismo y con cotejo de los Autos, el
Magistrado asume el contenido del mismo como propio, verdadero y auténtico. ¿Requeriría el funcionario calificador a la
autoridad judicial, para que remitiera testimonio de la Sentencia, bajo la fe del Sr. Secretario? La respuesta es negativa y el
requerimiento totalmente improcedente. Dice el Sr. Registrador de la Propiedad que en la esfera judicial la fe pública
corresponde al Secretario Judicial. Sin duda está en lo cierto, como también lo es que la fe pública de los instrumentos
públicos corresponde en exclusiva al Notario autorizante, así como de la copia autorizada, cuyo destino natural, en sede
inmobiliaria, es el Registro de la Propiedad. ¿Será exigible la declaración notarial de suficiencia de unos Autos que el Notario
tuvo a la vista y que en el momento de la autorización los tiene la Autoridad judicial y, siguiendo los usos forenses, procede
al cotejo con lo leído por el Notario? Aunque el Registrador no lo plantea, parece evidente que no. La presencia del
Magistrado lo suple, pues de lo contrario se podría plantear un conflicto de competencias aparente entre la función judicial
y la Notarial, lo que es impensable. Lo expuesto hasta ahora lo ratifica la resolución citada que aunque fue anulada por la
sentencia de Almería, no altera la doctrina de la Dirección General en este punto y ello por dos razones: 1.–La Sentencia
anula parcialmente la resolución, en el tema concreto de la aprobación judicial de la partición, por la razón de que la
competencia para el conocimiento del recurso correspondía, conforme a la legislación entonces vigente, al Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña, por razón de la materia, ya que se trataba de un caso de Derecho Catalán, la Sentencia mantiene la
interpretación que da el Centro Directivo al Art. 98 de la Ley 24/2001, pues se trataba, y esto es menos grave, de si deberían
de exhibirse al funcionario calificador la resolución judicial de nombramiento de tutor, la aceptación apud acta y la
inscripción en el Registro Civil, extremos estos a los que la resolución dio una respuesta negativa. La ratio ludís o identidad
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de razón, concurre en el caso objeto de la resolución así como en el presente. Solo lo expuesto hasta ahora hace decaer los
fundamentos de Derecho que el funcionario calificador alega, pues la apoyatura en el Art. 100 del Reglamento Hipotecario,
es inconsistente ya que la Sentencia Judicial no es el titulo traslativo del dominio, de conformidad con el Art. 2 de la Ley
Hipotecaria. Presentar como fundamento el Art. 18 de la Ley Hipotecaria, produce verdadera extrañeza y lo examinamos
de inmediato. 2.–La interpretación del precepto invocado, norma estatal, sí es de la competencia del Centro Directivo, en
sede de recurso gubernativo. III.–De la calificación registral. El Registrador de la Propiedad es un funcionario público, el
Registro un servicio público, por lo que a la función calificadora ha de asignársele naturaleza administrativa, es un acto
administrativo, siempre en interés del servicio público y de la tutela de la seguridad del tráfico jurídico, así como de la
protección de posibles terceros hipotecarios, estando las garantías en función de dichos intereses y exclusivamente de los
mismos. La naturaleza jurídica asignada al Registrador de la Propiedad y a su actividad calificadora no queda desvirtuada
por la Sentencia del Tribunal Supremo que se mencionó, ya que está referida a la nulidad de actos administrativos en relación
a cuestiones de personal al servicio de la Administración Pública. Adviértase que la función calificadora se mueve, de
momento, en el ámbito del Derecho Administrativo y teleológicamente en el Derecho Patrimonial. Manténganse ahí las cosas.
Esgrimir como fundamento de Derecho el Art. 18 de la Ley Hipotecaria es no decir nada, pues ese precepto es genérico y
se limita a describir la función calificadora, lo que nadie pone en duda, se inscriba, se suspenda o se deniegue la inscripción
solicitada. Adviértase además que las calificaciones sin fundamento jurídico suficiente, no obstante la buena fe, de la que
no se duda, del funcionario calificador, presuntamente lesionan tres bienes jurídicos, los efectos propios del Instrumento
público, cuya defensa asume el funcionario autorizante del mismo, el prestigio profesional del Notario autorizante, lo que
tiene escasa importancia, y el interés del ciudadano que solicita la asistencia registral para la practica de un asiento de
inscripción, lo que sí tiene importancia. Y es que así resulta todo ello de la Sentencia de la Audiencia de Málaga, al
considerar la legitimación del Registrador de la Propiedad para interponer recurso de apelación contra la resolución del
Centro Directivo, interpretando así el Art. 328 de la Ley Hipotecaria. Esta Sentencia no altera la doctrina del Centro Directivo
en cuanto al alcance del Art. 98 de la Ley 24/2001, pues el caso es distinto, ya que el Notario da un testimonio parcial de un
poder, hoy reglamentariamente prohibido (Art. 166 Reglamento Notarial), cuya interpretación no es compartida, en función
del acto instrumentado, por el funcionario calificador ni por la Audiencia Provincial; ni altera asimismo la doctrina de dicho
Centro en cuanto a la facultad indelegable del Notario, no asumible por el Registrador, de calificar los poderes y documentos
complementarios mediante la declaración de suficiencia, declaración esta que es de competencia exclusiva del Notario
autorizante. Los hechos que motivan esta Sentencia son anteriores a la reiterada doctrina del Centro Directivo y a la entrada
en vigor de la última reforma del Reglamento Notarial. La Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 2.008 desestima
el recurso interpuesto contra la legalidad del Art. 166 del Reglamento Notarial. Pretensión.–Se solicita la admisión del
recurso, la declaración de la conformidad del titulo con el Ordenamiento Jurídico y la práctica de la inscripción. Documentos
complementarios.–Se acompaña copia autentica del título calificado y testimonio de la nota de calificación. En Alicante, mi
residencia, a trece de Mayo de nueve. Firma ilegible...».

IV

El Registrador de la Propiedad de Benissa, don Pedro Fandos Pons, emite el correspondiente informe con fecha 20
de Mayo de 2009 y eleva el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 385, 387, 389 y 919 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881; artículos 703 y siguientes de la
Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil; artículos 2, 3 y 18 de la Ley Hipotecaria; y artículos 33 y 51 de su Reglamento, así
como las Resoluciones de este Centro Directivo de 7 de marzo de 2001; 14 de Septiembre de 2004; y 8 de Julio de 2005.

1. Presentada en el Registro una escritura en la que el Juez, interviniendo en ejercicio de su cargo, por rebeldía del
demandado -en procedimiento anterior a la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil- vende una finca, se suspende la inscripción
por no acompañarse la sentencia judicial, sin que el Registrador considere suficiente el testimonio notarial en relación
consistente en reflejar en la escritura los trámites fundamentales del procedimiento.

2. Cuando la sentencia es de condena no dineraria, como en el presente caso en que impone una obligación de hacer,
consistente en emitir una determinada declaración de voluntad negocial, no es aquélla título directamente inscribible en el
Registro, sino que lo serán los actos que en su ejecución se lleven a cabo. En este caso la sentencia no es presupuesto directo
de su inscripción -pues como queda dicho la sentencia no se inscribe- sino de la legitimación del Juez para proceder, en
ejercicio de su potestad jurisdiccional –que se extiende no sólo a la de juzgar sino también a hacer ejecutar lo juzgado (cfr.
artículos 117.3 de la Constitución Española y 2.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial)–, a su ejecución específica,
supliendo la inactividad o resistencia del condenado.

3. En consecuencia aunque puede ser conveniente acompañar testimonio de la sentencia y de las principales
actuaciones procesales llevadas a cabo para facilitar la calificación –incluso será necesario cuando de la escritura no resulten
los extremos necesarios para calificar y practicar la inscripción–, lo cierto es que en este caso no se ha señalado en la nota
de calificación otro defecto que la no aportación de la sentencia judicial. Defecto que debe ser revocado, toda vez que el título
inscribible es la escritura de compraventa y no la sentencia, bastando para la calificación e inscripción en el Registro de la



297

Propiedad que el Notario relacione los particulares de los autos y la sentencia que se ejecuta, que con dicha relación quedan
bajo la fe pública notarial, satisfaciendo con ello la exigencia de documentación auténtica del artículo 3 de la ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la nota de calificación del Registrador en los términos
que resultan de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 4 de mayo de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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10032 Resolución de 22 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso

interpuesto por la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, contra la nota de calificación de la Registradora
de la Propiedad de Villaviciosa de Odón, por la que se deniega la prórroga de una anotación preventiva de embargo.
(BOE núm. 153, de 24-6-2010).

En el recurso interpuesto por don F. C. C., Abogado, en nombre y representación de «Caja de Ahorros y Monte de
Piedad de Madrid», contra la nota de calificación de la Registradora de la Propiedad de Villaviciosa de Odón, doña Marta
Cavero Gómez, por la que se deniega la prórroga de una anotación preventiva de embargo.

Hechos

I

Mediante Providencia, de fecha 2 de febrero de 2009, dictada por el Juzgado de Primera Instancia número 61 de
Madrid, se acordó la prórroga por cuatro años más de la anotación de embargo letra A, tomo 539, libro 294 de Villaviciosa
de Odón, folio 183, finca 14.141.

II

Presentado el correspondiente mandamiento en el Registro de la Propiedad de Villaviciosa de Odón, el 5 de junio de
2009, fue calificado de la siguiente forma: «Presentado bajo el asiento 428 del Diario 48, no se practica operación alguna
por resultar caducada la anotación cuya prórroga se pretende por el presente mandamiento. Contra esta calificación (…)
Villaviciosa de Odón, a 12 de junio de 2009.–La Registradora (firma ilegible), Marga Cavero Gómez».

III

Contra la anterior nota de calificación, don F. C. C., Abogado, en nombre y representación de «Caja de Ahorros y
Monte de Piedad de Madrid», interpone recurso en virtud de escrito de fecha 10 de julio de 2009, en base entre otros a los
siguientes argumentos: Hechos.- Primero.–En el procedimiento ejecutivo n.º 336/05, seguido ante el Juzgado de Primera
Instancia n.º 61 de Madrid en interés de «Caja De Ahorros y Monte de Piedad de Madrid» frente a «Asia Chip, S. A.», se
reclama el importe de 137.240,73 euros más 41.000 de intereses, costas y gastos presupuestado, habiendo dictado el citado
Juzgado, con fecha 19 de abril de año 2005, Auto despachando ejecución que acordaba el embargo, entre otras, de la finca
n.º 14.141 del Registro de la Propiedad de Pozuelo de Alarcón, n.º 2. Para la efectividad de los embargos, el Juzgado acordó
proceder a la anotación preventiva de embargo de la finca n.º 14.141, inscrita en el Registro de la Propiedad n.º 2 de Pozuelo
de Alarcón, quedando anotada con fecha 3 de junio del citado año 2005 la anotación letra A. Segundo.–En fecha 2 de febrero
de 2009, el Juzgado citado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, acordó la prórroga por cuatro
años más, de la anotación de embargo sobre la citada finca 14.141 ordenando a tal efecto librar el oportuno mandamiento
por duplicado al Sr. Registrador de la Propiedad n.º 2 de Pozuelo de Alarcón, que debía ser entregado en el Registro antes
de que caducara la anotación el día 03/06/09. Tercero.–Si bien el mandamiento fue remitido en plazo al citado Registro de
la Propiedad de Pozuelo de Alarcón, éste lo devolvió al Procurador que tramitó su diligenciamiento con fecha 1 de junio de
2006 siendo entregado en las oficinas del referido Procurador como consta en el justificante de envío desde el Registro que
se acompaña como documento n.º 3. El motivo por el cual devolvió el Registro de la Propiedad n.º 2 de Pozuelo de Alarcón
el mandamiento no es otro que la creación, en el mes de octubre de 2008, del Registro de la Propiedad de Villaviciosa de
Odón, al cual pertenece la finca 14.141, cuestión ésta de la que ni el Juzgado ni esta parte tenía conocimiento. Cuarto.–Siendo
entonces conscientes de tal cambio de Registro, la misma tarde del día 1 de junio del presente en que fue recibido se remitió
al Registro de la Propiedad de Villaviciosa de Odón, a través de correo certificado urgente, el mandamiento para la prórroga
de la Anotación de Embargo según se acredita con el justificante de envío que se acompaña como documento n.º 4. El
mandamiento, que fue presentado bajo el asiento 428 del Diario 48 tuvo entrada en el Registro, según se indica en la pegatina
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que consta en el margen del documento, las 10:10 del día 5 de junio de 2009; no siendo practicada la operación «por resultar
caducada la anotación cuya prórroga se pretende» como consta redactado por la Sra. Registradora en el reverso del
mandamiento. Como se puede comprobar de lo hasta ahora expuesto, el Juzgado de Primera Instancia n.º 61 de Madrid
expidió erróneamente el mandamiento al Registro de Pozuelo de Alarcón n.º 2 en lugar de al de Villaviciosa de Odón y esta
parte hizo todo lo que estaba en su mano para subsanar esa cuestión empleando toda la diligencia que creyó oportuna en aquel
momento para en que el mandamiento llegara a tiempo al Registro actual de Villaviciosa de Odón. Hay que tener en cuenta
que el servicio de Correos tenía cuatro días para que le fuera entregado al Registro y que la normalidad en este servicio de
Correos, es que un sobre que se envía dentro de la misma provincia por correo certificado urgente llegue al día siguiente.
Significar que se está haciendo la oportuna reclamación ante el Servicio de Correos y Telégrafos de España a fin de
comprobar que efectivamente el sobre que portaba el mandamiento fue entregado el día 5 de junio de 2009 según indica el
Registro y porqué se empleó ese intervalo siendo enviado por correo certificado urgente. Quinto.–Debe ser tenido en cuenta
que el mandamiento que contenía la prórroga de la finca n.º 14.141 se presentó en plazo aunque se hizo en el Registro n.º
2 de Pozuelo que se había encargado de esa finca desde su inmatriculación hasta hacía escasos meses. En consecuencia
estimamos, dicho sea con los máximos respetos a la Sra. Registradora y exclusivamente en términos de defensa, que debiera
haberse calificado como defecto subsanable dando plazo a esta parte para acreditar que el mandamiento se presentó en plazo
en el anterior Registro. Sexto.–Los perjuicios que se irrogan a esta parte por la negativa de ese Registro a anotar la prórroga
de embargo sobre la finca n.º 14.141 son enormes, quebrando seriamente las expectativas de cobro que hasta entonces tenía
mi representada en el procedimiento 336/05 con el producto de esta finca. A tal fin, hay que tener en cuenta que la titularidad
registral de finca n.º 14.141 en cuestión ya no es de «Asia Chip, S.A.», sino de «Corporación Fleder Ibérica, S.L.U.» que
inscribió la supuesta adquisición por título de compraventa otorgado en escritura de 2/02/05 como así consta en el Registro.
Precisamente por ese motivo, se sigue el procedimiento de tercería n.º 1204/05 que está pendiente de resolverse en el Juzgado
de Primera Instancia n.º 61 de Madrid y en el que mi mandante se ha opuesto pidiendo asimismo la nulidad del título por
considerar que la compraventa fue un contrato simulado. Por tanto insistimos que las consecuencias que se derivan de la
negativa a anotar la prórroga del embargo sobre esta finca en cuestión son nefastas para las expectativas de cobro de esta
parte y que es de justicia que se anote la prórroga teniendo en cuenta que fue presentada en plazo, como se ha demostrado,
calificando en su caso de subsanable el defecto de su presentación en el anterior Registro de la Propiedad. Fundamentos de
Derecho.–Es de justicia material que la anotación que, desde el año 2005 figura a favor de «Caja de Ahorros y Monte de
Piedad de Madrid» sobre la finca 14.141 debe prevalecer y mantener su rango por delante de otras anotaciones. En el presente
caso, la titular de la finca vendió a una tercera entidad con un claro ánimo defraudatorio en orden a impedir a sus acreedores
el cobro de sus deudas. Muestra de ello es que en el procedimiento ejecutivo n.º 503/05 seguido en el Juzgado Primera
Instancia n.º 56 de Madrid a instancias también de «Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid» frente a «Asia Chip,
S. A.», se presentó tercería de dominio por la entidad «Fleder Corporación, S.A.», que ha sido rotundamente desestimada
por Auto de 5/09 dictado por la Audiencia Provincial de Madrid en base a considerar que «Fleder Corporación, S.A.», es
la misma entidad que «Asia Chip, S.A.». Y sobre todas las cuestiones anteriores hay que tener en cuenta, en base a este
principio registral, que el mandamiento de prórroga fue presentado en plazo en el Registro de la Propiedad de Pozuelo de
Alarcón y que, por tanto, ha de tenerse en cuenta esa fecha a efectos de cómputo del plazo para la caducidad de la anotación.

IV

La Registradora emitió informe el día 18 de julio de 2009 y elevó el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 1.2, 77 y 86 de la Ley Hipotecaria y 420.2 del Reglamento Hipotecario, y las Resoluciones de
este Centro Directivo de 25 de septiembre de 1992; 26, 27, 29 y 30 de junio; 1, 2 y 30 de julio de 1998; 10 de enero; 19, 25,
y 26 de mayo, y 8 de noviembre de 2000; 3 de septiembre de 2002, y 26 de enero de 2006.

1. Se debate en este recurso la inscribibilidad de un mandamiento de prórroga de una anotación preventiva de
embargo, siendo así que el mandamiento se presenta en el Registro de la Propiedad competente el 5 de junio de 2009, cuando
la fecha de la anotación preventiva era de 3 de junio de 2004, es decir transcurrido el plazo de caducidad de cuatro años que
establece el artículo 86 de la Ley Hipotecaria.

2. El recurso debe ser desestimado. El artículo 86 de la Ley Hipotecaria determina que las anotaciones preventivas,
cualquiera que sea su origen, caducarán a los cuatro años de la fecha de la anotación misma, salvo aquellas que tengan
señalado en la Ley un plazo más breve, pudiendo prorrogarse por un plazo de cuatro años más, siempre que el mandamiento
ordenando la prórroga sea presentado antes de que caduque el asiento.

Habiendo caducado el asiento, como ha declarado reiteradamente esta Dirección General (confrontar los vistos), y
como así lo dispone expresamente el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, no puede practicarse su prórroga.

3. La circunstancia de que el mandamiento se hubiera presentado por error en un Registro incompetente, dentro de
plazo, no altera lo anteriormente expuesto, toda vez que es inexcusable que la presentación haya de hacerse en el Registro
de la Propiedad competente, como se deduce del artículo 420.2 del Reglamento Hipotecario y 1.2 de la Ley Hipotecaria.
Todo ello, sin perjuicio de que, de conformidad con el artículo 418 a) del Reglamento Hipotecario, podía haberse solicitado,
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al concurrir razones de urgencia, del Registro de la Propiedad del distrito en que se hubiere otorgado el documento, que se
remitieran al Registro competente, por medio de telecopia o procedimiento similar, los datos necesarios para la práctica en
éste del correspondiente asiento de presentación.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación de la Registradora en
los términos que resultan de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.
Madrid, 22 de abril de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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10033 Resolución de 7 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto

contra calificación negativa del registrador de la propiedad de la Pobla de Vallbona, por la que se deniega la
cancelación de determinados asientos con ocasión de la expedición de una certificación de titularidad y cargas.
(BOE núm. 153, de 24-6-2010).

En el recurso interpuesto por don A. S. N., contra calificación negativa del Registrador de la Propiedad de la Pobla
de Vallbona, don Domingo Jordán Domingo, por la que se deniega la cancelación de determinados asientos con ocasión de
la expedición de una certificación de titularidad y cargas.

Hechos

I

Don A. S. N., en instancia de fecha 23 de marzo de 2009 dice: «Que conforme consta en la certificación registral de
la finca de mi propiedad (finca nº 8.343 del libro 62 de Puebla de Vallbona); aparecen anotadas diversas cargas y que
conforme se indican en dicho documento, se encuentran vigentes; concretamente embargos a favor de: Banco de Sabadell
letra A prorrogado por la D y otro, letra B prorrogado por la C. Banco Exterior de España letra E prorrogado por la G. Al
entender de quien suscribe, y bajo la legitimidad que me confiere el artículo 76; artículo 77 y artículo 82.1° de la Ley
Hipotecaria en relación con el artículo 207 del Reglamento Hipotecario, dichas cargas deben ser “canceladas de oficio”. Y
baso mi petición en la siguiente razón o motivo de fondo: 1°. Banco Exterior de España letra E prorrogado por la G. Para
la correcta explicación de lo que constituye el cuerpo fáctico de este escrito, debemos partir de la premisa conceptual (y dado
que en materia registral rige el principio de rogación), de considerar las anotaciones de embargo, como actos procesales
dotados de individualidad; de tal forma, que cada anotación responde (y en cuanto a su nacimiento) a una petición de parte,
mediante la cual, se solicita del Juzgado ordene anotar el embargo respecto de una finca determinada. Ante ello, se debe
determinar de forma clara y nítida, la actividad de la parte al solicitar el embargo; ya que y por lo que posteriormente se
indicará puede darse el caso de que inicialmente se solicite el embargo respecto de una finca determinada, y que ante la
calificación del Registrador de que dicha finca ha sido objeto de agrupación, se vuelva a solicitar y como una actividad
procesal “nueva” y “distinta” de la ya solicitada un nuevo embargo respecto de otra finca, en este caso, de la finca resultante
de la referida agrupación. En este caso, convergen en un mismo proceso 2 solicitudes de embargo, una, que en supuestos
normales se realiza al inicio de la ejecución; y otra, que se solicita durante el curso de la misma vía Mejora de Embargo. Lo
que significa, que el ejecutante solicita el embargo sobre 2 fincas distintas; (petición que debe dar lugar a 2 anotaciones
independientes entre sí; una; respecto de la finca inicialmente interesada, y otra e independiente y diferente de la anterior
de la finca posteriormente solicitada (que a los efectos aquí indicados, deberá ser de la resultante de la agrupación practicada).
Partiendo de tal apreciación, debo manifestar que la carga Banco Exterior de España letra E prorrogado por la G, afecta de
forma indebida la finca de mi propiedad finca registral n.º 8.343, ya que el Banco Exterior de España, nunca embargó tal
finca. Para exponer tal afirmación resulta necesario indicar que la finca hoy de mi propiedad, en su día se agrupó a la número
458 inscrita al tomo 1.265, libro 95 de Puebla de Vallbona, folio 113; dando como resultado tal agrupación la finca registral
n.º 6.889 tomo 1.411, libro 129 de La Eliana. Dado que sobre la n.º 458 existía constituida una hipoteca de máximo a favor
del BBVA; la misma fue ejecutada, adjudicándose dicha finca el citado banco; y como consecuencia de ello, quedó sin efecto
la agrupación indicada, y asimismo, se debieron cancelar cuantas cargas afectaban a la finca ejecutada (como antes he dicho,
a la n.º 458; mas en este supuesto en donde ha transcurrido sobradamente el plazo de 6 meses desde que en el proceso de
ejecución se dictara el auto de aprobación de remate una vez consignado el precio por el adjudicatario). 1.1º.–El embargo
que dio lugar al nacimiento de la mencionada carga a favor del Banco Exterior, se ordena en providencia de 19 de diciembre
de 1.995 dando lugar a la letra E (anotación de fecha 6 de marzo de 1.996); prorrogada posteriormente por la letra G. Procede
del J.° de 1ª Instancia n ° 4 de Valencia, ejecutivo n.º 632/95; en dicho proceso el ejecutante, Banco Exterior de España,
solicitó de forma expresa, se embargara la finca registral n.º 458 inscrita en este Registro al tomo 1.265, libro 95, folio 113.
Finca que el Juzgado declaró embargada, según providencia, que tal y como consta en la anotación de embargo, data de 19
de diciembre de 1.995; y que originó la anotación preventiva de fecha 6 de marzo de 1.996 y en el que de forma expresa se
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indica que “el embargo debe recaer sobre a finca registral n.º 458”. Posteriormente, y respecto de esta finca, la Audiencia
de Valencia Sección 9° por proveído de 2 de diciembre de 1.999, acuerda prorrogar la anotación de embargo ordenada el
19 de diciembre de 1.995 es decir, vuelve a incidir en cual es la finca sobre la que el juzgador ordenó de forma expresa su
embargo, y que no es otra que la registral n.º 458. Acompaño, fotocopia del escrito solicitando dicho embargo; el edicto
publicado donde se notifica y determina dicho embargo y la providencia de la Audiencia acordando su prórroga. Por tanto,
y conforme la nota registral que acompaño, la carga que se dice encontrarse vigente es la: “ordenada en providencia de 19
de diciembre de 1.995 dando lugar a la letra E, anotación de fecha 6 de marzo de 1.996, prorrogada por la G, ordenada por
el J.° de 1.° Instancia n.º 4 de Valencia, ejecutivo número 632/95”. Razón que nos permite hoy solicitar “la cancelación de
la que se encuentra vigente sobre la finca de mi propiedad finca nº 8.343.” 1.2°.–Así pues, una vez que la agrupación quedó
sin efecto por razón de la ejecución hipotecaria a la que se vio afecta la finca n.º 458, por una parte; se cancelaron las cargas
que pesaban sobre dicha finca (y que por lo aquí indicado y acreditado, debió cancelarse la que aún hoy consta inscrita a
favor del Banco Exterior de España, procedente del Juzgado de 1ª Instancia n.º 4 de Valencia). Y por otra parte, debieron
pasar a afectar a la finca registral n.º 8343; hoy de mi propiedad; solo las que de forma inicial trabaron dicha finca; ya que
la misma, tuvo y tiene perfecta delimitación y opera como finca independiente, y clara y netamente diferenciada del resto
de fincas registrales. Por tanto, si alguna carga debió arrastrase sobre la finca hoy de mi propiedad, debieron ser única y
exclusivamente las que de forma individualizada, determinada y expresa afectaron a la citada finca registral (n.º 8.343). Pero
no de la anotada a favor del Banco Exterior de España, ya que volvemos a reiterar que la finca n.º 8.348 nunca fue embargada
por dicho banco. 1.3º.–El embargante, nunca solicitó de forma expresa embargar la finca n.º 8.343 finca hoy de mi propiedad
y aún así, sigue pesando sobre la misma el embargo referenciado. 2°.–Banco de Sabadell letra A prorrogado por la D y otro,
letra B prorrogado por la C. Damos por reproducidos todo lo alegado para solicitar la cancelación de la carga de la que es
titular Banco Exterior de España. Pero también indicaremos que todas las anotaciones en este apartado reseñado, proceden
de fecha anterior a los últimos 4 años (obsérvese como se hace referencia a ejecuciones del año 1.995, es decir de hace casi
15 años); y aunque es cierto que consta como solicitada la prórroga de las inicialmente anotadas con las letras A, B y E; tales
anotaciones (que no la acción de la que dimanan) deben asimismo considerarse “caducadas” por el transcurso de 4 años desde
que se anotó su “prórroga” (la anotación letra D data de 1.999, la letra C de 1.998 y la G de 1.999). Puesto que después de
ello, los ejecutantes ninguna actividad han llevado a la práctica para preservar su derecho de embargo; por lo que si bien es
cierto que puede predecirse que la acción para recuperar el derecho que les reconoce la ejecutoria se encuentra “vigente”
(artículo 239 de la L.E.C.); las actuaciones dimanantes de la misma, deben considerarse caducadas por el transcurso del
tiempo, Además que de que el actual artículo 86 de la Ley Hipotecaria debe interpretarse de conformidad con el artículo 3
del C. civil (“… aplicación de las normas en relación con la realidad social del tiempo atendiendo fundamentalmente al
espíritu y finalidad de aquellas…) y en especial, con relación a la disposición transitoria 5ª y 6ª de la actual LEC, en cuanto
a que fijan el momento “preclusivo” en que debe ser de aplicación, dicha ley (momento de aplicación a los litigios de los que
dimana las cargas que afectan a dicha finca). Este criterio, viene aceptándose paulatinamente por la Dirección General de
Registros y Notariado. Por lo que este argumento debe prevalecer también para solicitar la cancelación de oficio de tales
anotaciones, ya que los procesos ejecutivos de referencia, adolecen de la “excepción de caducidad”, ya que concurre en todos
ellos la razón alegada para invocar tal causa de oposición. Por todo ello: suplico al Registrador de la Propiedad de la Pobla
de Vallbona; admita el presente escrito, y por las razones de hecho y de derecho alegadas y bajo la legitimidad que me
confiere ser el propietario de la finca registral n.º 8.343, acuerde de oficio cancelar las cargas que gravan la finca registral
de mi propiedad (finca n.º 8.343 del libro 62 de Puebla de Vallbona). Otro sí digo: Que una vez resuelta la cuestión de
derecho aquí planteada, interesa se nos expida certificación literal del estado de cargas que afectan a la finca nº 3.843. Pobla
de Vallbona a 23 de marzo de 2.009.»

II

Presentado el anterior escrito en el Registro de La Pobla de Vallbona fue objeto de la siguiente nota de calificación
negativa: «… Fundamentos de derecho: La finca 8343, hoy sita en el municipio de La Eliana –Registro de la Propiedad de
Lliria–, perteneció inicialmente al término municipal de la Pobla de Vallbona –Registro de la Pobla de Vallbona–, por cuanto
la Eliana no existió como población o entidad administrativa distinta del municipio de la Pobla de Vallbona, hasta primeros
de los años 60, cuando se segregó del término municipal de la Pobla de Vallbona, siendo municipio o entidad administrativa
independiente, con su término municipal y libros registrales propios. Por tanto si pertenece actualmente la finca 8343 al
término municipal de la Eliana y no al de la Pobla de Vallbona, procede solicitar su traslado de conformidad con el artículo
3 RH, al Registro de la Propiedad de Lliria, en cuya demarcación registral o distrito hipotecario se encuentra el término
municipal de la Eliana, pues conforme Art. 1.2 LH, las inscripciones, anotaciones y cancelaciones se harán en el Registro
en cuya circunscripción territorial radiquen los inmuebles, no siendo este Registro de la Propiedad de la Pobla de Vallbona
el competente para realizar inscripciones fuera o en otro distrito hipotecario. En el supuesto de no solicitar ni justificar o
cumplirse lo dispuesto en el artículo 3 RH, para el traslado de finca a su correspondiente ubicación se procede a decidir sobre
lo solicitado: Como antecedente, destacar que la finca n.º 8343 junto con otra finca la registral 458, se agruparon. De esta
unión, se formó una nueva finca registral la 6889 inscrita en el Registro de Lliria y que posteriormente por una ejecución
hipotecaria que recaía sobre la finca 458, tuvo lugar la desagrupación no voluntaria, volviendo cada finca a su primitivo folio.
Así, la finca 8343 regresó a su antiguo folio e historial registral –retornó al Registro de la Pobla de Vallbona–. De acuerdo
con lo expuesto basa el solicitante, para cancelarlas las cargas –anotaciones de embargo prorrogadas–, en dos argumentos:
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en cuanto a la anotación de embargo decretada por el Juzgado n.º 4 de Valencia, juicio ejecutivo n.º 632/1995, a favor del
Banco Exterior de España, letra E, prorrogada por la G, se aduce que el Juzgado ordenaba el embargo sobre la finca 458,
y no sobre la resultante –la registral 6889– consecuencia de la agrupación de la 458 con la 8343, y por lo tanto, después de
la ejecución de una hipoteca que pesaba sobre la finca 458, al producirse la desagrupación de las dos fincas –la 458 y 8343–,
el embargo a favor del Banco Exterior de España no podía trasladarse ala finca 8343, existiendo en su apreciación, un error
que debe rectificarse. A pesar de haber sido prorrogadas todas las anotaciones reseñadas, deben entenderse caducadas, siendo
procedente su cancelación por interpretación de la nueva redacción del artículo 86 LH, tras la entrada en vigor de la LEC,
conforme artículo 3 CC, criterio que la DGRN viene aceptando, según afirmación del solicitante. En cuanto al primer
argumento, baste reseñar que no procede lo solicitado por lo siguiente: los asientos, una vez practicados están bajo la
salvaguarda de los Tribunales, y para rectificarlos, debe observarse lo dispuesto en el Art. 40 LH y 211 y siguientes de la
Ley Hipotecaria y Artículos 314 y siguientes RH. Así pues, practicada la anotación de embargo y su prórroga sobre la finca
resultante de la agrupación 6889, y no sobre la 458, si existe error o inexactitud debe rectificarse por los cauces previstos.
Pero, en realidad no existe tal error, como se indicará a continuación. No obstante, se indica en la instancia que se acompaña
fotocopia del escrito por el que se solicitaba el embargo, el edicto publicado donde se notifica y la providencia de la
Audiencia acordando la prórroga, pero no es así, pues no existe documento alguno adjunto con la instancia. Es enteramente
indudable que la finca embargada y sobre la que el Juzgado nº 4 de Valencia, procedimiento 623/1995, ordenó anotar el
embargo, es la finca 6889 –la unión de la 458 y 834–, y no la 458. Pues si bien es cierto, que el procedimiento 623/1995
seguido en el Juzgado de Primera Instancia n.º 4 de Valencia, ordenó anotación de embargo inicialmente sobre la finca 458
cuando ésta ya no existía por haberse agrupado con la 8343 y formar una nueva la registral 889, no es menos cierto, como
así resulta de los asientos registrales, que por este motivo se suspendió la anotación solicitada por mandamiento judicial de
fecha 19 de diciembre de 1995, por ir el procedimiento contra una de las fincas agrupadas y no solicitarse la anotación sobre
la finca resultante de la agrupación, tomándose en su lugar anotación de suspensión del embargo letra A. Posteriormente
dicha anotación de suspensión letra A se convirtió en definitiva anotación –letra B– por haberse subsanado el defecto, ya
que en virtud de mandamiento adicional de fecha 23 de abril de 1996, se ordenó anotar el embargo sobre la finca resultante
de la agrupación -la 6889-; por tanto se embargaba el total inmueble formado por la unión de las originales fincas 458 y 8343,
de ahí que al desagruparse o desunirse ambas se trasladara a cada finca originaria, las cargas del total inmueble –la finca 688–
y esa es la razón que justifica la existencia de la anotación sobre la finca 8343. Posteriormente se ordenó con fecha 2 de
diciembre de 1999, la prórroga de dicha anotación de embargo, practicándose la misma por presentarse dentro de los 4 años,
así la anotación de suspensión del embargo letra A, convertida en definitiva por la letra B, fue prorrogada por la letra G.
Según manifiesta el solicitante, entiende que el mandamiento de prórroga ordenaba prorroga, la que se decretó el 19 de
diciembre 1995, y por tanto la que recaía sobre la finca 458, no sobre la 6889, pero se olvida que, como se ha dicho
anteriormente, en virtud de mandamiento adicional de fecha 23 de abril de 1996, se ordenó el embargo sobre la finca 6889
y no sobre la 458. Aún así, obsérvese que el efecto de la anotación de prórroga, es prolongar en el tiempo los efectos de la
anotación prorrogada, RDGRN 23-1-2002, porque en tal prórroga no hay ni debe haber un acto de disposición modificativa
del derecho anotado, sino que lo que acontece, no es más que un simple acto de ejercicio por el acreedor –titular de la
anotación– de una de sus facultades que ostenta conforme a ley, con el fin de evitar que la vinculación o afección de a finca
al proceso, pierda la cobertura registral que le hace oponible a terceros. La prórroga la pide el acreedor y la decreta el órgano
judicial, y que por tanto la anotación de suspensión que existía, la cual una vez subsanado el defecto se convirtió en
definitiva, no cabe duda alguna que recaía sobre la finca agrupada -6889-, pues mediante una interpretación lógica y
sistemática del resto del mandamiento, atendidas las reglas del sano juicio (Res 19-6-1990, 25-6-2001, 21-11-2001,
18-6-2002, 12-9-2005 y 23-7-2005), RDGRN 16-7-2007, junto que en materia de anotaciones se aplican de forma flexible
los términos de los Art. 72,73 y 75 LH quedando bien identificado el procedimiento y Juzgado –RDGRN 20 junio 2003–,
es obvio que lo que se pretendía era prorrogar la medida de publicidad tomada, tendente a dar efectos más allá del proceso
al embargo, a esa anotación de embargo inicialmente decretada para a finca 458, y que por subsanación pasó a la finca 6889.
Pues de no ser así, el órgano judicial o el propio deudor, podía, y debían haber obrado en consecuencia, cuando,
primeramente en el mandamiento ordenando la anotación se hacía constar que la finca embargada era la 6889 y no la 458,
y también se le remitió el mandamiento de prórroga despachado con la nota de calificación haciéndose constar la fecha, la
prórroga practicada y la finca sobre la que se anota la prórroga, la 6889, y no la 458. En cuanto a las anotaciones a favor del
Banco Sabadell SA, letras A prorrogada por la D y la anotación letra B prorrogada por la C, da por reproducidos los mismos
argumentos, pero adviértase que la situación no es la misma por cuanto dichos embargos ya existían sobre la finca registral
8343, antes de su agrupación, y por tanto, estas cargas siempre han pertenecido a la finca 8343, estas cargas son
exclusivamente, de forma individualizada, determinada y de forma expresa recayentes inicialmente sobre la finca 8343 y por
eso todavía subsistentes a día de hoy, porque han sido prorrogadas bajo la vigencia del artículo 199.2 RH. Y en consecuencia
las prorrogas de anotaciones practicadas con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva redacción del artículo 86 LH –8
enero 2001– no cabe su cancelación por caducidad por no ser de aplicación retroactiva el nuevo artículo 86 LH, como se hará
constar a continuación. En cuanto al segundo argumento, de que en todo caso dichas anotaciones han caducado porque es
aplicable la nueva redacción del Art. 86 LH, conforme al Art. 3 CC en relación disposición transitoria 5ª y 6ª LEC, criterio
que según el solicitante, viene aceptándose por la Dirección General de los Registros y del Notariado tampoco es admisible
esta argumentación porque las leyes no tienen carácter retroactivo, y por consiguiente la nueva redacción del artículo 86 LH
dada por la LEC, que entró en vigor el 8 de enero de 2001, no procede aplicarse a situaciones anteriores, y debe estarse a
lo dispuesto en el Art. 199.2 RH. Que este es el argumento legal, y es el que aplica la DGRN, es incuestionable por cuanto:
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la propia DGRN ha hecho constar expresamente que las anotaciones preventivas prorrogadas antes de la nueva Ley de
Enjuiciamiento Civil, están sometidas a la prórroga indefinida ex Art. 199-2 RH. No cabe su cancelación por caducidad. Así
lo manifiesta en RDGRN 21, 23 febrero 2006, 23 de febrero, 4 de marzo 2006, previamente así lo aseveró en la Instrucción
de 12 de diciembre de 2000. Y adviértase que conforme artículo 327 LH y RDGRN 22 septiembre de 2005 las resoluciones
de la DGRN, tienen carácter vinculante para todos los registradores mientras no se anulen por los Tribunales. Así pues no
es necesario interpretar una norma cuando la propia DGRN sobre interpretación del artículo 86 de la Ley Hipotecaria en la
nueva redacción dada por la disposición novena de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, ha declarado que:
“el principio general del Derecho de carácter no retroactivo de las normas salvo que en ellas se disponga lo contrario, exige
que las anotaciones preventivas prorrogadas en virtud de mandamiento presentado en el Registro de la Propiedad antes de
la entrada en vigor de la LEC 1/2000, esto es, antes del 8 de enero del 2001, deben regirse por la legislación anterior. Si es
presentado después, caducarán automáticamente una vez transcurrido el plazo por el que se haya ordenado la prórroga
computado desde la fecha de la anotación misma de prórroga, pudiendo practicarse sucesivas ulteriores prorrogas en los
mismos términos. Con relación a las anotaciones preventivas prorrogadas antes de la entrada en vigor de la LEC 1/2000, no
será necesario, por tanto, ordenar nuevas prorrogas, ni procederá practicar asiento alguno en el Registro de la Propiedad, caso
de que a pesar de todo se libre mandamiento de prórroga. Las anotaciones preventivas que fueron objeto de prórroga con
anterioridad a la entrada en vigor de la nueva redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria (8 de enero de 2001) quedan
sometidas a prórroga indefinida en los términos del artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario, de manera que no cabe la
cancelación por caducidad de las mismas”. No se expide la certificación de dominio y cargas solicitada por cuanto, al no
admitir los argumentos no procede la cancelación de dichas cargas y, no se puede expedir la certificación sin las cargas
solicitadas, no obstante, si fuera de interés, por así convenirle, se expedirá la certificación de dominio y cargas con dichos
gravámenes si así reitera se su petición. Contra la presente calificación (...) La Pobla de Vallbona a 31 de marzo de 2009.
Firma ilegible».

III

Don A. S. N. interpone recurso contra la anterior calificación, que basa en los siguientes hechos o consideraciones
jurídicas: «A los efectos que determina el artículo 326 c) de la Ley Hipotecaria, concentra su recurso en lo que constituyó
el punto 1.° de su instancia (Banco Exterior de España letra E prorrogado por la G). Y ello porque conforme consta en la
certificación registral de la finca de mi propiedad (finca n.º 8.343 del libro 62 de Puebla de Vallbona); aparecen anotadas
diversas cargas y que conforme indica dicho documento se encuentran “vigentes”. Concretamente embargos a favor de:
Banco de Sabadell letra A prorrogado por la D y otro, letra B prorrogado por la C Banco Exterior de España, letra E
prorrogado por la G. Al entender de quien suscribe, y bajo la legitimidad que me confiere el artículo 76: artículo 77 y artículo
82-1º de la Ley Hipotecaria en relación con el artículo 207 del Reglamento Hipotecario, el mantener la anotación respecto
de dicha carga (Banco Exterior de España letra E prorrogado por la G), obedece a un “error material” que debe ser subsanado,
y con ello, debe ser “cancelada de oficio”. El error material que padece este asiento, no viene provocado por la actuación
del órgano judicial que ordenó el embargo; sino por la actuación del Registrador; y ante ello, resulta de aplicación el artículo
213 de la Ley Hipotecaria; puesto que se está solicitando la rectificación de un error material de los conceptuados en el
artículo 212, y que se encuentra en la situación de viabilidad que autoriza el artículo 213-1.° de la Ley Hipotecaria. 1.° Para
la correcta explicación de lo que constituye el cuerpo fáctico de este escrito, debemos partir de la premisa conceptual (y dado
que en materia registral rige el principio de rogación), de considerar las anotaciones de embargo, como actos procesales
dotados de individualidad y sujetas al principio de especialidad; de tal forma, que cada anotación responde (y en cuanto a
su nacimiento) a una petición de parte, mediante la cual, se solicita ante el Juzgado instructor, ordene anotar el embargo
respecto de una “finca determinada”. Por tanto, debe quedar ya fijo y patente que: el embargo nace de una “acto de parte”.
Responde a una “petición concreta y determinada”. Debe recaer sobre la finca que el juzgador ordena (respondiendo a la
rogación de la parte interesada). y que ante ello, no existe ninguna petición de parte, ni tampoco ninguna orden o mandato
judicial relativo a que debe anotarse orden de embargo sobre la finca registral n.º 8.343 del libro 62 de Puebla de Vallbona.
Y es mas, si que el ejecutante hubiera querido extender el embargo respecto de todos los bienes del deudor, podría haber
utilizado la prerrogativa que le concede el artículo 73 de la Ley Hipotecaria: (“todos los bienes de una persona...”); pero no
lo hizo así, delimitando su petición, única y exclusivamente al embargo de la finca registral n.º 453. Ante ello, se debe
estudiar, para con ello calificar de forma clara y determinada, la actividad de la parte al solicitar el embargo. Partiendo de
tal apreciación, debo reiterar que la carga, Banco Exterior de España –letra E prorrogado por la G–, afecta de forma indebida
la finca de mi propiedad finca registral n.º 8.343, ya que el Banco Exterior de España, nunca embargó tal finca. 2.º Para
exponer tal afirmación resulta necesario hacer mención al artículo 46, y en especial el artículo 48 del Reglamento
Hipotecario: “… La inscripción correspondiente se practicará… sin alterar su numeración… y la procedencia de las unidas,
con las cargas que les afecten…” Expresando el artículo 51-7°.del Reglamento Hipotecario: “las cargas relacionadas en el
título que no resulten inscritas o anotadas no se harán constar en la inscripción…” Tras ello, hay indicar que la finca hoy de
mi propiedad, en su día se agrupó a la n.º 458 inscrita al tomo 1.265, libro 95 de Puebla de Vallbona, folio 113; dando como
resultado: la finca registral n.º 6.889, tomo 1.411, libro 129 de La Eliana La n.º 458 tuvo y tiene perfecta identidad; y sobre
la misma existía constituida una hipoteca de máximo a favor del BBVA, además de otros embargos que se fueron anotando.
La finca indicada fue objeto de ejecución hipotecaria, adjudicándose dicha finca el citado banco; y como consecuencia de
ello, quedó sin efecto la agrupación indicada, y asimismo, se debieron cancelar cuantas cargas afectaban a la finca ejecutada
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(concretamente a la n.º 458). 2.1°.–El embargo que dio lugar al nacimiento de la mencionada carga a favor del Banco
Exterior, se ordena en providencia dictada por el Juzgado de 1ª Instancia n.º 4 de Valencia el 19 de diciembre de 1.995 dando
lugar a la letra E –(anotación de fecha 6 de marzo de 1.996)-; prorrogada posteriormente por la letra G– Procede del Juzgado
de Instancia indicado, y se dicta dentro del proceso juicio ejecutivo n.º 632/95. En dicho proceso el ejecutante, Banco
Exterior de España, “solo” solicitó de forma expresa, el embargo sobre la finca registral n.º 458. (inscrita en este Registro
al tomo 1.265, libro 95, folio 113) Finca que el Juzgado declaró embargada, según providencia (que tal y como consta en
la anotación de embargo), data de 19 de diciembre de 1.995; y que originó la anotación preventiva de fecha 6 de marzo de
1.996 y en el que de forma expresa se indica que “el embargo debe recaer sobre a finca registral n.º 458”. Posteriormente,
y respecto de esta finca, la Audiencia de Valencia Sección 9ª, por proveído de 2 de diciembre de 1.999, acuerda prorrogar
la anotación de embargo ordenada el 19 de diciembre de 1.995 –es decir, vuelve a incidir en cual es la finca sobre la que el
juzgador ordenó de forma expresa su embargo, y que no es otra que la registral n.º 458– Se acompañó al escrito inicial,
fotocopia del escrito solicitando dicho embargo; el edicto publicado donde se notifica y determina dicho, embargo y la
providencia de la Audiencia acordando su prórroga. (Documentos que se vuelven a acompañar con este recurso). Por tanto,
la carga que consta vigente es la: “ordenada en providencia de 19 de diciembre de 1.995 dando lugar a la letra E, anotación
de fecha 6 de marzo de 1.996, prorrogada por la G, ordenada por el Juzgado de 1ª Instancia n.º 4 de Valencia, ejecutivo n.º
632/95”-. Razón que nos permite hoy solicitar “la cancelación de la que se encuentra vigente sobre la finca de mi propiedad”.
Y ello, porque aún pudiendo valorarse lo que el Registrador nos indica, respecto de la agrupación resultante; y con ello, lo
relativo a la indicación del Juzgado instructor de que el embargo se extiende a la resultante de la agrupación; lo cierto es que
nunca se interesó el embargo sobre la finca, hoy de mi propiedad, n.º 8.348; y en consecuencia, al quedar sin efecto la
agrupación, cada finca debe arrastrar las cargas “de origen”, y por ello, la interesada por el Banco Exterior debió quedar
afecta a la n.º 458 (la que por razón de la ejecución hipotecaria, quedó cancelada por ley; ya que dicha ejecución solo se
constriñó sobre la n.º 458). Entender lo contrario, implicaría; por una parte “enriquecer injustamente” al ejecutante,
concediéndole un privilegio registral que él no ha interesado. Y por otra, se extiende una anotación de embargo “sobre” y
“a” una finca no interesada; pues aún admitiendo que con la agrupación se arrastren las cargas de cada finca originaria, una
vez queda sin efecto la misma, y las fincas vuelven a su estado originario, cada finca debe arrastrar las de origen; y en este
caso concreto, la finca n.º 8.348, nunca quedó afecta por el embargo del Banco Exterior. 2.2º Así pues, una vez que la
agrupación quedó sin efecto por razón de la ejecución hipotecaria a la que se vio afecta la finca n.º 458, por una parte; se
debieron cancelar “todas las cargas posteriores que pesaban “de origen” sobre dicha finca” (y que por lo aquí indicado y
acreditado, debió cancelarse la que aún hoy consta inscrita a favor del Banco Exterior de España, procedente del Juzgado
de 1ª Instancia n.º 4 de Valencia). Y por otra parte, “solo” debieron pasar a afectar a la finca registral n.º 8.343; hoy de mi
propiedad; las que de forma “expresa” trabaron de origen dicha finca o nacieron al mundo jurídico “tras la agrupación”; ya
que la misma, tuvo y tiene perfecta identidad, independencia, delimitación y opera como finca netamente diferenciada del
resto de fincas registrales; y además, cuando nació el embargo cuestionado, la agrupación no existía como finca registral,
y por ello, el embargo o traba “solo” afectó a las fincas que el ejecutante designó de forma libre, voluntaria y espontánea.
Por tanto, si alguna carga debió arrastrase sobre la finca hoy de mi propiedad, debió ser única y exclusivamente las que de
forma individualizada, determinada y expresa afectaron de origen a la citada finca registral (n.º 8.343). Pero no la anotada
a favor del Banco Exterior de España, ya que volvemos a reiterar que la finca n.º 8.348 nunca fue embargada por dicho banco
2.3° El ejecutante, nunca solicitó de forma expresa embargar la finca n.º 8.343; y aún así, sigue pesando sobre la misma el
embargo referenciado.»

IV

El Registrador emite el correspondiente informe el 11 de mayo de 2009 y eleva el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española, 1, 3, 20, 39, 40, 66, 83, 211 a 220, 224 y 228 de la Ley
Hipotecaria, 314 y siguientes del Reglamento Hipotecario y Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del
Notariado de 2 de octubre de 2007, 23 de diciembre de 2008 y 5 de enero de 2010.

1. En el supuesto de hecho objeto de recurso el titular registral de la finca registral 8343 de la Pobla de Vallbona
solicita se expida certificación literal del estado de cargas de dicha finca, previa cancelación de oficio de las anotaciones de
embargo que la gravan, concretamente: letra A prorrogada por la D, letra B prorrogada por la C a favor de Banco de Sabadell
y letra E prorrogada por la G a favor del Banco Exterior de España. Funda su solicitud de cancelación en dos motivos: en
el caso de la anotación letra E prorrogada por la G, manifiesta el recurrente que afectan a su finca de forma indebida porque
el Banco Exterior de España nunca embargó tal finca, existiendo un error que debe rectificarse, razón que le permite solicitar
la cancelación; y porque a pesar de haber sido prorrogadas todas las anotaciones, deben considerarse caducadas, por el
transcurso de 4 años desde que se anotó su prórroga procediendo su cancelación. El Registrador no expide la certificación
por dos razones: no ser posible expedirla sin las cargas, porque los asientos, una vez practicados están bajo la salvaguarda
de los Tribunales, y para rectificarlos, debe observarse lo dispuesto en el artículo 40 y 211 y siguientes de la Ley Hipotecaria,
y artículo 314 y siguientes del Reglamento Hipotecario. Además se deniega la expedición de certificación porque no es
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procedente la aplicación de la nueva redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria por haberse prorrogado con anterioridad
a la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Éste último defecto no se recurre.

2. El único defecto que es objeto de recurso debe ser confirmado. La anotación preventiva se practicó por resolución
judicial sobre una finca procedente por agrupación de otras dos, a pesar de que inicialmente se dirigiera sobre una de las
agrupadas, lo que motivó mandamiento judicial subsanatorio. Ello condiciona que al producirse posteriormente la
desagrupación de la finca debe producirse un arrastre de la carga a las dos fincas resultantes, una de ellas la finca a la que
se refiere la solicitud de certificación. En este sentido es principio registral esencial que los asientos, una vez practicados,
están bajo la salvaguardia de los Tribunales (artículo 1 de la Ley Hipotecaria) y producen todos sus efectos mientras no se
declare su inexactitud en los términos establecidos en la propia Ley. A tal fin es necesario como regla general el
consentimiento de todos sus titulares o en su defecto, resolución judicial firme dictada en procedimiento dirigido contra tales
titulares, y sin que en ningún supuesto baste una simple instancia privada por ser también principio básico de nuestro Derecho
hipotecario que sólo la documentación auténtica y pública puede tener acceso al Registro. Por eso mismo, el recurso ante
esta Dirección General no es el cauce adecuado para las pretensiones formuladas.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación del Registrador en los
términos que resultan de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de
la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de
aplicación las normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 7 de mayo de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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La celebración de consultas populares con motivo de la aprobación inicial de un plan general de
ordenación urbana. Por María Jesús García, Profesora Titular de Derecho Administrativo de la

Universidad de Valencia. (Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, 2009).

La sentencia del Tribunal Supremo de 23 de septiembre de 2008 resuelve el recurso contencioso-administrativo
interpuesto contra el acuerdo del Consejo de Ministros de 1 de septiembre de 2006, por el que se niega a un ayuntamiento
la preceptiva autorización para la celebración de una consulta popular relativa a la aprobación inicial del Plan General de
ordenación urbana del municipio.

La citada sentencia realiza una serie de consideraciones sobre las consultas populares que permiten reflexionar sobre
el régimen jurídico de esta figura y su distinción del referéndum, para lo cual toma como referencia la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 11 de septiembre de 2008.

I. Las consultas populares y el principio de participación en la Constitución.

Nuestra Constitución promueve a lo largo de su articulado el principio de participación de los ciudadanos en los asuntos
públicos. El artículo 9,2 atribuye a los poderes públicos la responsabilidad de facilitar la participación de todos los
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, de forma que todas las manifestaciones de lo público tienen
reconocida una forma de participación ciudadana.

Esta participación de los ciudadanos en los asuntos públicos constituye una manifestación del Estado democrático que
proclama la Constitución, pero las manifestaciones democráticas de la participación ciudadana pueden revestir distintas
modalidades en función del ámbito sobre el que se proyecten y la forma que revistan. Nuestra Constitución apuesta por los
cauces de participación basados en la democracia representativa, apoyados sobre todo en el derecho de sufragio activo y
pasivo como derecho fundamental del artículo 23 de la Constitución.

2. ¿Consultas populares sobre la aprobación inicial de planes generales de ordenación urbana?

A) Competencias municipales en el procedimiento de elaboración del Plan General de Ordenación Urbana.
Competencias propias y competencias exclusivas.

El primer requisito para plantear la consulta popular es que ésta venga referida a asuntos que formen parte de las
competencias propias de la Administración local; no cabe consulta si se trata de competencias cuya titularidad ostenta el
Estado o la Comunidad Autónoma.

La cuestión a analizar es si la aprobación inicial del Plan tiene cabida en el ámbito objetivo de las consultas populares.
Ya hemos visto que el acuerdo del Consejo de Ministros objeto de impugnación denegó la autorización para celebrar la
consulta popular por entender que la solicitud presentada no reunía  los requisitos objetivos exigidos para su celebración.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de septiembre de 2008 parte del supuesto de que los asuntos de la
competencia propia municipal no equivalen a asuntos de la competencia exclusiva del municipio. Las competencias propias
municipales son aquellas que se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad del municipio y de sus
órganos de gobierno, aunque de manera coordinada con el resto de Administraciones públicas. Pero en ningún caso cabe
identificar competencias propias con competencias exclusivas.

Uno de los ámbitos en que se manifiesta de forma esta concurrencia competencial es el urbanismo que sin duda forma
parte de las competencias propias que se asignan al municipio por el artículo 45 de la LRBRL. La ordenación urbanística
es una materia de titularidad compartida por los municipios y las Comunidades Autónomas. El Tribunal Constitucional ha
señalado que son las Comunidades Autónomas las que en ejercicio de su competencia exclusiva en materia de urbanismo,
deben regular el nivel de participación de los municipios en los distintos ámbitos en que tradicionalmente se ha dividido el
urbanismo ( planeamiento, gestión y disciplina), pero éstas deben ajustarse al parámetro de legalidad y constitucionalidad
que marcan tanto el principio de autonomía local de la Constitución como el artículo 25 de la Ley Reguladora de régimen
local. Ha de tenerse en cuenta que según expresa la jurisprudencia del Tribunal Constitucional “...la ordenación urbanística
del territorio municipal es una tarea que fundamentalmente corresponde al municipio, y que la intervención de otras
Administraciones se justifica sólo en la medida en que concurran intereses de carácter supramunicipal o controles de
legalidad que se atribuyen a las Administraciones supraordenadas sobre las inferiores”.

B) El planeamiento urbanístico municipal como asunto de interés local.
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La jurisprudencia ha identificado en ocasiones los asuntos de carácter local con aquellos que se ceñían exclusivamente
al ámbito geográfico del municipio, de modo que su planteamiento no superara los limites territoriales del término municipal.

Según este criterio la consulta popular estaría exigiendo también la exclusividad de los intereses locales afectados,
dejando fuera de la misma aquellos asuntos que pudieran tener también una trascendencia supramunicipal. Sin embargo en
el ámbito urbanístico no puede mantenerse esta interpretación, ya que es  posible que en el ámbito territorial afectado por
el planeamiento general concurran también intereses supralocales. Sin embargo, ello no obsta según la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 23 de septiembre de 2008 a considerar la ordenación urbanística municipal como un asunto de carácter
local que pretende establecer el marco regulador del espacio físico de los vecinos, dada la presencia de intereses comunes
en un mismo espacio.

Los asuntos de carácter local que habilitan para plantear una consulta popular designan a aquellos intereses más
próximos a los locales, donde la intervención de los municipios es más intensa, como la aprobación inicial del planeamiento,
que limita la intervención autonómica a un mero control de legalidad en aquellos aspectos del planeamiento que sólo afectan
a los intereses locales.

Por el contrario quedarían fuera del cuadro de las consultas populares los planes de ámbito territorial superior al
municipio, en donde los intereses supralocales afectados determinan una intervención de los municipios en el procedimiento
de su elaboración de menor intensidad, basado en la emisión de informes o en el establecimiento de un trámite de audiencia.

3. La consulta popular como forma de participación ciudadana en la elaboración del planeamiento.

A) Las consultas populares no son una modalidad de referéndum de ámbito local, sino una manifestación de la
democracia participativa.

Estas consultas populares de ámbito local, si bien suponen una participación directa en los asuntos públicos, no
implican el ejercicio de poder político, sino más bien una forma de participación administrativa propiciada por el hecho de
que el ámbito en el que se plantean es el de las competencias municipales, de índole más administrativa que política. No
constituyen una manifestación de la voluntad general, sino la expresión de una opinión o parecer colectivo que implica la
colaboración de los ciudadanos con la Administración. El hecho de que se prevea un cauce para el ejercicio de las consultas
que remite en muchos casos al previsto en la legislación electoral, convierte a las consultas populares en un mecanismo
cualificado de participación ciudadana en los asuntos públicos.

Es necesario señalar que la naturaleza jurídica de la consulta no exige supeditar la participación en ella a la titularidad
del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales. Ha de tenerse en cuenta que no estamos hablando de un
instrumento de la democracia directa o representativa, ni de un derecho que comporte el ejercicio de poder político, sino de
una manifestación de democracia participativa, a través de la cual los ciudadanos expresan su opinión sobre un asunto de
interés local y de naturaleza administrativa.

De acuerdo con la legislación vigente existen dos modalidades de consultas: a petición popular y a iniciativa de la
corporación. Esta última estaba regulada en la redacción original del artículo 71 de la LRBRL. En cambio la consulta popular
estaba reconocida como un derecho de los vecinos en el artículo 18 del mismo texto legal, aunque éste no contenía ninguna
precisión al respecto.

Tras la reforma efectuada por la Ley 57/2003 el derecho de los vecinos a pedir la celebración de la consulta se asocia
con el derecho a ejercer la iniciativa popular para plantear a la Administración propuestas de actuaciones decisiones o
proyectos normativos, regulada en el artículo 70 bis de la Ley de Bases de Régimen Local.

B) Las consultas populares como mecanismo complementario de participación ciudadana en el procedimiento de
elaboración del planeamiento urbanístico.

No hay duda de la incidencia de los planes generales de ordenación urbana en el entorno y en las condiciones de vida
de los ciudadanos. Es por eso que la legislación urbanística ha previsto la necesidad de participación de los ciudadanos en
el procedimiento para su elaboración. La ordenación urbanística trasciende los intereses particulares que pueden verse
afectados por el plan, lo que implica la necesidad de garantizar con carácter general la participación en el procedimiento de
elaboración del mismo, con independencia de que se vean o no afectados derechos o intereses privados.

El artículo 4 e) del RD Ley 2/2008 de 20 de junio establece un derecho de participación de carácter genérico y
abstracto, que no determina los cauces a través de los cuales se hará efectiva la misma. El artículo 11 de la misma norma
establece sin embargo la garantía formal inexcusable de participación, imponiendo con carácter preceptivo el trámite de



309

información pública.

La legislación autonómica ha venido instrumentalizando esta participación a través del trámite de información pública
que sucede a la aprobación inicial del plan de ordenación urbana municipal (o acto formal de aprobación de la redacción
técnica del Plan, según la terminología usada en las normas autonómicas). Esta información va dirigida a la generalidad de
los ciudadanos como garantía del acierto y oportunidad de la norma. Los llamados a participar son los ciudadanos, sin ningún
requisito de afectación o interés legítimo. Se trata de conseguir que el contenido del plan se ajuste a las demandas y
aspiraciones de la comunidad local. No se olvide que según establece el artículo 47 de la Constitución la regulación de los
usos del suelo ha de realizarse de acuerdo con el interés general.

Se trata de una forma de participación funcional en la actividad administrativa que no implica el ejercicio de poder
político, sino que se manifiesta como uno de los cauces de que disponen los ciudadanos en un Estado social y democrático
de Derecho para poder participar en la adopción de las decisiones que les afectan, y cuyo fundamento constitucional se
encuentra en el artículo 105 a) de nuestra Carta Magna.

No obstante, la información pública no agota las formas de participación de los administrados. Las Comunidades
Autónomas pueden establecer los mecanismos concretos que materialicen dicha participación. Así, antes de adoptarse el
acuerdo formal de aprobación inicial del Plan, cabe la posibilidad de elaborar avances y anteproyectos, abrir periodos de
información y exposición pública de actuaciones preliminares a fin de recabar sugerencias y alternativas o realizar consultas
con entidades representativas de los ciudadanos afectados.

En este mismo contexto previo a la aprobación inicial del plan pueden plantearse consultas propias con objeto de
conocer la opinión de los vecinos sobre el contenido del mismo. Estas consultas constituyen un mecanismo cualificado de
participación directa en la actividad administrativa, en la medida en que su regulación remite a un conjunto de garantías y
formalidades que permiten considerar el resultado obtenido en las mismas como representativo de la opinión general
expresada democráticamente. Este carácter representativo de la opinión de los vecinos está ausente en el resto de los cauces
de participación habilitados por la legislación para conocer la opinión de los vecinos (foros, sondeos, encuestas de opinión
etc.), ya que ninguno de ellos se encuentra revestido de las garantías y formalidades necesarias para considerarlo exponente
de la opinión general expresada democráticamente.

Del mismo modo, el trámite de información pública carece de las garantías que permitan asegurar que el resultado
obtenido manifiesta la opinión general de los vecinos. Por el contrario la experiencia demuestra que las alegaciones
formuladas en el trámite de información pública corresponden mayoritariamente a propietarios afectados, con lo que el
resultado de este trámite no es expresivo de la valoración que sobre estos extremos efectúa la comunidad vecinal.

Por todo ello, la celebración de la consulta popular resulta muy adecuada en decisiones, que por su trascendencia y por
su carácter discrecional, el trámite de información se revela insuficiente para apreciar la valoración que la comunidad vecinal
efectúa sobre las propuestas de ordenación urbanística.

Las consultas populares añaden una dosis de legitimad democrática al planeamiento cuando el resultado de las mismas
es favorable a la aprobación del modelo urbanístico propuesto por la Administración, y pretenden comprobar el acierto y
oportunidad de las decisiones propuestas por los órganos de gobierno de la entidad local, pero se revelan insuficientes como
mecanismo capaz de aportar sugerencias u opciones alternativas, puesto que su planeamiento no es tanto formular propuestas
(salvo que se formulen a iniciativa de los vecinos por la vía del artículo 70 bis de la Ley de Bases de Régimen Local), como
manifestar la conformidad o no con las propuestas del gobierno local.

4. La autorización del gobierno como requisito de validez de la consulta. Naturaleza Jurídica.

La Sentencia del Tribunal Supremo de septiembre de 2008 anula el acuerdo del Consejo de Ministros que denegó la
solicitud de autorización para la elaboración de una consulta popular. Esta sentencia no toma en cuenta otras consideraciones
que las referentes a la concurrencia de los requisitos legales del artículo 71 de la Ley de Bases de régimen local, ya que parte
de la base de que el acuerdo del Consejo de Ministros es un acto de naturaleza administrativa y de carácter reglado, que
efectúa un control de legalidad acerca de la concurrencia de los presupuestos exigidos por la legislación de régimen local.
La sentencia descarta expresamente el carácter político de dicho acto y los criterios de mera oportunidad que en tal caso
podrían sustentarlo.

Esta configuración ya había sido apuntada en otra Sentencia de 22 de enero de 1993 la cual a pesar de reconocer el
carácter híbrido del acuerdo del Consejo de Ministros denegatorio del referéndum a celebrar por un ayuntamiento por tratarse
de un órgano constitucional que actúa en uso de su voluntad política al autorizar o denegar dicho referéndum, reconoce
paralelamente que el acto ha dado lugar a un procedimiento administrativo y que para fundamentar su decisión el Gobierno
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ha utilizado una argumentación en Derecho que constituye la motivación del acto y que es objeto de impugnación.

Mas clarificadores resultan los dictámenes del Consejo de Estado 943/94 y 1071/2001. Este último consideró que la
autorización estatal de las consultas populares es un acto administrativo y no político, que constituye una técnica de control
externo de la legalidad en materia de régimen local. La autorización  viene a controlar que la solicitud se ajusta a los
requisitos legalmente previstos al efecto. El Dictamen 943/94 consideró que tales requisitos son de carácter material como
de carácter procedimental, consistentes en que la petición sea solicitada por los respectivos acuerdos por mayoría absoluta
del pleno de la corporación.

Se trataría de un típico acto administrativo en el que el objeto de la autorización sería un control de legalidad. El
Dictamen 1070/20001 argumenta también en este sentido con cita de la Sentencia del Tribunal Constitucional 45/1990,
según la cual una de las notas que caracteriza a las actuaciones del Gobierno no sujetas al Derecho Administrativo es que
no van precedidas de solicitud formulada por los interesados al amparo de concretas previsiones basadas en derecho y
buscando una resolución expresa de ese mismo alcance. Estima el Consejo de Estado que en el caso de la petición de
autorización para la celebración de consultas populares tanto el alcalde como el pleno de la corporación municipal que se
pronuncia al respecto ostentan la condición de interesados en los términos del artículo 31 de la Ley 30/92 de 26 de
noviembre, referente a las solicitudes formuladas por los interesados, y que por tanto las previsiones de esta Ley sobre la
falta de resolución expresa y el silencio administrativo son plenamente aplicables a la autorización prevista en el artículo
71 de la Ley Reguladora de Bases de régimen local, lo que conformaría su carácter de auténtico acto administrativo.

Las consultas populares operan así como un instrumento de participación ciudadana en la elaboración de planes
urbanísticos aunque sin carácter vinculante y no pueden considerarse exponentes de la opinión general.
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